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La Constitución Nacional 
 
“...es el arca que conserva las cenizas del pasado y mantiene encendidas las ascuas vivas del porvenir de los 
argentinos. No es una creación artificial. Sus artículos han sido escritos con sangre argentina, vertida en medio siglo de 
luchas civiles. Es la Ley primera, fundamental y suprema para todos los que habitan el suelo argentino y para que siga 
siendo fundamental y suprema y mantenga siempre su supremacía sobre las leyes y declaraciones del Congreso, los 
actos del Poder Ejecutivo los tratados con las potencias extranjeras y las autoridades nacionales y provinciales, el más 
alto Tribunal del país, La Corte Suprema, está obligada, como guardián e intérprete final, a entender y declarar la 
invalidez de aquellas normas o actos que se sitúen a extramuros de sus principios, derechos, garantías y organización 
de poderes...” 1  
 
Cabe preguntarse entonces: 
 
En función del resguardo al derecho constitucional al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y la 
Preservación de los Recursos previsto en el Art. 41 de la Constitución Nacional introducido por la 
reforma constitucional de 1994 
 
¿Existe un rol histórico desplegado en favor de la preservación de los recursos naturales y el 
ambiente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación de manera previa a dicha reforma? 
 
En caso afirmativo, ¿de qué modos ha intervenido a favor de la preservación? 
  
y finalmente, tras dicha reforma 
 
¿Cuáles son los nuevos deberes? 
 
¿Cuáles son sus nuevas potestades? 
 
¿Cuáles son sus nuevas posibilidades institucionales? 
 
Esta tesis doctoral propondrá respuestas a dichas preguntas. 
                                                 
1 Fayt, Carlos S., Los Derechos Humanos y el Poder Mediático, Político y Económico, 2001, La Ley, Buenos Aires, pág. 
319. 
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1 TEMA. 
Los temas bajo estudio en la presente investigación son: 
 La identificación de los Criterios y Principios Ambientales aplicados y creados pretorianamente 
por el Tribunal, tanto  ex–ante  como ex–post reforma constitucional de 1994, en todos los fallos 
medioambientales que la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina (en adelante C.S.J.N.) ha 
dictado. 
 La identificación de la existencia de un orden de prelación de derechos constitucionales en 
materia medioambiental, de recursos naturales, tanto antes como después de la reforma constitucional 
de 1994 en todos los fallos medioambientales del Tribunal. 
 La identificación de los poderes implícitos y exorbitantes de la C.S.J.N. otorgados ex 
postreforma constitucional de 1994 en materia medio ambiental. Identificación de alcances y efectos.  
 Generación de propuestas al accionar del Tribunal en el sistema político constitucional para el 
manejo de de los conflictos medioambientales.  
 Brindar soluciones para que la C.S.J.N., disponga de una capacidad idónea permanente para 
manejar sin dificultad, ágilmente y en el menor tiempo posible, la complejidad técnica de la cuestión 
ambiental actual. 
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2 PROBLEMA  
2.1 Planteo y Formulación del Problema.  
El problema objeto de investigación, se centra en el vacío de certezas producido por huecos 
legislativos, cambios normativos, formulación de políticas públicas nacionales erráticas e inconcretas, 
reformas constitucionales basadas en cosmovisiones diversas y contrapuestas, generadoras tanto de 
acciones como de omisiones de funciones de los poderes de estado, lo cual desemboca en la 
desprotección ambiental, del valor de la preservación y el uso racional de los recursos naturales en 
particular y en impactos negativos en materia de derechos humanos ambientales pre -condicionales. 
Los cambios mencionados a lo largo del proceso histórico legislativo argentino, provocaron una 
multiplicidad interpretativa generadora de conflictos en diversos aspectos relativos al régimen de 
propiedad, uso, explotación, regulación y ejercicio en el poder y policía y control gubernamental de los 
recursos naturales. La imprecisión de límites entre las potestades y deberes de los poderes del Estado 
entre otros motivos generó a su vez omisiones en el cumplimiento de funciones estatales.  
 
Producto de esas circunstancias, la presentación de diversos casos judiciales ante la C.S.J.N. dio 
cuenta de la necesidad de producir interpretaciones y soluciones concretas en cuanto a: 
 
 La aplicación de los Principios y Criterios Ambientales adecuados a los casos concretos, aún 
en momentos históricos en los que el Derecho del Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y 
la obligación de preservación y uso racional de los recursos naturales no encontraba 
codificación formal. 
 
 El orden de prelación de derechos constitucionales en relación al Derecho al Medio Ambiente 
Sano, Apto y Equilibrado y la preservación de los recursos naturales, así como de 
importancia de los recursos naturales. 
 
 La delimitación de las potestades y deberes de sus poderes institucionales, en el marco de 
los temas relativos al derecho de los recursos naturales  y medio ambientales en general y el 
derecho de los recursos hidrocarburíferos en particular. 
 
En este contexto, el Máximo Tribunal de Justicia de la N ación fue removiendo todas las dificultades 
interpretativas, solucionando y sentando jurisprudencia en las cuestiones claves relativas a la materia, 
a la luz de un criterio uniforme cuyas líneas directrices fueron en lo sustancial mantenidas en el período 
bajo estudio (1875-2010) mediante el uso de diversas facultades, en cumplimiento de las obligaciones 
que su rol le imponía, circunstancia que delimitó a lo largo de los años el alcance de sus poderes y cuya 
identificación y sistematización se presenta como novedades posibles y proyectables al cúmulo de sus 
facultades. 
El desarrollo histórico del problema sub examine se inicia con la primera delimitación de potestades 
de uso, regulación y propiedad sobre los recursos naturales en general, efe ctuada en la sanción de la 
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propia Constitución Nacional en 1853 (que estableció los primeros elementos naturales de interés 
constitucional), con la sanción del Código Civil (intrumento que reguló los recursos hídricos y las 
relaciones de vecindad), del Código de Minería (que reguló el régimen minero), las primeras leyes 
hidrocarburíferas (que regularon los recursos hidrocarburíferos como elementos naturales 
indispensables en función de su relación con la defensa nacional y con el  desarrollo de la Nación).  
Estrictamente en el ámbito del derecho constitucional, diversas cuestiones relativas a diversos 
recursos naturales encontraron regulación en la reforma constitucional de 1949 mediante la 
incorporación del art. 40, el cual fuera posteriormente derogado, , para re -insertarse y consolidarse con 
un nuevo vigor y contenido con la reforma constitucional de 1994. Esta última modificación, produjo la 
inclusión de los artículos  41, 75 (incs. 17, 19, 22)  y 124. De estos artículos, surge no sólo derechos y 
obligaciones de los ciudadanos en relación al medio ambiente, sino también obligaciones, tanto de 
particulares como de las autoridades públicas. Esta redefinición y re-delimitación de potestades y 
deberes de las autoridades públicas y de los ciudadanos, son la base de las prospecciones que se 
presentarán como aportes de la presente investigación. 
La complejidad interpretativa emergente de los cambios legislativos y de políticas públicas 
mencionadas, se encontró potenciada por la permanencia de dos cosmovisiones difere ntes en este 
cambio de era. 
La primera cosmovisión, propia de las postrimerías del siglo XIX, principio del siglo XX de corte 
industrialista, entendedora de que el progreso humano no debía encontrar límites y de la inexistencia 
de límites también en los propios recursos naturales. 
La segunda, propia de fines del siglo XX inicio del XXI, de corte preservacioncita de los recursos 
naturales, la bio-diversidad y del medio ambiente, producto de la sinergia y evolución dialéctica que 
diversas doctrinas ecológicas originadas en diferentes vertientes científicas y socio políticas aportaron. 
La visión medioambiental y de los roles antrópicos en su función que se posee en la actualidad, es el 
producto de una migración sinérgica de descubrimientos científicos, posturas y doctrinas sociales y 
políticas que evolucionaron desde las primeras tesis biocentristas, las de crecimiento cero, pasando por 
las del ecodesarrollo, hasta la visión moderada y antropocéntrica de la Organización de Naciones 
Unidas (P.N.U.M.A.) creadora del concepto de desarrollo sostenible en la utilización de los recursos 
naturales. 
Dicha coexistencia de visiones, aplicada a las políticas públicas, en algunos casos de tipo 
zigzagueante, junto con la falta de una concreta ejecución y control de las mismas a medida que eran 
creadas, coadyuvó a vaciar de certezas y a tornar imprecisos los límites entre la propiedad privada y 
pública nacional y provincial; las posibilidades y modos de uso, explotación, regulación y control de los 
recursos naturales; los principios aplicables y el orden de prelación de derechos  constitucionales 
competitivos. 
A la vez, la disciplina ambiental incorporó la noción biológica de ecosistema, los aspectos relativos 
no sólo de regulación de los elementos naturales, sino también de los recursos culturales, el derecho de 
las comunidades originarias, y de actividades antrópicas que puedan incidir en el medio ambiente en 
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general. De este modo, en la actualidad el concepto medio ambiente incorpora no sólo la regulación de 
los recursos naturales (renovables o no renovables) sino también la regulación de los residuos de todo 
tipo (domiciliarios, peligrosos, de actividades de servicios, nucleares), actividades productivas (en tanto 
antrópicas) e interrelaciones culturales. El panorama se ha complejizado, porque se han incorporado al 
objeto de regulación elementos que no son propiamente recursos naturales y que da cuenta de una 
invasión de la temática ambiental a todas las áreas de la vida y producción humana.  
Previo a la reforma constitucional de 1994, los recursos naturales de interés constitucional se 
reducían a los recursos hídricos (en tanto y en cuanto fueran de interés para la navegación, portuario y 
aduanero), y los recursos mineros, entre ellos los hidrocarburos como recursos de especial interés 
nacional en función de su rol en la defensa nacional. La C.S.J.N. se adjudicó competencia –de diversa 
índole- a fin de fijar los criterios y principios aplicables en relación al uso y propiedad de los recursos 
naturales y establecer las normas de competencia y jurisdicción que debían regir la materia. Asimismo, 
pero de manera extraordinaria y en algún caso aislado, entendió en las primeras y embrionarias 
cuestiones ambientales, que se dieron dentro del marco de las relaciones de vecindad producto de la 
regulación en materia de inmisiones molestas reguladas por del Código Civil, las primera normas 
sanitarias y bromatológicas,  y de las primeras leyes de residuos peligrosos. 
Según se mencionara, esta situación se modificó tras esta reforma, la cual incorporó, a través del 
art. 41 CN, el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado al texto constitucional de manera 
explícita, previendo como nuevo sujeto de derecho constitucional a las generaciones futuras y fijando el 
desarrollo sostenible2 como fin de las actividades productivas. Asimismo, cristalizó todo un nuevo 
sistema legislativo especial en la materia, ya que creó un esquema mixto de regulación a través de la 
incorporación de las leyes de presupuestos mínimos, previendo la obligación de recomposición del daño 
ambiental como primigenia ante su presencia, asi como la prohibición del ingreso al territorio nacional 
de residuos actual o potencialmente peligrosos y de los radiact ivos.  
A su vez  el art. 124 C.N. otorgó el dominio originario3 de las Provincias sobre los recursos naturales 
existentes en sus territorios. La incorporación de este nuevo concepto jurídico se constituyó en el centro 
                                                 
2 Este avance constitucional argentino fue el resultado de un largo desarrollo histórico en materia de nuevas 
regulaciones medioambientales, cambios de criterios y cosmovisiones en el uso de los recursos naturales, los 
derechos y deberes del hombre a fin de garantizar su propia subsistencia, así como de las generaciones venideras. 
Este debate por los dilemas del crecimiento y su impacto ambiental se originaron dentro del marco institucional de 
la Organización de Naciones Unidas con la primera convención internacional  -dentro del Programa 
P.N.U.M.A.(Programa de Naciones unidas Medio Ambiente) en Estocolmo, Suecia, en el año1972.  En ese marco, en 
el año 1987, se editó el Informe Bruntland, en el cual se plantearon los nuevos escenarios mundiales en cuanto a la 
utilización de los recursos y los cambios de cosmovisión del crecimiento económico al de desarrollo sostenible. En 
este contexto, la República Argentina firmó diversos Tratados Internacionales, entre ellos la Convención de Cambio 
Climático y de Diversidad Biológica de Río 1992, así como las Declaraciones de Principios de las Conferencias de 
Estocolmo 1972 y Río 1992, de donde surgen los Principios Ambientales que darán la base teórica para la 
formulación del art. 41 introducido al texto constitucional con la reforma de 1994 y a las legislaciones nacional y 
locales. Este devenir será estudiado seguidamente. 
3 El dominio originario de los recursos naturales importa para las Provincias, dentro de sus re spectivas 
jurisdicciones, el ejercicio de todas las facultades atinentes a procurar la adecuada protección, exploración y 
explotación de los mismos y el reconocimiento de haberle sido atribuido de modo primigenio. Se analizará 
seguidamente las implicancias y alcances de este nuevo concepto. 
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de numerosas controversias, algunas de ellas objeto de debate y delimitación en diversos fallos del 
Máximo Tribunal que serán desarrollados en el presente estudio y algunas otras todavía pendientes de 
resolución. 
En materia hidrocarburíferas en particular, los cambios legislativos (especialmente introducidos por 
la Ley 24.145) migraron la regulación del recurso de la esfera de la defensa nacional, merecedora de 
una regulación federal uniforme e integral de propiedad del Estado Nacional, direccionada a la 
generación de beneficios nacionales, a un régimen que atomizó la propiedad de los yacimientos según la 
ubicación del mismo en las Provincias en cuyo subsuelo se encontrasen, asignando los beneficios de la 
explotación a las mismas. Esto implicó un radical cambio del sistema legal  imperante hasta entonces, 
lo que ha dado lugar a la re-delimitación de títulos de propiedad, condiciones de exploración y 
explotación, de atribuciones y funciones del Estado Nacional y de los Estados locales y a una serie de 
nuevos cuestionamientos jurídicos dignos de estudiar, ya que serán materia de divergencia con los 
principios establecido por el Tribunal Supremo en los casos en que el marco jurídico era diverso. 
Desde el punto de vista fáctico, el fin del siglo XX y principios del siglo XXI adicionó problemas 
relativos al crecimiento cuantitativo y cualitativo de conflictos ambientales, impulsados en gran medida 
por: 
a) El incremento desmedido de intereses sectoriales e internacionales sobre los recursos naturales 
sin otro condicionamiento que el rendimiento comercial; sólo ajustado a la preservación o uso 
racional ante la presencia de leyes protectoras y fuerza para su aplicación. 
b) El alcance de la tecnología actual, de alto rendimiento para producir, y a la vez, para generar 
daños ambientales irreparables en poco tiempo, incluso en los plazos de tiempo entre los que se 
resuelve un conflicto en sede judicial, guiada además por la vorágine de un sistema comercial 
mundial de altísimo poder y aceleración exponencial. 
c)  El aumento de la complejidad para resolver conflictos  medioambientales que exigen gran 
idoneidad técnica de todas las partes, especialmente de la C.S.J.N.  
d) Gran activismo social, el cual se ha constituído en  un gran condicionante institucional. 
En todo este proceso histórico en cuanto a reglamentación de los diversos recursos naturales, 
diversos fallos de la C.S.J.N., fueron contestes en aplicar los modernos Criterios y Principios 
Ambientales, regular el ejercicio de los derechos sobre los recursos naturales, establecer el orden de 
prelación de derechos constitucionales en función del derecho al medio ambiente, defender los intereses 
de la Nación Argentina especialmente -pero no sólo- en materia de recursos hidrocarburíferos a la luz 
de las nociones de defensa nacional, e interés general (cumpliendo así un rol político e institucional 
importante), y señalar las acciones a seguir por las demás instituciones de gobierno, para la concreción 
de un efectivo Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado; solucionando los vacíos de certezas 
en los principios aplicables, de prelación de derechos constitucionales y los problemas aparejados a la 
inactividad gubernamental del resto de los poderes de Estado en el área de las políticas públicas 
ambientales, orientando la ejecución y el control de planes de remediación de contaminación de daño 
ambiental. 
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Para esto último y promediando la finalización del primer decenio del siglo XXI, el Tribunal utilizó 
facultades tanto explícitas como implícitas para la toma de  decisiones inéditas en el área de la 
preservación medioambiental, fijando de este modo un nuevo rumbo en sus modos de actuación en su 
rol institucional.  
Surge así de suyo, la importancia de la delimitación de las características del poder que la C.S.J.N. 
posee, a los fines establecidos en el artículo 41 de la Constitución Nacional, y de sus potencialidades 
innovativas, en tanto órgano decisorio en instancia última para definir la razonalibilidad de las políticas 
públicas, o de los actos de los particulares en relación a: 
a) La preservación de los recursos naturales, tanto renovables como no renovables, y el medio, en 
tanto estos elementos son esenciales: 
 para la preservación del equilibrio y aptitud del hábitat necesario para que la vida sea 
posible sobre la tierra, 
 como fuente de energía y de alimentos,  
 para la prevención y cura de enfermedades. 
 b) La promoción y concreción del desarrollo sostenible (art. 41 CN) y del desarrollo humano (art. 75 
inc. 19 CN) a fin de concretar el efectivo goce de los derechos humanos ambientales pre condicionales, 
permitiendo el derecho al acceso igualitario y digno de todos los habitantes a los recursos naturales 
esenciales y medio apto para la  concreción de la vida. 
c) La defensa de los recursos naturales estratégicos que se perfilan como objetivos de la defensa 
nacional.  
 Página 15 - 476 
15 
 
2.2 Árbol del problema. 
 
El problema sub examine, puede graficarse de la siguiente manera: 
 
Problema:
FALTA DE CERTEZA de:
•Normas aplicables
•Principios Aplicables
•Prelación de Derechos  Constitucionales
•Potestades de los Poderes de  Estado en general
•Potestades de Corte Suprema  de Justicia de la Nación
EN EL AREA DEL DERECHO DE LOS RECURSOS NATURALES Y MEDIO AMBIENTE. 
CONSECUENCIAS
•DESPROTECCION DE LOS INTERESES 
COLECTIVOS
AMBIENTALES DE LA NACION.
•GENERACION DE DAÑOS AMBIENTALES
•AUSENCIA DE DECISIONES POLÍTICAS 
TEMPORO-ESPACIALMENTE ADECUADAS Y
EFICACES EN MATERIA DE 
PRESERVACIÓN DEL MEDIO AMBIENTE.
•Omisiones PEN y PL.
Omisión de los poderes de estado en 
la adecuación de los fines constitucionales
Establecidos en el art. 41 de la C.N. post
Reforma constitucional de 1994
Reformas constitucionales 
Año 1949 art.40
Año 1994, art. 41
Incorporación Derecho 
al Medio ambiente.
CAUSAS
•FALTA DE REPARACION Y 
RECOMPOSICION AMBIENTAL
•IMPUNIDAD
DE ORDEN POLITICO DE ORDEN TECNICO LEGISLATIVO DE ORDEN CONSTITUCIONAL
DE ORDEN COSMOVISIONAL
O PARADIGMÁTICO
Cambios radicales de políticas públicas
en el período estudiado
Cambio de la cosmovisión del  
Crecimiento económico al 
De desarrollo sostenible como noción 
de Progreso
Evolución desordenada y errática  
de la legislación y reglamentación 
Vacíos legales.
AFECTACION 
DE LA
PRECONDICION
DE LOS
DERECHOS
HUMANOS
MINIMOS.
INTERVENCIÓN DE LA C.S.J.N.
A fin de garantizar el cumplimiento eficaz del art. 41 CN. 
DE ORDEN FACTICO
•Crecimiento cuantitativo y cualitativo de conflictos ambientales.
•Complejidad técnica para su solución.
•La tecnología  actual permite producir grandes daños en poco tiempo, incluso antes de resolver un conflicto.
•Activismo social  como condicionante institucional. 
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3 OBJETIVOS. 
3.1 Objetivo General. 
Los  objetivos generales de esta tesis son: 
a) Demostrar los modos en que la C.S.J.N. se ha definido, tanto ex antecomo ex postde la 
reforma constitucional de 1994, por la preservación de los recursos naturales y medio ambiente en 
general, aplicando criterios y principios ambientales aún antes de la existencia de su codificación 
formal, creando vanguardia cultural y ha conformado de hecho, un orden de prelación de derechos 
constitucionales en relación a este tema. 
b) Formular aportes prospectivos en el área mediambiental a través del análisis de los 
criterios y principios ambientales rectores aplicados en las intervenciones del Tribunal en los 
precedentes conducentes en el área investigada desde 1875 al año 2009.   
c) Determinar nuevas posibilidades de la C.S.J.N.  en el área de su accionar ambiental 
mediante la identificación y análisis de sus potestades y deberes expresos e implícitos en la materia 
medio ambiental. 
d)  Generar propuestas al accionar del Tribunal en el sistema político constitucional para el 
manejo de los conflictos medioambientales, a fin de solucionar los problemas tanto cuantitativos como 
cualitativos derivados de la vorágine acelerada que el sistema tecnológico y comercial moderno puede 
producir a gran escala y en brevísimo período de tiempo.  
e) Proponer soluciones para que la C.S.J.N.. disponga de una capacidad técnica 
medioambiental idónea permanente para manejar sin dificultad, ágilmente y en el menor tiempo 
posible, la complejidad específica de la cuestión ambiental. 
 
3.2 Objetivos Específicos. 
A fin de cumplimentar dichos objetivos generales, se desarrollarán los siguientes objetivos 
específicos, a saber: 
a) Identificar todos los Criterios y Principios Ambientales aplicados por la C.S.J.N en los fallos 
ambientales pre seleccionados para su análisis. 
b) Elaborar una taxonomía (clasificación y jerarquización) de las decisiones ambientales del 
máximo Tribunal ordenando sistemáticamente por recurso natural, ya sea ex anteo ex postde la 
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reforma constitucional de 1994, en función de los Principios y Criterios Ambientales aplicados en cada 
período histórico y comprobar la existencia de un orden de prelación de derechos constitucionales en 
relación al Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado, creado pretorianamente. Para ello se 
identificarán los planteos y las resoluciones adoptadas en cuanto a la prelación de derechos 
constitucionales en los casos relevantes de la historia jurisprudencial del Tribunal  de manera aislada y 
en cada caso particular, y se procederá luego a  interconectar las implicancias de las decisiones a fin de 
aportar la elaboración de una pirámide de prelación de derechos constitucionales en relación a este 
nuevo derecho constitucional. 
c) Determinar la existencia de principios ambientales creados por el Tribunal que han 
determinado contenidos legislativos, pero que no han sido regulados como Principios Ambientales de 
manera expresa en la Ley General del Ambiente Nro 25.675. Enunciarlos formalmente y proponer 
regular legislativamente todos los principios creados por el Tribunal antes y después de la reforma 
constitucional de 1994, mediante la modificación del art. 4 de dicha ley. 
d) Identificar y enunciar nuevos deberes y potestades exorbitantes y extraordinarias que la 
C.S.J.N. adquirió después de la reforma constitucional de 1994.  
e) Evidenciar la consagración del deber de preservación ambiental como cuestión federal 
especial a los efectos de la intervención de la C.S.J.N., de tal forma que la habilita a la toma de 
decisiones inéditas y sui generis, mediante el uso de  facultades explícitas, implícitas, y de una 
novedosa calidad de poderes, de los que fue investida post reforma constitucional de 1994, incluso en el 
área de las políticas públicas ambientales, con lo que se inaugura una nueva etapa en su rol 
institucional. 
f) Proponer un nuevo sistema de potestades de la C.S.J.N. tanto en instancias preventivas 
mediante actuaciones ex ante, creadoras, integradoras y coordinadoras de políticas públicas 
ambientales con otros poderes de Estado, así como en etapas de ejecución, mediante nuevos sistemas 
de ingeniería institucional que deben crearse y cuyas bases se proponen. Ello, a fin de mejorar 
sensiblemente la capacidad preventiva, precautoria, ejecutoria y coercitiva del Tribunal para disminuir 
conflictos ambientales y permitir la agilización del cumplimiento de los fines constitucionales 
establecidos en el art. 41 de la Constitución Nacional. 
g) Brindar soluciones institucionales e instrumentales para el mejoramiento de la capacidad 
técnica medioambiental, que permitan el manejo ágil y expedito de la complejidad específica de la 
cuestión ambiental. 
3.3 Justificación: 
Los objetivos planteados en esta investigación poseen un interés no sólo analítico descriptivo y 
clasificatorio científico en el accionar la C.S.J.N. (el cual se desarrolla de modo taxonómico utilizando 
clasificación de fallos y principios aplicados tanto ex ante como ex post reforma constitucional de 1994 
 Página 18 - 476 
18 
por recurso natural y con una posterior jerarquización de los derechos consagrados en los  fallos), sino 
prospectivo, en tanto se pretende identificar la totalidad de potestades todavía no utilizadas por el 
Tribunal en la materia y proponer medios instrumentales para mejorar la capacidad preventiva, 
precautoria, ejecutoria y coercitiva en los temas medioambientales que la habilitan, incluso en el 
ejercicio ex ante de sus poderes.  
La última justificación de este estudio es el mejoramiento del sistema de justicia argentino en el 
área estudiada y de concreción de los fines de preservación establecidos en el art.  41 de la Constitución 
Nacional. 
 
4 HIPÓTESIS 
4.1 Hipótesis 1. 
 
1) En el período comprendido entre 1875 y 2010, tanto ex ante, como ex post de la reforma 
constitucional de 1994, la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, ha aplicado y generado 
antecedentes rectores esenciales para la orientación, definición y creación de los modernos criterios y 
principios medioambientales a fin de la preservación de los recursos naturales y del medio ambiente.  
El análisis sistemático los fallos del Tribunal, determina que los Principios Ambientales fueron 
aplicados de manera previa a su codificación formal, e incluso antes de que la cuestión ambiental formase 
parte de la cosmovisión jurídica en el Derecho Internacional (Conferencia de Naciones Unidas en 
Estocolmo del año 1972) y del Derecho Constitucional Ambiental argentino, de un modo uniforme a lo 
largo de todo el período estudiado, estableciendo de este modo una vanguardia tanto jurídica como 
cultural en el uso de los mismos, la cual coadyuvaría a inspirar la legislación en la materia en igual  
sentido al de las decisiones supremas.  
 
4.2  Hipótesis 2. 
      2) En igual período y de manera uniforme, tanto ex ante como ex post de la reforma constitucional  
de 1994, la C.S.J.N. ha definido la aplicación de Criterios y Principios Ambientales en los casos traídos a 
sus estrados determinando de hecho un orden de prelación de derechos constitucionales en función del 
Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado y la distribución de competencias en torno a la 
regulación de éste (art. 41 CN). 
Esta prelación de derechos constitucionales y de recursos naturales creada por el Tribunal, 
proporciona una guía orientadora en la toma de decisiones ambientales tanto de índole política como 
judicial, lo que torna necesario su identificación sistemática, clasificación  y jerarquización  taxonómica a 
modo de pirámide de prelación de derechos. 
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4.3 Hipótesis 3. 
3)  La preservación de los recursos naturales, el ambiente en general y los recursos hidrocarburíferos 
en particular, constituyen cuestión federal especial y de gravedad institucional suficiente a los efectos de 
la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, quien posee jurisdicción para 
entender en la temática esencialmente a través de la vía recursiva extraordinaria (art. 116 C.N.), así como 
mediante la avocación per saltum, su jurisdicción originaria (art. 117 C.N ) y/o en uso de su facultad 
dirimente (art. 127 C.N.) según el caso, en ejercicio de nuevas facultades y responsabilidades explícitas  
otorgadas a partir de la reforma constitucional de 1994 y de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675, las 
cuales le otorgan un poder y un deber exorbitante para concretar los fines constitucional es de 
preservación y uso racional consagrados en el Artículo 41 de la Constitución Nacional , que le permite y 
hace conveniente: 
a. Crear en el seno de su organización institucional  un organismo ambiental especializado de 
carácter estable y permanente, la Oficina Medio Ambiental (OMA), con el fin de instruirla de diversas 
funciones, entre las cuales deben estar la instrucción de las causas ambientales, la ejecución y el 
monitoreo del cumplimiento de sus sentencias ambientales, la instrucción y sanción de los delitos de 
desobediencia a sus decisiones ambientales,  la representación del Tribunal en actividades de naturaleza 
política según el esquema presentado en el la hipótesis 3.c. y la conformación y coordi nación de una 
Comisión Judicial Ambiental Interprovincial en la que participen todos los representantes de los Poderes 
Judiciales Provinciales.  
b. Crear un sistema sui generis de medidas de acción directa de ejecución de sus decisiones 
ambientales que le permita superar el incumplimiento de sus órdenes. 
c. Actuar incluso preventivamente de manera ex ante los hechos en el área de la creación e 
implementación de políticas públicas ambientales de manera conjunta con el Poder Legislativo y el Poder 
Ejecutivo tanto nacional como de las Provincias, mediante un nuevo esquema institucional de coordinación 
y cooperación en la disciplina ambiental, superador de los obstáculos que presenta el sistema clásico de 
división de poderes para la actuación mancomunada.  
Todo ello a fin de  agilizar y concretar de manera idónea este poder.  
 
5 MARCO METODOLOGICO Y TEORICO. 
 
5.1 Marco metodológico. La clasificación taxonómica como aporte científico per se. 
Esta investigación se encuentra dirigida en última instancia a la producción de un objetivo 
práctico, ya que el tema ha sido elegido teniendo en cuenta la posible aplicación de las conclusiones al 
mejoramiento del sistema de justicia argentino, especialmente en lo relativo al accionar precautorio 
para disminuir conflictos y daños ambientales colectivos y a la actuación ex ante de la C.S.J.N. en el 
terreno de las políticas públicas ambientales. 
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Adicionalmente, se busca obtener aportes para agilizar el cumplimiento de los fines 
constitucionales establecidos en el art. 41 de la Constitución Nacional por parte de la C.S.J.N, tanto de 
manera preventiva como ejecutoria y coercitiva. Por ello, debe ser clasificada como un trabajo de 
investigación aplicada. 
El análisis desarrollado es de tipo exploratorio, ya que examina un tema de investigación  poco 
estudiado, como es el ejercicio de las facultades de la C.S.J.N. en los casos de recursos naturales y 
medio ambiente en general, y el estudio de los alcances de las mismas a la luz del estudio de la 
aplicación que ella misma hiciera de Principios y Criterios Ambientales a lo largo de un período 
histórico lo suficientemente representativo para dar cuenta de los patrones decisorios que conforman la 
doctrina del Tribunal en la materia y dan cuenta del alcance de sus facultades.  
El trabajo es iniciado con el desarrollo descriptivo de la historia del derecho ambiental internacional 
y argentino, la regulación de los recursos naturales en general, de los hidrocarburíferos en particular y 
de las modernas leyes ambientales. Posteriormente se procede al análisis de los precedentes 
conducentes para la investigación de la Corte Suprema de Justicia de la Nación de 1875 a 2010 
clasificándolos de manera temporal (ya sea previa y posterior) a la reforma constitucional de 1994 por 
tipo de recurso natural. En cada caso, se determinan los hechos y la resolución tomada a la luz de la 
legislación aplicable, los criterios y principios medioambientales aplicados por el Tribunal, las acciones 
concretas resueltas en cada caso, y el tipo de facultad o poder utilizado a fin de es tablecer el rol 
institucional adoptado en materia medioambiental y el alcance que sus decisiones pueden poseer.  
A fin de la búsqueda de los fallos conducentes para la presente investigación, se utilizó la base de 
datos de la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación y los repertorios de la editorial La Ley.  
A su vez, es un estudio que busca especificar las propiedades de los  fallos del Máximo Tribunal de 
la Nación que son sometidos a análisis, clasificar de manera ordenada por recurso natural los 
principios ambientales aplicados y creados, ya sea ex ante o ex post la reforma constitucional de 1994 y 
establecer un orden de prelación de derechos constitucionales emergente de sus propias decisiones, 
produciendo de este modo, conocimiento científico innovativo. Ello, en tanto la identificación, 
sistematización, orden y clasificación y jerarquización de los mismos son acciones de la ciencia 
taxonómicas per-se, e hipótesis válidas de carácter innovativo en tanto aportan orden al proceso 
científico 4  
Para finalizar, y en tanto investigación de tipo aplicada, la misma planteará aportes concretos para 
la agilización y mejoramiento del sistema de justicia a los fines de la concreción de los objetivos 
establecidos en el art. 41 de la Constitución Nacional e hipótesis derivadas parea futuras 
investigaciones emergentes de cuestionamientos no resueltos presentados a lo largo de la investigación.  
 
                                                 
4 Ello, en un todo de acuerdo a noción que el Dr. Irving M. Copi explicitara en su libro “Introducción a la Lógica” 
Copi M. Irving, Introducción a la lógica, Eudeba, Buenos Aires,  2005. En el capitulo XIII.7. “La Clasificación como 
Hipótesis”, en tanto afirma que la clasificación  en si, es una hipótesis fundamental para la ciencia en tanto ésta 
aporta las características que suponen un mayor número de leyes causales o de propiedades de los fenómenos o 
hechos.. El Dr. Copi dirá: “es éste carácter hipotético de la clasificación y la descripción, sea biológica o histórica, lo 
que nos indujo a considerar la hipótesis  como el método universal de la investigación científica”, pág. 522. 
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5.2 Marco teórico.  
 
El marco teórico de la presente investigación se conforma desde la cosmovisión que más abajo se 
explicita, analizando las heterodoxas posturas y doctrinas que de manera directa o indirecta abordaron 
parte de los temas que conforman el desarrollo del presente y desde una postura gnoseológica y 
epistemológica realista. 
 
5.3 Cosmovisión.  
Esta investigación adhiere al concepto de cosmovisión5 como el conjunto de creencias y premisas 
teórico dogmáticas que determinan la percepción de la realidad, la descripción de los modelos causales 
y consecuenciales asociados en la producción de los eventos y el tipo de acciones a tomar para la 
solución de problemas diversos. Este concepto (cosmovisión) encarna los juicios de valor respecto de la 
concreción de situaciones futuras, sus alternativas, las inferencias consecuenciales y causales de la 
aparición de fenómenos futuros y las estrategias y modos de intervención tanto pública como privada 
en la solución o regulación de los fenómenos.  
El abordaje, la interpretación y la prospectiva que se realizará del tema ambiental será de corte 
antroponcentrista, entendido por esto que el hombre es el único sujeto obligado y beneficiario del 
derecho ambiental, quien posee una responsabilidad superior y especial en la preservación y 
administración de los bienes naturales. La postura desde la cual se aborda el tema trata de ser de tipo 
integrada  en tanto el medio ambiente incorpora tanto a los recursos naturales como a los culturales y 
las actividades antrópicas potencialmente dañinas al medio con el único fin de lograr un equilibrio en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras , siendo el hombre el único sujeto de derechos tanto 
objetivos como subjetivos en la presente disciplina. 
Si bien se analizará la evolución de todas las teorías ambientales, el marco teórico básico  adoptado 
es el de la posición de la Teología Judeo Cristiana, la Doctrina Social de la Iglesia en la materia, parte 
de la regulación emergente de la Organización de Naciones Unidas6 y los doctrinarios ambientales que 
plantean un abordaje antropocentrista a la cuestión ambiental .7  
                                                 
5 Esta investigación no utilizará el concepto paradigma en tanto entiende que dicho término debe ser utilizado como 
el modelo o patrón de cualquier disciplina científica u contexto epistemológico que determinan el conjunto de 
prácticas que definen las disciplina científica (y en especial su método) durante un período específico de tiempo, 
según fuera definido por Khun en La Estructura de las Revoluciones Científicas. Tampoco se utilizará este término 
como es definido por Lorenzetti en Teoría de la Decisión Judicial, Buenos Aires, Rubinzal, 2006, o en  Teoría del 
Derecho Ambiental, La Ley, Buenos Aires, 2008. Este término sólo será utilizado en el presente para definir un 
ejemplo o algo ejemplar  (según la definición dada por la Real Academia Española). Ello en tanto el concepto 
moderno de Paradigma que Khun refiere implica una noción que delimita y explica áreas distintas a la de interés de 
esta investigación. Por ello, se utilizará el término cosmovisión para dar cuenta de las maneras de ver e interpretar el 
mundo. Esta  noción permite ilustrar e interpretar la manera en que la humanidad ha analizado los diferentes 
realidades y los institutos jurídicos a la luz de las diversas concepciones científicas, teóricas y religiosas de las 
diversas épocas históricas y de las diversas culturas que han actuado como pre –conceptos, pre-seleccionando ideas 
y costumbres a los que el ordenamiento jurídico se direccionó. El concepto paradigma sólo será utilizado en esta 
investigación según su significado epistemológico. 
 
6 Declaración de la Conferencia Mundial sobre el Medio Humano, Estocolmo (Suecia) 1972; Declaración de la 
Conferencia de Cocoyoc (México) el Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), y la Conferencia 
de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) de 1974; Informe “Nuestro Futuro Común” aprobado por 
 Página 22 - 476 
22 
Esta investigación adhiere al concepto amplio de derecho ambiental, en tanto el conjunto de 
normas, principios y criterios reguladores del uso de los recursos naturales efectuado por los hombres, 
la producción de recursos culturales y toda actividad antrópica que impacte en el ecosistema natural 
que rodea al hombre y que pueda comprometer la salubridad del medio del que subsiste. Este concepto 
abarca bienes inmateriales como el paisaje y el patrimonio histórico. Por ello, se distancia de las 
nociones y definiciones limitativas del mismo.    
Según la cosmovisión elegida,  
1. Los objetos regulados son: 
1.1.  Las conductas humanas en tanto comprometen la integridad de alguno de los recursos o de 
las interacciones entre ellos o entre ellos y el hombre, a saber: 
1.1.1.  Alguno de los recursos naturales en si (agua, aire , suelo, minerales (yacimientos tanto 
sólidos como líquidos y gaseosos) flora, fauna, glaciares, el clima en general.  
1.1.2.  Los recursos biogenéticos. 
1.1.3.  Ciertos bienes inmateriales de corte subjetivo como el paisaje (recursos panorámicos o 
edafológicos) y el patrimonio histórico y cultural de difícil definición. 
1.1.4.  Ciertos lugares específicos como los parques naturales  o reservas biológicas y 
naturales.  
1.2.  Las conductas humanas en relación al manejo de ciertos elementos riesgosos para la salud 
humana, como el caso de los residuos (ya sean domiciliarios, peligrosos, radioactivos) 
1.3.  Las conductas humanas en tanto producen y utilizan la energía que resulta de los recursos 
naturales. 
 
2. El sujeto del derecho ambiental, es decir, el obligado al cumplimiento y su beneficiario, es : 
2.1.  El hombre, entendiendo por ello a las: 
2.1.1.  Generaciones presentes y 
2.1.2.  Generaciones futuras. 
 
Esta investigación entiende que el bien jurídico protegido son los recursos naturales y el ambiente 
(concepto aglutinante y conglobante en los términos que seguidamente se detallan), su biodiversidad, 
su equilibrio y salubridad, en tanto precondición de existencia y salud de los seres humanos , el que 
debe ser apto, sano y equilibrado para permitir que la vida humana sea digna en beneficio del hombre . 
No se adhiere a las posturas biocentristas, ecocentristas o geocentrisas que designan a la naturaleza 
como sujeto de derecho. 
Inevitablemente, esta cosmovisión antropocentrista y el marco teórico adoptado como guía de la 
investigación, se reflejará en los supuestos explicativos que se darán, la selección de las variables que 
se incluirán y las soluciones que se propondrán. 
                                                                                                                                                             
Resolución Asamblea General de la ONU, en su XLII Sesión, en 1987; la Declaración de Principios de la Conferencia 
de Naciones Unidas sobre medio ambiente celebrada en  Río de Janeiro Brasil en 1992. 
 
7 Entre ellos Eduardo Pigretti y  Dino Bellorio Clabot. 
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5.4 Estado del arte. 
El ejercicio del control de constitucionalidad, la aplicación de Criterios y Principios rectores en 
materia medioambiental, ejercido por la C.S.J.N. en el devenir histórico de sus resoluciones, el análisis 
de los poderes implícitos y exorbitantes en la materia y la formulación de  prospecciones  para el 
accionar del Máximo Tribunal en la materia de políticas públicas en su conjunto y de modo 
interconectado, ha sido poco estudiado científicamente . José A. Esain en Competencias Ambientales, 
Buenos Aires Abeledo Perrot 2008 efectúa un análisis de algunos de las precedentes recientes de la 
C.S.J.N. estudiando en especial las características de las competencias del Tribunal en la disciplina. 
Pueden encontrarse asimismo estudios científicos doctorales de temas conexos al aquí estudiado, 
algunos de los cuales han servido como material bibliográfico al presente estudio. Los trabajos 
doctorales producidos y aprobados por la Facultad de Derecho de la U.B.A. en el área de los recursos 
naturales y medio ambiente, asi como en el área de las facultades de la Corte, se enumeran 
exhaustivamente de modo independiente en la última parte de la bibliografía, a cuya lectura se remite 
Esta investigación se encuentra orientada a interconectar las dos disciplinas (la ambiental y la  
constitucional) y a producir conocimiento científico innovativo en el área de las decisiones pasadas de la 
C.S.J.N y de los poderes presentes y futuros que ésta posee y puede desarrollar  en materia de recursos 
naturales y medio ambiente. 
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5.5 Resumen. 
En síntesis, el esquema de hipótesis, desarrollo analítico, conclusiones y aportes de  la presente 
investigación puede diagramarse en el siguiente cuadro, a saber: 
  
Hipótesis 
Búsqueda de elementos fácticos 
que validen hipótesis Aportes 
1) En el período comprendido 
entre 1875 y 2010, tanto ex ante, como 
ex post de la reforma constit ucional de 
1994, la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación Argent ina, ha aplicado y 
generado antecedentes rectores 
esenciales para la orientación, 
definición y creación de los modernos 
criterios y principios medioambientales 
a f in de la preservación de los recursos  
naturales y del medio ambiente.  
El anális is sistemático los fallos  
del Tribunal, determina que los  
Principios  Ambientales fueron 
aplicados de manera previa a su  
codif ica ción  formal, e in cluso  antes de 
que la cuestión ambiental formase 
parte de la cosmovisión jurídica en el 
Derecho Internacional (Conferencia de  
Naciones Un idas en Estocolmo del año 
1972) y del Derecho Constitucional 
Ambiental argentino, de un modo 
uniforme a lo largo de todo el período 
estudiado, estableciendo de este modo 
una vanguardia tanto jurídica como 
cultural en el uso de los mismos, la  
cual coadyuvaría a inspirar la 
legislación en la materia en igual 
sentido al de las decis iones supremas. 
 
 Identificación, descripción y clasificación 
por recurso natural de los Principios 
Ambientales  aplicados por la C.S.J.N. 
desde 1875 hasta la reforma 
constitucional de 1994.  
 Identificación, descripción y clasificación 
por recurso natural de los Principios 
Ambientales aplicados por la C.S.J.N. 
después de la reforma constitucional de 
1994. 
 Identificación y descripción de Principios 
Ambientales no codificados y creados 
pretorianamente por la C.S.J.N.. 
(Principio de Territorialidad Ambiental y 
Principio de Autodeterminación 
Ambiental), tanto ex ante como ex post de 
la reforma constitucional de 1994. 
 Construcción taxonómica. Determinación  
y clasificación sistemática por recurso 
natural  y por período constitucional ( ex 
ante o ex post reforma constitucional) de 
los Principios Ambientales  aplicados o 
creados por la C.S.J.N., a fin de  precisar 
la interpretación jurídica y limitar la 
generación de conflictos distorsivos 
respecto de los contenidos 
constitucionales de los derechos 
medioambientales para su posterior 
jerarquización (hipótesis 2).   
 Identificación de los standards históricos 
de decisión uniforme adoptados por la 
C.S.J.N. en el área de los recursos 
naturales y medio ambiente, 
determinantes de vanguardia cultural 
base de las normas sancionadas 
posteriormente. 
 Elaboración de una matriz gráfica que 
sintetiza y compara  sistemáticamente  
los Principios aplicados, reiterados y 
creados por el Tribunal y que crean 
estándares de criterios para resolver.   
 Enunciación a modo de Principio 
Ambiental de los standards de decisión 
configurados por el Tribunal no 
regulados en la Ley 25.675. 
 Promoción de la modificación del Art. 4 
de la Ley 25.675 para la regulación  
formal de los Principios creados por el 
Tribunal. 
 
        2) En igual período y de manera 
uniforme, tanto ex ante como ex post de 
la reforma constitucional de 1994, la 
C.S.J.N. ha definido la aplica ción de 
Criterios y Principios Ambientales en 
los casos t raídos a sus estrados 
determinando de hecho un orden de 
prelación de derechos constitucionales 
en función del Derecho al Medio 
Ambiente Apto, Sano y Equilibrado y la 
distribución de competencias en torno a 
la regulación de éste (art. 41 CN). 
Esta prelación de derechos 
constitucionales y de recursos  
naturales creada por e l Tribunal,  
proporciona una guía orientadora en la 
toma de decisiones ambientales tanto 
de índole po lít ica como judicia l, lo  que 
 Identificación de la prelación explícita de 
derechos constitucionales en los fallos de 
la C.S.J.N. desde 1875 – 2010. 
 Interrelación de la prelación de dichos  
derechos consagrados entre diversos 
fallos de la C.S.J.N. desde 1875 – 2010, a 
fin de unificar el orden de prelación. 
 
 Creación de una pirámide jurídica del 
derecho ambiental que enuncie el orden 
de prelación de los derechos 
constitucionales en función del Derecho 
al Medio Ambiente.  
 Creación de una pirámide jurídica de 
prelación de recursos naturales. 
 Formulación de hipótesis derivadas 
varias, relativas a la necesidad de la 
protección y defensa de los recursos 
naturales preservados, no contaminados 
y utilizados racionalmente (en especial 
los no renovables como los recursos 
hidrocarburíferos), y su consideración 
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Hipótesis 
Búsqueda de elementos fácticos 
que validen hipótesis Aportes 
torna necesario su identif icación  
sistemática, clas if icación  y  
jerarquización  taxonómica a modo de 
pirámide de prelación de derechos. 
 
 
como objetivos de defensa nacional, y la 
de diversos aspectos relativos al régimen 
hidrocarburífero. 
3)  La preservación de los 
recursos naturales, el ambiente en 
general y los recursos hidrocarburíferos 
en particular, constituyen cuestión 
federal especial y de gravedad 
institucional suficiente a los efectos de 
la intervención de la Corte Suprema de 
Justicia de  la  Na ción Argentina, quien  
posee jurisdicción para entender en la 
temática esencialmente a través de la 
vía recursiva extraordinaria (art. 116 
C.N.), así como mediante la avocación 
per saltum, su jurisdicción originaria  
(art. 117 C.N ) y/o en uso  de su  
facultad dirimente (art. 127 C.N.) según 
el caso, en ejercicio de nuevas 
facultades y responsabilidades 
explícitas otorgadas a partir de la 
reforma constitucional de 1994 y de la 
Ley General del Ambiente Nr. 25.675, 
las cuales le otorgan un poder y un 
deber exorbitante para concretar los 
f ines constitucionales de preservación  
y uso racional consagrados en el 
Art ículo 41 de la Constitución Nacional,  
que le permite y hace conveniente: 
a. Crear en el seno de su  
organización institucional un organismo 
ambiental especializado de  carácter 
estable y permanente, la Oficina Med io  
Ambiental (OMA), con  el f in de  
instruirla de diversas funciones, entre 
las cuales deben estar la instrucción de  
las causas ambientales, la ejecu ción y  
el mon itoreo del cumplimiento de sus 
sentencias ambientales, la instrucción  
y sanción de los delitos de 
desobedien cia a sus decis iones  
ambientales,  la representación del 
Tribunal en actividades de naturaleza 
polít ica según e l esquema presentado 
en el la h ipótesis 3.c. y la conformación  
y coordinación de una Comisión  
Judicial Ambiental Interprovincia l en la 
que participen todos los  representantes 
de los Poderes Judicia les Prov inciales.  
b. Crear un sistema sui generis de 
medidas de  acción d irecta de e jecución  
de sus decis iones ambientales que le  
permita superar el incumplimiento de 
sus órdenes. 
c. Actuar incluso preventivamente 
de manera ex ante los hechos en el 
área de la creación e implementación  
de polít icas públicas ambientales de 
manera conjunta con el Poder  
Legis lativo y el Poder Ejecutivo tanto 
nacional como de las Provin cias,  
mediante un nuevo esquema 
institucional de coordinación y 
 Identificación  los modos de conocimiento 
de la C.S.J.N., sus poderes explícitos e 
implícitos junto a los marcos generales de 
las doctrinas de gravedad Institucional, 
avocación per saltum, cuestiones políticas 
no justiciables, en el marco especifico del 
Derecho al Medio Ambiente establecido en 
el art. 41 de la CN.  
 Identificación de los tipos de competencia 
que la C.S.J.N. posee en materia medio 
ambiental y los modos de acceso a su 
fuero. 
 Identificación de la nueva serie de 
potestades de tipo exorbitante y 
extraordinario que la C.S.J.N. ha 
adquirido post reforma constitucional de 
1994 en materia de recursos naturales y 
medio ambiente 
 Identificar, entre dichas potestades de la 
C.S.J.N., las siguientes:  
1. Generación de nuevos criterios y 
principios rectores medioambientales. 
2. Toma de decisiones inéditas sui generis, 
tanto de tipo instructorias especiales, 
como de ejecución de sentencia. 
3. Producción de recomendaciones al Poder 
Ejecutivo para la aplicación de nuevos 
principios y criterios medioambientales 
no regulados y la dirección de las 
políticas públicas en la materia. 
4. Producción de recomendaciones al Poder 
Legislativo, para la formalización 
legislativa de nuevos principios y 
criterios medioambientales. 
5. Determinación de la inaplicabilidad de la 
doctrina de la cuestión política no 
justiciable en las causas medio 
ambientales, lo que implica la 
habilitación para expedirse en los 
asuntos ambientales traídos a sus 
estrados, aún cuando el objeto de 
juzgamiento sea la oportunidad, mérito 
o conveniencia de una política pública 
ambiental emanada de otro poder del 
Estado. 
6. Determinación de la potestad de 
avocación per saltum en los casos 
ambientales que revistan gravedad 
institucional y sean materia federal. 
7. Determinación de la necesaria inclusión 
del efecto erga ommes de las decisiones 
ambientales del Tribunal como 
herramienta fundamental para la 
salvaguarda de los intereses colectivos 
del pueblo argentino al medio ambiente 
apto sano y equilibrado en un todo de 
acuerdo al art. 41 C.N. 
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Hipótesis 
Búsqueda de elementos fácticos 
que validen hipótesis Aportes 
cooperación en la disciplina ambiental, 
superador de los obstáculos que 
presenta el sistema clásico de d ivis ión  
de poderes para la actuación 
mancomunada. 
Todo ello a f in de  agilizar y 
concretar de manera idónea este poder. 
 
 
 Formulación de ideas para concretar 
organizacionalmente la capacidad 
preventiva, precautoria y coercitiva de la 
C.S.J.N. en los temas medioambientales 
que la habiliten, incluso en el ejercicio ex 
antede sus poderes, a fin de coadyuvar al 
mejoramiento del sistema de justicia 
argentino, mediante la creación de la 
OMA (Oficina Medio Ambiental) como 
secretaria dentro del organigrama interno 
del Tribunal. 
 Identificación y promoción de modos y 
formas de vehiculizar  la potestad 
exorbitante de la C.S.J.N. para el 
direccionamiento y creación de políticas 
públicas ambientales de manera 
cooperativa con los demás poderes de 
Estado. 
 Formulación de bases y esquemas para la 
reformulación de las potestades para la 
actuación ex ante del Tribunal en materia 
de creación y ejecución de políticas 
ambientales.  
 Promoción de la creación de tribunales 
inferiores con competencia ambiental 
especializada y exclusiva, direccionando 
de este modo las contiendas ambientales 
a los fueros específicos. 
 Producción de Hipótesis Derivadas a fin 
de estudiar el efecto anulatorio erga 
ommes  de las decisiones del Tribunal.  
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6 DESARROLLO. 
6.1 Datos científicos a tener en cuenta antes de ingresar al estudio del Derecho. 
 
“La muerte del universo está inscripta en un horizonte temporal que desborda el interés más cercano de nuestros 
mundos de vida y de la equidad transgeneracional. Lo que nos interesa son los tiempos en los que se reflejan las 
formas actuales de dominación y 
explotación de la naturaleza, tiempos que están conduciendo hacia una precipitada 
muerte entrópica del planeta8.” 
 
De manera previa al desarrollo de los objetivos de esta tesis, y con el fin de sustentar las 
propuestas innovativas e hipótesis derivadas estructurantes del sistema político institucional que se 
plantearán (en especial de los roles de la C.S.J.N.) y de las conclusiones a la que esta tesis llega, debe 
redimensionarse y reubicarse al Derecho como elemento instrumental creado por el hombre, diseñador 
de las formas de organización social deseadas, en protección de los intereses y objetos que se estiman 
convenientes. Tomar debida cuenta de la infinitésima pequeña porción de realidad que el Derecho 
abarca, y cuan contingente instrumento es, requiere un previo análisis de lo que la comunidad 
científica, aún embarcada en las diversas vertientes epistemológicas en uso de filtros paradigmáticos de 
modelos y métodos científicos diversos, considera la real idad, la vida, el cosmos, la tierra, sus 
equilibrios tanto ecológicos como termodinámicos y el ambiente. Sin adentrarse en el estudio de esta 
realidad que rodea al hombre, la interpretación del derecho ambiental no será acabada y la 
conveniencia y necesidad de las propuestas prospectivas plantedas no serán interpretadas en su 
totalidad. Brevemente, los datos más importantes a tener en cuenta son:  
 Para comprender la complejidad biológica, debe trabajarse de manera interdisciplinaria, ente la 
biología, la sociología, la química, todo ello englobado en la dinámica de la atmósfera terrestre y la 
biosfera (que es todo aquello que engloba la vida) y todo ello dentro de la astrof ísica y la cosmología. 
 La tierra es un planeta del universo, entendido éste como la totalidad del espacio y tiempo, así 
como de todas las formas de la materia, de energía y  de impulsos, así como las leyes y las constantes 
físicas que las rigen. 
 Se estima que el universo posee aproximadamente 13,73 mil millones de años de antigüedad y 
se desconoce si posee o no límites.9 
                                                 
8 Leff Enrique, Tiempo de sustentabilidad, pág.2, documento electrónico disponible en www.ambiente.gov.ar, enlace 
verificado el 20 de diciembre de 2010. 
 
9 La antigüedad del universo ha sido calculada utilizando observaciones de las supernovas ti po 1a, en función de la 
variación de la temperatura en diversas escalas en la radiación de fondo de microondas y en función de la 
correlación de las galaxias. En la actualidad el telescopio espacial Hubble ha proporcionado algunos datos que están 
siendo analizados por los científicos de la NASA y de diversos institutos astronómicos del mundo, los cuales darían 
cuenta que la edad del universo sería quizás menor (8.000 millones de años). En cuanto al tamaño del universo, los 
datos son menos certeros y las teorías difieren variando de la existencia de un universo limitado a uno ilimitado. Los 
científicos prefieren definir como “universo observable” a toda aquella materia y energía desde el Big Bang, el cual si 
es ciertamente finito y se le atribuyen por lo menos 93 mil millones de años luz de extensión. Un año luz es la 
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 El universo está en expansión. Ello surge de la observación que hiciera un astrónomo 
estadounidense llamado Edwin Hubble en el año 1929, quien comprobó que el universo se estaba 
expandiendo sobre la base de la observación efectuada sobre el alejamiento de las galaxias, las que se 
alejaban las unas de las otras10. Esta observación es la base para la formulación de la teoría del origen 
del universo como consecuencia de una gran explosión (conocida como la Teoría del Big Bang) 
formulada primigeniamente en el año 1948 por un físico ruso llamado George Gamow quien planteó 
originariamente que el universo se creó a partir de una gran explosión .11 
 La teoría del Big Bang, sostiene que el universo, previo a la explosión que le diera origen, sólo 
era un cóctel denso matemáticamente paradójico que en un momento dado explotó, liberando una gran 
cantidad de energía y materia. Esta teoría se complementa con la Teoría Inflacionaria desarrollada por 
Alan Guth.12 
 Este impulso dado por la explosión (Big Bang), en un lapso de tiempo tan inimaginablemente 
pequeño13, fue tan fuerte y violento que el universo continúa expandiéndose en la actualidad.   
                                                                                                                                                             
distancia que recorre la luz en un año, equivale a 9,46 × 1012 km, es decir,  9.460.000.000.000 km, (9 y medio 
billones de km).  
Para más detalle ver entre otros Lineweaver, Charles; Tamara M. Davis. Misconceptions about the Big Bang, 
Scientific American 2005, disponible en www.scientíficamerican.com/article.cfm?id=misconceptions-about-the-2005-
03, enlace verificado el 31 de marzo de 2008. 
10 Este fenómeno en rigor ya había sido calculado por Albert Einstein con la Teoría de la Relatividad General. La 
teoría del Big Bang es el desarrollo de diversos avances teóricos. A principios de 1910, el astrónomo estadounidense 
Vesto Slipher y Carl Wilhelm Wirtz, pudieron determinar que la mayor parte de las nebulosas en forma de espiral se 
alejan de la Tierra. Estos investigadores no llegaron a darse cuenta que las nebulosas observadas eran en realidad 
galaxias exteriores a la vía Láctea y que su observación iba a poseer grandes implicaciones cosmológicas. Edwing 
Hubble (astrónomo americano, investigador de la Universidad de Chicago y director del observatorio Mont Wilson) 
comprobó en 1929 que las nebulosas espirales eran en realidad galaxias y midió sus distancias observando las 
estrellas variables cefeadas en galaxias distantes. Descubrió también que las galaxias se alejaban unas de las otras a 
velocidades (relativas a la Tierra) que era directamente proporcional a su distancia. 
11 En 1927 y 1930 un sacerdote jesuita, Georges Lemaître, obtuvo independientemente las ecuaciones hoy conocidas 
como “Friedman-Lemaître-Robertson-Walker” y teorizó en función de  la recesión de las nebulosas espirales, que el 
Universo se inició con la explosión de un átomo primigenio. A ello se denominaría másadelante "Big Bang". 
12 Astrofísico y cosmólogo del MIT, quien desarrolló la teoría de amplia aceptación actual según la cual no existía 
nada  antes del instante en que el universo se creara. Este investigador teoriza que sólo había un punto con 
densidad infinita (un fenómeno parecido a lo que existe en los agujeros negros), conocida como “singularidad”, en el 
que se concentraba toda la materia, la energía, el espacio y el tiempo. Según esta teoría, lo que desencadenó el Big 
Bang fue una "fuerza inflacionaria" ejercida en una cantidad de tiempo prácticamente inapreciable (por lo pequeño), 
siendo esta  fuerza inflacionaria de donde se dividieron las actuales fuerzas fundamentales.  Ver: Guth, Alan H, El 
universo inflacionario: la búsqueda de una nueva teoría sobre los orígenes del cosmos, Editorial Debate,1999. 
 
13 Se estima que en sólo 15 x 10-33 segundos ese universo primigenio multiplicó 100 veces  sus medidas.  
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14 
 Inmediatamente después de la explosión, el universo comenzó a enfriarse y a expandirse. Este 
enfriamiento generó que la energía comenzara a estabilizarse. Cuando el universo tuvo una 
temperatura de 100.000 millones de grados (una centésima de segundo tras el inicio de la explosión), se 
habrían creado los protones y los neutrones. Al poseer los electrones mucha energía, los mismos 
interactuaban con los neutrones. La proporción de electrones (en relación a los portones) fue bajando 
mientras el universo se fue enfriando y cuando la temperatura llegó a los 30.000 millones de grados 
(una décima de segundo después), se estima que se llegó a 38 neutrones por cada 62 protones. Cuando 
un segundo después el universo se enfrió a 10.000 millones de grados la proporción fue de  24 a 76. 
Cuando la temperatura bajó a 3.000 millones de grados los neutrones y protones  se unieron, pero sólo 
cuando la temperatura bajó a 1.000 millones de grado estos núcleos permanecieron estables. Esto 
último requirió 3 minutos.  
 Las altas temperaturas no permitían que lo núcleos y el helio pudieran capturar aún 
electrones. Cuando el universo, ya con más de 30 minutos de existencia, bajó de temperatura a 300 
millones de grados, todavía la materia estaba en estado de plasma, (lo que significa que ambos núcleos 
podían co-existir). 
 300 mil años después de esta explosión, la  temperatura del universo bajó a 6 mil grados (la 
temperatura aproximada a la superficie actual del Sol). Esto permitió que los núcleos atómicos 
pudiesen capturar electrones15. 
                                                 
14 Ilustración producida por la NASA: Theophilus Britt Griswold – WMAP Science Team. Ilustración del Universo. 
Disponible en http://es.wikipedia.org/wiki/Origen_del_Universo, enlace verificado el 2 de marzo de 2010. 
15 Concomitantemente, los primeros fotones de algún modo atravesaron átomos de materia sin tener mayores 
perturbaciones, lo que produjo que el universo sea transparente. 
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 Las estrellas y las galaxias se formaron de ese plasma un millón de años después de la 
explosión.16 La Organización Europea de Investigaciones Nucleares17 creó una máquina denominada 
LHC (“Gran Colisionador de Hadrones”), Dicha máquina se encuentra ubicada dentro de instalaciones 
especiales subterráneas por bajo la frontera franco-suiza18, a cuya creación y desarrollo se avocaron los 
más grades científicos de la actualidad, entre los cuales trabajan científicos argentinos. Esta máquina 
está destinada a  re-crear las condiciones físicas  que regían el universo hace 14 mil millones de años, 
cuando se generó el Big Bang. 19 y a dar acabada cuenta científica de él. 
 Las estrellas son cuerpos celestes (diferentes de las lunas y los planetas), en estado de plasma y 
en un continúo proceso de colapso. La energía que ellas disipan en el espacio, en parte de 
acumulaciones de gas, pueden observarse en forma de radiación electromagnética, a lo que se 
denomina viento estelar, siendo esto lo que permite su avistamiento desde la tierra como puntos 
luminosos..20 
 Los agujeros negros21 son los más enigmáticos de los fenómenos estelares22. La masa del 
agujero negro  posee una alta concentración en un sólo punto de densidad, llamado “singularidad” en 
donde la gravedad es de una fuerza casi infinita, razón por la cual aniquila el espacio-tiempo normal.  
                                                 
16 Los científicos debieron formular la existencia de una materia adicional (la denominaron “materia oscura”) a la 
conocida al momento de la explosión, atento a que  diversos cálculos han demostrado que toda la materia y la 
energía que  se conoce en la actualidad es muy poca en relación a la que debería haber existido para que el Big Bang 
sea correcto. Es una materia hipotética, cuya composición de desconoce pero que  no emite o refleja suficiente 
radiación electromagnética para poder  ser observada directamente con los medios tecnológicos  actuales,  pero cuya 
existencia se inferirse por los  efectos gravitacionales que si causa en la materia observable. Se estima que la materia 
oscura es el 22% de lo que existe en el universo, el 74 %es energía oscura, el 3.06% gas intergaláctico y sólo 0.4% 
estrellas, planteas y satélites. Para mayor abundamiento ver: “WMAP 7-year Results Released - January 26, 2010”  
http://map.gsfc.nasa.gov/news/index.html  y “XMM-Newton discovers part of missing matter in the Universe”, 
documento electrónico disponible en http://www.esa.int/esaCP/SEMQLPZXUFF_index_0.html, enlaces verificados 
en 1/10/2010 
 
17 CERN, según las siglas en  francés. Para másinformación ver página web  http://public.web.cern.ch/public/, 
enlace verificado 30 de noviembre de 2010. 
 
18 El LHC posee con un anillo de 27 Km. de circunferencia y se encuentra a 100 metros bajo tierra. 
 
19 En términos exactos el LHC es un acelerador y colisionador de partículas. A través del aislamiento en un circuito 
de un haz de partículas impulsado a una velocidad cercana al de la velocidad de la luz, con la incorporación de 
energía y con la colisión con otro haz de partículas también sometido a velocidades cercanas a la de la velocidad de 
la luz, se espera liberar cantidades inmensas de energía, las  que se espera se transformarán en materia. El fin de 
esta maquina es  que aparezcan partículas ya conocidas pero también otras de las que no existe registro alguno y de 
este modo descubrir el proceso de creación del universo o Big Bang. Un objetivo primordial del proyecto LHC es la 
revelación de la existencia de la partícula llamada por los físicos partuela de “Bosón de Higgs”, la cual es rigor  el 
hipotético eslabón perdido del modelo de la física de partículas y que en principio  aclararía qué es  aquello que da 
masa a las cosas. El pasado 20 de noviembre de 2009 se puso en marcha el LHC y el primer haz de partículas 
circulando a 0,45 TeV y el 16 de diciembre 2009 se había logrado hacer colisi ones a 2,36 TeV, periodo en el que los 
detectores registraron más de un millón de colisiones. El  28 de febrero de 2010, y el 19 de marzo de 2010 se 
alcanzaron los 3,5 TeV. Se espera que la maquina pueda trabajar con  el doble de energía: haces a 7 TeV para 
provocar colisiones a 14 TeV. Ver "La Máquina de Dios" logró recrear el instante siguiente al Big Bang, disponible en 
www.edant.clarin.com/diario/2010/03/30/um/m-02170294.htm. Para más detalle ver páginas web: 
http://www.abciencia.com.ar/fisica/la-maquina-de-dios-una-ventana-al-origen-del-universo   y  
 http://public.web.cern.ch/public/en/LHC/LHC-en.html, enlaces verificados el 2 de febrero de 2011. 
 
20 Para más detalle ver: http://www.abciencia.com.ar/astronomia/bajo-las-estrellas, enlace verificado el 1/9/2010. 
21 La frase o concepto "agujero negro" fue creada por John Archibald Wheeler quien la utilizó porque dicho fenómeno 
es no  visible a la vista y atrapa  a todo aquello que entra en su campo gravitatorio. 
 
22 Se cree que se originan tras la muerte de una estrella gigante roja.  Esta es la tesis sostenida por el astrofísico 
Stephen Hawking. Para másdetalle ver página web del profesor Stephen Hawking en:  
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 A la fecha, no existe prueba observable de los agujeros negros porque son invisibles. Ellos son 
detectados por sus efectos gravitacionales sobre otros cuerpos y por sus respectivas alteraciones , 
llegándose a detectar un torbellino de un cuerpo cayendo dentro de un agujero negro, mediante 
observaciones de radiaciones de rayos X. De este modo, se ha descubierto varios agujeros negros dentro 
de la Vía Láctea. El agujero negro más grande fue detectado recientemente por el telescopio espacial 
Hubble y se encuentra en el núcleo de M87, una galaxia elíptica gigante en la constelación de virgo. El 
más pequeño, (el XTE J1650), se encuentra en el centro de una estrella moribunda, a varios miles de 
años luz del sistema solar. 
 El Universo está en aceleración23. Es decir, no sólo se expande, sino que lo hace cada vez más 
rápido, es decir, una velocidad cada vez mayor 24. Las observaciones demuestran que en la actualidad el 
universo se expande más rápido que en el momento del nacimiento del propio sistema solar, los 
cuerpos celestes se alejan a una velocidad proporcional a su distancia; por lo que cuanto más lejos 
están, más rápido se alejan. Ello puede implicar que, en algún momento, la velocidad de los objetos 
más alejados se acercará a la velocidad de la luz, de este modo se disgregaría todo lo que está unido 
gravitatoriamente, como por ejemplo el sistema solar y la tierra misma. 
 Observaciones demuestran que la galaxia de Andrómeda y la Vía Láctea se acercan muy 
rápidamente a una velocidad aproximada de 500.000 km/h. Se teoriza acerca de la posibilidad de una 
colisión entre ambas galaxias dentro de unos 3.000 a 5.000 millones de años .25 
 La Teoría de la Gran Implosión (Gran Colapso o Big Crunch)26 explica una posibilidad sobre el 
destino final del universo. La misma diagnostica que la expansión del universo producida por el Big 
Bang se desacelerará de a poco para retrotraerse nuevamente hacia atrás (el dirección inversa a la 
explosión inicial) comprimiéndose todo el universo nuevamente y destruyéndose así toda la materia en 
un único punto de alta densidad nuevamente. 
                                                                                                                                                             
http://www.hawking.org.uk/ y http://www.abciencia.com.ar/astronomia/agujeros-negros-remanentes-estela, 
enlace verificado el 20 de diciembre de 2010. 
23 Esta observación pudo concretarse a partir de los avances de la telescopía y los datos satelitales  de COBE, el 
telescopio espacial Hubble y WMAP, con lo que se han podido comprobar y afinar muchos de los datos relativos al 
Big Bang dando como resultado el descubrimiento inesperado de que dependiendo de la cantidad de materia en el 
Universo, éste puede expandirse indefinidamente o frenar su expansión lentamente, hasta producirse una 
contracción universal. El fin de esa contracción se conoce Big Crunch o Gran Colapso.  
24  Esta observación fue el resultado de la investigación de 51 investigadores miembros del High Z Supernova Search 
Team y del Supernova Cosmology Project Team el de la Universidad de Harvard EE UU, quienes por este 
descubrimiento ganaron el Premio Gruber 2007 en la Universidad de Cambridge. 
Para mayor detalle ver:  http://www.cfa.harvard.edu/supernova//home.html, enlace verificado el 2/9/2010.   Entre 
los científicos premiados, se encuentra el argentino Alejandro Clocchiatti.   
Para más detale ver entre otros: Diario La Nación, “El destino del universo es disgregarse”, documento electrónico 
disponible en versión digital del Diario La Nacion,  
http://www.lanacion.com.ar/nota.asp?nota_id=959650&origen=4ta&toi=-3&pid=3461478, enlaces verificados el día 
2/09/2010. 
25 De producirse ello las galaxias se atravésarían la una a la otra produciendo una devastación total, por lo que se 
estima que una parte del material de ambas se dispersaría y el resto podria formar una galaxia nueva. 
26Para más detalle ver NASA, What is the Ultimate Fate of the Universe?, disponible en 
http://map.gsfc.nasa.gov/universe/uni_fate.html, enlace verificado el  23 septiembre 2010 
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 La Teoría del Big Bounce (o Universo Oscilante) estima que, tras la Gran Implosión, tendría 
lugar una nueva Gran Explosión o Big Bang, pudiendo esto haberse repetido y o estarse por repetir 
varias veces, razón por la cual el universo seria oscilatorio. Un gran Implosión da lugar a una Gran 
Explosión o Big Bang y así sucesivamente. Esta teoría fue descartada por la NASA, ya que se han 
conseguido datos que apoyarían la teoría de la expansión continuada del Universo (es la teoría del Big 
Rip que estima que los aglomerados de galaxias y finalmente las propias galaxias mismas se 
desgarrarán y dispersarán por la eterna expansión del universo).  
27 
 Una galaxia es un sistema de planetas, estrellas, nubes de gas, materia oscura unidos 
gravitacionalmente. Dentro de una galaxia, existen subestructuras (como los cúmulos estelares, las 
nebulosas). Existen diversos tipos de galaxias, ya que estas pueden ser espirales, elípticas o irregulares. 
 La galaxia donde se encuentra el planeta Tierra pertenece al denominado Grupo Local 
constituido por cuarenta galaxias  entre las cuales las más grandes son  la Vía Láctea y la Galaxia de 
Andrómeda28. Estas galaxias conforman un conglomerado aun mayor de  casi cinco mil galaxias más, 
denominado Suprecluster.  
 Dentro de uno de los brazos de la Vía Láctea denominado Brazo de Orión, se encuentra nuestro 
sistema solar y por ende, la Tierra. Según las últimas observaciones de la NASA, la Vía Láctea posee un 
diámetro medio de 100.000 años luz, y se estima que posee 200 mil millones y 400 mil millones de 
                                                 
27  Imagen  Nasa, obtenida en: http://www.xscience.info/images/stories/News/Physics-Astronomy/Dark-Energy-
Matter-NASA.jpg,  enlace verificado en 3/9/2010. 
 
28 La Galaxia más grande y brillante es la Galaxia de Andrómeda, a la que le sigue la Vía Láctea.  
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estrellas. Nuestro sistema solar  está a  28 mil años-luz del centro de la Vía Láctea y gira alrededor del 
agujero negro central a una velocidad de 960.000 kilómetros por hora. 29 
 
 
30 
 
                                                 
29 Estos descubrimiento fueron explicados por Mark Reid, astrónomo estadounidense  y desarrolladas dentro de un 
programa de observación de radiotelescopios VLBA de la Fundación Nacional para la Ciencia de Estados Unidos, y se 
han presentado en la reunión anual de la Asociación Americana de Astronomía en California Ver:  Diario El País, La 
Vía Láctea gira mucho más rápido de lo que se creía.  Para más detalle ver entre otros: Diario El País, La vía láctea 
gira mucho más rápido de lo que se creía, documento electrónico disponible en : 
http://www.elpaís.com/articulo/sociedad/Via/Lactea/gira/mucho/rapido/creia/elpepusoc/20090105elpepusoc_3/
Tes, enlace verificado el 5/1/2009 
 
30 Aquí se representa el “Grupo Local”, se pueden identificar la Vía Láctea y la Galaxia de Andrómeda. 
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31 
32
                                                 
31 Supercluster de galaxias dentro de las cuales se encuentran el Local Group, con la Vía Láctea y la Galaxia de 
Andrómeda en él. Imagen obtenida en:  web.ipac.caltech.edu, enlace verificado el 20 de diciembre de 2010. 
 
32 El Grupo Local, en el cual se identifican la Vía Láctea y la Galaxia de Andrómeda. Imagen obtenida en 
web.ipac.caltech.edu, enlace verificado el 20 de diciembre de 2010. 
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33 
El sistema solar (Sol) se encuentra en el cinturón de Orión, uno de los brazos de la galaxia Vía 
Láctea.  
                                                 
33 La vía Láctea. Imagen desarrollada por la NASA/JPL-Caltech/R. Hurt. disponible en 
http://es.wikipedia.org/wiki/Archivo:236084main_MilkyWay-full-annotated.jpg, enlace verifica el 20 de diciembre 
de 2010. 
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34 
 Nuestro sistema solar está formado por una única estrella denominada sol, con ocho planetas 
que orbitan alrededor de él, siendo ellos Mercurio, Venus, la Tierra, Marte, Júpiter, Saturno, Urano y 
Neptuno y otros planetas enanos (Plutón, Eris, Makemake, Haumea y Ceres), así como  asteroides, 
satélites naturales, cometas y espacio interplanetario comprendido entre ellos.  
 El sistema solar se está recalentando por la acción del sol. 35 
                                                 
34 El sistema solar, ilustración de la NASA disponible en 
http://www.nasa.gov/topics/solarsystem/sunearthsystem/main/index.html y 
http://es.wikipedia.org/wiki/Archivo:Planetas_2008.jpg , enlace verificado el 1 septiembre 2010. 
 
35  Alexey Dmitriev, geofísico de la Academia Rusa de Ciencias analizó que las modificaciones de temperatura en el 
sistema solar se deben a que este está atravesando una zona del espacio que contiene una gran cantidad de 
partículas de gran energía que serian los desechos de la explosión de alguna estrella. A medida que el Sistema Solar 
avanza hacia esta turbulenta nube de energía, sus partículas llegan al Sol e incrementan la actividad solar  “De este 
modo las atmósferas, el clima, y el magnetismo de todos los planetas del Sistema Solar -incluida nuestra Tierra-
están siendo afectados, por una parte por un Sol alterado, y por otra por las partículas y la energía que llegan de la 
galaxia. Júpiter, Saturno, Urano y Neptuno son los planetas en los que más fuerte está impactando la onda de 
choque.”  Ver:   Revista Ciencia, El sistema solar entra en calentamiento, documento electrónico disponible en: 
http://www.revistafusion.com/20090109669/Ciencia/Ciencia/el -sistema-solar-entra-en-un-calentamiento-
global.htm. Ver a su vez NASA, The Sun Does a Flip, disponible en http://science.nasa.gov/science-news/science-at-
nasa/2001/ast15feb_1/ y Nasif Nahle, Rayos Cósmicos y "Calentamiento Global" documento electrónico disponible  
en http://biocab.org/Cosmic_Rays_Graph_Sp.html, enlace verificado el 1 septiembre 2010. 
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 Marte sufrió un cambio climático.   
 Parte de la comunidad científica estima que la Tierra podrá seguir albergando vida durante 
1.500 millones de años más, ya que se prevén que la luminosidad creciente del Sol causará la extinción 
de la biosfera.36  
 
 
37  
 
 
 La Tierra es un planeta rocoso y en actividad geológica. Su creación data de la misma época de 
la creación del sistema solar. Dicho plazo se estima en 4.600 millones de años38 (una tercera parte del 
tiempo desde el Big Bang (13.700 millones de años)) a partir de una nebulosa proto- solar. El planeta 
                                                                                                                                                             
 
36 Ver la teoría del Profesor de la Universidad de Pennsylvania State University Carrington,  James Kasting,  en Date 
set for desert Earth, Pennsylvania, BBC News, 21 de febrero de 2000,  disponible en 
http://news.bbc.co.uk/2/hi/sci/tech/specials/washington_2000/649913.stm, enlace verificado el 2 de septiembre 
de 2010. 
 
37 Imagen obtenida de la enciclopedia digital Wikipedia, en 
http://es.wikipedia.org/wiki/Archivo:Earth_Western_Hemisphere.jpg, enlace verificado el 1 septiembre 2010. 
 
38Newman, William L. Age of the Earth. Publications Services, USGS, 2007, documento electrónico disponible en:   
http://pubs.usgs.gov/gip/geotime/age.html enlace verificado el  20 de septiembre de 2007 y Brent Dalrymple's The 
Age of the Earth, Stanford University Press (Stanford, Calif.) 1991,  Dalrymple, G. Brent The age of the Earth in the 
twentieth century: a problem (mostly) solved, Geological Society, London, Special Publications, 2001,  disponible en 
http://sp.lyellcollection.org/cgi/content/abstract/190/1/205., enlaces verificado el 23 septiembre 2010 
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rota sobre su eje y a su vez en torno al sol. Tarda 24 horas en completar la vuelta sobre si misma. Las 
características físico-químicas y termodinámicas del planeta, así como las características orbitales, son 
las causas de existencia de vida en él. 
 La Tierra (al igual que otros cuerpos terrestres y el sol) posee un campo magnético. Este es un 
fenómeno natural generado por los movimientos de los metales líquidos existentes en el núcleo del 
planeta, que la protege del viento solar y permite fenómenos muy diversos. El campo magnético varía en 
el curso de las eras geológicas, e incluso ha llegado a invertirse. Los científicos han comprobado la 
existencia de 20 inversiones en los últimos cinco millones de años, siendo la más reciente hace 700.000 
años. Se estima que han existido otras inversiones hace 870.000 y 950.000 años, y que las mismas han 
sucedido 5 veces por cada millón de años, pero es imposible predecir su suceso, ya que las secuencias 
carecen de regularidad y son muy variables. Las mediciones actuales demuestran una disminución del 
5% en la intensidad del campo magnético en los últimos 100 años, lo que ha dado lugar a la teoría de 
que el mismo desaparecerá dentro de unos 1.500 años.39 
 La Tierra es el único planeta conocido a la actualidad que alberga seres vivos (que nacen, se 
desarrollan, evolucionan y mueren). Ella se desarrolla en la biósfera, que es sistema formado por el 
conjunto de interacciones de los seres vivos y el medio físico, es decir, el conjunto de la litósfera, 
hidrosfera y la atmósfera. Esta única combinación en el universo conocido es lo que ha permitido la 
diversidad de la vida según se la conoce en la actualidad en este único planeta. 
 La atmósfera es la capa de gas que rodea un cuerpo celeste que posee la suficiente masa como 
para atraerlo. En la tierra, posee una altura superior a 100 km, está compuesta por un 78,1% de 
nitrógeno y 20.94% de oxígeno, 0.93% de argón, y menores proporciones de dióxido de carbono, neon, 
hidrogeno, vapor de agua  helio  kriptón  ozono  metano y CFCs. La atmósfera terrestre protege toda  la 
vida existente en de la Tierra, ya que absorbe con la capa de ozono parte de la radiación ultravioleta, 
reduce las grandes diferencias de temperaturas entre la noche y el día y acolchona y proteger a la tierra 
contra los cuerpos menores (como los meteoritos) que pueden impactarla.  
 La atmósfera es rica en oxígeno, entre otros gases, el cual se estima es producido por los 
organismos vivos. 
 Así como algunos planetas o lunas recombinan hidrocarburos40, la tierra, que posee un 71% de 
agua en su superficie, recombina agua (H2o). Este ciclo de recombinación es denominado ciclo 
                                                 
39 Para más detalle ver entre otros: NASA, Cracks in Earth's Magnetic Shield, disponible en  
http://science.nasa.gov/science-news/science-at-nasa/2003/03dec_magneticcracks, enlace verificado el 3 de enero 
de 2011 
Ver a  su vez el sitio el Geodinamo en http://es.ucsc.edu/~glatz/geodynamo.html,  y Diario Digital Tendencias 21 
net.,  La fuerza del campo magnético terrestre ha disminuido un 10% en los últimos 160 años, versión electrónica 
disponible en http://www.tendencias21.net/La-fuerza-del-campo-magnetico-terrestre-ha-disminuido-un-10-en-los-
ultimos-160-anos_a253.html, enlace verificado el 3 de enero de 2011. 
40 Tal es el caso de la Luna Titán (segundo satélite más grande que posee el sistema solar, una de las lunas de 
Saturno), que, en lugar de poseer un ciclo hidrológicos, posee un ciclo de renovación de hidrocarburos como el metano 
e hidrocarburos superiores (como etano, diacetileno, metilacetileno,propano, acetileno etc.), junto con anhídrido y  
monóxido de carbono, helio, además de nitrógeno. La NASA estima que los hidrocarburos de la atmósfera ya sea en 
estado líquido (presente en forma de  mares y lagos) es cientos de veces superior al de todas las reservas de petróleo y 
de gas natural de la Tierra, y que en sus dunas ecuatoriales   las reservas de carbón también superan en esa 
proporción a las de todas las reservas de la Tierra.  El metano en la Luna Titán  cumple el mismo rol que el agua en la 
Tierra, conforma nubes en su atmósfera, la cuales condensan como lluvia de metano con partículas que conforman 
ríos negros que fluyen y drenan hacia la tierra. La sonda Huygens de la NASA ha comprobado que el sedimento de esa 
lluvia es  una especie de alquitran y que el agua congelada en la superficie de dicha luna es rica  en metano. Ver  
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hidrológico y resume la circulación del agua en sus distintos estados, ya que el agua se traslada de un 
sitio a otro en distintos estados41.  
 Se estima que el agua es lo que ha permitido el origen de la vida en el planeta.42 y que los seres 
vivos se originaron hace 1.000 millones de años. 
 La exacta distancia que separa a la Tierra del sol es la adecuada para que el agua se siga 
manteniendo en estado líquido en su superficie (lo que no sucede con Marte por ejemplo o en Venus, en 
donde se cree que el agua desapareció por la acción de la luz ultravioleta) siendo la capa de ozono y la 
retención de gases de atmósfera lo que permite que el agua no se congele completamente o que se 
evapore completamente. 
 El agua cubre el 71% de la superficie de la Tierra (siendo el 97% de ese porcentaje agua de mar)  
y sólo el 3% agua dulce. Los glaciares cubren el 10% de la superficie de la Tierra y contienen el 75% del 
agua dulce de ella. Los glaciares contribuyen al mecanismo hídrico del plantea, suministrando agua en 
épocas de sequía.43 
 La cantidad de agua que hay en la tierra ha sido siempre la misma desde sus orígenes44 y es el 
recurso natural que permitió el inicio de la vida...  
 La diversidad biológica es un sistema interconectado de diversos niveles de complejidad 
(cantidad de información) de estructuras de seres biológicos. Los niveles superiores y más complejos los 
más frágiles y los inferiores y simples los mas resistentes y adaptables a cambios ambientales o 
hecatombes. 
 Las teorías evolutivas consideran que la vida se inició con los sistemas más simples de 
estructuras moleculares y biológicas (organismos unicelulares) en el agua, los que evolucionaron 
escalonadamente a formas mas complejas de vida (lo que se denomina saltos de complejidad} de manera 
no gradual, ya que a cada salto evolutivo sigue un período de estabilidad de mutación biológica. A los 
                                                                                                                                                             
NASA Reports, That Methane Drizzles on Saturn's Moon T itan, disponible en 
(http://www.nasa.gov/centers/ames/news/releases/2006/06_57AR.html  23 de septiembre de 2010 y NASA, Cassini 
Gazes at Veiled T itan documento electrónico disponible en:     
http://www.nasa.gov/mission_Pág.es/cassini/whycassini/cassini20100923b.html , enlace verificado el 23 de 
septiembre de 2010. 
 
41 El agua se encuentra en forma liquida en su mayoría, en los océanos mares, lagos, aguas subterráneas, ríos. A su 
vez, se encuentra congelada en los casquetes polares  y montañas en forma de glaciares . La menor parte del agua se 
encuentra en estado de vapor en la atmosfera o en forma de  nubes.  Para másdetalle del ciclo del agua ver: 
http://ga.water.usgs.gov/edu/watercyclespanish.html, enlace verificado el 2/10/2010.  Los glaciares ocupan 
aproximadamente el 10% de la superficie de la tierra y poseen retenidos el 75% del agua dulce de la tierra, siendo la 
mayor reserva de agua de consumo humano de la tierra. Ellos poseen un fundamental rol en el ciclo hidrológico ya 
que son abastecedores de agua de los ríos en épocas de sequía, lo que los constituye en equilibradotes de los 
sistemas naturales. 
 
42 Se estima que la vida se inició a partir de la materia inerte aproximadamente hace  4.400 millones de años 
momento en que se estima la primer condensación de agua en la Tierra. 
 
43 En los períodos de sequía, el calor de sol es más intenso y derrite la nieve congelada en los g laciares, 
suministrando agua aún ante la escasez de lluvias. La actual situación de decrecimiento de los glaciares, tienen 
estrecha relación, más que con el calentamiento global, con la falta de disminución de las nevadas de los últimos 
100 años. Para más detalle ver Navarra Gabriela, Divino Tesoro, Revista La Nación 19/9/2019.   
 
44 Se estima que la cantidad de agua de la tierra ronda los 1386 millones de kilómetros cúbicos, siendo esta cantidad 
la que  se ha mantenido  constante y en equilibrio dinámico  (circulando en sus tres estados) (sólido, líquido y 
gaseoso) desde el origen de la vida. Para más detalle ver Pigretti y otros. Derecho Ambiental de Aguas, Lajouane, 
Buenos Aires, 2010.   
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primeros organismos siguieron los animales acuáticos, a los que siguieron los anfibios, de los cuales se 
cree derivan los dinosaurios. 
 Las especies compiten entre si en la obtención de los recursos que necesitan para s ubsistir 
(competencia inter especifica), y dentro de una especie también los individuos luchan entre si 
(competencia intra especifica) por la propagación de sus genes. A estas dos características de las 
especies se las denomina lucha por la supervivencia, y a ella se debe el proceso evolutivo, en tanto este 
es el resultado de la preeminencia de las especies y de los individuos mejor adaptados en su medio para 
obtener este fin. 
 El entorno, moldea la evolución, ya que es un parámetro dentro del cual las especies deben 
aprender a sobrevivir, y al que deben adaptarse. De este modo, en un entorno sin oxígeno, los seres que 
en el habitan, desarrollarán mecanismos para sobrevivir sin el (vida anaeróbica). Por el contrario, en un 
ambiente con oxígeno, los seres desarrollarán mecanismos respiratorios que le permitan subsistir en 
el.45 
 Estas adaptaciones y cambios evolutivos se dan, en saltos discontinuos, (no graduales) a lo 
largo de millones de años. 
 Las mutaciones graduales o bruscas en el entorno, pueden mutar y has ta extinguir una 
especie. La variedad de formas en las que las especies se adaptan al medio, es la base de la bio 
diversidad. 
 Se denomina fluctuaciones evolutivas, a las mutaciones mínimas (sin la relevancia del salto 
evolutivo) que una especie ya compleja sufre de su predecesora inmediata y que suelen ser mejoras 
estériles sin un aumento sustancial de mejores posibilidades de una especie sobre otra. También es 
denominada microevolución, ya que se da a pequeña escala y de manera gradual.  
 Además de la lucha por la supervivencia, en la naturaleza también se encuentran mecanismos 
de cooperación y de reparto de recursos, los que pueden presentarse entre varios individuos de una 
misma especie, e incluso entre diferentes en lo que se denomina simbiosis, lo que  supera el nivel de 
complejidad, ya que crea interrelaciones que se cree  son el motor de la macroevolución. 
 En las relaciones simbióticas, los organismos interrelacionan su información, y refuerzan sus 
potencialidades, y empiezan a comportarse como un nuevo organismo compuesto que luchará por 
sobrevivir como un todo, como si fuera uno. 
 Todos y cada uno de los avances en la complejidad biológica, tienden a mantenerse. Una vez 
que el organismo alcanza un nivel de orden superior, éste lucha por mantener la vida. Nunca hay 
retrocesos evolutivos: los saltos de complejidad ocurren y luego  perduran.  
 Los saltos evolutivos pueden ser más o menos importantes. Los menos se denominan saltos 
secundarios (no tiene gran relevancia) y los mas importantes se denominan saltos  primarios y estos 
últimos con los que son esenciales, necesarios e imprescindibles para la evolución de la vida compleja 
en la Tierra. Como ejemplo de un salto primario se puede mencionar la simbiogénesis, que es el proceso 
por el cual surgen las primeras células eucariotas a partir de la cooperación entre células más simples, 
lo que permitió la reproductibilidad mediante la creación de seres pluricelulares. La explosión cámbrica 
                                                 
 
45 Moya, Andrés, La génesis de la complejidad biológica, en Molina, Eustaquio, Evolución: Aspectos interdisciplinares. 
Mira Editores, Zaragoza, 1996.  
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también se considera un salto primario, y es el que permitió el paso de la vida unicelular a la vida 
pluricelular. Se estima que la evolución de los seres pluricelulares, se originó a partir de colonias 
eucariotas de todas células idénticas, (a diferencia de la simbiosis de células distintas como en el caso 
de la simbiogénesis). Este salto se habría dado tres veces a partir del reino protista, generando el reino 
plantae, el  fungi y el animalia. Este salto es el momento en la historia de la Tierra en que los 
organismos pluricelulares empezaron a evolucionar. 
 Se considera saltos secundarios a las colonias, los líquenes (implican un aumento de 
complejidad por cooperación inter específica a partir de dos especies de reinos diferentes, una alga y un 
hongo, que dieron origen a un nuevo organismo más complejo) y las sociedades simples (dado en 
general entre especies pluricelulares ante la escasez de recursos y la necesidad de cooperar para 
sobrevivir). 
 Las razones por las cuales se presentan formas de cooperación en lugar de formas de 
competencia se desconocen, pero se estima que las formas asociativas se relacionan con situaciones de 
crisis biológicas graves. Cuando ello ocurre la vida reacciona protegiéndose entre si, y los actos 
altruistas priman46 ante los actos egoístas. En condiciones de abundancia la vida compite entre sí, 
siendo la cooperación innecesaria. Esto cambia en situaciones de crisis, en donde los organismos 
supervivientes se ven obligados a ayudarse recíprocamente para superar la misma. En estas 
circunstancias es donde ocurren los saltos de complejidad, los que se mantendrán, aún desapareciendo 
la dificultad, ya que el nuevo sistema surgido se mantendrá como un único todo. 
 La explosión cámbrica (que es lo que permitió la explosión de la evolución de los organismos 
pluricelulares) parece ser el producto de una gran presión selectiva en el proterozoico, en tanto la tierra 
estaba completamente congelada y la vida quedó sólo reducida a unos pocos lugares en la zona del 
ecuador, en donde se estima aún quedaban algunas lagunas permanentes. La vida allí hacinada, 
subsistió viviendo en común. Después del episodio, una nueva generación de seres pluricelulares más 
fortalecidos y resistentes se extendieron por toda la tierra. Esto da cuenta de la interconexión de los 
saltos de complejidad con procesos de extinción y crisis biológica.  
 El planeta tierra sufrió una extinción masiva de especies en el período Cretácico-Terciario hace 
65 millones de años. Dicha extinción implicó la desaparición de aproximadamente el 50% de los 
géneros biológicos del planeta, entre ellos los dinosaurios. La teoría mas aceptada de las causas del 
suceso fue la formulada por el físico Luis Alvarez (premio Nobel) en 1980, la cual estima que severos 
cambios ambientales terminaron con el ecosistema de todo el planeta producto de una elevada dosis de 
iridio47 proveniente de un meteorito cuyo tamaño se estima en 150 a 200 km2 que habría impactado en 
la península de Yucatán formando el conocido cráter de Chicxulub.  
 En el año 2009, Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza y los Recursos 
Naturales elaboró la Lista Roja de especies en extinción, de la cual surge que 2.448 taxones de 
animales y 2.280 de plantas, están en peligro de extinción, junto con otros 1.665 taxones de animales y 
                                                 
46 En este sentido ver entre otros Moya, Andrés, La génesis de la complejidad biológica, ob. cit.  
 
47 Esta sustancia fue encontrada por los investigadores en una capa de la corteza terrestre de este periodo geológico, 
la cual posee elevados niveles de ese material, generalmente provenientes en altas dosis en asteroides y demás 
objetos extraterrestres 
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1.575 de plantas que se encuentran bajo la categoría de "En Peligro Crítico", algunos por selección 
natural y la mayoría de ellos producto de cambios ambientales sustanciales que impiden su 
reproducción y/o adaptación, o por excesiva depredación humana de los mismos.  
 Los cambios ambientales y la contaminación de los recursos naturales compromete la 
subsistencia de todas las especies, incluido el hombre.  
 La falta de ingesta de agua en el hombre (y también en animales) produce muerte por 
deshidratación, la que puede ocurrir en un periodo aproximado de 5 días. La falta de agua potable y su 
uso contaminado, es la responsable de la muerte de 1.5 millones de niños48, es decir, 1 cada 15 
segundos. 
 El aire es esencial y fundamental para la vida en la tierra. Es un elemento delicado, compuesto 
en proporciones variables de las sustancias mencionadas ut-supra existente sólo en la atmósfera 
terrestre. La falta de oxígeno mata a las personas en sólo minutos, así como a la mayoría de la vida 
animal aeróbica. El cambio de composición química por cualquier forma de contaminación, conlleva 
enfermedades y muerte en todas las especies aeróbicas. 
 La atmósfera en su composición actual, y en especial con el sector de la capa de ozono, es el 
recurso que impide que la vida sobre la tierra muera incinerada por los efectos de la radiación 
proveniente del sol. 
 El eje magnético de la tierra cambiará. Ni la técnica ni la ciencia podrán hacer nada para 
evitarlo. Se desconocen los efectos que ésta reversión magnética puede acarrear en materia de extinción 
de especies y/o de desprotección de la radiación solar. 
 
La intención de éste acápite es alterar la percepción cognoscitiva basada en la ilusión del planeta 
tierra como cosmológicamente seguro, constante y equilibrado, termodinámica y biológicamente 
ilimitado, e inmortal tanto desde el punto de vista temporal, como desde su calidad de receptor de vida 
según se la conoce en la actualidad. Habiendo tomado cuenta de lo infinitésimamete pequeño de 
nuestro planeta, de lo delicado de los mecanismos que lo rigen, de la imprevisibilidad de sus cambios, 
de su dudoso futuro, de su calidad de único receptáculo de vida conocido en el universo, de lo 
inmanejable que los cambios planetarios serán para el hombre según la tecnología actual, se evidencia 
lo irrazonable que es no cuidar y preservar los recursos del único hábitat conocido del universo que 
permite la vida como se la conoce. 
Por ello el planeta Tierra debe ser cuidado y sus pseudo equilibrios biológicos y térmicos (los que se 
dan  dentro de su permanente cambio), preservados. Hasta tanto las fuerzas planetarias y astronómicas 
definan cambios probablemente inmanejables para el hombre, debe re-dimensionarse claramente la 
                                                 
48 Según datos de la ONU, Foro Mundial del Agua, existen en el mundo en la actualidad 884 millones de personas sin  
real acceso al agua potable  y más de 2.500 millones de personas viven sin un sistema adecuado de saneamiento. 
Los datos de O.N.U.da cuenta que diariamente se vierten sin control a cursos de agua 2 millones de toneladas de 
aguas residuales y otros efluentes, y en los países en desarrollo, más del 90% de los desechos se arrojan sin 
tratamiento o proceso descontaminante. Ver el Informe de las Naciones Unidas sobre el desarrollo de los recursos 
hídricos en el mundo, disponible en http://www.unesco.org/water/wwap/wwdr/index_es.shtml, así como  los 
índices y estadísticas en dicha página. A su vez, ver: Diario Clarín, La falta de agua potable causa más  muertes que 
cualquier otra forma de violencia, 22/3/2010, versión electrónica disponible en 
Http://edant.clarin.com/diario/2010/03/22/um/m-02164876.htm 
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actitud de éste frente los recursos naturales y al medio únicos en el universo conocido y en especial, de 
los instrumentos de regulación de las conductas que ellos desarrollan para evitar una auto devastación 
colectiva suicida. 
Con esta introducción, se pretende dar un marco de las situaciones y los parámetros existentes que 
permitan una adecuada ponderación de las propuestas proyectadas en esta tesis en el área de las 
relaciones  institucionales de los poderes de Estado, cuya razonabilidad fines-medios debe convalidarse 
aún subvirtiendo los mecanismos históricos de interrelación entre ellos. 
 
6.2 El surgimiento del interés ambiental en diversas disciplinas. Evolución del Derecho 
Ambiental Internacional moderno. 
 
El interés del hombre en el medio ambiente y en los recursos naturales data de los inicios de la 
propia humanidad49. En el presente estudio se analizarán las doctrinas surgidas sobre fines del siglo 
XIX a fin de limitar el alcance de los contenidos conducentes al objetivo planteado. 
En el siglo XIX surgió dentro de la ciencia médica una nueva corriente de pensamiento a la cual se 
la denominaría Higienismo50, enmarcada dentro de un contexto de reclamo de mejoras sanitarias a ser 
instrumentadas en las primeras ciudades fabriles e industriales, generadoras de altos impactos en las 
condiciones de vida de los obreros y en la rápida propagación de enfermedades. A su vez, en el mismo 
espacio temporal, surgieron las corrientes del Naturalismo Romántico, esencialmente literarias y 
filosóficas que pregonaba una vida de vuelta a la naturaleza perdida como método de mejora moral de 
la humanidad en decadencia. 
Las teorías de Thomas Robert Malthus y David Ricardo, datan también del siglo XIX. Estas son 
análisis económicos de temáticas ligadas a ciertos aspectos ambientales pero no poseen un interés 
conservacionista o de preservación ambiental. Thomas Robert Malthus51, analizó el fenómeno de 
crecimiento demográfico como de crecimiento exponencial52, mientras que la producción de alimentos lo 
hacía a una tasa aritmética.53 Analizó las variables de control de natalidad natural como el hambre, las 
                                                 
49 Aristóteles, por ejemplo, en los 8 libros correlativos de “La Física”, efectuó los siguientes estudios relativos a temas 
cosmológicos y naturales del mundo natural: 1) “De Caelo” (‘Tratado del Cielo’); 2) “De Generatione et Corruptione” 
(‘De la generación y la corrupción’), 3)”De Meteorologia” 4) “Parva Naturalia” (‘Pequeño tratado de la naturaleza’); 5) 
“Historia Animalium” (‘Historia de los animales’); 6) “De Partibus Animalium”  (‘Las partes de los animales’); 7) “De 
Motu Animalium” (‘El movimiento de los animales’); 8) “De Coloribus” (‘Sobre los colores’); 9) “De Audibilibus” (‘Sobre 
las cosas de la audición’); 10) “Physiognomonica” (‘Fisiognomónica’); 11) “De Mirabilibus auscultationibus” (‘De las 
maravillas escuchadas’); 12) “De Plantis” (‘Las plantas’); 13) “Problemata” (‘Problemas’); 14) “De Lineis Insecabilibus” 
(‘De las líneas imperceptibles’); 15) “Ventorum Situs” (‘Los lugares de los vientos’).  
 
50 En Austria, Viena, el médico Frank escribió el libro La miseria del pueblo, madre de enfermedades, influyendo de 
esta manera en otros médicos de la época (Turner Thackrah, Arnold, Chadwick, Villermé y Virchow), quienes crearon 
el movimiento higienista como una rama dentro de la medicina.  
 
51 En An essay on the principle of population as it effects of the future improvement of society with remarks on the 
speculations of Mr. Godwin, Mr. Condorcet, and other writers, publicado en 1798. 
 
52 Es decir, que se duplicaba cada bienio Ej: 2,4,6,8. 
 
53 Es decir, de crecimiento progresivo, Ej: 2, 3, 4, 5. 
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epidemias, pestes y guerras, que disminuían la población por aumento de la mortandad, ll egando de 
este modo a la conclusión que cada vez sería mayor la escasez de comida en función de que la 
población seguía creciendo. Planteaba como única solución sería reducir la natalidad, mediante 
abstinencia o casamiento tardío.  
David Ricardo, en su ensayo de 1817, efectuó asimismo un análisis económico de temas conexos a 
estos, partiendo del carácter limitado de la tierra y de la Ley de rendimientos decrecientes, que harían 
necesarias cada vez más dosis de trabajo y capital, por lo que a los efectos de mantener la tasa de 
beneficio que asegura la reinversión, la situación conduciría inevitablemente a una menor retribución 
del trabajo, la que se situaría en niveles de subsistencia. Por eso, llegaba a la misma idea que Malthus 
en cuanto a la conveniencia o necesidad de controlar o reducir la población.  
Ninguno de los dos planteos descriptos, se enmarcan en una preocupación de índole ambiental o de 
preservación de recursos naturales, sino  de la presión social sobre la distribución de la riqueza, en 
general, de los alimentos y la rentabilidad del capital en particular. Sin embargo, algunas de sus bases 
de análisis son tomadas para el desarrollo de las tesis ambientales anti-crecimiento o de crecimiento 
cero, la cuales definitivamente se enrolan dentro de la temática de la preservación de los recursos 
naturales. Esto se analizará seguidamente. 
En materia de interés preservacionista y naturalista estricto, el Reino Unido y Estados Unidos 
fueron los países pioneros en la creación de asociaciones en defensa de la naturaleza y leyes en la 
materia. En EEUU surgió la idea de preservar grandes espacios en su estado original para la vida 
animal y vegetal. De este modo, en 1864 el gobierno cedió, con ese fin, el valle del Yosemite y el 
Mariposa Grove, en California EE.UU. Posteriormente, en  1872, se creó el parque nacional Yellowstone. 
En 1892 se fundaron las primeras asociaciones conservacionistas como el Sierra Club (1892) y en 
1916, se aprueba el National Park Service Act, Ley que regula el manejo de los recursos naturales. 
En Inglaterra, se creó la Sociedad Zoológica en 1830, y en 1865 la Sociedad para Preservar los 
Espacios Abiertos y los Caminos de a Pie. Diversas fundaciones con diversos  fines conservacionistas, 
surgieron en ese siglo y principios del siguiente54. En el transcurso del siglo XX diversos análisis en el 
área dieron cuenta de situaciones de riesgo natural y biológico frente al accionar humano, siendo los 
más importantes los siguientes: 
 
 Osborn Farfield55, quien publicó Le planete au pillage en el año 1949. En este estudio se 
relataba y proyectaba el daño que la humanidad generaba al planeta y de lo riesgoso del escenario 
derivado de este hecho. 
 Rachel Carson, quien publicó Silent Spring  (Primavera Silenciosa) en 1962. En este estudio se 
describía el efecto de los agroquímicos en la mortandad de las aves.  
                                                 
54  En 1881 se creaó el Comité para la Eliminación del Humo, en 1889 la Real Sociedad para la Protección de las 
Aves, en 1895 se creó el Instituto para los Lugares de Interés Histórico y de Belleza Natural (1895), en 1912 la Real 
Sociedad para la Conservación de la Naturaleza, en 1913 la Sociedad Británica Ecológica, en 1926 La primera 
asociación científica ecológica del mundo, el Consejo para la Protección del Medio Rural.  Para mayor detalle ver 
Pierre Naina, Historia del concepto de desarrollo sustentable, disponible en 
http://www.ambiente.gov.ar/infotecaea/descargas/pierri01.pdf, enlace verificado el 5 de junio de 2010 
 
 
55 Presidente de la Sociedad Zoológica de Nueva York. 
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 Commoner, quien publicó Ciencia Crítica en Science and Survival en 1966. Este estudio 
explicaba los riesgos del complejo tecno científico y de la civilización industrial. 
 Boulding, quien publicó The economics for the Coming Spaceship Earth, en 1966. Este estudio 
es considerado uno de los primeros planteos de las modernas tesis anti-crecimiento neomalthusianas. 
En esta vertiente ideológica Ehrlich publicó The population bomb en el año 1968 seguido por el Primer 
Informe del Club de Roma, Limits of Growght (los Límites del Crecimiento) en 1972. Ellos serán 
analizados seguidamente. 
 En 1971, Commoner publicó The Closing Circle. Este estudio describió y analizó los efectos de 
la industrialización y la tecnología en la crisis ambiental y la calidad de vida del hombre. En ese mismo 
año Jean Dorst publicó Avant que Nature meure.  
 En 1972 René Dubos y Barbara Ward, publicaron Only one Earth, documento clave para la 
Conferencia de Estocolmo, Suecia en 1972. 
 También en ese año,1972, E. Goldsmith, R. Allen, M. Allaby, J. Davoll y S. Lawrence publicaron 
El manifiesto para la supervivencia. Este estudio presentó un amplio conjunto de pruebas sobre los 
problemas ecológicos concluyendo que el planeta no podía enfrentar y tolerar un incremento contínuo 
de la demanda ecológica. Algunos doctrinarios incluyen esta visión dentro de las tesis anti-crecimiento 
que serán descriptas seguidamente.  
Las diversas posturas y doctrinas que la disciplina ambiental presenta, pueden ser sintéticamente 
clasificadas según la ubicación y prelación que otorguen al ser humano dentro del esquema 
cosmológico que presentan y las soluciones propuestas. Ellas podrán ser biocentristas (o ecocentristas) 
o antropocentristas según concedan o no a la naturaleza la característica de sujeto o se la iguale o no en 
estatus ontológico al hombre. Se procederá a analizarlas en detalle. 
6.2.1 Doctrinas biocentristas o ecocentristas y las teorías del “crecimiento cero”.  
6.2.1.1 Preservacionismo. 
Las primeras posturas ecocentristas o biocentristas56 del siglo XX, se presentaron por primera vez 
en los escritos de Leopold en el año 1949, quien en su libro Una Ética de la Tierra pregonaba la idea de 
la bioética y de la estética de la conservación, expresando que debía juzgarse con criterio de justicia 
todo aquello que tendiese a preservar la estabilidad y la belleza de la naturaleza. 
Otro hito en el pensamiento preservacionista lo constituyó, el libro Silent Spring publicado por la 
bióloga Rachel Carson en 1962 en defensa de la fauna víctima de los químicos utilizados en la 
agricultura. Este libro, inspiró a Arne Naess, filósofo conservacionista y activista ambientalista Noruego 
quien escribiera Deep Ecology (Ecología Profunda) en el año 1973. 
                                                 
56 La palabra “biocentrismo” deriva del griego bios= "vida"; y kentron= "centro", es utilizada para designar a las 
teorías científicas, filosóficas y morales que afirman que  el respeto moral se debe a todo ser vivo y no sólo al 
hombre, contraponiéndose de este modo al teocentrismo (de raíz religiosa) y al antropocentrismo que propugna al 
hombre como ser superior de la naturaleza y sujeto único de respeto moral, en función del cual debe sólo 
considerarse relevante el problema ambiental.   
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Estas posturas poseen en común la noción del hombre como un ser más de entre todos los que 
componen el ecosistema, al cual debe integrarse, debiéndose detener el crecimiento económico y 
poblacional que depredaba al medio, sin prioridad o derecho de preferencia alguno en función de su 
inteligencia u ontología. Según estas posturas, el hombre no es el centro de la problemática ambiental, 
sino el ambiente como un todo, siendo el hombre uno más de sus componentes, quien debe promover la 
preservación del medio reduciendo el crecimiento económico y demográfico desmedido, la 
contaminación hacia el medio y respetar todas las formas de vida sobre la tierra. Por ello se inscribe a 
estas tesis dentro de las de crecimiento cero o anti-crecimiento, en tanto propugnan evitar el crecimiento 
económico y demográfico a fin de la conservación del medio en función de interés igualitario en el 
tratamiento de todos los seres de la naturaleza, inclusive al hombre. 
En esta rama de pensamiento, la única Constitución del mundo que reguló el derecho que tiene el 
planeta sobre su propia conservación es la nueva Constitución Ecuatoriana, aprobada por referéndum 
con casi el 70% de aprobación popular, en la cual  se otorgó a la Pacha Mama el derecho a conservarse 
(art.71)57, a restaurarse (art. 72), a conservar sus servicios ambientales (art.74) y obliga al Estado a 
protegerla. El otorgamiento de derechos subjetivos a la naturaleza (que no es sujeto de derechos) es 
inédito en materia constitucional. 
 
6.2.1.2 Neo- Maltusianismo y las teorías del “crecimiento cero”. La Economía Ecológica. 
 
Las tesis extremas en materia de la limitación a cero del crecimiento tanto poblacional como 
económico, que retomaron análisis económicos basados en las ideas malthusianas de restricción al 
crecimiento poblacional, pero como clave para la mantención del ecosistema natural y de la 
subsistencia humana, se iniciaron con Kenneth Ewart Boulding en The Economics for the Coming 
Spaceship Earth, quien en 1966 planteó la idea de la concepción económica como sistema cerrado (de 
nave espacial) en tanto identificaba la inexistencia de una abundancia ilimitada de recursos naturales 
presupuesta por la economía clásica. Este investigador explicaba que la problemática mundial de ese 
momento, ya no se trataba de aumentar el PBI, sino de administrar los recursos, los desechos y la 
población de forma tal de mantener el stock total de capital, planteando que la solidaridad debía 
extenderse no sólo en el espacio sino en el tiempo.  
 En esta vertiente, Paul Ehrlich, profesor de biología en la Universidad de Stanford, (quien a la 
postre sería el autor más influyente en los planteamientos sobre el crecimiento cero hasta la 
publicación del Informe del Club de Roma), publicó The population bomb en el año 1968 y Population, 
Resources, Environment,  1970. Este investigador definió la necesidad de limitar la población, con una 
predefinición de los que sería un tamaño óptimo de población estable. No aceptó el optimismo y la 
confianza en la tecnología para resolver el problema de suministro de comida mas allá de un plazo de 
20 años vista.58 
                                                 
57 “La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se respete integralmente 
su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos.” 
(articulo 71,  Constitución de la República de Ecuador). 
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 Por su lado, Jay Forrester (Director del laboratorio de computación digital de 1946 a 1951, del 
Massachussets Institute Of Technology –MIT- EEUU.) desarrolló un sistema computarizado de 
proyección de eventos denominado World 2, sobre la base de que los elementos que determinaran los 
eventos en el mundo eran: 1) población, 2) recursos naturales, 3) alimentos producidos, 4) 
contaminación, y 5) capital invertido. Los valores fueron tomados en el año 1900, y se simuló la 
evolución futura hasta el año 2100, constatándose que no se podría mantener indefinidamente el ritmo 
actual de crecimiento, y que la estabilización del mundo partía de un conjunto de reducciones de los 
parámetros de análisis mencionados. De este sistema de modelización computarizado, surgió, dirigido 
por Denis Meadows y Donatella Meadows (esposos, ambos discípulos de Forrester y también profesores 
e investigadores del MIT), el World-3, otro modelo informatizado de las variables 1) industrialización 
acelerada, 2) rápido crecimiento demográfico, 3) escasez general de alimentos, 4) agotamiento de 
recursos no renovables y 5) Deterioro del medio ambiente. Según esta teoría, los límites se alcanzaban 
por agotamiento de los recursos no renovables en un primer momento, por contaminación en una 
segunda etapa y finalmente por  escasez de alimentos por excesiva presión sobre la tierra cultivable. 
Este estudio recibió numerosas críticas59. Fue publicado en el año 1971 bajo el título Primer Informe al 
Club de Roma, elaborado también por un equipo de científicos del MIT (Instituto Tecnológico de 
Massachussets (EEUU) dirigido por Dennis Meadows (discípulo de Forrester), llamado The Limits to 
Growth (los Límites del Crecimiento). Este informe sustentó la propuesta del crecimiento cero tanto 
económico como poblacional.  
En 1972 fue publicado El manifiesto para la supervivencia,  por un grupo de biólogos y científicos 
relacionados con la revista inglesa The Ecologist, cuyo editor era Edward Goldsmith. Según se 
adelantara, este estudio presentó un amplio conjunto de pruebas sobre los problemas ecológicos, 
concluyendo que el planeta no podía enfrentar y tolerar un incremento continuo de la demanda 
ecológica. Expresaba que un aumento indefinido, del tipo que fuese, no podría ser sostenido por 
recursos finitos. Parametrizó la sociedad estable, como aquella que pudiera sostenerse indefinidamente 
dando óptimas satisfacciones a sus miembros, propuso conservar al máximo la energía y las materias 
                                                                                                                                                             
58 Los álgidos debates en torno a la tema de la cuestión del crecimiento poblacional global del planeta basadas en 
diversas visiones sociales y religiosas se han vuelto muy sofisticados, en especial de la mano de algunos 
economistas. Por ejemplo Durbell Lee, Gaia, el Futuro del Arca,  Blume, Madrid, 1988, plantea categóricamente que 
esta es una de las amenazas másseveras para el planeta. Por su lado, la Iglesia y diversos doctrinarios, en las 
antípodas de dicha idea, plantean objeciones morales y éticas diversas basadas en los derechos inalienables de las 
personas a definir la cantidad de hijos que desean tener y la necesidad del análisis de la situación poblacional bajo 
la noción de equidad en la posibilidad de acceso y  distribución de los recursos.  
59 Por ejemplo de los investigadores de la Universidad de Sussex, (Véase H.S.D. Cole, Christopher Freeman, Marie 
Jahora y K.L.R. Pavitt, Thinking About the Future. A Critique of The limits to Growth, Londres, Chatto & Windus,1973) 
y de la propia Fundación Bariloche en Argentina, quien desarrolló la contrapropuesta con los mismos métodos 
tecnológicos pero incorporando variables distintas al programa de simulación. Posteriormente, algunos doctrinarios 
identificaron estas visiones con la política norteamericana plasmada en el Informe Kissinger, (Memorandum 200) 
(desclasificado en 1989), de donde surgía la recomendación hecha al presidente Nixon, se relacionaba no con 
agotamiento de los recursos naturales, sino con la imposibilidad de adquisición de materias primas necesarias para 
el desarrollo de EEUU producto de el aumento de población mundial, el que seria el responsable del uso de esos 
recursos y de la interrupción de su migración hacia EEUU. Este informe recomendaba la implementación de 
políticas de control de natalidad con un máximo de 2 hijos por mujer. 
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primas, interferir lo mínimo posible los procesos ecológicos, y mantener una población estable, dentro 
de un sistema social en el que se pudiera disfrutar de las condiciones mencionadas.   
La tesis anti-crecimiento es sostenida asimismo por los miembros de las doctrinas de la Economía 
Ecológica60, disciplina que también presentaba como solución frente al límite de los recursos, la 
reducción del tamaño de la población, el control del consumo y del crecimiento de la producción total. 
Esta disciplina derivada de la economía, efectúa una profunda crí tica al abordaje que la economía 
clásica y neoclásica efectúa en la ponderación y análisis de los recursos naturales y del ambiente (en 
especial de los métodos de cálculo de costo beneficio por ellos empleados), pero su solución sigue 
siendo de limitación y restricción del crecimiento. 
Según se ha mencionado, todas las teorías de implementación de modelos de crecimiento 
económico y poblacional cero (especialmente las emergidas del MIT) fueron objeto de numerosas y 
medulosas críticas61. Los modelos de simulación utilizados para la predicción de la crisis poseían 
errores de cálculo (comportamiento fuertemente exponencial de variables críticas que conducían a un 
rebasamiento explosivo y que alteraban drásticamente las trayectorias proyectadas) y de ciertos datos y 
conceptos relevantes (por ejemplo, se había calculado los datos conocidos sobre reservas de petróleo 
existente con su real existencia física, cuando, en realidad, las reservas probadas son sólo cálculos de 
petróleo conocido hoy, y no de existencia total y final62). A su vez, la propuesta de Meadows provocaba 
como lógico corolario el estancamiento de una situación de mantención de crecimiento económico cero 
en los países desarrollados (que ya habían alcanzado un nivel de riqueza alto –si bien con algunos 
problemas en la distribución de la misma-) y un control y reducción de población en los países 
periféricos63 quienes, sin crecimiento económico y poblacional propuesto por este esquema, no poseían 
expectativa alguna de superar la pobreza y situación de subdesarrollo. 
En concreto, el modelo del World 3 implicaba lo siguiente: 
                                                 
60 Esta visión económica de la ecología, tiene su origen es adoptada por  Herman Daly. Este autor ha publicado 
diversos libros, entre ellos, en 1977, Steady-State Economics, en  1989  “For the Common Good,”, en 1993, “Valuing 
the Earth" , en  1996, “Beyond Growth”; en  1999, Ecological Economics and the Ecology of Economics, en 2003 
“Ecological Economics: Principles and Applications”  y en  2007, “The Economics of Happiness: Building Genuine 
Wealth”.  
 
61 Ver entre otras opiniones a Barkin David, Riqueza, Pobreza y Desarrollo Sustentable, disponible en 
www.ambiente.gov.ar, enlace verificado el 13 octubre 2010, quien explica que ciertos economistas creadores de 
políticas en los organismos internacionales en materia poblacional poseen: “recetas de política que con frecuencia 
asumen que el embarazo es un resultado no planeado o culturalmente obsoleto de la organización social, para esos 
pensadores, parece inconcebible que en muchas sociedades pobres los niños sean virtualmente el único seguro que la 
pareja puede adquirir para defenderse durante periodos de privaciones o vejez, y que la gente decide cuándo parir sus 
niños y cuántos procrear. Más que admitir que el crecimiento de la población frecuentemente es un síntoma del fracaso 
por incorporar a la gente pobre en actividades mejor remuneradas, estos analistas califican a los grupos sociales que 
eligen tener más hijos como irracionales, gente que tiene que ser más responsable, interviniendo con programas de 
planificación familiar, alfabetización femenina, estrategias de control social o medidas más autoritarias, si el primer 
enfoque falla.” 
 
62 Para profundizar ver Fundación Bariloche, ¿Catástrofe o nueva Sociedad?, Modelo Mundial Latinoamericano, 30 
años después, Instituto Internacional de Medio Ambiente y Desarrollo, 2004, disponible en  
http://www.idrc.ca/es/ev-58758-201-1-DO_TOPIC.html , enlace verificado el 5 de junio 2010. 
 
63 Ello sustenta las posturas que mantienen que, la cuestionabilidad moral de la propuesta del MIT de la década de 
los 70 en los límites del crecimiento, debe contextualizarse en la escena político internacional  objeto de descripción 
en el Memorándum 200 del secretario de Estado Kissinger, al Presidente de los EEUU Nixon.  
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 Los países subdesarrollados debían seguir manteniendo su subdesarrollo a tenor de la 
inviabilidad de un mayor crecimiento económico y las personas que vivían en la miseria, debían seguir 
en esa condición. 
 Se debía mantener la desigual distribución de la renta y del poder de los países desarrollados. 
 Debía existir solidaridad de la responsabilidad compartida por el agotamiento de  los recursos 
de todos los países, aún a pesar de la diferencias de niveles de consumo existentes entre los países 
desarrollados y los subdesarrollados y de su natural diferencia en la responsabilidad de la generación 
del problema. 
Se analizarán seguidamente las críticas más importantes a estas tesis, pero lo cierto es que, ese 
mismo año (1972), la Conferencia de Naciones Unidas para el Desarrollo que se dictó en Estocolmo, 
Suecia, adoptó una postura estrictamente antropocentrista en diametral oposición a los fundamentos 
teóricos y consecuencias morales de las posturas abogativas del crecimiento cero.  
 
6.2.2 Doctrinas antropocentristas.  
Las doctrinas antropocentristas64 entienden al problema ambiental como un problema humano. 
Comprenden las nociones ambientalistas y eco centristas, pero sostienen que la degradación del medio 
es un asunto importante en tanto afecta al ser humano y a su subsistencia. La problemática es 
enfocada desde y por el hombre (tanto por la generación actual como por las generaciones futuras), 
quien es el centro de la preocupación y el sujeto a proteger de su propia acción.  
Algunas de las posturas antropocentristas surgieron como contestación política a las implicancias 
morales y económicas de las teorías del crecimiento cero y de los límites de crecimiento producida en el 
MIT. Pueden identificarse 2 vertientes claras, una de corte anarquista y ecodesarrolista y otra de corte 
marxista. Asimismo, y dentro de las posturas antropocentristas moderadas se encuentra la propia 
postura de Naciones Unidas con el desarrollo del P.N.U.M.A. en la Declaración de Estocolmo sobre el 
Medio Humano en 1972,  en donde se rechazan los argumentos de las propuestas de crecimiento cero, 
y las de la Doctrina Social de la Iglesia, la que será tratada de manera independiente. 
 
6.2.2.1 Tercermundismo y ecodesarrollo. Teorías anarquistas y marxistas. 
 
La propuesta ecologista tercermundista del ecodesarrollo entendió que la construcción del 
desarrollo sostenible y su constitución efectiva requería un cambio social radical, debiendo 
concentrarse prioritariamente en atender las necesidades y la calidad de vida de las mayorías, con un 
uso responsable de los recursos naturales. En términos estrictos el concepto ecodesarrollo  fue 
formulado por Maurice Strong, el director ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente (PNUMA), en la primera reunión del consejo del programa en junio de 1973. Posteriormente 
                                                 
64 Antropocentrismo. (De antropo- y centro). 1. m. Fil. Teoría filosófica que sitúa al hombre como centro del universo. 
Diccionario de la Real Academia Española. 
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Ignacy Sachs expandió el concepto y lo describió como un tipo de desarrollo basado en objetivos 
sociales, el cual trataba de crear una sociedad basada en el reparto mas equitativo de los bienes, una 
aceptación de los límites ecológicos, de solidaridad diacrónica (o intergeneracional), la cual completaba 
a la solidaridad sincrónica subyacente al desarrollo social; y una eficiencia económica. Este concepto, 
predecesor del concepto desarrollo sostenible, denotaba un “desarrollo socialmente justo, 
ecológicamente compatible y económicamente viable”65. 
Existen dos subcorrientes importantes, una de corte marxista y otra de tendencia anarquista. La 
subcorriente anarquista posee como base las elaboraciones teóricas formuladas por Murray Bookchin66 
en Ecología Social, en la cual no se compartía la tesis de los límites físicos absolutos, ni que la solución 
del problema ambiental y la subsistencia humana se centrara en detener el crecimiento. Su propuesta 
política estaba volcada a promover una sociedad ecológica, en la que no se le concediera ningún lugar o 
espacio a la jerarquía (propio de las ideas anarquistas), ni en la naturaleza, ni en la sociedad. Se 
proponía la emulación del comportamiento de la naturaleza, en donde prevalecía la cooperación, la 
simbiosis y el comportamiento emergente (redes de alimentación y círculos de interdependencia) , así 
como el uso de la tecnología medioambientalmente apropiada.  
La subcorriente marxista, basada en las teorías de Enzensberger (1979), James O’Connor (1991) y 
Foster (1994), entre otros, entendió que el problema ecológico o ambiental no respondía a límites físcos 
externos, sino a la forma de organización social del trabajo, la cual determinaba los recursos a utilizar, 
la forma y el ritmo de su uso. Las críticas fueron centradas en el capitalismo, en tanto intrínsecamente 
expansionista. Según este sistema organizativo, de producción de riqueza y consumo por él impuesto, 
tendía a crear los problemas de contaminación y depredación de los recursos naturales, además de ser 
el generador de desocupación, pobreza y desigualdad. Estas corrientes propusieron como solución 
transitar hacia otras formas de organización social del trabajo que, basada en la propiedad social de los 
medios de producción naturales y artificiales, los utilice en forma responsable para la satisfacción de 
las necesidades de la sociedad en su conjunto, y no de una minoría.67 Estas doctrinas propusieron una 
crítica severa al concepto de desarrollo como equivalente lineal de crecimiento económico, a los 
patrones de uso y consumo imperante y dominantes, a los sistemas y escalas de producción y 
consumo, a los estilos y escalas tecnológicas, de actitud predatoria sobre los recursos naturales, y 
propugnaron la utilización preferente de los recursos renovables frente a los no renovables. James 
O´Connor analizó las consecuencias de la escasez de recursos naturales y servicios ambientales y su 
reflejo en los costos, prediciendo que ellos subirían, lo que generaría una crisis de ganancias, a lo cual 
llamó la “segunda contradicción del capitalismo”. 
                                                 
65 Definición dada por Riechmann, en  Desarrollo sostenible: La Lucha Por La Interpretación, documento electrónico 
disponible en http://www.ambiente.gov.ar/infotecaea/descargas/riechman01.pdf, enlace verificado el 20 de junio de 
2010. 
 
66 Murray Bookchin presidió el Instituto de Ecología Social (Vermont, U.S.A.).  Escribió el libro “La Ecología de la 
Libertad” en 1982, en donde expresaba que  si bien los hombres no podían estar seguros de que la condición 
humana mejoraría con las medidas que él proponía (como la reducción de las escalas de producción), al menos los 
mismos tendrían la oportunidad de elegir entre una libertad utópica y una inmolación social. 
 
67 Para más detalle ver Foladori, El Pensamiento Ambientalista, 2000, documento electrónico disponible en 
http://www.docstoc.com/docs/3260679/T%C3%B3picos-en-Educaci%C3%B3n-Ambiental-Complejidad-en-
educaci%C3%B3n-ambiental-EL-PENSAMIENTO, enlace verificado 24 de diciembre de 2010. 
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Por su lado la Fundación Bariloche68, incluida en esta corriente, propuso un modelo alternativo al 
World 2 y 3 creados por el M.I.T. en respuesta a las visiones catastrofistas que planteaban la necesidad 
de detener el crecimiento económico y poblacional, denominado Modelo Mundial Latinoamericano 
incorporando estos factores y arribó a conclusiones muy diferentes a la de los editores de Los Límites 
del Crecimiento. Las conclusiones del análisis determinaron que, en función de las escalas temporales y 
espaciales importantes para la humanidad actual, los límites que operaban eran sociopolíticos y no 
físicos y que la crisis no se encontraba en el tiempo futuro, sino en la actualidad, ya que la mayoría de 
los habitantes de la tierra vivían en la pobreza. Por ello propusieron encarar el cambio en lo inmediato, 
mutando radicalmente la organización social e internacional, que debía liberar al hombre del 
subdesarrollo y la opresión, debiéndose gestionar: 1) equidad para todos los seres humanos 2) no 
promover el consumismo; 3) determinar las necesidades de la producción y el consumo según las 
necesidades sociales y no por el lucro privado; 4) entender que las necesidades sociales podían ser 
definidas de manera diferente según las diferentes culturas, 5) migrar el concepto de propiedad privada 
de los medios de producción hacia formas de uso y manejo de los medios de producción, que cada 
sociedad debía definir 6) desconcentrar el mercado incentivando las pequeñas empresas y reduciendo 
las escalas de producción.  
La propuesta radical de la Fundación, fue innovadora en su momento69, los supuestos básicos de 
modelo del World 2 y 3 fueron puestos en tela de análisis y severamente criticados como el producto del 
reflejo de una ideología imperante en los suburbios ricos de clase media-alta de algunas ciudades de 
EEUU. Su propuesta70 no se dirigió a predecir las consecuencias de las tendencias actuales, sino a 
demostrar la viabilidad material de un futuro deseable (erradicación de la pobreza),71 por lo cual se 
incorporaron en el modelo indicadores relativos a la satisfacción de las necesidades básicas, siendo una 
de las variables analizadas la esperanza de vida al nacer, la cual parametrizaba de manera sensible la 
inequidad. En el sub-modelo de población se analizaron modelos históricos de múltiples experiencias, 
lo que comprobó que el aumento de bienestar de la población impactaba en la disminución del 
crecimiento demográfico, hecho verificable aún ponderando que la mejoría en la calidad de vida 
(necesidades básicas satisfechas) contribuía a disminuir la mortalidad infantil y a prolongar la 
esperanza de vida.  
La propuesta era de corte marxista, de ello da cuenta el análisis y la propuesta de sustitución del 
concepto de propiedad privada de los medios de producción por el concepto de uso y manejo de los 
medios de producción, según las necesidades y de decisiones sociales de las comunidades en cuestión. 
                                                 
68  Es una institución argentina, privada sin fines de lucro, fundada en 1963 y con sede en la ciudad de San Carlos 
de Bariloche, Río Negro, Argentina, dedicada a promover la enseñanza y la investigación científica. Ver pág.ina web 
en http://www.fundacionbariloche.org.ar/ 
 
69  La construcción del Modelo Mundial Latinoamericano se efectuó entre los años 1972 y 1975 y el resultado de ese 
estudio fue publicado por primera vez en 1977 bajo el titulo “¿Catástrofe o nueva Sociedad?. Modelo Mundial 
Latinoamericano”, ob. cit.  
  
70  La cual contó con el apoyo del mismo la OIT, FAO, UNESCO, UNCTRAD, el Club de Roma, la SPRU (Science Policy 
Research Unit)  de la Universidad de Sussex, el Centro Latinoamericano de demografía  de las Naciones unidas 
(CELADE). 
 
71 Para mayor análisis de la propuesta ver Fundación Bariloche, ob. cit.   
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6.2.2.2 Teorías conurcopianas. El análisis económico del derecho en materia ambiental.  
 
“Una economía que respete el medio ambiente no buscará únicamente el objetivo del máximo beneficio, porque la 
protección ambiental no puede asegurarse sólo en base al cálculo financiero de costos y beneficios. 
El ambiente es uno de esos bienes que los mecanismos del mercado no son capaces de defender o de promover 
adecuadamente.” 72 
 
En la disciplina ambiental se denomina conurcopianos73 a algunos doctrinarios que se caracterizan 
por ser básicamente optimistas acerca del futuro humano, aún ante situaciones de complejidad 
ambiental y de notoria incertidumbre, en tanto entienden que siempre habrá soluciones técnicas a los 
problemas ambientales que se desarrollarán, las cuales provendrán de la mano del avance científico y 
tecnológico. Estos doctrinarios son pesimistas con respecto al rol del Estado y de la política (por ello se 
los ubica dentro de las corrientes ultraliberales de la economía) , ya que consideran que la mejor manera 
de conseguir soluciones eficientes viene de la mano de la institución de la propiedad privada ( ya que 
nadie cuida los bienes públicos) y de su desenvolvimiento en el mercado, en el cual se encontrará el 
óptimo uso de la naturaleza. Consideran que es el libre mercado el que logra resolver y solucionar los 
problemas ambientales, ya sea mediante la restricción del consumo de recursos no renovables, 
mediante extinción por aumento de los precios a medida que los recursos disminuyen, o mediante 
sustitución de materias primas y fuentes de energía. Consideran que el estado de daño ambiental 
deriva de la no imputación de derechos de propiedad a todos los recursos y/o espacios, siendo ésta (la 
atribución de derechos de propiedad sobre los recursos) la solución al problema. Se abarca bajo esta 
clasificación a doctrinarios como Ronald Coase74 y a aquellos ubicados en la rama de la nueva 
economía neo institucional (en la actualidad conocida como Análisis Económico del Derecho aplicada al 
medio ambiente). 
                                                 
72 Juan Pablo II, Carta enc. Centesimus annus, 40: AAS 83 (1991) 843. 
 
73 En referencia a la palabra cornucopia. Según la R.A.E., el concepto deriva del latín cornu, ‘cuerno’ y copĭa, 
‘abundancia’, y es asociado  al termino o expresión  “cuerno de la abundancia” (en latín cornu copĭae), el cual remite 
a símbolos de prosperidad. Su representación gráfica es un cono curvo, hueco y sin fondo, relleno con diversos tipos 
de frutas. El término “conurcopiano” se atribye a quienes piensan que el cuerno de la abundansia siempre estará 
lleno y abundamente de recursos, ya que los seres humanos adaptarán la tecnología para que ello esa asi, sin 
parametrizar o considerar seriamente los límites externos o internos del sistema natural.  
 
74 Para más detalle ver Coase Ronald, El Problema del Costo Social, y Simon y Kahn, The Resourceful Earth, 1984. 
Brevemente, Coase formula el llamado teorema de Coase, el cual estipula que, ante ausencia de costos  de 
transacción, las partes actúan máseficientemente negociando solas que con la intromisión de la regulación del 
Estado. Presupone el accionar racional de los seres humanos que actúan a fin de maximizar su utilidad o sus 
preferencias. La acción de los hombres está basada en el costo de oportunidad, es decir, en el costo lo que se 
renuncia a elegir algo y eligen entre las alternativas posibles, por esta razón Röpke señalaba que en realidad la 
economía es la ciencia de las alternativas y se le otorga un cari z diverso al del planteo tradicional de la economía 
como ciencia de la maximización de la riqueza empezando a considerarla una ciencia de carácter predictivo de las 
acciones humanas. Atento a que el sistema se basa en la asignaciones de valores monetarios a los recursos y a las 
acciones, en esos valores deben están incluidos o internalizados las externalidades negativas (costos) que dañan a la 
sociedad (y que en general son asumidos por la sociedad), una vez transparentados estos costos, la lógica del 
mercado, ante costos de transacción bajos, asigna los recursos de la manera las eficiente. El rol básico reconocido al 
Estado se centra en la misión de reducción de los costos de transacción. 
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En rigor, el análisis económico del derecho es un aporte de la Escuela Económica Neo institucional, 
la cual analiza  las normas y las decisiones (legislativas, administrativas o judiciales) según sus efectos 
económicos75. La doctrina parte del supuesto de que las normas (e incluso las decisiones) crean 
incentivos, palmarios o implícitos y que ello debe ser tenido en cuenta por sus creadores, a fin de la 
búsqueda de criterios de eficiencia en las mismas y de no generar daños mayores a lo que se quiere 
evitar. Para ello, propone el uso de un potente instrumento analítico conocido en la ciencia económica 
como el “análisis de costo beneficio”, el que puede, con ciertas adaptaciones, ser utilizado por los 
creadores de derecho.76 La información en general es incompleta y asimétrica, y los tomadores de 
decisiones deben tener la mayor cantidad de información posible  para discernir la mejor solución e 
identificar los intereses tanto explícitos como ocultos en las alegaciones de las partes y los efectos 
positivos y adversos que las decisiones públicas tendrán. Por ello, esta doctrina propone77 como 
constituivo de este método 1) la identificación de la situación a resolver y de las soluciones posibles, 2) 
análisis de las consecuencias que derivarán de esas soluciones, 3) la asignación de un valor78 a cada 
uno de los factores y productos (ello se hace mediante la asignación de una cantidad de dinero, 
debiendo convertirse los valores no monetarios79), 4) finalmente adicionar los costos y beneficios, 
restarlos y obtener la rentabilidad del proyecto80. Algunos doctrinarios81 mencionan que la 
negociabilidad entre privados debe dase dentro de pisos y techos  posibles,  los cuales deben ser fijados 
y ajustados por los reguladores, quienes son los que deben estipular cuales son los valores sobre los 
                                                 
75 Para más detalle ver Sola Juan Vicente, El análisis económico del derecho. O cómo tomarse las consecuencias 
seriamente, Rev.La Ley, Buenos Aires, 2008-B, 1350. 
 
76 La conveniencia de contar con las herramientas de análisis que esta escuela ha desarrollado, ha sido aceptada por 
la C.S.J.N. en la Acordada 36/09, del 9 de septiembre del 2009 mediante la creación de la Oficina de Análisis 
Económico, para poder contar con información ante la toma de decisiones y frente a la necesidad de aplicar las 
normas constitucionales de contenido económico y a la necesidad de hacer un razonable juicio de ponderación en el 
cual "...no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo toda vez que constituye uno 
de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en 
que está engarzada la norma" (Fallos 302:1284). Para efectuar esa ponderación, se entiende que en parte puede ser 
utilizado el “análisis de costo beneficio”.   
 
77 Para más detalle ver Sola, Juan Vicente, La Corte Suprema y el análisis económico del derecho,  Rev. La Ley, 
Buenos Aires, 2009-E, 1223.  
 
78 Esta monetización de todos los elementos es esencial para la postura y posee como base teórica la postura de von 
Mises, quien planteó oportunamente que la comparabilidad exigía precios en dinero para  poder medir los valores de 
cambio. Esta postura, fue rechazada por Neurath en el contexto de la explicación de una economía socialista, la cual 
consideraría los valores de uso y no de cambio, ya que la misma sería una “economía en especie”, en donde debía 
disponerse de estadísticas sobre uso de energía, uso de materiales, etc, pero en donde no haría falta una única 
unidad (el dinero) de comparación. 
 
79 Siendo alguna de éstas cosas, valuaciones muy difíciles o imposibles de hacer, como el caso del precio de salvar 
vidas o de la salud pública.  
 
80 La evaluación de un proyecto determinado se efectúa mediante el cálculo del valor actual neto, es decir, del costo 
hoy de una cierta actividad. para el cálculo del valor actual neto, debe descontarse una cantidad de dinero o un 
diferencial que restará del valor final, en tanto se entiende que la preferencia de las personas es de consumir o usar 
en la actualidad las cosas, de hacer esta opción el precio de la cosa en cuestión baja  a futuro y sube cuanto más 
cercano al presente 
81 Tal es el caso de Cass Sustein. Ver Sustein, Cass, The Laws of Fear: Beyond the Precautionary Principle (based on 
the Seeley Lectures 2004, Cambridge University), Cambridge University Press, 2005. Trad. esp.: Leyes de miedo, 
Katz editores, Buenos Aires/Madrid,  2009 y The Cost-Benefit State, American Bar Association, 2002. 
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cuales no se tolerará negociación (la vida y la salud) y controlar el temor social mediante la educación. 
Esta teoría asigna al Poder Judicial la misión de “invalidar las limitaciones a los derechos  
constitucionales que impongan altos costos sin beneficios significativos. La tarea judicial es la de controlar 
la proporcional idad entre los costos y beneficios de la reglamentación de los derechos individuales”.82   
El ejemplo clásico utilizado para graficar los beneficios de la atribución de derechos de propiedad 
privada sobre los objetos naturales es la historia conocida como la “Tragedia de los Comunes”83, hecho 
dado en Inglaterra en los campos de pastoreo apartados para el uso público en donde el exceso de 
pastoreo, la falta de cuidado, de abono y fertilización, determinó la erosión y el bajo rendimiento de los 
suelos. Según este análisis, la solución a este problema se encontró otorgando derechos de propiedad a 
los aparceros y el método tecnológico que posibilitó esa demarcación fueron los alambrados. Al poseer 
cada terruño un dueño, cada uno cuidó mejor, abonó mejor su tierra y circuló mejor a sus animales 
para evitar la degradación en función de su propio interés (y no del interés común). Las soluciones 
ambientales propuestas por Hardin y sus adherentes, se reducen a la privatización de los recursos 
naturales mediante la asignación de derechos de propiedad sobre ellos, en conjunto con la creación de 
un sistema de “cuotas de procreación” para evitar la depredación de los recursos estableciendo para 
cada mujer sólo el derecho no tener mas de 2 niños.84  
Los errores en que incurre la doctrina se centran en la apreciación y confusión en los términos del 
articulo85 en relación a la caracterización de los recursos naturales de “acceso abierto” o “libre” a todos, 
y de “propiedad comunitaria” como sinónimos. La confusión radica en asimilar a los espacios públicos o 
recursos públicos como en una situación de “acceso abierto”, en lugar de identificarlos como bienes 
comunitarios, es decir, comunes a todos, lo que implica la imposibilidad de particulares en disponer de 
ellos o de no respetar las reglas o normas  comunitarias de su uso. El error de Hardin es imaginar sólo 
2 situaciones posibles, 1) el acceso abierto (al que erróneamente llama comunitaria) o 2) la propiedad 
privada, eludiendo definir la existencia de otros tipo de propiedad como la comunitaria86 propiamente 
                                                 
82 Ver Sola Juan Vicente, ob.cit, en cita a Sunstein, Cass, The Cost-Benefit State, Chicago Working papers in Law 
and Economics y  Posner, E., Controlling agencies with cost benefit analysis: A positive polítical theory perspective, 
Chicago Working papers in Law and Economics, Chicago, 2001. Incluso Sola sostiene que “la primera justificación 
del análisis de costo beneficio es económica, como una forma de promover la eficiencia económica y de esta manera 
eliminar gastos públicos y privados innecesarios o excesivos. Pero el requerimiento de un análisis de costo beneficio 
tiene también una fuerte justificación democrática, ya que permite disminuir las presiones de grupos de interés 
sobre la reglamentación legislativa y administrativa. Al mismo tiempo, es un método que asegura que las 
consecuencias de la reglamentación no estén ocultas en el misterio sino abiertas al conocimiento público y al control 
judicial”.  
 
83 Basado en un artículo publicado por el biólogo Garrett Hardin, The tragedy of the commons, publicado en la revista 
Science en 1968, quien adhería a la tendencia social-darwinista o spenceriana. 
 
84 Esta llamativa cuota de reproducción humana (2 hijos por mujer y no más de 3), es también sugerida en el 
Informe Kissinger, Memorandum 2000. 
 
85 Un exhaustivo análisis crítico de esta concepción es efectuado por Martinez Alier, Curso De Economía Ecológica, 
Pimera edición: 1995, versión corregida 1998, elaborado para el Programa de las Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente Oficina Regional para América Latina y el Caribe. Red de Formación Ambiental para América Latina y el 
Caribe, disponible en http://www.ambiente.gov.ar/infotecaea/descargas/martinez-alier02.pdf, enlace verificado 2 
de enero de 2010. 
 
86 La propiedad comunitaria o comunal permite que todos los propietarios posean el mismo e igual derecho a usar el 
recurso natural, el cual no se pierde si no se usa y se siga siendo miembro de la comunidad, estando los no 
propietarios comunitarios, excluidos del uso. 
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dicha (por ejemplo de los pueblos originarios) o la propiedad estatal y luego, no analizar las posibles 
causas coadyuvantes a la generación de la situación de depredación y la limitación en la producción de 
soluciones integrales a todos los eventos. 
Si bien es frecuente el abuso de los recursos naturales en las tierras comunitarias, el problema 
ambiental no radica en la propia característica de la propiedad (comunitaria). Su causa debe buscarse 
en otro lugar y en diversas y múltiples circunstancias, como puede ser la sobre-explotación derivada de 
necesidades comerciales a costa de la lógica de la económica a gran escala generadora de una presión 
sobre los recursos naturales que se adiciona posiblemente a la creciente población87 y a la falta de un 
control y manejo cultural y tecnológico apropiado del suelo y de los recursos naturales, entre otros.  
El sistema de privatización de recursos naturales esenciales para la subsistencia humana 
planteado por estas doctrinas enfrenta severas objeciones de diversas orientaciones, incluso de corte 
económico, atento a las posibles situaciones a presentarse y que difieran en los objetivos de 
preservación ante intereses particulares de propietarios . Un ejemplo de ello es el dado en situaciones de 
asimetría temporal entre costos e ingresos, (es decir, si los ingresos fueran actuales y los costos sean en 
el futuro, -costos de no-disponibilidad futura en la explotación de bosques o recursos mineros agotable 
por ejemplo-).  
El beneficio que presenta la propiedad comunitaria, es que, en ese sistema no se presentará el 
riesgo siempre latente que un propietario individual posea un horizonte temporal más cercano o aplique 
una tasa de descuento implícita más alta al momento de tasar el bien (ello no sucede en el caso de la 
propiedad comunitaria por estar fuera del comercio), o el problema surgido de diversos intereses 
sucesorios, una vez desaparecido el propietario.  
Sin perjuicio de ello, debe señalarse que, tanto el sistema de propiedad privada como de propiedad 
estatal poseen sus dificultades y peligros prácticos en materia de conservación, ya que en el caso del 
esquema de la propiedad estatal, el uso que se dará al bien seguirá la lógica de la política pública en 
cuestión (e incluso de su ausencia). En este caso, una política pública que priorice aspectos económicos 
por sobre los ambientales y de preservación; o que sea completamente nula en el despliegue de 
instrumentos eficaces para dichos objetivos, poseerá también efectos nocivos sobre el medio. Mas allá 
de estas conveniencias, debe tenerse presente que los bienes de la naturaleza esenciales para la 
subsistencia del hombre (agua, aire, entre algunos) son bienes públicos e inapropiables de manera 
privada no sólo por la propia reglamentación en si (la que podría cambiarse eventualmente) sino por la 
imposibilidad material de hacerlo (como ocurre en el caso del aire, el viento, o la radiación solar).  Esta 
circunstancia, conjugada con el peligro de la falta de visión comunitaria global de aquél que pueda 
hacer un mal uso de un bien común afectando los derechos que los demás individuos poseen sobre ese 
bien, y de toda la humanidad para su subsistencia, tornan al sistema basado en intereses privados 
inadecuado para la obtención de los fines.  
                                                 
 
87 En este sentido ver Martinez Alier, Curso de Economía Ecológica, ob. cit., quien incluso plantea que las 
comunidades han inventado los sistemas de propiedad  común y de gestión comunitaria de recursos, justamente 
para evitar las consecuencias dañinas y negativas del acceso abierto irrestricto que permite consuctas depredatorias. 
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El debate actual se encuentra centrado en la posibilidad real de la aplicación del análisis costo-
beneficio en cuanto a la incorporación del valor intrínseco de la naturaleza, de las preferencias de las 
generaciones futuras y de los seres no-humanos (el resto de la vida en el plantea tanto animal como 
vegetal) ya que, sobre estos ítems, no se consigue asignar valores económicos por la imposibilidad de 
medir de una manera ecuánime la disposición a pagar, o a aceptar una compensación por el medio 
ambiente sano y sus recursos. 
A su vez, el diferente peso que suele imputarse en la ecuación costo beneficio ya sea a los costos y a 
los beneficios en función del tiempo (beneficios y costos futuros son valorados con menor valor que los 
actuales, y cada vez menos a medida que son más distantes en el tiempo88), distorsiona la lógica 
ambiental. Es decir, en la teoría económica clásica o neo clásica, se infravalora el futuro, éste se 
descuenta, y ello se hace aplicando una tasa de descuento y de esa manera se convierten los beneficios 
y costos futuros en valores actualizados. El valor resultante de un cierto proyecto o cierta cosa será 
menor cuanto más alejado esté en el tiempo. Como se puede analizar, descontar (o subvaluar, 
infravalorar) el futuro significa valorar los costos y beneficios que tendrían las generaciones futuras, 
restándoles costos y beneficios actuales. Como en la ecuación costo-beneficio, los beneficios y costos 
son en realidad medidas de satisfacción y de no-satisfacción de preferencias, descontar el futuro 
implica por tanto aceptar que las preferencias de las generaciones venideras importan  menos que la de 
las generaciones actuales.89  
Es decir, en un caso concreto relativo a temas ambientales, se calculan las preferencias de las 
generaciones futuras de vivir rodeadas de residuos radioactivos, por lo cual se está dispuesto a pagar 
para no tener que soportar esos residuos90 o en su disposición a aceptar una compensación por 
soportarlos y adicionalmente, esa preferencia se valora menos que la de las generaciones actuales.   
En concreto, los beneficios futuros poseen menos valor que los actuales. Ello atenta contra la lógica 
de la problemática ambiental y el entendimiento cabal del compromiso que la existencia de la vida sobre 
la tierra en todas sus formas posee. Ningún argumento otorga buenos motivos para restar de las 
ecuaciones el futuro. Es definitivamente “paradójico”91 que se aplique una tasa de descuento a la 
                                                 
88 Las razones por las cuales se descuenta el valor del tiempo a futuro, radica en el hecho de que las personas 
valoran los beneficios actuales más que los beneficios futuros, porque poseen incertidumbre acreca de las 
preferencias futuras que ellos tendrán, si  habrá algún beneficio o costo futuros (podría no haberlo), o sobre su 
propia existencia. 
 
89 En este sentido ver Martinez Alier, ob cit.  
 
90 Martínez Alier plantea este ejemplo: “Si su preferencia expresada en disposición a pagar para no tener residuos 
tóxicos es $n, y la tasa de descuento es r, su preferencia dentro de t años es actualmente valorada como $n / (1 +r)t. 
Supongamos una preferencia constante a lo largo del tiempo para evitar tener residuos tóxicos, expresada en una 
disposición a pagar de $1000 (por dar una cifra). Entonces, si aplicamos una tasa de descuento de solamente 5 por 
ciento anual, esa preferencia dentro de cincuenta años es actualmente valorada, o mejor dicho infravalorada, como 
$1000 / (1.05)50 = $87.2. Cuanto más lejano es en el tiempo el beneficio o el costo, menos pesa ahora. 
Consideremos la formación de un bosque.  Un árbol que demore cincuenta años en crecer, y que ahora valga $100 al 
precio actual, tendría un valor actualizado de solamente $8.72. Ese descuento del futuro parece dar entonces una 
razón para desplazar el daño ambiental al futuro, y para valorar el consumo actual de beneficios más que el 
consumo futuro. Nuestras preferencias actuales cuentan más que nuestras propias preferencias futuras y mucho 
más que las preferencias de las generaciones futuras. ¿Cómo se justifica ese descuento, que parece discriminar 
contra las generaciones futuras de una manera éticamente inaceptable?”. 
 
91 En los propios términos planteados por Martinez Alier, ob. cit.  
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asignación de los valores en la ecuación costo-beneficio sobre los recursos no-renovables a futuro y a lo 
largo del tiempo. Descontar mediante la aplicación de la tasa de descuento el valor de un recurso no 
renovable a futuro “menoscaba su propia justificación”92, pues, si el futuro se descuenta, hay que 
preferir el consumo actual al consumo futuro, pero si los recursos no-renovables son finitos, eso 
implica que habrá una generación futura que estará peor que la actual. La aplicación de una tasa de 
descuento lleva al consumo actual de la riqueza futura, cuyo supuesto aumento constituía, para 
empezar, la justificación (por la utilidad marginal decreciente) de la tasa de descuento. 
Por lo demás, la incertidumbre sobre la propia existencia no implica incertidumbre respecto de la 
existencia de la vida en el plantea o de la especie humana, la que sin duda existirá en los próximos 
millones de años, a menos que algún fenómeno climatológico o cosmológico grave suceda, o todos los 
actores sociales decidan conducir a toda la humanidad a un auto suicido. Si bien puede haber 
incertidumbre acerca de las preferencias de las generaciones futuras, la misma no alcanza a su 
necesidades ya que queda claro que seguirán necesitando para subsistir agua dulce, oxigeno respirable, 
un suelo no agotado o en proceso de desertificación con compromiso para su productividad y una capa 
de ozono que los proteja de los rayos ultravioletas para evitar morir calcinados. Suponer que las 
generaciones futuras están dispuestas a convivir con un cierto porcentaje de residuos tóxicos o 
radioactivos, los que poseen efectos mutagénicos y generan cáncer es, como mínimo, un pensamiento 
egoísta y poco realista.  
Las preguntas a efectuarse en este punto, y desde la lógica del Derecho, son:  
Si dañar a alguien esta prohibido (regla básica alterum non laedere): 
 ¿porque se asume que las generaciones actuales deberían estar dispuestas a pagar o a aceptar 
un pago para que alguien no las dañe en lo mas preciado que poseen, que es su salud? 
 ¿no deberían en todo caso los responsables del daño en primer lugar no perpetrarlo? 
 ¿por qué se asume que el daño a las generaciones futuras está permitido o lo será en el 
fututro?,  
 ¿por qué se asume que las generaciones futuras estarán dispuestas a pagar o a aceptar un 
pago para que alguien no las dañe en lo mas preciado que poseen, que es su salud? 
La lógica del sistema propuesto por estas doctrinas dista de ser razonable cuando se lo plantea en 
términos de subsistencia. En la ecuación costo beneficio, al usar el tipo de interés como medida de 
descuento para el futuro, se equipara y compara el rendimiento de un cierto proyecto ambiental en 
relación al posible rendimiento de otros proyectos, que en realidad compiten por la inversión de capital. 
Competir en pie de igualdad es injusto, ya que los rendimientos de la inversión de capital de los 
proyectos pueden promover crecimiento sostenible de la economía o, por el contrario, la destrucción de 
recursos naturales y el medio.93 
                                                 
92 En los propios términos utilizados por Martinez Aleir ob. cit.  
 
93 David Pearce plantea que deben aplicarse altas tasas de descuento, ya que las tasas bajas hacen aumentar la 
demanda de los recursos y servicios ambientales, por aumentar la inversión. Como solución, entonces, propone 
descontar mucho dinero en proyectos ambientales y poco en los no ambientales. En un ejemplo, cortar y vender un 
bosque da más ganancia que emplear la misma cantidad de dinero en plantar un bosque nuevo. Esta solución es 
paradójica y contraria a la intención que se posee en materia preservacionista. Lo importante en materia ambiental 
no son las tasas de rendimiento del capital, sino el bienestar de generaciones futuras, por ello este sistema no mide 
adecuadamente los rendimientos e intereses de las generaciones futuras. 
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Quizás el error más importante de la teoría estudiada, es que se parte de la base de que todos los 
bienes son conmensurables y que todas las personas están dispuestas a aceptar una compensación en 
dinero por algo. Esto implica el desconocimiento del espíritu del hombre en si (en especial de la 
necesidad atávica de mantener su propia existencia y/o reaccionar con fines altruistas o teológicos), así 
como de sus deseos, en especial de los más básicos, y es además un error en materia ambiental, ya que 
el dinero no servirá para compensar la perdida del suelo agrícola, el aire y el agua salubre limpia y una 
atmósfera que  proteja a la tierra de los impactos cosmológicos del sol y demás elementos ultra 
terrestres. Nada puede ser utilizado para sustituirlos dada la tecnología actual, por ello no puede 
plantearse una compensación mediante una suma nominal cuando en realidad el problema será la 
imposibilidad fáctica de hacerlo ante la inexistencia de esos bienes extintos. No tener ese norte como 
guía en los planteos que se efectúan, dejar abiertas las soluciones a los problemas que se plantean para 
la existencia de la vida según se la conoce hoy y pensar que  el hombre del futuro encontrará como 
resolverlos mediante el empleo de la técnica (sin saber exactamente cuál u cómo se utilizará), 
justificando y permitiendo la depredación de los recursos naturales en la actualidad, es avalar una 
conducta comunitaria que concrete graves riesgos futuros. 
Martínez Alier formula algunas preguntas que estas teorías economicistas no pueden Justificar 
seriamente: 
 ¿cómo medir el valor de bienes que no son intercambiados en mercados? 
Si el gran quid de la cuestión ambiental es garantizar el derecho a la vida de las generaciones 
futuras:  
 ¿cómo se mide la satisfacción de preferencias, de  aquellos que no pueden expresar sus 
preferencias mediante el criterio de la disposición a pagar, en particular, 1) los no- humanos (el resto de 
los recursos y animales), y 2) las generaciones futuras?. 
 ¿qué hacer cuando las preferencias de los humanos pueden expresar una preocupación no-
instrumental por los no-humanos? 
Es un error creer que el valor no-instrumental de los no-humanos puede ser incluido en el análisis 
costo-beneficio mediante las preferencias de los humanos de hoy, y que los intereses de las 
generaciones venideras pueden ser representados o sustituidas por las preferencias de las generaciones 
actuales. Si bien la generación actual incluye individuos que tienen preferencias respecto del bienestar 
de sus hijos, nietos y generaciones sucesivas, eso no puede asimilarse a la que tendrán por si las 
generaciones futuras, incluso pasadas varias generaciones. Una simple visión de la historia puede dar 
la pauta que las valuaciones de las preferencias de las generaciones subsiguientes no son las mismas, 
basta con recordar la variación de los criterios en materia de esclavitud94 y en derechos de las 
                                                                                                                                                             
 
9494 A modo ejemplo, basta leer los casos de la Corte de EEUU materia de escalivitud en los casos “DRED SCOTT VS. 
SANDFORD” (1856), “PLESSY VS. FERGUSON” (1896) y “BROWN VS.BOARD OF EDUCATION”(1954) para dar 
cuenta de la diametral mutación de las concepciones ético-morales de las sociedades, incluso en los miembros 
másinstruidos de las mismas, como suelen ser los ministros de las Cortes Supremas de diversos los países. Debe 
recordarse a modo de ejemplo que la Corte de EEUU en 1857 en el caso DRED SCOTT VS. STANDFORD (60 US 393 
(1856)) invalidó el compromiso de Missouri convalidando el sistema esclavista en parte vigente todavía en EEUU, 
diciendo entre otras cosas el Ministro Taney “¿Puede un negro, cuyos antepasados fueron importados a este país y 
vendidos como esclavos, convertirse en un miembro de la comunidad política formada y creada por la Constitución de 
los Estados Unidos, y como tal, ostentar todos sus derechos, privilegios e inmunidades garantizados por dicho 
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mujeres95 y derechos sociales varios para darse cuenta de que las generaciones actuales no pueden 
siquiera ponderar las preferencias que las generaciones futuras tendrán. 
Lo importante a tener en cuenta es que del error (involuntario o voluntario) de las ecuaciones que 
hoy se efectúen, se pone en compromiso no la preferencia de las generaciones futuras, sino su propia 
subsistencia. A medida que sea viable extraer hidrocarburos o minerales de planetas que no poseen 
vida por ejemplo, para salvaguardar el único planeta conocido que si la posee, se volverá razonable la 
no asignación de un valor económico a cosas que no pueden poseerlo por su esencial función para la 
subsistencia. Proponer un precio a algo que puede comprometer la subsistencia de la vida y negociar 
con él, reduciendo el rol del Estado y al Poder Judicial en especial, a un mero espectador con fines de 
reducción de costos de transacción, es un método que garantizará la creación de riqueza para algunos 
por un cierto tiempo actual, probablemente una gran polarización de la riqueza, y muy probablemente 
la extinción de todos en el largo plazo.  
El eje de la cuestión es que, en materia ambiental, lo que se cree una preferencia, es en realidad 
una necesidad de existencia, una pre- condición de subsistencia. Ningún ser, racional o no, negociaría 
su propia existencia, ya que el primer instinto de todas las especies, es el de la auto preservación. Esta 
atávica e instintiva tendencia de auto preservación, es sumamente racional e inteligente, es el eslabón 
básico en la cadena de la racionalidad, existir primero luego lo demás. En prueba de esto, Martínez 
Allier, resume lo expresado por Sagoff en “The economy of the Earth” (1988), quien entrevistó y 
encuestó a personas sobre la “disposición a pagar”, encontrando que muchas personas muy a menudo 
                                                                                                                                                             
instrumento ciudadano?”. La decisión fue negativa. Cuando se sancionó la Consti tución, la raza negra “había sido 
considerada inferior, y totalmente incapacitada para asociarse a la raza blanca, tanto en relaciones sociales como 
políticas; y hasta tan punto inferior, que no tenía derechos  que el hombre blanco se viera vinculado a respetar y que el 
negro podría justa y legalmente ser reducido a la esclavitud para su beneficio” (p. 393-403). Dred Scott era un esclavo 
que había sido llevado por sus propietarios de un Estado esclavista hacia otro no esclavista para finalmente regresar 
a un Estado esclavista en EEUU. Inició demanda a fin de obtener su libertad y tras once años de proceso judicial, la 
Corte Suprema americana le negó el derecho de litigar concluyendo que los negros, emancipados o no, no eran en 
ningún caso ciudadanos americanos y no estaban legitimados por lo tanto para iniciar acciones ante las cortes 
federales. El voto del juez Taney fue más allá, declarando inconstitucional –sin mayor necesidad- el acuerdo de 
Missouri, sosteniendo que los derechos constitucionales, entre ellos los de propiedad de un esclavo, se poseían en 
todos los Estados, razón por la cual, el Acuerdo de Missouri que prohibía poseer y ostentar esclavos en un 
determinado territorio del país era inconstitucional. Esta decisión cerró toda posibilidad a la exi stencia de un 
acuerdo político sobre el problema de la esclavitud y coadyuvó de una manera determinante al inicio de la guerra 
civil norte americana. Finalmente, vencidos los Estados del sur, la esclavitud se prohibió en las enmiendas 
constitucionales XIII y XIV. El sistema de segregación racial, sin embargo, se mantuvo como un cáncer social incluso 
de manera posterior al dictado del precedente “BROWN VS. BOARD OF EDUCATION” 347 US. 483 (1945) en el que 
la Corte supera ampliamente tanto el precedente del esclavo Dred Scott como el “PLESSY VS. FERGUSON” 163 US. 
537 (1896), caso en el que un mestizo impugnó por inconstitucional una detención producida porque se negó a bajar 
de un vagón en el que sólo podían viajar negros y en el que la Corte rechazó su pedido.  Para lo que aquí interesa, 
debe notarse que, en el mínimo lapso de 98 años, las decisiones de un tribunal de justicia cambiaron radicalmente 
sobre la base de una mutación sustancial de las concepciones morales y éticas sobre un tema, lo que implicó un 
cambio rotundo en el sistema de orden y ponderación de los valores y los derechos que los consagran y defienden. 
Ello debe ayudar a poner luz sobre la seria relatividad de las decisiones tomadas hoy, bajo los parámetros morales, 
cosmovisionales y económicos actuales, en teórica representación de voluntades de generaciones futuras.     
 
95 Como ejemplo adicional puede analizarse un caso del año 1872 de la Corte Suprema de EEUU “BRADWELL VS. 
ILLINOIS” (83 US 130, 1872), en el cual el ministro Bradley negó el derecho al ejercicio de la abogacía a una mujer 
con el fundamento en el derecho natural, entendiendo en él la principal función doméstica y de organización familiar 
de la mujer, diciendo: “the civil law, as well as nature herself, has always recognized a wide difference in the 
respective spheres and destinies of man and woman… The constitution of the family organization, which is founded in 
the divine ordinance, as well as the nature of the things indicates the domestic spheres as that which property belongs 
to the domain and functions of womanhood… The paramount destiny and mission of woman are to fulfill the noble and 
bening offices of wife and mother. This the law of the Creator”. Para más detalles ver Sola Juan Vicente, Control 
judicial de constitucionalidad, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2001, pág.124. 
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no querían cooperar, ya sea porque rechazaban poner un precio a un bien ambiental cuando eran 
preguntados sobre cuánto pagarían por él, o poniendo como precio el infinito. Ello sucedió en más del 
30% de los casos, ello reveló que preferencias que los individuos en el mercado como sólo 
consumidores, eran distintas de los valores que tenían como ciudadanos, lo último de lo cual incluso 
puede gatillar la acción directa96. No sólo queda en evidencia que los individuos poseen diferentes 
preferencias en diferentes contextos institucionales sino que, incluso aceptando que  el precio es sólo 
una medida neutral de medición para efectuar un ejercicio de medición y que ello no implica aceptar 
que el dinero es el valor supremo, inclusive los actos de valuación monetaria poseen un trasfondo social 
que incluye a personas que no están dispuestas a tratar todos los objetos como pasibles de medición 
monetaria y rechazan tratar así a ciertas cosas (que pueden incluir valores como la amistad, la familia, 
la conservación de paisajes y especies). Los intercambios son actos sociales y poseen un significado 
social y moral97 y ello da la pauta de que el mercado es una institución bastante precaria para receptar 
todos los intercambios de todas las cosas, recursos y valores.  
La problemática ambiental no es una problemática recreativa98 (aunque la incluye) o de amenities. 
Este criterio relega el valor de la naturaleza como sustancia de la vida. Vivir el hoy, ganar dinero hoy, 
despreocupándose irresponsablemente del trabajo a desarrollar para garantizar, dentro de lo posible un 
futuro para todos y expresar livianamente que el hombre mediante la tecnología encontrará soluciones 
a la depuración y a la extinción de los recursos, sin especificar cuales y como serán, librando al futuro 
esa determinación99 y sobre esa base, aceptar la no injerencia estatal en la regulación ambiental, la que 
sólo debe darse para la reducción de los costos de transacción para fomentar los intercambios y que las 
                                                 
96 En esta explicación da el ejemplo de lo sucedido en Karnataka, sur de la India, en los 1980 por la intención de 
plantar eucaliptos por una empresa en una Birlas, tierras comunitarias hindúes, mediante una concesión estatal y 
cuyo propósito era la provisión de madera para una fábrica de la misma empresa. Los campesinos perjudicados, que 
mediante esta concesión perdían el acceso a pastos usados por su ganado y a los matorrales y a los árboles que 
utilizaban para leña para cocinar, por acción directa  arrancando  los pequeños eucaliptos implantados y los 
sustituyeron por variedades de otros árboles que les eran másútiles, finalmente la empresa desistió. 
 
97Martínez Allier en cita a Kapp escribió: “Dar valores monetarios y aplicar una tasa de descuento (¿cuál?) a las 
utilidades o desutilidades futuras para expresar su valor actual capitalizado, puede darnos un cálculo monetario 
preciso, pero ello no nos sacará del dilema de la elección y del hecho que nosotros tomamos riesgos con la salud y 
supervivencia humanas. Por esta razón, estoy inclinado a considerar que el intento de medir los costos y beneficios 
sociales simplemente en términos de valores monetarios o de mercado está condenado al fracaso. Los costos y 
beneficios sociales tienen que ser considerados como un fenómeno extra-mercado; ellos son sufridos o se acreditan a 
la sociedad como un todo; son heterogéneos y no pueden ser comparados cuantitativamente entre ellos mismos y 
con otros, ni siquiera en principio”, ob. cit.  
 
98 Este criterio es desarrollado de modo interesante por el economista John Krutilla, quien modificó el análisis costo-
beneficio para dar mayor valor a los fines recreativo de la naturaleza, mediante un informe efectuado para analizar la 
construcción de una represa hidroeléctrica en Hells Canyon EEUU  diciendo que la producción de electricidad sería 
cada vez relativamente más económica, Krutilla fue uno de los primeros economistas en plantear el medio ambiente 
como bien de lujo y dijo “ ...mientras podemos esperar que la producción de bienes y servicios aumente sin 
interrupción, el nivel de vida no por eso aumentará necesariamente. más específicamente, Barnett y Morse concluyeron 
que la calidad del ambiente físico -el paisaje y la calidad del aire y del agua- se estaba deteriorando. Estas 
conclusiones indican que, por un lado, la preocupación tradicional de la economía de la conservación, esto es, la 
administración de los stocks de recursos naturales para el uso de las generaciones futuras, puede ahora haber pasado 
de moda por los avances en la tecnología. Por otro lado, la cuestión central parece ser ahora la de hacer disponibles los 
valores recreativos actuales y futuros que nacen de los ambientes naturales aún no estropeados y que el mercado no 
proporciona.”. También Norgaard y Howarth: "La sabiduría convencional es que el progreso hace mejorar la situación 
de las generaciones futuras excepto en lo que respecta a los valores recreativos del ambiente", citado en Martinez 
Allier ob. cit.   
 
99 Esta idea es planteada por  Barnett y Morse. 
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teóricas invisibles manos del mercado encuentren soluciones eficientes, no puede sino traer serias 
posibilidades de consumación de una situación de extinción auto inflingida. 
El criterio subyacente tras esta noción ambiental cornucopiana (es decir, optimista acerca de la 
permanente abundancia de recursos y que ello se producirá gracias al avance de la ciencia y la 
tecnología), es que el crecimiento económico, al favorecer la disponibilidad de energía y de materiales, 
corrige los daños que se causan al medio de manera directa. Ello no será así si no hay una orientación 
clara y conciente de una limitación a la capacidad de daño al medio. Basta ver los índices de huella 
ecológica y huella hídrica producidos por el PNUMA, (incluso a pesar de las severas observaciones que 
formula su cálculo), para dar cuenta que los países más desarrollados económicamente (y donde la 
ciencia y la tecnología son las más avanzadas), son los más contaminados, aún a pesar de la existencia 
de normas ambientales y de gran tecnología. La tecnología debe ser orientada a la preservación 
ambiental como valor esencial del hombre, y limitada en cuanto a su potencialidad de daño y esa 
orientación debe exigirse por poderes exógenos a los actores interesados en ganar dinero mediante el 
uso de recursos naturales. Reducir el rol de los agentes del Estado, única institución con imperium 
legitimo, a árbitros del mercado, a tomadores de decisiones mínimas es un acto que promueve la 
irresponsabilidad institucional en un asunto que conlleva el riesgo de la extinción de todos. Permitir la 
depredación hoy de los únicos recursos naturales y del único hábitat conocido en el universo que aloja 
la vida según se la conoce, sin poseer a ciencia cierta de que modo se subsistirá y la exacta tecnología 
que se aplicará para mantener el planeta con la capacidad de vida que hoy posee, es dar un salto al 
vacío con la esperanza de encontrar debajo una red de contención y cuya existencia actual se 
desconoce.  
Por lo demás, esta visión, que alega que en el mercado asigna los recursos de manera más eficiente 
y debe ser dejado libre de la mano  intervencionista del Estado, oculta que el mercado no es ascético, ni 
neutro en términos de igualdad de oportunidades, de manejo de información y de justicia de las 
transacciones. Por el contrario, esta institución ni está regida por manos invisibles100, no es 
independiente de presiones de grupos de interés tanto privados como públicos, e inclusive, de sistemas 
de dominación internacional. La manera de hacer negocios y generar rentas se encuentra muy 
estudiada. Los grandes intereses económicos y los Estados más adelantados diagraman los métodos de 
negociación y digitan acciones u omisiones que tienden a la preservación de sus beneficios. Confiar que 
el teóricamente neutral mercado alocará mejor los recursos ante falta de regulación, no es más que 
confiar en que las misteriosas manos visibles disfrazadas de invisibilidad organicen los resultados de la 
negociación en beneficio de los intereses particulares que ciertos sectores pueden poseer. En este trajín, 
los intereses ambientales de preservación quedan relegados.  
La problemática detrás de la negación de la regulación o de su reducción a mínimos limítrofes de la 
vida social, con más la limitación al Poder Judicial de la sola búsqueda de la eficiencia en sus 
                                                 
100 Fayt C.S. en Génesis de la Sociedad Posesiva de Mercado, La Ley, Buenos Aires, 1999, explica que desde los inicio 
del siglo pasado, quedó al descubierto que el mercado no poseía las manos invisibles de la oferta y la demanda sino, 
por el contrario, la de grupos de individuos o grupos monopólicos que imponían sus intereses por sobre el interés 
general, en prueba de lo cual menciona las crisis de 1825, 1836, 1847, 1857, 1866, 1873, 1882, 1900, 1907, 1913, 
1917, 1924 y 1929, la última de las cuales terminó por determinar la necesidad de la intervención estatal mediante 
el New Deal en EEUU. (pág. 236). 
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decisiones y la reducción de los costos de transacción, radica en la creación de un sistema que puede 
permitir abusos de los menos aventajados en términos intelectuales, económicos y de posibilidades en 
general, lo cual se torna sumamente delicado cuando se trata de derechos humanos básicos y 
esenciales para la subsistencia, y toma un cariz de riesgo global de subsistencia biológica en la 
disciplina ecológica. Lo mismo cabe decir de la tendencia de este tipo de doctrinas respecto del rol de  la 
judicatura, a la cual reclaman eficiencia. El accionar de la justicia debe ser eficaz, antes que eficiente. 
El juez debe solucionar un problema por más antieconómico que esto sea. Si esa solución, en especial 
en el área de los derechos humanos, además es eficiente, mucho mejor será la misma. Pero la 
“eficiencia” es un arma de doble filo que presupone la existencia de óptimos económicos y sociales 
(óptimo paretiano101, por ejemplo) de lo que necesariamente se deduce que se acepta la existencia de 
situaciones que, quedando por debajo de ese óptimo, quedan fuera de la solución propuesta. Este tema 
no es menor, en especial si se analiza que el sistema de óptimos económicos puede desplazar a 
personas en el ejercicio de sus derechos esenciales.  
El mercado no es más que una creación artificial que ha sido muy útil para creación de ganancias 
económicas, y el desarrollo de la ciencia económica se ha tornado muy precisa en la creación de 
instrumentos que permiten maximizar las mismas, pero no puede resolver la decisión de grupos de 
individuos que se nieguen a entrar en su lógica de intercambio y que poseen igual derecho que t odos 
los demás al acceso a los recursos naturales y a su propia subsistencia. La tradición religiosa, cultural 
laica y la regulatoria en términos generales han excluido del comercio a ciertos bienes naturales, atento 
a su carácter de imperiosa y esencial base para la subsistencia del hombre. Otra de las causas por las 
cuales las mismas se encuentran extra comercio, es la característica especial de los mismos de ser 
materialmente inapropiables. Por ello se los consideró bienes comunes o patrimonio de la humanidad 
toda, independientemente de la capacidad de acceso económico o clase social que se posea.102 
Estas ideas de ampliar el mercado introduciendo derechos negociables sobre recursos naturales a 
los cuales se ha definido precios, previa adjudicación de derechos de propiedad, han tenido cierto éxito 
ideológico y concreción en creación de Mercados de Agua, de los Mercados de Carbono (Conferencia de 
Cambio Climático Río 92 analizada más abajo) y, en la materia de biodiversidad en el Convenio de 
Diversidad Biológica suscripto también en dicha Convención dada en el ámbito de Naciones Unidas (en 
                                                 
101 El análisis costo-beneficio utiliza principios basados en la eficiencia, y el  criterio general y básico es el criterio de 
optimicidad desarrollado por  Pareto, según el cual una situación A, es socialmente mejor que la situación anterior, 
B, si algún individuo prefiere la nueva situación A a la vieja situación B, y nadie prefiere B a A.  Es decir, puede que 
a todas las personas  menos uno les de igual A que B, excepto uno que  puede preferir A a B.  Este criterio paretiano 
pierde un poco de fuerza en ciertas decisiones políticas, en donde siempre hay ganadores y/o perdedores razón por 
la cual se mejora el potencial de optimicidad mediante el criterio de compensación de Kaldor-Hicks, de donde surge 
que una propuesta es eficiente si lo que se gana es mayor que lo que se pierde de manera que los ganadores puedan 
estar en posición de poder compensar los perdedores y aun seguir en mejor posición que antes.  
 
102  Especialmente en el caso del agua, la Iglesia mantiene en sus encíclicas la consagración del recurso como fuente 
de vida, negando el derecho de los hombre a tratarla como simple mercancía, imponiendo la obligación de su uso 
como racional y solidario y promoviendo que su distribución siga siendo, como a la fecha en la mayoría de los países  
responsabilidad de los entes públicos, y que la misma concepción del agua siga siendo considerada siempre como un 
bien público, característica que insiste debe mantenerse, aun cuando la gestión fuese confiada al sector privado, en 
razón de las implicancias que posee para la vida, lo que genera que  el derecho al agua sea un derecho universal e 
inalienable. En relación a la problemática surgida con la biotecnología, también considera inaceptable que las 
decisiones nacionales e internacionales sean guiadas por intereses alejados del bien común y exhorta a los Estados a 
promover ese valor y esos fines.  
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donde se traspasó la propiedad de los recursos genéticos del patrimonio común de la humanidad al 
patrimonio de los Estados y se creó sobre ellos un sistema de patentamiento).  
El riesgo de estas implementaciones es no dar cuenta de que es imposible dar valores actualizados 
plausibles a todas la externalidades, ya que la mayoría  son desconocidas o inciertas y, peor aún 
pueden ser son completamente irreversibles. Todas estas dificultades que la ciencia económica 
encuentra para someter la realidad ambiental al análisis costo-beneficio tradicional, son estudiadas y 
tratadas de superar por varios grupos de economistas, algunos crearon un corriente denominada 
Economía Ecológica, según se viera ut-supra con ideas que ratifican la necesidad de la incorporación de 
límites al crecimiento, en especial poblacional (por ello esta teoría, si bien de corte economista es 
tratada en el acápite anterior al presente).103 Pero las soluciones no son satisfactorias y mas aún en 
América Latina, se generan distorsiones importantes en las políticas públicas ambientales, las cuales 
terminan por atrasarse,104 no implementarse o desfigurar sus objetivos eludiendo la responsabilidad 
que les cabe en materia de conservación y cediendo en numerosas oportunidades ante los grandes 
grupos de presión económica y a intereses tanto privados como nacionales foráneos (tal es el caso de los 
OGM –organismos genéticamente modificados-) y ocultando los trasfondos de dominación y apropiación 
de los recursos naturales de las regiones.105  
 
6.2.2.3 Postura del ambientalismo moderado. La O.N.U. y el Derecho Ambiental Internacional 
moderno. 
“…Las tesis tremendistas o, por el contrario, ultra-optimistas que en tantas oportunidades se han expresado en 
relación al uso y aprovechamiento de los recursos naturales, ocultan tras de si intereses políticos, económicos y aún 
                                                 
103 La organización actual de las disciplinas económicas en relación al medio ambiente, encuentra  a  a) La Economía 
Ecológica: (estudia la sustentabilidad de los procesos económicos y ecológicos junto con sus subsistemas, aboga por 
la existencia de  límites físicos y biológicos de los ecosistemas), b) La Economía Ambiental: (estudia los modos de 
disposición de residuos y la calidad resultante de la atmosfera, la hidrosfera, la biosfera  en tanto receptores de los 
mismos) c) Economía en Recursos Naturales (estudia de la forma en que la sociedad humana asigna recursos 
naturales escasos, en valores monetarios respecto a fines que son también medidos en dinero (precios), como por 
ejemplo las reservas pesqueras, plantaciones, agua dulce e hidrocarburos. 
 
104 Sólo como ejemplo, en el caso de la República Argentina el plazo transcurrido desde la reforma constitucional de 
1994 que ponía en cabeza del Estado Nacional la obligación del dictado de normas de presupuestos mínimos 
ambientales fue de 7 años, ya que las primeras leyes de presupuestos minimos datan del año 2002. Asimismo, la 
remediación de una de las cuencas hídricas máscontaminadas, sólo fue iniciada por un plan sistémico ordenado por 
una orden judicial de la C.S.J.N. en el año 2009.  
 
105 El complejo entramado del uso de los recursos naturales, el concepto de propiedad privada y el análisis de los 
sistemas de apropiación posee numerosos analistas. Entre ellos ver Capón Filas, quien dice: “Rousseau en el 
Contrato social sostiene que quien cercó un pedazo de tierra, afirmó que era suyo y convenció a l os demás que era 
así, fue el primer asesino….Cometido el error político de dejar en manos privadas el recurso tierra, debemos 
mantener en la esfera social los restantes, necesarios para la vida (agua, aire, sal, bosques, hielos, hidrocarburos), 
impidiendo que pocos poderosos pongan precio a la vida de los demás y se conviertan en sus propietarios. Las 
guerras e invasiones actuales, so pretexto de combatir el terrorismo, buscan asegurarse los recursos del gran 
gasoducto (Afganistán), petróleo (Irak). Asegurarse el control de Itaipú, unas de las reservas de agua dulce más 
grande del mundo, explica la insistencia de Estados Unidos sobre la “peligrosidad” de la Triple Frontera. Por otra 
parte Camdessus, en marzo 2003, en Japón, sostuvo sin tapujos que el agua es asunto privado y que brindar agua 
potable a la población mundial es uno de os mayores negocios de los próximos años” Capón Filas Rodolfo, Mundo del 
Trabajo, Bienestar general, Derechos Humanos, en Bidart Campos y otros “Los Derechos Humanos del Siglo XXI,  la 
Revolución inconclusa”, Ediar, Buenos Aires, 2005,  pág. 161-162. 
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religiosos, de sectores o grupos, particularmente interesados en políticas concretas  de circunstancia, que no implican el 
respeto de los derechos de la humanidad en su conjunto, sino a beneficios actuales, parciales y pasajeros, de 
circunstanciales sectores de poder.”106 
La Organización de Naciones Unidas107 tomó una postura intermedia entre las visiones analizadas, 
optando por una visión antropocentrista de la problemática ambiental descartando tanto la tesis del 
crecimiento cero, como las de expropiación de bienes de capital propugnada  por las corrientes 
marxistas. Esta institución nombró al biólogo británico Julian Huxley presidente de la UNESCO, y creó 
la Unión Internacional Provisional para la Protección de la Naturaleza en 1947, la cual fue formalizada 
definitivamente en la reunión de la UNESCO de Fontainebleau (París, 1948) constituyéndose de esta 
manera la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza. En 1949 tuvo lugar la primera 
conferencia de la O.N.U.sobre problemas ambientales en Lake Success (Nueva York), la cual tuvo muy 
poca repercusión ya que la problemática mundial se encontraba dirigida a la reconstrucción de 
posguerra, el suministro de alimentos, y el inicio de la Guerra Fría. El cambio radical en derecho 
internacional sucedió en 1972 con  la Conferencia Mundial sobre el Medio Humano, que tuvo lugar en 
Estocolmo (Suecia). Producto de esta Conferencia es la creación del Programa para las Naciones Unidas 
para el Medio Ambiente (PNUMA) con sede en Nairobi y un documento declarativo conocido como La 
Declaración de Estocolmo de 1972, la cual contiene un conjunto de principios, un plan de acción, 
recomendaciones, disposiciones institucionales y financieras, y otras resoluciones que resumieron la 
postura de Naciones Unidas sobre el tema. 
Este documento (junto con toda las declaraciones y convenciones que posteriormente surgieron del 
seno de Naciones Unidas -incluida la Declaración de Principios de Río 1992 y los convenios emanados 
de la convención allí celebrada) adoptó una posición decidida y estrictamente antropocentrista108, en 
tanto entendió que el cuidado de los recursos naturales no era un fin en sí mismo sino un medio para 
favorecer o posibilitar el desarrollo, la mejora de las condiciones de vida de la sociedad y de todos los 
seres humanos, ello a pesar de la impronta ecologista biocentrista o ecocentrista con que la crisis del 
                                                 
106 Pigretti E., Derecho Ambiental, ob. cit.  pág. 65. 
107 Sobre finales del siglo XIX habían surgido las primeras ideas de crear una coordinación internacional para la 
protección de la naturaleza. En 1910, se celebró el VIII CongresoInternacional de Zoología (Basilea, 1910).pero dicha 
iniciativa quedó trunca  con Primera Guerra Mundial (1914-1919). Lo mismo sucedería en 1923 año en que se reúne 
el I CongresoInternacional para la Protección de la Naturaleza, realizado en París y en 1928 año en que se logró un 
acuerdo de los países europeos para crear, a partir de 1934, la Oficina Internacional de Protección de la Naturaleza, 
con sede en Bruselas. A partir de la terminación de la  2da. Guerra Mundial y la creación de  la O.N.U.en 1945, la 
agenda internacional en materia ambiental empezó a organizarse. 
108 El Principio 2 establece que “los recursos naturales de la T ierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora y la 
fauna, y especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben preservarse en beneficio de las 
generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u ordenación, según convenga”. Idéntico 
criterio se especifica en el Principio 4, “El hombre tiene la responsabilidad especial de preservar y administrar 
juiciosamente el patrimonio de la flora y fauna silvestres y su hábitat, que se encuentran actualmente en grave peligro 
por una combinación de factores adversos. En consecuencia, al planificar el desarrollo económico debe atribuirse 
importancia a la conservación de la naturaleza, incluidas la flora y fauna silvestres”. Asimismo, en el Principio 13: “A 
fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y mejorar así las condiciones ambientales, los Estados 
deberían adoptar un enfoque integrado y coordinado de la planificación de su desarrollo de modo que quede asegurada 
la compatibilidad del desarrollo con la necesidad de proteger y mejorar el medio humano en beneficio de su población”.  
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asedio a los recursos naturales y al medio ambiente fue puesta en conocimiento público. La Declaración 
(cuyos Principios se analizan seguidamente) no aceptó los planteos y propuestas de las teorías del 
crecimiento cero, y por el contrario, especificó que el crecimiento económico era necesario para superar 
la miseria109, el subdesarrollo y la pobreza, reconociendo las diferencias y responsabilidades entre 
países ricos y subdesarrollados110, recomendando a los primeros debían buscar tecnologías limpias y 
los segundos crecer, poniendo como responsabilidad de los primeros ayudar a los segundos.    
En cuanto a los recursos no renovables de la Tierra, estableció que los mismos debían emplearse de 
forma tal de evitar el peligro de su futuro agotamiento y se asegurase que toda la humanidad 
compartiera los beneficios de tal empleo. A su vez, definió que el desarrollo económico y social era 
indispensable para asegurar al hombre un ambiente de vida y trabajo favorable y crear en la Tierra las 
condiciones necesarias para mejorar la calidad de la vida. Las deficiencias del medio generadas por las  
condiciones del subdesarrollo y los desastres naturales podían subsanarse con desarrollo acelerado 
mediante la transferencia de cantidades considerables de asistencia financie ra y tecnológica que 
complementasen los esfuerzos internos de los países en desarrollo y la ayuda oportuna que pudiese 
requerirse. 
La única mención en materia de riesgo poblacional en la Declaración de Estocolmo 72, se incorporó 
en el Principio 16 en donde se explicitó que en las regiones en que existiese el riesgo de que la tasa de 
crecimiento demográfico o las concentraciones excesivas de población perjudicasen al medio o al 
desarrollo, o en que la baja densidad de población pueda impedir el mejoramiento del medio humano y 
obstaculizar el desarrollo, deberían aplicarse políticas demográficas que respetasen los derechos 
humanos fundamentales y contasen con la aprobación de los gobiernos interesados. 
En 1974 se dictó la Conferencia de Cocoyoc (México)111 el Programa de Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente (PNUMA), y la Conferencia de Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD) 
suscribieron una declaración que dio cuenta de que las desigualdades socioeconómicas en el deterioro 
ambiental eran consecuencia de los modelos de desarrollo y las formas de vida modernas, dando cuenta 
de la necesidad de buscar estilos de vida alternativos. En esta Conferencia, se planteó que era la 
pobreza la que generaba crecimiento poblacional y no a la inversa, y que la pobreza generaba a su vez 
                                                 
109 El principio 11 “…las políticas ambientales de todos los estados deberían estar encaminadas a aumentar el 
potencial de crecimiento actual o futuro de los países en desarrollo y no deberían coartar ese potencial ni obstaculizar 
el logro de mejores condiciones de vida para todos” (ONU, 1997: 199). 
110 Numeral 4  “…los países en desarrollo deben dirigir sus esfuerzos hacia el desarrollo, teniendo presente sus 
prioridades y la necesidad de salvaguardar y mejorar el medio. Con el mismo fin, los países industrializados deben 
esforzarse por reducir la distancia que los separa de los países en desarrollo. En los países industrializados, los 
problemas ambientales están generalmente relacionados con la industrialización y el desarrollo tecnológico.”  (ONU, 
1977: 196). 
 
111 Véase “Declaración de Cocoyoc”, Comercio Exterior, 1975, 25 (1). En esta declaración surge por primera vez el 
término “desarrollo sostenible”. El concepto “sustentabilidad” (sustaintability) fue difundido por la el que también es 
utilizado en la Estrategia Mundial de la Conservación (EMC) de la Unión Mundial para la Conservación de la 
Naturaleza UICN en 1980 (nota 32) “Carta De La Naturaleza”, que es un documento sin valor jurídico, que contenía 
principios generales, funciones, mecanismos de implementación para el respeto al medio, sin perjuicio de ello, fue 
reconocido por la Asamblea General de Naciones Unidas mediante resolución  37/7 del 28 de octubre de 1982. 
Ambos conceptos saltan a la fama mundial y se generalizan en su uso por el planteo efectuado en el Informe 
Brundtland (“Nuestro Futuro Común” de 1987) de la mano de Gro Harlem Brundtland. Esto será analizado 
seguidamente. 
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degradación y contaminación de recursos, enfatizando así la necesidad de superarla. Responsabilizó a 
los países desarrollados, con alto consumo de generar subdesarrollo en los países periféricos, 
instandolos a disminuir su participación desproporcional en la contaminación.  
La Comisión Mundial sobre Medio Ambiente y Desarrollo (CMMAD) fue creada en 1983, en la 
XXXVIII Sesión de la ONU, por resolución de la Asamblea General. Esta comisión produjo el documento 
conocido como Nuestro Futuro Común (o Informe Brundtland)  el que, fue aprobado por la Asamblea 
General de la ONU, en su XLII Sesión, en 1987. Este informe es el documento que definió 
exhaustivamente el concepto de desarrollo sostenible, y explicitó que el desarrollo y el medio ambiente 
no podían ser considerados de manera separada e independiente, ya que estaban inevitablemente 
conectados. De este análisis quedó demostrado que el desarrollo no podía mantenerse si la base de 
recursos ambientales se deterioraba; y a su vez, que el deterioro ambiental podía impedir o revertir el 
desarrollo económico en tanto éste minaba el potencial del mismo. Este informe estableció los lazos 
entre pobreza y medio ambiente en una vis ión circular donde la pobreza era tanto la mayor causa como 
el efecto de los problemas ambientales globales,112 y que la satisfacción de las necesidades esenciales 
dependía en parte de que se consiga el crecimiento potencial pleno. Quedó claro que el desarrollo 
sostenible exigía claramente que hubiese crecimiento económico en regiones donde tales necesidades 
no estaban siendo atendidas.113 La medida del crecimiento económico fue explicitada en un 3% del PBI 
per cápita en general y dados los índices de crecimiento poblacional de entonces, se pensaba que sería 
necesario un crecimiento global de la renta nacional de cerca del 5% al año en las economías en 
desarrollo de Asia, del 5.5% en América Latina y del 6% en África y en Asia occidental. Pero, reconoció 
que el crecimiento en sí no era garantía sine qua non de disminución de la pobreza si no existía 
distribución de la misma, en tanto una gran actividad productiva podía coexistir con la pobreza 
diseminada, lo que constituía un riesgo para el medio ambiente.  En cuanto al aumento poblacional, 
manifestó que el rápido aumento poblacional podía intensificar la presión sobre los recursos y retardar 
cualquier mejora de los padrones de vida; por tanto, el tamaño y el aumento de la población debía estar 
en armonía con el potencial productivo cambiante del ecosistema. En materia de límites para el 
crecimiento, consideró que ellos no eran sólo físicos, sino también sociales y técnicos, pero que se 
podían superar. Las limitaciones impuestas por el estadio actual de la tecnología. la organización social, 
y por la capacidad de la biósfera de absorber los efectos de la actividad humana podían ser superados  
mediante el gerenciamiento de una tecnología y una organización social  que tuviesen como fin 
proporcionar una nueva era de crecimiento económico. En resumen, las principales recomendaciones 
efectuadas en Estocolmo 72 y por la CNMAD en los años venideros, fueron las de retomar el crecimiento 
(en contradicción con las doctrinas del preservacionismo a ultranza y de crecimiento cero); cambiar la 
                                                 
112  “El desgaste del medio ambiente fue con frecuencia considerado el resultado de la creciente demanda de recursos 
escasos y de la contaminación causada por la mejora del padrón de vida de los relativamente ricos. Pero la propia 
pobreza contamina el medio ambiente, creando otro tipo de desgaste ambiental. Para sobrevivir, los pobres y los 
hambrientos muchas veces destruyen su propio medio ambiente […] El efecto acumulativo de esos procesos llega al 
punto de hacer de la propia pobreza uno de los mayores flagelos del mundo (CMMAD: 30-31).” 
113 CMMAD: 47. 
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calidad del desarrollo; conservar los recursos naturales; luchar contra la pobreza, reorientar la 
tecnología e incluir el medio ambiente y la economía en el proceso de toma de decisiones.  
En 1992, Naciones Unidas organizó, dentro del P.N.U.M.A., la Conferencia de Naciones Unidas 
sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, la que se efectuó en Río Janeiro, Brasil, en el año 1992114 y de 
la cual surgieron cinco documentos principales: 
a) la Declaración de Río sobre Medio Ambiente; 
b) la Agenda XXI,  
c) la Convención Marco de la Naciones Unidas sobre  el Cambio Climático;  
d) la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica,  
e) la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación. 
 
 la Declaración de Río sobre Medio Ambiente, es interpretada por la doctrina como un 
instrumento “no vinculante”115 que contienen declaraciones de principios y fijan objetivos genéricos a 
los Estados en post de la toma de conciencia y orientación en materia de políticas públicas. El 
contenido de esta Declaración de Principios, su alcance y características jurídicas serán analizadas mas 
abajo, pero se adelanta que esta tesis no comparte la visión mayoritaria que reduce los Principios allí 
establecidos a meros enunciaciones sin valor jurídico vinculante y con el alcance de simple preceptos o 
guías morales. Este instrumento internacional no fue ratificado por ninguna Ley del Congreso, pero es 
citado en diversas normas nacionales y provinciales a través de las cuales se la aplica de manera 
directa al ordenamiento interno.  
 
  la Agenda XXI, a la cual se le niega también efectos vinculantes y rango de Tratado 
internacional. Es un programa que posee como objetivo dar estrategias para revertir y la degradación 
ambiental, en el que se establecen objetivos  por sector ambiental  y la legislación que será requerida 
para el fin. 
 
 la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la Desertificación, estableció por su lado 
un sistema de acción basado en medidas legislativas, técnicas de manejo y conservación de suelos, 
agua, bosques, agricultura y pastoreo, manejo de especies silvestres etc. para regular el problema de la 
desertificación.  
 
 la Convención Marco de la Naciones Unidas sobre  el Cambio Climático, posee como objetivo 
presentar la alarma acerca de la existencia de un calentamiento global generalizado y del efecto que 
                                                 
114 Esta cumbre marcó un hito internacional de participación y adhesión en la temática,  participaron 172 gobiernos, 
(entre ellos 108 jefes de Estado), asistieron aproximadamente 2.400 representantes de organizaciones no 
gubernamentales (ONG) y 17.000 personas en el Foro de ONG que fue convocado paralelamente (que poseyó status 
consultivo).  
115 Ver, entre otros López Hernan, La Regulación del desarrollo sustentable en el derecho, pág.441, en Walsh R. y 
otros “Ambiente, Derecho y Sutentabiliad”, La Ley, Buenos Aires, 2000. 
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sobre esto poseen ciertos gases116 (denominados de efecto invernadero GEI) y regular su producción a 
fin de minimizarlos. Se establecen responsabilidades diferenciadas entre los Estados que más 
responsabilidad poseen en la emisión de gases de GEI (países mas industrializados del Anexo 1117 a 
quienes se atribuye el 75 % de la responsabilidad en su emisión) a quienes se impone una cuota más 
alta de obligación de reducción de emisiones118, aunque no una obligación de compensación al medio 
por los daños pasados ya perpetrados. El Protocolo de Kyoto suscripto en 1997 en Japón previó cuotas 
de emisión y reducción119 vinculantes para los Estados así como mecanismos para alcanzar los 
                                                 
116 Estos gases se determinana en el Anexo 2 del Convenio, ello son: CO2, CH4, N2O,NFC,PFC,SF6,y CFCs, estos 
últimos afectados por el Protocolo de Montreal por afectar la capa de ozono.  Los pronósticos que Naciones Unidas y 
los expertos del IPPC (International Panel of Climate Change) efectúan, poseen sus detractores científicos, quienes 
manifiestan que el calentamiento global no posee relación directa exclusiva con la actividad antrópica. Estas 
posturas científicas son las bases por las cuales ciertos países de la comunidad internacional (principales emisores 
de CO2) no ratifican los acuerdos dados en el marco de las convenciones de Cambio Climático. En este sentido se 
alzan numerosas críticas que van desde la falta de evidencia de la elevación de las temperaturas de la tierra como 
consecuencia de la actividad antrópica, de su minima incidencia, de la inconveniencia en la reducción de emisiones, 
de cuestionamientos al IPPC en materia de condena al crecimiento demográfico y crecimiento económico como 
determinantes en el cambio climático global etc.. Entre ellos se encuentran a Richard Lindzen, meteorólogo del 
Instituto de Tecnología de Massachusetts y Prof. Peter Ward paleontólogo e investigador de la Universidad de 
Washingtong. En cuanto a los desarrollos en la materia de recalentamiento del sistema solar por la acción del sol de, 
entre otros, Alexey Dmitriev, geofísico de la Academia Rusa de Ciencias, expresa que l as modificaciones de 
temperatura en el sistema Solar se deben a que este esta atravesando una zona del espacio que contiene una gran 
cantidad de partículas de gran energía que serian los desechos de la explosión de alguna estrella. A medida que el 
Sistema Solar avanza hacia esta turbulenta nube de energía, sus partículas llegan al Sol e incrementan la actividad 
solar  “De este modo las atmósferas, el clima, y el magnetismo de todos los planetas del Sistema Solar -incluida 
nuestra Tierra- están siendo afectados, por una parte por un Sol alterado, y por otra por las partículas y la energía 
que llegan de la galaxia. Júpiter, Saturno, Urano y Neptuno son los planetas en los que más fuerte está impactando 
la onda de choque.” Ver entre otros documentos electrónicos: NASA, El sistema solar entra en calentamiento, 
documento electrónico disponible en  http://www.revistafusion.com/20090109669/Ciencia/Ciencia/el -sistema-
solar-entra-en-un-calentamiento-global.htm. Ver a su vez NASA, The Sun Does a Flip, disponible en 
http://science.nasa.gov/science-news/science-at-nasa/2001/ast15feb_1/y NASA, Rayos Cósmicos y "Calentamiento 
Global" por Nasif Nahle, disponible en  http://biocab.org/Cosmic_Rays_Graph_Sp.html, enlaces verificados el 3 de 
septiembre de 2010. Es de hacer notar, que, en función a la contestación a esta alegación efectuada, en especial por 
EEUU (quien se niega por estas razones a firmar el Protocolo de Kyoto), siendo la EPA demandada para implementar 
un sistema de regulación de dióxido de carbono  producido por los automotores, a tenor del impacto que estos 
producían sobre el efecto invernadero y el cambio climático,  modificando o regulando la Clean Air Act en el caso 
“MASSACCHUSETTS VS. ENVIRONMENTAL PROTECTION AGENCY” 549 U.S. 497 (2007), la Corte Suprema de 
Justicia de ese país hizo lugar la demanda, expresando que si bien una regulación no soluci onaba totalmente el 
problema del cambio climático, ésta ayudaría a disminuirlo parcialmente, sin que importe si la disminución global 
tuviera incidencia en el país o en otra parte del mundo. De este modo obligó a la EPA a regular sobre estema.  Este 
caso se tratara en el acápite pertinente.  
 
117 Los países del Anexo 1 son: Alemania, Australia, Austria, Bélgica, Canadá, Comunidad Europea, Dinamarca, 
España, EEUU, Finlandia, Francia, Francia, Grecia, Irlanda, Islandia, Italia, Japón, Luxemburgo, Noruega, Nueva 
Zelanda, Países Bajos, Portugal, Reino Unido, Irlanda del Norte, Suecia, Suiza, Turquía, Ucrania, Bioelorua, 
Bulgaria, Checoslovaquia, Estonia, Federeración Rusa,  Hungría, Letonia, Lituania, Polonia, Rumania, luego se 
adicionaron  en 1997 a Croacia, Liechtenstein, Eslovenia, República  Checa, Eslovaquia. 
 
118 En el Protocolo de Kyoto, los países industrializados se obligaron a reducir un 5,2%, mientras que los Estados en 
desarrollo cumplirán con las medidas fijadas si los Estados desarrollados trasferían recursos financieros y 
tecnológicos, siendo su primer objetivo progresar en su desarrollo económico y social y erradicación de la pobreza. El 
estado de ratificación de este convenio. (EEUU no ha ratificado ni el acuerdo ni el protocolo). 
 
119 Los niveles de reducción respecto de 1990  son del 8% para Rumania, Bulgaria, Lituania EEUU no ha ratificado 
ni el acuerdo ni el protocolo. 
 
119 Los niveles de reducción respecto de 1990: 8% para Rumania, Bulgaria, Lituania, Letonia, Eslovaquia, , Estonia, 
República Checa, Eslovenia y Suiza, del 7% para EEUU, del 6% para Hungría, Polonia, Canadá y Japón, 0% para 
Ucrania, Federación Rusa y Nueva Zelanda, pudiendo incrementar su emisión  1%  Noruega,  8% Australia, Islandia 
10%.  
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objetivos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero por vías alternas llamadas 
comúnmente “mecanismos de flexibilidad”, siendo ellos: 
o El Comercio de Emisiones. 
o La Implementación Conjunta. 
o El Mecanismo de Desarrollo Limpio. 
El Comercio de Emisiones (art. 17 del Protocolo de Kyoto) vincula a los países del Anexo 1 
permitiéndoles adquirir y enajenar créditos de emisiones entre si. Así, se permite a un país del Anexo 1 
exceder sus volúmenes de reducción de emisiones asignado, comprando lo que otro redujo por debajo 
de su asignación.  
La Implementación Conjunta (art. 6 del Protocolo de Kyoto), también vincula a 2 países Anexo 1 
para implementar proyectos de reducción por las fuentes o por la absorción de sumideros  en alguno de 
los países, beneficiándose ambos de la cuota de reducción. 
El Mecanismo de Desarrollo Limpio (art. 12 del Protocolo de Kyoto) es un mecanismo de mercado 
que implica la emisión de un bono que certifica una actividad reductora de GEI (como la forestación, o 
la instauración de una industria limpia), el cual es transado en el mercado y adquirido por un Estado 
que necesite reducir emisiones aún en el caso en que la actividad certificada se encuentre en un país 
que no se encuentra dentro del Anexo 1. Incluso, los propios países Anexo 1 pueden excederse en sus 
territorios de los límites de emisión y compensar con estos bonos (reducciones certificadas de 
emisiones, CERs)120 y hasta desarrollar directamente actividades y proyectos que reduzcan emisiones, 
tomando esas emisiones para restarlas de su cuota asignada. Se alega que la idea de permitir que esta 
se haga en países en desarrollo, beneficia también a éstos (beneficios de doble vía), atento a que permite 
la instalación de inversiones a los mismos y promueven el uso de transferencias de tecnología limpia.121  
 
 la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Diversidad Biológica, ratificada por la 
República Argentina mediante la Ley 24.375 en el año 1994. Declaró como sus objetivos 1) la 
conservación de la diversidad biológica, 2) su utilización sostenible y 3) la participación justa y 
equitativa en los beneficios que se deriven de la utilización de los recursos genéticos, mediante, un 
acceso adecuado a esos recursos y la transferencia adecuada de la tecnología pertinente, teniendo en 
cuenta todos los derechos de esos recursos y a esas tecnologías.  Tras la preocupación inicial en definir 
                                                 
120 Este proceso debe incluir etapas de auditoria y certificación.   
 
121 Este sistema denominado MDL (Mecanismo de Desarrollo Limpio) es criticado por algunos científicos que no 
convalidan que el sistema de mercado sea un sistema apto para conjugar los intereses de la naturaleza y denuncian 
el mecanismo como el medio a través del cual los Estados y empresas contaminantes eluden la responsabilidad de 
reducir emisiones. A su vez, se critica el impacto negativo en materia de crecimiento económico y empleo que pueden 
traer algunas inversiones en los países emergentes de poco o escaso valor económico y de desarrollo, reduciéndolo a 
una estrategia de dominación. El ejemplo se plantea con la forestación, actividad que implica un escaso desarrollo 
económico, de bajas de tasas de empleo y poca productividad para el PBI de un país, en comparación con los 
beneficios que derivan de todos esos aspectos en las actividades de tipo industrial o de desarrollo tecnológico y 
científico. Ciertos doctrinarios consideran que esto implica concretar un método y una estrategia en la  mantención 
de estatus de país sub desarrollado mientras los desarrollados desarrollan cada vez más sus potencialidades 
económicas a través de un sistema de convalida la industrialización. 
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la importancia de la diversidad biológica para toda la humanidad, de definir al recurso genético como 
todo material de origen vegetal, animal, microbiano que contenga unidades funcionales de herencia (lo 
que incluye genes, y otros materiales biológicos como tejidos, ADN etc.122), rápidamente la Convención 
decidió aplicar un sistema de propiedad sobre ellos, declarar la legalidad del patentamiento de los 
mismos y establecer un sistema de distribución de ganancias de ello derivadas.  Esta Convención 
reconoce la soberanía de los recursos  genéticos a los Estados, quienes poseen la facultad de regular el 
“acceso”, mutando de este modo el status de patrimonio de la humanidad de los recursos genéticos, al 
de patrimonio estatal, el que recaerá, según cada sistema de organización interna, en el Estado 
Nacional o Provincial123. La Convención no definió el significado de la palabra “acceso”124, pero 
parecería derivarse que el mismo implica la totalidad de las posibilidades sobre él  (desde la recolección, 
hasta su utilización). A su vez, estableció que cada Estado contratante del acuerdo debía tomar 
medidas legislativas para compartir en forma justa y equitativa con los Estados aportantes de dichos 
recursos genéticos, los resultados de la investigación, desarrollo tecnológico asi como los beneficios 
derivados de la utilización comercial de los mismos de quien los aporta,125 pudiendo ser los beneficios 
tanto monetarios (licencias, tarifas etc.) como no monetarios, ya que se aceptó la posibilidad de acceder 
al resultado de la investigación o en el desarrollo de los productos, participación en proyectos de 
desarrollo y transferencia de tecnología. Los Estados signatarios se obligaron, a tomar las medidas 
legislativas para proteger debidamente a las patentes y los derechos de propiedad intelectual (art. 16 
inc.3) y los acuerdos sobre el acceso deben estar convenidos mutuamente por ambas partes 
contratantes, (que podrían ser particulares) recurriéndose el consentimiento fundado previo por parte 
de la autoridad nacional competente del Estado proveedor.  
En la República Argentina, no existe una Ley nacional que regule las prescripciones de este 
Convenio a la actualidad. Sin perjuicio de ello, el decreto 1347/97 estableció que la Secretaría de 
Recursos Naturales  y Desarrrollo sostenible como la autoridad de aplicación del Convenio, creando la 
Comisión Nacional Asesora para la conservación y Utilización Sostenible de la Diversidad Biológica. Se 
encuentra en desarrollo en la actualidad la Estrategia Nacional de Biodiversidad (adoptada por 
resolución de la Secretaria de Ambiente y Desarrollo sustentable 91/2003, con el objetivo de crear un 
sistema de acceso nacional  de los recursos genéticos vegetales, animales, y microbianos (salvo el 
hombre), así como sus derivados, para facilitar el desarrollo y  transferencia de tecnología, garantizando 
                                                 
122 La definición no incluye material secundario, es decir, derivados de los recursos genéticos (moléculas). 
 
123 En nuestro derecho interno, debe recordarse que, producto de la reforma constitucional del 1994 se incorporó el 
art. 124 al texto de la Constitución, el cual establece el dominio originario de las Provincias de los recursos naturales 
que se encuentren dentro de su territorio. A su vez, debe tenerse en cuenta que incluso este convenio se aplica a 
organismos vivos, que pueden estar sujetos al dominio público o privado del Estado (nacional o provincial), a la 
propiedad privada de personas particulares, o dentro de un sistema de propiedad comunitaria indígena también 
protegido por la Constitución Nacional, de quienes se requerirá el consentimiento fundado para su transferencia. 
 
124 Para más detalle ver Pigretti E. Propiedad de los Recursos Fitogenétcios y Reglas de Acceso en el Derecho Argentino 
e Internacional, en Núñez Santiago Beatriz y otros “Agroalimentos y Globalización” Ediar, Buenos Aires, 2007.  
 
125 El documento emergente de la COP del Convenio, dio origen a las Directrices de Bonn sobre acceso a los recursos 
genéticos y Participación Justa y Equitativa  en los Beneficios Provenientes para su utilización, en donde se 
estableció que la justicia y equidad dependerían de las circunstancias particulares de cada caso de acceso (directriz 
45).  
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las prácticas tradicionales de los pueblos originarios y se somete a ellos las actividades de bio 
prospección sobre los recursos genéticos que manejan, así como con consentimiento provincial. En este 
esquema, se encuentra habilitado el planteo de nulidad de la patente que sea registrada sin que su 
origen haya sido declarado y no se pueda probar que quien patenta, posee el acuerdo del Estado 
proveedor. 
El tema de los derechos de patentes dista de ser menor. En 1994 la Universidad de Colorado obtuvo 
la patente US Patent 5.304.7183 sobra la variedad de quinua “pelawa”, un alimento tradicional del 
altiplano. No se efectuó sobre ella ninguna modificación, sino que el avance pseudo científico fue el 
descubrimiento de la manera de esterilización del gameto masculino para producir de ella un híbrido. 
La recolección de semillas se efectuó en Bolivia y la patente alcanzó a las 36 variedades para poder 
desarrollar híbridos de alto rendimiento comercial. Esto provocó un escándalo internacional que finalizó 
con la renuncia de la Universidad sobre los derechos de Patentes. 126    
Como puede concluirse, si bien la O.N.U. ha adoptado una postura antropocéntrica sobre la 
cuestión ambiental, los dos Tratados suscriptos en su seno en la década de los 90 y a los que se 
atribuye valor jurídico vinculante, regulan aspectos ambientales y, en especial, sistemas que permiten 
generar beneficios económicos a partir de las aplicaciones respectivas.  
 
6.2.3 Religiones y medio ambiente. La visión judeo-cristiana. Doctrina social, Budismo e 
Islamismo. 
 
“La tierra no puede venderse para siempre, porque la tierra es mía y ustedes están en mi tierra como forasteros y 
huéspedes.”127 
 
 
La religión judeo cristiana desconoce la existencia de un derecho de propiedad absoluto y tiránico 
sobre la tierra. Incluso el propio lenguaje hebreo, carece de un término que denote el concepto 
propiedad como condición de potestad absoluta sobre las cosas. Los términos bíblicos expresan un 
concepto que equivaldría al significado de tenencia, es decir de la posesión de un bien a título de 
usufructuario.128 
                                                 
126 Para más detalle ver Figueroa Viviana, Los conocimientos y prácticas tradicionales de los pueblos indígenas y sus 
comunidades relacionados con los alimentos en Latinoamérica y los mecanismos para su protección, en Nuñez 
Santiago y otros “Alimentos y Globalización” ob. cit.  
 
127 Biblia, Levitico 25, 23, y subsiguientes en la explicación el proceso de jubileo que se da cada 50 años.  
 
128 Szlajen Fernando en Judaísmo y Medio Ambiente: un mensaje de Mesura, enseña que la expresión, בעל "tenedor", 
posee a lo largo de los libros y la Torá, siempre el carácter de usufructo, pero no de dueño o propietario absoluto de 
la cosa.  Como ejemplo, cita a la designación dada a los animales חיים בעלי (Ba'alei Jaim) "tenedores de vida"; o al 
esposo o אשה בעל (Ba'al Ishá) "el que tiene una mujer"; o al arrendatario: בעל אחזה (Ba'al Ajuzá) "el que tiene bienes, 
hacienda o goza de intereses porcentuales"; al rico: ממון בעל (Ba'al Mamón) "el que tiene riqueza"; al pensador: בעל 
מחשבות (Ba'al Majshavot) "el que tiene pensamientos" o a lo valioso: ערך בעל (Ba'al Erej) "lo que tiene valor."  Todas 
estas expresiones  se relacionan a la  Weltanschauung judía,  según la cual sólo Dios es el único dueño absoluto de 
su creación, y el ser humano posee sólo derecho a un use en su beneficio o utilidad, pero siempre  de carácter 
transitorio.   
www.fernandoszlajen.com.ar/files/media/pdf/Judaismo%20y%20Medio%20Ambiente,%20un%20mensaje%20de%2
0mesura.pdf, enlace verificado el 1/9/2010. 
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La cita bíblica “Fructifiquen y multiplíquense, llenen la tierra y sométanla, y dominen sobre los peces 
del mar y sobre las aves de los cielos, y sobre todo animal que se mueve sobre la tierra” del Génesis, 1: 
28, debe interpretarse a la luz de la cita transcripta ut supra del Levítico 25, 23 y del versículo del 
Génesis 2:15, el cual dice: “ y Dios tomó al hombre, y lo puso en el jardín de Edén, para que lo trabajase 
y lo cuidara.”  
El versículo del Génesis 1:28, no da cuenta de derechos de propiedad absolutos sobre los recursos 
y tampoco de un uso depredatorio de los mismos en manos del hombre129. Citar este precepto bíblico 
por fuera de las normas del Levítico, Deuteronomio y el Pentateuco completo, descontextualizándolo de 
las tradiciones de un pueblo judeo cristiano, para dar cuenta de una potestad destructora sobre la 
naturaleza es un error. Esa cita debe entenderse como beneficio otorgado al hombre, cúspide de la 
creación en su beneficio, pero no contra los demás seres de la creación, siempre un forastero de la 
tierra que le pertenece a Dios y en un uso con responsabilidad fiduciaria sobre lo que no le pertenece.   
El imperativo de conquistar la tierra del versículo mencionado, se relaciona con la colonización de 
la tierra para el trabajo cultural y habitacional del hombre, quien deberá ordenar y trabajar estos 
lugares para su propia subsistencia y de un modo que evite la propagación de enfermedades . El 
imperativo de dominar a todo animal, se relaciona con el poder de usufructo alimentario, de 
vestimentas130, y básicamente el control en materia sanitaria y propagación de enfermedades. 
La Doctrina Social de la Iglesia Católica Apostólica Romana, interpreta y ordena los preceptos 
bíblicos del antiguo y viejo testamento a fin de dar una noción completa de la visión de los mismos para 
su concreción por los hombres, resultando sumamente útil el análisis etimológico de diversos conceptos 
(como solidaridad, equidad etc.) utilizados en la actualidad en la ciencia del derecho, lo que condiciona 
el entendimiento de nociones y conceptos esenciales para la disciplina ambiental en general y de los 
Principios Ambientales en particular. 
La Iglesia trata el tema de la crisis entre el hombre y el medio ambiente como un problema moral131 
y que se resume básicamente en la intención del hombre en ejercer un dominio absoluto sobre la 
naturaleza. Atribuye a la ideología cientificista esta responsabilidad en parte, que condiciona la 
investigación científica eliminando toda idea de trascendencia de la misma. En el compendio de la 
Doctrina Social “Justicia y Paz”132, se expresa: “463 Una correcta concepción del medio ambiente, si por 
una parte no puede reducir utilitariamente la naturaleza a un mero objeto de manipulación y explotación, 
por otra parte, tampoco debe absolutizarla y colocarla, en dignidad, por encima de la misma persona 
                                                                                                                                                             
 
129 Esta noción errada fue mantenida por Lynn White Jr., The Historical Roots of Our Ecologic Crisis, Science 155 
(1967), 1203-1207 entre otros ambientalistas, quienes imputaban a los preceptos bíblicos el rol tiránico dado sobre 
la naturaleza y la responsabilidad primigenia de la destrucción de la misma, sin tener en cuenta el resto de los 
preceptos bíblicos y reglas de conducta social que la misma estipulaba al pueblo. 
 
130 Ver Szlajen Fernando, ob. cit.  para más detalles de autores referido al tema. 
 
131 La concepción cristiana considera que los actos humanos  en tanto libres y deliberados, son calificables 
moralmente en buenos y malos. Las fuentes de la moralidad pueden radicar en el objeto elegido, el fin que se busca 
y las circunstancias de la acción. 
 
132 Disponible en http://www.vicariadepastoral.org.mx/8_compendio_doctrina_social/cdsi_17.htm ; enlace verificado 
el 11 de junio de 2008. 
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humana. En este último caso, se llega a divinizar la naturaleza o la tierra, como puede fácilmente verse en 
algunos movimientos ecologistas que piden se otorgue un reconocimiento institucional internacionalmente 
garantizado a sus ideas.” 
El fundamento de la negación argumental a las ideologías basadas en el ecocentrismo y en el 
biocentrismo ecológico, radica en que estas posturas proponen eliminar la diferencia ontológica y 
axiológica entre el hombre y los demás seres vivos, a lo que la Iglesia se opone, ya que consecuencia de 
ello es la eliminación de la responsabilidad superior del hombre a favor de la consideración igualitaria 
de la dignidad de todos los seres vivos. En la cosmovisión  judeo cristiana, el hombre es el responsable 
de custodiar los recursos con sentido de gratitud hacia el creador. De esta idea son ejemplo las prédicas 
benedictinas y la franciscana, que han testimoniado esta especie de parentesco del hombre con el 
medio ambiente, alimentando en él una actitud de respeto a toda realidad del mundo que lo rodea. 133  
A su vez, el ambiente es definido como un bien colectivo, lo que por ello genera una responsabilidad 
común, por estar destinado a todos. Se considera entonces que es responsabilidad humana preservar 
un ambiente íntegro y sano para todos134, y que debe en todos los casos prevalecer la ética del respeto a 
la vida, a la dignidad del hombre y a los derechos de las generaciones humanas presentes y futuras.135 
La Iglesia hace un llamado a las autoridades encargadas de tomar decisiones para hacer frente a 
los riesgos contra la salud y el medio ambiente, a adoptar el Principio de Precaución136, el cual según 
su visión no comporta la aplicación de una regla, sino una orientación para ge stionar situaciones de 
incertidumbre. Asimismo, exhorta a que la programación del desarrollo económico debe considerar 
atentamente la necesidad de respetar la integridad y los ritmos de la naturaleza137 porque los recursos 
naturales son limitados y algunos no son renovables , denunciando que con el actual ritmo de 
explotación, se amenaza seriamente la disponibilidad de algunos recursos naturales para el presente y 
el futuro. 
En cuanto a la economía y su relación con los recursos naturales la institución mantiene una 
postura que impone a la economía el respeto al medio ambiente, exhortándola a no buscar solamente el 
objetivo del máximo beneficio y determinando que la protección ambiental no puede asegurarse sólo en 
base al cálculo financiero de costos y beneficios ; en tanto el ambiente es uno un tipo de bien que los 
mecanismos del mercado no son capaces de defender o de promover de manera adecuada.138 
                                                 
133 Juan Pablo II, Discurso a los participantes en un Congreso Internacional sobre “Ambiente y salud” (24 de marzo de 
1997), 4: L’Osservatore Romano, edición española, 11 de abril de 1997, p. 7. 
 
134 Juan Pablo II, Carta enc. Sollicitudo rei socialis, 34: AAS 80 (1988) 559-560. 
 
135 Juan Pablo II, Discurso a los participantes en un CongresoInternacional sobre “Ambiente y salud”, ob. cit.  
136 Este principio  evidencia la necesidad de tomar una decisión provisional, que podrá ser modificada en base a 
nuevos conocimientos que eventualmente se logren. La decisión debe ser proporcionada a las medidas ya en acto 
para otros riesgos. Las políticas preventivas, basadas sobre el principio de precaución, exigen que las decisiones se 
basen en una comparación entre los riesgos y los beneficios hipotéticos que comporta cada decisión alternativa 
posible, incluida la decisión de no intervenir.  
 
137 Juan Pablo II, Carta enc. Sollicitudo rei socialis, 26: AAS 80 (1988) 546. 
 
138 Juan Pablo II, Carta enc. Centesimus annus, 40: AAS 83 (1991) 843. 
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En relación a la problemática planteada sobre los recursos biotecnológicos, la Iglesia considera 
inaceptable que las decisiones nacionales o internacionales, estén dictadas por presiones procedentes 
de intereses particulares y exhorta a las autoridades públicas a favorecer una correcta información de 
la opinión pública y a saber tomar las decisiones más convenientes para el bien común139. A su vez, 
considera que los recursos energéticos derivados de los recursos no renovables deben ser puestos al 
servicio de toda la humanidad, en una perspectiva moral caracterizada por la equidad y la solidaridad 
intergeneracional, y destaca la responsabilidad política de los Estados, de la comunidad internacional y 
de los agentes económicos; la que deberá ser iluminada y guiada por la búsqueda continua del bien 
común universal.140 
La Iglesia aboga por la implementación de la virtud de la solidaridad141, exponiendo que ésta 
implica también una llamada a la responsabilidad que tienen los países en vías de desarrollo y, 
particularmente sus autoridades políticas, en la promoción de una política comercial favorable a sus 
pueblos y del intercambio de tecnologías que puedan mejorar sus condiciones de alimentación y salud. 
En cuanto al medio ambiente y la distribución de los bienes, la Iglesia sostiene que los bienes de la 
tierra han sido creados por Dios, para ser sabiamente usados por todos, debiendo ser equitativamente 
compartidos, según la  guía de la justicia y la caridad142,  evitando la injusticia de un acaparamiento de 
los recursos, ya que la avidez, tanto individual o colectiva, es contraria al orden de la creación.143 
En esta visión, se considera válida la propiedad privada, ya que se acepta que todos deben poseer, 
como mínimo la propiedad privada mínima necesaria para poder subsistir dignamente, y que la misma 
debe estar supeditada al principio del destino universal de los bienes, el cual ofrece una orientación 
fundamental, moral y cultural, para deshacer el complejo y dramático nexo que une la crisis ambiental 
con la pobreza, atento a que la actual crisis ambiental afecta especial y particularmente a los más 
pobres, bien porque viven en tierras sujetas a la erosión y a la desertización, bien porque no disponen 
de los medios económicos o tecnológicos para protegerse de las calamidades ambientales. Sin embargo, 
                                                 
139 El Catecismo (pág.. 489 ref.1924) también define al Bien Común comprende  “el conjunto de aquellas condiciones 
de la vida social que permiten a los grupos y a cada uno de sus miembros  conseguir más plena y fácilmente  su propia 
perfección “ (Concilio Vaticano II, Gaudium et Spes, 26, 1. y que “comporta tres elementos esenciales, el respeto y la 
promoción de los derechos fundamentales de la persona, la prosperidad o el desarrollo de los bienes espirituales y 
temporales de la sociedad, la paz y la seguridad del grupo y de sus miembros” y por último va a decir que 
“corresponde al Estado defender y promover  el bien común de la sociedad civil. El bien común de toda la familia 
humana requiere una organización de la sociedad internacional”. Juan Pablo II dirá que el bien común, es la 
solidaridad en acción. 
 
140 Juan Pablo II, Discurso a los participantes en la Asamblea Plenaria de la Pontificia Academia de las Ciencias (28 
de octubre de 1994): L’Osservatore Romano, edición española, 4 de noviembre de 1994, págs.. 20. 22. 
 
141 El Catecismo de la Iglesia Católica señala (punto 1948) que la solidaridad es una virtud esencialmente cristiana y 
es “el ejercicio de comunicación de los bienes espirituales aún más que comunicación de bienes materiales”  Catecismo 
de la Iglesia Católica. Conferencia  Episcopal Argentina  1993, pág. 493.   
142 La Real Academia Española define a la Caridad (Del lat. carĭtas, -ātis). 1. f. En la religión cristiana, una de las 
tres virtudes teologales, que consiste en amar a Dios sobre todas las cosas, y al prójimo como a nosotros mismos. 2. 
f. Virtud cristiana opuesta a la envidia y a la animadversión.3. f. Limosna que se da, o auxilio que se presta a los 
necesitados. 4. f. Actitud solidaria con el sufrimiento ajeno. 
  
143 Cf. Concilio Vaticano II, Const. past. Gaudium et spes, 69: AAS 58 (1966)1090-1092; Pablo VI, Carta enc. 
Populorum progressio, 22: AAS 59 (1967) 268. 
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se considera que toda propiedad privada se encuentra gravada con una hipoteca social.  Ello es el 
destino universal de los bienes.   
El principio del destino universal de los bienes, se aplica en especial al agua, recurso al que la 
Iglesia se dedica especialmente por su simbolismo religioso, ya que es considerada en las Sagradas 
Escrituras como símbolo de purificación (cf. Sal 51,4; Jn 13,8) y de vida (cf. Jn 3,5; Ga 3,27), como un 
don de Dios, instrumento vital, imprescindible para la supervivencia y, por tanto, un derecho de todos . 
Por ello, la  utilización del agua y de los servicios a ella vinculados deben estar orientados a satisfacer 
las necesidades de todos y sobre todo de las personas que viven en la pobreza. El acceso limitado al 
agua potable repercute sobre el bienestar de un número enorme de personas y es con frecuencia causa 
de enfermedades, sufrimientos, conflictos, pobreza e incluso de muerte: para resolver adecuadamente 
esta cuestión, la Iglesia considera que deben establecerse criterios morales basados precisamente en el 
valor de la vida, en el respeto de los derechos humanos y de la dignidad de todos los seres humanos. En 
este contexto dirá: “485 El agua, por su misma naturaleza, no puede ser tratada como una simple 
mercancía más entre las otras, y su uso debe ser racional y solidario.  Su distribución forma parte, 
tradicionalmente, de las responsabilidades de los entes públicos, porque el agua ha sido considerada 
siempre como un bien público, una característica que debe mantenerse, aún cuando la gestión fuese 
confiada al sector privado. El derecho al agua, como todos los derechos del hombre, se basa en la 
dignidad humana y no en valoraciones de tipo meramente cuantitativo, que consideran el agua sólo como 
un bien económico. Sin agua,  la vida está amenazada. Por tanto, el derecho al agua es un der echo 
universal e inalienable”.  
En esta visión cristiana, la actitud que debe caracterizar al hombre ante la creación es 
esencialmente la de gratitud, ya que contemplando a la naturaleza en su dimensión de criatura, se 
puede establecer con ella una relación comunicativa, captar su significado evocativo y simbólico y 
penetrar así en el horizonte del misterio, que abre al hombre el paso hacia Dios, creador de los cielos y 
de la tierra. 
Por su parte, el Budismo es una religión biocéntrica (no antropocéntrica), por ello, para esta visión 
el hombre es un ser más dentro de la realidad cósmica única y esencial, en tanto parte del principio de 
inseparabilidad del hombre (shoho), y del ambiente (eho) en tanto se entiende que la vida y su entorno 
son inseparables (uno sólo), en el que existe una única dimensión del universo de la cual  surge una 
unidad esencial en todo lo existente. Para esta religión, la vida se manifiesta tanto en el sujeto-persona 
como en el ambiente objetivo, y abarca tanto al ser como al ambiente de todos los seres sensibles en 
toda condición de vida, así como también a los seres insensibles (plantas, cielo y la tierra). El ambiente 
es un entorno objetivo, en donde los efectos kármicos (liberatorios) se corporifican, por ello, la 
existencia de condiciones de contaminación ambiental o de pobreza (los grandes flagelos de la 
humanidad) son en rigor el resultado de la falta de perfección en los seres viviente sensibles  (salvo el 
mundo vegetal al que no consideran sensible) que actúan sobre la base de la avaricia y el egoísmo, el 
cual se transmite al medio en el que habitan que es uno con sus propias vidas. 
Para el Islamismo, el medio ambiente es el lugar donde los signos (es decir, ríos, plantas y 
animales), señalan la existencia de Allah. “Ciertamente en los cielos y en la tierra, hay Signos para los 
creyentes. En la creación de vosotros mismos y en los animales dispersos por la tierra, hay Signos para 
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aquellos que poseen Imán. En la alternancia de la noche y el día, en el sustento que Allah hace descender 
del cielo, en el dar vida después de haberla quitado en todo aquello que hay sobre la tierra, en el cambio 
de los vientos, hay Signos para aquellos que son sabios .” (Corán, 45:3-5). Por ello, cualquier destrucción 
que se haga sobre el ambiente equivale a la destrucción de estos signos divinos, configurando,  por lo 
tanto, un acto reprochable.  
A modo de síntesis, puede concluirse que las religiones más significativas, coinciden en la 
caracterización del ambiente como un elemento religioso, dado y creado por un ser diverso al hombre, y 
en la necesidad de su preservación. 
Ello abre una importante dimensión trascendente en el horizonte de las acciones humanas y de la 
responsabilidad del hombre en la disciplina, en cuyas únicas manos se encuentra la solución a los 
problemas ambientales que comprometen la vida sobre la tierra dentro del horizonte temporal cercano 
en términos cosmológicos. “La humanidad de hoy, si logra conjugar las nuevas capacidades científicas 
con una fuerte dimensión ética, ciertamente será capaz de promover el ambiente como casa y como 
recurso, en favor del hombre y de todos los hombres; de eliminar los factores de contaminación; y de 
asegurar condiciones de adecuada higiene y salud tanto para pequeños grupos como para grandes 
asentamientos humanos. La tecnología que contamina, también puede descontaminar; la producción que 
acumula, también puede distribuir equitativamente, a condición de que prevalezca la ética del respeto a la 
vida, a la dignidad del hombre y a los derechos de las generaciones humanas presentes y futuras ”.144 
 
 
6.2.4 Instrumentos económicos y medio ambiente. Los efectos de la globalización en la 
materia y el nuevo rol estratégico del Estado. 
 
“La globalización escapó del marco que le era propio y provocó el estallido de las formas políticas del Estado 
Nacional, de la soberanía, como suprema dimensión del poder estatal, de los partidos políticos como canales de 
expresión de la voluntad general e instrumentos de reducción y representación, de la división tripartita de funciones y 
competencias, con la finalidad de asegurar el gobierno de la Ley mediante un sistema de equilibrio, frenos y 
contrapesos, y del Estado como garante de la seguridad social y la vigencia de los derechos sociales. ”145 
 
 
Las influencias económicas y comerciales de ciertos actores de la economía global y de algunos 
Estados, han rápidamente interceptado y manejado el riesgo de cercenamiento o limitación que pendía 
sobre sus espaldas y sacado ventaja en la creación de nuevos sistemas que permitan la generación de 
réditos. De algún modo, finalmente el comercio, movido por el interés de diversas empresas que operan 
globalmente y de ciertos Estados, encuentra las vías de su desarrollo, inclusive dentro de ámbitos en 
los cuales los aspectos técnicos preservacionistas deberían primar, supeditando cualquier otro interés. 
El aspecto central de este debate se sitúa en la relación necesaria que  debe existir entre el control, la 
                                                 
144 Juan Pablo II, Discurso a los participantes en un CongresoInternacional sobre “Ambiente y salud”, ob. cit.   
 
145 Fayt S., Génesis de la Sociedad Posesiva de Mercado, ob. cit., pág. 238. 
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libertad en el ejercicio del comercio y cualquier actividad económica en función al uso de los recursos 
naturales y el medio. 
A fin de esbozar sintéticamente las técnicas gubernamentales que tienden a equilibrar la ecuación 
medio ambiente-desarrollo-comercio, debe decirse que ellas varían desde las técnicas tradicionales de 
intervención, a las técnicas desarrolladas por ciertos instrumentos económicos de mercado de 
regulación ambiental, los cuales, sobre la base del análisis económicos exhaustivos, efectivamente 
tasan los recursos y los derechos de contaminación.  
Las diversas técnicas para  la regulación ambiental, pueden ser:  
 
1) Técnicas de command & control (intervención y control): son las técnicas tradicionales de 
regulación legal que tienen como instrumentos para impedir una cierta conducta, las regulaciones de 
las mismas, las prohibiciones, la imputación de impuestos y tasas con fines disuasivos, creación de 
estándares que prevén niveles de emisión máxima tolerada, criterios de salud y de exposición a 
contaminantes, estándares tecnológicos (los que implican la utilización de cierta tecnología uniforme 
para ciertas actividades). Este tipo de regulación ambiental es considerado el sistema de primera 
generación (es decir, de tipo rudimentario) y criticado básicamente por economistas, quienes 
observaron que era un sistema altamente ineficiente, tanto en materia económica (porque las normas 
rígidas no permiten aprovechar las ventajas de la economía y generaba costos de oportunidad), como en  
materia institucional (falta de personal para la ejecución) como tecnológica, (ya que no prevé incentivos 
adecuados para mejorar la performance de actividades.146 
2) Técnicas de libre mercado o de instrumentos económicos de mercado: las críticas a los 
sistemas tradicionales de commnad & control en cuanto a su eficiencia económica, lograron que 
algunos Estados incorporaran otros instrumentos como 1) el análisis costo beneficio147, 2) estándares 
de desempeño (se otorga flexibilidad en materia tecnológica en la medida de cumplimiento de objetivos), 
3) comercio de emisiones: el cual implica que, una vez fijado el límite general y el particular entre 
ciertas empresas, se emiten permisos de contaminación, los que pueden ser comprados y vendidos. Se 
alega que este sistema fomenta el ambientalismo en tanto las empresas, al precisar contaminar más, 
deberán ponderar si es más caro comparar permisos de emisión o invertir en tecnología para no 
contaminar 
3) Técnicas de Acuerdo Negociados o Acuerdos Voluntarios: este tipo de acuerdos voluntarios 
son utilizados en EEUU desde 1980 desde la presidencia de Ronald Reagan148 (también en Europa) y 
son alternativas a los dos sistemas anteriores. Se basan en mecanismos de coordinación asistida entre 
las empresas y las agencias gubernamentales a través de los cuales se trata de obtener que las 
                                                 
146 Para más detalle ver López Hernan, La regulación del Desarrollo Sustentable en el Derecho Internacional y el 
Derecho Comparado: El Fin del derecho Ambiental y el Nacimiento del Derecho de la Sustentabilidad, en Walsh R.y 
otros, ob. cit.  
 
147 En EEUU en el año 1981 el Presidente Ronald Reagan ordenó a las agencias analizar el costo beneficio de ciertas 
regulaciones. 
 
148 En consonancia con la aplicación de políticas de retracción del rol del Estado benefactor o Welfare State 
(limitación de las prestaciones sociales y el recorte  de fondos de la seguridad social, reducción de impuestos para el 
fomento de una economía neo liberal). Para más detalle del proceso histórico ver Fayt Carlos, Génesis de la Sociedad 
Posesiva de Mercado, ob. cit. pág. 212. 
 Página 78 - 476 
78 
primeras implementen tecnología apropiada y cumplan a veces con obligaciones no regladas o 
reguladas asumiendo obligaciones vinculantes y tienen como objetivo la reducción de costos de la 
administración (ya que el costo del control y monitoreo es muy alto) Este tipo de instrumentos han sido 
muy criticados por su burocratización, falta de claridad de los criterios de las entidades 
gubernamentales y desvirtuación de sus fines. Los acuerdos más renombrados son el Proyecto XL y las 
Iniciativas del Sentido Común iniciadas en la era Bill Clinton-Al Gore149. De modo similar, en Unión 
Europea el 5to Programa Ambiental de la UE promovió formas de auto-regulación, siendo ellas a) 
Iniciativas unilaterales, b) acuerdos negociados y b) programas voluntarios: diseñados por el Estado 
para inducir a las industrias a participar, c) acuerdos públicos voluntarios: los participantes se 
someten a ciertos estándares o regulaciones, como por ejemplo el etiquetado o sello ecológico. Un 
ejemplo es el Sistema europeo de Ecogestión y Esquema de Auditorias de EMAS.150   
 
En la actualidad, algunos Estados han implementado instrumentos económicos de regulación 
ambiental, producto de las ideas que la negociabilidad entre privados sin interferencia del Estado 
optimizará, no sólo los resultados económicos, sino también ambientales, pero aceptando ciertas 
técnicas de command & control. Ellos son una variada gama de instrumentos como cargas por 
efluentes, cargas por uso, subsidios, reembolsos, permisos negociables151 tasas por contaminación, 
seguros y sistemas de depósitos y reembolso que operan como incentivo para el contaminador, en parte 
instados por el Principio de 16 de la Declaración de Principios de Río 92 que impulsa la creación de 
sistemas económicos de estos tipos con el fin de obtener sistemas de control teóricamente más flexibles 
y eficientes y una proporción mayor en la relación costo-eficiencia,  a fin de alcanzar niveles alegados 
como aceptables de contaminación, promover el desarrollo de tecnologías limpias y dar fuentes de 
ingreso a las administraciones.152 
Los esquemas vigentes de los instrumentos económicos efectivamente implementados en su 
mayoría no descartan la regulación, ya que en rigor utilizan las autorizaciones gubernamentales 
basadas en niveles de tolerancia a la contaminación como elementos negociables. Las modalidades 
existentes son sistemas mixtos público-privados y sometidos a la regulación estatal. No existen casi 
instrumentos económicos puros y que no estén sometidos a regulación.153 Estos esquemas mixtos (de 
                                                 
 
149 Ver para más detalle Lopez Hernan, ob. cit.  págs. 470 a 483. 
 
150 Adoptado por Resolución 1836/93/EEC, promueve la participación voluntaria de industrias para desarrollar 
sistemas de gestión ambiental y programas de auditoría  para mejorar el desempeño ambiental. El beneficio que 
consiguen estas industrias es la posibilidad de incumplir circas  normas ambientales con la condición de iniciar un 
proceso de auto control que luego deberá ser auditado externamente. 
 
151 Este esquema es la base teórica del sistema de Mecanismo de Desarrollo Limpio  y de bonos verdes implementado 
en el Protocolo de Kyoto, reglamentario de la Convenciones de Naciones Unidas sobre Medio ambiente y Desarrollo 
de Río de Janeiro 1992 en función de la negociabilidad de los permisos de contaminación en referencia  los gases de 
efecto invernadero. 
 
152 Ver el desarrollo en Rovere Marta B. El agua como valor ambiental, social y económico, capítulo en Walsh R,  ob. 
cit.  
 
153 Para mayor detalle ver: Banco Mundial, PNUD y HABITAT, Planeamientos Alternos para el Control de la 
Contaminación y el Manejo de Desechos, abril 1992, Hubert Richard y otrs. Instrumentos de mercado para la política 
ambiental en América Latina y el Caribe-Lecciones de Once países, Banco Mundial, Washington, 1996.  
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técnicas de command & control y negociabilidad de permisos) prevén un sistema en el que, una vez que 
la autoridad de aplicación ha fijado, mediante la regulación, los límites a los usos de los recursos –por 
ejemplo el agua- la concentración máxima de contaminantes tolerada o que establecen objetivos en la 
calidad que el recurso debe poseer, y dados los permisos en este sentido y en concordancia con 
prescripciones ambientales, las partes puedan negociar dichos permisos de contaminación de modo 
similar al que se utiliza en las acciones o con los bonos verdes del Protocolo de Kyoto. De este modo se 
crea un nuevo mercado que produce renta sobre la base de la venta de los permisos de contaminación. 
La negociación de estos permisos de contaminación no implica otra cosa que comercializar el derecho 
de contaminar el aire154, a modo similar de las propuestas que intentaban cobrar el viento para el 
desarrollo de los proyectos eólicos mediante la sanción de una Ley creada a esos efectos.155 
En América Latina el uso de instrumentos económicos en algunos Estados, en lugar de conseguir 
los objetivos ambientales, fueron grandes fuentes de rentas156, con lo que se desvirtuó totalmente el 
teórico objetivo buscado.  
Estos instrumentos parten de la aceptación previa y de la distorsión del contenido del criterio o 
Principio “contaminador-pagador” estipulado en la Declaración de Río ´92157, el cual indica que, quien 
es responsable de un daño ambiental, debe pagarlo y hacerse responsable por ello. La única 
interpretación posible del Principio 16, debe acotarse a esa básica regla de responsabilidad 
mencionada, y de ningún modo extenderse a la interpretación que permite pagar para contaminar (es 
decir, distorcionar el sentido de la frase mediante un simple intercambio de orden en las palabras 
“pague y contamine”). Producto de esta tergiversación del contenido del criterio, se ha avalado el 
surgimiento de ciertos instrumentos económicos que se encargan de establecer el modo a través del 
cual puede generarse una ganancia privada aún contaminando y asumiendo que el costo de la 
aplicación de la tecnología limpia sea de todos modos pagadas por terceros ajenos a la relación 
económica subyacente que genera la riqueza, todo ello en detrimento del medio ambiente  del que todos 
dependemos. 
La postura que esta tesis mantiene, plantea la necesidad de la imposición de la simple obligación de 
no contaminación y de preservación del medio. Las normas ambientales no tienen porque tener en 
cuenta criterios de eficiencia, sino de eficacia en cuanto a la preservación del medio y los recursos, de 
los cuales dependen los equilibrios biológicos y térmicos que posibilitan la vida en la tierra. Los 
recursos no deben depredarse y el aire y el agua deben ser salubres, al costo que sea, el cual de todos 
modos será siempre menor que el costo (si es que lo hay) de la extinción de la vida producto de un 
cambio irreversible del clima, la capa de ozono o de los recursos esenciales para subisitir. 
                                                                                                                                                             
 
154 En este sentido ver Pigretti (h.), Eduardo A,  El acuífero guaraní como problema político y social,  Revista LA LEY, 
Buenos Aires, 2004-B, 1423. 
 
155 Para más detalle Guajardo Carlos, Chubut, polémica por la idea de cobrar el viento, diario Clarín, 8 de marzo de 
2000.  
 
156 En este sentido ver Rovere Marta, ob.cit, pág. 249.  
157 El Principio 16, establece la obligación de las Autoridades Nacionales de procurar fomentar la internalización de 
los costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el que contamina 
debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en cuenta el interés público y 
sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales. 
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El sistema de propiedad estatal o comunitaria de los recursos esenciales como el agua y el aire (aún 
en sistemas de privatización de gestión) posee más posibilidades de ser ambientalmente amigable que el 
sistema de propiedad privada. No todos los sujetos privados son racionales (regla básica sobre la que se 
sustenta la doctrina de la economía ecológica o la neo institucional) y un gran porcentaje de personas 
son sólo movidas por sus propios intereses, los que pueden variar con el tiempo. Por ello la situación 
que se plantea con los recursos esenciales en el esquema de propiedad privada es una situación de 
inestabilidad en términos de continuidad de preservación. En general, al dueño de cierta cosa interesa 
usar lo que le pertenece, obteniendo su renta en el más breve lapso de tiempo posible, el “hoy”, que es 
el plazo de tiempo certero que posee de su vida. Desconocer que el sistema de propiedad privada posee 
esta lógica autopoiética, auto satisfactiva, y sobre esa base promover un sistema que puede poseer 
estos vértices de fuga y posibilidad de error en recursos tan esenciales para proteger la existencia de 
vida sobre la tierra, es una actitud contraria a los principios precautorios y preventorios de la 
disciplina. 
Como reflexión, previo al análisis de los temas que seguirán, debe evidenciarse que el impacto que 
ésta nueva disciplina ambiental ha generado en todas las esferas, desde el sistema de explotación 
tradicional de los recursos hasta en el mismo comercio, generador de ganancias, no ha podido penetrar 
en ciertas áreas resistentes a su intención transformadora, las que, incluso, han llegado a torcer su 
fuerza adaptando las regulaciones e instrumentos cuya intención directa o indirecta es la preservación, 
para incluso seguir generando rentas, descalzando el objetivo real de las soluciones ambientales 
imaginadas. Algunas enunciaciones efectuadas en los propios Principios Ambientales que se enuncian 
en la Declaración de Principios de Río de Janeiro 1992, dan cuenta que la resistencia que los sectores 
económicos afectados por las consecuencias que la implementación de normas ambientales implicaban, 
lograron desarrollar, consiguiendo incorporar elusiones en el propio texto de un instrumento 
internacional con rango de  cuasi Tratado internacional158.  
Esto impone la necesidad de plantear que ningún análisis realista de la complejidad del tema 
ambiental puede desconocer, no sólo lo que se menciona en relación a los temas económicos descriptos 
ut supra, sino que, adicionalmente a ello, los mismos se insertan dentro de un macro sistema de 
producción, de intercambios comerciales, financieros, de comunicación y transferencia de 
conocimientos dado a escala mundial y con un sistema de organización particular político e 
institucional, al que se llama “globalización”159, cuyas reglas se basan en los institutos creados en la 
postguerra y especialmente en la eliminación de los obstáculos legales y técnicos al comercio 
(arancelarios y para arancelarios) a fin de la generación de riqueza y crecimiento e conómico. Este 
                                                 
158 La propia definición del Principio 15 que consagra el Principio Precautorio, supedita su aplicación “en función de 
sus costos”. La llamativa incorporación de aspectos y definiciones económicas dentro del principio base y baluarte 
en la preservación, da cuenta del éxito de la resistencia que los sectores potencialmente dañados efectivamente 
ejercieron, ya que esta incorporación podría incluso tornar inoperativa la manda preceptiva de preservación. Lo 
mismo cabe decir del Principio 16 en el cual se incorpora como elemento condicionante de aplicación del mismo, la 
no interferencia con el comercio internacional.  
 
159 Para más detalles acerca del proceso de su origen ver Fayt Carlos S., Génesis de la Sociedad Posesiva de Mercado, 
ob. cit.  y en relación a una visión particular de la globalización y la problemática ambiental ver Roberto P. 
Guimarães, Tierra de sombras: desafíos de la sustentabilidad y del desarrollo territorial y local ante la globalización, 
versión electrónica disponible en www.ambiente.gov.ar/infotecasa/descargas/guimaraes01.pdf,, enlace verificado el 
10 octubre 2010. 
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esquema presupone un sistema de libre comercio, es decir, un comercio sin obstáculos arancelarios, 
para -arancelarios, impuestos o subsidios que distorsionen las ventajas comparativas de los Estados y 
de los particulares para comerciar, definitivamente consolidado jurídicamente en los acuerdos del 
General Agreement of Tax and Trade (GATT) u Organización Mundial de comercio (OMC), que todos los 
Estados en mayor o menor medida han suscripto, bajo la idea de que el comercio en estas condiciones 
genera riqueza económica, en especial para los mas aventajados financiera y tecnológicamente . En 
tanto el ritmo de avidez por la riqueza160 crece, crece la producción de bienes y servicios, los que poseen 
como necesaria base el uso de los recursos naturales, su trasformación en elementos industrializados y 
su posterior venta en el mercado. La lógica del proceso se basa en la compra venta de mercancías 
primarias,  su transformación en manufacturas y su re-su venta como productos industriales con valor 
agregado, lo que permite la generación de ganancias económicas. La existencia de mercado para ello es 
esencial. La falta de obstáculos impositivos y técnicos al proceso del comercio (es decir de las 
compraventa de mercaderías básicas, el traspaso de capitales financieros, la utilización de mano de 
obra mas conveniente, y la reventa de los productos terminados), garantiza la agilización, rapidez del 
proceso de esa generación de rentas. Ello genera una lógica presión en varios aspectos, pero en especial 
sobre los recursos naturales y el medio, el que no puede indefinidamente suministrar la cantidad de 
insumos o servicios ambientales (como en el caso de los sumideros de oxigeno) necesarios para estar a 
la par de la depredatorias demanda de ellos, atento a que no alcanzan a purificarse o a regenerarse a 
tiempo y terminan por encontrarse en situaciones cercanas a la extinción, eutrofización161 o 
                                                 
160 El Ministro Fayt sintetiza claramente que el súmmum bonum de la ética del capitalismo consiste en la 
adquisición constante de dinero, siendo su ganancia u obtención un fin en si mismo, en lugar de un medio, 
convirtiéndose en un fin objetivo del hombre, la que resultó triunfante de la mano de las reformas calvinistas por 
sobre la ética medieval cristiana que había condenado la avaricia y el cobro de intereses por el dinero. El capitalismo 
industrial y comercial del siglo XIX se transformó notablemente con los bancos de inversión que constituyeron una 
etapa nueva del capitalismo que puede denominarse “capitalismo financiero” , lo que terminó de potenciarse con la 
revolución de las comunicaciones y la cibernética en cuanto a la instantaneidad de las comunicaciones lo que dio un 
cariz internacional acentuado al mismo y permitió operar a empresas de manera transnacional o multinacional de 
manera instantánea en función de sus intereses, quienes eligieron las ventajas econ ómicas, monetarias y legales 
(como los paraísos fiscales) que más les convinieron, creándose así entidades con un poder y un capital superior al 
de los Estados. En este sistema internacional de libre comercio, operan alrededor de 300 empresas tan poderosas 
como los propios Estados, quienes, mediante la inyección o quita de los enormes capitales que manejan, han logrado 
desestabilizar las economías de casi todos los países, los que perdieron en algún momento el control sobre el tipo de 
cambio o sobe su masa monetaria. Esto es logrado gracias a la revolución informática, y la instantaneidad de las 
comunicaciones, lo que hace de los países simples eslabones de producción. El proceso de fabricación transnacional 
constituyó la faz inicial de la globalización, la que convirtió “en anárquica  a la hegemonía del capitalismo agresivo de 
corto plazo, cuya movilidad proporcionó enormes beneficios en tanto debilitó a las Naciones, destruyó los nexos de 
solidaridad y cohesión social y arrancó de cuajo los valores y las pautas de comportamiento orientado a garantizar la 
dignidad humana. Esto explica el surgimiento de un nuevo orden que margina al neo liberalismo y procura construir un 
Estado activo de bienestar con novísimas funciones basadas en al actividad social de las organizaciones intermedias, 
la plena participación política de los ciudadanos en el proceso político gubernamental, un nuevo contrato social y 
grados de auténtica democratización en las áreas de la organización económica”  Fayt C.S., Génesis de la Sociedad 
Posesiva de Mercado, ob. cit.  págs. 233 y 234. 
 
161 El concepto eutrofización denota en biología el enriquecimiento en nutrientes más o menos masivo de tipo 
inorgánico en un ecosistema acuático. El término “eutrofia” significa “bien nutrido”, el  término bi ológico opuesto es 
“oligotrofia”, el cual significa “pobre en nutrientes”. “Eutrofo” se llama a un ecosistema caracterizado por una 
abundancia anormalmente alta de nutrientes. El desarrollo de la biomasa (es decir, de materia total seres vivos en 
un lugar) generalmente se encuentra limitado por la escasez nitrógeno y fósforo, que los productores primarios 
precisan para su desarrollo, por ello se los denomina “factores limitantes”.  La  contaminación de las aguas, puede 
aportar cantidades altas de esos nutrientes, lo que genera como resultado un aumento de la producción primaria (es 
decir, de la fotosíntesis) lo que impacta seriamente sobre la composición, estructura y dinámica del ecosistema 
generando un empobrecimiento de la bio-diversidad. Producto de la abundancia de nutrientes, comienzan a 
proliferar algas unicelulares que no permiten que la luz solar penetre hasta el fondo del ecosistema. Como 
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contaminación. A ello se adiciona el problema de la mal dispos ición de los residuos generados a 
posteriori y el cambio térmico del medio en todo ese proceso. Por ello, si bien la lógica primaria del uso 
de los recursos de manera depredatoria se da en cada uno de los Estados del mundo, el proceso de 
globalización y rapidez por él impuesto, acentúa el problema. Ello da cuenta de la importancia de 
generar límites ambientales no sólo en los Estados sino en el propio sistema de comercio mundial que, 
no sólo depreda los recursos, sino que es incluso contraproducente para algunos Estados, los que han 
quedado situados a abismales distancias de sus conveniencias económicas, sociales, políticas y 
ecológicas162, concediendo exenciones impositivas y arancelarias a los productos y a la inversión, en 
detrimento de su propia desmantelación, de la debacle de sus sistemas sociales de seguridad social y de 
salud y de empleo, todo ello bajo el aval del Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y del 
mismo sistema del GATT (actualmente OMC) creado bajo la propia protección de las Naciones Unidas, 
todas ellas instituciones creadas según las conveniencias económicas de las fuerzas aliadas al terminar 
la Segunda Guerra Mundial.  
La tendencia a la parametrización y estandarización económica en lo ambiental mediante el dinero 
mencionada ut supra, es también producto de las unidades de medida creadas para agi lizar los 
procesos de transferencia del sistema de propiedad privada en primer lugar, requeridas para la 
evolución y concretización de la vorágine imprimida por el proceso de globalización en el comercio 
mundial de los últimos años. El riesgo de la parametrización, es poner a ella por encima de los valores y 
                                                                                                                                                             
consecuencia de esto, en el fondo se hace imposible la concreción del proceso de fotosíntesis, que el lo que  produce 
el oxígeno libre, lo que aumenta la actividad metabólica consumidora de oxígeno  de los descomponedores,  De esta 
manera en el fondo del ecosistema acuático se agota pronto el oxígeno y el ambiente se vuelve pronto anóxico y hace 
inviable la vida de las especies que lo habitaban previamente. 
 
162 En este sentido Ver Nuñez Santiago Beatriz, y otros, Agroalimentos y globalización, ob. cit.  y Guimaraes, ob.cit, 
quien entre otros recalca que producto de los sistemas de comercio internacional impuestos conocido como 
globalización, la economía de America Latina, a excepción de Brasil y México, ha re-primarizado, es decir, suministra 
recursos primarios no industrializados, y que en términos de brecha de equidad y desigualdad,  la diferencia entre 
ricos y pobres evolucionó de  30 veces en 1960 a 63 veces en 1990, y a 79 veces en 1999,  lo que comprueba que el 
crecimiento económico no es condición suficiente para la solución de los problemas de igualdad e injusticia social. A 
su vez recalca que si en 1990, los ingresos de 358 personas equivalían a los ingresos de 45 por ciento de la 
población mundial, en 1998 ese grupo de privilegiados se había reducido a tan sólo 283 individuos. Los 3 más ricos 
del planeta poseen una riqueza equivalente al PIB de los 43 países más pobres del planeta y  que las 51 economías 
más grandes del mismo son corporaciones, siendo las 300 más grandes más ricas en activos que el PBI de todos los 
países del mundo en desarrollo. Cita como ejemplo a General Motors cuyos activos equivalen a la economía de 
Dinamarca, IBM a la de Singapur, y Sony a la de Pakistán. Las 200 transnacionales más grandes, pese a que 
emplean tan sólo el 0.78 por ciento de la mano de obra mundial, responden por el 27 por ciento del producto 
mundial.  
Otro indicador de esta situación se evidencia en la evolución creciente de las deudas públicas de todos los Estados, 
en especial de los Estados en desarrollo. En el caso argentino, entre los años 1976 a 2000 la deuda pública externa 
creció de 9.700 a 147.000 millones de dólares, (es decir un aumento de 11 veces). Ese aumento fue de la mano del 
aumento de la pobreza. 
Para más detalle ver el informe de Societé General “Worst-Case debt scenario. Protecting yourself against economic 
collapse” en cuanto a la evolución del endeudamiento mundial medido en función del porcentaje de las deudas con 
los respectivos PBI. Dicho informe estima que la evolucionde las deudas públicas mundiales serán insostenibles en 
2011, ya que la proyección del crecimiento de la deuda mundial desde 2001 al 2011 experimentará un crecimiento 
del 250% y la media de la deuda respecto al PIB en los países desarrollados pasará del 72% al 150%, y los países 
emergentes rondarán (45% Deuda/PIB) de media. 
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luego intentar establecer relaciones de causalidad entre los distintos parámetros, ya que esto, incluso, 
pueden estar muy lejos de reflejar la realidad163 o ser éticos.164  
En rigor de verdad, los aspectos económicos se encuentran entremezclados en las normas 
ambientales, producto de que éstas tienen como fin encauzar las actividades económicas para evitar 
que estas depreden los recursos y esto implica un límite al lucro y a la ganancia económica. Por ello, la 
regulación ambiental se encuentra acosada por la persecución de los economistas y la a veces 
distorsiva consecuencia que puede poseer la presión de grupos de interés . La complejización que en 
todos los aspectos trajo como consecuencia el sistema de comercio mundial y los modos de los 
intercambios movilizados por el ánimo de lucro como único motor del esquema central de fines del siglo 
XX y XXI, a través del cual el mundo efectúa sus intercambios , ha invadido esferas inimaginables, 
llegando a la acaparación en propiedad del mismo germoplasma de los recursos genéticos. El hombre se 
ha adueñado de la propiedad intelectual de aquello que no ha creado, de la propia naturaleza. Su 
código, su estructura, su esencia se ha tornado patentable bajo la alegación de l a defensa, protección y 
preservación de la diversidad biológica. La lógica compulsiva del lucro ha invadido todas las esferas, sin 
reparar que los sistemas a lo Ponzi165 se darán indefectiblemente con el patrimonio natural si el 
desarrollo no es efectivamente sostenible y que las consecuencias del derrumbe del mismo se medirán 
en extinción de la vida. Las palabras de Eduardo Pigretti son sintéticamente explicativas: “En defensa 
propia, el capitalismo debería defender la naturaleza, como el objetivo propio de la supervivencia”166.  
Por ello, la reformulación del rol del Estado es fundamental. El mismo debe estructurar el impulso 
necesario a la innovación y perfeccionamiento de las actividades productivas dentro de cánones que 
                                                 
163 Guimaraes para relativizar la seriedad de los planteos económicos analíticos y de la fijación de standards 
monetarios a las cosas,  cita a Einstein, cuando concluye que “[las leyes de naturaleza matemática] en la medida en 
que se refieran a la realidad, están lejos de constituir algo correcto; y, en la medida en que constituyan algo cierto, no 
se refieren a la realidad”.  De este modo identifica la insuficiencia de los parámetros económicos para captar la 
complejidad de los fenómenos sociales y de desarrollo territorial y ambiental. Cita que una investigación multi -
disciplinaria  de investigadores norteamericanos en el año 1997, estimó  la contribución económica de 17 categorías 
de servicios ambientales prestados por distintos ecosistemas (polinización, control de erosiones, ciclo de nutrientes, 
etc.) distribuidos en 16 biomas (bosques, corales, manglares, etc.), el cual dio como resultado que el valor económico 
promedio de los servicios prestados por la totalidad de la biosfera ascendería a los 33 mil billones de dólares en 
1997, (siendo que el  PBI mundial había alcanzado en ese año 18 mil billones).  
Asimismo, a iguales fines, cita a Amartya Sen: “Se asigna un ordenamiento de preferencias a una persona, y cuando 
es necesario se supone que este ordenamiento refleja sus intereses, representa su bienestar, resume su idea de lo  que 
debiera hacerse y describe sus elecciones... En efecto, el hombre puramente económico es casi un retrasado mental 
desde el punto de vista social. La teoría económica se ha ocupado mucho de ese tonto racional arrellenado en la 
comodidad de su ordenamiento único de preferencias para todos los propósitos.” Guimaraes, Tierra de sombras: 
desafíos de la sustentabilidad y del desarrollo territorial y local ante la globalización , ob. cit.   
 
164 Para una postura en este tema ver Leff Enrique, Globalización, Racionalidad Ambiental y Desarrollo Sustentable, 
disponible en www.ambiente.gov.ar, enlace verifiado en 13 de octubre de 2010. 
165Se denomina esquema Ponzi a una operación fraudulenta de inversión, la cual se concreta mediante el pago de 
grandes rendimientos sobre la base del dinero aportado por nuevos inversores sin que el dinero en cuestión sea 
efectivamente invertido en algo rentable. El esquema funciona en el corto plazo dependiendo de la cantidad de 
nuevos inversores que ingresen al sistema, con cuyo capital se pagan las teóricas rentas comprometidas a los 
demás, hasta tanto el esquema colapse como consecuencia de la terminación del dinero, la mayoría del cual ha sido 
hurtado por el operador del sistema. El nombre de este esquema procede del estafador italiano Carlo Ponzi por una 
estafa que realizó en los años 20 en EEUU. 
166 Pigretti, E. y otros, Derecho Ambiental de Aguas, Lajouane, Buenos Aires, 2008. El Dr. Pigretti aboga por una 
“contraglobalización” la que persigue privilegiar el humanismo y corregir el abuso del poder y la injsticia social y la 
falta de adecuación del hombre. 
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respeten el medio ambiente, la bio diversidad y la satisfacción de las necesidades básicas tanto 
ambientales como sociales de sus ciudadanos para evitar un colapso auto inflingido, todo ello con una 
perspectiva global, ya que los problemas surgidos del cambio climático, de la capa de ozono, de la 
contaminación del agua y aire, son problemas globales que afectan a todo el planetapero impactará mas 
a los mas pobres. Por ello, si bien todas las decisiones deben tener en mente que el impacto de los 
errores ambientales de algunos hombres, repercuten en todos los hombres y que, los términos de la 
inserción internacional en el comercio deben ser primeramente convenientes a las necesidad sociales, 
culturales y ambientales locales de los Estados que suscriban estos acuerdos. El Estado no puede 
quedarse al margen del mercado. Incluso así lo entiende EEUU, en donde 3 de cada 4 ciudadanos es 
abastecido por empresas estatales de servicios de agua, el Estado es el propietario de casi el 100% del 
sistema de cloacas, y de los aproximadamente 3.000 sistemas eléctricos de generación y distribución de 
energía eléctrica 2.000 son de propiedad estatal o de cooperativas de consumidores.167 La economía de 
mercado, es una excelente generadora de bienestar y riqueza, pero es asimismo generadora de 
pronunciadas asimetrías sociales y ambientales. Y esta es la razón por la cual el Estado no puede 
renunciar a su responsabilidad debiendo superar la antinomia estatismo vs. librecambismo o vs. anti-
estatismo. El Estado moderno debe adoptar una posición superadora, que conjugue su rol “regulador”, 
“facilitador”, “asociativista y estratega”168 que garantice a sus ciudadanos el goce a los derechos 
humanos esenciales (obtenidos en términos generales mediante el suministro y regulación de servicios 
públicos) y de alocación de las fuerzas internas y externas para que el crecimiento económico se efectúe 
sobre bases que no permitan exclusión social, permitir el desarrollo tanto material como espiritual de 
las personas, satisfacer las necesidades culturales y estéticas y, en ese interín no depredar del medio 
del que toda la humanidad precisa.  Ello es todo un desafío y de esto se trata el desarrollo sostenible. 
Esto último es la razón por la cual los cuadros estatales tanto de la administración, del legislativo y de 
Poder Judicial deben estar especialmente capacitados y los mecanismos institucionales debidamente 
formulados.   
El siglo XX y el XXI demuestran las profundas transformaciones culturales, económicas, sociales y 
políticas y, en especial, un cambio en el comportamiento de los ciudadanos  en la sociedad quienes 
pujaron y siguen pujando para tener un rol protagonista en las decisiones que los competen y de las 
necesidades que buscan satisfacer. La globalización adicionó nuevas problemáticas. Como bien 
menciona el Ministro Fayt, e lla “escapó del marco que le era propio y provocó el estallido de las formas 
políticas del Estado Nacional, de la soberanía, como suprema dimensión del poder estatal, de los 
partidos políticos como canales de expresión de la voluntad general  e instrumentos de reducción y 
presentación, de la división tripartita de funciones y competencias, con la finalidad de asegurar el 
gobierno de la Ley mediante un sistema de equilibrio, frenos y contrapesos, y del Estado como garante 
de la seguridad social y la vigencia de los derechos sociales”169. Por ello, el gobierno (entendiendo por 
gobierno tanto el Poder Judicial como el Ejecutivo como el Legislativo) y la sociedad, deben estructurar 
                                                 
167 Ver Guimaraes ob. cit.  
 
168 Estos cuatro términos son utilizados por Guimaraes todo a lo largo del trabajo mencionado. 
 
169 Fayt C.S. Génesis de la Sociedad Posesiva de Mercado, ob. cit. , pág. 238. 
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un sistema que garantice un proceso transparente, no corrupto, informativo, eficaz  y participativo para 
el debate y la toma de decisiones para alcanzar el desarrollo sostenible, superando las resistencias del 
conservadurismo dinámico170 de los grupos sociales que haciéndose teóricamente eco de las necesidades 
de cambio, adaptan los discursos y las regulaciones manteniendo en lo esencial la tendencia inercial del 
sistema económico o social para resistir los cambios. A su vez, se  deberá poder ponderar las diversas 
visiones que sobre la sostenibilidad de poseen171 y construir un proceso endógeno de desarrollo en el 
que se articulen sinérgicamente las personas, los recursos, las instituciones para que la vida de todos 
                                                 
170 Enrique Leff, en Globalización, Racionalidad Ambiental y Desarrollo Sustentable, plantea que la globalización es, 
en realidad, una estrategia de apropiación de los recursos naturales del tercer mundo y que sus organizadores han 
acaparado en el discuso de la sustentabilidad una nueva manera de pervertir al ambiente,  en donde los procesos 
ecológicos son reconvertidos en capital natural, humano y cultural, para ser asimilados al proceso de reproducción y 
expansión de la economía, desencadenando asi  la inercia del crecimiento, negando la existrencia de límites reales 
fisicos  del crecimiento, iniciando una carrera desenfrenada hacia la muerte entrópica, en tanto el proyecto se aparta 
de las leyes de la conservacion y reproducción social eludiendo todo metodo de control (políticas neoliberales que 
prometen internalizar los valores de la naturaleza, para internalizar las externalidades ambientales y disolver las 
desigualdades sociales), en una estrategia de simulación y perversión del discurso de la sustentabilidad, 
convirtiendo así el desarrollo sostenible en un señuelo que burla la percepción de las cosas y el actuar en el mundo. 
El autor propone una “racionalidad ambiental”, es decir una política de  conservación social de los recursos y el 
empleo campesino autogestionado con grandes posibilidades de participación social basada en la auto satisfacción 
de las necesidades locales primero, en post de la mantencion de la biodiversidad y de superacion de l a pobreza rural. 
En este análisis a cuya lectura se remite, asi como a “La capitalizacion de la naturaleza y las estrategias fatales 
del crecimiento insostenible” también disponible en www.ambiente.gov.ar, Leff expresa que el capitalismo 
globalizado, mediante el uso del concepto de la sustentabillidad, ha evolucionado de fase en la apropiación de los 
recursos, la que primero fuera una faz violenta y de colonización, a una faz discursiva en su estrategia de 
apropiación de los recursos naturales del Tercer Mundo, mediante la privatizacion de los recuross naturales y la 
creación de sistemas de propiedad en todo aquello que pueda ser transable. Dirá: “El capital, en su fase ecológica 
está pasando de las formas tradicionales de apropiación primitiva, salvaje y violenta de los recursos de las 
comunidades, de los mecanismos económicos del intercambio desigual entre materias primas de los países 
subdesarrollados y los productos tecnológicos del primer mundo, a una estrategia discursiva que legitima la 
apropiación de los recursos naturales que no son directamente internalizados por el sistema económico. A través de 
esta operación simbólica, se redefine a la biodiversidad como patrimonio común de la humanidad y se recodifica a las 
comunidades del Tercer Mundo como parte del capital humano del planeta”.  
En la base ideológica de este autor se encuentra la convicción de una clara contradicción entre ambiente y 
desarrollo, ya que el crecimiento económico sostenido niega esencialemente las condiciones ecologicas y las 
termodinámicas que establecen  límites relaes a la apropiación y transformación capitalista de la naturaleza, 
desembocando un delirio e inercia de incontrolable crecimiento que niega la exitencia de  límites, descansado enla 
teorica redención futura que hara en nuestro bien, la tecnología. 
Este investigador considera que el capitalismo, como sistema es insustentable, porque posee una racionalidad 
económica que tiene el inescapable impulso hacia el crecimiento,  y es incapaz de detener la degradación entrópica 
que genera, y por ello, desarrolla una estrategia de simulación perversa en el discurso de  la sustentabilidad, 
proclamando un crecimiento de tipo económico como si fuese  sostenible cuando está sustentado en los mecanismos 
del libre mercado como teórico  medio eficaz para asegurar el equilibrio ambiental y ecológico, cuando en realidad, el 
propio movimiento inercial de la economía neoliberal de mercado, tiende naturalmente a un estallido que le está 
predestinado.  
Para mayor detalle de esta postura ver también Leff Enrique, Tiempo de sustentabilidad, disponible en 
www.ambiente.gov.ar, enlace verificado el 20 de diciembre de 2010. 
 
171 Guimaraes ejemplifica esto mediante la visión de una empresario maderero que considera que el manejo 
sustentable del bosque amazónico se relaciona con la sustitución de la cobertura vegetal natural por especies 
homogéneas (lo cual en realidad general debilitaminto de bio diversidad y es ambientalmente riesgoso en términos de 
delicadezca del medio, el de una entidad preservacionista que  prohibir cualquier tipo de exploración económica y 
hasta de presencia humana en extensas áreas de bosque primario para garantizar la “sustentabilidad” de la 
biodiversidad natural, la de un dirigente sindical en favor de actividades de extracción vegetal de la Amazonía como 
un medio para garantizar la “sustentabilidad” socioeconómica de su comunidad (por ejemplo, las llamadas “reservas 
extractivistas”) o la de un indigenista, quien defenderá la Amazonía para la “sustentabilidad” cultural de las  
prácticas, los valores y los rituales que otorgan sentido e identidad a las etnias indígenas. Dirá: “En resúmen, el 
empresario puede fundamentar sus posiciones en favor del desarrollo sustentable de la Amazonia en imágenes del 
bosque como una despensa, el preservaciónista como un laboratorio, el sindicalista como un supermercado y el 
indigenista como un museo.”  
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los seres humanos primero en el Estado y luego en el planeta sea biológica y físicamente viable,  
espiritual y éticamente digna. 
Los marcos político institucionales en donde los poderes de gobierno, las comunidades, las 
corporaciones, ONGs de todo tipo y demás intereses privados y públicos cooperen en este objetivo, 
deben ser diseñados172.  Esta tesis tratará de aportar algunas ideas poniendo sobre las espaldas de las 
C.S.J.N. una nueva gran responsabilidad institucional.   
 
6.3 Recursos naturales de interés constitucional argentino. Antecedentes históricos. 
Primeros instrumentos de regulación en materia de recursos naturales y el estado actual de la 
cuestión ambiental.   
 
La cosmovisión medioambiental y la necesidad de implementación de un marco teórico legal a fin 
de su preservación, es el fruto de toda esta evolución científico técnica y legal que maduró, en las 
postrimerías del siglo XX en parte a través de las diversas posturas analizadas. Previo a ello, las 
regulaciones en el área se circunscribían a regular el uso de los recursos naturales y su explotación en 
miras a la obtención del progreso material y al crecimiento económico de los Estados , así como en la 
regulación de las prácticas agrarias. En esa ideología, la Constitución Nacional de 1853 consolidó un 
sistema de dominio y usos de algunos tipos de recursos naturales. Ellos fueron, los recursos hídricos 
(para el uso portuario y de navegación) y los recursos mineros (regulados por el Código de Minería, al 
que a la postre se integrarán los recursos hidrocarburíferos). El Congreso Nacional, mediante la sanción 
del Código Civil, reguló las inmisiones molestas, las cuales se constituirían como las  primeras normas 
pseudo-medioambientales que nuestro sistema jurídico dictara a fin de evitar lo que en la actualidad se 
incluye dentro del concepto de contaminación.  
Dentro de los límites iniciales de la disciplina del derecho ambiental enmarcada dentro de la 
Constitución de esta forma, y en general dentro del marco del derecho civil –de tipo reparatorio en 
general en materia de daños-, la Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció los primeros 
parámetros precursores en materia recomposición y reparación de daños ambientales, constituyéndose 
de esta manera -en tanto órgano del poder público federal dedicado a la defensa de la Constitución 
Nacional y de los objetivos que de ella se desprenden-, una guía tanto interpretativa, como orientadora 
y ordenadora de los diversos sistemas jurídicos que, en materia de regulación de los recursos naturales, 
de ella surgían.  
El análisis se ordenará en función de los tipos de recursos involucrados, para mayor 
sistematización y entendimiento de la importancia de la función ejercida, a saber: 
6.3.1 Recursos hídricos.  
                                                 
172 Guimaraes señala pautas importantes para la implementacion de sos espacios de decisión de políticas públicas, 
como la aceptación democrática y social  multisectorial de las comunidades locales para el desarrollo de proyectos, lo 
que deben contar con aceptación local y poseer participación en la planificación de su proyecto y construcción  como 
claves para que las mismas tengan éxito en el terreno al que seran aplicadas.  
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Diversos artículos constitucionales otorgan pautas interpretativas en materia de recursos hídricos.  
En materia de recursos hídricos se establece que:  
 “La navegación de los ríos interiores de la Nación es libre para todas las banderas, en cuanto 
no contraríe las exigencias de la defensa, la seguridad común o el bien general del Estado y con 
sujeción a los reglamentos que dicte la autoridad Nacional ”   (artículo 26); 
 Es atribución del Congreso: “Reglamentar la navegación de los ríos, habilitar los puertos que 
considere convenientes, y crear y suprimir aduanas” (artículo 75, inciso 10); 
El dominio público fluvial quedó así constitucionalmente otorgado al Estado Nacional, 
restringiéndose a las Provincias en materia de regulación naviera, portuaria y aduanera. Los demás 
usos y aprovechamientos hídricos se instituyeron privativos de las Provincias, a excepción de la 
existencia de algún interés supra provincial, es decir nacional, relacionado con exigencias de la defe nsa, 
la seguridad común o el bien general del Estado. Así lo ha entendido el Máximo Tribunal en fallos que  
se estudiarán seguidamente. 
Los constituyentes no incluyeron en la Constitución Nacional los bienes que consideraban públicos 
de las Provincias. Esta omisión fue subsanada por el Dr. Vélez Sarfield al dictar el Código Civil, quien 
estableció la enunciación general de los bienes públicos en el art. 2340173. Sobre esta base legal, 
algunas Provincias incorporaron a los recursos hídricos y sus usos a sus Constituciones. 
En cuanto al uso y goce de estos recursos el art. 2.341 del Código Civil estableció que “las personas 
particulares tienen el uso y goce de los bienes públicos del Estado o de los Estados, pero estarán sujetas  
a las disposiciones de este código y a las ordenanzas generales o locales.”  
De este modo, el aprovechamiento del recurso hídrico, quedó atribuido a las Provincias. La Corte 
Suprema de Justicia de la Nación ha sido conteste en defender esta interpretación. Ello, sin perjuicio de 
determinar que, ciertos tipos de uso consagrados como de utilidad nacional,174 pueden ser tomados por 
                                                 
173  C. Civil. art. 2.339. Las cosas son bienes públicos del Estado general que forma la Nación, o de los Estados 
particulares de que ella se compone, según la distribución de los poderes hecha por la Constitución Nacional; o son 
bienes privados del Estado general o de los Estados particulares. 
Art. 2.340. Quedan comprendidos entre los bienes públicos:1° Los mares territoriales hasta la distancia que 
determine la legislación especial, independientemente del poder jurisdiccional sobre la zona contigua; 2° Los mares 
interiores, bahías, ensenadas, puertos y ancladeros; 3° Los ríos, sus cauces, las demás aguas que corren por cauces 
naturales y toda otra agua que tenga o adquiera la aptitud de satisfacer usos de interés general, comprendiéndose las 
aguas subterráneas, sin perjuicio del ejercicio regular del derecho del propietario del fundo de extraer las aguas 
subterráneas en la medida de su interés y con sujeción a la reglamentación;  4° Las playas del mar y las riberas 
internas de los ríos, entendiéndose por tales la extensión de tierra que las aguas bañan o desocupan durante las altas 
mareas normales o las crecidas medias ordinarias; 5° Los lagos navegables y sus lechos;  6° Las islas formadas o que 
se formen en el mar territorial o en toda clase de río, o en los lagos navegables, cuando ellas no pertenezcan a 
particulares; 7° Las calles, plazas, caminos, canales, puentes y cualquier otra obra pública construida para utilidad o 
comodidad común;  8° Los documentos oficiales de los poderes del Estado;  9° Las ruinas y yacimientos arqueológicos 
y paleontológicos de interés científico. (Artículo sustituido por art. 1° de la Ley 17.711 (B.O. 26/4/1968). Vigencia: a 
partir del 1° de julio de 1968.) Art. 2.349. El uso y goce de los lagos que no son navegables, pertenece a los 
propietarios ribereños. Art. 2.350. Las vertientes que nacen y mueren dentro de una misma heredad, pertenecen, en 
propiedad, uso y goce, al dueño de la heredad. 
 
174 Lo que implica una incidencia determinante para el desarrollo del país (como por ejemplo en el caso de la energía 
generada  por las caídas de agua de los ríos, las mareas, en tanto fuentes productoras de energía). 
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el Estado Nacional a los fines de su regulación. Ello sucedió ante diversos planteos  efectuados en 
materia hidroeléctrica. Se estudiarán más abajo las directivas de  la C.S.J.N. sobre el particular. 
Asimismo el Código Civil, desarrolló la regulación de las aguas privadas, aguas pluviales, y algunas 
normas de carácter civil ante el uso por parte de particulares de los recursos hídricos .175 Todo a lo largo 
de este cuerpo, se avizora que el uso de este recurso, si bien en principio del dominio público de los 
Estados Provinciales y de uso común por los particulares, está supeditado a fines superiores de interés 
Nacional y constitucional, entre ellos y primigeniamente, la navegación. 
Así, el art 2.639 del cuerpo legal estableció que los propietarios limítrofes con los ríos o con canales 
que sirven a la comunicación por agua, están obligados a dejar una calle o camino público de treinta y 
cinco metros hasta la orilla del río, o del canal, sin ninguna indemnización. Los propietarios ribereños 
no pueden hacer en ese espacio ninguna construcción, ni reparar las antiguas que existen, ni deteri orar 
el terreno en manera alguna. Este artículo define el denominado camino de sirga, instituto que también 
diera origen a diversos fallos del Tribunal Supremo en diversos matices a él relacionado. A su vez, el 
art. 2.641 definió la prohibición de uso de las aguas de los ríos navegables que de cualquier modo 
estorbe o perjudique la navegación o el libre paso de cualquier objeto de transporte fluvial. 
El art. 2.644 reguló la situación de alteración de los cursos de agua en caso en que tales 
alteraciones fueren motivadas por caso fortuito, o fuerza mayor, determinando que correspondían al 
Estado o Provincia los gastos necesarios para volver las aguas a su estado anterior. Estableció a su vez 
que, si fuesen motivadas por culpa de alguno de los ribereños, que hiciese obra perjudicial, o 
destruyese las obras defensivas, los gastos serían pagados por él, a más de la indemnización del daño. 
Mientras este sistema estuvo vigente, los diversos usos del recurso fueron regulados de maneras 
diversas por los distintos Estados Provinciales y Estados Municipales del país sin solución de unicidad, 
lo que trajo aparejado, desde la óptica ambiental, diversos inconvenientes , los cuales se centraban en la 
disparidad de estándares ambientales, de mecanismos de control y de sanción, lo que tornó a las 
políticas en materia de preservación ineficaces en la mayoría de las situaciones. Si bien algunas 
Provincias desarrollaron legislaciones en materia hídrica con un standard de exigencia ambiental muy 
elevado e innovativo para la época, (tal es el caso de la Provincia de Mendoza), en otras la creación e 
implementación de políticas hídricas fue muy poco prolífica y eficaz.  
En el área del derecho constitucional, la reglamentación de este recuso estuvo enfocada casi 
estrictamente en el uso del mismo como elemento del progreso del comercio pluvial y en el régimen 
portuario y aduanero. Esta situación cambiaría con la reforma constitucional de 1994 y la 
incorporación del artículo 41, de donde surgió palmariamente el interés constitucional explícito en los 
recursos naturales y su preservación como objetivos  constitucionales. De este modo la regulación 
constitucional del mismo viró hacia la noción de preservación y manejo ambientalmente s ostenible, 
imponiendo a las autoridades y los particulares, la obligación de uso racional y su preservación. Como 
                                                 
175  Ver arts. 2.632 al 2653.  
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resultado del sistema de atribución de competencias legislativas emergentes del artículo mencionado, el 
Congreso Nacional dictó la Ley de Presupuestos Mínimos de Gestión Ambiental de Aguas Nro. 25.688, 
la cual modificó en parte el primigenio sistema de regulación hídrico, estableciendo a las cuencas 
hídricas (en tanto unidades ambientales de gestión del recurso) como unidades indivisibles. De este 
modo creó para las cuencas interjurisdiccionales, los comités de cuencas hídricas con la misión de 
asesorar a la autoridad competente en materia de recursos hídricos y colaborar en la gestión 
ambientalmente sostenible de las cuencas hídricas. Estableció  asimismo la potestad de cada comité de 
cuenca hídrica en emplear categorías menores o mayores, agrupando o subdividiendo las mismas en 
unidades ambientalmente coherentes a efectos de una mejor distribución geográfica de los organismos 
y de sus responsabilidades respectivas.   
Por su lado, el artículo 7° fijó como obligación de la autoridad nacional de aplicación: 
 Determinar los límites máximos de contaminación aceptables para las aguas de acuerdo a los 
distintos usos; 
  Definir las directrices para la recarga y protección de los acuíferos; 
 Fijar los parámetros y estándares ambientales de calidad de las aguas; 
 Elaborar y actualizar el plan nacional para la preservación, aprovechamiento y uso racional de 
las aguas, que deberá, como sus actualizaciones ser aprobado por Ley del Congreso de la Nación. 
La Ley asimismo estableció que dicho plan contendría como mínimo las medidas neces arias para la 
coordinación de las acciones de las diferentes cuencas hídricas y  previó la potestad de la autoridad 
nacional de declarar zona crítica de protección especial a determinadas cuencas acuíferas, áreas o 
masas de agua por sus características naturales o de interés ambiental, a pedido de la autoridad 
jurisdiccional competente. 
Como puede analizarse, el cambio en materia legislativa y de gestión producto de la reforma 
constitucional es rotundo. La nueva óptica constitucional y legal recepta los aportes de la comunidad 
científica en cuanto a la necesidad de preservar todos los recursos para garantizar la subsistencia de la 
vida humana en el corto, mediano y largo plazo como derecho humano esencial, sometiendo su uso y 
aprovechamiento a la racionalidad, es decir, a un standard que permita la preservación del recurso (en 
el caso del agua, su no contaminación, no eutrofización, y la mantención de su calidad) y que dicho uso 
sea el producto de la coordinación de los Estados intervinientes en la cuenca junto al Estado Nacional 
en un sano ejercicio de cooperación federal, guiada en sus directrices básicas por la Nación Argentina.  
En una nueva dimensión de la noción del uso del recurso hídrico, la modificación constitucional de 
1994, al incorporar las Convenciones de Derechos Humanos del art. 75 inc.19 e inc. 22 C.N., como 
parte integrante de su texto por remisión directa y resguardar el derecho a la vida y el derecho de los 
niños en los términos que de allí surge, ligó indiscutiblemente el derecho a su acceso como un derecho 
humano básico176, hecho que definitivamente debe dimensionarse a la luz del conocimiento que la 
                                                 
176 Para ampliar la relación existente entre Derechos Humanos y Derecho al Medio Ambiente Sano y derecho al 
acceso al agua, ver desarrollo del punto 6.3.6. 
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comunidad científica posee en la actualidad en relación al recurso, el cual ha mantenido la misma 
cantidad desde la creación del planeta tierra (la que se estima en 1.386 millones de kilómetros cúbicos 
en equilibrio dinámico circulando cíclicamente por millones de años en sus tres estados sólido, líquido y 
gaseoso). 
A su vez, los informes emergentes de la C.E.P.A.L., F.A.O. de la U.N.E.S.C.O., incluso del propio 
Banco Mundial, y diversos programas dentro de Naciones Unidas como el propio P.N.U.M.A., hacen que 
los efectos de la incorporación de este art. 41 en esta reforma constitucional necesariamente 
introduzcan al análisis constitucional las dimensiones sociales, políticas y estratégicas del recurso 
hidrico, el que debe a su vez entrelazarse con los objetivos de desarrollo establecido en el art 75. inc. 19 
C.N., bajo el riesgo de cercenar el análisis y generar un error en la toma de decisiones públicas. En 
especial en el caso del agua para consumo (agua dulce), debe ponderarse que el siglo XXI se perfila 
como crítico en materia de conflictos internacionales en torno a la escasez de la misma, la cual se 
estima en un 52% para el año 2025 según la población proyectada177. El análisis de algunos datos dará 
cuenta de la especial importancia en este sentido, a saber: 
 El agua en estado líquido cubre el  71% de la superficie de la Tierra. 
 El 97% de ese porcentaje agua de mar. 
 Sólo el 3% de ese porcentaje es agua dulce.  
 Algunos Estados carecen totalmente de agua dulce. Tal es el caso de Bélgica. 
 Los glaciares cubren el 10% de la superficie de la Tierra y contienen el 75% del agua dulce 
de ella. 
 El 90% de los efluentes con desechos son vertidos  sin tratamiento o con tratamiento 
deficiente a los cursos de agua. 
 Mueren 4.5 millones de personas al año en el mundo de causas directas  (consumo de agua 
contaminada) o indirectas (agua como vector de vectores de enfermedades como los 
mosquitos) de la contaminación del  agua. La falta de agua potable y su uso contaminado, 
es la responsable de la muerte de 1.5 millones de niños178 al año es decir, 1 cada 15 
segundos. 
 884 millones de personas viven sin  real acceso al agua potable.179   
 Más de 2.500 millones de personas viven sin un sistema adecuado de sane amiento.180 
                                                 
177 Pigretti (h.), Eduardo A., El acuífero guaraní como problema político y social, ob. cit.  
 
178 Según datos de la ONU, Foro Mundial del Agua- Ver  El Informe de las Naciones Unidas sobre el desarrollo de los 
recursos hídricos, en http://www.unesco.org/water/wwap/wwdr/index_es.shtml, asi como los indices y estadisticas 
en dicha Página, enlace verificado el 13 de diciembre de 2010. 
A su vez, ver Clarin, La falta de agua potable causa más  muertes que cualquier otra forma de violencia, 22 de 
marzo de 2010, disponible en Http://edant.clarin.com/diario/2010/03/22/um/m-02164876.htm, enlace verificado 
el 1 de diciembre de 2010. 
 
179 Según datos de la O.N.U. - Foro Mundial del Agua- El Informe de las Naciones Unidas sobre el desarrollo de los 
recursos hídricos en el mundo, ob. cit.  
 
180 Según datos de la O.N.U. - Foro Mundial del Agua- El Informe de las Naciones Unidas sobre el desarrollo de los 
recursos hídricos en el mundo, ob. cit.  
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 Los pobres del mundo, que viven hacinados en condiciones de higiene ínfima, pagan de 
manera desesperada doce veces mas181 por el agua de lo que paga la clase media alta en las 
sociedades  en que existe agua de red con servicios públicos adecuados a esos fines. 
 Ello hace que el acceso al agua potable y al saneamiento deba ser considerado como un 
derecho humano básico182, ya que la falta de ellos constituyen las causas principales de las 
enfermedades en las comunidades.   
 Según la F.A.O., 852 millones de personas en el mundo sufren de subnutrición crónica. Se 
estima que sólo se podrá reducir el hambre si se incrementa el rendimiento agrícola, el cual 
depende de la gestión del agua. En la actualidad el agua utilizada para cultivar es obtenida 
de la humedad del suelo aportada por las lluvias. La irrigación sólo proporciona un 10% 
por ciento de agua destinada a la agricultura. La productividad en rindes de las tierras en 
regadío es aproximadamente tres veces mayor que la de las tierras de secano.  La 
agricultura por regadío sólo es del 20% de las tierras cultivadas del mundo, pero contribuye 
con el 40% del total de la producción de alimentos. 
 En nuestra región, el Acuífero Guaraní es la reserva de agua dulce más grande del mundo. 
Posee 1200.000 Km² de superficie y abarca medio territorio de la República de Brasil, la 
Mesopotamia Argentina, parte de la República del Paraguay y la mitad del territorio de la 
República Oriental del Uruguay. Posee un rendimiento estimado por el Banco Mundial 
entre 40 a 80 Km³ al año de agua, lo necesario para abastecer a 360 millones de personas.  
 La interrelación entre el ciclo hídrico y el medio ambiente, hace que la gestión de ambos 
temas no pueda ser regulada por “compartimientos estancos de la administraciones de 
ambos sectores”183. Es necesario otorgarle al manejo de los recursos hídricos un “enfoque 
integrador y global, coherente con la política de protección ambiental promoviendo la gestión 
conjunta de la cantidad, la calidad y el uso racional y reciclado del agua. Ello se logra 
mediante la actualización y armonización de las normativas y una sólida coordinación 
intersectorial tendiente a articular la gestión hídrica con la gestión ambiental, actuando en el 
marco constitucional vigente”.184  
Según se analizara, diversos planteos actuales abogan por la literal privatización del recurso 
hídrico, y/o sus permisos de uso, como nuevo método de manejo del mismo185. Este sistema, con sus 
variantes, propone crear un “Mercado del Agua” nacional en primer término y luego internacional de 
                                                                                                                                                             
 
181 Ver Fayt C. S, Teoría de la Política en el Siglo XXI,  La Ley, Buenos Aires, 2002, pág. 346.  
 
182 En este sentido ver las resoluciones del Consejo Colaborativo de Agua Potable y Saneamiento celebrado en 
Manilla en el año 1997 y Conferencia de Naciones Unidas  sobre el Agua celebrada en Mar del Plata  en 1977, 
Declaración de Dublin sobre Agua y desarrollo sostenible en 1992. 
  
183 Pigretti E.,  Derecho Ambiental de Aguas, ob. cit.  pág. 79. 
 
184 Pigretti ob.cit  pág. 79-80, énfasis agregado 
 
185 Para más detalle ver Irujo, El Derecho de Aguas en Iberoamerica y España: cambio y modernización en el inicio del 
Tercer Milenio, Civitas, Madrid, 2002. 
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manera similar al Mercado de Carbono (emergido en la Cumbre de Río de Janeiro de 1992) a fin de 
permitir la transacción de los permisos y derechos otorgados sobre el agua. Estos proyectos 
innovativos, proyectan atribuir verdaderos derechos de propiedad sobre ella (inclusive las aguas 
subterráneas) lo que generaría el devengamiento de un pago por  su consumo a quien sea el propietario 
de la misma, algo inédito hasta la actualidad186. Este mecanismo de privatización, se efectuaría de 
similar modo a lo sucedido con el Convenio Marco de Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica 
suscripto en  Río de Janeiro en el año 1992, imponiendo primero en el dominio público de todos los 
países todas las aguas (inclusive las aguas del dominio público actual, y las del dominio pri vado de las 
personas individuales) a través de un Convenio Internacional suscripto al efecto, permitiendo al Estado 
privatizar totalmente el caudal de agua, el que podría venderse a dive rsos países como un commodity 
más. Ello, con seguro detrimento del uso público y gratuito de las aguas, un muy probable gran 
impacto ambiental y de una sustancial transformación del régimen vigente en la actualidad en la 
mayoría de las legislaciones en la materia que poseen un sistema de tipo público parecido al que rige en 
la República Argentina187.   
En la actualidad existen algunas legislaciones nacionales (España188, Australia, Estados Unidos, 
Chile) que, bajo diversos objetivos tales como el mejoramiento de zonas desérticas , incapacidad técnica 
y/o financiera del Estado de efectuar obras de saneamiento, de construcción de redes de suministro, de 
centrales potabilizadoras y des-salinizadoras de agua, una mejor asignación de los recursos e incentivo 
del ahorro, una mejor gestión etc. han creado Mercados de Aguas 189, en donde se transan los derechos 
a su uso. En términos generales, este mecanismo implica poner un valor al agua (o incluso los permisos 
o concesiones sobre ellas190 y luego, negociar esos permisos a su uso o los permisos de vertidos de 
efluentes (permisos de contaminación)), última etapa ésta en al que se obtienen los grandes beneficios 
económicos financieros, los que no se acreditan ni en el Estado ni en la Autoridad de Cuenca en 
cuestión, sino entre los particulares que operan en las transacciones y en aquellos que intervienen 
                                                 
186 En la Argentina, asi como el la mayoría de los países, el agua es de dominio y uso público y de consumo gratuito. 
Los usuarios sólo abonan el servicio de potabilización y acarreo domiciliario, careciendo el consumo del recurso per 
se de un valor económico. Los particulares pueden acceder al derecho al uso del agua, e incluso al derecho de 
vertido de efluentes con la condición que dicho uso resulte en beneficio de la comunidad, pero no a su propiedad 
187 Esta nueva visión que incorpora los aspectos económicos y promueve la utilización de mecanismos tanto 
económicos como  de mercado como reguladores de los recursos, suele encontrarsela alegando que el Derecho 
Ambiental es un derecho que debe evolucionar hacia el “Derecho de la Sustentabilidad”, como nueva formulación 
superadora del primero, el que promueven como sustitutivo del mismo. Para una visión global de la perspectiva 
mencionada ver Walsh R. y otros “Ambiente Derecho y Sustentabilidad” ob. cit.  y en materia específicamente de 
aguas el capitulo de Rovere Marta Brunilda “El agua como valor ambiental, social y económico”, págs. 205 a 277. 
Para un análisis crítico  de esta metodología ver  Pigretti y otros, Derecho Ambiental de Aguas,  ob. cit.  
188 En España la actual Ley de aguas permite la transferencia de derechos en algunos supuestos, etableciendo que  
el Plan Hidrológico Nacional puede transferir esos derechos incluso de una cuenca a otra, teniendo presente las 
necesidades fundamentalmente de uso y el caudal hidrico ecológico.. En este país, el agua es un recurso de 
propiedad común, por lo que el mercado de aguas se negocia sobre la propiedad de los derechos de uso (concesiones, 
licencias o permisos). Para másdetalle ver  Iranzo J., El Mercado Del Agua,  disponible en 
http://www.cepis.org.pe/bvsarg/e/fulltext/iranzo/iranzo.pdf, 12 octubre de 2010. 
 
189 Ver entre otros Financial Times, Water Report, Nr. 6, sept, 1996   
 
190 La propiedad sobre los permisos debe extra muy bien delimitada  tanto en calidad como en cantidad y en cuanto 
a sus usos, a fin de ofrecer seguridad jurídica contra cualquier intromisión en el derecho poseído. 
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como intermediarios del mercado. A su vez, debe tenerse en cuenta que dentro del esquema de mercado 
es posible la utilización de los mecanismos denominados “derivatives” o derivativos de esos títulos 
transables, lo que generará aún mas renta mediante sistemas muy complejos (de puts y calls, de 
securitización etc.) que duplican las ganancias sobre un mismo activo. El negocio proyectado supera 
ampliamente el negocio del petróleo y quien lo ideó, tiene una clara visión de ello.  
La concepción economicista subyacente en estos esquemas, parte de la negación de la 
consideración del agua como un bien gratuito de uso público y de la necesidad de crear un mercado 
generador de rentas. La cita "Tal como ocurre con el petróleo o la soja, las condiciones están dadas para 
que el agua tenga una cotización. Pensar que el agua, como el aire, es un bien gratuito, no tiene 
fundamento alguno"191 es altamente explicativa de las raíces ideológicas de la misma. Sin embargo, 
incluso desde un enfoque económico estos sistemas poseen severas objeciones en cuanto a la 
posibilidad de cumplimentar los fines denunciados como perseguidos, ya que las disfunciones del 
mercado pueden permitir que una transferencia sea exitosa entre el comprador y el vendedor del 
derecho al agua, pero ineficiente desde la perspectiva social general. Ello, porque, las características 
sociales y humanitarias del agua192, hace que no puedan aplicarse las condiciones del paradigma 
competitivo (y de este modo se desvían considerablemente del modelo competitivo económico prescripto 
por la disciplina), por lo que los precios de mercado se desviarán del verdadero costo de oportunidad del 
agua y, de este modo se distorsionará el mercado con falsos datos, lo que fomentará decisiones 
ineficientes193 
En estas visiones, la solución proyectada para las sociedades de las cuales  el recurso es extraído 
para ser  exportado (a otra región que pague mas por él) y puedan verse afectadas por la falta de empleo 
producto de la merma de agua para la producción local (tal es el caso de  las zonas rurales, 
dependientes históricamente del riego, cuya exportación sería dirigida hacia zonas de producción 
industrial o de necesidad hídrica apremiante) es la asistencia pública. Como puede analizarse, el 
esquema sólo beneficia a las partes que compran y venden los derechos al agua y asume que alguien 
podrá quedar dañado (los terceros usuarios194). Los ciudadanos de los pueblos que queden 
                                                 
191 Jornadas "El agua es vida", organizada por el Rotary Club Internacional Distrito 4880 y la Bolsa de Comercio de 
Rosario, ver detalle en “El agua, al centro del debate” Vidal Jorgelina, Diario Clarin, Suplemento Rural del 
10/6/2006. 
Disponible en  http://edant.clarin.com/suplementos/rural/2006/06/10/r-01411.htm, enlace verificado el 20 de 
noviembre de 2010. 
 
192 Las transferencias de los derechos de agua pueden afectar severamente y muy adversamente a aquellos que no 
son parte de los procesos de decisión o no son parte de la negociación, al medio ambiente y a la estabilidad social en 
términos generales. 
 
193 Esta vision es desarrollada en CEPAL, La Regulacion De Los Mercados Del Agua, División de Recursos Naturales e 
Infraestructura Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), disponible en  
http://www.unesco.org.uy/phi/libros/VIJornadas/C31.pdf, enlace verificado el 12 octubre de 2010. Aquí se 
describe que Las externalidades másimportantes son 1)  los efectos sobre el “caudal de retorno”, 2) los efectos en el 
caudal mismo y 3) los efectos sobre el área de origen Estos efectos externos son la expresión de los beneficios 
económicos, ambientales y sociales sustanciales y múltiples vinculados con el agua en sus diversos usos. Estos 
beneficios pueden verse afectados y menoscabados por una transferencia de derechos de agua. 
 
194 La protección de los terceros se efectuaría mediante la regulación destinanda a su protección, lo que impone 
costos. Estos costos deben ser asumidos, según estas visiones, por los usuarios o por el Estado, y no por las 
empresas quienes no los restarán de su rentabilidad, porque de ser asi, los costos de la transacción serian 
demasiado altos y harían inviable el negocio.  
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ambientalmente modificados y/o dañados producto de la rápida y ágil acción de los intereses de turno 
que emigren el agua a otras regiones y generen desbalances hídricos de consecuencias ambientales 
impredecibles, serán los que sufran las consecuencias sociales de las políticas bajo análisis y será el 
Estado (es decir el mismo pueblo, la misma sociedad) el que deberá pagar las consecuencias mediante 
subsidios y ayuda social a éstas personas cuyos hábitats puedan quedar ineptos para el desarrollo de 
las actividades económicas que les eran propias .  
La privatización del agua, ya sea mediante la asignación de un valor económicos al recurso per se, o 
mediante la asignación de derechos de propiedad sobre permisos transables, traerá indefectiblemente 
un aumento de costos de para los usuarios, e incluso para el Estado que finalmente tendrá que 
subsidiar a aquellos que no pueden pagar el acceso al agua.  
¿Cuál es entonces el beneficio para el Estado, para la sociedad toda?,  
¿Asumir los costos y perder los beneficios? Esta respuesta no es razonable ni viable en un sistema 
legal que posee como objetivos la preservación de los recursos y del medio apto sano y equilibrado, y a 
su vez busca un desarrollo sostenible (Art. 41C.N) de manera coordinada con un desarrollo humano 
(Art. 75 inc. 19 C.N.) 
A rigor de verdad, los sistemas públicos de irrigación y suministro de agua potable han contribuido 
a reducir la pobreza y a aumentar notoriamente la producción agrícola en todo el mundo. Los ejemplos 
de Asia y América Latina son indiscutibles.  El argumento de la limitación de recursos estatales para 
financiar la modernización de los procesos de potabilización y distribución etc., y que dichos fondos 
sólo puedan obtenerse mediante la creación de derechos de propiedad sobre el agua gestionados por 
intereses particulares que optimicen su interés, es un argumento falaz, ya que, en definitiva, es el 
consumidor quien paga por esas obras mediante las tarifas y es él quien las financia. Por lo demás, no 
existe garantía alguna que las obras comprometidas sean efectivamente realizadas en beneficio de la 
sociedad 
La principal inconveniencia en la creación del esquema de Mercados de Agua, es que en realidad 
éstos importan un nuevo modo de afectar la distribución de la riqueza195. Traspasar la “fuente de 
riqueza” (el recurso natural en si) del dominio y uso público de todos al dominio y uso de unos pocos, 
implicará necesariamente una re-asignación y traspaso de la misma, que, como ha quedado 
demostrado con los Bonos de Carbono y demás instrumentos financieros, se alocan necesariamente en 
los ágiles capitales económicos y financieros concentrados, empobreciendo más todavía a los que menos 
tienen (quienes deberán pagar más, ya que el agua o los “derechos al agua” deberán pagarse de manera 
adicional al precio tradicional del suministro), generando sin embargo una ganancia extra para estos 
grupos económicos, siempre en mejores condiciones para aprovechar el sistema y de los intermediarios 
que ganarán un porcentaje de los valores transados con los derechos sobre el agua fuera de toda lógica 
ambiental o de preservación. 
Por lo demás, este tipos de sistemas, al implicar el inicio de la exploración, la explotación y 
                                                                                                                                                             
 
195 En este sentido Ver Pigretti y otros, Derecho Ambiental de Aguas,  ob.cit y la critica efectuada a la Escuela de 
Zaragoza y la vision del libro Irujo, El Derecho de Aguas en Iberoamerica y España: cambio y modernización en el 
inicio del Tercer Milenio, Civitas, Madrid, 2002. 
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transporte de agua, (incluso de aquellas en estado de yacencia como las napas o acuíferos) traen 
consigo aparejados efectos modificatorios del medio y de contaminación, los que deberían ser 
analizados de modo específico, en especial si se tiene en cuenta que las zonas desérticas hacia donde se 
intenta dirigir la misma, difícilmente mejoren como zonas naturales no desérticas de una manera 
sostenible y a largo plazo, y muy probablemente impacte en las zonas que s i naturalmente la poseen y 
de la cual se extraen, por su modificación en el sistema de caudales y escorrentías naturales. El agua, 
debe ser considerada en las diferentes maneras que posee en su ciclo hidrológico , si ello no es así y ese 
ciclo se cercena o modifica y si ello se efectúa a escala global y a una velocidad acelerada por un 
sistema de mercado (intrínsecamente expansivo y con una lógica extra ambiental), las consecuencias 
ambientales necesariamente aparecerán. Basta analizar los efectos que aguas abajo poseen las 
pequeñas o medianas obras de endicamiento o de construcción de represas196 para dar cuenta de lo 
severas que pueden ser las consecuencias de la modificación de los sistemas hídricos y echar luz sobre 
las posibles consecuencias magnificadas de esos fenómenos impulsados por intereses económicos no 
ambientales de avidez lucrativa creciente y de potencia magnificada generada por la presión de los 
negocios globales dados a escala mundial tendrán. 
El Derecho Romano consideró a las aguas como res sacrae, y las excluyó del comercio mediante 
una legislación específica. Hasta ahora, en la mayoría de las legislaciones del mundo, el recurso es de 
propiedad pública (salvo algunas excepciones como los cursos de agua que nacen y mueren dentro de 
una heredad etc.), afectada al uso de todos y gratuita, ello, en tanto el agua es entendida como esencial 
para la vida humana, y esencialmente ligada a los derechos los derechos humanos. En la República 
Argentina, si bien el uso de la misma está regulado y deben pagarse cánones para su uso, esos cánones 
de escaso valor económico, acrecen al erario público (con el fin de su utilización en dicha área pública y 
con el objetivo de sufragar los gastos de administración, control y expansión de red de agua potable y 
saneamiento), y no implican transferencia en propiedad del recurso en si. El agua no se compra ni se 
vende. Los usuarios acceden a su consumo pagando una tarifa que no incluye dentro de su precio, un 
precio por el agua, sino, se reitera, el costo del saneamiento y acarreo domiciliario.  
Por ello las preguntas que deben formularse a fin de determinar la mejor manera de conseguir un 
sistema integral de preservación y uso racional del agua (que incluya límites de uso, prohibiciones de 
contaminación, sistemas de depuración y reciclado de agua para segundos o terceros usos, 
potabilización y distribución de agua potable, mecanismos de financiamiento de obras necesarias a 
estos fines y de los sistemas de control) son: 
 ¿Cuál es la necesidad de asignar derechos de propiedad y crear un mercado de agua?,  
¿Quiénes serán los sujetos que se beneficiaran económicamente de ese esquema? 
¿Quiénes serán los potencialmente dañados?, ¿A qué costo? 
¿Los objetivos mencionados pueden obtenerse mediante sistemas estatales y aún con concesiones 
privadas?  
                                                 
196 De lo cual el caso “PROVINCIA DE LA PAMPA C/ PROVINCIA DE MENDOZA” Fallos 310:2478 que seguidamente 
se estudiará  el que oficia de claro ejemplo , así como el innumerable cantiad de casos que llegaron incluso a la corte 
por la construccion del canal Ameghino y diversas obras de endicamiento  que en numerosas veces han llegado a la 
Corte Suprema. 
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¿Qué conviene al Estado? ¿Asumir los costos y perder los beneficios?, ¿Beneficiarse él y la sociedad 
a la que se debe? ¿De qué modo el Estado puede directa o indirectamente superar los estigmas de 
ineficiencia y corrupción para cumplir con sus fines de subsidiariedad en una materia tan sensible  que 
compromete la esencia de los derechos humanos básicos? 
La contestación a esta última respuesta es el gran desafío de las  generaciones que vendrán, de los 
creadores de las políticas públicas y de los órganos decisores en todos los estadios estatales, inclusive 
en el área judicial. 
El acceso al agua es garantía de subsistencia para el hombre, el pilar de la mantención de su 
existencia física. Su acceso, así como al resto de los demás recursos naturales son la precondición197 de 
la vida, y, por ello el derecho a su uso es un derecho humano pre-condicional para que los demás 
derechos humanos puedan ser exigibles. Tanto la legislación, como la implementación y las decisiones 
que materialicen las políticas públicas en el área, deben tener en mente que éste (el de mantención de 
la vida y la mantención de la igualdad en su acceso alimentario) y no otro, es el fin que ella debe tener. 
Incorporar incentivos extra ambientales a su regulación, conlleva el peligro del sometimiento de la 
misma a los cánones de comportamiento y a lógicas distintas que atentan y contradicen a la primera.  El 
agua, como el aire, es un recurso natural tan esencial y vital , que los peligros de su aniquilamiento 
mediante actividades que los comprometan, no deberían siquiera insinuarse como de probable 
aprobación gubernamental. 
Esta tesis abogará por que las decisiones de nuestra C.S.J.N. posean estos parámetros en vista al 
momento de la formulación de sus decisiones e incitará al ejercicio de un nuevo rol en sus funciones 
instándola a ir mas allá de sus funciones actuales , proponiendo mecanismos de actuación posibles sui 
generis para que Tribunal adapte y actualice sus poderes para la solución directa de las nuevas 
cuestiones y desafíos que la reforma constitucional de 1994 ha puesto entre sus nuevas 
responsabilidades. El cambio de las políticas públicas destinadas al recurso y las actuaciones de los 
organismos de Estado, a la luz de las evidencias científicas mencionadas y de las necesidades humanas 
proyectadas, deberá ser tanto material como formal. Por ello es previsible que las decisiones del Máximo 
Tribunal deban adaptarse a las nuevas circunstancias tanto ambientales como sociales  y económicas 
que las sociedades del siglo XXI presenten. Esta es la razón por la cual el análisis y sistematización de 
los principios ambientales que se efectuará, asi como la ponderación de los poderes de la C.S.J.N. en la 
materia, se vuelven de interés y constituyen un aporte prospectivo. 
 
6.3.2 Recursos mineros. 
6.3.2.1 Antecedentes históricos de la regulación del recurso minero. 
 
                                                 
197 Esta tesis formulará que el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y equilibrado no es sólo un dereco humano 
basico, sino la “pre- condición” necesaria para la concreción de los mismos. Para más detalle ver  desarrollo en el 
punto 6.3.6. 
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La Constitución de 1853 reguló de manera expresa en materia de recursos mineros, sometiendo 
dicha regulación a la potestad del Congreso Nacional, reservando de este modo para el Estado Nacional 
el deber y el derecho de sancionar el código de fondo que establecería los métodos y parámetros 
unívocos para todo el territorio. Previo a ello, la reglamentación en la materia en América se remonta a 
las regulaciones del Virreinato del Río de la Plata, con las Ordenanzas de Toledo, (1574) las cuales 
rigieron en nuestro territorio no sólo cuando formaba parte del Virreinato del Perú sino también  
cuando se erigió, en 1776, el del Río de la Plata. Este cuerpo, como la Real Ordenanza de Intendente de 
1782 preveía la plena propiedad de la Corona sobre todos los minerales y declaraba que las minas 
formaban parte de su dominio privado. La Real Cédula del 5 de agosto de 1783, introdujo 
modificaciones a la Ordenanza y extendió al Río de la Plata las que Carlos III había sancionado para 
Nueva España el 22 de mayo de 1793. Esta reglamentación, reiteraba que las minas eran propias de la 
Corona "así por su naturaleza y origen" (art. I. Título V), ratificando el principio regalista de las 
Ordenanzas de Toledo basado en el reconocimiento del dominio eminente del Estado. Sin perjuicio de 
ello, se señalaba que  "sin separarlas de mi Real Patrimonio –el soberano-, las concedo a mis vasallos en 
propiedad y posesión" (art. II, Título V). Estas ordenanzas, regían en el Virreinato al producirse la 
Revolución de Mayo. La Asamblea Constituyente del año 1813 dictó lo que se conoció como Reglamento 
de Mayo, destinado básicamente a estimular la explotación minera "toda vez que ésta forma, después 
del crédito público, es la base más sólida del sistema de hacienda". Luego el Directorio dispuso por 
decreto del 21 de mayo de 1819 y tras aprobar el reglamento elaborado por el gobernador de La Rioja, 
Diego Barrenechea, que se siguieran observando las Ordenanzas de Nueva España y, supletoriamente, 
las del virrey Toledo. 
Según se analizara, la Constitución de 1853 atribuyó al legislador nacional la facultad de dictar el 
Código de Minería, por lo que el Congreso elaboró el llamado Estatuto de Hacienda y Crédito de la 
Confederación Argentina. Dispuso que hasta que el Congreso cumpliera con aquel mandato regirían en 
la Confederación las ordenanzas de Méjico, con las modificaciones que las legislaturas de  provincia 
hayan hecho en ellas (título X, art. le) poniendo a cargo de la Administración General de  Hacienda y 
Crédito que se creaba, la creación y administración del registro de la propiedad territorial pública y 
Nacional en toda la Confederación inclusive de la subterránea de las minas (tít. II, art. I9, inc. 10). Esta 
decisión implicaba  mantener la vigencia del principio regalista minero. Sin perjuicio de ello, y aunque 
explícito este reconocimiento del principio regalista que atribuía el dominio eminente de las minas al 
Estado, ninguna disposición legal había decidido de manera expresa si tal dominio correspondía 
exclusivamente a la Nación o si las Provincias tenían derecho a las ubicadas en sus respectivos 
territorios.  
En 1862, el Poder Ejecutivo encomendó a Domingo de Oro la elaboración de un proyecto de Código 
basado sustancialmente en las Ordenanzas de Méjico, el cual atribuía la propiedad de las minas a la 
Nación cualquiera que fuese el territorio en que se hallaran; tal proyecto, aunque aprobado por una 
comisión revisora integrada entre otros por Fragueiro, no mereció sanción del Congreso. En los años 
que precedieron a la sanción del Código de Minería, frustrado el proyecto de Domingo de Oro, la 
vigencia de las ordenanzas coexistió con las disposiciones del Código Civil sobre la materia que, como la 
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del art. 2342, inc. 2198, ratificaban, con relación a las sustancias mineras allí indicadas, el principio 
regalista ya arraigado en la concepción del derecho minero argentino y afirmaban que respe cto a 
algunas que enumera la propiedad se confería a las Provincias o al Estado Nacional según su ubicación 
territorial.  
A lo largo de los años, se suscitaron problemas interpretativos acerca de la prevalencia de las 
disposiciones de este cuerpo legal sobre las de las ordenanzas, los cuales motivaron algún 
pronunciamiento de la Corte Suprema199. Finalmente, la sanción del Código de Minería –ideado por el 
Dr. Enrique Rodríguez-  siguió las prescripciones de la Ley del 26 de agosto de 1875 en que se instruía 
como base regulatoria el principio de propiedad privada de las minas, ya sea de la Nación o las 
Provincias, según el territorio en que se encontrasen. 
 
6.3.2.2 Los problemas ambientales derivados de la explotación minera. 
Esta actividad, junto con la actividad hidrocarburífera, ha sufrido un embate de brutal e 
incalculable mensura futura fruto del profundo cambio de cosmovisión ambientalista resumido en el 
esquema de transición conceptual “crecimiento–desarrollo” y de la incorporación de las normas 
medioambientales. 
La actividad minera, estandarte de las visiones desarrollistas y nacionalistas, fue la actividad más 
estimulada en los programas de desarrollo de los Estados. El Gral. Mosconi200 expresará en su tiempo: 
“Demos función a la materia prima, de que son ricas como pocas las entrañas de nuestra tierra, donde 
nada falta. Completemos nuestros productos, para dar así existencia a las industrias esenciales y a la 
vida independiente de las Naciones”. 
Incluso el impulso a la industria minera fue objeto de las diversas plataformas políticas, entre ellas 
por ejemplo las del Partido Laborista, que “propugnaba la nacionalización de  los servicios públicos y de 
las fuentes minerales esenciales  para el desarrollo de la industria y de la independencia económica”201. 
Los ejemplos de desarrollo industrial inglés y alemán, cuya base se sustentó en las minas de carbón y 
del acero, fue el gran ejemplo a seguir por todos los países periféricos que iniciaron procesos mineros en 
ese sentido y a los que se sumaría posteriormente la explotación de los yacimientos hidrocarburíferas 
sobre fines del siglo XIX, principios del siglo XX. 
                                                 
198 El art. 2.342.del C Civ. establece que son bienes privados del Estado general o de los Estados particulares:  2 ° 
Las minas de oro, plata, cobre, piedras preciosas y sustancias fósiles, no obstante el dominio de las corporaci ones o 
particulares sobre la superficie de la tierra. 
199 Como el registrado en Fallos 25:13. Allí se reconoció que aunque el Código Civil dictado posteriormente, había 
declarado de propiedad de las Provincias las minas comprendidas dentro de su territorio, esto en manera alguna 
importaba derogar la legislación anterior del Congreso. 
 
200 Mosconi E. Dichos y Hechos, El Ateneo, Buenos Aires, 1938, pág. 25. 
 
201  Fayt, C. S., La  naturaleza del Peronismo, Viracocha, Buenos Aires, 1967, pág. 132. 
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El fin del  siglo XX, sin embargo, tuvo reservado a esta actividad, los embates ambientalistas que se 
encuentran en las antípodas de este pensamiento, a la luz de 3 problemát icas básicas: 
 La no renovabilidad del recurso. 
    El daño ambiental202 que la actividad genera  
 La degradación del recurso suelo y del recurso paisajístico. 
 La imposibilidad de adecuación de la explotación a medida alguna de 
sosteniblidad ambiental.203 
La reforma204 más importante que el Código de Minería sufrió en materia ambiental, fue la 
incorporación del titulo complementario referido a la protección ambiental introducida por la Ley 
24.585, que introdujo ciertos parámetros de protección ambiental y el sistema de Evaluación de 
Impacto Ambiental en las diversas etapas. La explotación minera puede presentar básicamente dos 
formas, la que se desarrolla con la construcción de terrazas subterráneas o galerías (es el tipo la 
minería de veta tradicional) o mediante operaciones a cielo abierto, las que implican la voladura total de 
montañas y/o cerros y/o  yacimientos para la extracción de tierra triturada, la cual es tratada para la 
separación de los minerales buscados en plantas de acondicionamiento especialmente diseñadas para 
cada caso.  
La actividad presenta los siguientes problemas ambientales: 
 La exploración o prospección implica el desarrollo de actividades de sísmica (y de diversos 
medios) que comprometen el suelo y su estructura dinamitándolo; degradándolo y generando entre 
otras consecuencias, erosión de los mismos, contaminación sonora y del aire el que se encontrará 
contaminado con partículas de polvo en suspensión, alterando la flora y la fauna del ecosistema e 
impactando edafológicamente en el paisaje. 
 La extracción a cielo abierto destruye el recurso suelo, lo hace desaparecer. Modifica el paisaje 
de una manera irrecuperable. Extingue la flora y la fauna del lugar en donde se efectúan las maniobras 
de voladura, la cual desaparece. A su vez, este tipo de explotación: 
a) Genera mayor cantidad de partículas en suspensión, contaminando así el aire. 
b) Genera una gran cantidad de consumo de hidrocarburos para movilizar las 
maquinarias perforadoras y excavadoras. 
                                                 
202 Algunos autores consideran que en materia minera, la modificación ambiental que la actividad genera no puede 
considerarse daño ambiental stricto sensu sino una Alteración Ambiental. En este sentido ver  Capítulo Krom B. en 
Pigretti y otros, La responsabilidad por daño ambienta,  Centro de Publicaciones Jurídicas y Sociales, Buenos Aires, 
1986, pág. 40 a 47.  
 
203 La perspectiva desde la cual esta tesis aborda el concepto de “sostenibilidad”, el cual será desarrollado  abajo, 
produce como efecto que el mismo no pueda a aplicarse a procesos extractivos de recursos no renovables, y que los 
conceptos a utilizar en este sentido, se reduzcan a los de uso racional. 
 
204 Esta actividad en la República Argentina ha tenido una gran transformación operada a partir de las sanciones de 
las leyes Nr. 24.196 de Inversiones Mineras, Nr. 24.224 de Reordenameinto Minero, Nr.  24.228 Acuerdo Fedral 
Minero, Ley. 24402 de Financiemiento y devolución anticipada del IVA , Ley 24.446  de creación del Banco Nacional 
de Informacion Geológíca, Nr. 24498 de actualidzacio minera y Ley de preservación de Glaciares y ambiente 
periglacial Nr. 26.639 que prohibira la extracción minera en zonas glaciares y periglaciares. 
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c) Se utilizan grandes cantidades de agua para el proceso de lixiviación, es decir, para el 
proceso de separación del material minero buscado (oro, por ejemplo) de la roca.205  
d) Genera desechos sólidos y líquidos que deben ser dispuestos. Si bien esta tecnología de 
extracción aplicada al oro permite que sea económicamente viable extraer minerales 
con solamente 0.01 onzas de oro por cada tonelada de mineral .206 los riesgos de mal 
disposición de las aguas son elevados. Tanto el cianuro como los metales demás 
pesados liberados por éste (arsénico, antimonio, cadmio, cromo, plomo, níquel, selenio, 
talio207) y otras sustancias tóxicas que se encuentran en el cúmulo y los lixiviados (por 
ejemplo sulfuros), son una amenaza para el suelo, los ríos o lagos, las fuentes 
subterráneas de agua (por filtración), para la flora y la fauna del ecosistema. Estos 
riesgos se concretan ante la fisura o filtración de una geomembrana o ante  un desborde 
de los embalses de almacenamiento, lo que puede suceder con grandes tormentas y 
crecidas. 
 En términos de salud humana de los trabajadores, la contaminación más común es la 
contaminación con plomo en sangre. 
 En materia de seguridad, la minería subterránea o en galerías, presenta riesgos de 
hundimiento de terrenos y de colapso de galerías.  
El cambio que impone la cosmovisión medioambiental, (que implica esencialmente, un criterio de 
conservación), golpea en el eje de la cosmovisión productivista y desarrollista que hasta fines del siglo 
XX monopolizara el pensamiento del mundo en casi todas las expresiones de tipo tanto técnico como 
social y político. Debe recordarse que, la industria minera e hidrocarburífera, es la base del desarrollo 
industrial y los insumos extraídos “de las profundas entrañas de la tierra”208 han sido esenciales a 
escala bélica mundial.209  
                                                 
205 El proceso de explotación de oro posterior a la voladura de la tierra, en general se desarrolla in situ cerca del 
yacimiento. Este empieza con la  trituración de las menas (rocas que contienen el mineral), las cuales son 
amontonadas en un cúmulo que se coloca sobre una plataforma de lixiviación. Estos cúmulos de material triturado 
pueden varían en su tamaño(entre 6 mil toneladas de mineral hasta 600 mil toneladas), y las plataformas de 
lixiviación pueden variar en tamaño, las que pueden tener aproximadamente entre 1 y 50 acres (1 hectárea equivale 
a 2.471 acres). Generalmente, las plataformas de lixiviación poseen geomembranas de materiales sintéticos y/o 
naturales que se usan para evitar filtraciones. Una vez que el mineral triturado es apilado en la plataforma de 
lixiviación, se lo rocía con una solución de cianuro con un sistema de regaderas que dispersa la solución de cianuro. 
La solución de cianuro lixivia (lava y amalgama) las partículas microscópicas de oro del mineral mientras se filtra por 
el cúmulo, las que fluyen por efecto de la gravedad a un embalse de almacenamiento del cual son extraidos con 
bombas o zanjas para ser llevada posteriormente a la planta de recuperación de metales. 
 
206 Esta tecnología sustituyó la recuperación de oro por amalgamación con mercurio, el cual era un proceso 
ineficiente en términos de recuperación, ya que permitá sólo un 60% de recuperación del mineral, en comparación 
con más de un 97% en caso de extracción con cianuro. 
 
207 De hecho, los problemas en el largo plazo derivados de la lixiviación de metales pesados, exceden el impacto 
directo del cianuro en sí.  
 
208  En los términos del Dr. Pigretti en Manual de Derecho Minero, Depalma, Buenos Aires, 1989.  
 
209 Finalizada la segunda guerra mundial los aliados impusieron la CECA –Comunidad Económica del Carbón y del 
Acero- dos insumos esenciales en la carrera armamentista, ello a fin de limitar el crecimiento militar de Al emania y 
explotar en conjunto las rentas de las canteras de la región del Rhur.   
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La minería, actividad peligrosa para la salud humana, pionera en las listas de actividades 
insalubres en todas partes mundo, ejemplo de prohibición del trabajo para mujeres y niños, altamente 
modificatoria del recurso paisajístico, actividad extintiva del recurso no renovable en si, depreda hasta 
la extinción el recurso, lo expolia. Ello da cuenta de la existencia de tensión entre esta actividad y la 
disciplina ambiental. En este contexto, el ambiente en tanto necesario bien jurídico protegido por el 
nuevo derecho constitucional consagrado post reforma constitucional de 1994, constituye materia de 
ingerencia necesaria del Máximo Tribunal a los fines de la determinación de los modos y límites en el  
manejo racional de ésta actividad extractiva y de la necesidad de diferenciar los conceptos de 
sostenibilidad y de uso racional.  
 
6.3.3 Recursos hidrocarburíferos.  
6.3.3.1 Historia. Políticas públicas en la regulación del recurso hidrocarburífero. 
El uso de los recursos hidrocarburíferos, al igual que los recursos mineros, data de los principios 
de la humanidad. Si bien algunas comunidades antiguas utilizaron petróleo –o breas en general de 
afloraciones naturales en el suelo210- con fines medicinales, en el calafateo de embarcaciones para su 
impermeabilización, betún de zapatos, uso en alumbrado público y algunos sistemas de calefacción, el 
descubrimiento de nuevos usos de tipo industrial catapultó a este recurso como la piedra angular del 
desarrollo técnico y económico de las postrimerías del sigo XIX y XX, constituyéndose en el insumo 
básico de diversas actividades industriales en general –entre ellas la industria automotriz- y de la 
industria bélica en particular. El mundo se conmovió con los usos y ventajas que este recurso 
presentaba no sólo frente a las fuentes de energía utilizadas a la fecha –básicamente carbón- sino en los 
usos industriales que éste permitía. Edwin Drake, construyó el primer pozo moderno de petróleo en 
EEUU y logró obtener el afloramiento del recurso a sólo 20 metros de la superficie en el año 1859, pero 
en 1895 en realidad, con la aparición del automóvil y la proliferación del invento de Henry Ford, fue que 
este insumo se expandió y generalizó en los usos. 
En 1870 John Rockefeller y un grupo de socios conformaron la compañía Standard Oil en Ohio 
EEUU. Esta compañía, que a través de un sistema de “trusts” (fideicomisos) y de la creación de 
sociedades vehículos, logró acaparar el mercado de su país tanto en la etapa up stream como 
downstream211 y luego se expandió al resto del mundo, utilizó todos los métodos posibles –legales e 
                                                 
210 En la Biblia, este recurso en mencionado como betún, o asfalto. En el libro del Génesis, cap. 11 vers 3, se  
documenta que se usó para pegar los ladrillos de la torre de Babel; en el cap. 4 vers. 10, relata que los reyes de 
Sodoma y Gomorra fueron derrotados al caer en pozos de asfalto en el valle de Siddim. 
211 La actividad hidrocarburífera se divide en 2 etapas  a) La Etapa UP STREAM. En esta etapa se incluyen 
tradicionalmente las siguientes sub etapas: Exploración del recurso.  Aquí se desarrollan las actividades tendientes a 
explorar el terreno con diversos medios tecnológicos, como por ejemplo la prospección, métodos geotécnicos, 
métodos sísmicos, etc. a fin de encontrar el recurso. En general, tanto en el Código de Minería como en la Ley de 
Hidrocarburos, a fin de proceder al inicio de este tipo de tareas, quien las inicie debe contar con una -concesión de 
exploración o permiso de cateo – que se regirá diversamente de acuerdo a cada uno de los ordenamientos 
mencionadas- Encontrado el recurso en cuestión, el concesionario de la concesión de explotación, debe denunciar su 
hallazgo a la autoridad de aplicación y requerir una concesión de Explotación de dicho recurso, ante el mismo ente. 
Explotación del recurso. La concesión de explotación del Recurso, reúne similares características, ambos 
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ilegales incluyendo el boicot- para generar un sistema monopólico en el ámbito hidrocarburífero y 
obtener así su objetivo final, la obtención de las rentas más altas de su tiempo. No fue otra finalidad 
más que la de controlar a la compañías de Rockefeller y sus prácticas con empresas  de la competencia, 
la finalidad que tuvo la denominada Sherman Anti Trust Act, (la primer Ley antimonopólica americana). 
En 1980 esta compañía poseía el 88% del mercado y en 1901 el 91%. Tanto el Estado de Ohio como 
New Jersey iniciaron demandas contra el conglomerado de 41 compañías subsidiarias, con éxito, hasta 
que el Departamento de Justicia de EEUU lo demandó en 1909 por violar la “Sherman Act”, ganado en 
la Corte Suprema Americana en 1911, fecha en que éste Máximo Tribunal  obligó a la Standard Oil a 
separarse en 34 empresas diferentes con diferentes socios y directores considerando que exist ía un 
monopolio irrazonable en el caso. 
Nuestra historia petrolífera es mucho más lenta. Cuando a Rockefeller y asociados el Máximo 
Tribunal Americano ya le había puesto límites, en Argentina hacía sólo 4 años que el petróleo se había 
descubierto en Comodoro Rivadavia, iniciándose una nueva etapa en la explotación de este recurso. 
En rigor, los registros históricos dan cuenta del inicio de esta actividad en el año 1865, mediante la 
presentación de Leonardo Villa a la Cámara de Diputados de Jujuy para pedir que lo habilitaran para 
fabricar kerosene, tras lo cual, se creó la Compañía Jujeña de Kerosene, empresa que sería la primer 
sociedad argentina petrolera. Otro pionero fue Teodosio Lopequine, quien en 1875 obtuvo del gobierno 
de Jujuy concesión de explotación del yacimiento de Ledesma. La utilización del kerosene estaba 
destinada al alumbrado público, pero a estos hombres los perjudicó la extensión de nuestro país y las 
largas distancias que debían atravesarse para poder vender en el país la producción, que era 
embarcada en ferrocarril -medio muy oneroso de la época-. En la Provincia de Mendoza se conformó la 
Compañía Mendocina de Petróleo SA. Esta compañía obtuvo concesiones tanto nacionales como 
provinciales así como la exención del pago del canon minero. Luego, por diversas razones económicas y 
dificultades comerciales, cerró. En 1907 Francisco Tobar, descubrió afloramientos de petróleo en la 
quebrada de Galarza, Salta, una de sus minas  denominada República Argentina, aquirida  luego por 
YPF. 
Las iniciativas hidrocarburíferas referidas hasta aquí fueron de tipo privado con capitales locales. 
Esto cambiaría a partir del inesperado descubrimiento de petróleo en Comodoro Rivadavia en el año 
1907. Este año, la historia en la explotación hidrocarburífera argent ina cambiaría para siempre. La 
fortuna212 hizo que una exploración en búsqueda de agua en Comodoro Rivadavia, a punto de 
suspenderse por diversos problemas de tipo disciplinario de los operarios y de la escasez de recursos de 
                                                                                                                                                             
ordenamientos prevén la explotación racional del recurso, ello bajo la clara mirada de la no renovabilidad de los 
recursos en cuestión. Transporte por Ductos desde la boca de pozo productor hasta la planta de refin ación–
oleoductos, gasoductos , poliductos- en el caso de los recursos hidrocarburíferos líquidos y gaseosos. Estos Ductos 
de alta capacidad y presión, son diversos de los utilizados en la distribución domiciliaria del gas n atural, por 
ejemplo.  B) La Etapa DOWN STREAM, sobre la que se  encuadran 2  sub etapas : Refinación y comercialización.  
 
212 Algunos autores sostienen que el descubrimiento de petróleo en Comodoro Rivadavia no fue un hecho azaroso, 
sino producto de un sistemático plan de exploración del subsuelo del país que había tenido origen tiempo antes y 
cuyo referente técnico fuera el Ing. Hermitte, a cargo de la División de Minas de la Secretaría de Agricultura de la 
Nación. Ver “Bernal” (2007 y 2005) 
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todo tipo en esta región agreste terminaría con el hallazgo de oro negro, “el moderno dios de la paz de y 
la guerra” en los propios términos del Ing. Gral de División Enrique Mosconi213.  
Promediando el año 1907, el ing. Dr. Julio Krause, jefe de la Sección de Hidrológica de la Dirección 
de Minas del entonces Ministerio de Agricultura, designó al auxiliar de perforación Humberto Beghin, a 
fin de ordenar y obtener resultados satisfactorios en la perforación de los pozos acuíferos que estaban 
en marcha en Comodoro Rivadavia. El objetivo de Beghin era poner orden en la exploración en si, así 
como en todo lo concerniente a la logística de los insumos y alimentos de las almas que allí perdidas se 
encontraban. La misión fue muy exitosa, ya que finalizó con el descubrimiento del primer yacimiento 
hidrocarburífero nacional sito en entonces tierras fiscales. 
El día 15 de diciembre de 1907 el presidente José Figueroa Alcorta dictó el decreto de reserva en 
donde prohibió la denuncia de pertenencias mineras y concesiones de permisos de cateo en el puerto  de 
comodoro Rivadavia, territorio del Chubut en un radio de 5 leguas kilométricas en todos los rumbos 
contados a partir del centro de la población. En este decreto se referenció al ar. 15 de la Ley 4.167 de 
Tierras y Colonias214, y no al Código de Minería, ya que según éste, el Estado no podía explotar 
yacimientos mineros debiendo entregarlos en concesión a particulares, por aplicación del principio de la 
propiedad regalista.  
Previo a la creación formal de YPF, se creó una Comisión Administrativa, a la cual se denominó 
Dirección General de la Explotación del Petróleo de Comodoro Rivadavia presidida por el Ing. Luis A. 
Huergo, encargada de administrar los primeros pasos de la riqueza fiscal petrolífera. 215 
La creación de la Dirección General de YPF (Yacimientos  Petrolíferos Fiscales) mediante decreto del 
3/12/1922 del entonces presidente Irigoyen  implicó el inicio de la historia petrolífera pública a través 
de una  repartición del Estado que se dedicó específicamente a esta producción. Ese mismo año el 
presidente Alvear designó al Gral. de División, Ing. Enrique Mosconi216 como Director General de la 
misma, quien trabajó para construir una empresa perteneciente al Estado Nacional exit osa y fructífera 
que explotara los recursos hidrocarburíferos recientemente descubiertos a fin de lograr la 
independencia económica y el desarrollo de la Nación Argentina y de sus ciudadanos. Este hombre 
consideraba que el desarrollo de la Nación podía lograrse a través de las rentas y las utilizaciones que el 
petróleo generaba en todos los ámbitos, y que dicho recurso, así como su explotación, debía quedar en 
                                                 
213 Mosconi Ing. Gral. Ing. E, Dichos y Hechos, ob. cit.  Buenos Aires 1938, pág. 169.  
 
214 “la Ley de tierras y colonias, en cambio, prohibía enajenar tierras que contuviesen, entre otras riquezas,  petróleo, 
y establecía que el gobierno podía vedar la denuncia de minas  en los territorios que explore. Fue la salida jurídica, 
en tan especiales circunstancias , que permitió defender el patrimonio Nacional” . Anuario YPF UNA EMPRESA AL 
SERVICIO DEL PAÍS 1922-1972,  editada en el departamento Difusión y Ceremonial de la Empresa YPF el 30 de 
noviembre de 1972, pág. 20. 
 
215 Para más detalle ver Mosconi  E, Petróleo Argentino 1922-1930, El Ateneo, 1938, Pág. 42. (en adelante ob. cit. 2) 
 
216 Enrique Mosconi,  ingresó al Colegio Militar a los 14 años en 1891 y ya egresado como oficial en 1896 en un 
destino oficial en Buenos Aires, ingresó a la Universidad de Buenos Aires obteniendo en 5 años el  titulo de Ingeniero 
Civil,  tras o cual se le reconoce el titulo de ingeniero Militar  empezando a revistar para el arma de Ingenieros todo 
ello a los 25 años. Todas las reseñas históricas de su vida dan cuenta de un gran carácter con virtudes como la  
generosidad abnegación, sacrificio , laboriosidad y desinterés. Gracias a ello pudo lograr las grandes obras que 
emprendió. En 1926 fue designado Presidente del Círculo Militar. 
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manos del Estado Nacional, “riqueza que en modo definitivo e invariable debe conservarse para exclusivo 
usufructo moral y material del pueblo argentino ”217. Por ello, poseía una visión negativa de los que él 
denominaba “trusts” es decir, contra las empresas subsidiarias y fideicomisos conformados por 
empresas controladas y controlantes de los capitales privados y públicos extranjeros, entre ellas, la 
Royal Dutch y Standard Oil, ya que consideraba que estas empresas se estaban adueñando de la 
riqueza que le correspondía a la Nación Argentina.218  
El Gral Mosconi recibió una administración deficitaria que producía 350.000 m2 de petróleo anual. 
En 1923 dejaría de serlo. Inauguró en 1925 la destilería de La Plata y en 1929 rebajó el precio de la 
nafta para en 1930 establecer el precio único de la nafta en todo el País, ya que YPF había logrado 
producir 900.000 m2 anuales. Consideraba que el “rompimiento” con los trusts petroleros 
internacionales219  constituían un acto de liberación económica de proyecciones continentales hecho por 
el que bregaba y al que denominara “independencia integral”.  
                                                 
217 Mosconi E, ob. cit. 2, pág. 189. 
 
218 Así, dirá en el Prólogo de su Libro,  Petróleo Argentino 1922-1930, ob. cit.   “En el año 1922 la mayor parte del 
combustible líquido pesado y liviano que se consumía en el país era importado. Comodoro Rivadavia, producía 
petróleo crudo y en una pequeña destilería que se instaló en el Yacimiento, por feliz inspiración de uno de los 
directores de los primeros tiempos de la explotación, se elaboraba éste y se producía el fuel -oil para el consumo de 
los buques de nuestra Armada y auto-nafta, que en gran parte se transportaba en tambores metálicos a bordo de los 
petroleros que hacían el recorrido Comodoro Rivadavia-Capital Federal, con los inconvenientes y dificultades propios 
de esta clase y forma de transporte. No se producía nafta-aviación y la que se consumía en el país era importada por 
la West India Oil Co. Es decir, que nuestro país, que poseía ricos yacimientos en la Patagonia, importaba el 
combustible líquido necesario para su vida, su defensa y su seguridad. Los cañones de nuestros buques hubieran 
quedado inmovilizados y nuestros aviones encerrados en sus hangares tan pronto terminaran las reservas 
existentes, y si por cualquier circunstancia la República viese cortadas sus rutas marítimas de aprovisionamiento, 
por causas comerciales de tiempo de paz o por razones de guerra, nuestras industrias así como también las 
actividades bélicas, tanto en el mar como en el aire, se paralizarían inmediatamente. Si esto se produjese en caso de 
conflicto armado, la suerte de las armas quedaría resuelta inmediatamente. Esto importaba una situación de peligro. 
Por otra parte, si la providencia había dotado a nuestro subsuelo patagónico de ricos yacimientos de petróleo, el 
país, que disponía de esta riqueza providencial y la dejaba yacer en sus depósitos, dependiendo del extranjero para 
su aprovisionamiento en época de paz como de guerra, declaraba un estado de manifiesta inferioridad. La 
circunstancia de que ya se conocían los procedimientos de elaboración de petróleo y sus costos respectivos, ponía de 
manifiesto que el país Pág.aba por el combustible un precio más elevado del que hubiera sido justo y equitativo, de 
modo que a la situación de peligro  de inferioridad debíamos agregar la de desventaja, por un continuo, incesante y 
elevado drenaje de oro, con evidente perjuicio para las finanzas y economía de la Nación” (págs. 3 y sigs.) 
El General Mosconi relata en su libro el hecho concreto que diera origen a su decisión en la nacionalización de los 
yacimientos petrolíferos y de la explotación, ante un altercado con el Gerente general de la WICO  (West India Oil 
Co., filial de la Standard Oil de New Jersey) ante la negación de entrega de combustible sin Pág.o por adelantado 
para una maniobra de aviación  que él debía dirigir. 
 
219 La conexión entre este recurso con la defensa nacional, la aversión a los trusts extranjeros y la construcción de 
un desarrollo sustentable para toda la Nación  no fue sólo planteado por el Ing. Huergo, Mosconi y todos los 
hombres  de la época que, Patagonia agreste mediante, se dieron cita a fin de lograr los objetivos del 
autoabastecimiento Nacional. Este debate llegó al Máximo Tribunal de la Nación Argentina en 1928, cuando el 
gobierno de la Prov. de Salta presentó memorial ente la C.S.J.N.  en el litigio que mantenía con la compañía de J 
Rockefeller - Standard  Oil- (Cía. Nacional de Petróleo Ltd. Y otras c/ Pcia de Salta año 1932, Fallos 164:140)  
diciendo: “Se trata de decidir, si la riqueza del subsuelo argentino pertenece al dominio de los argentinos, o si por el 
contrario, ésta incalculable riqueza se ha de entregar al monopolio y a los “trust” extranjeros para que agoten hasta 
el último yacimiento, devolviéndonos luego la tierra estéril mientras el dividendo del “trust” nos habrá sustraído todo 
el patrimonio argentino. Se trata de decidir, si nuestro país se ha de transformar en el breve espacio de pocos años, 
en una de las primeras potencialidades económica, sociales, financieras y culturales de la Tierra, o si se prefiere 
dejar librados nuestros destinos a una servidumbre económica que nos trabe el progreso y nos tenga sujetos al 
pasado feudal... Se trata de saber si el porvenir de la Nación ha de ser ejercido por la voluntad libre de los argentinos 
y con los resguardos de una ética austera e invariable, o si tendremos dentro de nuestro suelo un Estado que 
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En cuanto al dilema presentado en relación al dominio de los yacimientos hidrocarburiferos y su 
explotación, dirá: 
“Resulta pues inexplicable la existencia de ciudadanos que quieren enajenar nue stros depósitos de 
petróleo acordando concesiones de exploración y explotación  al capital extranjero, para favorecer a éste 
con las crecidas ganancias  que de tal actividad  se obtienen , en lugar de reservar en absoluto tales 
beneficios para acrecentar el bienestar moral y material del pueblo argentino.”220 
Sobre el final de su trabajo, este hombre consideró que, el fruto de todo el esfuerzo efectuado 
mediante YPF había sido: 
1° Las rebajas en el precio de venta de la nafta y kerosene que eran equitativas, puesto que aún 
permitían ganancias razonables para las compañías de capital privado. 
2° El establecimiento del precio de venta uniforme para la nafta y kerosene en todo el país, que 
constituyó una excelente conquista de nacionalismo económico.221 
Al unificarse el precio de la nafta en 20 centavos en todo el país, el ahorro de 1929 hasta 1935 para el 
consumidor fue de $416.171.500m/n en nafta solamente.222 
Tras una evolución y discusión legislativa producto de diversas visiones relativas al modo  de 
explotación de esta riqueza, en el año 1935 se sancionó la primer Ley hidrocarburífera Nr. 12.161, la 
cual se incorporó al Código de Minería, por lo que el dominio de los mismos quedó adscripto al tipo de 
dominio típico de este código, es decir, del dominio privado de las Provincias en las cuales los mismos 
se encontrasen. Esta Ley establecía que tanto el Estado Nacional como Provincial recibirían el 12% de 
la producción bruta de petróleo.  
En 1958 se sancionó la Ley 14.773, en la cual se estableció que los yacimientos de petróleo eran 
exclusiva propiedad del Estado Nacional. En 1967 se sancionó la Ley 17319 (B.O. 30/6/67)223 que 
                                                                                                                                                             
extenderá su garra de acero, derramando su oro de perversión e infiltrándose en la soci edad argentina con su acción 
corruptora y disolvente”. En este caso, la C.S.J.N. entendió que la Provincia había dado de baja cateos autorizados 
previamente a la sanción de la Ley sin indemnización, diciendo: “El decreto dictado por el Poder Ejecutivo de la Prov. 
de Salta de 31 de mayo de 1928, es inconstitucional y atenta contra el principio que establece el art. 17 de la 
Constitución Nacional, en cuanto revoca por sí y sin mediar sentencia previa fundada en ley, resoluciones definitivas 
de autoridades mineras que otorgaban concesiones de esa naturaleza.”. 
220Mosconi E. ob. cit. 2, pág. 186. 
221 Y dirá: “ ...El concepto que establece el precio uniforme en todo el territorio de la Nación sólo rige en muy pocos 
países. Con ello consideramos haber implantado un principio de la mayor trascendencia.......Se ha creado así un 
vínculo más de Nacionalismo entre todos los habitantes del país.  Las compañías privadas ignoran tales razones, ya 
que estos argumentos no pueden despertar su interés; pero una organización de Estado debe orientar su acción 
teniendo en vista finalidades que muchas veces no concuerdan con las que mueven a las compañías de capital 
privado”. Mosconi E. ob. cit.  2 Pág. 178-179.  
 
222. En relación a esto dirá:“Esta resolución estuvo inspirada en conceptos de solidaridad222 Nacional, fomento de la 
industrias de transporte, agropecuarias  y de transporte , y para establecer una más equitativa relación entre los 
precios de producción de derivados petrolíferos y los de venta de consumidor, todo lo cual   beneficiara en modo muy 
importante a la industria Nacional” Mosconi E. ob. cit.  2,  Pág. 163. 
 
223 El Dr. Pigretti manifiesta que  la Ley 17.319  es casi una copia literal de la Ley española del 26 de diciembre de 
1958 sobre Régimen Jurídico de Investigación y Explotación de los Hidrocarburos ( cif. Eduardo A. Pigretti, El nuevo 
Régimen Legal de los Hidrocarburos Líquidos y Gaseosos, 1967, págs. 1486 y sig.). 
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mantuvo  el sistema de nacionalización de yacimientos  y que transfirió a las Provincias el 12% de la 
recaudación bruta de la producción. A su vez, en el artículo 1º preveía que los yacimientos de 
hidrocarburos líquidos y gaseosos situados en el territorio del República Argentina y en su plataforma 
continental pertenecían al patrimonio imprescriptible e inalienable del Estado Nacional. 
El Presidente J.D. Perón, hombre también de extracción castrense, al ser electo, promovió la 
reforma constitucional –luego derogada- del año 1949, que, en su art. 40 previó: “Los minerales y 
caídas de agua, los yacimientos de petróleo, carbón y gas (…) son propied ades inalienables e 
imprescriptibles de la Nación”.  
El Presidente Perón ejecutó una política petrolífera que incluyó a las compañías privadas224. Si bien 
en el año 1947 había afirmado que la política petrolera debía basar su explotación en las empresas 
Estatales sin intervención de los particulares, en 1954, producto de los reveses económicos que el país 
atravesó ante el descenso de los precios de los granos a nivel mundial, el deterioro de los términos del 
intercambio, el déficit en la balanza comercial, y de la escasez de recursos internos, expresó, en 
contrario, que al no tener capitales para la inversión, el ritmo de desenvolvimiento industrial de la 
Argentina, todos los capitales del Estado no hubieran podido financiar la explotación petrolífera 
necesaria para abastecer las necesidades de la industria.225  Por ello el 11 de diciembre de 1947 
suscribió un contrato de colaboración empresaria entre YPF y la compañía hidrocarburífera 
norteamericana Drilexco (Drilling and Explorations Company) a fin de perforar 40 pozos de exploración 
y con la empresa California Argentina de Petróleo SA, subsidiaria de Standard Oil de California, en 
1955. Esta decisión motivó el requerimiento de explicaciones del bloque radical y algunos analistas 
consideran fue uno de los motivos que terminaran con el bombardeo de la plaza de mayo en 1955 y su 
destitución vía de facto. 
En 1955 el gobierno de facto derogó, vía decreto 229/56 la reforma constitucional de 1949 sobre la 
base de argumentos acerca de la legitimidad de quórum y decisiones de la convenciones (miembros 
presentes o totales). La Convención de 1957 convalidó la derogación de esta reforma. 
El Presidente Frondizi, en su Libro Petróleo y Polít ica, sostuvo ideas de tipo nacionalistas ortodoxas, 
sin embargo, implementó un plan mediante la firma de contratos con empresas extranjeras a fin de 
acelerar la producción de petróleo mediante los medios necesarios. En esos contratos, en general la 
carga impositiva sería abonada por YPF, autorizándose el reintegro de la inversión y la autorización del 
giro de las mismas al exterior con libertad.  Asimismo,  YPF debía comprar todo el petróleo que se 
extrajera. En general YPF se obligaba a comprar todo el petróleo de las empresas. Esto triplicó la 
producción petrolera, pero no logró equilibrar la balanza de pagos comercial ya que también esto 
aumentó notablemente el déficit.  El Presidente Frondizi, básicamente consideraba que los Estados en 
                                                                                                                                                             
 
224 Esta situación, le valió la crítica severa de diversos analistas. Por ejemplo, el Dr. Fayt, en su Libro “ La Naturaleza 
del Peronismo”  ob. cit. ,  pág. 181 refiere la opinión de varios analistas, entre ellos el de Rodríguez Araya, y dice: 
“Agustín Rodríguez Araya calificó a Perón de “primer delincuente” ..Perón utilizó la bandera de la soberanía nacional 
como señuelo para atraer muchedumbres, negociándola al día siguiente con el contrato del petróleo”.  
 
225 Ver  Perón J.D., La Fuerza es el Derecho de las Bestias, Ediciones Cicerón, Montevideo, 1958. 
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vías de desarrollo debían desarrollar su industria y para ello debían ser autosuficientes en el 
abastecimiento de energía,  lo que permitiría entonces que el desarrollo nacional fuera sostenido en el 
tiempo. Por ello, debía disponerse libremente de las fuentes de energía. El problema era que el precio 
del petróleo producido por las empresas contratadas, eran mayores a los costos de producción, lo que 
generó grandes turbulencias sindicales que se sumaron a los desniveles económicos de la balanza de 
pagos del comercio exterior. Se generaron huelgas de empleados de YPF lo que a su vez generó 
disturbios en todo el país ya que luego se sumó el personal de Gas del Estado. Se declaró el estado de 
sitio y fueron detenidos tanto militares peronistas como comunistas y nacionalistas. El Presidente 
Frondizi debió rendir cuentas de sus propias ideas publicadas en el libro de 1954  Política y Petróleo 
(donde alegaba en favor del monopolio estatal). 
En noviembre de 1963 el presidente Illia dictó los decretos 744 y 745, declarando la nulidad 
absoluta por vicios de ilegitimidad y por dañosos a los derechos e intereses de la N ación la mayoría de 
los contratos que el Presidente Frondizi había suscripto.   
Algunos análisis plantean que la anulación de estos contratos no ocasionó baja de la producción, y 
no obligó al pago de indemnizaciones ya que YPF adquirió los activos de las empresas. Asimismo, 
plantean que YPF fue reorganizada y se pudieron suspender incrementos en el precio del combustible, 
lo que permitió que las Crisis del Petróleo que tuvieron lugar desde el año 1973 ( producto de las cuales 
el precio se elevó cuatro veces) no afectaran a la economía local y  “Evitó tener que pagar a los 
contratistas una cifra aproximada a los U$S 3.600 millones, surgida de comparar, desde su anulación y 
hasta la finalización de los contratos, el precio reconocido internamente a Y.P.F. con el que 
contractualmente debería habérseles abonado”. 226  Los defensores de esta visión, también plantean que 
la anulación de estos contratos hizo posible que YPF descubriera el yacimiento gasífero de Loma de la 
Lata en un área que había sido adjudicada a la ESSO, con los beneficios económicos y de desarrollo que 
esto trajo. 
Por el contrario, los detractores de la anulación de los contratos petroleros de esta época, aseveran 
que 200 millones de dólares fue el equivalente al pago de indemnizaciones de las e mpresas petroleras 
en cuestión, siendo la inseguridad jurídica generada, el mayor daño perpetrado.  
En el año 1967, según se viera, se sancionó la Ley que en parte aún nos rige en parte Nr. 17.319 y 
que se mantuvo casi incólume hasta la década de los 90. 
En la década del ´90  en Argentina se produjeron importantes cambios a partir de que el Estado 
decidió, bajo la presidencia del Dr. Menem, dictar los  decretos 1.055/89, 1.212/89 y 1.589/89. Estos 
decretos tuvieron como referencia la Ley 17.319 pero cambiaron diametralmente la orientación de la 
política petrolera (entre ellas, determinaron una importante transferencia de áreas de exploración y 
producción, que poseía  YPF). El Decreto 1.055/89 (amparado en la Ley de Reforma  del Estado 23.696) 
estableció  un mercado de  libre oferta y demanda  de petróleo crudo, básicamente en las et apas de 
exploración y producción (up-stream). El Decreto 1.212/89 marcó las reglas del juego para el sector de 
                                                 
226 Ver Storani, Conrado H.,  La Anulación de los Contratos Petroleros, publicado en Ámbito Financiero el 27/11/84. 
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refinación y comercialización (down-stream). Finalmente, el Decreto 1.589/89 reafirmó la apertura 
económica del sector estableciendo la libre importación y exportación de petróleo y derivados, junto con 
la eliminación de derechos y aranceles.227 De este modo, se finalizó con el procedimiento conocido como  
la “mesa de crudo”, en la cual, todo el petróleo crudo, propiedad de la entonces YPF, era asignado en 
cupos a las diversas refinadoras por la Secretaría de Energía (Autoridad de Apl icación). 
En la Reforma de 1994, no se volvió a incluir al derogado  art. 40 de la Constitución de 1949 228. . 
Esta reforma implicó el derrumbe de la política de Estado que ponía los recursos naturales 
hidrocarburíferos, en tanto estratégicos y necesarios para la defensa y desarrollo del país, al servicio del 
Estado Nacional para transformarlo en un commodity.  
Mediante la incorporación del art. 124 en el texto constitucional, se inició la etapa de 
provincialización de los yacimientos hidrocraburíferos.229 Este cambio radical que se suscitaría en las 
políticas públicas con la reforma constitucional de 1994 en materia de recursos naturales, se consolidó 
en materia hidrocarburífera con la sanción de la Ley Nº 24.145 de provincialización de los  
hidrocarburos, transformación empresaria y privatización del capital de YPF Sociedad Anónima y 
privatización de activos y acciones de YPF S.A. sancionada el 24 de  Septiembre  de 1992. Esta ley,  en 
su art. 1 transfirió  el dominio público de los yacimientos de hidrocarburos del Estado Nacional a las 
Provincias en cuyos territorios se encuentren, incluyendo los situados en el mar adyacente a sus costas 
hasta una distancia de Doce (12) millas marinas medidas desde las líneas de base reconocidas por la 
legislación vigente, salvo en los casos que se consignan a continuación, en los que ella tendrá lugar a 
partir del vencimiento de los respectivos plazos legales y/o contractuales:  
a) las áreas actualmente asignada a YPF Sociedad Anónima para sus actividades de exploración y/o 
explotación por sí, por terceros o asociada a terceros, que se consignan en el Anexo I y III de la ley; 
b) las concesiones de explotación de hidrocarburos otorgadas a empresas privadas de conformidad 
a las disposiciones de las Leyes N 17.319 y 23.696 y los Decretos N. 1.055/89, 1.212/89 y 1.589/89, 
vigentes a la fecha de entrada en vigor de la presente Ley y que se detallan en el Anexo II; y 
c) los permisos de exploración y concesiones de explotación que se otorguen en el futuro, como 
consecuencia de la reconversión de contratos celebrados con respecto a áreas asignadas a YPF 
Sociedad Anónima, que se consignan en los Anexos I y III de esa ley. 
El Estado Nacional sólo retuvo los yacimientos de hidrocarburos que se encontraren en el territorio 
de la Capital Federal o en su jurisdicción sobre el lecho argentino del Río de la Plata, como así también 
                                                 
227 Guillermo Yeatts sostiene, que en términos de incrementos en la producción, incorporación de nuevas firmas al 
mercado, aumentó de la participación privada y modernización de la industria en todas sus facetas, los resultados 
fueron notables. La producción de petróleo, pasó de 28 millones de m3 en 1990 a cerca de 42 millones de m3 en 
1995, según datos del Instituto Argentino del Petróleo y del Gas (IAPG) y en ese período se logró el 
autoabastecimiento energético. 
228 “Los minerales y caídas de agua, los yacimientos de petróleo, carbón y gas (…) son propiedades inalienables e 
imprescriptibles de la Nación”. 
 
229 Corresponde a las Provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio” (art. 124) 
Es de hacer notar que este nuevo articulo constitucional, no menciona de manera expresa a los recursos 
hidrocarburíferos, sino a los recursos naturales en general. 
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aquellos que se hallaren a partir del límite exterior del mar territorial, en la plataforma continental o 
bien hasta una distancia de Doscientas (200) millas marinas medidas a partir de las líneas de base. 
El titulo II previó la  transformación empresaria y privatización del capital de YPF sociedad 
anónima, se aprobó lo dispuesto por el Decreto Nº 2.778 del Poder Ejecutivo Nacional de fecha 31 de 
diciembre de 1990 que transformó a Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado en YPF 
Sociedad Anónima, regida por la Ley Nº 19.550 con la finalidad de que sea una “empresa de 
hidrocarburos integrada, económica y financieramente equilibrada, rentable y con una estructura de 
capital abierto”.  
El capital social de YPF Sociedad Anónima quedó representado por acciones, cuyas Clases fueron 
atribuidas del modo que a continuación se señala:  
a) Clase "A": Las acciones pertenecientes al Estado Nacional, equivalentes al cincuenta y uno por 
ciento (51%) del Capital Social, con  derecho de acrecer  
b) Clase "B": Las acciones que adquirieron las Provincias en cuyo territorio se hallaban ubicados 
yacimientos de hidrocarburos o, en su caso, por las Provincias no productoras de hidrocarburos, hasta 
un treinta y nueva por ciento (39%) del Capital Social, distribuidas entre ellas.  
c) Clase "C": Las acciones que adquiera el personal de la empresa hasta el diez por ciento (10%) del 
Capital Social, bajo el régimen de Propiedad Participada de la Ley Nº 23.696; y 
d) Clase "D": Las acciones que el Estado Nacional y las Provincias vendan al capital privado.  
El Estado Nacional asumió todos los créditos y deudas originadas en causa, título o compensación 
existente al 31 de diciembre de 1990, que no se encontraron reconocidos como tales en los estados 
contables de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado a dicha fecha230 que fueran 
auditados por la Sindicatura General de Empresas Públicas, como también toda contingencia, 
                                                 
230 Es de mencionar que, los típicos “pasivos ambientales” (que involucran los costos y la responsabilidad por daños 
de recomposición ambiental producto de la contaminación emergida de los trabajos en campo), son pasivos ocultos a 
las contabilidades de las empresas, que sólo surgen como previsiones contables dados ciertos mecanismos de Due 
Diligence . Es de mencionar que, el “pasivo ambiental” de YPF  SE no se encontraba en los libros ni en la 
contabilidad al momento de la asunción de la deuda por parte del Estado Nacional, deuda por la cual, el Estado 
Nacional sigue siendo responsable. De este modo, el Estado Nacional ha asumido las deudas ambientales ocultas a 
esa fecha.  El articulo 9 dice: “- Apruébase la declaración de "sujeto a privatización" del Capital Social de YPF 
Sociedad Anónima. Ejecutados los actos mencionados en el Anexo I de la Ley N. 23 696, con la ampliación dispuesta 
en el articulo 7 de la presente y cumplido lo dispuesto en el artículo precedente, las acciones Clase "D" 
representativas del Capital Social de YPF Sociedad Anónima, serán vendidas en bolsas y mercados bursátiles 
nacionales y/o internacionales. El Estado Nacional asumirá todos los créditos y deudas originadas en causa, título o 
compensación existente al 31 de diciembre de 1990, que no se encuentren reconocidos como tales en los estados 
contables de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado a dicha fecha, que fueran auditados por la 
Sindicatura General de Empresas Públicas, como también toda contingencia, reconocida o no en dichos estados 
contables, generada por hechos ocurridos y/o en operaciones celebradas a dicha fecha, siempre que exista decisión 
firme de autoridad jurisdiccional competente, debiendo mantener indemne a YPF Sociedad Anónima de todo reclamo 
que se realice por estas cuestiones. Por su parte, YPF Sociedad Anónima deberá absorber los resultados acumulados 
negativos de los Estados Contables de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado al 31 de diciembre de 
1990 en los estados contables al 31 de diciembre de 1991, en moneda de dicha fecha hasta agotar el saldo de ajuste 
de capital existente a la fecha precitada. 
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reconocida o no en dichos estados contables, generada por hechos ocurridos y/o en operaciones 
celebradas a dicha fecha, siempre que exista decisión firme de autoridad jurisdicci onal competente, 
debiendo mantener indemne a YPF Sociedad Anónima de todo reclamo que se realice por estas 
cuestiones.  
Por su parte, YPF Sociedad Anónima absorbió los resultados acumulados negativos de los Estados 
Contables de Yacimientos Petrolíferos Fiscales Sociedad del Estado al 31 de diciembre de 1990 en los 
estados contables al 31 de diciembre de 1991, en moneda de dicha fecha hasta agotar el saldo de ajuste 
de capital existente a esa fecha. 
Esta Ley en su artículo 14 determinó que debían transferirse a YPF Sociedad Anónima el dominio 
de los inmuebles de propiedad del Estado Nacional o de las Provincias donde se encuentren asentadas 
plantas, depósitos u otras instalaciones fijas productivas o fabriles de la citada Sociedad Anónima, en 
cualquiera de sus denominaciones, entonces ocupados por aquélla. 
El art. 15 de esta ley, previó que no resultaría aplicable la Ley Nº 11.867 de Transmisión de 
Establecimientos Comerciales e Industriales a las enajenaciones de establecimientos comerciales o 
industriales, ni a la transmisión de activos y actividades, ni a las asociaciones y concesiones de 
derechos que, en cumplimiento de lo dispuesto por esta ley, efectuaría YPF Sociedad Anónima, siempre 
que ésta o el Estado Nacional se hiciera  cargo de los pasivos existentes a la fecha de la enajenación, 
transmisión, asociación o concesión de la que se tratase. 
La venta de las acciones que retuvo el Estado Nacional se efectuó en dos etapas, el dec.1106/93 fijó 
un nuevo estatuto en cuanto a la oferta pública de adquisición: cuando un accionista o grupo alcanzare  
el 15% del capital social, o 20% de acciones clase d, debería hacerse una oferta pública de adquisición 
de la totalidad del capital accionarlo, con el consentimiento de la clase A. Finalmente la Ley 24.474 del 
año 1995 modificatoria Ley 24.145, dio autorización al Estado Nacional a retener sola 1 acción.  
En enero de 1999, Repsol, S.A. adquirió en bloque 52.914.700 acciones Clase A (14,99% de las 
acciones de YPF) que fueron convertidas en acciones Clase D. De este modo el Estado Argentino vendió 
el 20 % del capital accionarlo que poseía conservando sólo 1.000 acciones, con lo cual el Estado perdió 
la potestad de designar a sus directores y síndicos. Pero tal situación fue subsanada de inmediato 
mediante la modificación del Estatuto Social que, no solamente le permit ía mantener los cargos 
directivos y de control, sino que agregó una potestad limitativa más a las cuatro ya mencionadas, 
referida al acuerdo de las acciones Clase A para mudar el domicilio fiscal o legal de la Sociedad. 
Adicionalmente, el 30 de abril de 1999, Repsol anunció una oferta pública para la adquisición de la 
totalidad de las acciones Clases A, B, C y D a un precio de U$S 44,78 por acción. Como resultado de la 
oferta, en junio de 1999 Repsol adquirió un 82,47% adicional de las acciones de YPF.  En mayo de 
1999, compró el paquete de YPF que incluyó el 10% de los empleados (Programa Propiedad Participada) 
–acciones clase c- No se pagaron y fueron vendidos a sin autorización de los empleados de manera 
directa sin mediar la Ley de Oferta Pública, lo que generó la denuncia penal pertienente por adquisición 
de bienes litigiosos (Denuncia  Penal  8568/99 “YPF s/delito de Acción Pública” tramita ante el Juzgado 
Federal n° 4 a cargo del Dr. Ballesteros y Sec n° 7 de Capital Federal. De este modo, al 31 de diciembre 
de 1999, Repsol poseía el control de la Sociedad mediante una participación del 97,81%.  
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El impacto histórico de las políticas públicas energéticas en este sector energético puede graficarse 
de la siguiente manera: 
Evolución histórica de la Producción 
de Petróleo en Argentina.
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231 
En términos generales, y hasta 1999 la producción hidrocarburífera muestra una evolución en 
ascenso con algunos eventos de retracción según algunos eventos históricos. La venta de las acciones 
del Estado y la desaparición del Estado como sujeto interviniente y ejecutor de las políticas públicas del 
sector ha generado la disminución de la producción.232 
                                                 
231 Elaboración propia con datos I.A.P.G. e I.N.D.E.C. 2009 
 
232 Elaboración propia con datos I.A.P.G. e I.N.D.E.C. 2009 
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Un escenario  (menos abrupto) se avizora en materia de Gas Natural, a saber: 
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Debe mencionarse que esta tendencia se refleja también en materia de reservas petroleras, en tanto 
la  desaparición de los intereses del Estado en la ejecución e intervención de las políticas exploración, 
                                                 
233 Elaboración propia con datos I.A.P.G. e I.N.D.E.C. 2009 
 
234 Elaboración propia con datos I.A.P.G. e I.N.D.E.C. 2009 
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ha generado la merma del horizonte probado y probable de reservas hidrocarburíferas por falta de 
nuevos descubrimientos y uso de las reservas probadas. 
En el año  2003 en materia de facultades de administración y explotación se dictó el decreto 546, el 
que estableció que las Provincias fuesen las titulares constitucionales del recurso, pero carecían de 
atribuciones por el régimen legal de la Ley 17.319. Así, se dispuso que las áreas que revirtieran a las 
Provincias (denominadas “en transferencia” por el decreto 1955 de 1994) serían administradas por ellas 
ejerciendo las atribuciones que la Ley 17.319 reconocía a la autoridad de aplicación, debiéndose  
mantener informada a la autoridad nacional. El Estado Nacional mantenía el ejercicio de las facultades 
emanadas de los artículos 2 y 3 de la 17.319 y, también, la jurisdicción sobre las áreas por él  
concesionadas. Se creó así un régimen dual. Las áreas ya concesionadas se mantenían bajo jurisdicción 
federal y las nuevas o las que revirtieran (por caducidad o voluntad de las partes) bajo jurisdicción 
provincial. 
A posteriori, la Ley 26.197 (denominada Ley Corta) modificó el artículo 1 de la Ley 17.319 
estableciendo la pertenencia al patrimonio inalienable e imprescriptible de la Nación o las Provincias los 
yacimientos de hidrocarburos, según el lugar en que se encuentren. En cuanto al  mar, hasta las 12 
millas se reconocen patrimonio de las Provincias o la ciudad de Buenos Aires. La Ley les otorga a las 
Provincias la administración de los yacimientos, aún los que habían sido concesionados por el Estado 
Nacional que el decreto 546/2003 reservaba para el Gobierno Nacional. Según la nueva ley, las 
facultades de las Provincias son las que surgen de la Ley 17.319. Entre ellas las de renovar las 
concesiones, controlar los contratos, aplicar las sanciones, etc., reservándose el Gobierno de la Nación 
el diseño de las políticas energéticas a nivel federal. 
Los objetivos de defensa nacional, en algún momento fundamento de la nacionalización del recurso 
y de los fallos de la C.S.J.N, no parecieron primar ante la sanción de esta Ley de provincialización de 
hidrocarburos, que en los hechos permite la dispersión normativa, la falta de una política pública 
unívoca en la materia, la contramarcha de una política hidrocarburifera nacional unívoca y unificada, 
ante un contexto internacional que se dirige a las antípodas del sistema previsto por esta ley. 
En cuanto al recurso gas natural, La Dirección Gral. de Gas del Estado fue creada por decreto Nr. 
22389/45. Hasta el año 1945 la Compañía Primitiva poseía sólo 200.000 usuarios sobre un total de 
15.000.000 de habitantes y en 1950 la expansión del servicio gracias a las obras de gas del Estado 
fueron de 439.283. 
Previo a la creación de Gas del Estado, el gas necesario para el alumbrado público era obtenido del 
carbón de hulla, importando de Inglaterra lo que traía aparejado altísimos costos. El Presidente Gral. J. 
D. Perón procedió a suplantar esa importación y aprovechar el gas que se venteaba en Comodoro 
Rivadavia. En 1945 el Vicepresidente Perón tomó posesión de las instalaciones de Primitiva Gas de 
Buenos Aires, que hasta ese momento distribuía gas y el 1 de enero de 1947 Canessa y el ya Presidente 
Perón soldaron el primer caño de un gasoducto con trayecto Lavallol – Comodoro Rivadavia, en su 
momento, uno de los más largos del mundo, que finalizó de construirse en 1949. Esta decisión coordinó 
con la política de disminución de costos de tarifas y ampliación de gas por redes  siendo Argentina uno 
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de los tres países del mundo que posicionados a la cabeza del aprovechamiento del gas, junto a EEUU y 
Rusia. 
Cuando en 1975 es descubierto el yacimiento de gas de Loma de la Lata, el Argentina es declarada 
como país gasífero, desarrollando Gas del Estado mientras fue estatal y hasta su privatización 7 
gasoductos  troncales (11.867 Km.), gasoductos secundarios por 9.800 Km., y redes de distribución por 
50.000 km.  
Mediante de decreto 633/91 el Presidente Menem estableció la reestructuración de la industria del 
gas natural.  En 1992 se sancionó la Ley 24.076 que creó el marco regulatorio de la actividad gasífera –
downstream ya que la up stream quedó bajo jurisdicción de la Ley de hidrocarburos-y declaró sujeta a 
privatización (art. 74) a Gas del Estado S.E. La sanción de esta ley, parece haberse obtenido mediante el 
voto de personas ajenas al recinto de diputados que se sentaron en sus bancas a fin de obtener el 
quórum necesario producto del retiro de los legisladores de la bancada radical 235, 236. 
Mediante el decreto Nr.1189/92 Gas del Estado S.E. fue dividida en 10 sociedades entre las que los 
bienes fueron divididos. El marco regulatorio down stream de este recurso, garantiza el sistema tarifario 
a las empresas concedentes del sistema en dólares estadounidenses, con un actualización según 
cuadros inflacionarios de los E.E.U.U., a su vez, el 1738/92 art. 4 inc. 5 último párrafo, establece la 
prohibición al Estado de recurrir a la figura típica del derecho administrativo del “rescate”, auto- 
restringiéndose de este modo en el uso de la figura típica del derecho administrativo inserta en el marco 
general de la prestación de servicios públicos esenciales a fin garantizar la prosecución del mismo en 
casos extremos y de necesidad general para evitar la interrupción del servicio esencial.  
Este proceso de privatización y venta de los activos energéticos no deficitarios propiedad de la 
Nación, tiene sus defensores y sus detractores. Entre los primeros se encuentra los defensores del 
sistema de iniciativa privada como eje de la económica y de la necesidad del repliegue el Estado de las 
actividades no esenciales y  entre los últimos se encuentran quienes abogan por la estatización total y 
re-nacionalización de todas las etapas de la exploración y explotación del recurso.237  
 
 
6.3.3.2 Los problemas ambientales derivados de la explotación y uso del recurso 
hidrocarburífero. 
 
Los recursos hidrocarburiferos y su uso por el ser humano, han dado a la humanidad un gran 
bienestar económico y han ayudado a la creación de riqueza en gran, mediana y pequeña escala, 
                                                 
235 En este sentido Vidal A, El "diputrucho" cumple diez años,  Diario Clarín del 26/03/2002, documento electrónico 
disponible en http://www.clarin.com/diario/2002/03/26/p-363965.htm , enlace verificado el 25 de junio de 2005 
 
236  Es de hacer notar que, esta situación, podría  incluso generar la declaración de nulidad de la Ley 24076 , atento 
a la existencia de un vicio procedimental serio en su sanción, hipótesis derivada que se plantea como aporte a esta 
investigación en el punto 7.1.4 
237 Para una visión estatista del tema ver página web  http://www.pinosolanas.com/la_mirada_0017.htm, 20 de 
junio de 2008. 
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emergente del crecimiento económico generado a su vez por las técnicas industriales y  tecnológicas en 
la producción de bienes de consumo. 
Sin embargo, el carbón, el petróleo y el gas (todos ellos hidrocarburos)  poseen efectos nocivos al 
medio ambiente. La exploración y explotación del petróleo posee desventajas o riesgos ambientales en 
todas sus etapas, a saber: 
 La exploración implica el desarrollo de actividades de prospección sísmica (y de diversos 
medios) que comprometen el suelo y su estructura dinamitándolo; degradándolo y 
generando entre otras consecuencias, erosión de los suelos y contaminación sonora.  
 La explotación y el transporte de los mismos, presenta riesgos de derrame desde el mismo 
instante de la perforación de los pozos (agua de producción y piletas de hidrocarburos) 
hasta los derrames productos de accidentes.  
 Estos derrames generan muerte de animales por el impacto tanto físico (asfixia) como 
químico que poseen. Ello, en tanto la exposición a hidrocarburos puede generar daños 
pulmonares, depresión transitoria del sistema nervioso central, daños a la piel como 
irritación y dermatitis.  
 La absorción de hidrocarburos policiclicos aromáticos (PAHs), dada su liposolubilidad, 
puede a largo plazo fomentar el desarrollo de cáncer238. 
 El consumo de los mismos mediante su combustión, genera la producción de CO2, gas de 
efecto invernadero y lo constituye de este modo en el eje de los cuestionamientos 
emergentes de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático. Se 
estima que desde el inicio de la revolución industrial a la actualidad, la tierra ha sufrido 
un aumento de temperatura en 0,74ºC. Ciertos estudios científicos proyectan que, el 
aumento de la temperatura global en  más de 2ºC se desencadenarán procesos que 
provocarán eventos climáticos fuera de control. Según el Panel Intergubernamental sobre 
Cambio Climático (I.P.C.C.), se espera un incremento en la temperatura mundial durante 
los próximos cien años de hasta 5,8ºC, Las consecuencias proyectadas son: 
 La sobre elevación del nivel del mar debido al deshielo de los glaciares y a la 
expansión térmica de los océanos como consecuencia del aumento de las 
temperaturas. 
 Liberaciones masivas de gases de efecto invernadero (GEI), provocadas por el 
deshielo del “permafrost” y la desaparición de bosques, lo que acentúa aun mas 
el proceso del cambio climático. 
 Aumento de eventos climáticos extremos como olas de calor, sequías e 
inundaciones. (Durante los últimos 30 años se ha duplicado la incidencia global 
de las sequías). 
                                                 
238 La Administración de Seguridad y Salud Ocupacional de EE. UU (OSHA) ha fijado un límite de 0.2 miligramos de 
HAPs por metro cúbico de aire (0.2 mg/m³). El límite de exposición permisible para vapor de aceite mineral que 
contenga HAPs es 5 mg/m³  durante un período de exposición de 8 horas. El Instituto Nacional de Seguridad 
Ocupacional y Salud (NIOSH) recomienda que el nivel para productos de alquitrán en el aire del trabajo no 
sobrepase 0.1 mg/m³ durante una jornada diaria de 10 horas en una semana de 40 horas. Existen otros límites de 
exposición en el trabajo para productos que contienen HAPs, tales como carbón, alquitrán y aceite mineral. 
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 Amenaza a sistemas naturales como glaciares, arrecifes de coral, manglares, 
ecosistemas alpinos, bosques boreales, bosques tropicales, humedales de 
llanuras y praderas nativas. 
 Riesgos de extinción de especies y pérdida de biodiversidad. 
 Generación de refugiados ambientales.239 
Se estima que los mayores impactos se producirán en los países más pobres del África 
Subsahariana, Sureste asiático y Sudamérica, así como las pequeñas islas con menor capacidad de 
protección ante el aumento de sequías y la subida del nivel del mar, el aumento de enfermedades y la 
caída de la producción agrícola. Según algunos expertos, el objetivo de las políticas climáticas deben 
orientarse a mantener la temperatura media mundial por debajo de los 2º C, con un objetivo final de no 
más de 0,5 ºC por encima de los niveles preindustriales, asumiendo que el incremento de 1,8 º C por 
encima de los niveles preindustriales es inevitable .240   
 
 
 
 
 
 
Los datos de la OPEP dan cuenta que los porcentajes de participación en gases  de efecto 
invernadero  según la fuente generadora son los siguientes: 
56,60%
28,00%
17,30%
14,30%
7,90% 1,10%
CO2 fosil fuels
CO2 others
CO2 deforestation, biomas
CH4
N2O
F. Gases
241 
                                                 
239 En este sentido ver UNEP, Environmental Refugees, at i (1985); Cícero Bley Jr. Ciencia Hoje vol. 25 n148, 1999. 
 
240 Ver Greenpeace, Revolución Energética. Un futuro para la Argentina, documento electrónico disponible en 
http://www.greenpeace.org/raw/content/argentina/cambio-climatico/revolucion-energetica/r-evoluci-n-energetica-
un-fu.pdf,  enlace verificado el 2 mayo 2010. 
 
241 Elaboración propia según datos IPCC Fourth Assessment Report of the Intergovernmental Panel on Climate 
Change, 2007. citado en OPEP, World Oil Outlook, 2009. 
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Como puede analizase, los combustibles fósiles producen la mayor parte de la emisión de CO2 que 
incrementa el denominado efecto invernadero, razón por la cual la reducción de estas emisiones son el 
objetivo central de los esfuerzos internacionales y nacionales dados en el marco del cumplimiento de la 
Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático 1992 242 (UNFCCC), ratificado por 
Argentina mediante Ley Nº 25.438 y el Protocolo de Kyoto,  proponen reducir sus emisiones totales de 
gases de efecto invernadero durante el período 2008 y 2012, en un 5,2% en comparación con el año 
1990. Ello se ejecutaría mediante la adopción de una serie de objetivos  de reducción nacional y 
regional. Los 165 países miembros se reúnen dos veces al año para negociar mejoras y revisar los 
objetivos y estrategias comunes para concretar las intenciones del Tratado.243 
En términos generales, la estructura del método a través del cual se obtendría las reducciones de 
GEI se basa en la implementación de medidas de reducción de emisiones en la creación de un mercado 
de carbono, en el que se ha convertido al carbono en un commodity, cuyos derechos de emisión pueden 
ser comercializados mediante la emisión de bonos de carbono que pueden comprarse y venderse por 
parte de los Estados y entidades que deban acreditar reducciones de gases que efectivamente no lo 
hagan pero que inviertan en actividades “verdes” en algún otro lugar del mundo .244 
Los pronósticos que estos científicos y la Organización de Naciones Unidas manejan, poseen sus 
detractores científicos, quienes manifiestan que el calentamiento global no posee relación directa 
exclusiva con la actividad antrópica.245 Estas posturas científicas son las bases por las cuales ciertos 
países de la comunidad internacional (principales emisores de CO2) no ratifican los acuerdos dados en 
el marco de las Convenciones de Cambio Climático, entre ellos EEUU. 
 
                                                                                                                                                             
 
242 Los países signatarios se obligaron a reducir sus emisiones totales de gases de efecto invernadero entre los años 
2008 y 2012, en un 5,2% en comparación con el año 1990. 
 
243 En la actualidad se está negociando en la segunda fase de este acuerdo, que cubrirá el período 2013-2017.  
 
244 Este sistema denominado MDL (Mecanismo de Desarrollo Limpio) es criticado por algunos científicos que no 
convalidan que el sistema de mercado sea un sistema apto para conjugar los intereses de la naturaleza y denuncian 
el mecanismo como el medio a través del cual los Estados y empresas contaminantes eluden la responsabilidad de 
reducir emisiones.  
 
245 En este sentido ver los desarrollos en la materia de recalentamiento del sistema solar por la acción del sol de, 
entre otros, Alexey Dmitriev, geofísico de la Academia Rusa de Ciencias, quien expresa que l as modificaciones de 
temperatura en el sistema Solar se deben a que este esta atravésando una zona del espacio que contiene una gran 
cantidad de partículas de gran energía que serian los desechos de la explosión de alguna estrella  A medida que el  
Sistema Solar avanza hacia esta turbulenta  nube de energía, sus partículas llegan al sol e incrementan la actividad 
solar. “De este modo las atmósferas, el clima, y el magnetismo de todos los planetas del Sistema Solar -incluida 
nuestra Tierra- están siendo afectados, por una parte por un Sol alterado, y por otra por las partículas y la energía 
que llegan de la galaxia. Júpiter, Saturno, Urano y Neptuno son los planetas en los que más fuerte está impactando 
la onda de choque.” El sistema solar entra en calentamiento disponible en global. 
http://www.revistafusion.com/20090109669/Ciencia/Ciencia/el -sistema-solar-entra-en-un-calentamiento-
global.htm. 
Para más detalle del fenómeno ver a su vez NASA, The Sun Does a Flip, 2001, disponible en 
http://science.nasa.gov/science-news/science-at-nasa/2001/ast15feb_1/, asi como por Nasif Nahle Rayos 
Cósmicos y "Calentamiento Global" http://biocab.org/Cosmic_Rays_Graph_Sp.html, ambos enlaces verificados el 3 
de septiembre de 2010. 
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6.3.4 Concepto de derecho ambiental y su característica revolucionaria en el área social, 
política y jurídica. Evolución. El nuevo marco constitucional argentino tras la reforma 
constitucional del año 1994.  
 
La problemática incipiente de lo que en la actualidad se denomina contaminación estuvo presente 
en los codificadores argentinos de manera previa al surgimiento de las primera teorizaciones  modernas 
(surgidas mayoritariamente ex post la Convención de Estocolmo 1972)  acerca de un ambiente 
entendido como interacción de ecosistemas y el hombre. Los cánones culturales de la época en función 
de las evoluciones que han sido estudiadas ut supra operaron para que todo lo relativo a los recursos 
naturales y la contaminación fuera regulado en la esfera del derecho civil y allí permaneciera por 
mucho tiempo. Prueba de ello son las primigenias normas ambientales argentinas que pueden 
encontrarse en el art. 2.618 del Código Civil, en el cual se regularon las molestias que ocasionaren el 
humo, calor, olores, luminosidad, ruidos, vibraciones o daños s imilares por el ejercicio de actividades 
en inmuebles vecinos, en relaciona las cuales determinó que no debían exceder la normal tolerancia, 
teniendo en cuenta las condiciones del lugar y aunque mediare autorización administrativa para 
aquéllas. Este artículo debe ser considerado la piedra angular, el artículo precursor e indiciario de lo 
que a posteriori fue la normativa de medio ambiente. Estableció incluso un gran poder de ponderación 
a los magistrados, en tanto determinó que, en la aplicación de esta disposición el juez debía 
contemporizar las exigencias de la producción y el respeto debido al uso regular de la propiedad; 
teniendo en la prioridad en el uso. 
El artículo 2.621 del C.Civ., por su lado, estableció que nadie podía construir cerca de una pared 
medianera o divisoria, pozos, cloacas, letrinas, acueductos que causen humedad; establos, depósitos de 
sal o de materias corrosivas, artefactos que se mueven por vapor, u otras fábricas, o empresas 
peligrosas a la seguridad, solidez y salubridad de los edificios o nocivas a los vecinos, sin guardar las 
distancias prescriptas por los reglamentos y usos del país. A su vez, en el art. 2.622  se estableció que 
aún separados de las paredes medianeras o divisorias, nadie podía tener en su casa depósitos de aguas 
estancadas, que pudieran ocasionar exhalaciones infestantes, o infiltraciones nocivas, ni hacer trabajos 
que transmitan a las casas vecinas gases fétidos o perniciosos, que no resulten de las necesidades o 
usos ordinarios; ni fraguas, ni máquinas que lancen humo excesivo a las propiedades vecinas.  
Es de hacer notar que estos artículos, primeras normas pseudo ambientales, regulaban las 
relaciones básicamente entre vecinos, dentro del marco del derecho de daños, que es estrictamente 
materia civil. Lejos se estaba de la concepción actual del ecosistema como un todo integrado, de 
contaminación en tanto delito penal y de la obligación de recomposición ambiental establecida en la  Ley 
General del Ambiente, el concepto de daño ambiental, establecido en el art. 41 Constitución Nacional, y 
de la incidencia de las actividades nocivas de este tipo dentro del ámbito del derecho públ ico y como 
impacto colectivo. Estas normas sólo regulaban acciones entre privados y la legitimación otorgada 
encuadraba dentro de los estándares civiles tradicionales del interés directo y no del interés difuso o 
interés colectivo, ya que dichas categorías jurídicas serían elaboraciones posteriores en el tiempo. 
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El Máximo Tribunal Argentino sólo contó con estas normas del Código Civil , el Derecho Agrario 
(aplicable a las relaciones agrarias y/o a predios rurales) y algunas normas locales y nacionales que 
regularon la cuestión muy vagamente dirigidas básicamente a establecer el uso de diversos recursos 
naturales (Derecho de los Recursos Naturales, el Código de Minería -aplicable a la actividad minera y 
las leyes hidrocarburíferas la primera de las cuales surge en la década del 30-) y cierto tipo de residuos 
para regular las precursoras situaciones de contaminación ambiental, siendo los marcos en los que 
debió entender, en general (aunque no todos), entre particulares y a raíz de planteos en casos concretos 
de acciones de daños y perjuicios civiles entre particulares vecinos.  
Producto de la evolución cosmovisional de estas normas dada primigeniamente en el derecho 
internacional a raíz de las nuevas evidencias científicas y de los nuevos requerimientos sociales y 
jurídicos, el Derecho argentino incorporó el concepto de Derecho Ambiental, cuyo ámbito de 
incumbencia abarcó una amplia gama de contenidos entre los cuales se encontraba un conjunto de 
normas, principios y criterios reguladores del uso de los recursos naturales, la producción de recursos 
culturales y toda actividad antrópica que impactase en el ecosistema natural que rodease al hombre y 
que pudiese comprometer la salubridad del medio del que subsiste , inclusive los residuos tanto 
domiciliarios, como patogénicos,  industriales y radioactivos. De este modo se adaptaron y traspasaron 
los contenidos originarios del Derecho Agrario y del Derecho de los Recursos Naturales y Minero, y 
surgió el Derecho Ambiental. En la actualidad, la noción moderna abarca bienes con características 
subjetivas adscriptas a cánones de belleza cultural y hasta en parte inmateriales como el paisaje y el 
patrimonio histórico. 
Los objetos regulados por el Derecho Ambiental moderno son: 
 las conductas humanas en tanto comprometen el uso y la integridad de alguno de los 
recursos naturales o de las interacciones entre ellos o entre ellos y el hombre. Las conductas a 
regular serán las que utilicen o interfieran dañosamente: 
o Alguno de los recursos naturales: 
 Recurso hídrico (agua), en cualquiera de sus formas, desde el agua 
superficial y subterránea, la lluvia, e inclusive el agua en estado 
glaciar.  
 El aire, incluyendo agua metereológica (el clima en general), el viento, 
las ondas hertzianas, radiación y gases,   
 El suelo, es decir la cubierta de la tierra en general útil al hombre para 
la labranza (aún a pesar de situaciones concretas de degradación 
producto de erosión natural, degradación o desertificación), receptor 
del agua, la flora, la fauna etc. 
 Los yacimientos minerales sólidos líquidos y gaseosos, 
 La  flora,  
 La fauna, 
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 Los recursos biogenéticos (germoplasma). 
o Ciertos bienes inmateriales de corte subjetivo como el paisaje (bienes 
edafológicos) y el patrimonio histórico y cultural de difícil definición. 
o Ciertos lugares específicos legislativamente delimitados con prohibición expresa 
de modificación total o parcial dedicados para el goce de las generaciones 
futuras, investigación científica o requisitos de seguridad  nacional, como los 
parques nacionales o provinciales (de obligación de conservación en estado 
primitivo), monumentos naturales (de valor estético o histórico con total 
protección), o reservas nacionales o provinciales (de interés científico). 
 Las conductas humanas en tanto producen y utilizan la energía que resulta de los 
recursos naturales. 
 Las conductas humanas dentro del marco de la actividad agraria.  En atención a que el 
derecho agrario se considera inmerso dentro del derecho ambiental (siendo incluso un 
primigenio cuerpo normativo fuente del mismo) es que las nociones de ordenamiento territorial 
y unidad económica agraria son también instrumentos de análisis y de solución viable de 
cuestiones ambientales diversas.  
 Las conductas humanas en relación al manejo de ciertos elementos riesgosos para la 
salud humana, como el caso de los residuos (ya sean domiciliarios, peligrosos, radioactivos) 
 
 
 
El sujeto del derecho ambiental, es decir, el obligado al cumplimiento de las normas y su 
beneficiario, es: 
 El hombre, entendiendo por ello a las: 
o Generaciones presentes y 
o Generaciones futuras. 
Sólo el hombre, y no la naturaleza, es sujeto de Derecho. El concepto de su sujeto implica la 
existencia no sólo de personalidad jurídica, sino de una dimensión ontológica de la concepción de la 
persona humana en tanto ente sustancial de naturaleza racional, en tanto ser noumenal (libre y 
racional). Sólo el hombre crea el derecho como instrumento de regulación social a  fin de satisfacer sus 
propias necesidades y consumar sus fines tanto materiales como espirituales. Si bien existen personas 
ideales (no físicas) a las que por una ficción legal se las ha imbuido de personería jurídica a los fines de 
su funcionamiento, no es menos cierto en la materia ambiental la existencia de un velo social cubritivo 
de una personalidad humana inexistente no se presenta como un obstáculo para imputar 
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responsabilidad a las personas físicas intervinientes en las situaciones de contaminación por detrás del 
mismo. 
En este sentido, la reforma de 1994, al introducir el art. 41 al texto constitucional, ha consagrando 
el derecho al medio ambiente apto sano y equilibrado de todos los habitantes, abriendo todo un nuevo 
marco de interés e incumbencia constitucional explícita, cambiando el eje del abordaje a la materia, 
ratificando la extrapolación efectuada progresivamente por la jurisprudencia primero y luego por la 
legislación ambiental desde el ámbito estrictamente del derecho privado al ámbito del derecho públ ico, 
y generando un sustancial cambio en el área del dominio público de los recursos mediante la 
incorporación del art. 124 de la C.N. 
Atento a esta reforma constitucional, no sólo el recurso hídrico (en tanto objeto de utilización 
naviera y portuaria) y los recursos mineros  e hidrocarburiferos (en tanto esenciales al progreso y a la 
defensa nacional), comenzaron a ser temas de incumbencia constitucional directa, sino todos los 
recursos naturales en tanto fuentes de desarrollo humano sostenible y objetos constitutivos del medio 
ambiente a fin que éste sea apto sano y equilibrado para el desarrollo humano. Ello es la primer 
consecuencia de la reforma, pero, la consecuencia más importante de ella, es que, al incorporar el 
derecho al medio ambiente apto sano y equilibrado y aceptar los standards del moderno Derecho 
Ambiental, incorporó toda la gama de consecuencias subversivas del orden y la lógica del sistema 
jurídico tradicional. La incorporación constitucional de esta disciplina revolucionaria en materia 
política, social y jurídica, aceptó y convalidó en su seno el germen de la revolución de característica 
“abarcativa, transversal e interdisciplinaria”246 a fin de inclinar la balanza en post de la supervivencia 
de nuestra especie limitando las actitudes auto- destructivas. Por ello, y porque de lo que se trata es de 
la re-evaluación y cambio de los sistemas primero mentales tanto individuales como colectivos, políticos 
y jurídicos que a la actualidad han permitido el acaecimiento de  heridas auto inflingidas, debe 
concederse al derecho ambiental la característica típica de los hechos o circunstancias que romperán el 
molde del status quo y, por ende de tipo revolucionaria del orden imperante,247 debiendo asumirse que, 
como el resto de los derechos de incidencia colectiva, son derechos invasores, ejercen una gran 
irradiación sobre las ramas del derecho tradicional y son derechos “contestatarios”, “rebeldes”, 
“heréticos”, “descodificantes”, “insurgentes”,248poseen estructuras desarregladas. Son conquistadores 
de nuevos territorios por dominar, provocan un desajuste del instrumental clásico, el que es 
                                                 
246 Estas 3 caracteristicas son mencionadas en funcion del Derecho Ambiental por Pigretti,  Eduardo A., El derecho 
ambiental como revolución social político jurídica, Revista Jurídica La Ley, Buenos Aires, del 28/09/2004, 1 - LLP 
2004, 01/01/2004, 1273. 
 
247 Pigretti en este sentido dirá: “El hecho de constituir un proceso revolucionario no significa que sea un proceso 
triunfal. Numerosas dificultades e inconvenientes tropiezan con una evolución razonable de este tema. Intereses 
contrapuestos de todo género y naturaleza, problemas humanos económicos y sociales impiden una modificación tan 
sustantiva que permitan avizorar en el corto plazo modificaciones. Sin embargo en un futuro remoto pero no distante 
creo que asistiremos a modificaciones del pensamiento mucho más poderosas de las que hasta el presente hemos 
avizorado y se han podido concretar. Estamos pues parados en una frontera que necesariamente va a quedar 
superada por un universalismo que irá más allá de la actividad que hasta el presente el ser humano ha conocido ”  
Pigretti E. El derecho ambiental como revolución social político jurídica, ob. cit. , 1273. 
 
248 Estos términos con descriptos por Cafferatta, Néstor A. en, Los derechos de incidencia colectiva, Revista Jurídica 
la Ley, Buenos Aires, 2006-A, 1196.  
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disfuncional e inadecuado para solucionar el problema, lo que genera la urgencia en aggiornar 
instituciones y repensar el propio sistema jurídico y de organización  política.   
El orden jurídico, si pretende encausar las acciones humanas para la preservación de la vida en el 
planeta, deberá ser el reflejo de las necesidades humanas y ambientales de todos los seres que en ella 
habitan de manera equilibrada y comunitaria, con el norte fijado en la igualdad de derechos a existir, lo 
que presupone como precondición que el ambiente sea apto para que ello suceda.  La lógica de la 
privatización de recursos naturales esenciales para la subsistencia de la vida en todas sus expresiones, 
alegando fines humanitarios cuando la realidad de los objetivos y de algunas regulaciones poseen un 
norte diverso al de la preservación, la equidad y la justicia social de todos los hombres, para avalar la 
concentración económica y la creación de rentas en manos de una minoría, obtenida en detrimento de 
los que menos tienen, debe superarse. La ilusión que el hombre ha creado en torno a la propiedad de 
los recursos que permiten la subsistencia de todos (como el agua o el aire) en detrimento de la natural 
condición de res communis de todos, puestas al servicio de la comunidad colectiva para concreción de 
su existencia física, debe re-evaluarse.  
En este contexto, compete al Derecho Ambiental, ya sea como especialidad independiente o como 
normas diseminadas dentro de las diversas especialidades, reordenar la actividad antrópicas e imponer 
a la ciencia del Derecho la necesidad de revisar algunas de sus instituciones fundamentales, y en 
especial la noción que hace a las posibilidades del Estado en la actuación social en conjunto con la 
sociedad civil, las nociones de división de poderes interestatales (y sus límites), de las relaciones inter 
órganos y de la democratización de la toma de decisiones  de manera de evitar la desviación de la 
voluntad de las personas en el proceso de representación, superando tanto las tesis de 
intervencionismo de Estado como de ausencia del mismo, para la creación de una situación de 
cooperación inteligente, solidaria, que permita la subsistencia de la vida en el planeta.    
La disciplina ambiental posee la potencia para efectuar dicha revolución. La prueba de ello son las 
rotundas transformaciones que han operado en materia de legitimación procesal (intereses difusos249 y 
colectivos) que ha transformado el Derecho Procesal tradicional, de inoponibilidad de velos societarios y 
extensión de responsabilidad, de nuevos poderes a los magistrados, etc.. El cambio se encuentra 
avalado por la propia Constitución, la que ha albergado en su seno el semilla de la revolución jurídica 
que el derecho ambiental impone de manera apropiada, fijando sus parámetros y objetivos, la que debe 
entenderse debe operar de manera armónica con las prescripciones que la misma reforma hizo en 
materia de derechos humanos (art. 75 inc. 22 C.N.), inclusión de sectores hasta ahora olvidados por el 
sistema (comunidades originarias art.75 inc.17 C.N.) y parámetros de desarrollo humano (art. 75 inc.19 
CN). Tomar debida nota de ello es fundamental para justificar las propuestas prospectivas que más 
abajo se desarrollan en materia institucional y de funciones y poderes de la C.S.J.N. Ello se analizará 
en los próximos capítulos. Previo a ello debe abalizarse que, en la actualidad el marco jurídico 
                                                 
249 El interes difuso reconoce a cualquier persona la posibilidad de accionar judicialmente, sin tener una afectación 
directa clara, para proteger un interes de tipo colectivo (como en este caso es el medio ambiente). 
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constitucional posterior a la reforma constitucional de 1994250 en materia de recursos naturales y 
medio ambiente se encuentra previsto de la siguiente manera: 
 
6.3.4.1 El desarrollo sostenible (art. 41 C.N.) y el desarrollo humano (art. 75 inc. 19 C.N.) como 
objetivos constitucionales.  
 
“El desarrollo debe ser integral, y por lo tanto ha de significar algo más vasto y mas hondo que un mero conjunto 
de técnicas y objetivos económicos. Dicho de otro modo, el desarrollo, en su acepción cabal es polifacético y contiene 
entre otras, un faceta política principal, necesaria,  ineludible, que está referida a las bases, la organización y el 
ejercicio del poder estatal y las relaciones entre éste y los derechos humanos. La historia y la ciencia política, en efecto, 
enseñan que, todo cambio de las bases estructurales de una comunidad nacional (el  desarrollo  implica un cambio de 
esta especie, en países como el nuestro)  acarrea, totalmente un cambio correlativo del sistema político.” 251 
La reforma constitucional de 1994 incorporó las pautas orientadoras del tipo de desarrollo 
propugnado por la Nación en los artículos 75 inc.19, y en el  41. El art. 41 prevé el derecho de todos los 
habitantes del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el  desarrollo humano y para que las 
actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones 
futuras; y tienen el deber de preservarlo. Esta última definición, es conocida como el concepto de 
desarrollo sostenible252.   
                                                 
250 Los articulos más importantes introducidos relativos al tema son: “Artículo 41- Todos los habitantes gozan del 
derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas 
satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de 
preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley.  Las 
autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la 
preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales.  
Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las Provincias, 
las necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. Se prohíbe el ingreso al 
territorio Nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiact ivos. 
Artículo 121.- Las Provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al Gobierno Federal, y el que 
expresamente se hayan reservado por pactos especiales al tiempo de su incorporación.  
Artículo 124.- Las Provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico - social y establecer órganos con 
facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean 
incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno Federal o el crédito 
público de la Nación; con conocimiento del CongresoNacional. La Ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se 
establezca a tal efecto. Corresponde a las Provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su 
territorio.”  
 
251 Oyhanarte Julio, Poder politico y cambio estructural en la Argentina. Un estudio sobre el estado del desarrollo, 
Paidos, Buenos Aires, 1969, pág. 1. 
 
252 Se ha analizado ut supra el surgimiento de dicho concepto en Estrategia Mundial de la Conservación (EMC) de la 
Unión Mundial para la Conservación de la Naturaleza UICN en 1980 (nota 32) y su incorporación en el Informe 
Bruntlland “Nuestro Futuro Común”, un informe socio-ambiental- económico dirigido por la Dra. Brundtland en 
1987 para la Organización de Naciones Unidas (CMMAD -PNUMA – Programa de Naciones Unidas para el Medio 
Ambiente)  dentro del marco de la iniciativa tomada por esta organización en materia ambiental tras la Conferencia 
de Estocolmo del año 1972, (primer conferencia internacional que Naciones Unidas dedicó a la problemática 
ambiental) y las que la prosiguieron. 
El concepto al que esta investigación adhiere es el de desarrollo sostenible (en lugar de desarrollo sustentable) 
en tanto las acepciones de la Real Academia Española dan cuenta de la corrección de uso en ese sentido, a saber:  
Sustentable. 1. adj. Que se puede sustentar o defender con razones y sostenible. 1. adj. Dicho de un proceso: Que 
puede mantenerse por sí mismo, como lo hace, p. ej., un desarrollo económico sin ayuda exterior ni merma de los 
recursos existentes. Esta investigación considera que el concepto desarrollo sustentable es inadecuado atento al 
contenido de las palabras descriptas  
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El concepto predecesor al de desarrollo sostenible es el de ecodesarrollo, formulado por Maurice 
Strong, el director ejecutivo del Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA), en 
la primera reunión del Consejo de Administración de este programa, la cual se celebró en junio de 
1973. Este concepto, tomado primigeniamente como concepto sintetizador aplicable en estrategi as de 
desarrollo regional (en especial el denominado “tercer mundo” o países en vías de desarrollo de áreas 
tropicales rurales), posteriormente se generalizó en su aplicación para los procesos de desarro llo 
integral racional en función con los ecosistemas no sólo en los países del tercer mundo sino en especial 
en los países desarrollados, tras el planteo efectuado por las primeras corrientes opositoras al 
tratamiento en pie de igualdad de las conductas depredatorias de los países menos desarrollados y de 
los ya desarrollados. 
Los aspectos sociales y económicos poseen un rol determinante en la definición del concepto, el 
que, a su vez, y producto de algunas ideologías proclives a desandar la senda de la propiedad privada, 
pueden entremezclarse con planteos particulares de colectivización de usos no sólo de los recursos 
naturales, sino de todos los elementos apropiables. Sin perjuicio de ello, parte de la esencia de este 
concepto, a la postre re definido como desarrollo sostenible tras la extensa definición dada en el Informe 
Brundtland, radica en la conformación de una sociedad que base su economía  en un “reparto 
equitativo del tener"253, en búsqueda de la conformación de una solidaridad intra-generacional (de la 
generación actual y del derechos de todos en el acceso igualitario al uso de los recursos naturales) como 
inter-generacional (entre distintas generaciones venideras, cuya capacidad de supervivencia dependerá 
en gran medida de las generaciones precedentes) en un contexto de general de justicia social que no 
permita la falta de acceso mínimo del hombre a los recursos naturales esenciales para su subsistencia 
y de un mínimo de posibilidades materiales (y espirituales) que le permitan eludir la situación de 
pobreza que, amen de ser una situación de riesgo estructural contaminante, se constituye en una 
injusticia basal violatoria da la dignidad humana. Por ello, de modo sintético se define al desarrollo 
                                                                                                                                                             
El concepto de desarrollo sostenible debe entenderse como concepto superador al de Crecimiento forjado por la 
ciencia económica tradicional y a sus métodos tradicionales de medición e indicadores, como producto del fracaso de 
estos últimos para medir la realidad social de las sociedades actuales (el método del PBI por ejemplo resultó 
insuficiente para demostrar indicadores sociales como por ejemplo, la distribución de la riqueza en los países, las 
políticas sociales destinadas a combatir la pobreza, la educación media de la sociedad, las economías informales, 
etc.). El concepto tradicional de crecimiento implica sólo el análisis de variables económicas, es decir, de tipo 
cuantitativa y no cualitativa. La noción de desarrollo, en cambio, implica otros elementos  de tipo cualitativo que 
permiten medir situaciones sociales complejas (como la distribución del ingreso, acceso a la educación, respeto por 
la tasa de reproducción y auto-depuración de los recursos en los procesos productivos,  etc.) mucho más 
demostrativa del nivel de vida de las poblaciones, que incluso incorporan para la medición la esperaza de vida al 
nacer, las tasas de escolarización, de alfabetización, grados de diversificacion de la economia. En materia económica, 
se han incluso creado algunos indicadores nuevos que intentar resumir en una sola cifra el impacto ambiental de la 
economía, como el caso del índice de Huella Ecológica, el cual produce un valor en hectáreas por persona a partir del 
consumo de varias formas de energía (adicionalmente al espacio pavimentado). Este indice es criticado por algunos 
autores, quienes objetan que es un indice redundante con las estadísticas de consumo de energía (de alimentos, 
biomasa y combustibles fósiles), ya que en lugar de usar kilocalorías u otras unidades de energía, las traduce en una 
representación en términos de espacio, por lo que no posee información útil.  Otros tres tipos de indices pueden ser 
el Flujo de Materiales, el Uso de Energía y la Apropiación Humana de la Producción Primaria Neta (HANPP). El 
primer índice, Flujo de Materiales, expresa toneladas por persona y año (biomasa y combustibles fosiles, minerales). 
El segundo, enunidades de energía y el HANPP es un cociente que se encuentra en unidades de energía o de peso.  
 
 
253 Citado en Riechmann J, Desarrollo sostenible: La Lucha Por La Interpretacion, ob. cit.  en cita a Ignacy Sachs  
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sostenible como “un desarrollo socialmente justo, ecológicamente compatible y económicamente 
viable”254 
Los debates posteriores según las teorías que analizamos ut supra, fueron incorporando al 
concepto, diversos elementos confirmativos que en la actualidad forman parte incluso de los marcos 
legislativos internos de los Estados, como la racionalidad en el manejo del espacio físico territorial en la 
urbanización de las ciudades y en la programación territorial del suelo rural (todo el lo mediante 
diversos instrumentos como el ordenamiento territorial y la regulación de la unidad económica agraria),  
el uso de diseños industriales medioambientalmente amigables y no contaminantes, aplicación en 
general de tecnologías limpias y de sistemas de participación ciudadana e información veraz y actual a 
la sociedad de toda la información ambiental disponible o técnicamente relevable. 
De este modo, la Constitución Nacional finalizó con el debate crecimiento (concepto de corte 
economicista) versus desarrollo (concepto que incorpora variables ajenas a lo estrictamente económico 
nominal), para inclinarse por este último como objetivo nacional, el que propone incorporar a la  
evaluación los estándares de vida de una sociedad, como por ejemplo, la distribución de la riqueza, 
pobreza, atraso, avance tecnológico y educacional, a la luz de la obtención de la s atisfacción de las 
necesidades humanas que no encuentre límites futuros producto de la devastación de los recursos 
naturales de inimaginables consecuencias y en cambio, una auto-propulsión virtuosa que conjugue el 
respeto a los ritmos biológicos de reproducción de los recursos, un uso racional de los recursos no 
renovables y de auto depuración del agua y del aire; de respeto a la capacidad del planeta de absorber 
las modificaciones antrópicas contaminantes y de recobrarse de ellas. Esta opción constitucional se 
constituyó de este modo en el norte debido tanto de las políticas públicas como en las actividades 
privadas.255 
La sostenibilidad de los procesos que las políticas públicas deben conseguir dimensionar ciertos 
aspectos del medio natural que son restrictivos, entre ellos: 
 La magnitud del impacto negativo en las condiciones ambientales  dependen tanto del agente 
impactante (el hombre y sus tecnologías) como de las condiciones previas en las que se encontraba 
el sistema. El medio, al igual que el hombre, sufre de distintas maneras las virulencias de los daños 
según el estado previo de salud. Un ecosistema ya débil o debilitado por alguna razón, sufrirá más 
un cierto impacto que otro ecosistema más sano y robusto. 
 La magnitud del impacto negativo dependerá de las capacidades de recuperación del sistema 
ecológico tras la afección contaminante o dañante. De la resiliencia del sistema ecológico dependerá 
su extinción o supervivencia 
                                                 
254 Citado en Riechmann J., ob. cit.  
 
255 A su vez, el art. 75. inc. 19. establece como potestad del Congresode la Nación: Proveer lo conducente al 
desarrollo humano, al progreso económico con justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la 
generación de empleo, a la formación profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la mon eda, a la 
investigación y al desarrollo científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. 
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 La capacidad adaptativa, el grado de evolucionabilidad natural de las especies y el desarrol lo de 
mecanismos para la re- adaptación y suprevivencia es de fundamental existencia ante el 
surgimiento de una presión selectiva natural nueva. 
Estos aspectos dan cuenta de algunos de los elementos que parte de los doctrinarios  encolumnados 
tras la doctrina de la economía ecológica, llaman la capacidad de carga del planeta, es decir, de la 
capacidad del plantea para poder sustentar los procesos ecológicos que garantizan la vida256. Si bien 
sería interesante poseer esos datos para las proyecciones en políticas públicas, las mediciones 
ensayadas no son exactas y distan de ser concordantes tanto desde lo ecológico, lo económico, como 
desde lo ideológico en un contexto general de mutabilidad de los mismos sistemas ecológicos y sus 
capacidades de depuración y regeneración. Ello es una gran limitante para la proyección estatal de las 
acciones a seguir, pero, podría establecerse que las políticas públicas fuesen consideradas racionales, si 
se proyectasen procesos sostenibles que tuviesen en cuenta no sólo la capacidad del medio de absorber 
las modificaciones antrópicas, sino que promoviesen: 
 La robustez de los sistemas ecológicos para resistir cambios desequilibrantes. 
 La resiliencia de los sistemas para recuperarse luego de un evento dañoso. Medidas de 
conservación pueden ser tomadas para ayudar a la recuperación y evitar la extinción del 
sistema. 
 Evaluaciones sobre procesos adaptativos ante presiones selectivas nuevas.   
 Eliminación de la pobreza, en tanto ésta es el mayor riesgo estructural en todos los aspectos 
posibles de la sociedad humana, permitiendo a todos los seres humanos el acceso al uso de los 
recursos naturales indispensables para la subsistencia física y un mínimo de bienestar 
material que  permita, en primer lugar, mejorar su estado de dignidad y luego la actitud de 
depredación del medio.257 
 Concientización colectiva de usos y consumos depredatorios a fin de su minimización. 
 Reordenación de métodos productivos contaminantes y/o depredatorios.  
                                                 
256 Algunos investigadores han desarrollado algunos modelos que dan cuenta del impacto del aumento poblacional y 
del impacto de la aceleración de las técnicas agrarias y de producción sobre el medio. No existe acuerdo acerca de la 
cantidad de personas que el planeta puede albergar, límite que se encuentra bastante lejos de ser definido en 
términos exactos atento la evolución biotecnológica en materia alimentaria y de expansión de la frontera agraria a la 
que ella dió lugar. Para más detalle ver Riechman, J. ob. cit.  
 
257 Para una visión del problema ver Barkin David, Riqueza, Pobreza y Desarrollo Sustentable, ob. cit.  quien 
menciona: “las condiciones presentes, la misma acumulación de riqueza crea pobreza. Si los pobres sobreviven en 
condiciones infrahumanas y son forzados a contribuir a la degradación ambiental, lo hacen por falta de alternativas. 
Aún en el más pobre de los países, los abismos sociales no sólo evi tan que los recursos se utilicen para mejorar la 
situación, sino que realmente agravan el daño, sacando a la gente de sus comunidades y negándole las 
oportunidades para proyectar sus propias soluciones. Por esta razón, la búsqueda de la sustentabilidad implica una 
estrategia dual moderna: por una parte, debe facilitar a la gente el fortalecimiento de sus propias organizaciones, o 
la creación de nuevas, utilizando sus recursos relativamente magros en la búsqueda de una alternativa y de una 
resolución autónoma de sus problemas. Por otra parte, una estrategia de desarrollo sostenible debe contribuir al 
surgimiento de un nuevo pacto social, cimentado en el reconocimiento de que son esenciales la erradicación de la 
pobreza y la incorporación democrática de los desamparados dentro de una estructura productiva más 
diversificada”. 
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Por ello, y atento a la especialidad que estos conceptos conllevan, queda claro que las acciones a 
tomar deben ser necesariamente interdisciplinarias, coordinadas, participativas258.  
Ello no sólo surge de la lógica de la disciplina, sino que también ha sido receptado en la 
Constitución Nacional. Nótese que las prescripciones del accionar estatal, que surgen también del art. 
41, establecieron que las autoridades proveerán a la protección del derecho, a la utilización racional de 
los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y 
a la información y educación ambientales sin distinción de poderes. Ello implica que todos los poderes 
de Estado están llamados a coordinar y a actuar interdisciplinariamente en el tema. Esta obligación 
omnicomprensiva del Estado de actuar con fines concretos (preservación y uso racional) implica la 
obligación de desarrollar una política pública a la exacta medida de dichos fines constitucionales, y esto  
es lo que permitirá a la C.S.J.N. desplegar las herramientas exorbitantes que tiene en su poder.   
La racionalidad en el uso de un recurso implica un juicio de ponderación en el que deberá medirse 
de alguna manera el fin perseguido y el medio utilizado. En materia ambiental, la evaluación de 
racionalidad de los medios empleados para un fin, irá de la mano del avance tecnológico en las medidas 
tanto extractivas, como productivas y recomponedoras del ambiente, así como de la evolución de los 
criterios y standards de consumo y de grados de protección ambiental. Atento a que todo esto se 
encuentra en permanente cambio y evolución,  las políticas públicas y el accionar de los organismos de 
Estado deben adecuarse a la mutabilidad reinante, aún si ello impacta en la necesaria revisión de sus 
decisiones. 
Por su parte, el art. 75, inc. 19 propone como fin constitucional el desarrollo humano. Atribuye al 
Congreso la obligación de proveer lo conducente al desarrollo humano, al progreso económico con 
justicia social, a la productividad de la economía nacional, a la generación de empleo, a la formación 
profesional de los trabajadores, a la defensa del valor de la moneda, a la investigación y desarrollo 
científico y tecnológico, su difusión y aprovechamiento. A su vez, lo obliga a proveer al crecimiento 
armónico de la Nación y al poblamiento de su territorio; promover políticas di ferenciadas que tiendan a 
equilibrar el desigual desarrollo. La propia definición y enumeración de las acciones que deben tomarse, 
dan cuenta que el Estado Argentino no debe abandonar los fines de subsidiariedad y encauzar los 
procesos de crecimiento económico evitando que los sistemas instaurados permitan que la 
concentración de la riqueza excluya del sistema nacional a regiones y a personas. La manera de medir 
estos objetivos y su consecución, poseen en el análisis de los índices de pobreza, un instrumento idóneo 
y acertado.  
                                                 
258 Barkin David en Nuevas Estrategias Para El Desarrollo Rural Sustentable: Participación Popular, Autosuficiencia 
Alimentaria Y Regeneración Ambiental, entre otros, insiste en que la participación en la materia debe ser y de hecho 
es directa o incluso mediante ONGs como intermediarios de demandas de grupos sociales involucrados, atento a las 
faleciacas que las estructuras del Estado tradicional ha demostrado en la solucion de los conflictos. Ello ha dadao 
lugar a que las concepciones en materia de políticas de desarrollo, sean diseñadas e instrumentadas “desde abajo” 
es decir, desde la comunidad, la que define lo razgos esenciales de sus necesidades y de los esquemas productivos 
que desean tener. Esto implica en los hechos, una “redistribución del poder político y económico”, siendo esto un 
pre- requisito fundamental para cualquier programa  en la materia. Documento disponible en www.ambiente.gov.ar, 
enlace verificado en 10 de octubre de 2010. Para másdetalle ver asimismo, Elizarle Antonio “Sustentabilidad: ¿para 
todos o sólo para algunos?” Disponible en www.ambiente.gov.ar,  enlace verificado el 13 octubre 2010 
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El desarrollo sostenible y el desarrollo humano, para poder concretarse, requieren una reforma del 
aparato estatal, de un Estado arcáico a un “Estado Eficaz ajustado al requerimiento  de los hechos 
sociales contemporáneos, apto para d irigir el proceso de cambio y participar en él. A este último tipo de 
Estado, por la misión histórica que le incumbe podríamos llamarlo Estado de Desarrollo”259.  “El Estado a 
diferencia de lo que preconizan ciertas fórmulas liberales absolutas no puede adoptar frente a los 
problemas económicos una actitud pasiva de mero espectador. Ha de ser pues el área que resulte 
socialmente óptima para el logro del desarrollo como fin, pero del desarrollo integral”.260 
De la interpretación armónica de estos dos fines  constitucionales y del Preámbulo constitucional 
que establece el objetivo de promover el bienestar general, puede deducirse que las autoridades deben 
crear y aplicar las políticas públicas y las normas en función social en estricto cumplimiento de la 
manda y da la pauta de la necesidad de coordinación superadora de los roles de los poderes de Estado. 
Ello surge palmariamente del propio artículo 41, el que no especifica a que poder le toca su 
cumplimiento. Menciona a “las autoridades” (sin especificación, es decir, en un sentido lato) entendido 
éste como todos los organismos y poderes del Estado, deben, ya sea de manera independiente o de 
manera coordinada, concretar los mandatos y prohibiciones expresas de la Constitución. Esta 
investigación demostrará que la actuación coordinada de todos los poderes de Estado es posible en esta 
área tan sensible del quehacer público y propondrá modos alternativos y novedosos de actuación de la 
C.S.J.N. a esos fines. Este esquema propuesto es la mejor manera de hacer frente a la magnitud de las 
implicancias que la obtención efectiva del desarrollo sostenible supone. El cambio político institucional 
que lo concrete debe idearse, mediante la creación de un método en que el Poder Judicial pueda 
acompañar, co-coordinar y re -dimensionar su accionar de modo eficaz también dentro de estos 
parámetros naturales que se imponen con variables propias de los sistemas ecológicos con el resto de 
los poderes de Estado. La gravedad y trascendencia de la materia así lo impone y esta tesis propondrá 
una posibilidad. 
6.3.4.2 El régimen de propiedad de los recursos naturales . 
Las Provincias poseen el dominio originario de sus recursos naturales. La reforma constitucional de 
1994 introdujo esta prescripción en el art. 124, pero no definió con exactitud los alcances del concepto 
dominio originario. Esto ha dividido a la doctrina, en especial en función de las implicancias en materia 
de jurisdicción y ejercicio del control de policía que de esta cláusula se desprende , en especial ante la 
problemática situación de delegación legislativa existente en materia de Derecho Civil, Derecho Minero 
(art. 75 inc.12 C.N.), leyes hidrocarburíferas (actualmente 17.319, 25.145 y 26.197), y  de Presupuestos 
Mínimos Ambientales (art.41C.N. y Ley 25.675 y concordantes)   
De modo sintético, y previo al análisis del posible alcance de la modificación constitucional, los 
sistema de dominio sobre los recursos puede sintetizarse de la siguiente manera: 
 Perteneciente al dominio público nacional o provincial según su localización (2340 CC): 
                                                 
259 Oyhanarte Julio “Poder Político..” ob. cit.  Pág. 4. 
260 Oyhanarte julio “Poder Político..” ob. cit. Pág. 25 
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o Mares, ríos, lagos navegables, lechos, bahías, ensenadas, aguas de interés común 
(prescripciones art. 2340 cciv.). 
o Playas del mar y riberas internas de los ríos, islas formadas en el mar territorial el ríos 
o lagos navegables cundo no son de particulares . 
o Ruinas y yacimientos arqueológicos y palenteológicos. 
o Tierras fiscales para  áreas protegidas. 
o Yacimientos hidrocarburiferos (según Ley 25.675 y 26.196).261 
o Las calles, plazas (la vegetación y la fauna en ella situada), caminos, canales, puentes y 
cualquier otra obra pública construida para utilidad o comodidad común.  
o La Biodiversidad y su germoplasma. Según se analizara, la biodiversidad y su código 
genético también ha sido sometida a un régimen de propiedad, el que, en rigor, 
también se encuentra dentro de este sistema de dominio provincial. La Convención 
sobre Biodiversidad emanada de la Conferencia de Río de 1992,  abolió la noción de 
que  los recursos genéticos eran patrimonio de la humanidad262, estableciendo el  
derecho soberano de los Estados sobre los recursos recursos genéticos existentes en  
sus propios territorios, e instando un acceso mercantil a los mismos mediante la 
estimulación, protección e intercambio de sistemas de patentes, regulando su acceso. 
En el caso del Estado Argentino, y según la organización constitucional que se analiza, 
los mismos también quedan incorporados a este sistema.263 La riqueza genética de la 
biodiversidad se estima inventariando especies, las que se cree son de 10 a 15 millones, 
constituyendo un recurso muy valioso para la humanidad, no sólo en términos 
alimentarios sino también medicinales, lo que abre una nueva perspectiva en el área de  
la ingeniería genética y de las nuevas biotecnologías, a quienes interesa poseer un 
acceso seguro a los códigos de la biodiversidad con fines comerciales. Los problemas 
emergentes de este nuevo régimen se concretan en términos de injusticia de 
intercambios históricos y de exportación de material del Sur al Norte en términos 
generales y de algunos pueblos originarios, sin recibir la compensación económica 
alguna apenas nada a cambio lo que, incluso en la actualidad, se encuentra protegidos 
con patentes (si es que son productos farmacéuticos) o por  los sistemas sui generis (el 
sistema UPOV, si son plantas cultivadas), constituyendo una injusta alocación y 
protección de recursos y derechos en especial hacia los pueblos de América Latina, 
centro de la mega bio-diversidad de mayor y mejor preservación del planeta.  
                                                 
261 Esta tesis disiente con la concepción casi unánime de la doctrina que considera a los yacimientos 
hidrocarburiferos como pertenecientes al dominio privado de las Provincias. 
 
262 Ver martinez Alier, ob. Cit. 
 
263 Para una completa vision de la situación en materia de recursos biogenéticos ver, entre otros Pigretti Eduardo, 
Propiedad de los Recursos fitogenéticos y reglas de acceso en el derecho argentino e internaciona, en Nuñez y otros, 
ob. cit.    
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 Pertenecientes al dominio privado de la Nación o Provincias según donde se encuentren (arts. 
2.342 C. Civ.): 
o Todas las tierras que, situadas dentro de los límites territoriales de la Re pública, 
carecen de dueño. 
o Fauna y vegetación dentro de los parques y zonas protegidas Ley 22.351 de Parques y 
Reservas Naturales. 
o Yacimientos minerales (sistema Código Minería). 
o Bosques (ley 13.273). 
 Pertenecientes a la propiedad privada de particulares (2336 Cciv.) 
o Fauna y vegetación cultural. 
o Aguas que nacen y mueren en una heredad o brotan de este (2350 y 2637 CC), aguas 
de lluvia caídas en lugares privados.  
 Res nullíus (2343 C.civ.): 
o Flora y fauna silvestre, los enjambres de abejas que no fueren inmediatamente 
reclamadas. 
o Peces de los mares ríos y lagos públicos. 
o Piedras, conchas, sustancias arrojadas por el mar. 
o Plantas y yerbas que vegetan en la costa del mar o las que están en el mar, río y lagos. 
o El aire.  
o Aguas de lluvia caídas en lugares públicos (arts. 2635 y 2636 C.C.), 
 
Dependiendo del alcance que al concepto dominio orginario se otorgue para interpretar el régimen 
de dominio instituido por el art. 124 en manos de las Provincias, podría incluso considerarse 
transmutado el sistema de propiedad de las res nullius y el sistema de apropiación que el Código Civil 
previó oportunamente para ellas,  
Las aristas más espinosas en materia de interpretación se centran en el área minera e 
hidrocarburifera, atento a que estos recursos poseen un sistema de propiedad y jurisdicción cruzado 
Provincias-Nación, que a su vez presenta un sistema desmembrado de dominio, en tanto el derecho de 
propiedad de las minas se reconoce el dominio eminente en cabeza del Estado y la propiedad minera a 
los particulares como dominio útil o derecho de explotación (que no implica extinción del dominio 
originario). Esta problemática no es compartida por el resto de los recursos naturales (salvo alguna 
federalización puntual como el caso de los yacimientos hidrocarburiferos en su momento y de los 
yacimientos de materiales nucleares), los cuales quedan sometidos al dominio y jurisdicción pleno de 
las Provincias en que se encuentren tras las últimas modificaciones legislativas en el área. 
 Página 131 - 476 
131 
Parte de la doctrina (Mariani de Vidal)264considera que el dominio orginario debe calificarse dentro 
del concepto de “dominio eminente” como consecuencia lógica del poder del Estado respecto de los 
bienes que están en su territorio, lo cual implica un poder o un derecho superior de legislación, 
jurisdicción y contribución (nota art. 2.507 C.Civ). Según algunos doctrinarios, el dominio originario no 
configura un derecho de propiedad sino que es una manifestación de la soberanía del Estado.  
El Estado tiene el derecho de reglamentar las condiciones y las cargas públicas de la propiedad 
privada, el mismo no posee un verdadero derecho de propiedad respecto de los bienes que se 
encuentran en su territorio sino que conservan un poder de legislación, jurisdicción y contribución, del 
cual surge el sometimiento de los propietarios a las restricciones impuestas en interés público y de 
contribuir a la existencia o mayor bien del Estado. La Corte ha aceptado que puede existir dominio sin 
jurisdicción en Fallos 154:312.  
El debate llega a plantear265 incluso la inconstitucionalidad del art. 124 C.N., atento que la Ley 
24.309 que declaró la necesidad de la reforma, no habilitó a la Convención Constituyente, a incluir una 
cláusula que estableciera con exactitud que correspondía a las Provincias el dominio originario de los 
recursos naturales existentes en su territorio. En efecto, el Congreso Nacional, en ejercicio de la función 
de carácter pre-constituyente que le confiere el artículo 30 de la Constitución Nacional, al sancionar la 
Ley declarando la necesidad y alcance de la reforma, reguló explícitamente el ámbito funcional y los 
límites de la competencia conferida a la Convención Constituyente, límites cuya transgresión hace  a las 
reformas no habilitadas, nulas de nulidad absoluta266. Es así como en los artículos 2° y 3° de la Ley 
24.309 determina los artículos, incisos y capítulos que podrán ser objeto de modificación, reforma e 
incorporación. La Ley 24.309 no incluyó entre las cláusulas que la convención reformadora estaba 
habilitada para revisar lo vinculado con el dominio de los recursos naturales. Tampoco en el Núcleo de 
Coincidencias Básicas aparece explícita ni implícitamente la mención al dominio de los recursos 
naturales.  
En materia de dominio originario de las Provincias, puede entenderse que éste lleva necesariamente 
a la jurisdicción si nada la limita o la excluye.267  En este sentido no debe perderse de vista que se trata 
                                                 
264 Art. 2.506 C.Civ es el derecho real en virtud del cual una cosa se encuentra sometida a la voluntad y a la acción 
de una persona la nota al art. 2.509: reunión de todos los derechos posibles sobre una cosa, un derecho completo., 
la  Nota al art. 2508: “con la reserva que no existe… sino en los límites y bajo las condiciones determinadas en la ley, 
por una consideración esencial a la sociedad: el predominio, para el mayor bien de todos y de cada uno,  del interés 
general y colectivo, sobre el interés individual”. Mariani de Vidal considera que es el más amplio derecho de señorío 
que puede tenerse sobre una cosa, el derecho real que confiere la mayor cantidad de facultades que es posible tener 
sobre su objeto. 
265  Ver por ejemplo De Simone, Orlando, La nueva Ley de hidrocarburos. El dominio originario de los recursos 
naturales. Nulidad del artículo 124 de la Constitución Nacional,  Revista Jurídica la Ley, Buenos Aires, Sup. Act. 
01.02.2007 
 
266 Este concepto de actuación “extra mandato constitucional”, es de interesante análisis en tanto la nulidad de la 
reforma constitucional fue decretada por esta razón por primera vez por la C.S.J.N. en el caso “FAYT”, Fallos 
322:1609 producto de la objetabilidad de esta reforma constitucional de 1994. Más adelante se analizarán  las 
implicancias importantes en materia de potestades tanto explicitas como implicitas del Tribunal. 
267 Egea, Federico, Alcances del concepto de dominio originario de las provincias en el sistema federal argentino, 
Revista Jurídica La Ley, Buenos Aires, 2009 tomo A, pág. 1170. 
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del domino de las Provincias sobre los recursos existentes en sus territorios, por lo que la digresión de 
la potestad regulatoria en relación a la titularidad de los recursos sólo resultaba posible en la medida 
en que mediase una delegación expresa de ese atributo de soberanía, dado que de lo contrario se 
atentaría contra el sistema de reparto de competencias propio del Gobierno Federal. Según esta 
postura, la jurisdicción entendida en sentido amplio, está constituida por la suma de facultades 
divisibles del gobierno, concretamente en materia legislativa, ejecutiva o judicial, por lo que en el caso 
de que, eventualmente, se separe al dominio de la jurisdicción, habrá que determinar los alcances de 
dicha separación dado que no corresponde presumir que la misma es abarcativa de todas las facultades 
divisibles del gobierno.  
Este aspecto de la cuestión merece un análisis especial en materia de recursos minerales 
(hidrocarburos y sustancias nucleares inclusive), en tanto, a pesar de ser recursos naturales, poseen 
un sistema de delegación de facultades de jurisdicción que fue expresamente atribuido a la nación en el 
Artículo 75 Inc. 12 de la Constitución Nacional. El sistema que de este artículo se desprende, implica 
un sistema de delegación facultativa en el Congreso de la Nación Argentina sólo en el dictado de un 
Código de Minería, no comprendiendo aspectos jurisdiccionales o potestades de control de policía, los 
que son ejercidos por las Provincias intervinientes (con algunas salvedades en materia de  recursos 
hidrocarburíferas y sustancias nucleares). En este sentido debe recalcarse que la delegación 
constitucional se encuentra sólo hecha en relación a los recursos minerales  (vía los cuales 
oportunamente se regularon los recursos hidrocrburíferos), no siendo admisible que a través de esa 
delegación se pretenda ampliar la potestad legislativa del Congreso de la Nación al resto de los recursos 
naturales.  
Esta investigación suscribe al concepto de dominio originario como un tipo de dominio sui generis 
que implica el derecho que pertenece desde el origen o descubrimiento de la cosa a una persona física o 
jurídica, (diferencia del dominio derivado que reconoce la existencia de un dueño previo  anterior)  y es 
un atributo de la soberanía que se ejerce de manera continua otorgando potestades jurisdicciones y de 
regulación y no derechos de propiedad en el sentido privatista o civilista. Sin embargo, los efectos del 
art. 124 C.N. podrían irradiar al régimen de propiedad tradicional sobre los recursos naturales, y en 
especial sobre los considerados “res nullius” por el ordenamiento civil anterior, así como el propio 
sistema de apropiación268 modificando de esta manera de este último régimen.   
A su vez, el ambiente, es un bien que aglutina como objeto protegible a todos los recursos naturales 
(inclusive los de propiedad privada y las res nullius) y las relaciones que entre ellos se dan, incorpora 
las conductas humanas en relación al uso de los mismos, la generación de residuos, la protección de 
zonas de conservación. Como gracias a las características de estas interacciones y equilibrios el ser 
humano vive, pudiendo todos gozar de el, así como sus características de imprescritibiliad e 
inalienabilidad, debe incorporarse al medio ambiente como un bien de dominio público, aún a pesar de 
que el mismo no ha sido concretamente así instituido por la legislación (debe recordarse que la 
afectación al dominio público requiere una publicatio legal especial) . Esto último se propone como 
aporte a la presente investigación. 
                                                 
268 En este sentido Pigretti Eduardo, “La propiedad de los recursos..”, ob. cit.  
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Producto de esta clasificación, el medio ambiente como globalidad, posee las características típicas 
de los bienes públicos, a saber: 
 Inalienabilidad: el medio ambiente se encuentra fuera del comercio. El fundamento de 
la inalienabilidad, es el de reservar a las generaciones futuras los bienes del dominio 
públicos269. No puedan embargarse, hipotecarse o ejecutarse. 
 Imprescriptibilidad: es decir que no puede ser adquirido por la posesión continua de un 
ocupante. 
 Uso común: el medio, en tanto globalidad equilibrada y apta para la vida, es un bien 
gozado por la comunidad, de uso público. 
 
 
6.3.4.3 Los conceptos de daño ambiental, de intereses y bienes colectivos. 
 
Según fuera analizado, el ambiente, es un bien conglobante y el Derecho Ambiental trata de 
regularlo, aglutinando como bienes jurídicos protegidos a todos los recursos naturales (ya sean de 
dominio público, los de propiedad privada y res nullius) y las relaciones que entre ellos se dan, sus 
equilibrios dinámicos y sus sistemas depurativos. A su vez, el ambiente, como interacción dinámica 
necesaria y superadora de la categoría de bienes y cosas que lo conforman, irradia su atracción a temas 
tan diversos como la generación, manejo y disposición de residuos de todo tipo, o las actividades 
industriales. En esa expansión, el Derecho brega por que las interacciones y equilibrios bióticos de los 
cuales el ser humano vive, se mantengan o mejoren de modo tal de permitir cierta dignidad esencial de 
todos los hombres y, primeramente la mantención de la propia existencia de la especie. Todos los seres 
humanos poseen un interés difuso y colectivo en su preservación, (ya que de él depende su existencia) y 
las indemnizaciones derivadas de la violación a este deber, son destinadas a fondos específicos de 
reparación del medio, administrados por entidades estatales, en tanto entidades obligadas  a ese 
objetivo y titulares de los derechos de la comunidad, del pueblo. Todos estos aspectos, permiten 
encuadrar al medio ambiente en su generalidad, en su calidad de conjunto de interacciones 
interdependientes, como un bien de dominio público, aún a pesar de que parte del mismo (algunos 
recursos naturales) se encuentra incluidos por los sistemas de apropiación civil en el patrimonio de 
particulares o incluso dentro del sistema de dominio privado del Estado y de la inexistencia de una 
publicatio legal constitutiva del mismo. Esta debida característica de bien del dominio público (en 
cuanto a que toda la comunidad posee el derecho a gozarlo), aún a pesar de la inexistencia de 
publicatio legislativa, hace que, entre otras cosas, el daño ambiental sea un daño colectivo.270 Aún si un 
                                                 
269 Este criterio es mantenido por Diez Manuel Maria, Dominio público. Teoria general y regimen jurídico, Abeledo, 
Buenos Aires, 1940. 
 
270 Algunos doctrinarios consideran que el “daño colectivo” no es equivalente a “daño ocasionado a los bienes del 
dominio público”, por cuanto este puede provocarse a bienes privados o sobre res nulluis (en alusion a los recursos 
naturales). Ver Rosatti H., Derecho Ambiental constitucional, ob. cit., pág. 89. 
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cierto daño se inflinge hacia una res nullius o un recurso privado, éste repe rcutirá en las interacciones 
bióticas y termodinámicas con los demás recursos e impactará en el hombre. Dependiendo de su 
gravedad, dañará a la especies en términos de extinción, de mutación biológica de especímenes que 
luego se reproducirán con esas mutaciones, o generará una enfermedad o afección. Esa globalidad de 
consecuencias comunes a todos, guiados por la cadena causa –efecto, (aún en magnitudes 
indinitésimamente pequeñas e incluso indetectables primigeniamente hasta tanto las consecuencias 
graves terminen por aparecer tras la acumulación y reiteración de pequeños eventos dañinos ), es la 
característica esencial que inunda la disciplina. Ello determina que la misma sea regulada dentro del 
derecho público y que su esencia sea la indisponibilidad de sus preceptos por los particulares271 ya que 
el real damnificado del daño ambiental es el pueblo, la comunidad toda, representada por el Estado 
(Nacional, Provincial o Municipal) en tanto titular, garante, defensor de los bienes públ icos, defensor de 
los intereses generales de la comunidad, del pueblo de la N ación o del pueblo de las Provincias . Ello sin 
perjuicio de los derechos indemnizatorios de corte civil que los damnificados particulares puedan hacer 
valer vía judicial utilizando los procesos tradicionales de daños y perjuicios establecidos a esos fines, los 
que seguirán desarrollándose en las sedes de los juzgados civiles utilizando, como única ventaja, 
algunos beneficios de tipo procesal que fueron incluidas dentro de las diversas leyes de presupuestos 
mínimos (como por ejemplo situaciones presuncionales de culpabilidad e inve rsión de carga de la 
prueba en algún tipo de residuos, regulación de la responsabilidad colectiva, legitimación etc.). De este 
modo, la modificación constitucional de 1994, vino a sellar la discusión y a escindir los conceptos y 
procesos de tipo civil  tradicional de tipo “reparatorio” (y condenados a la disciplina procesal rigurosa) 
del proceso por daños ambientales de tipo “recomponedor” enmarcado dentro de la órbita de un nuevo 
derecho público de esencia subversiva, aún a pesar de la característica de la falta de límites en el 
alcance que este tipo de daño presenta en cuanto a los objetos y sujetos impactables. 
En este sentido, debe tenerse en cuenta que, toda actividad antrópica modifica el medio, pero no 
cualquier modificación constituye daño ambiental, en tanto éste se configura cuando la modificación al 
medio o al recurso es significativa o relevante en grado tal que genere un quiebre ecológico y afecte o 
retrase sensiblemente la capacidad de regeneración o auto depuración del recurso o del medio. A su 
vez, provocado un cierto impacto ambiental, debe diferenciarse los objetos naturales e interacciones 
equilibradas dañadas, de las personas dañadas, ello lleva a deslindar dos subtipos de daños: 
 Daño ambiental puro: es el daño al medio, al ecosistema, a sus equilibrios. La obligación 
constitucional para este daño es la recomposición física, termo-dinámica y biológica del medio. Este 
daño es un daño público, hacia toda la sociedad, es un daño colectivo que sufren todos en mayor o 
menor medida.  
                                                 
271 Parte de la doctrina incluso considera que la división del derecho público y privado iniciada por el derecho 
romano y reclasificada por la Revolución Francesa no parece útil en el derecho moderno y, en especial en el derecho 
ambiental, producto de la mixtura de normas e intereses involucrados. El Dr. Pigretti, entiende que el derecho 
ambiental entendido como dentro de una sola rama del derecho o como una especialidad jurídica “no obtendría 
buenos resultados desde el punto de vista del quehacer legal”, el sectarismo jurídico  puede tornar inhábil la 
concreción de sus fines sociales que son la preservación de la vida, y que el derecho debe ser todo derecho 
ambiental, es decir que el derecho ambiental debe “contaminar” el derecho imponiendo en todas las ramas su visión 
totalizadora de respeto a la vida. En este contexto, el respeto a la natural eza se debe imponer en todo el sistema 
jurídico para que el ciclo natural vida-muerte se cumpla efectivamente  bajo condiciones satisfactorias. Ver  Pigretti, 
E., Derecho Ambiental, ob. cit.  
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 Daño a las personas perpetrados a través de un daño ambiental: es el daño que el daño 
ambiental puro genera de manera directa o indirecta a las personas . Este tipo de daño permite la 
aplicación de normas de tipo civil, cuya esencia radica en la posibilidad de la reparación dineraria 
indemnizatoria. Es un daño personal, limitado y no colectivo, aún a pesar del hecho de que la 
colectividad del medio haya sido la causa generadora del daño. Si bien es cierto que las normas 
internaciones prevén que los Estados deben establecer normas especificas tendientes a la protección de 
las personas y al resarcimiento de ellas, en la Argentina, las normas aplicadas a este tipo de conflictos 
no distan de las normas de procedimiento civil, con alguna aplicación de normas especificas que 
benefician al  damnificado desde lo procesal.  
El daño ambiental puro272 entonces, es el daño colectivo al medio, el daño perpetrado contra los 
recursos naturales de magnitud suficiente para irradiar su potencialidad perniciosa al grupo social de 
manera relevante. Por ello, la característica de la colectividad de los efectos es fundamental para su 
delimitación. La Ley General del Ambiente Nr. 25.675 define al daño ambiental en su artículo 27 como 
toda alteración relevante que modifique negativamente el ambiente, sus recursos, el equilibrio de los 
ecosistemas, o los bienes o valores colectivos . El mismo, generará prioritariamente la obligación de 
recomponer. La recomposición implica una obligación de hacer, de remediar desde lo fáctico un daño 
concreto al recurso natural afectado o al medio ambiente entendido como unidad interrelacionada de 
recursos. De este modo, la constitución ha deslindado el concepto de daño ambiental del concepto de 
daño civil. El daño ambiental es un daño a un bien público (el medio ambiente en general o algún 
recurso en particular que también es un bien del Estado, ya sea nacional o provincial) y de allí se deriva 
no sólo la órbita del derecho aplicable, sino también los sujetos legitimados al cobro de suma alguna 
relativa a la cobertura del daño ambiental puro (los fondos de recomposición ambiental estatales).  
En cuanto a sus características, el mismo no posee límites fronterizos, ni respeta jurisdicciones 
creadas por el hombre, puede presentar una dilación temporal importante en su manifestación como 
fenómeno (contaminación o extinción de una especie por ejemplo) con lo que relativiza el espectro 
temporal de actuación de las autoridades, lo cual puede verse agravado con otra característica del 
mismo en tanto puede ser inmediato o progresivo, acumulativos y a futuro. 
El carácter colectivo273 posee varias consecuencias prácticas que inciden en el esquema de acceso a 
la justicia y de instrumentación de políticas públicas, a saber: 
 El bien no es divisible. 274 
                                                 
272 Parte de la doctrina lo menciona como “daño ambiental residual", o “daño ambiental en sí mismo” para 
diferenciarlo del daño que afecta intereses legítimos personales o derechos subjetivos, individuales. Ver para 
másdetalle Cafferata N., Daño ambiental: legitimación. Acciones. Presupuestos de responsabilidad. Breves reflexiones. 
A propósito del temario a tratarse en las XI jornadas bonaerenses de jóvenes abogados, La ley, Buenos Aires, 2000, 
pág. 957.  
273 Colectivo:(Del lat. collectīvus). 1. adj. Perteneciente o relativo a una agrupación de individuos. 2. adj. Que tiene 
virtud de recoger o reunir. Diccionario de la Real Academia Española. 
 
274 Esta es una de las razones por las cuales los sistemas de transabilidad de derechos sobre el medio a fin de la 
búsqueda de eficiencia en el área del derecho ambiental, son mecanismos inadecuados atento presuponen la 
posibilidad de disección del mismo y la pre adjudicación de derechos de propiedad sobre partes del mismo, el cual, 
en realidad, es indivisible en tanto conforma una universalidad interrelacionada. 
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 El uso debe ser común por toda la sociedad y sometido a parámetros de salubridad, 
equilibrio y equidad intergeneracional. Nadie puede quedar excluido del disfrute de un medio ambiente 
apto sano y equilibrado que posibilite su desarrollo.  
 Al poseer como fin la manutención de la subsistencia de la vida y al ser un presupuesto de 
la convivencia humana, el carácter colectivo y social infunde al bien “ambiente” un estatus de 
precedencia al resto de los bienes individuales al cual los mismos deben supeditarse. Este predominio 
jerárquico se desarrollará más abajo en tanto debe constituir el norte que las políticas públicas (tanto 
administrativas, legislativas como judiciales) deben tener al momento de la toma de decisiones. 
 Se permite una legitimación procesal más flexible de características colectivas275. La gama 
de sujetos legitimados a accionar para conseguir los fines constitucionales son el propio afectado 
directo, los titulares de derechos difusos, las asociaciones con fines específicos y el Estado a través de 
sus órganos (inclusive el Defensor del Pueblo). Algunas Constituciones locales permiten incluso la 
legitimación en cualquier persona, consagrando de este modo la acción popular (tal es el caso de la 
Constitución de la Ciudad de Buenos Aires). Los sujetos intervinientes pueden conseguir tanto la 
recomposición ambiental en especie como una indemnización en dinero que será destinada a un fondo 
especifico para atender los gastos de recomposición ambiental (que será administrado por el Estado) y 
no para el patrimonio del afectado. (aunque el afectado pueda conseguir algún resarcimiento en caso de 
prueba de un daño directo resarcible en su patrimonio o salud mediante la vía civil tradicional). 
 Lo mencionado en el punto anterior, da cuenta de la inutilidad de los mecanismos y 
estándares civiles tradicionales de características inflexibles para la protección de este derecho. Las 
instituciones del derecho privado creadas en el siglo XIX fueron creadas para pocas personas y se 
                                                                                                                                                             
En este aspecto, debe tenerse en cuenta la regulación de los recursos naturales en materia de dominio que el Código 
Civil  y leyes especiales efectúan, ello, en tanto: 
 Las aguas pertenecen al dominio público 
 Los yacimientos minerales pertenecen al dominio privado de los Estados, con las excepciones de: 
o Los yacimientos hidrocarburiferos otrora del dominio público de la Nación y en la actualidad del 
dominio público de las Provincias, salvo los ubicados entre las 12 millas marinas y el fin de la zona 
económica exclusiva. 
o Los yacimientos nucleares que poseen sistemas especiales de regulación  en la esfera nacional 
 La atmósfera pertenece al dominio público 
 Los animales y la flora silvestre son res nulius. 
 Los bosques son del dominio privado del Estado. 
 El suelo, las reservas y parques pueden corresponder tanto al dominio público nacional o provincial. 
 
Sin perjuicio de ello, y de que en rigor pueden establecerse derechos de propiedad sobre estos recursos naturales 
(salvo la atmósfera, la radiación y otros recursos cuya accesibilidad es imposible), el medio ambiente, en tanto 
concepto totalizador que incluye en su regulación no sólo los recursos naturales, sino la interacción de ellos entre si 
y con el hombre, es un bien indivisible en tanto es indivisible el ecosistema  incluyendo toda la biósfera delimitada 
por la capa de ozono) que los contiene. 
275 Gabriel A. Stiglitz entre otros, diferencia a los intereses difusos de los intereses colectivos, como definiendo a los 
intereses difusos como "los que pertenecen idénticamente a una pluralidad de sujetos, en cuanto a integrantes de 
grupos, clases o categorías de personas, ligadas en virtud de la pretensión de goce, por parte de cada una de ellas, de 
una misma prerrogativa. De forma tal que la satisfacción de fragmento o porción de interés que atañe a cada individuo, 
se extiende por naturaleza a todos; del mismo modo que la lesión a cada uno afecta simultánea y globalmente, a los 
integrantes del conjunto comunitario".  Considera como intereses colectivos, a aquellos que han encontrado unidad de 
representación en cuerpos intermedios o entidades con estructura organizativa con vocación de continuidad. Estima 
que los intereses difusos se traducen en colectivos, a través de un proceso de sectorialización y especificación. Para 
más detalle ver, Stiglitz Gabriel, Mecanismos jurídicos de protección al medio ambiente, Rev. Juris, 90-321. 
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avocan a resolver problemas bilaterales276, y esta es la razón por la cual debe avalarse el uso de nuevos 
mecanismos de legitimación procesal y de ejecución de decisiones  de características innovadoras y 
revolucionarias que garanticen el acceso de todos los hombres al derecho al medio ambiente apto para 
la vida en cabal consonancia con el cambio de cosmovisión paradigmática que la disciplina ambiental 
requiere, en tanto nuevo eje sobre el cual deberán pivotar el resto de los derechos constitucionales en 
reconocimiento de la esencial y primordial función que el derecho a la vida a la salud y al medio 
ambiente poseen en función de los demás.  
 La aplicación de criterios de precaución y prevención libera una amplia gama de 
posibilidades en los poderes que el Estado posee, así como los que puede desarrollar, en especial a 
través de sus jueces, quienes acumularán un poder inédito de adaptación de normas y principios 
procesales ancestrales en buena medida constitutivos y originarios  del derecho procesal que sean  
incompatible con las nuevas obligaciones constitucionales. 
 La obligación de recomposición del medio como sanción en especie del recurso o medio 
dañado en caso que ello sea posible y/o indemnización monetaria al fondo de recomposición ambiental 
estatal que corresponda. 
Si bien el daño ambiental genera la obligación de recomposición, es decir, de reconstruir 
materialmente el daño generado, en la actualidad existen sistemas de indemnización monetaria como 
supletorios en caso de que la misma sea imposible, en los cuales los daños ambientales son tabulados, 
medidos y cobrados pecuniariamente.  
Un ejemplo es la decisión Nr. 7 de las Comisión de Indemnización de las Naciones Unidas, la cual 
decidió aplicar sanciones internacionales en concepto de daño ambiental a Irak, Estado perdedor de la 
Guerra del Golfo que, en el devenir de la misma, generó severos daños básicamente derivados de la 
quema de pozos, barriles y buques con petróleo y del uso de armas nucleares. En cumplimiento de la 
Resolución Nr. 687 del Consejo de Seguridad, se decidió cobrar pecuniariamente los costos de los 
recursos perdidos y del daño al ambiente en general acaecidos en esta guerra. Los conceptos en 
pérdidas y gastos considerados daños ambientales fueron: 1) mitigación y prevención de los daños 
causados al medio ambiente, incluidos los  gastos ocasionados para la extinción de los incendios de los 
pozos de petróleo y para detener el vertimiento de  hidrocarburos a las costas, 2) medidas razonables 
para limpiar y restaurar el medio c) evaluación y control de los daños razonables al medio y su 
restauración , 3) vigilancia racional en materia de salud pública de la comunidad y la realización de los 
exámenes médicos a fin de investigar y combatir el aumento de riesgos para la salud pública derivados 
de los daños causados al medio, 4) deterioro o daño a los recursos naturales. Esta resolución creó un 
fondo para pagar las indemnizaciones derivadas de las reclamaciones que pudiesen surgir por este 
tema y creó una comisión administradora del mismo. Para la valuación del daño, se incluyeron bienes 
de consumo con cierto valor estimable, como los recursos ictícolas y su incidencia en la pesca comercial 
y otros más intangibles como el valor estético y de recreación del paisaje. Para estimar este tipo de 
valores, la metodología utilizada fue la producción de encuentas en las que se preguntaba a las 
                                                 
276 En este sentido ver  Lorenzetti R., Teoria de la decisión Judicial, ob. cit.  pág. 299. 
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personas cuanto estaban dispuestas a pagar por el mismo, multiplicando dicho valor por la cantidad de 
casas en el área  afectada.277 
Un aspecto que queda relegado en el análisis de este tipo de daño, es el efecto acumulativo de los 
pequeños daños de escasa trascendencia momentánea que terminan por generar daños mayores e 
irreparables. Por ello, la visión holística e integral al momento de determinar los hechos debe primar 
ante la visión parcializada no biológicamente idónea en el tema. Por ello, parte de la clave para quienes 
deben tomar las decisiones de juzgar estas situaciones, debe orientarse a re -evaluar ciertas 
prescripciones del Código Civil que siguen rigiendo el sistema jurídico, como la de “normal tolerancia” 
(del art. 2168 del Cciv), institutos que deben volver a interpretarse reduciendo los estándares de 
tolerancia a mínimos que garanticen la plena seguridad ambiental. En juez no podrá diferenciar estas 
necesidades y estándares sólo y sin la idónea ayuda de especialistas que permitan analizar las 
implicancias temporo- espaciales y las consecuencias futuras posibles de cada uno de los eventos de 
contaminación. 
El daño ambiental genera a su vez un daño colectivo moral278 resarcible. Los perjuicios extra 
patrimoniales hacia toda la sociedad son resarcibles279, en tanto son la conculcación de “intereses 
extrapatrimoniales plurales de un estamento o categoría de personas, cuya ligazón puede ser, 
esencialmente, subjetiva u objetiva”280. Este tipo de resarcimiento, debe dirigirse a fondos públicos a 
patrimonios públicos de afectación específica. 281 
Estos institutos y soluciones novedosas son propias de la disciplina. La defensa de los bienes y 
derechos colectivos como el ambiente se torna ilusoria e impracticable con los institutos restrictivos del 
derecho tradicional. De todos ellos, el más distorsionanate es el del instituto de la legitimación. El daño 
ambiental afecta a grupos enteros de individuos, por ello el esquema de litigar debió cambiar hacia la 
apertura y la des-formalización. En esa inteligencia, la Constitución amplió  parcialmente la misma. Si 
bien otorgó a todos los habitantes el derecho al medio ambiente sano, no otorgó a todos la legitimación 
para actuar judicialmente. El art 43 de la C.N. estableció que pueden tener legitimacion activa para 
interponer un amparo colectivo, el afectado, el defensor del pueblo, y las asociaciones de propendan a 
                                                 
277  La dificultad en la medición de los daños ambientales, en parte ya explicada, es reconstruida en partes y por 
recurso afectado. En general, los recursos naturales (flora, fauna, hidrocarburos) poseen valores de referencia en el 
mercado de los commodities, por ello puede reconstruirse el valor de la perdida de una cierta cantidad de recursos 
sobre la base del precio de mercado (como por ejemplo, millones de barriles de petroleo, sobre la base del costo de 1 
barril de petróleo). Económicamente puede tambien medirse con operaciones más cuestionables como las 
desarrolladas para medir el “precio de goce” o “hedonic price”. Para más detalle sobre estas metodologías ver Di 
Paola Maria Eugenia, El Daño Ambiental y la Sustenatibilidd, en  Walsh, R., ob.cit.  
 
278 Ver Municipalidad de Tandil c. La Estrella s/ daños y perjuicios", CCyC Azul, sala 2ª, 22/10/96, publicada en 
ED, 171-373. 
 
279 Ver Morello A. y Gabriel Stiglitz, Daño moral colectivo, Revista Jurídica La Ley, Buenos Aires,  1984-C, 1197. 
 
280  Definición dada por Jorge Galdós, en Derecho Ambiental y Daño moral colectivo: algunas aproximaciones", JA 
16/12/98, p. 51 y sigtes.;  y  "Daño moral colectivo, daños punitivos y legitimación procesal activa", p. 113, en Revista 
de Derecho de Daños, N° 6, "Daño moral", Ed. Rubinzal-Culzoni). 
281 Lorenzetti, R., Responsabilidad colectiva, grupos y bienes colectivos, Revista Jurídica La Ley, Buenos Aires, 1996-
D, 1058, p. 1072; en la misma línea véase Gabriel Stiglitz, "Mecanismos jurídicos de protección al medio ambiente", 
ob. cit.   
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los fines. En síntesis, los esquemas de legitimación que la Constitución Nacional  prevé son: a) la 
legitimación particular, ejercida por el afectado quein podra solicitar la reparación tanto de los daños a 
su persona como la reparación al medio b) la legitimación estatal, ejercida por los organismos del 
Estado y c) la legitimación colectiva, grupal o difusa ejercida por las asociaciones creadas a los fines  de 
protección ambiental.  
En el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, la Constitución de la Ciudad (art. 14), reguló 
una legitimación más amplia que la del ámbito nacional, ya que instauró la acción popular, la cual 
permite a cualquier habitante y a las personas jurídicas defensoras de derechos e intereses colectivos 
iniciar las acciones. 
Para finalizar, debe mencionarse que otro mecanismo de defensa de intereses de grupos son las 
acciones de clase, que intentan encontrar un modo de resguardar derechos de un grupo de personas 
que se encuentran en iguales situaciones de vulneración de derechos hacia un demandado. Los 
beneficios de la litigación se relacionan con los menores costos que este tipo de procesos provoca en 
comparación con los que provocan muchos procesos independientes  y la generalización de la decisión a 
todos los de la clase o categoría.  
 
 
6.3.4.4 Las prohibiciones ambientales expresas. 
Se prohíbe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los 
radiactivos.  
 
6.3.4.5 Las potestades legislativas y administrativas ambientales. Un esquema de 
complementación. 
El art. 41 C.N. consagra el deber de coordinación y complementariedad legislativa, como un método 
nuevo que trasluce la base de un sistema inspirado en el federalismo de concertación, desdoblando 
funciones en las etapas creativas de las normas ambientales, en el que corresponde a la Nación dictar 
las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección ambiental, y a las Provincias, las 
necesarias para complementarlas, sin que aquellas alteren las jurisdicciones locales. Estas normas no 
son, ni normas federales, ni normas de fondo, aunque emanan del Congreso de la Nación. Poseen una 
naturaleza sui generis propia y particular de esta disciplina, la cual se traducirá en numerosos 
instrumentos e institutos que han roto el molde de la tradición jurídica a la fecha. Este esquema de 
normación en el que el Estado Nacional debe procurar regular los estándares mínimos y esenciales sin 
los cuales no pueda considerarse resguardado el ambiente y las Provincias, deben regular de manera 
complementaria y por sobre los mínimos fijados por Nación, posee otra arista federativa en tanto prevé 
que la aplicación de ambos tipos de normas serán aplicados por los tribunales locales provinciales (con 
algunas excepciones como en el caso de la interjursdiccionalidad de daño ambiental en que la 
jurisdicción debe ser federal). Permitir a las Provincias libertad para regular con mayor exigencia de 
acuerdo a sus propias necesidades, presupone el respeto a las idiosincrasias locales, a las necesidades 
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de desarrollo sostenible de las mismas y de uso racional de sus propios recursos naturales , en la 
medida en que los mínimos de protección sean cubiertos. Es un buen sistema de mantención del 
respeto a las necesidades provinciales en un todo de acuerdo con la dirección unívoca en los aspectos 
básicos generales que la Nación Argentina debe seguir para mantener la unidad nacional y la 
coherencia en las políticas públicas dentro del territorio nacional, según sean definidos por ésta. 
A la fecha, el Congreso de la Nación ha dictado las siguientes normas de presupuesto mínimos 
(todas post reforma constitucional de 1994): 
 Ley de gestión integral de residuos industriales y de servicios Nr. 25.612 (año 2002). 
 Ley de gestión y eliminación de PCBs Nr. 25.670 (año 2002). 
 Ley general del ambiente Nr. 25.675. (año 2002). 
 Ley de gestión integral de aguas Nr. 25.688. (año 2003). 
 Ley de acceso a la información pública Nr. 25.831 (año 2003). 
 Ley de gestión de residuos domiciliarios Nr. 25.916 (año 2004). 
 Ley para la protección de bosques nativos. Nr. 26.331 (año 2007). 
 Ley del régimen de presupuestos mínimos para la preservación de los glaciares y del 
ambiente periglacial Nr. 26.639 (año 2010). 
En cuanto a sus características, las leyes ambientales deben catalogarse como leyes de orden 
público en tanto las partes no pueden disponer su elusión o no cumplimiento. Parte de la doctrina las 
identifica como parte del orden público de coordinación, entendido éste como el conjunto de normas 
que controlan y restringen la implementación de los derechos individuales para posibilitar la vida social 
en función de la necesaria subsistencia del conjunto.282 Ello implica que el ejercicio de los derechos 
individuales debe entenderse en función ambiental, es decir con un fin social, y las directivas 
establecidas en el art. 41 de la C.N. de preservación y uso racional de los recursos naturales deben 
entenderse como de prioritaria aplicación por sobre los derechos individuales. Esta es la lógica 
conclusión a la que se arriba en tanto las normas ambientales son las normas que resguardan la vida. 
El debate actual en materia de recomendaciones a los reguladores, se centra en demostrar que l a 
forma más conveniente y ágil de conseguir resultados en la disciplina ambiental se concreta cuando la 
legislación o la regulación que proyecta o instaura políticas públicas, fija objetivos a cumplir. Las 
metodologías técnicas y especificaciones pueden ser limitantes del desarrollo de aplicación de métodos 
tecnológicos novedosos de mejor rendimiento y eficacia ambiental, en especial si se toma en cuenta la 
agilidad del proceso de invención, mejoramiento y superación tecnológica, en contraste con el lento 
avance de las instituciones para la sanción de una Ley o un decreto. La tecnología es una de las claves 
en la solución de la contaminación a través de los mejores medios de recomposición ambiental. Regular 
mediante objetivos permite liberar la creatividad tanto de los técnicos como de los juristas para 
conseguir el objetivo último de preservación de la vida en sentido lato. 
                                                 
282 Ver Lorenzetti, “Teoría ..” ob. cit. 
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En este sentido, debe hacerse una aclaración. Las normas ambientales no tienen como fin: 
 Ni la eficiencia económica. 
 Ni la reducción de costos de transacción 
Los únicos objetivos que las normas ambientales poseen son la preservación de la vida mediante: 
 La preservación de los recursos naturales y el ambiente (en tanto unidad conglobante 
de los mismos en equilibrio tanto biológico, como termodinámico y energético) en 
rangos de aptitud para el desarrollo de la vida de todas las especies del planeta. 
 El uso racional de los recursos, a fin de garantizar en última instancia, la vida de 
todos.  
 La promoción del desarrollo sostenible en todos los aspectos de las políticas públicas, 
empezando por la equiparación del derecho de todos al acceso de los recursos 
naturales y el medio necesarios para mantener la vida y que la misma, ademas, sea 
digna. 
 
La necesaria consecuencia de la implantación del sistema de dominio originario de los recursos 
naturales y del sistema de complementariedad legislativa consagrada por la reforma constitucional de 
1994, habilitan un imperioso esquema basado en la coordinación de un régimen coherente que permita 
el funcionamiento aceitado de las potestades y deberes de todos los involucrados, ya sean las Provincias 
y la Nación. De este modo en el marco de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675, se creó el COFEMA 
(Consejo Federal del Medio Ambiente) como una expresión novedosa del denominado federalismo de 
concertación, el cual es un órgano federal común integrado por las Provincias, cuyo fin esencial es la 
creación de normas o políticas previamente acordadas y propuestas comúnmente proyectadas con las 
Provincias. Este esquema, es un esquema institucional superador del esquema tradicional de creación 
de políticas públicas basado en la participación federal de las Provincias en el Senado de la Nación y en 
el contexto del esquema congresal, ya que implica la participación de las administraciones provinciales 
en un sistema de participación orgánicamente institucionalizado por fuera del Congreso de la Nación y 
como organismo independiente conglobante de representantes de todas las administraciones 
provinciales. 
La misma existencia de un sistema institucional de esta naturaleza sui generis, hace imaginable 
una transmutación en el resto de los esquemas institucionales y del propio sistema político nacional. 
Ello debe pensarse como el lógico corolario del hecho que los objetivos ambientales establecidos en las 
normas no se encuentran sólo dirigidos a la administración283, así como tampoco son sólo criterios de 
valoración de la conducta del funcionario para el juez. El magistrado es un co- obligado a la 
implementación de la norma y a la creación de la misma en caso de vacíos o inexistencia total. En tanto 
                                                 
283 Contrario sensu ver Lorenzetti R. Teoria del Derecho Ambiental, ob. cit. pág. 58., quien afirma que efectivamente 
los objetivos ambientales se encuentran dirigidos a la administración pública. 
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él es parte del problema (ya que su propia subsistencia está en juego), los fines mencionados lo 
impulsan a tomar un rol activo auto preservativo. 
La superación de las pujas y competencias provinciales y nacionales, así como de las existentes 
intra e inter poderes debe concretarse para la búsqueda de nuevos equilibrios coherentes con las 
necesidades ambientales, sociales y de desarrollo de todo el pueblo de la Nación Argentina. La 
institucionalidad que el siglo XXI necesita es aquella que concrete el consenso en la toma de decisiones 
y el beneficio mutuo y reciproco de todos los integrantes de la Nación con una perspectiva primero 
local, y en segundo término global. Las fallas del sistema de las políticas y decisiones aisladas, 
inconexas, descoordinadas es la gran problemática que busca ser superada mediante estos nuevos 
esquemas de concertación, los cuales, tendiendo al encuentro de beneficios recíprocos y la obtención de 
nuevos equilibrios a través de los mecanismos de debate y de acuerdos, consigan soluciones 
superadoras y concretas a los problemas que plantea la consecución del desarrollo sostenible. La 
creación del Consejo Federal del Medio Ambiente (COFEMA), en tanto organismo permanente de 
concertación y elaboración de una política ambiental coordinada entre los Estados provinciales y la 
Nación es un ejemplo de ello. Este ente ambiental, que posee persona jurídica de derecho público y que 
debe ser integrado por los estados partes, posee los siguientes objetivos:  
1 - Formular una política ambiental integral284, tanto en lo preventivo como en lo correctivo, en 
base a los diagnósticos correspondientes, teniendo en consideración las escalas locales, 
provinciales, regionales, nacionales e internacionales. 
2 - Coordinar estrategias y programas de gestiones regionales y nacionales en el medio ambiente, 
propiciando políticas de concertación como modo permanente de accionar, con todos los 
sectores de la Nación involucrados en la problemática ambiental. 
3 - Formular políticas de utilización conservativa de los recursos del ambiente. 
4 - Promover la planificación del crecimiento y desarrollo económico con equidad social en 
armonía con el medio ambiente. 
5 - Difundir el concepto de que la responsabilidad en la protección y/o preservación del ambiente 
debe ser compartida entre comunidad y estado. 
6 - Promover el ordenamiento administrativo para la estrategia y gestión ambiental en la nación, 
provincias y municipios. 
7 - Exigir y controlar la realización de estudios de impacto ambiental, en emprendimientos de 
efectos interjurisdiccionales, nacionales e internacionales. 
8 - Propiciar programas y acciones de educación ambiental, tanto en el sistema educativo formal 
como en el informal, tendientes a la elevación de la calidad de vida de la población. 
9 - Fijar y actualizar los niveles exigidos de calidad ambiental y realizar estudios comparativos, 
propiciando la unificación de variables y metodologías para el monitoreo de los recursos 
ambientales en todo el territorio nacional. 
l0 - Constituir un banco de datos y proyectos ambientales. 
                                                 
284 Debe notarse que la Ley atribuye a este organismo la formulación de las politicas públicas, la cual, en rigor y 
según será analizado seguidamente, es una facultad de compete al CongresoNacional. Las administraciones públicas 
en el esquema clásico poseen la facultad de ejecutar o implementar las politicas públicas diseñadas por el Congreso. 
Sin embargo, en esta disciplina, el orden de creación de las mismas ha sido subvertido. 
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11 - Gestionar el financiamiento internacional de proyectos ambientales. 
 
Debe resaltarse que el CO.FE.M.A. posee como función coordinar la esfera de la administración 
pública tanto nacional como provincial y municipal y tiene como uno de sus objetivos la formulación de 
políticas, que como se verá mas adelante, es un acto típicamente encomendado al Congreso de la 
Nación y aún a pesar de que la administración pública posee el rol de la ejecución de la política pública 
diagramada por el Poder Legislativo. De este modo el CO.FE.M.A. se constituye de modo excepcional en 
un esquema sui generis adaptado a la realidad y la necesidad que efectivamente presentan los 
problemas ambientales, pero éste no incluye ni al Poder Judicial ni al Legislativo como órganos co-
adherentes o confirmativos de las mismas, sino al Poder Ejecutivo de todos los ordenes jurisdiccionales. 
Ello es un error y esta tesis propondrá nuevos esquemas superadores a este diseño institucional. 
El COFEMA es el eje del ordenamiento ambiental del país, es la estructura de funcionamiento 
global del territorio de la Nación generada mediante la coordinación interjurisdiccional los Municipios y 
las Provincias, y de éstas y la ciudad de Buenos Aires con la Nación. El mismo debe  debiendo  
concertar los intereses de los distintos sectores de la sociedad entre sí, y de éstos con la administración 
pública. Las preguntas que deben formularse en este punto son: 
¿Por qué la concertación de intereses de la sociedad sólo debe incluirse a la administración pública 
entendida como el Poder Ejecutivo (nacional o local)? 
¿Por qué el Poder Judicial ha quedado fuera de la concertación social y política de la materia medio 
ambiental? 
¿El Poder Judicial, representado por la C.S.J.N no tiene nada para aportar en materia de políticas 
públicas ambientales que garantizaran la subsistencia de todos? 
Esta tesis considera que si. La transversalidad, la interdisciplinariedad, la interprovincialidad de los 
efectos nocivos al ambiente, la multiplicidad y colectividad de los actores involucrados, la necesidad de 
soluciones inmediatas tanto de tipo cautelar o preventivo como de índole sustancial ante conflictos 
ambientales, la necesidad de sanciones penales eficaces y eventualmente civiles de las conductas 
dañinas a la subsistencia de todos, sólo puede administrarse y ejecutarse con cierto horizonte de 
eficacia, en la medida en que se creen herramientas institucionales que articulen cohesiones con grados 
de coherencia tanto intra como inter orgánicamente entre todos los poderes de Estado en todas las 
esferas territoriales. Esta es la nueva necesidad institucional ambiental y a la que las normas y la 
propia constitución debe tender. 
 
6.3.4.6 Las potestades judiciales. 
De manera preliminar, debe entenderse que los magistrados encuentran en la disciplina ambiental 
una encrucijada difícil de superar y sobre la cual deberán desplegar sus capacidades adaptativas y su 
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poder de auto preservación. En un primer lugar, en tanto la materia ambiental posee un alto grado de 
conflictividad social caracterizada por acciones de tipo directa de personas que entienden cabalmente 
que la problemática en cuestión los arrincona contra los límites de la supervivencia, en segundo lugar 
porque la misma implica la superación de los rigorismos formales y cosmovisionales que el derecho 
clásico trasmitió al derecho moderno y, en tercer lugar en tanto enfrenta a los jueces a auto-
reconocerse como “no terceros imparciales”, sino como partes involucradas en las causas sobre las 
cuales deberán emitir sus decisiones. Ellos se encuentran en una situación en la que deben re -
estructurar las cosmovisiones y los rituales formales del Derecho, reconociendo el hecho concreto e 
inescrutable de no poder desvincularse como parte interviniente de la problemática que llega a sus 
estrados. En tanto bien colectivo, el ambiente forma parte del lugar en donde el juez habita y desarrolla 
su función, y lo que permite llevar adelante su subsistencia  en primer lugar como persona humana. 
El Poder Judicial es uno de los órganos de Estado que conforma a las “autoridades públicas” que el 
art. 41 de la C.N. menciona y a quienes imputa responsabilidad proactiva285 en la consecución de los 
objetivos de preservación. La disciplina ambiental reserva para este poder en general y para su 
organismo supremo en especial, un cúmulo de poderes novedosos de cuyo contenido se dará cuenta en 
el acápite correspondiente y que definirán un rol hegemónico y preponderante tanto de índole decisoria 
como ejecutoria. A modo de introducción, basta un análisis somero de la Ley General del Ambiente Nr. 
25.675, para dar cuenta de las proyecciones que ese poder puede  tener. Esta prevé que el acceso a la 
jurisdicción por cuestiones ambientales no deberá admitir restricciones de ningún tipo o especie. 
Adicionalmente, el juez interviniente podrá disponer todas las medidas necesarias para ordenar, 
conducir o probar los hechos dañosos en el proceso, a fin de proteger efectivamente el interés general. 
Asimismo, en su sentencia, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, el mismo podrá extender su fallo 
a cuestiones no sometidas expresamente a su consideración por las partes . En cualquier estado del 
proceso, aún con carácter de medida precautoria, podrán solicitarse medidas de urgencia, incluso sin 
audiencia de la parte contraria, prestando debida caución por los daños y perjuicios que pudieran 
producirse. El juez podrá, asimismo, disponerlas, sin petición de parte y sus decisiones podrán tener 
efecto erga ommes (art. 33). 
A su vez, y en función de la falta de creación de un fuero específico en la disciplina, puede 
aseverarse que todos los jueces son, en definitiva, jueces ambientales y que todos ellos se encuentran 
comprometidos en la resolución del caso, poseyendo el poder de: 
 Elusión de los standards procesales de admisibilidad de pretensiones.  
 Elusión al principio de congruencia.  
 Elusión de la aplicabilidad de la excepción de defecto legal.  
                                                 
285 Proactivo indica una actitud hacia la acción, la actividad. activo, va. (Del lat. actīvus). 1. adj. Que obra o tiene 
virtud de obrar. 2. adj. Diligente y eficaz. 3. adj. Que obra prontamente, o produce sin dilación su efecto. Diccionario 
de la Real Academia Española. 
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 Elusión de la necesidad probatoria.  
 Desarrollar una acción pro-activa en la toma de decisiones, mediante el ejercicio de 
criterios instructorios independientes y una particular energía286 con que los jueces 
deben accionar y desarrollar su función para que los mandatos constitucionales de 
preservación sean efectivos.  
Estas previsiones que surgen del art. 32 de la Ley General del Ambiente 25.675 son poseídas por 
todos los jueces intervinientes en este tipo de asuntos, los que primigeniame nte serán locales, y de 
manera excepcional en los casos especialmente previstos a los jueces federales (tales son los casos de 
interjurisdiccionalidad o de demanda a algún sujeto aforado) y la C.S.J.N. en máxima instancia, 
institución que, de la mano de las prescripciones del art. 41 de la Constitución Nacional y de los 
poderes implícitos que ya posee, ha concentrado una nueva calidad de poderes y libertades en la 
materia y cuyo detalle será especificado subsiguientemente. 
En materia de jurisdicción, el art. 7 de la Ley 25.675 dispone como regla de competencia, la 
jurisdicción los tribunales locales provinciales según corresponda por el territorio, la materia o las 
personas, para entender en todos los temas relativos al ambiente y reservando la jurisdicción federal 
como fuero de excepción sólo para ciertas situaciones concretas en que el acto, la omisión o la situación 
generada provoque degradación o contaminación interjurisdiccional. Esta regla de competencia, fijada 
por Ley en el año 2002, viene a convalidar la actuación histórica de la C.S.J.N. en este sentido, en tanto 
de todos procedentes que se estudiarán, quedará comprobado que, salvo alguna excepción, ha aplicado 
en criterio de territorialidad ambiental (al que esta tesis denomina Principio de Territorialidad 
Ambiental) de manera previa a que este se tornara una regla de competencia.  
Sin perjuicio de ello, la definición de la competencia de los tribunales  en la disciplina, se complejiza 
a medida que se trata de determinar cual de todos los fueros judiciales debe intervenir en los temas 
ambientales, atento a que la problemática ambiental entrecruza todas las áreas del derecho, tanto civil, 
comercial, contencioso administrativo como penal. Esta es la razón por la cual la creación de un fuero 
ambiental exclusivo presenta tantas dificultades de implementación.  
En la actualidad, la jurisdicción federal es competente para entender en todas las causas 
ambientales en las que el Estado Nacional es parte. Ello implica que cualquier entidad dependiente del 
Estado Nacional autoriza la apertura de la jurisdicción federal, rationae personae. Tal es el caso de 
Prefectura Naval Argentina (típicamente encargada de la custodia de los ríos y mares y que ejerce el 
poder de policía ambiental sobre ellos y de ejecución y control de los Convenios Internacionales en este 
recurso), la Comisión Nacional de Energía Atómica (en los casos relativos a medio ambiente y 
explotación del uranio o relativos a contaminación radioactiva) , la Secretaria de Ambiente y Desarrollo, 
Parques Nacionales, el ente bi-nacional Yacyretá  etc. Dicha jurisdicción atraerá todas las: 
                                                 
286 En igual sentido Lorenzetti, Teoria del Derecho Ambiental, ob. cit.  pág. 137 incluso plantea que los magistrados 
deben utilizar mecanismos de gerenciamiento de conflictos para dar un ordenamiento efectivo en primer lugar al tipo 
de proceso incoado –acciones colectivas a veces con dificultades de planteos iniciales- y administrar el conflicto.   
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 Causas ambientales entre dos o más Provincias. En este caso, la Corte posee jurisdicción 
dirimente (Art. 127 CN). 
 Causas ambientales entre una Provincia y los vecinos de otra. 
 Sea parte un estado extranjero. 
 En razón del lugar (es el caso de los territorios nacionales o establecimientos de utilidad 
nacional. 
 Abordajes, los que típicamente generan un daño ambiental atento a los derrames de sustancias 
que poseen. 
 Contaminación efectuada por aeronaves, tal es el caso de las aeronaves fumigantes. El  art 198 
del Código aeronáutico fija la jurisdicción federal de las mismas.  
 En casos relativos a los derechos de pesca, atento a que dicha actividad es de índole federal.  
Los debates en torno a la creación de un fuero ambiental exclusivo, se presenta como una 
posibilidad entre diversas tesis en materia de fueros ambientales, las cuales puede sintetizarse en 3 
grandes variantes creativas, a saber: 
 a) la tesis de la concentración total de funciones y creación de un juez ambiental con facultades de 
abducción y atracción de las causas con algún contenido ambiental sin importar si el asunto llama a la 
aplicación del derecho civil o comercial. Existe aquí una concentración institucional en un sólo juez que 
debería intender en todos los asuntos derivados de un daño ambiental ; 
 b) la tesis de la dispersión total de diferentes jueces con competencia ambiental: este es el sistema 
existente en la actualidad en nuestro país, en tanto en rigor todos los jueces poseen la obligación de 
aplicar las normas ambientales a los asuntos que ellos administran dentro de sus respectivos fueros, 
tal es el caso del fuero penal, para los delitos penales ambientales tipificados, el fuero civil para 
entender los temas relativos a indemnizaciones patrimoniales derivadas de daños ambientales y de 
recomposición ambiental, el fuero contencioso administrativo para entender en acciones u omisiones de 
la administración. En la actualidad, la C.S.J.N. fijó la tesis no subjetiva en materia de competencia, 
sino objetiva, lo que implica que debe estarse a la naturaleza del asunto en cuestión a fin de definir la 
competencia; 
 c) tesis intermedias: como las propugnadas en la creación de un sólo juez ambiental, pero que sólo 
intervenga en los asuntos ambientales y derive el entendimiento de las temáticas no relativas a su 
especialidad a los fueros de competencia tradicional. 
El beneficio del sistema que en la actualidad rige en la República Argentina se relaciona con que el 
control ambiental es más amplio, siendo todos los jueces el que deben ejercerlo. El perjuicio es la falta 
de especialización en el área del derecho, el que se estima será superado con los sistemas de 
concentración atento a las especialidad del fuero.  
Sea cual fuere el sistema que pueda proyectarse institucionalmente para dar solución a la 
problemática ambiental, debe tenerse en cuenta que la acción de inmediación en el proceso como bien 
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describe Morello, debe orientarse a establecer e identificar el equilibrio del  sistema ambiental original 
conculcado, la magnitud del peligro en caso de perpetración del daño o del daño ya perpetrado y las 
acciones preventivas y reparatorias de la manera mas rápida y eficaz posible. Ello importa para los 
magistrados un trabajo extra en su función y una actitud de cooperación con los expertos periciales y 
de diligencia precautoria y preventiva en el obrar. En función de estos últimos objetivos, esta tesis 
propondrá un nuevo esquema de intervención de la Corte Suprema de Justicia en el terreno de la 
actuación ex ante en la formulación y concreción de las políticas públicas ambientales y de la toma de 
nuevas medidas sui generis. 
 
6.3.4.7 La esencia de las decisiones ambientales. 
 
Las decisiones judiciales en materia ambiental no son iguales al resto de las decisiones de los 
jueces. Su naturaleza es sui-generis287 y están marcadas por la libertad de las abducciones procesales y 
la superación de los límites obstructorios para la concreción de los fines de preservación y uso racional 
de los recursos naturales y del medio ambiente. 
El Poder Judicial no había conocido tanta libertad ni procedimental ni decisoria. En esta disciplina, 
tiene la posibilidad de convalidar su “activismo”288 dentro del marco explícito tanto constitucional como 
legal, el que a su vez le permite re plantear incluso sus funciones. 
La sanción ambiental se re dimensiona en función de la obligatoriedad de la recomposición 
ambiental entendida esta como el conjunto de medidas técnicas necesarias para retrotraer al estado 
anterior al daño, al medio ambiente impactado. 
La disciplina impone que las decisiones de la Corte no sean decisiones minimalistas, o “decisiones 
mínimas”289 esta concepción del alcance y modos de la toma de decisiones del Máximo Tribunal del 
Poder Judicial se enmarca dentro de una concepción de división tajante de poderes de Estado que 
conspira contra la racional adaptación y actividad que ellos deben tener para solucionar los problemas 
ambientales de manera integral y seria. El “uso constructivo del silencio”290 en materia ambiental no es 
un método que garantice infalibilidad. Por el contrario, puede convalidar graves injusticias ambientales, 
las cuales pueden traducirse en injusticias sociales que vulneran de rechos humanos básicos, como los 
                                                 
287 sui géneris. (Loc. lat.; literalmente, 'de su género', 'de su especie'). 1. loc. adj. Dicho de una cosa: De un género o 
especie muy singular y excepcional. Diccionario de la Real Academia Española. 
 
288 El activismo de la Corte Suprema es analizado por diversos autores. Ver, entre otros Valcarce Ojeda, María del 
Guadalupe, Control de constitucionalidad de omisiones legislativas: el activismo de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, documento electrónico disponible en http://www.derecho.uba.ar/graduados/ponencias/valcarceojeda.pdf, 
enlace verificado el 2 de enero de 2011. 
 
289 El término decisiones minimas es utilizados por Sola Juan Vicente, ob,cit, pág.. 223 y ccdts. para explicar una 
visión sobre el modo en que la Corte Suprema debe entender a fin de eludir el error en temas de gran complejidad 
sobre los que existe una gran división de interpretaciones y tendencias sociales, agravadas por la vertiginosdad de 
los cambios en las mismas. 
 
290 Término utilizado por Sola Juan Vicente ob. cit. pág.. 224 en referencia a las visiones que alegan por el rol de las 
decisiones mínimas del Tribunal. 
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del acceso al uso de los recursos naturales esenciales para la existencia y comprometer la subsistencia 
biológica de todos en el largo plazo.  
En esta temática especial, el deber de la Corte es efectivamente, el de asesorar y acompañar a los 
otros poderes de Estado, de ser un foro siempre abierto para la solución de todos los agravios que 
requieran el apoyo de la Constitución.291 
 
6.3.4.8  Facultades preliminares, probatorias e instructorias en materia ambiental. 
 
Los procesos ambientales están signados por la conversión de la excepción cautelar en el principio 
fundamental de dirección del mismo. 
Las medidas conocidas como cautelares por los códigos procesales, toman un cariz distinto en la 
esfera típicamente anticipatoria y precautoria de la disciplina. La excepcionalidad de su otorgamiento y 
la necesidad de su fundamentación con la verosimilitud del derecho, urgencia o peligro  en la demora se 
encuentran presupuestas como condiciones esenciales de la misma y, por lo tanto, su prueba debe ser 
laxa.  
En este sentido, el magistrado deberá tener presente que la disciplina descoloca los estándares 
previos del derecho para obligar al magistrado a ceder en caso de dudas acerca de la verosimilitud de 
un riesgo potencial y emitir una pronunciación de protección ambiental  aún a pesar de ello. 
Esta es la ineludible consecuencia de la aplicación del Principio 15 de a Declaración de Río ´92 y del 
Principio de Precaución receptado en la Ley General del Ambiente 25.675 entendido ya sea como 
obligación estatal de actuación protectiva o como simple instrumento de interpretación de leyes y 
ejecución de políticas públicas. La “tutela anticipatoria”292 debe ser prioritaria en los casos que se 
presenten ante los tribunales y a la Corte Suprema.  
Por ello, la mezquindad en el otorgamiento de las tradicionales medidas cautelares (ya sean 
innovativas o no innovativas) es una práctica que debe erradicarse en las decisiones ambientales. 
A su vez, dado el criterio precautorio, y la expresa y firme manda constitucional de preservación y 
uso racional de los recursos y el medio, la judicatura no sólo posee libertad en su accionar, sino que 
está obligada al desarrollo de nuevas potencialidades creativas en la toma de medidas originales y 
eficaces para la obtención de los fines aún a pesar del brutal desajuste que esto implica en materia de 
aplicación de regimenes legales cosmovisionales distintos al ambiental. 
Las audiencias informativas, audiencias de construcción de la relación procesal, audiencias 
ordenatorias del caso, la ordenación de la prueba, convocatoria a las partes para acordar 
procedimientos probatorios de activa participaron del tribunal de oficio, las audiencias con presencia de 
la sociedad civil y amicus curieae registrados, con derecho a presentación de informes y opiniones sobre 
la marcha del proceso y posibilidad de soluciones a los problemas, pueden ser formas eficientes y 
                                                 
291 En sentido contrario, Sola Juan Vicente, ob. cit. pág.. 271 dice: “El deber de la Corte no es asesorar legislativos o 
ejecutivos o ser un foro siempre abierto para la solución de todos los agravios que requieran el apoyo de la 
Constitución. El deber es decidir en un caso concreto y de decidir de acuerdo con la ley, con todo lo que ello implica 
sobre la insistencia rigurosa de satisfacer los requisitos procesales y jurisdiccionales”. 
 
292 En los dichos de Lorenzetti R., ob. cit.   pág.96.  
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eficaces de administrar o gestionar procesalmente los casos.  Según se analizará seguidamente, la Corte 
ha utilizado varios de estos instrumentos. 
 
6.3.4.9 El instituto de la cosa juzgada como obstáculo en la toma de  la decisión ambiental. De 
la inestabilidad y adaptabilidad de las sentencias ambientales. La cosa juzgada ambiental. 
 
Para terminar de desajustar la teoría clásica, del derecho de la disciplina ambiental y dar cuenta de 
la necesidad de mutación del régimen, debe analizarse el instituto de la cosa juzgada.  
Producto de la obligación del Estado de aplicar el principio precautorio, es decir, de actuar en post 
de la defensa del medio ambiente aún ante situaciones de indefinición científica, deriva su obligación de 
monitorear y eventualmenete corregir o re-adaptar sus propias decisiones con mejores técnicas para la 
recomposicion. La incertidumbre actual podría ser una certidumbre futura, ya sea en un sentido u otro, 
y esa es la razón por la cual las decisiones judiciales deben necesariamente adaptarse y reverse a la luz 
de nuevas evidencias científicas y en función de la eficacia de las mismas para la solución de los 
problemas. 
La incertidumbre base de los hechos y causas científicas degradatorias, contaminará 
necesariamente la esencia de la decisión judicial. El Poder Judicial debe asumir que la consagración del 
principio precautorio es el fin de la estabilidad de sus decisiones, las que probablemente nunca serán 
estables y deberán re adaptarse a esta nueva situación de inestabilidad. El Principio Precautorio 
entendido como obligación estatal (más que como  instrumento de interpretación) ha decretado el fin 
del instituto de la cosa juzgada en lo ambiental, área en la cual no existirán decisiones definitivas, sino 
experimentales. La adaptabilidad de los sistemas ecológicos y biológicos deberá contaminar las 
decisiones ambientales para transformarlas en adaptivas, evolucionantes al acelerado ritmo de la 
tecnología anti contaminación. La cosa juzgada ambiental es una “decisión adaptativa”293 y tienen como 
característica la conformación de una decisión o sentencia inicial que deciden las líneas directrices de 
la solución del conflicto y un posterior conjunto de resoluciones sucesivas  y progresivas que 
implementan la misma o tratan aspectos puntuales de la problemática a ejecutar. 
Las decisiones judiciales ambientales deben ser actos experimentales. El método científico de la 
prueba y el error, debe ser asumido como natural en la concreción  y ejecución de las decisiones de este 
tipo que adaptativamente vayas surgiendo para la solución y remediación de los daños ecológicos. Los 
jueces deben adaptarse a la evolución de las instituciones  jurídicas en este sentido y aceptar que el 
proceso de ejecución de una sentencia ambiental pueda llevar más tiempo incluso que el de la 
determinación de las responsabilidades en cuestión. Las institucionales sociales del siglo XXI deben 
adaptarse a lo que los nuevos tiempos ecológicos demandan, y deben desarrollar capacidades de 
                                                 
293 En igual sentido ver Lorenzetti R. ob.cit pág. 53 y  pág. 114. 
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“mimetismo”294 con el entorno que deben ayudar a regular y sobre el cual, en última instancia, deben 
decidir. La C.S.J.N. deberá dar el ejemplo de vanguardia que siempre ha dado. 
 
6.3.5 Los Criterios de interpretación y los Principios del Derecho Ambiental. Enumeración y 
análisis. 
 
“Si buscamos el cambio, no podemos oponernos a la renovación de los modos de pensar y de vivir que trae 
consigo. Lo que si debemos querer es que el proceso nacional sea fundamentalmente eso, nacional, esto es, ajustado a 
las decisiones autónomas y a los elementos profundos que determinan nuestra genuina condición de país singular, 
distinto, resultante de ciertas tradiciones pero también, de ciertas ambiciones.” 295 
 
En materia medioambiental, los Principios y los Criterios296 Ambientales deben diferenciarse entre 
si y ambos de los Principios Generales del Derecho. Tanto los Criterios como los Principios Ambientales 
dan cuenta de la esencia transformadora de la disciplina y de la orientación que las políticas públicas 
deben tener. Por ello deben ser analizados en detalle. 
Los Principios son los postulados reconocidos y establecidos por la Ley e implican obligatoriedad. 
Los Criterios son una “suerte de puerta abierta a nociones siempre posibles de originalidad y 
revisión”297.  
El concepto Criterio deriva del griego y significa juzgar, es decir, emitir un  juicio o discernimiento 
acerca de algo, lo que da cuenta de la posibilidad de tomar decisiones de acuerdo a raciocinios lógicos y 
encadenados que debe ser ejecutada por una mente racional y que pueden variar de acuerdo a las 
premisas y verdades materiales y formales que en cada caso se presenten. Por ello, este concepto aporta 
a la disciplina ambiental la libertad y flexibilidad en la adecuación de las soluciones que los 
legisladores, reguladores y magistrados precisan para realidades cambiantes y datos científicos 
inciertos. 
El concepto principio, significa entre otras acepciones, una norma o idea fundamental que rige el 
pensamiento o la conducta. En rigor, las definiciones varían. El Principio de Derecho, según la Real 
Academia Española es una norma no legal supletoria de ella y constituida por doctrina o aforismos que 
gozan de general y constante aceptación de jurisconsultos y tribunales. A su vez, se define al aforismo 
                                                 
294 Mimetismo. (Del gr. μιμητός, imitable, e -ismo). 1. m. Acción y efecto de mimetizar o mimetizarse. 2. m. Propiedad 
que poseen algunos animales y plantas de asemejarse a otros seres de su entorno.3. m. Adopción como propios de 
los comportamientos y opiniones ajenos. Diccionario de la Real Academia Española. 
 
295 Oyhanarte Julio, Poder politico, ob. cit.  pág..33. 
296 El criterio más importante mencionado por Pigretti es el Criterio “Puntual vs. Global”, mediante  el cual pueden 
deslindarse los estándares jurídicos tradicionales frente a los criterios ambientalistas.  
 
297 Pigretti E., La Responsabilidad por Daño Ambiental, Centro de Publicaciones Jurídicas y Sociales, Buenos Aires, 
1986,  págs.. 22 a 37. 
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como una sentencia breve y doctrinal que se propone como regla en alguna ciencia o arte y finalmente 
una Regla (Del lat. regŭla) es definido como  aquello que ha de cumplirse por estar así convenido por 
una colectividad. Diversos abordajes y aportes de la filosofía del derecho a estos conceptos migran en 
parte los contenidos de los mismos, sin perjuicio de ello, debe identificarse una fundamental diferencia 
entre los Principios Generales del Derecho (en tanto reglas de conducta de origen convencional 
colectivo, que poseen cierto status de formación) y los Principios Ambientales.  
Un análisis de los Principios Ambientales consagrados en el derecho, darán cuenta de las 
diferencias fundamentales entre ambos. Para ello, debe analizarse en primer lugar de manera 
exhaustiva la Declaración de Principios precursora en el área del derecho ambiental moderno, la que se 
reviste la naturaleza de instrumento de Derecho Internacional Público atento a que surgió en la 
Conferencia de Naciones Unidas celebrada en Estocolomo, Suecia, en el año 1972. Esta Declaración de 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano (Estocolmo, Suecia, 1972)  
proclamó que los dos aspectos del medio humano, el natural y el artificial, eran esenciales para el 
bienestar del hombre y para el goce de los derechos humanos fundamentales, incluso el derecho a la 
vida misma, lo cual ratifica su postura antropocentrista..298  A su vez, encomendó a los gobiernos y a los 
pueblos que aunasen sus esfuerzos para preservar y mejorar el medio ambiente en beneficio del hombre 
y de su posteridad, estableciendo los siguientes Principios, a saber299: 
 
 
 “Principio 1  
El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la igualdad y el disfrute de condiciones de 
vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de 
bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones 
presentes y futuras. 300 
A este respecto, las políticas que promueven o perpetúan el apartheid, la segregación racial, la 
discriminación, la opresión colonial y otras formas de opresión y de dominación extranjera quedan 
condenadas y deben eliminarse.  
 Principio 2  
Los recursos naturales de la tierra, incluidos, el aire, el agua, la tierra, la flora y la fauna y 
especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben preservarse en 
beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u 
ordenación, según convenga.  
 Principio 3  
                                                 
298 Entre otras cosas la Declaración dice “De todas las cosas del mundo,  los seres humanos son lo más valioso. Ellos 
son quienes promueven el progreso social, crean riqueza social, desarrollan la ciencia y la tecnología y, con su duro 
trabajo, transforman contínuamente el medio humano.”  
299 En esta investigación se transcribirán textualmente todos los Principios del Derecho Ambiental de manera 
deliberada con el fin analizar los términos de la redacción en la que fueron formulados. Ello, en tanto se considera 
que de los mismos surgen obligaciones y derechos vinculantes en los términos en los que se analizará más abajo.  
 
300 Debe resaltarse que en este Principio, como en muchos otros, se declaran los derechos y obligaciones del hombre 
en relación al medio  con precisión. Es una declaracion de derechos y obligaciones en todos sus aspectos.  
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Debe mantenerse y, siempre que sea posible, restaurarse o mejorarse la capacidad de  la tierra 
para producir recursos vitales renovables.  
 Principio 4  
El hombre tiene la responsabilidad especial de preservar y administrar juiciosamente el 
patrimonio de la flora y la fauna silvestre y su hábitat, que se encuentren actualmente en grave 
peligro por una combinación de factores adversos.  
En consecuencia, al planificar el desarrollo económico debe atribuirse importancia a la 
conservación de la naturaleza, incluidas la flora y fauna silvestres.  
 Principio 5  
Los recursos no renovables de la Tierra deben emplearse de forma que se evite el peligro de su 
futuro agotamiento y se asegure que toda la humanidad comparta los beneficios de tal empleo.  
 Principio 6  
Debe ponerse fin a la descarga de sustancias tóxicas o de otras materias y a la liberación de 
calor, en cantidades o concentraciones tales que el medio no pueda neutralizarlas, para que no se 
causen daños graves irreparables a los ecosistemas. Debe apoyarse la justa lucha de los pueblos de 
todos lo países contra la contaminación.  
 Principio 7  
Los Estados deberán tomar todas las medidas posibles para impedir la contaminación de los 
mares por sustancias que puedan poner en peligro la salud del hombre, dañar los recursos vivos y 
la vida marina, menoscabar las posibilidades de esparcimiento o entorpecer otras utilizaciones 
legítimas del mar.  
 Principio 8  
El desarrollo económico y social es indispensable para asegurar al hombre un ambiente de vida 
y trabajo favorable y crear en la Tierra las condiciones necesarias para mejorar la calidad de la vida.   
 Principio 9  
Las deficiencias del medio originadas por las condiciones del subdesarrollo y los desastres 
naturales plantean graves problemas, y la mejor manera de subsanarlas es el desarrollo acelerado 
mediante la transferencia de cantidades considerables de asistencia financiera y tecnológica que 
complemente los esfuerzos internos de los países en desarrollo y la ayuda oportuna que pueda 
requerirse.  
 Principio 10  
Para los países en desarrollo, la estabilidad de los precios y la obtención de ingresos ade cuados 
de los productos básicos y las materias primas son elementos esenciales para la ordenación del 
medio, ya que han de tenerse en cuenta tanto los factores económicos como los procesos ecológicos.  
 Principio 11  
Las políticas ambientales de todos los Estados deberían estar encaminadas a aumentar el 
potencial de crecimiento actual o futuro de los países en desarrollo y no deberían coartar ese 
potencial ni obstaculizar el logro de mejo-res condiciones de vida para todos.  
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Los Estados y las organizaciones internacionales deberían tomar las disposiciones pertinentes 
con miras de llegar a un acuerdo para hacer frente a las consecuencias económicas que pudieran 
resultar, en los planos nacional e internacional, de la aplicación de medidas ambientales.  
 Principio 12  
Deberían destinarse recursos a la conservación y mejoramiento del medio, teniendo en cuenta 
las circunstancias y las necesidades especiales de los países en desarrollo y cualesquiera gastos 
que pueda originar a estos países la inclusión de medidas de  conservación del medio en sus planes 
de desarrollo, así como la necesidad de prestarles, cuando lo soliciten, más asistencia técnica y 
financiera internacional con ese fin.  
 Principio 13  
A fin de lograr una más racional ordenación de los recursos y mejorar así las condiciones 
ambientales, los Estados deberían adoptar un enfoque integrado y coordinado de la planificación de 
su desarrollo, de modo que quede asegurada la compatibilidad del desarrollo con la necesidad de 
proteger y mejorar el medio humano en beneficio de su población.  
 Principio 14  
La planificación racional constituye un instrumento indispensable para conciliar las diferencias 
que puedan surgir entre las exigencias del desarrollo y las necesidades de proteger y mejorar el 
medio.  
 Principio 15  
Debe aplicarse la planificación a los asentamientos humanos y a la urbanización con miras a 
evitar repercusiones perjudiciales sobre el medio y a obtener los máximos beneficios sociales, 
económicos y ambientales para todos. A este respecto deben abandonarse301 los proyectos 
destinados a la dominación colonialista y racista.  
 Principio 16  
En las regiones en que existe el riesgo de que la tasa de crecimiento demográfico o las 
concentraciones excesivas de población perjudiquen al medio o al desarrollo, o en que la baja 
densidad de población pueda impedir el mejoramiento del medio humano y obstaculizar el 
desarrollo, debería aplicarse políticas demográficas que respetasen los derechos humanos 
fundamentales y contasen con la aprobación de los gobiernos interesados.  
 Principio 17  
Debe confiarse a las instituciones nacionales competentes la tarea de planificar, administrar o 
controlar la utilización de los recursos ambientales de los Estados con el fin de mejorar la calidad 
del medio.  
 Principio 18  
Como parte de su contribución al desarrollo económico y social, se debe utilizar la ciencia y la 
tecnología para descubrir, evitar y combatir los riesgos que amenazan al medio, para solucionar los 
problemas ambientales y por el bien común de la humanidad.  
 Principio 19  
                                                 
301 En este principio se establece una obligación concreta que los Estados deben cumplimentar. 
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Es indispensable una labor de educación en cuestiones ambientales, dirigida tanto a las 
generaciones jóvenes como a los adultos y que presente la debida atención al sector de población 
menos privilegiado, para ensanchar las bases de una opinión pública bien informada y de una 
conducta de los individuos, de las empresas y de las colectividades inspirada en el sentido de su 
responsabili-dad en cuanto a la protección y mejoramiento del medio en toda su dimensión 
humana. Es también esencial que los medios de comunicación de masas eviten contribuir al 
deterioro del medio humano y difundan, por el contrario, información de carácter educativo sobre la 
necesidad de protegerlo y mejorarlo, a fin de que el hombre pueda desarrollarse en todos los 
aspectos.  
 Principio 20  
Se deben fomentar en todos los países en desarrollo, la investigación y el desarrollo científicos 
referentes a los problemas ambientales, tanto nacionales como multinacionales. A este respecto, el 
libre intercambio de información científica actualizada y de experiencias sobre la transferencia de 
ser objeto de apoyo y asistencia, a fin de facilitar la solución de los problemas ambientales; las 
tecnologías ambientales deben ponerse a disposición de los países en desarrollo en condiciones que 
favorezcan su amplia difusión sin que constituyan una carga económica excesiva para esos países.  
 Principio 21  
De conformidad con la Carta de las Naciones Unidas y con los Principios del derecho 
internacional, los Estados tienen el derecho soberano de explotar sus propios recursos en 
aplicación de su propia política ambiental y la obligación de asegurar que las actividades que se 
lleven a cabo dentro de su jurisdicción o bajo su control no perjudiquen al medio de otros Estados o 
de zonas situadas fuera de toda jurisdicción nacional.  
 Principio 22  
Los Estados deben cooperar para continuar desarrollando el derecho internacional en lo que se 
refiere a la responsabilidad y a la indemnización a las víctimas de la contaminación y otros daños 
ambientales que las actividades realizadas dentro de la jurisdicción o bajo el control de tales 
Estados causen en zonas situadas fuera de su jurisdicción.  
 
 Principio 23  
Toda persona, de conformidad con la legislación nacional, tendrá la oportunidad de participar, 
individual o colectivamente, en el proceso de preparación de las decisiones que conciernen 
directamente a su medio ambiente y, cuando éste haya sido objeto de daño o deterioro, podrá 
ejercer los recursos necesarios para obtener una indemnización.  
 Principio 24  
Incumbe a toda persona actuar de conformidad con lo dispuesto en la presente Carta. Toda 
persona, actuando individual o colectivamente, o en el marco de su participación en la vida política, 
procurará que se alcancen y se observen los objetivos y las disposiciones de la presente Carta.”  
 
Posteriormente, y fruto de la Conferencia de la Organización de Naciones Unidas sobre Medio 
Ambiente celebrada en Río de Janeiro, Brasil en 1992, surgió, entre otros instrumentos, la Declaración 
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de Principios de la Conferencia de Río ´92, instrumento que definió los siguientes Principios 
Ambientales, a saber:  
 El  Principio 1 
Establece que los seres humanos constituyen el centro de las preocupaciones relacionadas con el 
desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 
Ello implica que los seres humanos son el elemento central del medio ambiente y del desarrollo, lo 
que refleja nuevamente un enfoque antropocéntrico de la problemática ambiental. Este principio 
recepta el derecho humano fundamental a una vida digna y los demás principios de la Declaración de 
Río deben entenderse como decretados con el fin de concretar y aplicar este principio. La O.N.U. 
interconecta este principio con el derecho a la salud de los seres humanos, aspecto desarrollado en el 
capítulo 6 del Programa 21, cuyo primer párrafo establece que la salud y el desarrollo tienen una 
relación directa. Los temas de acción del Programa 21, establecen que los Estados deben abordar las 
necesidades de atención primaria de la salud de la población mundial, ya que esta se integran con el 
logro de los objetivos de desarrollo sostenible y de la atención primaria de la salud.302  
El derecho a vivir en un medio ambiente saludable, se ha reconocido de forma explícita en Tratados 
sobre derechos humanos y otros tratados relacionados a la temática, como por ejemplo, en el párrafo 1 
del Preámbulo de la Convención sobre la Desertificación, y la Cuarta Convención de Lomé que estipula 
que la cooperación tendrá como fin el desarrollo centrado en el ser humano, principal protagonista y 
beneficiario del desarrollo. Asimismo, el Programa de Acción de la Conferencia Internacional sobre la 
Población y el Desarrollo de 1994, contiene 14 principios, llamados Principios de El Cairo de 1994, en 
cuyo principio 2 se establece que "Los seres humanos son el elemento central del desarrollo sostenible. 
Tienen derecho a una vida sana y productiva en armonía con la naturaleza. La población es el recurso 
más importante y más valioso de toda nación. Los países deberían ce rciorarse de que se dé a todos la 
oportunidad de aprovechar al máximo su potencial. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado para sí y su familia, incluso alimentación, vestido, vivienda, agua y saneamiento 
adecuados".303  
En cuanto a la aplicación de este principio 1 de la Declaración de Río ´92, uno de los principales 
casos internacionales que receptó el mismo de una manera inédita, se presentó en la República de 
Filipinas, en donde La Corte Suprema de ese país, en un caso fallado el 30 de julio de 1994, “MINORS 
OPOSA VS. SECRETARY OF THE DEPARTMENT OF ENVIRONMENT AND NATURAL RESOURCES” 
(denr), g. R. No. 101083, estableció que si bien el derecho a una ecología equilibrada y saludable se 
encontraba en la Declaración de Principios y políticas de Estado y no en la Declaración de derechos y 
garantías fundamentales, ello no implicaba que fuese menos importante que cualquiera de los derechos 
civiles y políticos consagrados en esta última. Ello, en tanto estos correspondían a una categoría de 
derechos diferente en tanto que afectaba a nada menos que la autoconservación y la autoperpetuación, 
siendo que su origen y evolución antecedía a todos los gobiernos y constituciones , por lo que “ni 
                                                 
302 El párrafo 6.40 expresa: "El objetivo general consiste en reducir al mínimo los riesgos y mantener el medio 
ambiente en un nivel tal que no se afecten ni  se pongan en peligro la salud y la seguridad humanas y que se siga 
fomentando el desarrollo". 
 
303 Ver asimismo, el párrafo 7 de la Declaración de Estambul sobre los Asentamientos Humanos de 1996. 
 
 Página 156 - 476 
156 
siquiera era necesario que esos derechos fundamentales figurasen por escrito en la Constitución, pues 
su existencia se presumía desde la aparición de la humanidad”304 
 El Principio 2  
Establece que los Estados tienen el derecho soberano de aprovechar sus propios recursos según 
sus propias políticas ambientales y de desarrollo, y la responsabilidad305 de velar por que las 
actividades realizadas dentro de su jurisdicción o bajo su control no causen daños al medio ambiente 
de otros Estados o de zonas que estén fuera de los   límites de la jurisdicción Nacional.  
 El  Principio 3  
Establece que el derecho al desarrollo debe306 ejercerse en forma tal que responda equitativamente 
a las necesidades de desarrollo y ambientales de las generaciones presentes y futuras.  
Este principio define el concepto de desarrollo sostenible que es incorporado a nuestra Constitución 
en la reforma del año 1994. 
El derecho al desarrollo, debe entenderse como una síntesis abarcativa de los derechos humanos 
reconocidos, tales como el derecho a un nivel de vida adecuado, al más  alto nivel de salud posible, a la 
educación, a la vivienda, al trabajo, y a la alimentación. Los vínculos que ligan el derecho al desarrollo y 
el derecho al medio ambiente se sustentan en esta noción de indivisibilidad e interdependencia de todos 
los derechos humanos, ya sean de naturaleza civil o política, económica, social y/o cultural. La 
reivindicación del derecho a un medio ambiente sano y equilibrado no puede estar separada del derecho 
a un desarrollo sostenible  entendido como situación en la que las actividades productivas satis fagan 
las necesidades de las presentes generaciones y de las futuras, lo que necesariamente implica el 
combate contra la pobreza y el subdesarrollo social y económico que se presenta tanto en naciones 
pobres como ricas. En este sentido las políticas tanto internas como externas de los Estados 
proyectadas sobre la base de la aceptación de la existencia de personas excluidas de los sistemas tanto 
económicos como sociales, de la relegación de necesidades humanas básicas esenciales, deben ser 
condenadas como violatorias de los derechos humanos.   
En la Cumbre Mundial sobre Desarrollo Social celebrada en 1995 en Copenhague, 117 Jefes de 
Estado convinieron en adoptar un enfoque integrado de la erradicación de la pobreza, basado en la 
colaboración no sólo dentro de las sociedades sino también entre los países desarrollados y los países 
en desarrollo. La Declaración y el Programa de Acción de Copenhague poseen compromisos y medidas 
nacionales e internacionales para estimular el crecimiento, el comercio y el empleo pleno, productivo y 
libremente elegido, mejorar los sistemas de salud, comunidad y educación, y garantizar que la 
asistencia oficial para el desarrollo cumpla su función primordial, de satisfacer las necesidades 
humanas básicas en todos los países del mundo y en especial en los más pobres del mundo, fijándose 
                                                 
304 Tribunal Supremo de la República de Filipinas, Manila, 30 de julio de 1993, “Minors Oposa vs. Secretary of the 
Department of Environment and Natural Resources (DENR”), G. R. No. 101083, reproducido en 33 ILM 173, 187 
(1994). 
 
305 En este caso nuevamente existe se impone una obligación en cabeza de los Estados. 
 
306 Nuevamente se impone una obligación a los Estados. 
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como objetivo erradicar la pobreza en el mundo. Asimismo, el capítulo 3 del Programa 21 se encuentra 
dedicado a la lucha contra la pobreza. 
 El Principio 4  
Prevé que, a  fin de alcanzar el desarrollo sostenible, la protección del medio ambiente deberá 
constituir parte integrante del proceso de desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada.  La 
interrelación y la interdependencia del medio ambiente y el desarrollo, constituyen los pilares  del 
desarrollo sostenible. Este principio refleja la interdependencia de los elementos sociales, económicos, 
ambientales y de derechos humanos. Este principio fue incorporado en el Convenio de Lucha sobre la 
Desertificación en el cual, en el párrafo 6 de la Declaración de Copenhague de 1995 se establece que "el 
desarrollo económico, el desarrollo social y la protección del medio ambiente son componentes de 
desarrollo sostenible interdependientes y que se fortalecen mutuamente, lo cual constituye  el marco de 
nuestros esfuerzos encaminados a lograr una mejor calidad de vida para todas las personas". 
 El Principio 5  
Establece que todos los Estados y todas las personas deberán307 cooperar en la tarea esencial de 
erradicar la pobreza como requisito indispensable del desarrollo sostenible, a fin de reducir las 
disparidades308 en los niveles de vida y responder mejor a las necesidades de la mayoría de los pueblos 
del mundo. 
 El principio 6 
Establece las responsabilidades comunes pero diferenciadas, diciendo que: “Se deberá dar especial 
prioridad a la situación y las necesidades especiales de los países en desarrollo, en particular los pa íses 
menos adelantados y los más vulnerables desde el punto de vista ambiental. En las medidas 
internacionales que se adopten con respecto al medio ambiente y al desarrollo también se deberían 
tener en cuenta los intereses y las necesidades de todos los países”. 
 El Principio 7  
Prevé la obligación de solidaridad309 prescribiendo que los Estados deberán cooperar con espíritu 
de solidaridad mundial para conservar, proteger y restablecer la salud y la integridad del ecosistema de 
                                                 
307 Nuevamente una obligación. 
308 El concepto de pobreza va de la mano del concepto de disparidad y ambos, del concepto de inequidad. Este último 
concepto  puede analizarse tanto del punto de vista etimológico como teológico. Según la Real Academia Española, la 
Iniquidad es: “(Del lat. iniquĭtas, -ātis).1. f. Maldad, injusticia grande.”  El concepto teológico cristiano (que será 
estudiado subsiguientemente) es más amplio que éste, ya que posee aspectos y dimensiones que profundizan sus 
elementos constitutivos. A su vez, el Lic. Economista Amartya Sen, en su libro “La desigualdad Económica”  analiza 
la Desigualdad Económica, en particular en cuanto a la distribución del ingreso y va a decir: “La relación  entre la 
desigualdad y la rebelión es estrecha y opera en ambos sentidos. Está claro que una sensación de falta de equidad 
es común en la rebelión de las sociedades, pero es importante también reconocer  que la impresión de falta de 
Equidad (y el contenido de tan elusivo concepto) depende de las posibilidades de un a rebelión.”  Sen Amartya, La 
desigualdad Económica, Fondo de Cultura Económica. México 2001.  
   
309 Asimismo, también el concepto de solidaridad, puede ser analizado desde diversas perspectivas. Desde el punto 
de vista etimológico el diccionario de la Real Academia Española define a la solidaridad como  “adhesión 
circunstancial a la causa o a la empresa de otros”. A su vez, este concepto se relaciona de manera directa con 
nociones de índole teológicas que serán analizadas en el capítulo subsiguiente. Incluso cuando este principio 
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la Tierra. En vista de que han contribuido en distinta medida a la degradación del medio ambiente 
mundial, los Estados tienen responsabilidades comunes pero diferenciadas. Los países desarrollados 
reconocen la responsabilidad que les cabe en la búsqueda internacional del desarrollo sostenible, en 
vista de las presiones que sus sociedades ejercen en el medio ambiente mundial y de las tecnologías y 
los recursos financieros de que disponen.  
Este principio posee 2 obligaciones diferenciables, 1) la obligación de actuar de manera solidaria y 
2) el reconocimiento de responsabilidades diferenciadas de los Estados en la contaminación actual. 
La obligación de solidaridad aquí consagrada no es equivalente al Principio de Solidaridad 
establecido por la Ley General del Ambiente que más abajo se detalla y que regula el sistema de 
responsabilidad solidaria en el que las partes intervinientes en el daño ambiental deben responder al 
100% por los daños ecológicos a sistemas naturales compartidos.  
El deber de cooperar en un espíritu de solidaridad mundial debe entenderse como aplicable a nivel 
mundial y bilateral. Los objetivos de la Declaración de Río son, de acuerdo con su Preámbulo, el 
establecimiento de una alianza mundial nueva y equitativa. La noción de alianza mundial, puede 
considerarse una reformulación moderna de la histórica obligación de cooperar. Si bien el principio 7 se 
refiere a los Estados, la solidaridad mundial puede extenderse a entidades que no revisten esa calidad 
(no son Estados), en parte desarrollado in extenso en el Principio 27. 
Las responsabilidades comunes pero diferenciadas apuntan a tener en cuenta las circunstancias 
diferentes, en particular en relación con la contribución de  cada Estado a la creación de la 
contaminación global y de los problemas ambientales, con proyección a la determinación de las 
diferentes capacidades para evitarlos, reducirlos y controlarlos. Los países desarrollados en esta 
declaración reconocen la responsabilidad que les cabe por la sobre explotación de los recursos 
naturales en general y sobre el medio ambiente.  
Las responsabilidades diferenciadas conducen en los hechos a distintas obligaciones jurídicas, 
traduciéndose en el reconocimiento explícito de que distintos grupos de países pueden beneficiarse de 
normas diferentes, plazos de cumplimiento diferido o compromisos menos estrictos . En la Convención 
sobre el Cambio Climático se reconocen, en el art. 4, las circunstancias y necesidades especiales de los 
países en desarrollo, y posteriormente se enumeran los deberes y obligaciones que deben asumir los 
Estados. El art. 12 permite diferencias en los requisitos en cuanto a la  elaboración de informes. En el 
Convenio sobre Diversidad Biológica se estableció que el cumplimiento de las obligaciones asumidas 
por los países en desarrollo dependería de que los países desarrollados se comprometan a proporcionar 
recursos financieros adicionales, y a permitir acceso a la tecnología y a transferirla en condiciones 
justas y en los términos más favorables a fin de salvaguardar los intereses y circunstancias especiales 
de los países en desarrollo. 
 El principio 8 
                                                                                                                                                             
ambiental reza que la conducta a seguir debe ser guiada con un “espíritu de solidaridad”, puede notarse claramente 
que conceptos relativos a nociones teológicas se entremezclan con esta disciplina (como así también en la ciencia del 
derecho en general, quizás producto de que ésta no ha podido desencadenarse de sus atávicos inicios pontificiales en 
la Escuela Sacerdotal Pontificia Romana en el siglo VI AC) 
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Prevé que  para alcanzar el desarrollo sostenible y una mejor calidad de vida para todas las 
personas, los Estados deberían reducir y eliminar las modalidades de producción y consumo 
insostenibles y fomentar políticas demográficas apropiadas. 
 El principio 9 
Establece que los Estados deberían cooperar en el fortalecimiento de su propia capacidad de lograr 
el desarrollo sostenible, aumentando el saber científico mediante el intercambio de conocimientos 
científicos y tecnológicos, e intensificando el desarrollo, la adaptación, la difusión y la transferencia de 
tecnologías, entre estas, tecnologías nuevas e innovadoras. 
 El Principio 10   
Establece que el mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos 
los ciudadanos interesados, en el nivel que corresponda. En el plano Nacional, toda persona deberá 
tener acceso adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades 
públicas, incluidas la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus 
comunidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los 
Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo la 
información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos 
judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.  
La necesidad de la participación social es introducida en numerosos convenios internacionales 
actuales. El Programa 21, menciona que uno de los principios fundamentales para alcanzar un 
desarrollo sostenible es la amplia participación del público en la adopción de decisiones . Asimismo, en 
la Declaración de Río se subraya la importancia de la participación de todos los grupos importantes  y 
en especial de los grupos considerados desfavorecidos a nivel político, como las poblaciones indígenas y 
las mujeres, estableciéndose el derecho de acudir a las cortes de justicia. La Convención sobre el 
Cambio Climático obliga a las partes a promover la sensibilización del público y a estimular la 
participación más amplia posible. En los incisos a) y c) del art. 3 de la Convención sobre la 
Desertificación se establece la necesidad de que el Estado cuente con la participación de la sociedad 
civil a la hora de adoptar medidas.  
 El principio 11 
Establece que los Estados deberán promulgar leyes eficaces sobre el medio ambiente. Las normas, 
los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales deberían reflejar el contexto ambiental y de 
desarrollo al que se aplican. Las normas aplicadas por algunos países pueden resultar inadecuadas y 
representar un costo social y económico injustificado para otros países, en particular los países en 
desarrollo. 
 
 El principio 12  
Establece que los Estados deberían cooperar en la promoción de un sistema económico 
internacional favorable y abierto que llevara al crecimiento económico y el desarrollo sostenible de todos 
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los países, a fin de abordar en mejor forma los problemas de la degradación ambiental. Las medidas de 
política comercial con fines ambientales no deberían constituir un medio de discriminación arbitraria o 
injustificable ni una restricción velada del comercio internacional . Se debería evitar tomar medidas 
unilaterales para solucionar los problemas ambientales que se producen fuera de la jurisdicción del 
país importador. Las medidas destinadas a tratar los problemas ambientales transfronterizos o 
mundiales deberían, en la medida de lo posible, basarse en un consenso internacional. 
La intención de este principio es suprimir las medidas unilaterales basadas en el medio ambiente 
como excusa para no limitar el comercio internacional, ya que, si bien ellas no están específicamente 
prohibidas en la Declaración de Río ni en el Programa 21, en numerosas veces se han aplicado 
restricciones comerciales por motivos ambientales para restringir los mercados de los productos 
peligrosos para el medio ambiente y de artículos producidos de forma insostenible . Tal es el caso del 
atún mexicano310 y la gasolina reformulada311,  los que fueron en su momento definidos como medidas 
para-arancelarias violatorias de los tratados de libre comercio en el marco del Acuerdo General sobre 
Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT) y la Organización Mundial del Comercio (OMC).  
La inclusión de este principio de esta cláusula de prohibición de restricción al comercio, da cuenta 
de la interferencia de los aspectos comerciales y económicos en la disciplina ambiental y el poder de 
incorporación de estas elusiones anti preservacionistas mencionadas ut supra. 
 
 El principio 13 
                                                 
310El caso del “atún-delfines” mexicanos produjo el informe no adoptado del 3 de septiembre de 1991 por violación al 
libre comercio, del Grupo de Informe Especial para la Solución de Controversias del GATT, en un caso en que México 
se presentó ante los Tribunlaes del GATT (actual OMC) demandando a EEUU por entender que la prohibición de las 
importaciones de atún aleta amarilla y de productos del atún efectuada en su Ley de Protección de Mamíferos 
Marinos (la cual prohibía la captura, el hostigamiento o la matanza de mamíferos marinos, e incluso la tentativa de 
estos actos, asi como su importación a EEUU sin autorización expresa) era incompatible con los Art. XI, XIII y III del 
Acuerdo General y distorsionaba de esta manera el comercio. EEUU había aplicado esta restricción a la importación, 
debido a que la caza del atún se efectuaba depredando los grupos de delfines que nadan por sobre ellos, ya que, en 
las aguas tropicales orientales del Océano Pacífico, por debajo de los grupos de delfines se desplazan bancos de atún 
aleta amarilla. Por ello, cuando el atún es pescado con redes tipo cerco, los delfines quedan atrapados en ellas y 
mueren. El Grupo Especial de solución de controversias del GATT constató que la prohibición de las importaciones 
no era una excepción prevista en el artículo III, el párrafo 1 del Art.XI y y que no quedaba amparada por las 
excepciones de los apartados b) y g) del Art. XX , y que la prohibición no estaba amparada por el apartado d) del 
artículo XX, que el accionar de EEUU violaba la obligación de libre comercio. El informe finalmente no fue adoptado 
y las partes llegaron a un acuerdo extra judicial.  
311 En el caso fue presentado ante el Organo de solución de Diferencias del GATT, por Venezuela y Brasil contra 
EEUU  por la discrimanción impuesta tras la modificacion efectuada en 1990 de la Ley de Protección de la Calidad 
del Aire de EEUU, por la EPA (Agencia de Protección del Medio Ambiente) mediante la reglamentación sobre 
Gasolinas, la cual regulaba la composición química y las emisiones de la gasolina, a fin de disminuir la 
contaminación de la atmósfera. La Reglamentación sobre Gasolinas sólo permitía, a partir del 1º de enero de 1995, 
la venta a los usuarios de las zonas más contaminadas del país de gasolina de un determinado grado de limpieza 
(denominada gasolina reformulada), siendo que, en el resto del país sólo podía venderse gasolina que no fuera más 
contaminante que la vendida en 1990, (“gasolina convencional”). Esta reglamentación de la EPA obligaba a todos los 
refinadores, mezcladores e importadores estadounidenses, pero se aplicaban normas más exigentes de calidad 
quimica del producto a la nafta  importada que a las de la nafta refinada en EEUU. El 20 de mayo de 1996 el Grupo 
especial se expidió decretando que la Reglamentación sobre Gasolinas era incompatible con el artículo III, y no podía 
ampararse en los apartados b), d) o g).del acuerdo del GATT. 
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Establece que los Estados deberán desarrollar la legislación nacional relativa a la responsabilidad y 
la indemnización respecto de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales. Los Est ados 
deberán cooperar asimismo de manera expedita y más decidida en la elaboración de nuevas leyes 
internacionales sobre responsabilidad e indemnización por los efectos adversos de los daños 
ambientales causados por las actividades realizadas dentro de su jurisdicción, o bajo su control, en 
zonas situadas fuera de su jurisdicción. 
 El principio 14  
Prevé que los Estados deberían cooperar efectivamente para desalentar o evitar la reubicación y la 
transferencia a otros Estados de cualesquiera actividades y sustancias que causen degradación 
ambiental grave o se consideren nocivas para la salud humana. 
 Principio 15. 
Consagra el Principio Precautorio,312 propio de esta disciplina, el cual prevé que, con el fin de 
proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución 
conforme a sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza 
científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en 
función de los costos para impedir la degradación del medio ambiente. 
La base anticipatoria del principio, enmarcado dentro de un escenario de incertidumbre peligrosa, 
establece que las medidas ambientales eficaces deben estar fundadas en criterios de largo plazo y en 
que se puedan prever los cambios sobre la base de los conocimientos científicos. Este principio, si bien 
relativizado con la invasión de una variable económica dentro de su formulación (léase: “en función de 
los costos”) fue incorporado a numerosos instrumentos jurídicos internacionales y nacionales que se 
analizarán seguidamente, constituyendo tanto en una guía orientativa de conducta como en una norma 
obligatoria restrictiva en los términos que más abajo se detallarán.   
Quedará comprobado sobre el final de esta tesis , que el Principio Precautorio fue el principio que 
más lentamente el Tribunal incorporó a sus decisiones, ya que su esencia contrasta frontalmente con 
las normas y nociones tradicionales del proceso romano rígido e inflexible en materia de prueba y 
procedencia de acciones.  
 El principio 16 
Establece que las Autoridades Nacionales deberían procurar fomentar la internalización de los 
costos ambientales y el uso de instrumentos económicos, teniendo en cuenta el criterio de que el que 
contamina debe, en principio, cargar con los costos de la contaminación, teniendo debidamente en 
cuenta el interés público y sin distorsionar el comercio ni las inversiones internacionales. 
Este principio consagra el criterio contaminador pagador y el uso de los mecanismos económicos 
mencionados ut supra como medios idóneos, definiendo una postura ambigua en cuanto a los fines de 
las obligaciones ambientales de las autoridades y una indebida supeditación de las mismas al comercio 
                                                 
312 Según el diccionario de la Real Academia española Precaución proviene del  lat. praecautĭo, -ōnis) y significa .1. f. 
Reserva, cautela para evitar o prevenir los inconvenientes, dificultades o daños que pueden temerse. (disponible en 
www.rae.es) 
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y a las inversiones internacionales.  La formulación de la segunda parte de este Principio, es otra 
prueba de la potencia intromisiva de los intereses del comercio internacional en resguardo de sus 
beneficios, la que ha logrado imponer su indebida preeminencia a las necesidades ambientales de la 
comunidad internacional.  
 El principio 17  
Establece que deberá emprenderse una evaluación del impacto ambiental, en calidad de 
instrumento nacional313, respecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de 
producir un impacto negativo considerable en el medio ambiente y que se encuentre sujeto a la decisión 
de una autoridad Nacional competente. 
 El principio 18  
Prevé que los Estados deberán notificar inmediatamente a otros Estados de los desastres naturales 
u otras situaciones de emergencia que puedan producir efectos nocivos súbitos en el medio ambiente de 
esos Estados. La comunidad internacional deberá hacer todo lo posible por ayudar a los Estados que 
resulten afectados. 
 El principio 19  
Establece que los Estados deberán proporcionar la información pertinente y notificar previ amente y 
en forma oportuna a los Estados que posiblemente resulten afectados por actividades que puedan tener 
considerables efectos ambientales transfronterizos adversos, y deberán celebrar consultas con esos 
Estados en una fecha temprana y de buena fe. 
 El principio 20.  
Define que las mujeres desempeñan un papel fundamental en la ordenación de l medio ambiente y 
en el desarrollo. Es, por tanto, imprescindible contar con su plena participación para lograr el  
desarrollo sostenible.  
Este principio se aplica principalmente mediante leyes sobre derechos  civiles y leyes conexas que en 
algunos casos prevén una reparación legal. 
 Principio 21 
                                                 
313 Nuevamente, una obligación que asume el Estado signatario.  En este sentido, el Estado Argentiino, reguló la 
obligación de efectuar Estudios de Impacto Ambiental (E.I.A.) en algunas normas como la Ley 17.319 de 
hidrocarburos, Ley 24.051 y decreto reglamentario 831/1993 de residuos peligrosos, Ley 22.421 de conservación de 
la fauna silvestre,  Ley 24.585 de protección ambiental para la actividad minera,  y la Ley 24.354 que obliga, a la 
realización de estudios de factibilidad o de  impacto ambiental en la etapa de pre-inversión de los proyectos de 
inversión públicos o privados que requieran de transferencias, subsidios, aportes, avales, créditos o cualquier tipo de 
beneficios del Estado Nacional. En el ámbito provincial, diversas provincias dictaron normas en cumplimiento a 
dicha manda. Entre ellas la Provincia de Córdoba fue la pionera con la sancion de la Ley 7343,  posteriormente la 
Provincias de Buenos Aires con la sanción de la ley 11.723, La Provincia de  Chubut con la Ley 4032, la Provincia de 
Formosa con la Ley 1060, la Provicnia de Mendoza  con la Ley 5961, la Provincia de Misiones con la Ley 3079, la 
Provincia de Neuquén con la Ley 1875, la Provincia de Río Negro con la Ley 2342, la Provincia de San Juan con la 
Ley 6571 y Tierra del Fuego con la Ley 55. En el ámbito federal, la Nación dicto la Ley general del ambiente 25.675, 
prescribiendo este instrumento como obligatorio arts. 11, 12 y 13 en calidad de presupuesto mínimo ambiental. 
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Prevé que debería movilizarse la creatividad, los ideales y el valor de los jóvenes del mundo para 
forjar una alianza mundial orientada a lograr el desarrollo sostenible y asegurar un mejor futuro para 
todos. 
La protección de los jóvenes y los niños de la actualidad, así como los que vendrán después de ellos 
es el fin último de la disciplina. Por las generaciones futuras es por las que todo el esfuerzo 
ambientalista se ha movilizado. De los niños de hoy, de su integridad física, y espiritual e intelectual  
dependerá el mundo y el descubrimiento de nuevas soluciones tanto a viejos como nuevos problemas. 
Por ello todos los aspectos de su humanidad deben ser preservados en total respeto a su diversidad. 
Este principio 21 es asimismo aplicado principalmente mediante leyes sobre derechos civiles.  
 El principio 22  
Establece que las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, 
desempeñan un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus 
conocimientos y prácticas tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su 
identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el logro del  desarrollo 
sostenible. 
Las poblaciones indígenas poseen culturas únicas y singulares basadas en diversos usos de los 
recursos naturales, basados en prácticas tradicionales no contaminantes y depredatorias. Se les debe 
reconocer derechos  a la posesión de tierras y recursos, los derechos de propiedad intelectual y cultural, 
y los derechos a ordenar el medio ambiente y los recursos naturales.  
 El principio 23 
Establece que deben protegerse el medio ambiente y los recursos naturales de los pueblos 
sometidos a opresión, dominación y ocupación. 
 El  principio 24  
Establece que la guerra es, por definición, enemiga del desarrollo sostenible. En consecuencia, los 
Estados deberán respetar las disposiciones de derecho internacional que protegen al medio ambiente en 
épocas de conflicto armado, y cooperar en su ulterior desarrollo, según sea necesario. 
 El principio 25 
Dice que la paz, el desarrollo y la protección del medio ambiente son interdependientes e 
inseparables. 
 
 El principio 27  
Prevé que los Estados y las personas deberán cooperar314 de buena fe y con espíritu de solidaridad 
en la aplicación de los principios consagrados en esta declaración y en el ulterior desarrollo del derecho 
internacional en la esfera del desarrollo sostenible. 
                                                 
314 Se impone la cooperación internacional entre Estados como obligación y como parámetro moral al principio 
general del derecho de la buena fe. 
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La cooperación y la solidaridad como valor son los componentes básicos de la Declaración de Río de 
1992. A fin de lograr el desarrollo sostenible, los Estados y la población deben cooperar en la aplicación 
de los principios y en el ulterior desarrollo del derecho internacional en la esfera del desarrollo 
sostenible107. El propio preámbulo de la Declaración de Río expresa que el objetivo general es 
"establecer una alianza mundial nueva y equitativa mediante la creación de nuevos niveles de 
cooperación entre los Estados, los sectores clave de las sociedades y las personas".  
En este sentido, también es coincidente el capítulo 1 del Programa 21, y la Declaración de 
Estambul de 1996, cuyo párrafo 12 dice: "Adoptamos la estrategia de habilitación y los principios de  la 
solidaridad y la participación porque son los medios más democráticos y eficaces de hacer realidad los 
compromisos que asumimos". 
De una detallada lectura de los Principios declarados en estas Conferencias, surge palmariamente 
que se trata de exhortaciones y obligaciones estatuidas ya sea, en cabeza de las personas o  de los 
Estados. Esta es la clave de la radical diferencia entre por Principios Generales del Derecho. Las 
Declaraciones Internacionales de Principios, si bien suscriptas por los Estados, no han sido ratificadas 
por leyes internas (a diferencia de los Convenios que han sido ratificados por Ley del Congreso). Por ello 
la doctrina otorga status de instrumento no vinculante. Sin embargo,   
¿Qué grado de operatividad poseen las Declaraciones de Principios Ambientales? 
¿Puede sostenerse que no nos instrumentos vinculantes? 
¿Puede sostenerse que sólo deben ser guías interpretativas? 
Atento al modo de su formulación ¿No deberían ser entendidos como obligaciones concretas 
asumidas por los Estados? 
Esta diferencia se analizará seguidamente, en tanto parte de la propuesta de esta investigación se 
centra en el otorgamiento a los Principios Ambientales de un estatus de normativización y 
obligatoriedad superior al del Principio General del Derecho y al de mero standard interpretativo, aún a 
pesar de las propias prescripciones efectuadas en este sentido por la Ley General del Ambiente Nr. 
25.675, la cual, en su articulo 4 definió para el derecho interno argentino, los Principios de la política 
ambiental nacional serían guías para la interpretación y aplicación de dicha ley, y de toda otra norma a 
través de la cual se ejecute la política ambiental, definiendo los mismos como:  
 Principio de congruencia: 
La legislación provincial y municipal referida a lo ambiental deberá ser adecuada a los principios y 
normas fijadas en la presente ley; en caso de que así no fuere, éste prevalecerá sobre toda otra norma 
que se le oponga.  
 
 Principio de prevención:  
Las causas y las fuentes de los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria e 
integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se pueden producir. 
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 Principio precautorio:  
Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la ausencia de información o certeza científica no 
deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, 
para impedir la degradación del medio ambiente.  
 Principio de equidad intergeneracional:  
Los responsables de la protección ambiental deberán velar por el uso y goce apropiado del ambiente 
por parte de las generaciones presentes y futuras. 
 Principio de progresividad:  
Los objetivos ambientales deberán ser logrados en forma gradual, a través de metas interinas y 
finales, proyectadas en un cronograma temporal que facilite la adecuación correspondiente a las 
actividades relacionadas con esos objetivos. 
 Principio de responsabilidad:  
El generador de efectos degradantes del ambiente, actuales o futuros, es responsable de los costos 
de las acciones preventivas y correctivas de recomposición, sin perjuicio de la vigencia de los sistemas 
de responsabilidad ambiental que correspondan.  
 Principio de subsidiariedad:  
El Estado Nacional, a través de las distintas instancias de la administración pública, tiene la 
obligación de colaborar y, de ser necesario, participar en forma complementaria en el accionar de los 
particulares en la preservación y protección ambiental.  
 Principio de sustentabilidad: 
El desarrollo económico y social y el aprovechamiento de los recursos naturales deberán realizarse 
a través de una gestión apropiada del ambiente, de manera tal, que no comprometa las posibilidades de 
las generaciones presentes y futuras. 
 Principio de solidaridad:  
La Nación y los Estados provinciales serán responsables de la prevención y mitigación de los efectos 
ambientales transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los riesgos 
ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos. Este principio de solidaridad es enfocado hacia 
el tipo de obligación tendiente a la posibilidad de la parte damnificada de exigir el total del 
cumplimiento de una obligación a cualquiera de las partes involucradas y no al concepto judeo -
cristiano de Solidaridad que se aproxima más al Principio de Cooperación de la Ley General del 
Ambiente o al Principio 27 de la Declaración de Río. 
Finalmente, esta Ley regula el Principio de cooperación, por el cual, los recursos naturales y los 
sistemas ecológicos compartidos serán utilizados en forma equitativa y racional, El tratamiento y 
mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma 
conjunta. 
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Se verá seguidamente en que casos y de que modo la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
Argentina, aplicó Criterios y Principios ambientales en los casos traídos a sus estrados, aún antes de 
que estos fueran de aplicación obligatoria mediante la sanción de la Ley General del Ambiente, e incluso  
estableció, vía jurisprudencial, dos nuevos Principios, los cuales producto de la explicación que más 
abajo se dará, se enunciarán como Principio de Territorialidad Ambiental y Principio de 
Autodeterminación Procesal Ambiental. 
La identificación hecha en esta investigación de esta creación pretoriana y la enunciación a modo 
de Principio (Principio de Territorialidad Ambiental y Principio de Autodeterminación Procesal 
Ambiental), así como el planteo de la necesidad de su codificación formal mediante vía legislativa, se 
expondrá como parte de los aportes que esta investigación puede dar a la disciplina jurídico-ambiental.  
Se adelanta que el primer Principio enunciado (Principio de Territorialidad Ambiental) implica el 
otorgamiento de competencia a los Tribunales locales inferiores del lugar en donde los hechos con estos 
recursos naturales suceden. La base teórico jurídica de este Principio de Territorialidad Ambiental, 
estuvo basada en un primer momento previa reforma de 1994 e introducción del  art. 41 de la C.N., en 
el art. 121 del mismo cuerpo que prevé el régimen provincial de justicia y de división de esferas sobre 
las que se ha asentado nuestro sistema organizacional federal. Luego, este argumento se vio reforzado 
por la incorporación del propio texto del art. 41 y 124 en el texto constitucional y las normas 
reglamentarias, que dan cuenta de la obligatoriedad de la remisión jurisdiccional de los temas 
ambientales a los Tribunales locales (salvo algunas excepciones), aún a pesar de que las normas de 
presupuestos mínimos sean normas emanadas del propio Congreso Nacional.  
El segundo Principio enunciado (Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental), se encuentra 
relacionado con la flexibilización de los procesos y de algunos institutos judiciales tradicionales como la 
carga y alcance de la prueba (de estrecha conexión con el Principio Precautorio)  y la legitimación. Se 
verá seguidamente que las decisiones del Tribunal en este sentido (y que pueden identificarse 
primigeniamente incluso en algunos fallos de fines del siglo XIX) se hizo de manera lenta y autodidacta, 
ya que las mismas implicaron el apartamiento de rigorismos formales establecidos por los códigos y 
leyes de la época y la creación de toda una nueva doctrina judicial en este ámbito novedoso del derecho 
(el derecho ambiental). 
Por lo demás, nociones como equidad, cooperación, buena fe, uso racional y equitativo y solidaridad 
en el uso de los recursos naturales (nociones incluidas en los Principios Precautorio, de Cooperación, y 
de Solidaridad), han estado presentes en los fallos de nuestro Máximo Tribunal desde sus inicios. 
Todo esto quedará demostrado subsiguientemente a fin de validar la hipótesis Nr.1, arribar a 
conclusiones que amplíen dicha hipótesis para generar aportes novedosos al área del conocimiento y 
coadyuven a la toma de decisiones ambientales. 
 
6.3.5.1 El Principio Precautorio. Análisis. La clave del nuevo accionar en las políticas públicas y de 
los poderes de Estado. 
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El Principio 15 de la Declaración de Río de Janeiro en la Conferencia de las Naciones Unidas (ONU) 
sobre el Medio Ambiente y Desarrollo en 1992 estableció para los Estados firmantes del mismo, la 
obligación de aplicar el “criterio” precautorio. El exacto texto del Principio 15 dice : “Con el fin de 
proteger el medio ambiente, los Estados deberán aplicar ampliamente el criterio de precaución conforme a 
sus capacidades. Cuando haya peligro de daño grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces en función de los costos 
para impedir la degradación del medio ambiente”.315 Se trata de una obligación estatal de impedir la 
degradación mediante medidas eficaces. La doctrina unánimemente identifica este Principio con el 
“Principio Precautorio”.316 Esta investigación considera que el principio ut supra descripto no sólo 
                                                 
315 Enfasis agregado. 
 
316 El origen del uso del Principio estudiado se atribuye a la  reunión ministerial de Bremen, la Conferencia de la 
Protección del Mar del Norte de 1984 adoptó el principio precautorio del derecho Alemán nacido de la tradición 
socio-política alemana surgida del pensamiento social – demócrata de 1930 estructurado en el principio del “buen 
manejo doméstico”. La social democracia alemana elaboró y creó conceptos varios en torno al uso de los recursos 
naturales, su manejo y necesidad de apropiación. El concepto del “Lebensraum” (espacio vital), por ejemplo surge allí 
de la mano de los teóricos y primeros geopolíticos formales. A su vez, los germanos consideraban la planificación y la 
asociación constructiva entre el individuo, la economía y el Estado para administrar los cambios y mejorar el 
bienestar de la población en función de las necesidades que esta poseía de los recursos naturales. Según la 
legislación germana, esta visión imprime al principio precautorio de una capacidad de administración, proactividad y 
programación, reservando al Estado el rol directriz en la acción político-regulatoria. El concepto alemán de 
“Vorzorgeprinzip”  implicaba elementos adicionales al de la simple planificación preventiva, ya que el concepto 
absorbìa incluso elementos de prevención de riesgo, costo–beneficio y responsabilidades éticas para la mantención 
de la integridad de los recursos naturales y de posibilidad de error en el entendimiento del ser humano  Para más 
detalle sobre este último punto ver: Artigas Carmen, El principio precautorio en el derecho y la política internacional, 
Organización de Naciones Unidas, División de Recursos Naturales e Infraestructura, Santiago de Chile, mayo de 
2001 y Tickner, Joel; Carolyn Raffensperger y Nancy Myers, El Principio Precautorio en acción Manual,  Red de 
Ciencia y Salud Ambiental (Science and Environmental Health Network, SEHN) Junio 1999 disponible en  
http://www.scribd.com/doc/6128508/El-Principio-Precautorio, enlace verificado el 12 de febrero de 2010. 
Algunos autores sostienen que ell artículo 7 de la Declaración de Bremen, contiene la primera alusión de 
este principio a nivel internacional; el propósito de esta conferencia era proteger el Mar del Norte de sustancias 
dañinas en 1982, art. 206, aún en ausencia que pudiera establecer una relación causal por evidencia científica. La 
alusión del principio precautorio en el ambito del derecho internacional  se incluye en el  Protocolo sobre la Capa de 
Ozono en 1987  previó  “Las partes que concurren a este protocolo.... determinado proteger la capa de ozono con la 
adopción de medidas precautorias para controlar de manera equitativa las emisiones globales totales de substancias 
que la debiliten, con el objetivo último de eliminarlas, utilizando el desarrollo del conocimiento científico, tomando en 
cuenta consideraciones técnicas y económicas. 
En el mismo año -1987- , la Segunda Declaración del Mar del Norte: “ A fin de proteger el Mar del Norte de 
los posibles efectos dañinos de las substancias más peligrosas… se adopta un enfoque precautorio que puede 
requerir acciones para controlar la utilización de tales substancias incluso antes de que se haya establecido un 
vínculo causal mediante evidencia científica absolutamente clara”.   
En el año 1989, el Programa de las Naciones Unidas para el Medioambiente, recomienda que todos los 
Gobiernos adopten el principio de acción precautoria como la base de sus políticas para la prevención y eliminación 
de la contaminación marina. (Informe del Consejo Directivo sobre el trabajo de su Quinta Sesión, Programa de las 
Naciones Unidas para el Medioambiente, UN GAOR, 44th Sess. Supp No 25, l2th mtg at 153, UN DOC A44/25 
(1989). 
En 1990, la Conferencia del Consejo Nórdico estableció “:  Y tomando en cuenta....la necesidad de un efecto 
precautorio efectivo, con ese importante principio como medio para salvaguardar el ecosistema marino, mediante, 
entre tras cosas, la eliminación y prevención de emisiones contaminantes donde haya razones para creer que 
probablemente se causará daño o efectos nocivos, aùn cuando la evidencia científica sea inadecuada o no 
determinante en la comprobación de una vinculación causal entre emisiones y efectos. (Conferencia internacional del 
Consejo Nórdico sobre la contaminación de los mares: 1989, Plan de Acción Nórdico sobre Contaminación de los 
Mares, 99 app. V (1990) 
La  Recomendación de PARCOM 89/1 en  1989 previó  “Las partes contrayentes de la Convención de París para 
la prevención de la contaminación marina desde fuentes establecidas en tierra: Aceptan el principio de salvaguardar 
el ecosistema marino del área de la Convención de París, reduciendo en la fuente las emisiones contaminantes de 
substancias que sean persistentes, tóxicas y susceptibles de bioacumularse, mediante el uso de la mejor tecnología 
disponible y de otras medidas apropiadas. Esto se aplica especialmente cuando existen razones para suponer que 
los daños o efectos nocivos sobre los recursos vivientes del mar son causados probablemente por dichas 
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refiere a la obligación de los Estados del uso de un Criterio en los términos de flexibilidad y apertura 
expresados mas arriba317, es decir, de un juicio de valor que aplique estándares de protección 
ambiental ante la duda científica trasladada a varios aspectos del problema ambiental que los Estados 
deben cumplimentar318, sino de una acción concreta precautoria. Si bien la obligatoriedad de aplicar 
este Criterio ha sido consagrada como Principio, el mismo en esencia prescribe una obligación estatal 
que se traduce en la obligación activa de identificación de riesgos y de acción precautoria, es decir, un 
accionar preservativo del medio y los recursos aún en caso de incertidumbre . Para ilustrar la diferencia, 
deben deslindarse los conceptos de Principios Generales del Derecho y de los Principios Ambientales, a 
fin de dar cuenta de la naturaleza jurídica de estos últimos en tanto obligaciones de concreción 
inmediata no progresiva y de raíz activista. Ello se efectuará en los acápites subsiguientes. 
Se insiste, en concreto, el Principio 15 de la Declaración de Río regula una obligación estatal319. 
Esta tesis no comparte que el Principio sea un mero mandato de optimización320 .  
                                                                                                                                                             
substancias, aun cuando no haya evidencia científica para probar un vínculo causal entre las emisiones y los efectos 
(el principio de acción precautoria).” 
Tambièn en 1990, la Tercera Conferencia del Mar del Norte estableció: “ Los participantes....continuarán 
aplicando el principioprecautorio, esto es, realizar acciones para impedir los impactos potencialmente dañinos de 
substancias que son persistentes, tóxicas y susceptibles de bioacumularse, aun cuando no haya evidencia científica 
para probar un vínculo causal entre emisiones y efectos.”  (Declaración Final de la Tercera Conferencia Internacional 
sobre Protección del Mar del Norte. Mar. 7-8, 1990. 1 YB Intl Envtl Law 658, 662-73 (1990).) 
En ese mismo año (1990), la  Declaración de Bergen sobre Desarrollo Sustentable estableció: “ A fin de lograr un 
desarrollo sustentable, las políticas deben basarse en el principio precautorio. Las medidas ambientales deben 
anticipar, prevenir y atacar las causas del deterioro ambiental. Cuando existan amenazas de daño grave o 
irreversible, la falta de certidumbre científica total no debe usarse como razón para posponer medidas destinadas a 
prevenir el deterioro ambiental. (Declaración Ministerial de Bergen sobre Desarrollo Sustentable en la región de la 
CEE. UN Doc.  /CONF.151/PC/10 (1990), 1 YB Intl Envtl Law 429. 4312 (1990)) 
 
317 Según la definición dada por el Dr. Pigretti, La Responsabilidad por Daños Ambiental, ob. cit.  
318 La Ley Nr. 25.675 artículo 4º, estableció a posteriori que la interpretación y aplicación de dicha ley, y de toda otra 
norma a través de la cual se ejecute la política ambiental debía estar sujeta a los principios allí determinados entre 
ellos, el Principio Precautorio, entendido este como la formulación  de la siguiente formula: “cuando haya peligro de 
daño grave o irreversible, la ausencia de información o certeza científica no deberá utilizarse como razón para 
postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, para impedir la degradación del medio 
ambiente”.  Se trata de una exacta copia de la definición del principio 15, pero se lo reduce a un “principio de 
interpretación y aplicación de la ley” cuando, en realidad, el principio 15 de la Declaración de Río, establece la 
obligación estatal de aplicar “criterios de precaución” no pudiendo eludir la obligación de tomar medidas incluso en 
situaciones de incertidumbre. 
 
319 Las Convenciones internacionales mencionadas ut supra y las que seguidamente se explicitan, dan cuenta de 
obligaciones estatales, siendo los Estados quienes suscribieron los convenios internacionales y se obligaron a la 
adecuación interna de sus legislaciones. El listado de convenciones internacionales es largo, pero debe analizarse los 
propios términos de la redacción de los mismos para  dar cuenta de que el marco dentro del cual se interpreta el 
Principio de Precaución, es el ámbito de las políticas públicas estatales, a saber:  
La Segunda Conferencia sobre el Clima Mundial de 1990 tambien incluyó el principio: “ A fin de lograr un desarrollo 
sustentable en todos los países y responder a las necesidades de las generaciones presentes y futuras, las medidas 
precautorias destinadas a enfrentar el desafío climático deben anticipar, prevenir, atacar o minimizar las causas, y 
mitigar las consecuencias adversas, del deterioro ambiental que pueda ser causado por el cambio climático. Cuando 
exista amenaza de daño grave o irreversible, la falta de certidumbre científica total no debe usarse como razón para 
posponer la adopción de medidas costo-efectivas para prevenir el deterioro ambiental. Las medidas que se adopten 
deben tomar en cuenta los distintos contextos socioeconómicos. --Declaración Ministerial de la Segunda Conferencia 
sobre el Clima Mundial(1990). 1 YB mt) Envtl Law 473, 475 (1990) 
La Convención de Bamako sobre Desechos Peligrosos dentro de Africa  de 1991 prevé tambien que “cada una de las 
Partes se esforzará por adoptar e implementar el enfoque precautorio, preventivo, de los problemas de 
contaminación, que implica, inter alia, prevenir la descarga en el medioambiente de substancias que puedan causar 
daño a los seres humanos y al medioambiente, sin esperar las pruebas científicas de dicho daño. Las Partes 
cooperarán entre sí en la adopción de medidas apropiadas para implementar el principio precautorio para la 
prevención de la contaminación mediante la aplicación de métodos de producción limpios, en lugar de un enfoque 
orientado hacia emisiones permisibles, basado en presunciones sobre la capacidad de asimilación.  
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Esta obligación estatal es la obligación de actuar a favor de la preservación ambiental, aún ante la 
incertidumbre científica de cuyos alcances se expondrá seguidamente. El objetivo es la anticipación del 
daño a fin de proteger la salud humana y el medio ambiente  yendo mas allá de las medidas preventivas, 
en tanto la precaución implica el despliegue de actividad aún en escenarios de gran incertidumbre, lo 
que conlleva el desarrollo de una estructura institucional y de una metodología provista de una sensible 
y sofisticada capacidad de detección de riesgos ambientales, capaz de alertar los mismos y promover 
acciones concretas de preservación. Las diferentes formulaciones del principio, de su alcance y la falta 
de uniformidad de su aplicación, se debe en parte a la naturaleza revisable de la noción de criterio en 
                                                                                                                                                             
La Recomendación del Consejo de la OECD en 1991, detalla algunos aspectos fundamentales de las  políticas 
públicas , que incluyen: la ausencia de una información completa no debe impedir las  acciones precautorias 
destinadas a aminorar el riesgo de un daño significativo para el medioambiente. --Recomendación del Consejo de la 
OECD (90)164 sobre Prevención y Control Integral de la Contaminación - Enero de 1991. 
En el Tratado de Maastricht -1994- Unión Europea- se preve que “las políticas comunitarias sobre el 
medioambiente... deberán basarse en el principio precautorio y en los principios que señalan que es necesario 
adoptar medidas preventivas; que el daño ambiental, como prioridad, debe ser rectificado en la fuente, y que quien 
contamina debe Pagar”. --Tratado sobre la Unión Europea, 1994, 31 ILM 247, 285-86. 
La  Convención de Helsinki sobre la Protección y el Uso de los Cursos de Agua Transfronterizos y de los Lagos 
Internacionales de 1992 establece que : “En virtud del principio precautorio, las acciones para impedir el impacto 
potencial transfronterizo de la liberación de substancias peligrosas no se pospondrán con el argumento de que la 
investigación científica no ha probado totalmente una vinculación causal entre esas substancias, por un lado, y el 
potencial impacto transfronterizo, por otro lado. 
La Declaración de Río sobre Medioambiente y Desarrollo data de 1992 y desarrolla el principio explicitado. En igual 
sentido, la Conferencia sobre Cambio Climático establece que las “partes deberán tomar medidas precautorias para 
anticipar, prevenir o minimizar las causas del cambio climático y mitigar sus efectos adversos. Donde haya 
amenazas de daño grave e irreversible, la falta de certidumbre científica total no debe usarse como razón para 
posponer tales medidas, teniendo en consideración que las políticas y medidas para enfrentar el cambio climático 
deben ser costo-efectivas a fin de garantizar beneficios globales al costo más bajo posible. Para lograr esto, tales 
políticas y medidas deben tomar en cuenta los distintos contextos socioeconómicos, ser amplias, cubrir todas las 
fuentes, vertederos y reservorios de gases de invernadero y adaptación que sean relevantes, y abarcar todos los 
sectores económicos. Los esfuerzos para enfrentar el cambio climático deben realizarse en forma cooperativa por 
todas las partes interesadas”. --Convención Marco sobre Cambio Climático, 9 de mayo, 1992, 31 ILM 849. 
El Texto de la UNCED sobre protección de los océanos estabece que “para proteger el medioambiente marino del 
deterioro es necesario un enfoque precautorio y anticipatorio, más que un enfoque reactivo. Esto requiere, inter alia, 
la adopción de medidas precautorias, evaluaciones de impactos ambientales, técnicas de producción limpia, 
reciclaje, auditorías y minimización de desechos, construcción y o mejoramiento de instalaciones para el tratamiento 
de aguas servidas, criterios de administración de calidad para el manejo apropiado de las substancias peligrosas, y 
un enfoque integral de los impactos dañinos en el aire, la tierra y el agua. Cualquier esquema que se aplique debe 
incluir el mejoramiento de los asentamientos humanos costeros y la administración y desarrollo integral de las áreas 
costeras”.  
El Protocolo sobre la Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre la Diversidad Biológica (NU, 2000), reafirma  
en su preámbulo el “enfoque de precaución” de acuerdo al Principio 15 de la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo.  En el art 10, referido al procedimiento de 
adopción de decisiones, se indica que “el hecho de que no se tenga certeza científica por falta de información o 
conocimientos científicos pertinentes suficientes sobre la magnitud de los posibles efectos adversos de un organismo 
vivo modificado en la conservación y utilización sostenible de la diversidad biológica en la parte de impor tación, 
teniendo también en cuenta los riesgos para la salud humana, no impedirá a la Parte de importación, a fin de evitar 
o reducir al mínimo esos posibles efectos adversos, adoptar una decisión, según proceda, en relación con la 
importación del organismo 
vivo modificado de que se trate …”.A su vez,  en el anexo III  establece el mecanismo de  evaluación del riesgo, 
estableciendo que “la falta de conocimientos científicos o de consenso científico, no se interpretarán necesariamente 
como indicadores de un determinado nivel de riesgo, de la ausencia de riesgo o de la existencia de riesgo aceptable”. 
El Principio Precautorio es de aplicación tambíen dentro del area de la OMC, en el Acuerdo sobre la Aplicación 
de Sanitarias y Fitosanitarias y el Acuerdo sobre Barreras Técnicas al Comercio (OMC, 1994), al artículo 5.7 del 
Acuerdo de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias. 
 
320 En este sentido ver Lorenzetti, Teoria del Derecho ambiental,  ob. cit.  pág. 74  considera que el Principio 
Precautorio obliga “a hacer todo lo posible para alcanzar el objetivo” pero que este principio no es una regla de 
derecho en tanto existe una indeterminación que hace que puedan o no ser cumplidas, a diferencia de las reglas que 
establecen conductas debidas para supuesto de hecho determinados y que pueden ser cumplidas o incumplidas de 
un modo claro. 
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tanto obligación de juzgar, de tomar una decisión ya sea política, administrativa o judicial, juzgando, 
ponderando, aquellos que se cree más conveniente en términos de preservación ambiental en 
situaciones de incertidumbre científica. Pero esta característica abierta del criterio, pasible de revisión, 
reformulación y reconsideración  si bien es  fundamental en tanto es la clave de la característica de las 
decisiones estatales en el área, ello no implica que el mismo no regule deber de los Estados de preservar 
el medio ambiente de la degradación antrópica. Ello debe hacerse aún a pesar de no saber con 
exactitud si las causas que se creen lo generan poseen un nexo causal adecuado para su concreción. El 
principio precautorio es una norma del derecho internacional que formula un mandato de acción, el 
problema es que la Ley local Nr. 25.675 ha subvertido la esencia del principio establecido en la 
Declaración internacional para igualarlo a un  simple instrumento interpretativo. 
La obligación internacional de accionar precautoriamente cuando un posible daño se avecine, debe 
ser entendida como derecho de vigencia no progresiva. Y aún entendiendo esta obligación como una 
obligación de características progresiva (típica del derecho internacional), ello no exime a las 
autoridades públicas en la no implementación y puesta en vigencia práctica de los derechos humanos 
en la sociedad argentina, ya que, el derecho ambiental que garantiza la subsistencia, es un derecho 
innato incluso anterior a la instauración del propio régimen jurídico.  
Los elementos que deben existir en una cierta situación para la procedencia de la aplicación del 
principio son: 
i. la amenaza de daño 
ii. la falta de evidencia científica o incertidumbre 
iii. la necesidad y deber de actuar. 
En este sentido, el Estado debe accionar activamente para identificar las acciones que encuadran en 
estos supuestos y tomar las decisiones en materia de políticas públicas que concreticen los fines de 
preservación y uso racional prescriptos incluso, en la actualidad, por la propia Constitución Nacional. 
Estos tres presupuestos deben ser analizados, a fin de dar cuenta de enorme dimensión que las 
obligaciones del Estado han tomado, a saber: 
 i. El daño:  
El daño debe ser grave “o”321 irreversible. Es decir, el daño que autoriza este tipo de 
accionar sin pruebas es:  
 
1. No concretado, o en curso de ejecución.   
Es decir, el daño ambiental no se ha manifestado más que como una potencialidad, o 
se encuentra en proceso de producción.322 
                                                 
321 “o” indica un condicional, es decir, pueden darse independientemente alguna de las dos variables sin que deban 
darse ellas de manera conjunta, de otro modo la redacción del principio hubiera incorporado la disyunción “y”. 
322 El Protocolo de Cartagena, utilizando otros términos, requiere “daño inminente” y “efectos negativos”.  
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2 Grave. Esta calidad no depende sólo de variables cuantificables, por ello, el daño 
grave puede ser: 
 De pequeño alcance: tal es el caso de una afectación grave, pero de 
pequeño alcance, como por ejemplo la muerte de un grupo de ejemplares 
animales sin implicancias para su extinción por la escasa cantidad de 
especímenes o el vertido de un efluente que impacte en algún recurso (aire, agua) 
sin comprometer su contaminación o eutrofización total. Los daños  pequeños 
deben ser considerados en especial en función del carácter acumulativo que 
poseen en la conformación final de un gran daño. 
 
 De gran alcance: tal es el caso de la exención de una especie o daños de 
gran magnitud a un efluente que lo eutrofice. 
 
La falta de uniformidad en la aplicación del principio radica, entre otras cosas, en la disparidad de 
mensura e interpretación del tamaño, de la magnitud del daño, es decir, en este aspecto  y percepción de 
la magnitud de la gravedad a presentarse.  
 
3. “O” Irreversible: el daño puede ser grave “o” irreversible.  
 
La irreversibilidad es una condición distinta a la gravedad, en tanto compromete situaciones que de 
hecho no podrían retrotraerse al estado anterior impidiendo los estadios de recomposición ambient al 
conocidos. Una situación de irreversibilidad ambiental siempre será grave, pero no siempre una situación 
de gravedad ambiental será irreversible. La extinción de una especie es el claro ejemplo para explicar el 
concepto sub examine. En el contexto previo, debe decirse nuevamente que la prescripción del Principio 
15 es una obligación estatal. Los Estados deben aplicar el criterio de precaución cuya elemento distintivo 
es la incertidumbre en diversos aspectos y niveles de la problemática ambiental. 
 
 ii. La Incertidumbre. 
 
La incertidumbre que este principio consagra como presupuesto de la acción se presenta de diversas 
maneras en la disciplina, y es el estado de desconocimiento total o relativo  de las causas, efectos y 
acaecimiento del propio fenómeno ambiental.  La incertidumbre abarca: 
1. Incertidumbre acerca del propio acaecimiento del daño. Se trata del desconocimiento de la 
ocurrencia o no de daño y, en todo caso, cual será su alcance exacto. 
2. Incertidumbre en la prueba del nexo causal (acción-omisión y daño ambiental) 
3. Incertidumbre acerca de los costos que deben ponderarse dentro de la toma de la decisión 
estatal. 
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4. Incertidumbre acerca del contenido de la acción estatal eficaz (incluyendo su posible omisión 
o negación de actuar. 323 
Debe aceptarse que la problemática ambiental es dinámica, el conocimiento humano tiene 
limitaciones, y la certidumbre científica y no-científica es difícil de lograr. Algunas incertidumbres 
pueden reducirse; otras, no. 
 
En cuanto a la incertidumbre de la decisión estatal, esta deberá asumir que existe: 
 
 Incertidumbre en los parámetros utilizados: 
La incertidumbre incluye a los datos e interrelaciones inexistentes, incompletos, vagos o ambigüos 
en los componentes o variables utilizadas en el análisis de la problemática ambiental. La incertidumbre 
se encuentra en tantos aspectos del conocimiento humano que la única práctica saludable y sincera 
ante la necesidad de una toma de decisión es reunir la misma y usar mejores técnicas para su colección 
y luego analizarla a la luz de criterios de solidaridad y equidad intergeneracional. 
En materia de análisis judicial, un instrumento fundamental puede darse a través de la institución 
del amicus curiae, que la C.S.J.N. ha receptado recientemente, lo que permitiría la participación de 
grupos ambientalistas y técnicos especializados en la disciplina. 
Por el contrario, si la incertidumbre se debe a la variabilidad de los fenómenos o interacciones 
naturales, tal vez esto no sea posible. Los individuos no sólo sufren distintos grados de exposición a la 
contaminación ambiental sino que también es distinta su susceptibilidad al daño. Las políticas 
destinadas a medir y controlar la exposición a los riesgos pueden ser inadecuadas a muchos miembros 
de una misma la población (tal es el caso de los niños y ancianos por ejemplo, cuya susceptibilidad 
sanitaria es mayor). 
 
 La incertidumbre respecto a los modelos: 
Las teorías científicas y los modelos predictivos son imprecisos. Los modelos siguen la suerte de la 
información que se usa para construirlos, la que es incompleta cuando los modelos describen sistemas 
ecológicos abiertos e interdependientes. Es posible perfeccionar los modelos, incorporándoles cada vez 
información mas precisa324, pero aún de este modo, las posibilidades de error existen. 
 
 La incertidumbre causada por “cortinas de humo”:325  
                                                 
323 La falta de certidumbre acerca de todos los aspectos mencionados, hace que parte de la doctrina (Holm y Harris, 
1999 y Cross), aleguen la imprudencia de la consagración de este principio dentro de los textos normativos, en tanto 
mediante la incorporación de este principio se induce a cambiar el equilibrio normal y natural de las evidencias, 
dando más importancia a una evidencia conjetural que a la ausencia de evidencia, aún en  casos en que ambos tipos 
de evidencias tengan la misma garantía, permitiendo la creación de un sesgo distorsionante de las visiones y la 
sustentación de falsas creencias. Según esta visión, el P rincipio Precautorio no debería ser una forma válida de 
evaluación de la evidencia, siendo un error el tratar  convertir opciones o decisiones morales en normas regulatorias 
con efectos paralizantes en el desarrollo tecnológico y científico. 
. 
324 Ver Tickner, Joel; Carolyn Raffensperger y Nancy Myers, El Principio Precautorio En Acción Manual , ob. cit.  
 
325 Ver Tickner, Joel; Carolyn Raffensperger y Nancy Myers, ob. cit.  
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Son las incertidumbres sembradas producto de las estrategias de aquellos que son los generadores 
de los riesgos o los interesados en ocultar los efectos de una substancia o una actividad específica 
dañosa al medio ambiente. La incertidumbre de este tipo puede poseer su origen en la abstención 
deliberada de investigación sobre los efectos del elemento en cuestión o en el diseño de investigaciones 
destinadas a crear la  incertidumbre. Suele suceder que quienes consideran la pe rniciosidad e 
innecesariedad de las reglamentaciones y el control ambiental,  a menudo alegan la incertidumbre para 
tratar de evitarlas. 
 
 La incertidumbre con motivación política:  
Es la ignorancia deliberada de organismos oficiales competentes en la materia ambiental y de salud 
que pueden decidir no investigar un determinado riesgo, limitar el alcance de su  estudio o las 
posibilidades de resolución. 
 
 iii. Necesidad y deber de actuar. 
El problema más delicado de determinación se sitúa en definir las obligaciones estatales y sus alcances 
para tomar acciones en la preservación del medio ambiente en el área de las políticas públicas ante la 
inexistencia de certeza científica y de las incertidumbres generales mencionadas. En términos 
generales, la aplicación del Criterio Precautorio se relaciona a algunas acciones estatales que deben 
entenderse lo conforman, entre ellas: 
a) Accionar anticipatorio de raíz preventiva:  
La prevención implica una acción cautelosa previa en resguardo de la integridad del 
medio, a sabiendas de que lo que se generará será un efecto disvalioso, costoso para la sociedad y el 
medio e injusto para las generaciones futuras. 
La prevención implica conocimiento, la precaución no, ya que presupone 
desconocimiento e incertidumbre. Por ello la prevención es un elemento dentro del criterio precautorio. 
Las acciones de tipo preventivas deben estipularse en las etapas de diseño o planificación de regulación 
o puesta en marcha de una actividad potencialmente riesgosa a fin de aminorar un riesgo si es que este 
finalmente sucede.  
 
b) Resguardo de los recursos naturales y del medio ambiente en general: 
Los mismos no pueden ser contaminados y deben ser preservados, todas las formas de 
vida (diversidad biológica) deben ser preservadas. 
 
c) Proporcionalidad de la acción tomada en función de la magnitud del daño que se considera 
probable:   
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Este elemento de proporcionalidad entre “riesgo probable” y “acción o inacción estatal” es 
a menudo interpretado dentro de la esfera de la clásica ecuación costo-beneficio326. .Este tipo de 
análisis busca analizar si el grado de restricción limitación o inacción estatal no es “indebidamente” 
costoso, lo que introduce un sesgo de análisis a la luz de nociones y estándares económicos que poseen 
fines distintos a los de la disciplina ambiental proteccionista en términos amplios, según fuera ya 
analizado. 
La proporcionalidad requerida en la toma de las decisiones ambientales deriva de la frase “en 
función de los costos” introducida en la formulación del Principio 15 de la declaración de Río . El efecto 
de esta incorporación es relativizar la aplicación del principio en función de una ponderación de corte 
económico impropio de la disciplina. Una decisión puede ser proporcional en términos matemáticos o 
económicos, pero irracional desde el punto de vista ambiental. La regulación medioambiental debe dejar 
de ser presionada y reducida por cuestiones de índole económica, arancelara o para arancelaria, en 
tanto su fin es superior y esencialmente distinto al de estas cuestiones327, en tanto el mismo radica en 
la preservación de la vida. Sin la preservación de los recursos naturales y el medio, la economía se 
derrumbará sin solución de continuidad, con un comportamiento similar a los colapsos producidos por 
los sistemas a lo Ponzi. 
El Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado, así como el derecho a la salud y a la vida 
debe concretarse aún a pesar de los costos económicos implicados , y todos los órdenes productivos y 
económicos deben alinearse al superior interés de la preservación de todos . La puesta en perspectiva de 
la frase introducida en el propio Principio Precautorio “de medidas eficaces en función de los costos”, de 
la Declaración de Río 92, debe ser reformulada, en tanto ésta remite al concepto de eficiencia 
económica. La regulación medio ambiental no es una disciplina de la eficiencia, lejos de ello, los 
motores que mueven a la economía y al Derecho Ambiental son distintos, este último tiene como fin la 
preservación de la vida. Si bien las normas de medio ambiente impactan en las actividades económicas 
(razón por la cual la disciplina económica ha abordado el análisis y estudio del tema promoviendo y 
propugnando modelos teóricos y prácticos para su regulación), ellas no tienen como fin su preservación 
o mantención, por el contrario, el fin de la disciplina es la preservación del medio ambiente y de los 
recursos naturales y no permitir a las actividades productivas más uso de los mismos que el necesario 
para la satisfacción de las necesidades de las generaciones presentes sin compromiso de l as futuras. 
                                                 
326  En ese sentido ver Artigas Carmen, El principio precautorio en el derecho y la política internacional. CEPAL 
(Comisión Económica para América Latina, División de Recursos Naturales e Infraestructura. (Santiago de Chile). 
No. 22 (mayo, 2001). 
 
327 En este sentido ver entre otros Nuñez Santiago Beatriz,“Justicia y Derecho en el Orden Alimentario de América 
Latina. ¿Se crea derecho para determinar situaciones justas en el orden alimentario de América Latina,  quién tras un 
analistas de las consecuencias negativas de la implementación de la OMC tuvo en el comercio mundial en 
detrimento de los países en desarrollo latinoamericanos, critica  los objetiivos del GATT, el libre comercio y la 
defensa del derecho de la competencia, en tanto los mismos pretenden tener primacia sobre los derechos a la 
Seguridad Alimentaria, los Derechos del Agricultor, la Biodiversidad y los Recursos Genéticos. Ver también, Nuñez 
Santiago, Condiciones para una política ambiental en Argentina, 2006. 
Disponible en http://argumentos.fsoc.uba.ar/index.php/argumentos/article/viewFile/96/90, enlace verificado el 15 
de febrero de 2010. 
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La economía, posee como objetivo científico la búsqueda de ganancias económicas, la eficiencia o 
predictibilidad de conductas económicas (dependiendo de la vertiente científica que se analice)328. Por lo 
demás, los costos de lo que en un cierto momento actual se revelan como insuperables sea técnica o 
económicamente, pueden cambiar rápidamente en tiempos muy breves de tiempo, a diferencia de lo que 
ocurre con los daños incuantificables que las actividades riesgosas pueden producir a la salud del 
hombre y a la desaparición de especies naturales. El análisis de costos puede hacerse si hay dos cosas 
que pueden ser medidas, susceptibles de apreciación pecuniaria y entonces, comparadas. Los bienes 
naturales no tienen muchas veces medición en términos económicos, por ello el método que este tipo de 
análisis propone es inadecuado. 
No habrá nada más irreparable y monetariamente incalculable que la extinción de la atmósfera, la 
eutrofización general de las aguas o la inexistencia de aire respirable con la consecuente extinción del 
hombre producto de la falta de estos recursos naturales o improductividad de los suelos producto de 
manejos inadecuados generadores de degradación y desertificación. La ponderación que las políticas 
públicas deben hacer de los “costos”, no son otros de los costos de los derechos humanos a la salud y a 
la vida implicados en la cuestión, tanto de las generaciones presentes como futuras. 
 
d) Inversión de la carga de la prueba de los beneficios ambientales. 
Las legislaciones actuales tienden a imponer a los interesados que proponen las actividades 
potencialmente dañinas la obligación de probar la inocuidad de la actividad hacia el medio, y, en caso 
de resultar dañinas en algún aspecto explicitar las medidas de neutralización que deberían des arrollar. 
A esta tendencia se suma la regulación de la materia dentro de los sistemas de factor de atribución de 
responsabilidad objetiva. 
 
e) Monitoreo Permanente: 
El control y la revisión de las decisiones y standards precautorios deben estar en permanente 
control con el objetivo de evaluar si sus fines fueron concretados. Concretado y/o actualizado un 
potencial riesgo, las decisiones necesariamente deberán cambiar o re-editarse en función de las 
necesidades ecológicas que se presenten como de necesaria protección.  
 
f) Revisión Permanente: 
La incertidumbre que afecta tanto al nexo causal como a la aparición del propio daño también se 
traslada a las medidas adoptadas de manera precautoria. Por ello es indispensable tener en vista que 
las medidas adoptadas para precaverse de un resultado y un nexo causa incierto deben ser revisadas 
dinámica y permanentemente. Esta inestabilidad es propia de la disciplina ambiental y de las 
decisiones que en el área se toman.329 
                                                 
328 Si bien la aplicación del Principio Precautorio en las políticas públicas debe estimular la planificación basada en 
estándares de desarrollo sostenible y desarrollo humano, sobre variables máso menos medibles, los  escenarios 
futuristas de corte predictivo que incorporan cálculos de riesgo, pueden estar llenos de errores, de sesgos y de 
variables de comportamiento inadecuado en el cálculo final de las ecuaciones. En este sentido ver: Fundación 
Bariloche “Catástrofe o nueva sociedad” ob. cit.  Prólogo. 
329 Y es la característica que da la pauta de la esencia que las decisiones judiciales ambientales deberán tener, aún a 
pesar el compromiso que esto implicara en materia del instituto de cosa juzgada. 
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Un análisis temporal de las implicancias de la redacción del principio tal como fue redactado, da 
cuenta de que el mismo es un standard de aplicación de acciones futuras y una obligación de actuar. 
No es un parámetro de aplicación retroactiva hacia el pasado. 330 
Las actividades antrópicas deben estar guiadas por la regla del arrepentimiento mínimo331 (que es el 
propio principio de precaución). Ello implica elegir la opción que minimiza el arrepentimiento que  se 
podría tener si las sospechas inciertas se concretasen. Las estrategias de elusión de riesgos son 
racionales332, del mismo modo en que también lo son las decisiones de no tomar decisiones 
irreversibles, ya que las peores consecuencias de una decisión reversible pueden evitarse, pero las de 
una decisión irreversible no. Por ello, cuales sean las reglas que se apliquen en ese contexto de 
incertidumbre, no puede apelarse a ella para dar cuenta o fundamentar la aplicación de una tasa de 
descuento en un cálculo probabilidades de imposible confección. 
La ecuación “costo beneficio”333, el “análisis de riesgo”334, la “planificación retrospectiva"335, (por 
oposición a los pronósticos pseudo predictivos del futuro incierto) son diversos análisis que pretenden 
                                                                                                                                                             
 
330 En el ámbito del Derecho Internacional Público, este Principio no obliga a los Estados que màs contaminaron el 
medio ambiente, grandes deudores ecológicos que deberían no sólo ser máscuidadosos a futuro, sino de asumir el 
costo de reparar y recomponer el medio dañado en detrimento de toda la sociedad en el pasado. La incorporación del 
principio 7 de las responsabilidad comunes pero diferenciadas, tampoco aborda esta cuestión.  
 
331 Esta frase es creada por Martinez Alier en toda su obra.  
 
332 Ello, a diferencia de lo que Sustein y diversos doctrinarios enrolados en dicha teoria económica afirman. 
 
333 Para mayor detalle en materia de ecuación costo beneficio ver Farber. D. Eco-pragmatism. The University of 
Chicago Press, London 1999. Estos tipos de análisis legitimantes de la acción pública presentan diversos 
cuestionamientos. La evaluación de riesgos es criticada por presentare una falsa dicotomía entre desarrollo 
económico y la protección ambiental y ser básicamente antidemocrática, ya que la decisión de autorizar o no un 
producto potencialmente dañino recae sólo en la administración publica algunos científicos y los interesados de los 
beneficios son participación popular. La critica más consistente radica en  la visión de los organismos reguladores 
tratan de anexar el proceso "científico" de evaluación de riesgos con el análisis económico del  costo-beneficio, en un 
intento de unir la ciencia  con la política económica en las toma de decisiones, sin tomar debidamente en  cuenta  
quién asume los costos y quién cosecha los beneficios.  
En especial, porque lo altos costos en las transacciones producto del exceso de reglamentación (según lo alegado por 
Ronald Coase por ejemplo), son sufridos en general por los particulares in teresados en la inexistencia de regulación 
para la obtención de beneficios económicos, pero la falta de regulación ambiental en general trae aparejado el 
incremento de los gastos en el sector público de salud y en tareas de remediación ambiental de áreas contaminadas.  
Lorenzetti R. en Teoría del Derecho Ambiental, ob. cit.  pág.. 86, cree admisible el “balance riesgo-beneficio” 
eludiendo la definición exacta de las variables y características de éste sistema acercándolo a la ecuación “costo 
beneficio” en tanto no lo rechaza por inaplicable y lo elogia como técnica procedimental, aunque definiendo como 
prevalente la protección ambiental, por aplicación del Principio Precautorio . 
 
334 La Evaluacion de Riesgo, es un método de medición y evaluación de consecuencias dañinas de diversos elementos 
(que se estiman tóxicos), en general muy desarrollado en el area de la salud, para razonablemente medir los riesgos 
de los medicamentos que son descubiertos y puestos a la venta, asi como ciertas situaciones que puede deri var en 
eclosiones epidemiológicas. La misma se traduce como el análisis de la probabilidad del acaecimiento de una 
consecuencia dañosa. En este sentido,  dentro del marco de la UE, el documento de la Unión Europea (UE, 2000  2 
de febrero ) referido a OGM establece que la Comunidad al igual que los miebros de la OMC, tiene el derecho de 
establecer el nivel de protección – en especial  del medio ambiente y de la salud humana, animal y vegetal que estime 
apropiado. Según este documento el principio precautorio  debe considerarse inserto en un enfoque estructurado al 
análisis de riesgo que comprende tres elementos: evaluación de riesgo; manejo del riesgo y comunicación del riesgo. 
El documento indica que las medidas basadas en el principio deben ser: 
 proporcionales al nivel elegido y determinado de protección; 
 no discriminatorias; 
 consistentes con medidas similares ya adoptadas; 
 basadas en un examen de los beneficios y costos potenciales de la acción o inacción (incluyendo, cuando sea 
necesario y factible, un análisis económico de costo beneficio); 
 sujetas a revisión a la luz de nueva evidencia científica; y 
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aplicar a las políticas públicas el Principio Precautorio en la toma de la decisión pública. Todas ellas 
poseen severas objeciones336 que se traducen en riesgos de falla e impacto a la salud de las personas y 
al medio.  
En este sentido, esta investigación sostiene que las políticas públicas deben encontrar soluciones 
planificadas e innovativas alejadas del riesgo innecesario. Una de las críticas que se efectúa a la 
disciplina ambiental y a su criterio eje y fundador, el Principio Precautorio, radica e n imputar que el 
mismo genera pánico en la sociedad alentando actitudes de corte emocional e irracional .337 La 
emocionabilidad desatada por circunstancias como el nacimiento de criaturas con deformidades de todo 
tipo, plomo en sangre etc. no es irracional. Mucho menos si esa experiencia se traslada a la prole 
propia. Tampoco lo es imaginar un mundo sin agua potable para tomar, si alguien ha sufrido la 
suficiente sed alguna vez o se ha quedado sin aire para respirar. Estas emociones no son irracionales, 
                                                                                                                                                             
 capaces de asignar responsabilidad para generar la evidencia científica necesaria  
En la evaluación del riesgo se utiliza un proceso que resumidamente presenta 4 etapas, a saber: 1)identificación del 
peligro; 2) caracterización del peligro; 3) evaluación de la exposición; y 4) caracterización del riesgo. Los límites del 
conocimiento científico y la incertidumbre  pueden afectar cada uno de estos componentes influyendo el nivel total 
de incertidumbre y finalmente afectando las bases de la acción protectora o preventiva. 
El riesgo medido, es la probabilidad de producción de efectos adversos  y es medido en  porcentajes de casos de 
una cierta  población durante un determinado período de tiempo y su analisis puede incluir proyecciones  futuras (a 
partir de el uso de analogías y extrapolaciones toxicológicas) en las que se utilización instrumentos de modelización 
teórica que incluyen diversas categorías de toxicidad (por ejemplo sustancias alergénicas, neurotóxicas, 
carcinógenasetc.), de dosis, y de los efectos (agudos o crónicos ) analizando la ecuación dosis -respuesta, siendo ésta 
una forma de determinar la dosis y el porcentaje de individuos que presentan un determinado efecto. Uno de los 
instrumentos utilizados es la DL50 (dosis letal "cincuenta"), la cual es la dosis que produce una mortalidad del 50 % 
en una población, a mayor DL50, menor toxicidad aguda, es decir, cuando  una sustancia química es muy tóxica 
posee una  DL50 baja. Como no siempre la toxicidad aguda y la toxicidad crónica son coincidentes, se utiliza otro 
parámetro de medicion conocido como DE50 (dosis efectiva cincuenta), que es la dosis que produce en el 50 % de los 
animales un efecto no letal. El escollo más importante se suele producirse al momento de estas modelizaciones, se 
relaciona con la posibilidad cuierta de medir los efectos crónicos (como por ejemplo alergias u otras manifestaciones 
que implica un daño a largo plazo) y las enfermedades que no poseen una manifestaciones precisa, simlemente  
visibles o detectables inmediatamente, las que pueden incluso variar según los diversos organismos humanos, los 
que pueden enfermar incluso tras una exposición prolongada (como por ejemplo meses, años, decenios) a la dosis, y 
que persisten incluso después del cese de la exposición. 
Debe tenerse en cuenta, que, si bien estos métodos desarrollados en general por las administraciones para 
tratar de minimizar los riesgos a la salud, y forma parte esencial de un debido proceso a seguir antes de otorgar una 
licencia santitaria, los mismos han demostrado poseer una gran probabilidad de falla en términos de efectos no 
previstos  dados en situaciones sobrevinientes . En el caso de los medicamentos, los cuales en una cierta proporción 
han debido ser sacados del mercado por poseer efectos colaterales adversos a la salud de las personas o fetos en 
gestación. 
Otro ejemplo que ha eludido el control previo de este tipo de metodos en materia de calidad de productos 
alimenticios, se posee en el caso de la enfermedad denominada “vaca loca” (encefalitis espongeiforme bovina) que 
afectó a  Ingalterra en 1997 que ocasionó la muerte de personas y lo que posterioremente la veda de la venta de 
carne dentro de la la UE. Ello ayudó a la apertura del debate en torno a la modificacion genética de los alimetos 
(OGM) y a las carnes tratadas con hormonas 
 
335 Ver Tickner, Joel;  Carolyn Raffensperger y Nancy Myers, ob. cit.   
 
336 Incluso desde un abordaje epistemológico, puede darse cuenta de la incidencia de los paradigmas metódico-
cientificos en la propia formulación de la certidumbre o incertidumbre científica. Dependiendo del metodo cientifico 
abrazado por el paradigma, la incertidumbre puede introducirse por a) las variables elegidas; b) las mediciones 
efectuadas; 3) las muestras obtenidas; 4) los modelos usados; y 5) la relación causal empleada. Incluso la falta de 
datos o la diveregencia o pueden alterar la ponderación y econometrización de diversos elementos cualitativos y 
cuantitativos del propio análisis. 
 
337 Ver entre otros análisis:  Percival, Who´ s afraid of Precautionary Principle?, Pace Environmental Law Review vol. 
23 june 2005. disponible en http://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=831824  , enlace verificado el 18 
de febrero 2011 y Sunstein, C,  Laws of Fear: beyond of precautionary Principle, Cambridge, 2005.  A su vez, ver 
análisis de Lorenzetti R. Teoría del Derecho Ambiental, La Ley,  Buenos Aires, 2008  cap.III.  
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por el contrario son altamente racionales y esa racionalidad se relaciona con el esquema psíquico 
básico de la mantención de la propia supervivencia. No existe nada más racional que querer prolongar 
la vida en términos de razonable salud por el mayor tiempo posible. Pretender desubicar el debate del 
principio precautorio y la disciplina ambiental de esta realidad para ubicarla en el terreno económico 
sin consideración de estas realidades es un error. Las regulaciones y las decisiones en área  de salud 
deben ponderar esta característica y deben adaptarse a la innegociablidad e irrenunciabilidad de los 
valores como la vida y la salud humanas, re-ubicando que lo verdaderamente irracional es no tomar 
precauciones (ya sea mediante acción u omisión) en escenarios inciertos. 
Según fuera mencioando, en los albores del siglo XXI, sin duda esta innovabilidad vendrá de la 
mano de la tecnología ambiental338, de la evolución y formación científica ambiental de los profesionales 
del mundo, de la educación ambiental de los niños y todos los educandos, y de la implementación de 
métodos democráticos, exhaustivos e institucionalmente co-responsables para la toma de las decisiones 
públicas. Para ello, las instituciones creadas en el siglo XIX deben adaptarse asumiendo que las 
incertidumbres se superarán rápidamente con los avances tecnológicos, científicos y doctrinarios. La 
falta de respuestas de hoy serán absurdos dilemas de simple solución mañana, y cuando esto suceda, 
se dimensionará lo irracional que es exponer hoy la salud y la propia subsistencia humana a riesgos 
cuyos efectos no son aún conocidos. Entonces, las medidas precautorias se considerarán cabales 
decisiones racionales. Esta tesis tratará de dar una solución a esta necesidad de adaptabilidad tanto de 
criterios como institucional. 
Ello, especialmente porque dado el marco institucional actual, el juzgamiento de lo que es un nivel 
aceptable de riesgo para la comunidad, es una responsabilidad sólo política, siendo los agentes 
gubernamentales quienes, enfrentados a con un riesgo inaceptable de incertidumbre científica y 
preocupación pública tienen el deber de encontrar respuestas y tomar decisiones, aún conociendo que 
los estándares de juzgamiento de aceptabilidad varían notablemente en breves períodos de tiempo y en 
pequeñas escalas generacionales.339 La decisión política es la que evalúa el peso de la evidencia o falta 
                                                 
338 La que deberá re adaptarse a una producción limpia, que necesariamente debe incorporar cambios en los 
sistemas de producción (también en los productos) para reducir la contaminación en la fuente. Las medidas que las 
políticas públicas deben obligar, implican un rango que va desde el diseño mismo de productos más sustentables, el 
uso de biotecnologías con fines de bien común, la consideración de la cantidad materia prima, agua, y energía que se 
utiliza  en la producción de un  producto, la prohibición de las actividades y sustancias altamente dañinas, 
degradantes y contaminantes, la migración de standards de consumo  extintivo de los recursos a standards de 
consumo sustentable, le respeto por la diversidad biológica y por la tasa de reproducción de los recursos renovales y 
de depuración de los agotables (como el agua) y la migración a sistemas de producción energética no contaminantes. 
 
339 Por ejemplo Aggazzotti G; Fantuzzi G; Predieri G; Righi E; Moscardelli S. En  “Indoor exposure to perchloroethylene 
(PCE) in individuals living with dry-cleaning workers. Sci Total Environ. 1994; 156: 133-7”  citado en  Cimato, María 
del Pilar ; Giardina, Ernesto B., Orona, Claudia F.; Julian, Luis M. ; Candia, Alberto R. “Ley general del Ambiente 
25.675. La importancia de la evaluación del riesgo en la contaminación ambiental”  DJ 2005-3, 138,  evaluaron la 
exposición de trabajadores al tetracloetileno o percloroetileno (el solvente más utilizado en las llamadas lavanderías 
en seco denominadas paradojalmente "ecológicas"), el cual es altamente tóxico para el hígado, riñón y el sistema 
nervioso central y posee propiedades carcinogenicas. Esta sustancia es absorbida por la piel ante el contacto directo 
y por los pulmones mediante su inhalación. Los estudios midieron los niveles de tetracloroetileno en el aire de las 
casas particulares de los trabajadores de estas industrias, asi como en el aire exhalado (aire alveolar) de sujetos que 
no trabajan en esas industrias pero que viven en sus casas, comparandoselas con muestras tomadas de la población 
general. La muestra fue tomada en  30 casas de trabajadores alejadas de las industrias, tomándose 36 muestras en 
trabajadores y de 34 cohabitantes. El mismo muestreo se efectuó en 25 casas y 41 habitantes que no estaban 
relacionados con estas industrias. Los niveles de tetracloroetileno en las casa de trabajadores expuestos fueron 
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de la misma, la cual en general recae en el Poder Legislativo al crear una política pública mediante una 
Ley o en el Poder Ejecutivo al reglamentarla o en ejercicio del poder de policía ambiental, sanitario o 
bromatológico, quedando la participación del Poder Judicial reducida a mínimos de la realidad 
ambiental, en tanto su intervención se reduce al planteo de una caso judicial concreto en general en 
casos de daños ya ocurridos. Esto último debe mutar, en especial ante la incertidumbre científica, es 
inteligente y prudente desarrollar un mecanismo de democratización de acceso a la información y de 
toma de decisiones de todos los agentes gubernamentales y no gubernamentales  que conforman la 
sociedad en conjunto y de manera ordenada a fin de aportar datos, ideas y soluciones eficaces. 
La visión ecológica es una visión opuesta a la visión del riesgo, ya que dista abruptamente de la 
visión utilitarista propensa al mismo. Esta última asume que, en la mayoría de las reglamentaciones 
actuales existe una presunción de que los seres humanos y los ecosis temas pueden absorber cierta 
cantidad de contaminación sin sufrir daño, lo cual es altamente incierto, en tanto existe una 
incertidumbre extrema respecto de los niveles seguros o aceptables de la cantidad de contaminación 
tolerable, y de la posibilidad, en muchos casos, de identificar esos niveles. 
Ciertamente los fines  y modos de implementación de la obligación de precaución según surgen de 
una literal exégesis del principio 15, implican: 
1. La obligatoriedad de utilizar un criterio de precaución, es decir, de ejecutar un juicio, una 
valoración que tenga en cuenta un fin protectorio ante la incertidumbre científica en todas las esferas 
decisorias, y  
2. La obligación concreta de proteger la naturaleza y el medio ambiente aún ante la inexistencia de 
pruebas. En este principio no se establece sólo el deber de tener un criterio de interpretación de 
situaciones de incertidumbre, sino el deber de actuar aún en las situaciones de incertidumbre 
atribuyendo al Estado de la obligación de accionar activamente en la búsqueda e identificación de estas 
situaciones y en la actuación eficaz precautoria. Ello requiere una renovación de los mecanismos 
institucionales para la detección y solución eficaz e integral de situaciones de desarrollo insostenible. 
En este contexto, la protección del medio y la salud debe estar por encima de las consideraciones 
económicas y los jueces son los mejores adaptados en identificar estas diferencias y en encontrar 
soluciones justas en medio de las pujas de estos derechos  constitucionales. Un breve análisis de la 
evolución de la jurisprudencia del líder jerárquico (la C.S.J.N.) comprobará esto último, y dará la pauta 
de la necesidad de adaptación de los esquemas institucionales necesarios para lidiar y solucionar la 
problemática ambiental. 
 
6.3.5.2 Los Principios Generales del Derecho. 
                                                                                                                                                             
mucho másaltos que en las casas en que no habitaban trabajadores (media geométrica: 265 vs. 2 microgramos/m3, 
P menor a 0.001). Los niveles en el aire alveolar exhalado por los trabajadores, sus cohabitantes y los controles 
fueron significativamente diferentes (media geométrica: 5140, 225 y 3 microgramos/m3, respectivamente, P menor a 
0.001). El estudio permitió concluir que, el tetracloetileno se encontraba en concentraciones mucho mayores en las 
casas donde vivian trabajadores y el aire alveolar muestreado en sus familias que en el resto de la población 
sometida al muestreo.  Este trabajo como muchos otros estudios de este tipo, permite ejemplificar que los  límites de 
la contaminación trascienden los estableciemintos o lugares en donde la misma es perpetrada constituyendose en 
riesgo hacia terceros. El resultado de este estudio, pemitió la reglamentación de la manipulación de esta sustancia   
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¿Qué son exactamente los Principios Generales del Derecho? 
¿Son normas? 
¿Son criterios? 
¿Son estándares sociales aceptados ampliamente que coadyuvan a interpretar una conducta y 
eventualmente a sancionarla o aceptarla? 
Que el Estatuto del Tribunal Permanente de Justicia Internacional de La Haya, exprese en su art. 
38 la aplicación de “los principios generales del Derecho reconocidos por las naciones civilizadas”, 
podría incluso complejizar más la contestación a esas preguntas. Se adelanta que esta investigación no 
ha podido precisar que son exactamente. 
Lo cierto es que el ordenamiento interno argentino remite en el artículo 16 del Código Civil340 a los 
principios generales del derecho, para resolver una cuestión ante la inexistencia de norma escrita 
expresa.  
Parte de la doctrina sostiene que son aquellos que afloran del espíritu de la norma, es decir, de las 
intenciones de los legisladores que sancionaron oportunamente la norma. Otra visión, plantea que es 
un juicio deontológico que describe la conducta a seguir en cierta situación  en tanto  expresa un deber 
estándar. La única coincidencia doctrinaria que puede vislumbrarse es que todos los doctrinarios 
sostienen que sus características son la generalidad, la poca precisión y la abstracción con que se 
encuentran formulados incluso dentro de normas sancionadas formalmente. El problema no es menor, 
su utilización en la integración de lagunas legales o en la interpretación de una norma que resulta 
ambigua o vaga, dan cuenta de la importancia de la definición de su concepto, de la delimitación de su 
contenido y de la identificación connotativa de cuales son. 
Ulpiano mencionó tres principios fundamentales: “vivir con honestidad”, “No ocasionar daño a otro” 
y “Dar a cada uno lo suyo”. Es por ello que para algunos doctrinarios romanistas 341 la clave de la 
decodificación del significado de los principios generales del derecho, puede encontrarse en el Derecho 
Romano antiguo fuente teórica de todo el derecho occidental.  Si bien estos doctrinarios aceptan que 
Ulpiano esbozaba con esas palabras  órdenes o reglas morales o éticas tan amplias, generales y poco 
concretas que no pueden ser incluidas más que como elegantes modismos en la introducción de 
discursos y alegatos de la necesidad de precisión exigida por el derecho. Según esta visión, las “reglas” 
explicitadas en el Digesto (50.17) aunque de enunciación abstracta, es donde se encontrarían 
específicamente enunciados algunos principios generales del derecho, por ejemplo: “non debet, cuis 
plus licet, quod minus est, non licere” (D.50. 17. 21)342 , “nemo plus iuris ad alium transferre potest, 
quam ipse haberet” (D 50. 17.54) 343  etc.  Según esta visión, los Principios Generales del Derecho  
                                                 
340 Art. 16 C.Civil ”Si una cuestión civil no puede resolverse, ni por las palabras, ni por el espíritu de la ley, se atenderá 
a los principios de leyes análogas; y si aún la cuestión fuere dudosa, se resolverá por los principios generales del 
derecho, teniendo en consideración las circunstancias del caso”. 
 
341Rinaldi, Norberto, Lecciones Ampliadas de Derecho Romano, Edictum, Buenos Aires, 2006, Pugliese, Giovanni“I 
Principi Generali del Diritto. L´esperienza romana fino a Dioclesiano.” En Atti dei Convegn i Lincei 96,  Accademia 
Nazionale dei Lincei, Roma 1992, 
 
342 “El que puede lo más, debe poder lo menos”.  
 
343 “Nadie puede transferir a otro más derecho del que él tiene”.  
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deben encontrarse y son exactamente el Derecho Romano344 lato sensu (elaborado por los romanos, 
recopilado por Justiniano, sistematizado y actualizado y recepcionado por las codificaciones modernas, 
base y modelo de los sistemas jurídicos occidentales)345 
En abono de esta teoría, se cita una expresión atribuida a Juliano e incluida por los compiladores 
Justinianeos en D 1.3.32, de donde surge que: “De quibus causis scriptis legibus non utimur, id 
custodiri oportet, quo moribus et consuetudine inductum est; et si qua in re hoc deficeret, tunc quo 
proximum et consequens ei est; si nec id quidem appareat, tunc ius, cuo urbs Roma utitur, servari 
oportet”. 346 
La paradoja de reenvío que se suscita de la interpretación de la cita en cuestión es que el propio 
Digesto remite que el orden supletorio establecido por Justiniano, establece que si no se puede 
encontrar la solución en las leyes, se debe recurrir a los usos y costumbres y si estos (usos y 
costumbres) no se encontraren ( “et si qua in re hoc deficeret” ) debe observarse  el Derecho Romano, y 
para descartar alguna duda, se aclara en Deo Auctore que no es sólo la Roma que llama “antigua” (es 
decir la ciudad ubicada a orillas del Tiber) sino la “nuestra” es decir, la que para aquel tiempo era la 
“actual”, es decir Constantinopla347.  El dilema se acrecienta cuando, Paulo en D 50. 17.1 expresa que 
“El derecho no se toma de la regla, sino que la regla se hace conforme el derecho”348 por lo que se 
podría convenir en que las reglas mencionadas en el entero título 17 son sólo orientativas y tratan de 
resumir la causa para una mejor interpretación.  
Sin embargo, otros doctrinarios alegan que los principios del derecho se diferencian de las regulae 
iuris del derecho romano349 ya que estas últimas son explicaciones breves, formulaciones aclaratorias, 
aforismos, de una determinada decisión jurídica sin valor de principios o normas generales350, son 
adagios en realidad. Estos autores mantienen que las Regulae, eran en realidad máximas que poseían 
un carácter simplemente explicativo del Derecho, pero no normativo. Se entendía que las regulae iuris 
                                                 
344 Schipani, Sandro Schipani, Sandro. “Principia Iuris. Principium Potissima Pars” “Roma E América Dirittto Romano 
Comune Tomo 3/1997.  MUCHI EDITORE, Roma 1997 en criterio levemente restringido respecto del que 
proponemos, e incorporando una interpretación más amplia que la que aquí se hace de la palabra “principio”, dice: 
“Los Principios Generales del Derecho hay que buscarlos en el Corpus Iuris Civilis, en el sistema en él codificado, en 
las obras maduradas a partir de él, que los han desarrollado, que deben ser releídos en modo principial (en el 
combinado y polivalente significado de “principio”).”  
 
345 Ver Rinaldi, Norberto, ob. cit.  pág 139. 
 
346 “En aquellas causas en que no usamos las leyes escritas, se debe guardar lo que por los usos y la costumbre se 
ha introducido; y si esto faltare en algún asunto, entonces lo que sea más parecido y congruente; y, si  tampoco 
apareciere esto, entonces debe observarse el derecho que usa la urbe Roma. 
 
347 En este sentido ver Rinaldi ob. cit.  
 
348 “Non ex regula ius sumatur, sed ex iure, quod est, regula fiat”. 
 
349 Algunos Regulae Iuris: 
– "El que puede lo más, puede lo menos" . 
– "Nadie puede aprovecharse de su propia torpeza o dolo" . 
– "Las leyes claras no se interpretan" . 
– "Donde el derecho no distingue, no es lícito al intérprete distinguir" . 
– "La madre siempre es cierta" . 
– "A nadie puede hacérsele un heredero en su contra" . 
 
350 Reinoso Barbero, 1987, pag. 33 y 34. 
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provenían del derecho y no viceversa, y que eran recursos técnicos y pedagógicos que resumían el 
derecho en pocas palabras. 
Otros doctrinarios sostienen que los principios del derecho son principios esenciales y supremos, 
emanados del derecho natural que en última instancia son utilizados por el juez, quien debe adecuarlos 
al contexto histórico, a fin de  evitar que la cuestión planteada ante los estrados quede sin resolver, en 
función de la manda que éstos poseen de resolver todas las cuestiones. Esta opinión es sostenida en 
general por los doctrinarios ius naturalistas351. Estos serían un conjunto de valores que surgen de las 
convicciones  existentes más allá de lo escrito y de raíz religiosa. 
Parte de la doctrina considera que son efectivamente normas jurídicas, si bien algunos entienden 
que son normas más generales que las demás, otros que son normas base o normas directivas o 
normas indefinidas o normas indirectas352, les confieren cierto estatus normativo. Estos autores 
consideran que los Principios Generales del Derecho no son una extraña y “abstracta mezcla de normas 
morales, éticas y religiosas, sino que tienen que materializarse en formulaciones jurídicas concretas que 
puedan ser invocadas por los jueces como los criterios de objetividad a los que necesariamente deben 
remitirse al dictar sentencia”.353 En esta línea entonces, los Principios Generales del Derecho son 
normativa vigente354 a la que deberían recurrir los jueces. Encuentran que ellos son: 
 la buena fe objetiva355 que las partes se deben, 
 las teorías del abuso de derecho,  
 la teoría de la lesión,  
 el favor debitoris,  
 la excesiva onerosidad  sobreviniente y  
 del beneficium competentiae.  
En general, según la escuela positivista, los principios generales deben encontrarse dentro del 
sistema legislativo, en especial genéricamente expresados en a Constitución Nacional. 356 
No obstante, para otra  parte de la doctrina de la filosofía del derecho, ellas no son normas, sino 
criterios directivos o pautas orientadoras para la  normación. 357 
                                                 
351 Ej: Borda y Casares, Del Vecchio en Italia, entre otros. 
352 Pore ejemplo en el caso de Cabanillas Gallas, 1977, p. 2). Para Lorenzetti, los Principios  son normas inacabadas 
traducción de valores que  carecen de “completitud”. Ordenan ejecutar una acción pero no de modo preciso. Son 
“mandatos de optimización”, ordenan la realización de un valor y el modo de aplicar el principio es a través de un 
juicio de ponderación es decir, de medición de la importancia de cada principio 
  
353 Diaz Couselo, Jose Maria, Los Principios Generales del Derecho, Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, 1971  Pág. 22.  
 
354 Schipani, Sandro,.Principia Iuris. Principium Potissima Pars, “Roma E América Dirittto Romano Comune Tomo 
3/1997.  Muchi Editore, Roma 1997 página 3 y ss. 
 
355 La Buena Fe como principio del derecho, su concepto y alcance  se analizará seguidamente sobre los primeros 
fallos del Máximo Tribunal. 
 
356  Salvat, Raimundo,  Tratado de Derecho Civil Argentino, I, Buenos Aires, 1957, p.152 y, en igual sentido,  G. 
BORDA, Manual de Derecho Civil, Parte general, Buenos Aires, 1986, p.65. 
 
357  Betti, Prieto Sanchís. 
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Algunos autores propugnan la tesis de que los principios son irreductibles a normas y establecen 
numerosas diferencias y desigualdades entre ellos358. Según estos autores, existen entre norma y 
principio diversos tipos de diferencias, a saber: 
1. Una diferencia de estructura: ya que los principios poseen una estructura más complicada y 
compleja, son fundamento originario del Derecho y no presuponen nada jurídico previo, son elementos 
cognoscitivos, son independientes y no se derivan unos de otros, al contrario de lo que sucede con las 
normas. Los principios son los determinantes de la actuación jurídica correcta en tanto se utilizan para 
obtener soluciones equitativas cuando la aplicación de normas a casos singulares suponen la causación 
de injusticia. 
2. Diferencias funcionales: las normas son mandatos, obligaciones o imperativos y organizan las 
relaciones sociales, poseen un fin genérico e instrumental, por el contrario, los principios determinan la 
existencia de lo justo y el deber de hacer algo. 
3. Diferencias de origen: ya que las normas surgen en la organización estatal o social y necesitan 
que una autoridad determine su contenido, los principios tienen su origen en  la naturaleza del Derecho 
y obtienen su contenido de la misma naturaleza de las relaciones humanas en la que el Derecho 
aparece. (Roberto-Marino Jiménez Cano).  
4. Diferencias aplicativas: mientras que las normas se aplican o no se aplican « las normas son 
aplicables a la manera de disyuntivas » 359 y si se aplican se puede hacer de forma inmediata los 
principios pueden aplicarse o no aplicarse en parte y precisan concretarse a un caso concreto. 
5. Diferencias tuitivas: mientras que las normas obligan para garantizar situaciones económicas, 
políticas o sociales, los principios obligan en cuanto son imperativos de justicia, para garantizar ésta.  
Dworking expresa: «Llamo "principio" a un estándar que ha de ser observado, no porque favorezca o 
asegure una situación económica, política o social que se considera deseable, sino porque es una 
exigencia de la justicia, la equidad o alguna otra dimensión de la moralidad» 360 
6. Diferencias de validez: un principio no pierde su validez por la contradicción con una norma, lo 
que sí ocurre en caso de antinomias, donde una norma desplaza a otra.361  
7. Diferencia exegéticas: los principios pueden actuar como criterios interpretativos de las normas, 
pero las normas no362. 
Se reconocen  3 funciones de los Principios Generales del Derecho, a saber: 
 una función creativa ya que el legislador debe crear la norma vinculante conociendo e 
inspirado en los principios del derecho. 
 una función interpretativa, ya que ellos ayudan a interpretar la norma. 
                                                 
358 Como por ejemplo Martínez Muñoz, 1993, y  Dworkin,  
 
359 Dworkin, Etica privada e igualitarismo político. Paidós. Barcelona. 1993. 
 
360 Dworkin, ob. cit.  pág. 72. 
 
361 Dworkin, ob. cit.  pág. 77 y 78. 
 
362 Para un acabado detalle ver: Rinaldi, En busca de una definición. Del concepto y contenido de los “Principios 
Generales Del Derecho”, Contribución Presentada Al Xv CongresoLatinoamericano De Derecho Romano celebrado en 
Morelia (MEJICO) los días 16,17 y 18 de Agosto de 2006, documento electrónico disponible en : 
http://www.edictum.com.ar/miWeb4/congreso/Norberto%20Dario%20Rinaldi.do, enlace verificado el 5 junio 2010. 
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 una función integradora, en tanto los principios permiten integrar el vacío legal.  
 
Ello permite precisar con exactitud que los Principios Generales del Derecho no son Principios del 
Derecho Ambiental. Ello se explicará seguidamente. 
 
 
6.3.5.3 Diferencias entre los Principios del Derecho Ambiental y los Principios Generales del 
Derecho.  
 
Los Principios del Derecho Ambiental no son  Principios Generales del Derecho y no comparten su 
naturaleza. 
De la lectura de los principios de las Declaraciones dictadas dentro del marco de Naciones Unidas 
en Estocolmo Suecia de 1972 o de la Declaración de Prinicipios de Río de Janeiro Brasil de 1992, ut 
supra transcriptas, surge claramente que los Principios allí enunciados son obligaciones concretas que 
los Estados y las personas deben cumplir y derechos consagrados. La circunstancia que los estados 
incumplan esas normas producto de falta de adecuación interna, no hace que las mismas no sean de 
obligatoria aplicación. La formulación es clara, el que daña debe recomponer, si existe un daño 
perpetuado conjuntamente, se instaura la responsabilidad solidaria a fin de asumir la remediación. La 
redacción de las obligaciones en tanto tales, son claras en todas las declaraciones de Principios 
suscriptas en instrumentos de esencia legislativa internacional 363 y por ello, atribuirles simple cariz 
interpretativo de la formación, tal como lo hace la Ley General del Ambiente Nr. 25.675, es un error. 
Los Principios del Derecho Ambiental son obligaciones y declaraciones de derechos y garantías.  
Ellos: 
 No nos vagos. Las obligaciones descriptas son claras. 
 No son ambiguos. Su significado posee la interpretación que surge de su propia redacción e 
interpretación literal en tanto mandatos prescriptivos. 
 Expresan claramente una acción a ejecutar. Su contenido es concreto. 
 No son aforismos retóricos. 
 Incluyen remisión a los Principios generales del Derecho, ya que remiten entre otros, a la 
Buena Fe. 
 No tienen como fin la interpretación364, sino su cumplimiento. 
 No tienen como fin la producción de espíritus interpretativos365 de legisladores. 
                                                 
363 Según el convenio sobre el Derecho de los Tratados de Viena de 1969 los pactos deben ser cumplidos, y no se 
reconoce diverso estatus a  las convenciones a los tratados o a las declaraciones, aunque, en los hechos sólo la 
Convención de Cambio Climático y la Convención sobre Diversidad Biológica fueron ratificacdas mediante el proceso 
de ratificación congresal estipulado en nuestro ordenamiento interno mediante las leyes.  
 
364 Aunque sin duda podrían servir para interpretar alguna situación, en especial en función de dicha calidad 
otorgada por la Ley General del Ambiente 25.765 .  
 
365 Aunque sin duda podrían serlo. 
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 No tienen como fin la integración de lagunas legales366. Son mandatos que los Estados se 
obligaron a cumplimentar mediante la suscripción del documento internacional pertinente y/o hasta no 
exista una denuncia del mismo. 
Los Principios del Derecho Ambiental son normas completas367, describen obligaciones, establecen 
sanciones y modos de reparación.368 Ello se constituye como un fenómeno independiente de la 
problemática de la exigibilidad, en tanto las normas de Derecho Internacional se estiman prima facie de 
aplicación progresiva, lo que no puede aplicarse a los Derechos Ambientales, en tanto Derechos 
Humanos Precondicionales, esencialmente ligados al Derecho a la vida, en tanto carecen de esa calidad, 
siendo por tanto exigibles ipso facto de manera directa aún ante la ausencia de una legislación 
específica. 
El quid de la cuestión es saber identificar la diferencia de formulación de los Principios de la Ley 
General del Ambiente Nr. 25.675 sólo como criterios y principios interpretativos, a diferencia de los 
Principios de las Declaraciones Internacionales que regulan la obligación del Estado de actuar en 
defensa del medio ambiente de modo prescriptivo y a tenor de la propia letra escrita y, en definitiva, del 
grado obligacional de dichos mandatos internacionales emergentes de una Declaración de Principios (en 
tanto no son normalmente Convenciones Internacionales ratificables).  
 
6.3.5.4 El estatus normativo y obligacional de los Principios del Derecho Ambiental. La clave del 
estatus de los instrumentos convencionales internacionales y su naturaleza. 
 
Según se analizará, de la lectura de los principios de las Declaraciones dictadas dentro del marco 
de Naciones unidas en Estocolmo Suecia de 1972 y de la Declaración de Principios de Río de Janeiro 
Brasil de 1992 surge claramente que los principios allí enunciados son obligaciones concretas que los 
Estados y las personas deben cumplir. 
De manera deliberada esta investigación transcribió con exactitud los términos y condiciones de 
cada uno de los principios enunciados por los instrumentos internacionales. Ello se efectuó a fin de dar 
cuenta de que la redacción de los mismos no es sólo declarativa sino básicamente prescriptiva, en tanto 
obliga a los Estados a hacer, a no hacer cosas y declara derechos de los hombres y sus obligaciones del 
mismo modo en que nuestra propia Constitución la hace.  
                                                 
366 Aunque sin duda podrian servir para ello. 
 
367 Contrario sensu, Lorenzetti R., Teoria del derecho ambiental, ob. cit. , quien considera que el Principio (en especial 
el Precautorio) es una norma jurídica y no una mera declaración, pero que el grado de obligatoriedad es diferente al 
de una regla de derecho, ya que esta última expresa un concepto jurídico determinado, de manera que no hay 
opción en el cumplimiento. En cambio, el principio es indeterminado, es un mandato de optimización, es decir, 
obliga a hacer todo lo posible para alcanzar el objetivo. Lo caracteriza de indeterminado y que no describe un 
supuesto de hecho a diferencia de las reglas que si contienen mandatos permisiones o prohibiciones aplicables a un 
supuesto delimitado con precision. 
 
368 Por ejemplo, entre otros, el Principio 23 de la Declaración de Estocolmo 71 menciona que toda persona, de 
conformidad con la legislación nacional, tendrá la oportunidad de participar, individual o colectivamente, en el 
proceso de preparación de las decisiones que conciernen directamente a su medio ambiente y, cuando éste haya sido 
objeto de daño o deterioro, podrá ejercer los recursos necesarios para obtener una indemnización 
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La propia Constitución Argentina declara derechos y garantías del mismo modo prescriptivo que 
utilizan las dos Declaraciones de Principios internacionales analizadas , y no por ello la misma no es de 
cumplimiento obligatorio o su aplicación se encuentra suspendida hasta tanto existan partidas 
presupuestarias para financiar de manera acabada un régimen determinado. Por el contrario, los 
derechos y garantías constitucionales son obligatorios y deben aplicarse como derechos, y no como 
criterios interpretativos, no pudiendo alegarse un carácter progresivo en su aplicación. Las políticas 
públicas deben dirigirse a su cumplimentación, en los claros términos que surgen de la propia letra de 
las prescripciones allí enunciadas. Cuando la propia letra de la Ley no exige esfuerzos de interpretación, 
debe ser directamente aplicada369, siendo la misma (la ley) la primer fuente de derecho. 
El quid de la cuestión se centra en dilucidar cual es el status legal que posee una Declaración de 
Principios de una Conferencia Internacional que no fue ratificada por el Estado Argentino como Tratado 
Internacional a tenor de no poseer dicho estatus legal internacional. Adelanto que la doctrina 
mayoritaria le niega satus vinculante a estas declaraciones y a la Agenda 21. Esta tesis disiente con 
todas estas posturas. 
Para validar la obligatoriedad de las Declaraciones de Principios, debe analizarse que la Convención 
sobre los Tratados y los mismos textos de los Principios, los que obligan ya que las leyes promulgadas a 
nivel nacional, deben ser eficaces a igual tenor que las reglas y normas convenidas internacionalmente. 
Esto es claramente lo que prescribe el Principio 11 de la Declaración de Río 92, de donde surge que, si 
bien los Tratados Internacionales son necesarios para abordar los problemas de ámbito mundial en un 
contexto jurídico internacional, para lograr sus objetivos es preciso que se adopten medidas a nivel 
nacional. “En el principio se destaca el deber de los Estados de  cumplir a nivel nacional las obligaciones 
internacionales que han contraído en materia de medio ambiente”.370 
Es decir, la Declaración de Río ´92 contiene obligaciones estatales debidamente suscriptas que 
deben ser respetadas y acatadas por los Estados e implementadas en su normativa interna. La finalidad 
de los Principios es entre otros servir de guía a la comunidad internacional en la tarea de incorporar al 
derecho interno las obligaciones allí suscriptas para la obtención del desarrollo sostenible, pero no por 
ello son no obligatorios.  
La Convención de Viena de 1969 sobre el derecho de los Tratados, que constituye  Ley vigente en 
Argentina mediante ratificación efectuada por el Congreso en la Ley 19.865, lato sensu define como 
Tratado a “cualquier acuerdo de voluntades susceptible de producir efectos jurídicos concertado entre 
sujetos de la comunidad internacional”.371 Los artículos 14 y 15 de la Convención de Viena sobre el 
                                                 
369 Ver Fallos 324:1740, 3143 y 3345. 
 
370 Informe del Secretario General de la Organización de Naciones Unidas. Comisión sobre el desarrollo sostenible. 
Consejo Económico y Social, Quinto período de sesiones 7 a 25 de abril de 1997  10 de febrero de 1997, pág.21. 
Disponible en www.cinu.org.mx/eventos/conferencias/johannesburgo/documentos/declaracrio.pdf, enlace 
verificado el 10 de novimbre de 2010. 
 
371 Rizzo Romano Alfredo, Derecho Internacional Público, Editorial Plus Ultra, Buenos Aires, 3ra. Edición, 1994, Pág.. 
57, incluso acepta dentro de la categoría de Tratado a  los concordatos de la Santa Sede  y un Estado y los acuerdos 
suscriptos entre la Comunidad Británica de Naciones (Common Whealth Británico) y de los organismos 
internacionales entre si o con un Estado aunque no estén regidos por la Convención de Viena de 1969. El autor 
descarta introducir como Tratados a los Acuerdos Protocolares, Convenios con Reyes Indígenas o Tribus y Convenios 
Matrimoniales, pero incorpora dentro de la catergoria de Tratado a los acuerdos entre un Estado con indiv íduos o 
compañias extrajeras a tenor de que éstos pueden ser sujeros al Derecho Internacionales Público.  
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Derecho de los Tratados prevén diversos modos de otorgar el consentimiento en obligarse por parte de 
un Estado a un Tratado, los que pueden ser mediante la ratificación, la aceptación, la aprobación o la 
adhesión.372   
El texto de la Convención de Viena sobre el derecho de los tratados identifica diferencias entre 
Tratados, a los que la doctrina identifica como “Tratados Leyes” (o normativos) que formalizan una 
obligación de derecho objetivamente válida y “Tratados –Contratos” que son actos generados de 
prestaciones recíprocas  entre los contratantes373 Sin embargo, la parte I punto 3 de la Convención, 
regula los acuerdos internacionales no comprendidos en el ámbito de la misma prescribiendo que el 
hecho de que la Convención no se aplique ni a los acuerdos internacionales celebrados entre Estados y 
otros sujetos de derecho internacional o entre esos otros sujetos de derecho internacional, ni a los 
acuerdos internacionales no celebrados por escrito, no afectará a) al valor jurídico de tales acuerdos; b) 
a la aplicación a los mismos de cualquiera de las normas enunciadas en la presente Convención a que 
estuvieren sometidos en virtud del derecho internacional independientemente de esta Convención;  c) a 
la aplicación de la Convención a las relaciones de los Estados entre si en virtud de acuerdos 
internacionales en los que fueren asimismo partes otros sujetos de derecho internacional.   
La capacidad para producir efectos jurídicos es un requisito esencial y sine quanon del Tratado 
Internacional374, aún si los mismos no encuadran jurídicamente dentro del alcance de la propia 
Convención según las prescripciones mencionadas, a los que sin embargo se les reconoce con valor 
jurídico, incluso en casos en que los mismos no se encuentren suscriptos de manera escrita, lo que da 
cuenta de la latitud con que los acuerdos en general y la fuerza vinculante de los pactos en el sentido 
más amplio han querido ser protegidos aún en situaciones de ausencia de un proceso de ratificación 
formal mediante Ley de Congreso y de cierta irregularidad formal según parámetros actuales . Ello basta 
para cuestionar las visiones que consideran como documento no vinculante a la Declaración de 
                                                 
372 El consentimiento de un Estado en obligarse por un Tratado se manifestara mediante la ratificación a) cuando el 
tratado disponga que tal consentimiento debe manifestarse mediante la ratificación; b) cuando conste de otro modo 
que los Estados negociadores han convenido que se exija la ratificación; c) cuando el representante del Estado haya 
firmado el tratado a reserva de ratificación; o d) cuando la intención del Estado de firmar el tratado a reserva de 
ratificación se desprenda de los plenos poderes de su representante o se haya manifestado durante la negociación. 
El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se manifiesta mediante la aceptación o la aprobación en 
condiciones semejantes a las que rigen para la ratificación. El articulo 15 establece el Consentimiento en obligarse 
por un tratado manifestado mediante la adhesión. El consentimiento de un Estado en obligarse por un tratado se 
manifestara mediante la adhesión: a) cuando el tratado disponga que ese Estado puede manifestar tal 
consentimiento mediante la adhesión: b) cuando conste de otro modo que los Estados negociadores han convenido 
que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión; o c) cuando todas las partes hayan 
consentido ulteriormente que ese Estado puede manifestar tal consentimiento mediante la adhesión 
373  La Convención no distigue entre Tratados y Convenios, aunque la doctrina diferencia y define que un Convenio 
es un instrumento escrito celebrado entre Estados con el mismo grado de formalidad que el de un Tratado, en el que 
en general se acuerdan aspectos económicos y comerciales sobre distintas cosas entre los Estados. Los acuerdos 
entre Estados adoptan diversas denominaciones, pero todos ellos son lato sensu, tratados internacionales, pudiendo 
denominarse “acuerdos”, “convenciones”, “convenios”, “carta”(tal es el caso los constitutivos de organizaciones 
internacionales), “estatutos”, “compromisos”, “concordatos” (en la relación estado- iglesia), “protocolos” (en tanto 
instrumento complementario de un tratados anterior), “declaración” etc. y su objetivo es que ellos sean cumplidos en 
aplicación de la obligación de “pact a sunt servanda” del propio texto convencional. 
374 Ver Rizzo Romano, ob. cit.  
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Principios Río de 1992375, las cuales otorgan a sus Principios sólo carácter de guías morales o éticas a 
tener cuenta.  
La Declaración de Principios de Río 92 no fue ratificada en los términos de la aprobación legislativa 
que le derecho interno argentino establece, porque no medió Ley del Congreso, pero si fue objeto de 
adhesión por la República Argentina y de hecho forma parte de la legislación interna mediante remisión 
directa y por ello es un Tratado Internacional en términos latos, lo que implica la asunción de un 
compromiso, de una obligación de actuar estatal de acuerdo al tenor de los  imperativos allí redactados. 
El Principio de Progresividad prescripto en diversos instrumentos internacionales entre ellos el art. 26 
de la Convención de Derechos Humanos y cuya característica se ha atribuido a las convenciones y 
declaraciones internacionales,  ha perdido vigencia, actualidad y alegabilidad por parte de los Estados, 
quienes, en especial  materia de derechos humanos básicos como la salud y el medio ambiente 
mantienen la obligación de asegurar su disfrute aún en circunstancias de recursos económicos 
insuficientes.376  
La situación es clara, “Pacta sunt servanda”. Si ello no fuera así ¿Cuál es el sentido de su 
adhesión?. 
Por ello, caracterizar a la Declaración de Principios ambientales como de lege ferenda (relativo a la 
Ley deseable) y no se lege data (relativo a la Ley existente), como consecuencia de ello derivar su no 
vinculabilidad atento a un carácter de vigencia progresiva concretable sólo de acuerdo a las 
posibilidades del Estado, y en función de ello, transmutar la esencia de los Principios Ambientales para 
convertirlos en simples guías de interpretación es un error. El derecho al medio ambiente y los 
principios de solidaridad y equidad que lo rigen, es un derecho humano pre condicional y pre –
constitucional, en tanto existente de manera previa a la propia técnica legislativa constituyente como 
bien fuera definido por la Corte Suprema de Justicia de Filipinas en el caso referenciado ut- supra.377 
En concreto, esta investigación concluye que la Declaración de Principios de Río 92, es un 
instrumento del Derecho Internacional Público, enmarcado dentro de la tipología legal de Tratado 
Internacional, debidamente adherido por la República Argentina (aunque no ratificado conforme 
proceso de ratificación del Congreso Nacional) de efecto vinculante  en materia de obligaciones suscritas 
según el propio texto del instrumento. Las obligaciones allí acordadas deben ser operativas per se y por 
aplicación de la obligación concreta suscripta en el principio 11 de la misma. No cabe interpretar otra 
cosa que lo que surge del propio texto legal. La redacción de los principios es clara. Son todas 
obligaciones estatales de hacer algo y cada principio establece en cada uno cuales son las mismas. Por 
ello, los Estados están obligados al cumplimiento de lo allí suscripto.  
                                                 
375 En el sentido pro característica no vinculante de la Declaración de Río 92 ver, entre otros, López Hernán, La 
regulación del desarrollo sustentable en el derecho, en Walsh R., Ambiente… ob. cit.   
376 En este sentido, en especial referido a la problemática de la progresividad aplicado al derecho a la salud, ver Ariza 
Clerici Rodolfo, El derecho a la Salud en la Corte Suprema de Justicia de la Nación, disponible en 
http://www.juridice.com.ar/doctrina/salud.htm, enlace verificado el 20 junio 2010. 
377 Tribunal Supremo de la República de Filipinas, Manila, 30 de julio de 1993, “MINORS OPOSA VS. SECRETARY 
OF THE DEPARTMENT OF ENVIRONMENT AND NATURAL RESOURCES” (DENR), G. R. No. 101083, reproducido en 
33 ILM 173, 187 (1994). 
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El accionar preservatorio en caso de incertidumbre científica es una obligación estatal y esta no 
sólo implica la aplicación de un criterio (un juzgamiento o raciocinio sobre premisas ambientales 
preservacionistas), sino una acción directa dirigida a la identificación de situaciones riesgosas en 
escenarios de incertidumbre y a obrar en consecuencia. Si el Estado argentino no toma medidas 
preservatorias de los recursos naturales investigando los hechos ambientalmente dañinos y los 
recursos amenazados, tomando medidas precautorias en los innumerables casos de incertidumbre de 
inocuidad que la matriz productiva y la conformación urbana y rural presenta, incurre en 
incumplimiento de obligaciones internacionales, así como de obligaciones constitucionales prescriptas 
por el propio derecho interno tras la reforma constitucional de 1994, concretando de este modo su 
responsabilidad por omisión.   
En tanto la materia es sustancialmente precondición necesaria e indisoluble con el derecho 
humano esencial y básico que es el derecho a la vida y a la salud (según se analizará mas abajo) la 
omisión estatal en esta área reviste una gravedad institucional que amerita el uso y despliegue de 
potestades superlativas de los órganos de Estado que poseen la facultad intersticial de re-equilibrar el 
orden constitucional en materia de defensa de derechos humanos del pueblo de la Nación. Ello será 
desarrollado más adelante. 
 
6.3.5.5 La redimensión de la Solidaridad como valor, obligación  y Principio del Derecho Ambiental.  
 
 
“There is enough for everybody's need, but not enough for their greed .”378 
 
La crisis ambiental es sólo uno de los efectos de la falta de solidaridad entre los hombres, entendida 
ésta como actividad o ejercicio de transmisión y comunicación de bienes tanto materiales como 
inmateriales ante situaciones de carencia o necesidad, la que se da tanto a escala local como a escala 
global. 
Los aspectos mas dramáticos de la falta de la implementación del valor de la solidaridad en las 
políticas públicas nacionales, regionales y mundiales se presentan en el estudio de los números de la 
pobreza y desnutrición mundial y local, esencialmente ligados a la falta de uso y acceso de los recursos 
naturales esenciales para poder sobrevivir, a saber: 
 
 
 
 
 
                                                 
378 Ghandi Mahatma “Hay suficiente para las necesidades de todos, pero no lo suficiente para su codicia." 
(Traducción propia). 
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a. Entre 2002, la cantidad de personas en el mundo que sufría desnutrición crónica fue de 852 
millones379. Desde los años 1995-1997, el incremento de personas hambrientas fue de 28 millones. 
Dicho deterioro se concentró en África, Oriente y África Central. En 2004 se estimaba que 40.000 niños 
morían por día en el mundo por mal nutrición y enfermedades relacionadas a ella, 150 millones de 
niños padecen mala salud y retardo en el crecimiento. La mayoría de los 852 millones de desnutridos 
crónicos del mundo, se distribuyen geográficamente en los países  sub desarrollados, 28 millones en los 
países en vías de transición  y 10 millones en los países desarrollados.380 
b. En 2009 esa suma de desnutridos crónicos ascendió a 1.000 millones debido a la crisis 
financiera internacional y el alto precio de los alimentos. En 2010 la suma descendió a 925 millones de 
personas que sufren hambre crónica. Es decir, el 16% de la población mundial padece 
desnutrición381 
c. El agua contaminada, es la responsable de la muerte de 1.5 millones de niños382, es decir, 1 
cada 15 segundos.  
d. 884 millones de personas en el mundo viven sin acceso al agua potable.  
e. Más de 2.500 millones de personas en el mundo viven sin un sistema adecuado de 
saneamiento. 
f. Se estima que unos 200 millones de niños en edad preescolar viven en zonas afectadas por la 
carencia de vitamina A. La carencia de vitamina A es índice de mal-nutrición y provoca ceguera, 
aumento de mortalidad y disminución de inmunidad. Por  año quedan ciegos entre 250.000 y 500.000 
niños, de los cuales dos tercios mueren al cabo de pocos meses.383 
g. Se estima que a nivel mundial 1.500 millones de individuos, están expuestos a niveles altos de 
contaminantes en el aire y que entre 20 y 30 % de las enfermedades respiratorias son causadas por aire 
contaminado, tanto exterior como interior de las viviendas.384 
h. Se estima que entre el 4 a 8 % de las muertes prematuras se deben a partículas tóxicas en el 
aire, tanto exterior como interior.385 
                                                 
379 FAO, datos año 2004, sobre estudio de los años 2000-2002.  
 
380 FAO, datos del 2004, sobre el estudio en los años 2000-2002. 
 
381 FAO, datos año 2009, disponible en http://www.fao.org/sd/spdirect/gis/wfs5.htm, enlace verificado el 10 de 
octubre de 2010. Ver entre otros sitios web http://es.euronews.net/2010/10/15/fao-el-16-por-ciento-de-la-
poblacion-mundial-sufre-desnutricion/, enlace verificado el 20 de enero de 2011. 
 
382 Según datos de la O.N.U.Foro Mundial del Agua. Ver Informe de las Naciones Unidas sobre el desarrollo de los 
recursos hídricos en el mundo, del año 2010, disponible en el sitio web  
http://www.unesco.org/water/wwap/wwdr/index_es.shtml, enlace verificado el 20 de diciembre de 2010, asi como 
los índices y estadísticas en dicha página. 
A su vez, ver  Diario Clarín, La falta de agua potable causa más  muertes que cualquier otra forma de violencia, 22 de 
marzo de 2010, disponible en Http://edant.clarin.com/diario/2010/03/22/um/m-02164876.htm, enlace verificado 
el 20 de diciembre de 2010. 
 
383 FAO datos 2009. disponible en http://www.fao.org/sd/spdirect/gis/wfs5.htm, enlace verificado el 10 de octubre 
de 2010. 
 
384 Murray CJL & Lopez AD (Eds.) (1996), The global burden of disease. A comprehensive assessment of mortality and 
disability from diseases, injuries, and risk factors in 1990 and projected to 2020. Harvard School of Public Health, 
Harvard University Press y Schwela, HD. 1996. Exposure to Environmental Chemicals Relevant for Respiratory 
Hypersensitivity: global aspects. Toxicol Let. 86: 131-42. 
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i. Se estima que aproximadamente 500 mil muertes anuales se originan en la contaminación del 
aire exterior por partículas y dióxido de azufre, siendo 2 millones de muertes anuales debidas a la 
exposición a altas concentraciones de partículas en el aire de ambientes interiores .386 
j. Aproximadamente el 20% de la población del mundo es dueña del el 80% del las riquezas y 
rentas mundiales387. En año 2006, el  1% de la población mundial poseía el 40% de la riqueza del 
mundo388.  
k. El 25% de la población mundial, consume el 60% de los alimentos, el 70% de la energía y el 7% 
de los metales del mundo.  
l. Por cada dólar que los países pobres reciben en créditos, deben devolver cuatro389. 
m. Los países desarrollados son los responsables del 75 % del deterioro ambiental.390 
n. Cada pobre del mundo consume al día, la mitad de las calorías que consume un perro en los 
países ricos.391 
 
En Latinoamérica: 
a. El hambre afecta a casi 100 millones de latinoamericanos .392 
b. La CEPAL (Comisión Económica para América Latina y el Caribe) usa otros parámetros para 
medir la pobreza extrema e indigencia, es decir, la carencia de lo suficiente para come r, por lo que 
estima que este flagelo afecta al 18,6%, unas 96 millones de personas. Desde 2002, hasta 2008 las 
cifras de pobreza e indigencia en América Latina bajaron del 44% (221 millones de personas) al 33% 
(180 millones de personas), para volver a subir en 2009 al 34,1% 393 (189 millones de personas)394.  
 
En la Argentina:  
a. En el año 2001, cuando la economía argentina acumulaba 3 años de recesión, el porcentaje de 
pobres era del 35,9% y el de indigencia era el 27,5%. La devaluación que ocurrió en el año 2002 amplió 
la pobreza al 57,5%  y la indigencia al 27,5%. En el segundo semestre de 2004 la Argentina, poseía el 
                                                                                                                                                             
385 Murray y Scwela ob. cit.   
 
386 Murray y Scwela ob. cit.   
 
387 Programa de Naciones Unidas para el desarrollo humano, Informe sobre el desarrollo humano 2002. Mundi 
Prensa, Madrid, 2002.  
 
388 Programa de Naciones Unidas para el desarrollo humano, Informe sobre el desarrollo humano 2006, ob. cit.  
 
389Programa de Naciones Unidas para el desarrollo humano, Informe sobre el desarrollo humano 2002, ob. cit.  
 
390 Capón Filas Rodolfo, Mundo del Trabajo, Bienestar general, Derechos Humanos, en  Bidart Campos y otros “Los 
Derechos Humanos del Siglo XXI, la Revolución inconclusa”, Ediar, Buenso Aires 2005. 
 
391 Capon Filas Rodolfo, Mundo del Trabajo, Bienestar general, Derechos Humanos  ob. cit.  
  
392 Ver entre otros Diario La Nación, Miércoles 6 de julio de 2005. 
 
393 Datos Cepal 2009.  
 
394 Diario La Nación, Miércoles 6 de julio de 2005. 
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40,2% de su población pobre (15,2 millones de personas) y el 15% en estado de indigencia (5,6 
millones))395  
b. En la Ciudad del Buenos Aires y el conurbano la pobreza afectaba al 37,7%, (en el año 2004) 
cuando diez años antes, en 1994, dicho índice era del 16,1%, años mas tarde el índice trepó a  un 
29,7% de pobres y en 2002 trepó al 54,3%.  
c. En 2009 la pobreza en Argentina según consultoras privadas (Ecolatina por ejemplo), se estimó 
en 31,2 % y la indigencia en 11,2%, cinco puntos porcentuales por encima de los niveles registrados en 
el 2008, en gran oposición a las mediciones del INDEC, instituto oficial que estimó en 2010, tras la 
creación de la Asignación Universal por Hijo, el índice de pobreza había retrocedido al 12%, por debajo 
del 13,9 % de enero-junio de 2009. 
d. La Encuesta Nacional de Nutrición y Salud realizada por el Ministerio de Salud de la Nación de 
2005,  estableció  que, de un total de 3,7% de desnutrición global, la Provincia de Jujuy presentaba un 
3%. Los datos oficiales del tercer trimestre de 2008 indicaron que el porcentaje de niños y niñas 
salteñas con déficit nutricional era de 5,4% entre los de 0 a 1 año de vida, y de un 10% entre los niños 
de 1 a 5. En la provincia de Salta, la mortalidad infantil fue de 14,9 por mil nacidos vivos durante  el 
año 2006 y de 15,4 por mil durante  el año 2007. En la provincia de Corrientes, según un relevamiento 
de la Central de Trabajadores Argentinos (CTA), el 49% de los chicos menores de 18 años es pobre y un 
29% pasa hambre. Estos datos dan cuenta de la inequidad en el acceso a los recursos naturales 
esenciales para la subsistencia. 
e. La Argentina produce alimentos para 329 millones de personas y su población es de 40 
millones de personas. 
 
El hombre no debe permitir que el siglo XXI re-edite esta realidad. Consentir que el 16% de la 
humanidad padezca desnutrición por falta de acceso a los recursos naturales esenciales para la 
subsistencia mientras todos los esfuerzos internacionales y nacionales se concentran en la 
implementación de un sistema jurídico comercial que beneficie sólo a algunos, contradice lo más 
elemental de la ética en el cumplimiento de los derechos humanos. 
Los efectos des-humanizantes derivados de los sistemas políticos, sociales y económicos tanto 
comunistas como capitalistas, la globalización, el nuevo método adoptado por el comercio mundial, así 
como sus externalidades ambientales negativas, la avaricia de ciertos sectores concentrados de la 
economía, en conjunto con la corrupción a todas las escalas sociales y en especial las gubernamentales, 
la ineficacia política institucional en la prosecución de un plan ordenado y coordinado que se someta a 
los objetivos de las garantías de los derechos existenciales básicos del hombre, la proclamación de 
objetivos teóricamente beneficiarios del bienestar general mediante convenios internacionales y leyes 
nacionales con fines concretos y efectos antagónicos a los proclamados y con el único fin de acrecentar 
privilegios y riqueza en ciertos sectores, olvidándose de los demás, y el anti-ético comportamiento de los 
grandes grupos de poder económico mundial, tanto privados como públicos, que fagocitan las cuentas 
públicas, corrompen a sus agentes, endeudan a niveles insostenibles las economías nacionales, 
                                                 
395 INDEC. Datos 2do. Semestre 2004. 
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desequilibran los sistemas monetarios nacionales, y migran los objetivos centrales y subsidiarios de los 
Estados nacionales hacia sus ciudadanos, son los  responsables de los datos que aquí se expres an. 
Dado el avance de la ciencia y la técnica actual, la pobreza y la indigencia deben poder ser 
superados. Ello implica, necesariamente, el ejercicio comunitario e individual del valor de la 
solidaridad. El Deber de Solidaridad Ambiental (en tanto valor) no es el equivalente al Principio de 
Solidaridad. El primero plantea un deber moral de comunicación de bienes materiales e inmateriales 
entre todos los hombres a fin de concretar el derecho básico que todos los seres humanos poseen al 
goce de un ambiente apto sano y equilibrado y al acceso a la cantidad y calidad de recursos naturales, 
tanto renovables como no renovables que permitan la satisfacción de las necesidades básicas. 
Esta noción básica de la solidaridad como virtud, como deber moral ha adquirido valor normativo 
en el Principio 7 de la Declaración de Río de 1992 sobre el Medio Ambiente en tanto éste establece que 
“los Estados deberán cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y 
restablecer la salud y la integridad del ecosistema de la tierra, como una obligación del derecho 
internacional”. Este valor también se encuentra consagrado en el principio 27, el que prevé que los 
Estados y las personas deberán cooperar396 de buena fe y con espíritu de solidaridad en la aplicación de 
los principios consagrados en esta declaración y en el ulterior desarrollo del derecho internacional en la 
esfera del desarrollo sostenible. 
La disciplina ambiental posee 3 ejes sobre los cuales se equilibra, siendo ellos el Principio 
Precautorio, la noción o valor de Solidaridad y el Principio de Cooperación. De todos ellos, la solidaridad 
se presenta como la base. Esta noción, sea entendida desde el aspecto religioso como “la acción dirigida 
a la transmisión de bienes tanto materiales como inmateriales”, o desde el punto de vista etimológico en 
tanto “adhesión circunstancial a la causa o a la empresa de otros”,397 da cuenta de la obligación de los 
Estados de estar compenetrados en la obtención de los mismos fines de preservación, protección y 
salud de los ecosistemas, lo que es la esencia misma de la cooperación. 
El concepto de solidaridad no es equivalente al valor de la fraternidad, noción que implica 
hermandad entre dos personas, proclamada en buena medida como uno de los teóricos ideales de la 
Revolución Francesa398, ya que este concepto implica el trato dado entre hermanos o dado como entre 
hermanos. Tampoco se agota en el concepto de cooperación, el cual implica la existencia de un trabajo 
mancomunado. La solidaridad es un concepto distinto. Ella es una virtud399 en sentido lato en tanto 
disposición constante a hacer el bien a los demás, una virtud moral y un valor400.   
                                                 
396 Es decir de coordinar en conjunto y con un mismo objetivo entre Estados con la obligación y con el  parámetro 
moral al principio general del derecho de la buena fe. 
 
397 Real Academia Española 
 
398 Contrario sensu ver Lorenzetti R., Teoria del Derecho Ambiental, ob. cit.  pág. 4, quien considera a ambos 
conceptos equiparables. 
399 Virtud. (Del lat. virtus, -ūtis). 1. f. Actividad o fuerza de las cosas para producir o causar sus efectos. 2. f. Eficacia 
de una cosa para conservar o restablecer la salud corporal. 3. f. Fuerza, vigor o valor. 4. f. Poder o potestad de obrar. 
5. f. Integridad de ánimo y bondad de vida. 6. f. Disposición constante del alma para las acciones conformes a la Ley 
moral. 7. f. Acción virtuosa o recto modo de proceder. 8. f. pl. Rel. Espíritus bienaventurados, cuyo nombre indica 
fuerza viril e indomable para cumplir las operaciones divinas. Forman el quinto coro.~ cardinal. 1. f. Rel. Cada una 
de las cuatro, prudencia, justicia, fortaleza y templanza, que son principio de otras en ellas contenidas. ~ moral. 1. f. 
Hábito de obrar bien, independientemente de los preceptos de la ley, por sola la bondad de la operación y 
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De manera dispar, el Principio de Solidaridad de la Ley General del Ambiente 25.675, reguló el 
sistema de responsabilidad solidaria que le cabe a los generadores de daños ambientales cuando 
existan 2 o más Estados ante una situación de riesgo en los sistemas ecológicos compartidos. Queda 
claro entonces que, el Principio de Solidaridad así planteado, no coincide con el Deber de Solidaridad 
emergente de la Declaración de Río 92. El valor o deber  de la Solidaridad fue normativizado en los 
Principios 7 y 27 de la Declaración de Río de 1992, pero no fue receptado por la legislación argentina. 
El art 4 de la Ley General del Ambiente 25.675 receptó bajo el rótulo “Principio de Solidaridad”401 al 
sistema de responsabilidad que consagró para la Nación y las Provincias en la prevención y mitigación 
de los efectos ambientales transfronterizos adversos sobre los sistemas ecológicos compartidos, 
circunscribiendo la aplicación del mismo sólo a los sujetos estatales (cuando la declaración en el 
principio 27 lo hace alcanzar incluso a los individuos) y con el fin de delimitar la exigencia en el 
cumplimiento de una obligación a cualquiera de las partes involucradas. El Principio de Solidaridad, a 
diferencia del Valor o Deber de Solidaridad, actúa ante las consecuencias de los hechos dañosos (ya sea 
para evitarlas o mitigarlas si ya se produjeron), no como fundamento moral sino como una obligación 
de responsabilidad tanto patrimonial como recomponedora de los esfuerzos y costos ambientales en los 
recursos naturales compartidos. En concreto, este artículo sólo regula la responsabilidad solidaria que 
los Estados afectados poseen en un 100% por el daño a los recursos transfronterizos. 
El valor o deber de solidaridad encuentra cierta recepción en el Principio de Cooperación 
consagrado en la norma local, el cual establece que “los recursos naturales y los sistemas ecológicos 
compartidos deberán ser utilizados en forma equitativa y racional”. La equidad es un concepto 
aproximado al de solidaridad pero denota otros elementos diferentes a la solidaridad y a la caridad. La 
equidad denota reparación de una situación injusta sobre la base de la equiparación basal en 
posibilidades de acceso a los recursos. La injusticia en materia ambiental puede presentarse en varios 
aspectos, siendo el más importante el del desigual acceso al uso de los recursos naturales producto de 
los desbalances ecológicos. El gran tema en cuestión es proteger a las generaciones presentes y futuras 
de la injusticia que implica la degradación ambiental en tanto fuente de salubridad humana y de 
sustento de vida. La inaccesibilidad de todos los hombres al agua, al aire, a los recursos naturales 
necesarios para su alimento y salud básica, es la injusticia de base más importante a cuyo fin apunta a 
subsanar el concepto de equidad en esta área del Derecho Ambiental. 
En concreto, lo injusto de dañar al medio ambiente radica en el impacto negativo que ello tiene en 
el presente y tendrá sobre el hombre en cuanto a la posibilidad de acceso a los recursos y al medio para 
mantener su subsistencia o para mantenerla de manera saludable. Ante esta injusticia, debe aplicarse 
la equidad como equiparadora de la desigualdad actual o potencial. 
                                                                                                                                                             
conformidad con la razón natural. ~ teologal. 1. f. Rel. Cada una de las tres, fe, esperanza y caridad, cuyo objeto 
directo es Dios. Diccionario de la Real Academia Española. 
400 Valores: 10. m. Fil. Cualidad que poseen algunas realidades, consideradas bienes, por lo cual son estimables. Los 
valores tienen polaridad en cuanto son positivos o negativos, y jerarquía en cuanto son superiores o inferiores. 
Diccionario de la Real Academia Española. 
.. 
401 “Principio de solidaridad: La Nación y los Estados provinciales serán responsables de la prevención y mitigación 
de los efectos ambientales transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los 
riesgos ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos.” 
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La equidad y la solidaridad no son sinónimos. La equidad denota la medida, la solidaridad es la 
acción tendiente a concretarla e implica transmisión de bienes materiales e inmateriales para la 
obtención de esta equiparación basal. Esta acción es la base del principio de subsidiariedad del Estado, 
y es la lógica consecuencia de la concreción del ejercicio de la caridad, entendida como el amor debido 
al prójimo como a uno mismo y del reconocimiento a todos los hombres como ontológicamente iguales. 
Ello debería garantizar la ayuda material básica para la mantención de la subsistencia bajo la noción y 
guía del fin social de la propiedad, lo que no implica que todos deben quedar igualados en cuanto a lo 
que poseen, sino que todos deben quedar igualados en cuanto a las posibilidades acceso a los bienes 
básicos para la mantención de la vida desde lo ambiental, y de la dignidad en dicho acceso a los 
recursos naturales y culturales esenciales para el desarrollo de una vida humana digna. La equidad 
implica una cierta igualación, la solidaridad no. La solidaridad ambiental, tanto privada como pública, 
incluye acciones concretas de transmisión de bienes materiales e inmateriales que garanticen la 
igualdad de derechos en el acceso a los recursos naturales básicos para vivir una vida digna y a 
mantener la propia existencia frente a eventos tales como la pérdida de la atmósfera, el agua, el 
desequilibrio térmico y de interacciones biológicas, físicas y energéticas que hacen peligrar a todos los 
hombres y seres por igual, así como de asistencia humana y ecológica a las personas en la actualidad 
constituidas en refugiados ambientales, producto de la migración que los desastres ambientales y 
ecológicos producen (tal es el caso del accidente nuclear de Chernobyl o el caso de Haití), así como la 
entrega de los bienes materiales y culturales esenciales que garanticen la preservación del medio. 
El ejercicio de la solidaridad aplicada a las conductas humanas y a las políticas públicas 
ambientales, garantiza a todos el mismo derecho a preservar la propia vida. Ella es la necesaria 
derivación de la noción del destino universal de los bienes, en tanto guía que da cuenta de que la tierra 
y sus recursos han sido creados para el uso de todos los hombres sin excepción, por ello los  bienes 
creados deben llegar a todos en forma justa y sin excepción según la regla de la justicia, inseparable de 
la caridad. “El hombre, usando estos bienes, no puede considerar las cosas exteriores que legítimamente 
posee como exclusivamente suyas, sino también como comunes, en el sentido de que, no le aprovechen a 
él solamente, sino también a los demás”.402 “Todos los demás derechos, sean los que sean, comprendidos 
en ellos los de propiedad y comercio libre, a ello están subordinados: no deben estorbar, antes al 
contrario, facilitar su real ización, y es un deber social grave y urgente hacerlo volver a su finalidad 
primaria”403. 
Ello no implica eliminar la propiedad privada como instituto, sino entenderla sometida a una 
“hipoteca social404 en donde el hombre y el respeto a su dignidad y de satisfacción de necesidades más 
esenciales, sean los ejes de todos las acciones tanto públicas como privadas. En este sentido, el 
principal objetivo a cumplir es la erradicación de la pobreza, no sólo por su estatus de riesgo 
estructural ambiental, sino porque su sola existencia es un escándalo ético en un mundo en el que la 
necesidad alimentaria (acceso a los recursos naturales básicos alimentaros y agua) es del orden del 
                                                 
402 Enciclica Gaudium et speces Nr. 69. 
 
403 Enciclica Populorum Progressio Nr. 22. 
 
404 Encíclica Solicitudo Rei Socialis Nr. 22. 
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16% mundial y la producción mundial de alimentos excede en mucho a la cantidad de habitantes del 
planeta. Los parámetros de la solidaridad así entendida, deben guiar las acciones concretas de las 
políticas públicas en búsqueda de algunos objetivos centrales que las naciones deben fijarse, los cuales 
deberían incluir:  
A nivel nacional: 
 Creación de mecanismos de acceso democrático e igualitario a los recursos y bienes esenciales 
para la vida (medio ambiente sano, salud, vestido, alimento, vivienda) y a los beneficios de la cultura y 
educación, a través de los medios más eficaces (servicio público y/o sistemas alternativos) para 
concretar el pleno goce de los derechos humanos. Los Estados deberían eliminar los sistemas de 
exclusión o limitación en materia médico asistencial, alimentario y educacional. En estas esfe ras, el 
acceso y el goce de las personas debe ser irrestricto. 
 Planificación y promoción de estructuras de producción y consumo en torno a la noción de 
desarrollo sostenible e inclusión social y económica de todos los hombres, que sepan utilizar y 
actualizar las potencias naturales del medio y sus recursos de manera respetuosa.  
 Obtención de esquemas socio-económicos de pleno empleo, en tanto éste ultimo es el gran 
ordenador social. La denominada cuestión obrera debe ser solucionada con adecuadas proporciones de 
salarios justos y precios accesibles para todos, que brinde la posibilidad a las familias de cubrir su 
subsistencia alimentaria, su vestido y vivienda digna, la educación formal para los hijos, alguna 
capacidad de ahorro y una cierta seguridad previs ional para la vejez y la enfermedad, que garantice una 
subsistencia digna. 
 Fomento del desarrollo y la producción científica y tecnológica a fin de obtener el mejoramiento 
del nivel de vida de las generaciones presentes y de garantizar a las futuras igual o superior standard 
sobre bases ecológicamente viables que permitan una auto propulsión natural virtuosa de crecimiento 
económico sobre la potencia del propio sistema natural.   
A nivel internacional 
 Real concreción de los fines declarados y no concretados  de justicia y ayuda internacional en el 
área medio ambiental, el uso y apropiación de los recursos naturales y del comercio mundial (GATT- 
OMC). 
 Prohibición de los abusos y expansiones económicas y financieras producidas  por naciones 
desarrolladas a costa de la prosperidad, seguridad y estabilidad político institucional de las naciones 
menos aventajadas.  
 Desarrollo de un sistema de producción internacional que coopere en el desarrollo e quilibrado y 
justo de toda las naciones y de sus habitantes, el cual debe orientarse al cumplimento de standars de 
no contaminación y consumo adecuado compatibles con los fines de preservación de los recursos, 
teniendo en cuenta la tasa de renovación de los renovables, la tasa de auto depuración de los auto -
depurables, y la tasa de sustitución tecnológica necesaria para la reducción de la dependencia de los 
recursos considerados no renovables.  
 Concreción de debido respeto a la soberanía y autonomías nacionales en el uso y explotación de 
los recursos a fin de satisfacer las necesidades sociales y ambientales vernáculas en primer lugar, en 
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un contexto internacional integrado en las esferas políticas, sociales  y económicas que efectivamente 
tienda a la concreción del bien común internacional. 
 
En todos los casos, la búsqueda del bien común es, necesariamente, según las propias palabras de 
Juan Pablo II, el ejercicio de la solidaridad en acción, y éste debe concretarse tanto en el área privada y 
de las personas individuales, como de los entes públicos. 
La misconcepción del principio contaminador-pagador y las sujeciones al comercio internacional de 
la disciplina ambiental reglados en el principio 16 de la Declaración de Principios de Río 92, deben ser 
re-formulados. El Principio Contaminador Pagador, si bien sirve como guía en la atribución de 
responsabilidad, para imputar responsabilidad a quien ha contaminado, no debe considerarse como 
sinómino del binomio “contamine y pague” o “contamino porque pago”. Esta visión debe ser superada. 
Esta última mal interpretación del Principio, es la que se encuentra por detrás de la Convención de 
Cambio Climático de Río 92, la cual incorporó la posibilidad de negociar las cuotas de emisión de 
dióxido de carbono o por detrás de la lógica de negociar con los permisos de contaminación. En la 
práctica, el sistema permite la elusión de la obligación de no contaminación del aire y genera a su vez 
un mercado lucrativo con beneficios ambientales nulos . Los países no deben contaminar, no deben 
emitir cantidades contaminantes de efluentes que impliquen contaminar el planeta. Para ello deben 
estructurar sus legislaciones para que ello no suceda y aplicar la mejor tecnología disponible.   
La permisión en la prosecución de la contaminación de ciertos países, en los hechos responsables 
de la gran contaminación global existente, a iguales tasas o superiores en tanto puedan adquirir 
derechos de contaminación de terceros, es una lógica que no se orienta hacia la sostenibilidad de los 
procesos biológicos y termodinámicos del medio terrestre. El desconocimiento de la potencialidad 
dañosa que la contaminación acumulativa de los sistemas ecológicamente dañados pueda tener, así 
como de la vertiginosidad contaminante de la misma con los ecosistemas colindantes y en el ecosistema 
global, debe generar la actuación concreta de preservación en cumplimiento de la obligación 
precautoria que los Estados suscribieron. Ello se logra con la simple prohibición de las actividades en 
cuestión y con la anulación de mecanismos de mercado impropios para los fines ambientales. 
Si bien es necesario que quienes contaminen sean impuestos de multas pecuniarias y hasta 
clausuras de actividad por su operación, aceptar la lógica “pigouviana”405 de los instrumentos 
económicos como instrumentos viables, es, en definitiva, permitir que la contaminación del medio 
prosiga e imprimir de cinismo y de manipulación contra revolucionaria a la disciplina ambiental. De 
nada servirá pagar más por más derecho a contaminar, si dicha actividad, sumada a las demás 
actividades autorizadas baso dicha lógica, termina, por su consecuente efecto acumulativo, aniquilando 
al ecosistema global y a todos en el largo plazo. 
                                                 
405  Se denomina sistema de “impuestos pigouvianos” (por referencia al economista Pigou), a los sistemas en que 
quienes más contaminaba más debía pagar y del desarrollo del método económico imposisitivo como desincentivador 
de las actividades no deseadaas. En la base de esta lógica, se encuentra un difícil juego de intereses que implica la 
necesidad de subsistencia del Estado mediante la recaudación, y los fines que debe perseguir. Si el Estado más 
recauda cuanto más se contamina y asi más dinero tiene, ¿Qué incentivo tendra el estado en prohibir la 
contaminación?.  
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El medio no debe ser contaminado y su equilibrio debe ser respetado. Para ello debe utilizarse la 
tecnología más avanzada que la ciencia brinda, debiendo el Estado compulsivamente obligar a la no 
contaminación, migrar las fuentes energía a fuentes renovables y ambientalmente amigables 
estableciendo una matriz energética diversificada y no contaminante, promoviendo y orientando a la 
ciencia y la técnica en tanto instrumentos idóneos en la aplicación de la producción y suministro de 
servicios esenciales se efectúe sin impactos significativos al medio. Alegar que toda actividad antrópica 
genera una alteración ambiental e identificar a ésta con la contaminación ya sea directa o acumulativa, 
es un mecanismo retórico falaz. La actividad humana no desequilibra el ambiente ni lo contamina, en la 
medida en que se desarrolle de manera adecuada y con respeto de los mecanismos y tiempos de auto-
depuración, de reproducción de los recursos renovables y de uso racional y migración de los no 
renovables. Los esfuerzos públicos y privados deben orientarse a determinar los modos biológicos y 
tecnológicos que concreten esta posibilidad en una realidad. 
El siglo XXI debe conseguir “el señorío del hombre sobre si mismo y sobre el medio que lo rodea, en 
beneficio de sus semejantes. Esto significa acción solidaria en la finalidad de equilibrar las desigualdades 
sociales y económicas y asegurar a todo ser humano su vida, su salud, su educación, su trabajo. Por lo 
menos letrinas y agua potable, además de un mínimo de servicios que lo liberen de las exposición a la 
enfermedad, a la violencia y la desintegración familiar”406 
“Esto centra la cuestión en decidir, si la comunidad de las Naciones debe ser gobernada por las cosas 
o gobernada por el hombre, si la economía mundial globalizada es una fuerza elemental incontrolable que 
domina la vida humana y puede, como un alud, precipitarse sobre ellos y sumirlos en crisis imparables. 
La producción de mercaderías no puede seguir siendo de deidad de nuestro tiempo. De ahí la imperiosa 
necesidad del señorío del hombre sobre las cosas y la defensa de la unidad, la solidaridad y la 
fraternidad como valores fundamentales del espíritu humano. La médula del problema radica en la mejor 
distribución del trabajo y de los bienes y esto, de buena fe, significa que la producción esté realmente al  
servicio de todos los seres humanos”. 407 
Las características y fines del derecho ambiental hacen que el ejercicio del derecho por parte de los 
ciudadanos (incluidos los funcionario y magistrados que son parte necesaria en el caso en su calidad de 
seres humanos sujetos a las mismas condiciones biológicas y termodinámicas que los demás) y de los 
funcionarios encargados de instaurar el sistema que concrete el desarrollo sostenible nacional, deba ser 
de tipo activo, protagónico408, orientando a la concreción expedita de los fines de supervivencia colectiva 
y la tolerancia pública tanto social como institucional, así como de condena a las conductas anti 
preservativas de la vida.  
Los jueces son, en definitiva, quienes deberán operativizar estos valores en sus decisiones, 
proyectando las mismas como instrumentos políticos esencialmente orientados a evitar el sufrimiento 
socio ambiental de las personas en los casos concretos que les toque decidir y la extinción colectiva de 
                                                 
406 Fayt C.S., “Génesis…”, ob. cit.   pág.. 237. 
 
407 Fayt C.S., “Genesis…” ob.cit.  Pág.. 241 
 
408 Ver entre otros Rosatti Horacio, Derecho Ambiental constitucional, Rubinzal, Buenos Aires, 2004 pág..52 quien 
describe la peculiaridad que el sujeto destinatario de la pretensión ambiental es su agente, quien debe asumir un 
activo protagonismo para la efectivización de la misma-  
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todos en el largo plazo. Para ello, deben tener una clara conciencia de la proyección de efectos de los 
mismos y de la cabal posibilidad de utilización del efecto erga ommes de sus decisiones. A su líder 
jerárquico, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, le toca asumir la veradera responsabilidad que 
posee, la de la última y definitiva palabra del poder estatal , y crear un método normativizado de 
actuación política en estas esferas, inaugurando una nueva manera de actuación ex ante en materia de 
políticas públicas ambientales. Esto último se presenta como un aporte novedoso de esta tesis. 
 
 
6.3.6 El Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado como Derecho Humano. 
 
“A través del estudio de los derechos del hombre se contempla la historia del sufrimiento humano.”409 
" El nudo de la vida es evidente: vivir (biológicamente) apareja el derecho a vivir con dignidad y en las condiciones 
que, por ser persona, exige todo ser humano, tanto de los demás semejantes, como del Estado. Por ende para vivir con 
dignidad la calidad de vida se debe integrar con la salud.” 410 
“Es ocioso recalcar que el derecho al ambiente sano del art. 41 también se anuda con el derecho a la salud cada 
vez que contaminaciones y depredaciones (del aire, del agua, de la flora, etc.) provocadoras del daño ambiental, 
inciden malignamente en la salud y hasta en la vida  -a veces-, de las personas.” 411 
Las deudas de la humanidad hacia si misma son innumerables. Por los abusos y los actos más 
drásticos, injustos, inequitativos, impiadosos y extremos han surgido los movimientos sociales y los 
instrumentos legislativos que intentan regular la conducta humana a fin de evitar su repetición o de 
sancionar su acaecimiento. Tras la regulación de los actos más barbáricos que el hombre puede hacer 
contra otro hombre, el mismo cayó en la cuenta de que existía un modo de perpetrar su propia 
aniquilación, pero no fue hasta fines del siglo XX que los teóricos en esta materia comenzaron a percibir 
que el Derecho al Medio Ambiente Sano como un Derecho Humano y empezaron a surgir los primeros 
refugiados ambientales.412 
Los Derechos Humanos413 son una síntesis de las facultades interiores del hombre414  
consubstanciales al mismo. Ellos escapan a las teorías de derecho que sufren transformaciones, ya que 
                                                 
409 Carlos S. Fayt, “Los Derechos Humanos…”, ob. cit.   Introito. 
410 Bidart Campos, Germán J., Lo viejo y lo nuevo en el derecho a la salud: entre 1853 y 2003, Revista Jurídica La 
Ley, Buenos Aires, 2003-C, 157. 
411 Bidart Campos, Germán J., Tratado Elemental de Derecho constitucional argentino, ob. cit. t. I-B, p. 290. 
412 Para más detalle sobre refugiados ambientales ver entre otros informes:  UNEP, Environmental Refugees, at i 
(1985); Cícero Bley Jr. Ciencia Hoje vol. 25 n148, 1999 
 
413 Los derechos humanos han sido consagrados en diversos instrumentos internacionales, entre ellos,  la 
Declaración Universal de Derecho Humanos, adoptada y proclamada por la asamblea general en su resolución 217 A 
(III) el 10 de diciembre de 1948 , la Declaración Americana de los Derechos Y deberes del Hombre , aprobada por la 
Novena Conferencia Internacional Americana Bogotá, Colombia, 1948. El derecho argentino los receptó 
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son realidades que viven y se desenvuelven con el hombre ya que constituyendo su esencia. A su vez, 
son facultades anteriores a toda  Ley escrita, no han sido creadas por leyes positivas y los cambios que 
operan en las instituciones jurídicas tienden a realizarlos plenamente. Son un variado conjunto de 
derechos inherentes a la persona humana que van desde el más importante y esencial para la persona, 
que es el derecho a la vida 415 a los derechos políticos, pasando por los derecho a la libertad, a la 
igualdad, seguridad e integridad de la persona, de libertad religiosa, de protección de la honra y 
reputación, protección de la maternidad y a la infancia, la inviolabilidad del domicilio, la 
correspondencia, la salud y el bienestar, a la educación y  los beneficios de la cultura y de la seguridad 
social, (entre otros). El Preámbulo del Protocolo de San Salvador, reconoce en forma expresa la estrecha 
relación existente entre la vigencia de los derechos económicos, sociales y culturales y la de los 
derechos civiles y políticos, constituyendo todas estas diferentes categorías de derechos  un todo 
indisoluble que se encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana. Esta 
indivisibilidad e interdependencia entre los derechos económicos, sociales y culturales, y los derechos 
civiles y políticos, es abarcativa del derecho a la vida de una manera amplia entendida como calidad de 
vida, lo cual incluye el derecho a la educación, a la salud y a la protección de la degradación 
medioambiental. 
Según se adelantara, el fin del siglo XX demostró al hombre que las consecuencias  de su obrar 
inapropiado poseía consecuencias globales en el ecosistema que comprometían su propia subsistencia, 
presupuesto básico de exigencia de cualquier otro derecho. En la República Argentina, no fue hasta el 
año 1994 en que el Derecho al Ambiente Apto Sano y Equilibrado fue consagrado constitucionalmente 
junto con los demás derechos denominados de tercera generación, los cuales son considerados como 
los “derechos de la cooperación y solidaridad”416, en tanto tienden a consolidar legislativamente la 
noción de la igualdad y dignidad de la personas humana incluyendo dentro de este concepto , a la 
calidad de vida como situación demostrativa de la consagración de esa noción.  
Por su lado, diversos organismos internacionales receptaron en el mismo como un Derecho 
Humano esencial del hombre, en el entendimiento que éste posee relación estrecha con el derecho a la 
vida (primer derecho humano). La Declaración Americana de Derecho Humanos, en sus artículos XI y 
XLL reconoció los derechos a la salud y a la educación y el Protocolo de San Salvador, previó en el 
contexto del sistema interamericano la protección de un gran numero de derechos, entre ellos: el 
derecho al trabajo (art. 6), condiciones justas, equitativas y satisfactorias de trabajo (art. 7), derechos 
                                                                                                                                                             
constitucionalmente en el año 1994 cuando la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; la 
Declaración Universal de Derechos Humanos; la Convención Americana sobre Derechos Humanos; el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 
su Protocolo Facultativo; la Convención sobre la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio; la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Racial; la Convención sobre la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes; la Convención sobre los Derechos del Niño; fueron introducidas 
constitucionalmente en la reforma constitucional de ese año en el art. 75 inc.22. A todos estos pactos se les otorgó 
constitucionalmente jerarquía superior a las leyes y mecanismos exigentes de denuncia.  
 
414 Carlos S. Fayt, “Los Derechos Humanos…”, ob. cit.   
 
415 Arts. 3 y1 respectivamente de las Convenciones mencionadas ut supra. 
 
416 Essain José Alberto, Competencias ambientales , ob. cit., pág.18 
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sindicales (art. 8), derecho de seguridad social (art. 9), derecho a la salud (art. 10), derecho a un medio 
ambiente sano (articulo 11), derecho a la alimentación (articulo 12), derecho a la educación (art. 13), 
derecho a los beneficios de la cultura (art. 14), derecho a la constitución  y protección de la familia (art. 
15), derecho a la niñez (art. 16), protección de los ancianos (art. 17) y protección de la dispacacidad (art. 
18). El artículo 11 del Protocolo de El Salvador Adicional estableció el derecho de toda persona a vivir 
en un medio ambiente sano y a contar con servicios públicos básicos , encomendando a los Estados 
Partes a promover la protección, preservación y mejoramiento del medio ambiente. El mérito de este 
instrumento, residió en relacionar los derechos ambientales con en el de goce de servicios públicos 
básicos y el de poder obligar a los Estados Partes a promover la protección, preservación y 
mejoramiento del medio ambiente.  
Esta Declaración de Derechos Humanos ha sido reconocida por la propia OEA417 y por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación Argentina, quien ha aceptado el valor vinculante de para el Estado 
Argentino418 de las obligaciones asumidas, aún a pesar de la falta de tipificación internacional de dicha 
Declaración como un Tratado Internacional, previendo incluso la protección por vía directa de los 
mismos por parte de los tribunales de justicia aún en caso de inexistencia de normas internas 
receptivas de los mismos, haciendo caso omiso de las prescripciones del Pacto Internacional de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las UN (1966)419, y de las prescripciones que los 
consideran derechos de vigencia progresiva y no exigibles sino en la medida en la que los Estados 
tuviesen capacidad para hacerlo. En este sentido, la Corte Suprema ha aceptado la protección directa 
de los derechos humanos (en especial en el área del derecho a la salud) declarando la inoponibilidad de 
la alegada calidad de derechos de vigencia progresiva, (basada en teóricas restricciones de presupuesto 
alegadas por el Estado para la elusión de su responsabilidad). Esta postura jurisprudencial y de hondas 
implicancias en materia de políticas públicas sanitarias nacionales, le ha valido al Máximo Tribunal 
severas críticas en materia de ingerencia en la órbita de los otros poderes del Estado, bajo el argumento 
desplegado por los abogados del Estado que las áreas presupuestarias y de finanzas públicas son 
temáticas político-económicas reservadas a los otros dos poderes de Estado, y que las decisiones 
judiciales en esta materia dictadas contra el Estado, definitivamente impactan en esa órbita, lo cual 
                                                 
417 La Corte Interamericana, en la Opinión Consultiva Nr. 10, señaló que si bien la Declaración Americana no era un 
tratado, constituía una fuente de obligaciones internacionales en cuanto determinaba los derechos a los que se 
refería la Carta de la OEA. 
 
418
 En los casos “Asociación Benghalensis”, “Etcheverry” y “Hospital Británico”,  la C.S.J.N. dispuso que ante la 
exigibilidad del derecho a la salud, no resultaban oponibles razones de restricción presupuestaria o de incompetencia, 
dado que el Estado federal estaba obligado tanto en el plano nacional como internacional a su cumplimentación. 
Entendió también que la partida presupuestaria, si bien era un acto político, el estric to cumplimiento de las 
obligaciones jurídicas positivas eran exigibles judicialmente en la medida que se complementaba el derecho 
internacional de los derechos humanos y la reglamentación local del derecho a la salud cobraba mayor operatividad. 
En estos casos la Corte definió claramente que el Poder Judicial era el órgano que es el último resorte del Estado 
responsable del cumplimiento de las obligaciones positivas internacionales, lo que se concretaba asegurando la plena 
vigencia y efectividad del “disfrute más amplio posible” en forma “progresiva”. 
 
419 Que en su artículo 2, inciso 1 dice: “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar 
medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas 
y técnicas, hasta el máximo de los recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios 
apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí 
reconocidos.” 
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implica en definitiva un rediseño y re distribución presupuestaria efectuada por la vía judicial. La 
procedencia de este tipo de acciones en todas las instancias judiciales del país y el claro aval dado por 
Tribunal superior del país, da cuenta del incontrastable hecho que la actividad económico financiera del 
Estado debe ajustarse a lograr los fines del propio Estado, que no es otro que la defensa de sus 
ciudadanos en sus derechos constitucionales, en especial de los mas esenciales, los que no son 
derechos meramente teóricos o programáticos. La OMS y la OPS consideran a la salud como un estado 
completo de bienestar físico, mental y social.420 Este concepto, "va mucho más allá de un estado personal 
que puede significar "no estar enfermo" o "no enfermarse"421, abarcado y entrelazándose con el Derecho 
al medio ambiente sano, con el cual existe una íntima relación, en tanto el hombre se enferma producto 
del medio inepto para mantener su condición de salud, en tanto la contaminación produce tanto 
enfermedades agudas y crónicas de diverso tipo y en la propia subsistencia de todos en el largo plazo.  
La indivisibilidad e interdependencia de los derechos humanos422, en tanto características 
esenciales fueron reconocidas por las Naciones Unidas en la Conferencia Internacional de Derechos 
Humanos en Teherán, en 1968 la que emitió la Proclama de que “los derechos humanos son 
indivisibles, la relación de los derechos civiles y políticos sin el goce de los derechos económicos, 
sociales y culturales resulta imposible”. Esta Proclamación de Teherán fue ratificada y ampliada en 
sucesivas resoluciones en la materia423. De ella surge que los derechos humanos y las libertades 
fundamentales son indivisibles e interdependientes y que las diversas clasificaciones o categorías en 
económicos sociales y culturales debían ser tratados de manera unificada y sin distinción promoviendo 
la protección de todos de manera igualitaria. La razón de ello no es otra que el respeto a la digni dad de 
la persona humana.424 A su vez, el Comité no sólo ratificó la doctrina de la indivisibilidad e 
interdependencia de todos los derechos, sino también la incorporación directa de sus  disposiciones y 
derechos ante los Tribunales nacionales425.    
De la calidad de universales, interrelacionados e interdependientes426 de los Derechos Humanos, 
puede afirmarse que: 1) existe un derecho al ambiente que se basa en la dignidad de la persona humana 
                                                 
420 Párrafo 2° de la Constitución de la OMS. 
421 En este sentido ver Morello, Augusto M., Cafferatta, Néstor A., Dimensión social del Derecho de la Salud. 
Problemas, enfoques y perspectivas, ED, diario del 11 de agosto de 2005. Bidart campos, Germán j., "Otra vez los 
bienes "colectivos", LA LEY, 2002-A, Sec. Columna de opinión, p. 1377. 
422 Para mayor detalle sobre el tema ver Albanese S., Indivisibilidad e intangibilidad de los derechos, publicado en 
Lexis Nexis, S.J.A. 20/11/2002. 
 
423 Ver entre otras Resolución Nº 32/130, AG 16/12/1977.  Resolución Nº 39/145, AG, 14/12/1984. y reiterado en 
Nº 43/113, 43/114 y 43/115,  de 1988 
 
424 El Preámbulo de la CADH prevé  “la estrecha relación que existe entre la vigencia de los derechos económicos, 
sociales y culturales y la de los derechos civiles y políticos, por cuanto las diferentes categorías de derechos 
constituyen un todo indisoluble que encuentra su base en el reconocimiento de la dignidad de la persona humana, 
por lo cual exigen una tutela y promoción permanente con el objeto de lograr su vigencia plena, sin que jamás pueda 
justificarse la violación de unos en aras de la realización de otros“. 
 
425 OG Nº 9 (1998) “La aplicación interna del Pacto”. 
 
426 Conferencia Mundial de Derechos Humanos Viena, 14 a 25 de junio de 1993. Declaración y programa de acción 
de Viena. Punto 5: “5. Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están 
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y 2) por la interrelación, universalidad e interdependencia de todos los derechos humanos, el derecho a 
un ambiente sano, equilibrado, apto para la vida no se puede desvincular de los otros derechos y para 
este caso, se destaca la vinculación con el derecho a la vida y a la salud de las personas.427 
A.A Cançado Trindade428 apoyó la noción de la indivisibilidad de los derechos humanos y la 
emergencia de preocupaciones ambientales globales, en tanto éstas se habían constituido en problemas 
de interés común de la humanidad. Destacó que no sólo existía el derecho a la vida sino también el 
derecho a conservar la vida429 y expresó que la indivisibilidad de los derechos humanos y la emergencia 
de problemas ambientales globales como el interés común de la humanidad anunciaba la emergencia 
de obligaciones erga omnes. Explicitó que los derechos fundamentales a la vida y a la salud estaban en 
la base de la razón de ser del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y en el Derecho 
Ambiental. El derecho a la vida comprende el derecho de cada ser humano a no ser privado de su vida 
(derechos civiles y políticos) y el derecho de todo ser humano de tener sus medios de subsistencia y un 
nivel de vida adecuado, es decir derecho a la preservación de su vida lo que pertenecería a la órbita de 
los derechos económicos, sociales y culturales. 
A su vez, la OEA reconoció esta vinculación estrecha entre medio ambiente y derechos humanos, en 
prueba de lo cual dictó la resolución AG/RES. 1819 430(XXXI-O/01)431, titulada Derechos Humanos y 
Medio Ambiente, aprobada en la tercera sesión plenaria de 2001, en la cual destacó la importancia de 
promover la protección del medio ambiente y el pleno goce de los derechos humanos, y profundizar su 
conocimiento sobre el vínculo entre ambos.  
                                                                                                                                                             
relacionados entre sí. La comunidad internacional debe tratar los derechos humanos en forma global y de manera 
justa y equitativa, en pie de igualdad y dándoles a todos el mismo peso. Debe tenerse en cuenta la importancia de 
las particularidades nacionales y regionales, así como de los diversos patrimonios históricos, culturales y religiosos, 
pero los Estados tienen el deber, sean cuales fueren sus sistemas políticos, económicos y culturales, de promover y 
proteger todos los derechos humanos y las libertades fundamentales. 
   Y también: 
“11. El derecho al desarrollo debe realizarse de manera que satisfaga equitativamente las necesidades en materia de 
desarrollo y medio ambiente de las generaciones actuales y futuras. La Conferencia Mundial de Derechos Humanos 
reconoce que el vertimiento ilícito de sustancias y desechos tóxicos y peligrosos puede constituir una amenaza grave 
para el derecho de todos a la vida y la salud.” 
 
427 La OMS en su último informe anual destaca las causas ambientales de las enfermedades. María Neira dice que el 
77% de las enfermedades tiene que ver con cuestiones ambientales. 
 
428 Antonio Augusto Cançado Trindade quien fuera juez de la Corte Interamericana de Justicia,   
429 Seminario en Brasilia sobre Derechos humanos y ambiente, en conjunto con consultores jurídicos del PNUMA. 
1992. 
430 “Que el efectivo disfrute de todos los derechos humanos, incluidos el derecho a la educación, los derechos de 
reunión y libertad de expresión, tanto como el efectivo goce de los derechos económicos, sociales y culturales pueden 
promover una mejor protección ambiental, creando las condiciones conducentes a la modificación de pautas de 
comportamiento que conducen a la degradación del ambiente, a la reducción del  impacto ambiental de la pobreza y 
a modelos de desarrollo insostenibles, a una más efectiva difusión de la información sobre este problema y a una 
participación más activa en los procesos políticos de los grupos afectados por el problema.” 
431 Esta resolución fue completada al año siguiente por la 1896 (XXXII-0/ 02) en la que se reafirmó el indudable 
vínculo entre Derechos Humanos y Derecho Ambiental. 
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La relación entre derechos humanos y medio ambiente ha sido estudiada localmente.432 Existe 
coincidencia doctrinaria433 en que ambos derechos son novedosos en la disciplina jurídica y poseen 
cierta tendencia a la universalización. Ambos poseen raíces sociales y contenidos variables, por ser 
abiertos a la realidad y a cambios políticos sociales, debiendo sus normas adaptarse a las diversas 
épocas de las sociedades. La internacionalización de la problemática y el no reconocimiento de fronteras 
del fenómeno ambiental, genera todo un marco internacional de regulación que ha dado lugar a  
Naciones Unidas434, en el informe final sobre medio ambiente y derechos humanos (año 1994) a dar 
cuenta de que la  preservación del balance natural, la conservación de la estabilidad del ecosistema, la 
preservación de los recursos naturales, en definitiva la permanencia del planeta tierra, es 
imprescindible para la generación y preservación de la vida y requiere acciones urgentes en virtud de la 
escala actual del daño ambiental y su impacto en el ser humano, en su bienestar, en su dignidad, en 
definitiva en el goce efectivo de sus derechos humanos fundamentales. En este contexto, debe tenerse 
en cuenta el nexo entre la pobreza y el medio ambiente, el que da cuenta de un círculo vicioso de 
pendiente negativa que genera más vulnerabilidad en todos los sentidos. Las regiones, países y 
comunidades más vulnerables, depredan el medio ambiente a fin de conseguir su subsistencia, utilizan 
sus recursos de una manera desesperada que no permite el respeto a la tasa natural de renovación y/o 
depuración de los recursos, generando de ese modo, un agravamiento adicional a la precaria situación 
que presupone el estado de pobreza y generando riesgos alimentarios y de salud aún más severos.435 
En el ámbito judicial internacional, la vinculación entre Derechos Humanos y Derecho al Medio 
Ambiente Sano ha sido reconocida por organismos internacionales de protección de los derechos 
humanos tanto europeos como americanos. 
El Tribunal Europeo de protección de Derechos Humanos ha sido pionero en establecer, en casos 
concretos traídos a sus estrados, la clara relación entre ambos. Tal es el caso  “ZANDER V. SUECIA”436 
en que los Tribunales locales de Suecia habían denegado un recurso judicial ante la amenaza de daño 
ambiental por el mal funcionamiento de una planta de tratamiento y depósito de residuos. La Corte 
Europea entendió que Suecia había violado el artículo 6 de la Convención y estableció expresamente la 
                                                 
432 Como por ejemplo el Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente co- fundado por la ex -Ministro de Medio 
Ambiente de la Nación Romina Picolotti. Página web:  http://www.cedha.org.ar/docs/doc93-spa.htm, enlace 
verificado el 1 de abril de 2009. 
 
433 Ver: 1) Picolotti Romina. “Responsabilidad Empresarial, Derechos Humanos, Y Ambiente: Jurisprudencia 
Internacional De Derechos Humanos En Casos De Degradación Ambiental Empresarial”   Centro de Derechos 
Humanos y Medio Ambiente Enero 2002. Ponencia  presentada en Presentado en Porto Alegre, Foro Social Mundial. 
Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente.   
 2) Centro de Derechos Humanos y Medio Ambiente. “Informe sobre derechos humanos y medio ambiente en 
América”. presentado ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en ocasión de la audiencia de carácter 
general celebrada en Washington D.C. el 16 de Octubre del año 2002. Ambos disponibles en: 
http://www.cedha.org.ar/docs/doc93-spa.htm , enlace verificado el 1 de abril de 2009. 
 
434 Las Naciones Unidas ordenó en su resolución 1994/27, de 26 de agosto de 1994, transmitir el informe final de la 
Relatora Especial sobre los derechos humanos y el medio ambiente (E/CN.4/Sub.2/1994/9 y Corr.1) a la Comisión 
de Derechos Humanos, con miras a su publicación y a una difusión lo más amplia posible 
 
435 Ver Zarabozo Mila Maria Victoria, Inseguridad Alimentaria, en Nuñez Santiago y otros, Agroalimentos y 
Globalización, Ediar, Buenos Aires, 2006. 
 
436 Zander v. Sweden, ECHR (1993), Series A, No. 279B 
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obligación del Estado de proveer recurso judicial sobre decisiones administrativas que hacían a la 
actividad empresarial, reconociendo la posibilidad judicial de ratificar o anular la autorización 
administrativa cuando se violaran intrínsecamente Derechos Humanos.  
En “BALMER-SCHAFROTH Y OTROS V SUIZA”437 la amenaza ambiental denunciada por los actores 
fue calificada de insignificante y el recurso rechazado por falta de prueba concreta de la relación de 
causalidad entre las condiciones de operación de  la planta nuclear y los derechos a la  integridad física 
denunciados. Los actores no demostraron que la operación de la planta los exponía personalmente a 
una amenaza sería e inminente de sus derechos. 
En el caso “LOPEZ OSTRA V ESPAÑA”438, los actores alegaron sufrir un serio daño a la salud como 
consecuencia de la contaminación de una planta de tratamiento de residuos de curtiembre. La Corte 
Europea de Derechos Humanos reconoció que la polución ambiental puede afectar derechos 
individuales. Asimismo estableció que era posible justificar un cierto grado de degradación ambiental si 
en miras se encontraba el avance económico del país, sólo en la medida en que el daño ambiental fuera 
consecuencia de una actividad lícita autorizada y que produjera un beneficio económico para la 
comunidad general sin generar una carga desproporcionada sobre el derecho de un particular. De este 
modo reconoció que el Estado gozaba de un margen de apreciación en determinar la proporcionalidad, 
legalidad y legitimidad del objetivo perseguido con la actividad económica desplegada, sin perjuicio de lo 
cual, resolvió que el Estado Español se había excedido en su margen de apreciación, por lo cual,  otorgó 
a la Sra. López  Ostra 4.000.000 de pesetas más gastos y honorarios de abogados. 
El Sistema de Interamericano de protección de derechos humanos ha entendido en el tema de 
degradación ambiental y derechos humanos en los casos individuales “COMUNIDAD MAYAGNA SUMO 
V NICARAGUA” y “YANOMAMI V BRASIL”.439 
En el caso “YANOMAMI V BRASIL”, los actores alegaron que el Estado Brasilero había violado sus 
derechos humanos mediante la construcción de una autopista (la cual atravesaba territorio indígena) y 
el otorgamiento de la autorización de explotación de los recursos naturales en dicho territorio de su 
pertenencia. La Comisión concluyó que el Estado había violado los derechos a la vida, a la libertad, a la 
seguridad personal, a la residencia y a la salud de la comunidad originaria Yanomami . En “MAYAGNA 
SUMO V NICARAGUA” los actores alegaron que el Estado Nicaragüense había violado su derechos 
humanos mediante la concesión de permiso de explotación forestal en territorio indígena a una 
empresa. La Comisión dictó medidas cautelares en favor de la comunidad que consistían 
principalmente en la suspensión de cortes de madera y resolvió a favor de ésta. 
En cuanto a las consecuencias de tipo social derivadas del daño al medio ambiente, debe empezar 
tenerse en cuenta la particular situación de los refugiados ambientales. En el año 1985 el Programa de 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente presentó un informe llamado “Refugiados Ambientales”, 
definiéndolos como: “aquellos individuos que han sido temporariamente desplazados a causa de 
                                                 
437 Balmer-Schafroth v. Switzerland, 1997-IV ECHR, 26 agosto 1997. 
 
438 Lopez-Ostra v. Spain, ECHR (1994), Series A, No. 303C. 
 
439 Case 7615 (Brazil), INTER-AM.CH.R., 1984-1985 Annual Report 24, OEA/Ser.L/V/II.66, doc. 10, rev. 1 (1985). 
Comunidad Indígena de Awas Tingni Mayagna (Sumo) vs. Nicaragua, Caso No. 11577. 
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peligros naturales o accidentes industriales, que han sido permanentemente desplazados por grandes 
proyectos económicos de desarrollo, o que se han visto obligados a emigrar por el mal procesamiento y 
depósito de residuos tóxicos.”440 Este desplazamiento forzoso de personas puede deberse a la 
construcción de grandes obras de infraestructura, a la contaminación de aguas que comprometen la 
subsistencia de los pueblos o a la desertificación de los suelos que se vuelven incultivables. Tal es el 
caso de Haití, en donde se estima que casi el 50% de las tierras aptas para cultivo se han degradado, 
generando 1,3 millones de refugiados ambientales, quienes, se encuentran legalmente desprotegidos ya 
que la Convención Internacional sobre Refugiados (1951) y su Protocolo de 1967, no enumeran la 
causal ambiental como generadora de status de refugiado. Los accidentes industriales o nucleares 
(como el caso de Chernobil), son también causas que generan este tipo de refugiados , cuya protección 
es una tarea pendiente del Derecho Internacional. 
En la Argentina, el recurso hídrico, (el agua para consumo), ha sido uno de los primeros en ser 
judicialmente reconocido como derecho humano básico y esencial por la jurisprudencia de los 
Tribunales locales argentinos, al aplicar la Convención de los Derechos del Niño (1989). 441 Sobre esta 
base, que da cuenta de la importancia del acceso al agua potable como derecho esencial para la 
realización de otros derechos con el derecho a la salud, diversos tribunales inferiores locales442 han 
evitado cortes de suministro de agua, aún a pesar de falta de pago del servicio y han estable cido la 
obligación del Estado de proveer un mínimo diario de agua para consumo por familia.  
Esta tendencia jurisprudencial en cuanto al acceso al agua potable como derecho humano fue  
recientemente reconocida por la Asamblea General de la O.N.U.en su plenario 64, reunión 198 del 28 
de julio de 2010 (GA/10967 document A/64/L.63/REV.1). 443 El texto fue propuesto por la República de 
Bolivia con el aval y acompañamiento de otros 33 Estados. La misma fue adoptada sobre el 
                                                 
440  UNEP, Environmental Refugees, ob. cit.  
441 La cual prevé en su artículo 24: “...el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de salud ...” “Los 
Estados partes aseguraran la plena aplicación de este derecho y en particular, adoptaran las medidas apropiadas 
para: ...c) combatir las enfermedades y la malnutrición a través de ...el suministro de alimentos adecuados y agua 
potable, teniendo en cuenta los peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente”  y La Convención sobre la 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer también  en su Art. 14: párrafo 2, apartado h): 
Los Estados partes aseguraran a las mujeres el derecho a “gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmente 
en las esferas de… el abastecimiento al agua “ 
442 Los casos son entre otros, “Marquisio y otros c/Gob. de la Provincia de Córdoba y otros s/Acción de Amparo”, 
Juzgado Civil y Comercial de 8 Nominación de la Ciudad de Córdoba. – «Quevedo Miguel Angel, Marquez Ramón 
Hector, Boursiac Ana María, Pedernera Luis Oscar y otros c/ Aguas Cordobesas S.A. –Amparo», Juzgado Civil y 
Comercial de 45a Nominación, Ciudad de Córdoba 
443 El resultado de la votación por 122 votos a favor, ninguna en contra y 41 abstenciones.  Con esta decisión la 
Asamblea General de la O.N.U.recepta la declaración del preámbulo de la Conferencia de las Naci ones Unidas sobre 
el Agua de Mar del Plata de 1977 de que “Todas las personas tienen derecho al acceso al agua potable en cantidad y 
calidad equivalentes para cubrir sus necesidades básicas” (United Nations Water Conf., Report of the United Nations 
Water Conference, Mar del Plata, pmbl.,U.N. Doc. No. E/Conf.70/29, U.N. Sales No. E.77.II.A.12 (1977).-  Si bien, el 
Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos Económicos, Sociales y Culturales habia adoptado la Observación 
General sobre el derecho al agua referido al artículo 11 de la Convención  Internacional sobre los Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales número 15 (Ginebra, 11- 29 de noviembre de 2002) que establece que el derecho 
humano al agua es una precondición a la realización de todos los derechos humanos. Asimismo, las reglas de Berlín 
de la Asociación de Derecho Internacional sobre el uso de las aguas de los ríos internacionales, en 2004 ya habian 
reconocido al individuo el derecho de disponer de agua suficiente, segura, aceptable, física y económicamente 
accesible para satisfacer sus necesidades humanas vitales individuales (artículo 17).- 
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conocimiento de los datos que daban cuenta que, a 2010, más de 2.600.000.000 de personas vivían sin 
instalaciones sanitarias adecuadas, lo que impactaba en la muerte anual de 1.500.000 de niños por 
enfermedades relacionadas con su falta o inadecuado tratamiento. 
Como conclusión de lo mencionado, debe afirmarse que el sistema jurídico reconoce al Derecho 
Ambiental como esencialmente Derecho Humano, ya que el hombre es el centro de la preocupación de 
esta disciplina444, en tanto sólo las personas son el único sujeto de derecho. El derecho a un medio 
ambiente sano, se encuentra dentro de los derechos fundamentales proclamados en la Constitución445  
conformando junto con el derecho a trabajar, a expresar las ideas, a aprender, al ejercicio del culto y a 
la asociación, los  derechos inherentes a la libertad personal. 
Sin embargo, el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado es algo más. El problema 
planteado por los efectos adversos que el cambio climático puede generar en la naturaleza (y por ende, a 
la especie humana), eje de las convenciones internacionales dentro del marco del Programa de Naciones 
Unidas para el Medio Ambiente, da cuenta de la condición especial y previa a todo derecho del Derecho 
al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y de su situación pre-condicional del derecho a la vida y a 
la salud. Sintéticamente el problema se configura en tanto la actividad humana (directa y/o 
indirectamente) altera la composición de la atmósfera sumándose a la variabilidad natural446 generando 
un calentamiento global acelerado durante períodos de tiempo comparables que compromete la 
capacidad de recuperación o la productividad de los ecosistemas, en la salud y bienestar humanos. Los 
efectos adversos del calentamiento global no se conocen de manera exacta, pero según los modelos de 
simulación  formuladas por el Intergovernamental Panel on Climate Change447 pueden sintetizarse en: 
1) variación de los regímenes de Precipitaciones regionales y el correlativo aumento  de la evaporación, 
precipitaciones, aridez de suelos, sequías nuevas y más intensas y menor disponibilidad de agua 
potable (por la aceleración del ciclo hidrológico), 2) desplazamiento de las regiones agrícolas, 3) 
derretimiento de los glaciares y la dilatación térmica del mar, con consecuencias de inundaciones en 
estados insulares y zonas costeras bajas producto del aumento de las temperaturas globales . 
Como puede inferirse, se estima que estas consecuencias afectarán a la subsistencia humana, 
además de a otras especies, en especial por el impacto agrícola que te ndrá. La desertificación de 
regiones y el desplazamiento de zonas productivas generarán un impacto alimentario, que sumado a la 
                                                 
444A pesar de lo cual, diversas corrientes de pensamiento consideran que deben otorgarse derechos subjetivos 
también a la “Naturaleza”. Estas teorías biocentristas han por primera vez en la historia de la humanidad 
conseguido que se regulara constitucionalmente el derecho que tiene el planeta sobre su propia conservación en la 
nueva Constitución Ecuatoriana, aprobada por referéndum con casi el 70% de aprobación popular, otorgándole a la  
Pacha Mama el derecho a conservarse (art.71), a restaurarse (art. 72), a conservar sus servicios ambientales (art.74) y 
obliga al Estado a protegerla. “La naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que 
se respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos vitales, estructura, funciones y 
procesos evolutivos.” (Articulo 71 – Constitución Ecuatoriana). El otorgamiento de derechos subjetivos a la naturaleza 
(que no es sujeto de derechos) es inédito en materia constitucional. 
 
445 Ver Fayt, Carlos S.- “Los Derechos Humanos…” ob. cit.  pág.325. 
 
446 Art.12 CMNUCC. 
447Organismo creados por la Organización Metereológica Mundial y el Programa de Naciones Unidas para le Medio 
Ambiente. 
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escasez de agua potable, puede comprometer seriamente la subsistencia del ser humano. El suelo es, 
como el agua y el aire, un recurso natural, al que puede clasificarse de renovable. Las potencialidades o 
idoneidades del suelo  están íntimamente vinculadas con el de la propia subsistencia humana por su 
esencial capacidad generadora de alimentos. A su vez, el aire es indispensable para que el ser humano 
pueda respirar, su contaminación sólo generará la muerte de las especies que no puedan tolerar los 
índices de toxicidad. Ello da cuenta de que el Derecho al Medio Ambiente sano, posee mucho más que 
una simple interconexión con el Derecho a la vida. Esta tesis considera que es su fundamento 
indisoluble y constitutivo, su precondición. 
 
6.3.6.1 El Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado como presupuesto previo y 
precondición indisoluble de existencia del  derecho a la vida y base de los Derechos Humanos.  
El Derecho al Medio Ambiente apto sano y equilibrado no es sólo un derecho humano, sino que es 
el presupuesto448 previo de existencia y conformación del derecho a la vida.449  La vida sólo es viable en 
la medida en que el medio ambiente que la rodea sea adecuado y apto. El quiebre del balance ecológico 
sólo genera  destrucción de ecosistemas y compromete la propia subsistencia de la vida en todas sus 
formas, inclusive la humana. Las prácticas humanas sobre el suelo, agua, el aire, la exposición y uso 
de contaminantes y residuos degenerativos y abortivos, comprometen la subsistencia de las especies 
animales y vegetales en general y de la especie humana en particular. Por ser elementos esenciales en 
la obtención del alimento necesario, el agua potable, el suelo, el aire sano para respirar; garantizan la 
subsistencia biológico material de los seres (incluido el hombre). El Derecho a la vida (fundamento del 
resto de los derechos humanos), se configura  y materializa en tanto una persona existe. Este derecho, 
que implica la etapa que se inicia con la posibilidad de concretar una concepción (de la cual numerosos 
contaminantes son agentes obstructivos o mutagénicos) y finaliza con la muerte sólo puede gozarse en 
la medida en que el medio ambiente facilite su concreción. Sin medio ambiente apto, no habrá sobre la 
tierra nadie que pueda hacer valer derecho alguno. Por ello el Derecho a un Medio Ambiente sano, es la 
base pre-condicional e indisoluble del derecho a la vida.  
El Derecho a la vida es la “razón de ser de todos los demás derechos” y es “tan esencial que 
constituye la base de la existencia de todo ser humano sin que pueda ser superado por ningún otro”  450, 
es “la condición indispensable para que existan otros derechos, por la sencilla razón de que es el 
derecho humano mínimo”,451 el derecho que hace concretos todo s los demás derechos.452. De este 
                                                 
448 La Real Academia Española define la acepción Presupuesto como. 1. m. Motivo, causa o pretexto con que se 
ejecuta algo  (disponible en www.rae.es 2/03/09). 
 
449 En este sentido, incluso  René Bassin, premio Nobel de la paz en 1968 y especialista y promotor de los derechos 
humanos, describe que todos los derechos humanos nacen de un derecho central, que es el derecho de los seres 
humanos “a existir”.  
 
450 Fayt, Carlos S.- “Los Derechos Humanos…” ob. cit.  pág.106. 
 
451 Fayt, Carlos S.- “Los Derechos Humanos…” ob. cit.  pág.106. 
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mismo modo entonces, y en idéntica argumentación, debe concluirse que, el Derecho al Medio 
Ambiente sano es el Presupuesto Previo de Existencia del Derecho a la vida primero, y luego, del resto 
de los derechos humanos y se posiciona de este modo en la base de todo el sistema de prelación de los 
derechos humanos. Esta realidad biológica, que debería determinar la realidad jurídica, hace 
presuponer que en realidad, no se puede encasillar este derecho dentro de la clasificación tradicional de 
los derecho inherentes a la libertad personal, al patrimonio, o a  los derechos políticos, (si bien la 
doctrina los aglutina dentro de los primeros o como los nuevos derechos personalísimos) ya que éste es 
la condición necesaria, la causa eficiente previa de todos ellos. Existe entre los Derechos Humanos y el 
Derecho al Medio ambiente sano, una relación causa–efecto, una ordenación de jerárquico-
interdependiente basada en verdades científico naturales y biológicas no objetables, que el hombre 
acaba de descubrir sobre fines del siglo XX, tras evidenciar que los recursos naturales sobre los que 
cimentó su crecimiento económico y bienestar material no son ilimitados, sino que, por el contrario son 
limitados y algunos de ellos, no renovables. 
De este modo debe concluirse que el Derecho a un Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado, es la 
base del derecho a la vida,453 (el principal de los Derechos Humanos, al que se encuentra 
indisolublemente amarrado conformando su núcleo esencial), así como del Derecho a la Salud. Por ello 
se constituye en un presupuesto previo de existencia del Derecho a la Vida y, a su vez, del resto de los 
derechos humanos. Estos tres derechos mencionados, son los derechos humanos esenciales e 
irreductibles del hombre y se constituyen en el eje del sistema de gravitación del resto de los derechos 
humanos que necesariamente poseen un rango inferior al del Derecho a la vida y del resto de los 
derechos constitucionales cuyo bien jurídico protegido es diverso a este. 
Gráficamente: 
                                                                                                                                                             
452 UNESCO, Los derechos del hombre, estudios y comentarios en torno a la nueva declaración universal, 1947, 
Pág.242.  
 
453 En igual sentido Lorenzetti R., Teoría del Derecho Ambiental ob. cit.  pág. 61 menciona que el medio ambiente es 
un presupuesto de viabilidad de bienes individuales existenciales como la vida misma y la salud, y, a través de ellos 
de la educación, del trabajo, etc. 
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Derecho a la vida.
Derecho a
existir
Derecho a
la salud
Derecho
Ambiente 
Apto, sano
equilibrado
precondición
precondición
indisolubilidad
interdependencia
 
 
Dada  esta conclusión, debe avanzarse en las obligaciones de los jueces en la materia, para concluir 
que, en la disciplina ambiental, en tanto derecho relativo a la vida existe una prohibición de 
ponderación de los magistrados en tanto tienen la estricta obligación de preservación de la misma y del  
medio del cual depende. La ponderación típica de principios y de derechos constitucionales que los 
magistrados deben hacer a fin de hacer justicia se ve restringida en los temas que tengan que ver con la 
vida 454 y el medio ambiente como precondición de su existencia y posibilidad real. Cuando los derechos 
constitucionales tienen un enunciado prohibitivo, en el caso la prohibición de actos anti preservación o 
de uso irracional de los recursos naturales, la ponderación se encuentra restringida y la aplicación del 
derecho debe seguir el imperio del texto propio de la Ley en su sentido literal y/o el criterio 
preservacionista in totum. A su vez, y en consonancia con este criterio, en función del status de 
importancia e interconexión con el derecho a la vida, el derecho ambiental debe entenderse como 
regulador de la pirámide jerárquica de los demás derechos constitucionales.  
                                                 
454 Para un criterio parecido ver Lorenzetti R., Teoría de la decisión judicial, ob. cit.  pág.260. 
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La jerarquía de derechos constitucionales debe efectuarse en atención al bien jurídicamente 
protegido. En este sentido, la C.S.J.N. ha establecido un régimen de prelación de derechos que se 
elabora como pirámide en este trabajo y que da cuenta de la preeminencia histórica que el Tribunal ha 
dado al Derecho a la vida tanto particular como social ante los derechos de índole patrimonial a lo largo 
de su historia, y aún es estadios evolutivos nulos o extremadamente incipiente del Derecho Ambiental y 
a pesar de la atávica raíz liberal  pro- propiedad privada del texto constitucional. Dicha jerarquía puede 
graficarse de la siguiente manera: 
 
Derecho a la vida
Derecho
a existir
Derecho
a salud
Derecho
Medio ambiente
Apto, sano y
equilibrado
Indisolubilidad
interdependencia
Derechos humanos
mínimos
Resto de los derechos humanos.
Resto de los derechos constitucionales.
Prioridad 
Estatus constitucional
Prioridad en la
protección de las autoridades
públicas
 
 
Ubicado de este modo el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado en el eje central de los 
Derechos Humanos, debe recordarse que la vigencia de éstos últimos otorga el derecho inalienable de 
“rebelión contra el positivismo de los Estados”455. Ello da cuenta de la necesidad de implementación de 
nuevas soluciones inteligentes y auto preservativa de las instituciones que los conforman, las que 
deberán adaptarse a las necesidades que de ellos se desprenden o perecer. Los Estados tienen el deber, 
la obligación de tomar medidas activas, deliberadas, concretas y orientadas eficazmente a concretar y 
efectivizar los derechos humanos, adoptando medidas legislativas administrativas y judiciales, que 
promuevan situaciones económicas, educativas, tecnológicas, sociales y de acceso que garanticen su 
concreción real, en especial de los sectores de mayor vulnerabilidad. Esta gestión forma parte de su 
indelegable función. Para ello, debe reconocerse la utilidad de la participación de la ciudadanía, de toda 
                                                 
455 Expresión utilizada por Gil Dominguez, Andres, Los derechos humanos como límites a la democracia, en Bidart 
Campos y otros Los derechos Humanos del siglo XXI La revolución inconclusa, Ediar, Buenos Aires, 2005, pág.. 99. 
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la sociedad civil a través de los medios que garanticen la más amplia presencia, ya sea mediante ONG o 
mediante acción directa, ya que es el mejor método para identificar situaciones de carencia en el goce y 
ejercicio de los derechos humanos, y la mejor manera de extraer ideas innovadoradoras y superadoras 
para encontrar soluciones. La vigilancia de la sociedad civil posee un rol decisivo en el control de los 
tres poderes de Estado, quienes pueden incurrir en incumplimiento de estas obligaciones de garantía 
tanto por acción como por falta de decisión política en la creación y concreción de las políticas públicas 
correspondientes.  
Lo cierto es que “La humanidad de hoy, si logra conjugar las nuevas capacidades científicas con una 
fuerte dimensión ética, ciertamente será capaz de promover el ambiente como casa y como recurso, en 
favor del hombre y de todos los hombres; de eliminar los factores de contaminación; y de asegurar 
condiciones de adecuada higiene y salud tanto para pequeños grupos como para grandes asentamientos 
humanos. La tecnología que contamina, también puede descontaminar; la producción que acumula, 
también puede distribuir equitativamente, a condición de que prevalezca la ética del respeto a la vida, a la 
dignidad del hombre y a los derechos de las generaciones humanas presentes y futuras ».456 
Para ello, los esquemas institucionales deben crearse. Esta tesis formulará algunas propuestas. 
6.3.7 Conclusiones parciales.  
 
De todo lo estudiado, puede inferirse que, tanto en materia de principios ambientales consagrados 
en normas (ya sea de derecho internacional como nacional), de criterios ambientales generales en tanto 
guía abierta o noción  para la interpretación de situaciones ambientales, como de doctrina desarrollada 
en el área de derechos humanos y  en la doctrina eclesiástica, queda claro que existe coincidencia en 
que, en materia de uso de recursos naturales debe existir: 
a) Igualdad de todos los seres humanos en el acceso a los recursos naturales. 
b) Equidad y solidaridad generacional e  intergeneracional. 
c) La utilización del Principio Precautorio como orientación para gestionar situaciones de 
incertidumbre. 
d) Solidaridad internacional. 
e) De las nociones y conceptos estudiados a la luz de la etimología de las  palabras utilizadas 
tanto en los documentos internacionales como eclesiales, debe diferenciarse el Principio de 
Solidaridad de la Obligación de Solidaridad. 
f) El Principio de Solidaridad previsto en la Ley General del Medio Ambiente  debe ser 
interpretado en el sentido legista de atribución de responsabilidad (exigibilidad del total de la 
obligación a cualquiera de los codeudores - sujetos intervinientes en el daño ambiental-). 
                                                 
456 Juan Pablo II, Discurso a los participantes en un CongresoInternacional sobre “Ambiente y salud” (24 de marzo 
de 1997), 5: L’Osservatore Romano, edición española, 11 de abril de 1997, p. 7 
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g) El Principio de Solidaridad previsto en la Ley General del Ambiente no es idéntico al Deber 
u Obligación de Solidaridad previsto en el Principio 27 de la Declaración de Río de 1992, el cual se 
asimila al concepto cristiano de solidaridad. 
h) Existe un nexo esencial y necesario entre el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y 
Equilibrado (esencialmente descripto como el derecho al acceso a los recursos naturales y medio 
ambiente para la subsistencia), el Derecho a la vida y los Derechos Humanos. En este sentido, 
puede deducirse de la exposición hecha ut supra que el Derecho a un Medio Ambiente Apto Sano y 
Equilibrado, es la base causal del Derecho a la vida, (el principal de los Derechos Humanos), un 
presupuesto previo de existencia del mismo, esencial e indisolublemente ligado al primero. Existe 
entre ellos, una  relación de necesariedad piramidal, interconectada e indisoluble que se 
retroalimenta. Ambos constituyen los Derechos Humanos Mínimos457 y esenciales del hombre.  
i) Existe entre el Derecho al Medio Ambiente Apto y El Derecho a la vida, una dependencia 
ontológica, necesaria e indisoluble. Sin un medio ambiente apto  la vida no puede concretarse, 
quien posee derecho a vivir, previamente gozó con el derecho a un medio apto para que la situación 
fáctica ambiental permitiese su desarrollo y posteriormente gozó del derecho a mantener las 
condiciones ambientales aptas para la mantención de la vida. Ello es la razón por la cual ambos 
derechos se constituyen como los  “derechos humanos mínimos y esenciales del hombre” . 
j) El Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado es constitutivo tanto del Derecho a 
la vida como del Derecho a la Salud, ya que el primero se encuentra en su núcleo e irradia sus 
efectos sobre ambos. Los 3 derechos se encuentran interconectados dentro del derecho a la vida 
entendido en sentido lato, es decir como derecho a mantener en primer lugar la existencia física y 
espiritual y a hacerlo de manera salubre. 
k) Esta especial característica del Derecho al Medio Ambiente Sano núcleo esencial o 
constitutivo del Derecho a la vida y al de la Salud, abrirá la competencia de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación no sólo a través del art. 41, sino también del art. 75 inc.22 de la Constitución 
Nacional, redimensionando su rol, otorgando al Tribunal la habilitación en el uso de sus potestades 
implícitas e inherentes, así como de nuevas facultades “sui generis” y exorbitantes en el terreno de 
las políticas públicas ambientales y de la ejecución de sus decisiones, de cuya descripción y alcance 
se dará cuenta como aporte de la presente investigación a fin de validar y ampliar la hipótesis Nr. 3. 
Ello quedará demostrado sobre el final de este estudio. 
l) Esto implica un paso actualizador y superador del rol y la actividad del Estado y de la Corte 
Suprema, el que de ninguna manera se enrola en la noción de Estado mínimo, pasivo o 
abstencionista, sino, por el contrario, en un Estado pro activo, del cual la manda del art. 41 sólo es 
una parte, en tanto en materia de derechos humanos, incluso las medidas de acción positiva se 
han incorporado como obligaciones del Congreso en el art. 75 inc. 23.  
m) La Corte no puede hacer oídos sordos a este llamado constitucional hacia las instituciones, 
ni remitir su acción a la excepción del acaecimiento de un caso concreto con perjuicios concretos 
comprobados. El art. 41 manda a l as autoridades la obligación de preservación y en ese sentido las 
obligaciones emergentes del accionar precautorio y preventivo deben tornar en acción las funciones 
                                                 
457 En los términos del Dr. Fayt en Derechos Humanos… Ob. Cit. 
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de todos los organismos del Estado sin distinción, la Corte incluida. Ello implica que, si el status 
quo del ejercicio de las funciones tradicionales de los poderes se presenta como un obstáculo a la 
concreción de fines constitucionales, el mismo debe mutar. La lógica de la declaración de los 
derechos, sin asignación presupuestaria, sin ejecución concreta en los hechos, y sin respaldo 
automático y unívoco por parte de los jueces conspira contra la seria concreción del derecho 
constitucionalmente instaurado. La materia, incluida dentro de la legalidad internacional en 
materia de derechos humanos, obliga a los Estados a tomas las  medidas necesarias hasta el 
máximo de los recursos de que disponga458 y de los mejores mecanismos institucionales que 
garanticen los fines tuitivos. 
 
6.4 Análisis de los fallos relevantes de la Corte Suprema  de Justicia de la Nación. 
Desde su creación en 1863, la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina ha intervenido 
numerosas veces en diversos temas relacionados, tanto directa como indirectamente, con el uso de los 
recursos naturales y a la preservación del medio. Si bien el siglo XXI y las nuevas mandas 
constitucionales incorpora a sus responsabilidades una nueva responsabilidad institucional que la 
obliga a un nuevo accionar, es imprescindible producir un análisis de dichos precedentes, a fin de  
evaluar el rol que le correspondió en la creación y aplicación de Principios y Criterios Ambientales para 
la preservación de los recursos naturales –tanto renovables como no renovables-, en la estructuración 
de la prelación constitucional que a éstos les cabe dentro del orden de prelación de derechos 
constitucionales, y de creación de una vanguardia cultural y social mediante standards decisorios que 
posteriormente fueron introducidos a la legislación ambiental. Ello, se efectuará  con el objetivo que 
validar las hipótesis Nr. 1, 2 y 3. 
 Se procederá a hacer un breve resumen de cada caso de interés, a la luz del análisis temporal en 
que fueron dictados, (ya sea previa o posteriormente a la reforma de 1994) a fin de evaluar la existencia 
de los principios rectores medioambientales en los fallos del Tribunal incluso de manera previa a su 
vigencia formal dada con las modernas normas ambientales. Ello permitirá develar que la fijación de los 
criterios y principios ambientales modernos data de los inicios mismos de la explotación de los recursos 
y de la propia creación del máximo Tribunal en el año 1863, quien, efectivamente procedió en este largo 
lapso temporal, a crear un sistema de prelación de derechos  constitucionales en estricta coherencia con 
el régimen y los criterios ambientales modernos previstos posteriormente tras la reforma constitucional 
de 1994 y la legislación reglamentaria de ella devenida, el cual fue sustancialmente mantenido en todo 
el período histórico estudiado, en prueba de una gran coherencia institucional de tipo vanguardista. 
 
6.4.1 En materia de recursos hídricos. 
                                                 
458 Ver en este sentido, Risso Guido, La corrupción versus la fuerza normativa de los derechos humanos, en Bidart 
Campos y otros “Los derechos Humanos del siglo XXI La revolución inconclusa”  Buenos Aires, Ediar, 2005. 
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Numerosos han sido los precedentes en materia de recursos hídricos que el Máximo Tribunal de la 
Nación ha dictado. Tan variada es la cantidad de temas que ha definido, cuantos aspectos podrían 
haber suscitado los diversos usos del recurso. En este estudio, sólo se reseñarán aquellos conducentes 
al objetivo de la investigación a fin de evitar derivaciones innecesarias. A saber: 
 
6.4.1.1 Ex ante reforma constitucional de 1994. 
Los primeros casos en materia de recursos hídricos se relacionaron esencialmente con diversos 
temas relativos al uso y al dominio de este recurso (planteos sobre dominio ribereño, potestades de las 
Provincias y las de Nación), así como en temas portuarios y de navegación. El  recurso hídrico en tanto 
tal, poseía interés casi sólo en esa medida, ya que la manda constitucional del comercio y progreso 
establecida en el hoy art. 75459 inc. 18 y 19 y en materia de navegación y portuaria aduanera arts. 26, 
75 inc. 10, otorgaban materia apropiada para su entendimiento. Sin embargo, algunos casos revistieron 
efectivamente importancia ambiental en tanto los temas debatidos se relacionaron con los impactos de 
las actividades antrópicas sobre la salud pública.  
Uno de los primeros casos fallados por el Tribunal en 1875 fue “FLORES, NICANOR C/ CÓRDOBA, 
FERNANDO“,460 en el cual el Tribunal entendió que la reglamentación del uso de aguas (hecha por la 
autoridad administrativa en uso de una atribución propia), que privaba a cada propietario de alguna 
parte de las mayores utilidades que obtendría de su uso exclusivo, no era inconstitucional, ni 
atentatoria de la propiedad, porque no hería un derecho perfecto. En este fallo determinó que las aguas 
del río de los Valles en la Provincia de Salta estaban en la clase de bienes públicos y que ninguno de los 
propietarios ribereños tenía el uso exclusivo de ellas, ni un derecho absoluto de propiedad sobre el río 
(art. 2340, inc. 3°, y 2341, Cód. Civ.).  
En materia de impacto ambiental a un recurso hídrico y de la incidencia de éste en la salud 
pública, la Corte, integrada por los Dres. Gorostiaga, Domínguez, Frías e Ibarguren intervino en el año 
1887 en “PODESTA SANTIAGO Y OTROS C/ PROVINCIA DE BS. AS.s/DAÑOS Y PERJUICIO461 a fin de 
tratar el planteo de diversos saladeristas462 que vertían sobre la cuencia del Rio Matanza (el Riachuelo) 
los desechos de faenas de animales. Estos impugnaban la constitucionalidad de la Ley de la Provincia 
                                                 
459 Numerado como art. 67 previo de la reforma constitucional. 
460 Precedente del año 1875, Fallos 16: 258 
461 Fallos 31:273, de fecha 14/5/1887. El 13/3/1867 el Consejo de Higiene había  recomendado  al Gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires que no permitiera el vertimiento al Riachuelo de ningún desperdicio de los saladeros. 
Sobre esa base, el gobierno decretó el 26/4/1867, la primera suspensión, nombrando una comisión científica a fin 
de proponer medidas que conciliasen las faenas con la salud pública. Sin perjuicio de ello, los saladeristas 
continuaron operando sin haber mejorado las condiciones higiénicas. Posteriormente el gobierno decretó la 
suspensión y luego,  la legislatura sancionó la Ley provincial del 6/9/1871 de la cual surgía: "quedan absolutamente 
prohibidas las faenas de los saladeros y graserías ubicados en el Municipio de la Ciudad y sobre el río de Barracas y 
sus inmediaciones".  Los saladeristas demandaron a la Provincia de Buenos Aires, haciendo referencia a la Ley del 
31/5/1822,  que establecía los lugares donde debían situarse los saladeros, reclamando la indemnización de los 
daños y perjuicios que les causó la suspensión de las faenas de los saladeros situados en el Riachuelo, ordenada por 
la Ley provincial del 6/9/1871. 
 
462 Los saladeristas, eran Santiago, José y Gerónimo Podestá, Guillermo Bertream, Guillermo Anderson, Casimiro 
Ferrer, Gerónimo Rocca, Constant Santa María, Juan Smith y Gerónimo Soler.  
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de Buenos Aires del 6/9/1871 que había prohibido las faenas de los saladeros y graserías ubicados en 
el Municipio de la Ciudad, sobre el río de Barracas y sus inmediaciones. El caso llegó a la Corte vía 
recurso extraordinario ante la alegación de inconstitucionalidad de las normas impugnadas por 
considerarlas violatorias del derecho constitucional de propiedad y del derecho constitucional a ejercer 
industria licita, razón por la cual se solicitaba la indemnización de los daños y perjuicios que la 
suspensión había generado en el patrimonio de los actores. 
El Tribunal desestimó dicha alegación, entendiendo que las normas que oportunamente habían 
autorizado las actividades industriales que ejercieron los actores, no les acordaban derechos 
irrevocables para establecer sus saladeros en el Riachuelo de Barracas, pues se limitaban a 
reglamentar esta industria, prescribiendo las condiciones higiénicas a las que debían sujetarse y aún 
suspendiendo el ejercicio de ella en aquel punto, cuando la salud pública había hecho necesaria esta 
medida. Entendió que los saladeristas de Barracas no podían invocar ese permiso para alegar derechos 
adquiridos, ya que los mismos habían sido otorgados bajo la condición implícita de no ser nocivos a los 
intereses generales de la comunidad. Entendió que ninguna persona podía tener un derecho adquirido 
de comprometer la salud pública, y esparcir en la vecindad “la muerte y el duelo con el uso que haga de 
su propiedad”, y especialmente con el ejercicio de una profesión o de una industria, y que la 
autorización de un establecimiento industrial estaba siempre fundada en la presunción de su 
inocuidad, por lo que no obligaba al Gobierno que la había concedido a mantener la misma, cuando 
esta presunción había sido destruida por los hechos. Ello, ya que sobre el gobierno pesaba el deber de 
proteger la salud pública contra la cual no existían derechos adquiridos, razón por la cual podí a 
imponer el establecimiento nuevas condiciones e incluso retirar la autorización concedida.  
 En cuanto a la alegación de inconstitucionalidad de las leyes en cuestión basada en el ataque al 
derecho de propiedad y el ejercicio de una industria lícita planteada por los actores, el Tribunal 
entendió que la misma no tenía fundamento alguno legal, porque según la Constitución, esos derechos 
estaban sujetos a las leyes que reglamentaban su ejercicio, y según el Código Civil, la propiedad estaba 
sujeta a las restricciones y limitaciones exigidas por el interés público o por el interés privado 
correspondiente (arts. 2611 del Código Civil). Por lo tanto, entendió que la Ley provincial del 6 de 
septiembre de 1871, la cual determinaba las condiciones bajo las cuales podían establecerse saladeros 
en la Provincia, y retiraba a los establecidos en Barracas la autorización para continuar en ese punto, 
por exigirlo así la salud pública, no era contraria a la Ley constitucional, ni atacaba el derecho de 
propiedad, pues nadie debía poseer o usar nada en daño de otro ser humano.463 464 
                                                 
463 En este punto, la Corte referenció a la Ley 13, título 32, partida 3°, concordante con los principios de nuestra 
legislación sobre la materia, “emaguer el ome haya poder de fazer en lo suyo lo que quisi ese; pero debelo fazer de 
manera que non faga daño nin tuerto a otros”. 
464 120 Años después, la Corte debería volver a intervenir de manera inédita en el saneamiento de dicha cuenca 
hídrica en un contexto complejizado por el grado y la calidad de la contaminación que sobre la misma se siguió 
desarrollando, así como por la gran cantidad de consecuencias socio-ambientales que ello produciría en el caso 
“MENDOZA, BEATRIZ SILVIA Y OTROS C/ESTADO NACIONAL Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS (DAÑOS 
DERIVADOS DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO MATANZA – RIACHUELO  del 22/08/2007, Fallos 
330:1158 y 332:2522, el cual será analizado seguidamente 
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En materia de uso ribereño, en el año 1890 en autos “ENRIQUE GAVIER C/ CARLOS TILLARD” 465 
el Tribunal estableció que los propietarios ribereños no podían hacer trabajos para desviar el agua del 
río y utilizarla en favor de su propiedad, con perjuicio de la de los demás. Determinó que los trabajos 
hechos con ese fin, debían ser destruidos, ya que el derecho a alzar el agua, a que se refería la 
concesión, que alegaba el demandado, no acordaba ni llevaba como inherente, necesariamente consigo, 
el de hacer obras ó construcciones en el lecho todo del río, perjudicando el derecho natural, el interés 
justo y razonable de los co-ribereños, prescindiendo además de las leyes y disposiciones relativas al uso 
y régimen de las aguas públicas, en reserva de las cuales debía, en todo caso, ente nderse hecha 
aquella. 
Entendió a su vez que el demandado no tenía ni título cumplido ni posesión bastante que 
justificaren la continuación de los trabajos extraordinarios que motivaron el juicio, y la variación 
pretendida en el uso y distribución de las aguas primitivamente establecida, en oposición a la 
disposición del Código Civil, que prescribía que ni con licencia del Estado, Provincias o Municipalidad, 
podría ningún ribereño extender sus diques de represas más allá del medio del río o arroyo. Determinó 
también que la continuación de aquellos trabajos después de la sanción del Código Civil, no había 
podido tampoco consagrar derecho alguno en favor del demandado, por tratarse de disposiciones de 
orden público y de carácter prohibitivo, contra las cuales ya por su naturaleza, ya por el objeto sobre 
que recaían, no era posible prescripción ni otro medio de adquisición común.  
Es de hacer notar que en este precedente, como en muchos otros, el Tribunal refirió a que la 
utilización del recurso hídrico debía condecirse con nociones de definición por demás abstractas y 
amplias en su interpretación. Nótese que supeditó el uso del recurso hídrico a: 
 El Derecho Natural.466 
                                                 
465 Precedente del año 1890. Fallos 38:367.  
466  Es de hacer notar que el concepto de Derecho Natural, es un concepto que refiere a toda una connotación teórica 
general  y a una postura ius filosófica concreta. Las nociones ius filosóficas  varían según la posición filosófica y 
gnoseológica que se posea.  El ius naturalismo (doctrina filosófica en la que este concepto es un tema central) a 
grandes rasgos considera que el Derecho Natural implica  el conjunto de formas no escritas, que el Creador ha 
instituido en las cosas y su orden natural, y que tienden al bien último (Dios). Según esta concepción, este derecho 
no escrito debe ser la base del derecho positivo  y su fundamento.  El Catecismo de la Iglesia Católica va a decir que 
la Ley Natural expresa  el sentido moral original  que permite al hombre discernir mediante la razón lo que son el 
bien y el mal, la verdad y la mentira; muestra al hombre el camino que debe seguir para practicar el bien y hacer su 
fin. Esta Ley Natural está presente en el corazón de los hombres  y esta expuesta en sus principios en el Decálogo, se 
llama natural  no por referencia a la naturaleza de los seres irracionales, sino porque la naturaleza que la proclama 
pertenece propiamente a la naturaleza humana. Esta Ley Natural está presente en el corazón de todo hombre y es 
universal en sus preceptos y su autoridad se extiende a todos los hombres. La aplicación de l a Ley natural varia 
mucho, puede exigir una reflexión adaptada a la multiplicidad de las condiciones de vida según los lugares, las 
épocas y las circunstancias. Sin embargo, en la diversidad de culturas, la Ley natural permanece como una norma 
que une entre si a los hombres y les impone, por encima de las diferencias inevitables, principios comunes. Ello, 
porque en definitiva la Ley Natural es, según esta visión, inmutable y permanece a través de las variaciones de la 
historia, subsiste bajo flujo de ideas y costumbres y sostiene su progreso, es la base necesaria para la edificación de 
las normas morales y la Ley civil.  Esta teoría ha sufrido graves objeciones en el ámbito de la Ciencia del Derecho en 
relación a la falta de definición laica de las normas concretas  que conformarían el llamado Derecho Natural, ya que, 
incluso entre sus sostenedores, existen grandes divergencias.  La estrecha relación entre esta postura ius filosófica 
entre moral y derecho ha también sido objeto de críticas por diversas escuelas. Nuestro Máximo Tribunal, ha hecho 
alguna definición acerca de esta noción de este concepto de manera tangencial diciendo que : “El derecho a la vida es 
el primer derecho natural de la persona humana, preexistente a toda legislación positiva, y resulta garantizado por la 
Constitución Nacional, derecho presente desde el momento de la concepción, reafirmado con la incorporación de 
tratados internacionales con jerarquía constitucional (Voto de los Dres. Elena I. Highton de Nolasco y E. Raúl 
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 El interés justo467 y razonable de los co –ribereños. 
Si bien este precedente se enmarcó dentro de una relación del derecho civil entre vecinos co 
ribereños, el Tribunal evaluó que las aguas objeto de litis estaban sujetas a la reglamentación el Código 
Civil pero que eran públicas y sujetas al régimen del dominio público468 (aún a pesar de la existencia de 
una situación temporal previa a la sanción del propio código). La definición en relación a que las aguas  
eran de todos y que la materia en las que ellas se encuentran inmersa es de orden público, implicó 
determinar que debía prevalecer en su regulación el interés general, colectivo, por oposición a las 
                                                                                                                                                             
Zaffaroni).  S. 1091. XLI Sánchez, Elvira Berta c/Mº J y DD HH - art. 6 Ley 24.411 (RESOL 409/01).  22/05/2007 . 
En idéntico sentido “El derecho a la vida es el primer derecho natural de la persona humana preexistente a toda 
legislación positiva que resulta garantizado por la Constitución Nacional.”  P. 709. XXXVI. Portal de Belén - 
Asociación Civil sin Fines de Lucro c/ Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación s/amparo.  05/03/2002- T. 
325, P. 292 E.D. 09-04-02, n° 51.373. L.L. suplemento 24-05-02 J.A. 03-07-02, con nota 
467 En cuanto al concepto de Justicia debe decirse que el mismo varía también según la postura ius filosofica que se 
posea.  Aristóteles, en la  Moral a Nicómaco · libro quinto, capítulo III establece que  “el carácter de la injusticia es la 
desigualdad y que lo injusto es lo desigual, se sigue de aquí claramente que debe haber un medio para lo desigual. 
Este medio es la igualdad.....Si las personas no son iguales, no deberán tampoco tener partes iguales. Y de aquí las 
disputas y las reclamaciones cuando aspirantes iguales no tienen partes iguales; o cuando no siendo iguales, 
reciben sin embargo porciones iguales. Esto mismo es de toda evidencia, si, en lugar de mirar a las cosas, se mira al 
mérito de las personas que las reciben. Todos están de acuerdo en reconocer, que en las particiones lo justo debe 
acomodarse al mérito relativo de los contendientes...Así, pues, lo justo es algo proporcional. La proporción no se 
limita especialmente al número tomado en su unidad y abstractamente; se aplica al número en general; porque la 
proporción es una igualdad de relaciones, y se compone de cuatro términos por lo menos. Por lo pronto, es de toda 
evidencia, que la proporción discreta está formada de cuatro términos; lo cual no es menos evidente respecto de la 
proporción continua. Esta emplea uno do los términos como si formase dos con él y le repite dos veces: dice, por 
ejemplo, A : B : : B : C. Y así B se repite dos veces, de suerte que a consecuencia de esta repetición resulta que los 
términos de la proporción son igualmente cuatro.  
“...Lo justo se compone igualmente de cuatro términos por lo menos y la relación es la misma; porque hay la misma 
división exactamente con relación a las personas que a las cosas. Lo mismo que el término A es a B, el término C es 
a D; y recíprocamente, lo mismo que A es C, lo mismo B es D. Por consiguiente, el total de dos de los términos está 
en la misma relación con el total de los otros dos términos; y se forma en ambos casos este total, adicionando los dos 
términos que se separan de los que les siguen. Si los términos están combinados entre sí según esta regla, la adición 
resulta perfectamente justa. Y así la correspondencia de A con C y de B con D es el tipo de la justicia distributiva; y 
lo justo de esta especie es un medio entre extremos que sin esto no estarían ya en proporción; porque la proporción 
es un medio, y lo justo es siempre proporcional. Los matemáticos llaman a esta, proporción geométrica; y en efecto, 
en la proporción geométrica, el primer total es al segundo total, como cada uno de los dos términos es al otro. Pero 
esta proporción que representa lo justo, no es continua; porque no hay numéricamente un sólo y mismo término 
para la persona y para la cosa. Luego si lo justo es la proporción geométr ica, lo injusto es lo contrario a la 
proporción, ya en más ya en menos. Esto es precisamente lo que pasa en la realidad; el que comete la injusticia se 
atribuye más que lo que debe tener, y el que la sufre recibe menos que lo que le corresponde. Pero cuando se trata 
del mal, sucede a la inversa, porque un menor mal en comparación de un mal mayor puede ser considerado como 
un bien. El mal [128] menor es preferible al mal mayor; de manera que lo que se prefiere es siempre el bien; y cuanto 
más preferible es la cosa, tanto más grande es el bien.  Tal es, pues, una de las dos especies que se pueden 
distinguir en lo justo”  
468 Los alcances y contenidos de las leyes de orden público, pueden ser analizado desde dos cosmovisiones teóricas, 
una de tipo clásica que entiende que su existencia radica en la manutención de la paz seguridad social, las buenas 
costumbres y la justicia y moral , siendo estas  leyes las fundamentales y más  básicas que forman el centro  sobre 
el que está basada la organización social, por lo que las mismas no  pueden  ser eludidas por las partes en un 
acuerdo,  el principio de irretroactividad de la Ley no se aplica  en materia de estas leyes de orden público y  no  
puede invocarse un error de derecho para eludir la aplicación de una Ley de orden público, dado que el e rror de 
derecho no puede jamás ser invocado para eludir la aplicación de ninguna Ley (art. 923 C.C.).  Otra Teoría  identifica 
las leyes de orden público con las leyes imperativas: Entiende  al orden público como  el interés general, colectivo, 
por oposición a las cuestiones de orden privado, en las que sólo juega un interés particular., razón por la cual las 
leyes de orden público son irrenunciables, imperativas,  en contrario sensu  a las leyes  de orden privado que  son 
renunciables, permisivas y confieren a los interesados la posibilidad de apartarse de sus disposiciones y sustituirlas 
por otras. 
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cuestiones de orden privado, en las que sólo se comprometía un interés particular, aún en casos en que 
las situaciones entre privados parecieron haberse consolidado de manera previa a la sanción del Código 
Civil que estableció este régimen.  
Del análisis de estos fallos a la luz de los modernos Principios Ambientales, puede deducirse la 
aplicación por parte del Tribunal de un principio precursor al Principio de Cooperación previsto a la 
postre en el art. 4 de la Ley General del Ambiente, el cual prevé la obligatoriedad de la utilización de los 
recursos naturales y sistemas ecológicos compartidos de manera equitativa y racional, así como el 
Deber de Solidaridad (Principios 7 y 27 de la Declaración de Principios de Río ´92). 
En el año 1987, la Corte se expidió en el caso “LA PAMPA, PROVINCIA DE C/ MENDOZA, 
PROVINCIA DE S/ ACCIÓN POSESORIA DE AGUAS Y REGULACIÓN DE USOS”469, entendiendo de 
manera originaria y directa por aplicación del art. 109 (actual 127) de la CN, en ejercicio de las 
facultades dirimentes que la Constitución les confirió para solucionar los conflictos interprovinciales, 
indudablemente orientado a evitar la reiteración de las discordias provinciales y guerras civiles de los 
primeros años de la formación de la Nación, promover la paz interior y otorgarles la más perfecta 
igualdad jurisdiccional.470 
En el caso, la Provincia de la Pampa reclamaba por la turbación en el uso de las aguas públicas 
interjurisdiccionales del Río Atuel y sus afluentes. La alegación se centró en acusar a la Provincia de 
Mendoza por el uso intensivo e inconsulto de las aguas de la cuenca compartida (entre ellos y en 
especial con la construcción del Dique del Nihuil en el año 1948), lo cual generó el cese de 
escurrimiento de aguas y diversos perjuicios de ello derivados (en la actualidad considerados típicos 
elementos de impacto ambiental negativo en el equilibrio hídrico y de los hábitats naturales, pero que 
en ese momento se ligaban esencialmente a un tema de déficit hídrico de las aguas destinadas en 
especial a la agricultura, el cual implicaba el cese de la continuidad y perennidad de las aguas del río). 
El centro de la alegación puede resumirse en el uso abusivo y no equitativo de un recurso hídrico 
natural compartido efectuado por una Provincia en detrimento de la otra. La defensa argüida por la 
Provincia de Mendoza, radicó en negarle carácter interprovincial al Río Atuel, afirmando su propiedad 
exclusiva sobre el curso del río que terminaba íntegramente dentro de su territorio. Esto último fue 
denegado por el Tribunal, ya que declaró el recurso interprovincial. 
A lo largo del extenso fallo, el Tribunal delineó nociones esenciales y definitorias en materia del uso 
racional del recurso natural, tomando en consideración las normas y tradiciones del derecho 
internacional en materia de cursos de agua internacional, como guía para comprender los esquemas de 
                                                 
469 Fallos 310:2478, del  03/12/1987. 
470 Este tipo de jurisdicción, pocas veces abierta en la historia del Tribunal, fue expresamente creada para resolver la 
naturaleza compleja de las relaciones políticas entre los Estados provinciales, las cuales comprometen la unidad 
nacional. Un precedente importante emitido por el Tribunal en uso de su jurisdicción arbitral, se dio en el año 1882 
en el caso “Provincias de Buenos Aires, Córdoba y Santa Fe sobre  límites” Fallos 24:62, sobre la fijación de límites 
en donde los recursos naturales fueron tomados en parte como elementos directrices, pero este fallo no posee 
contenidos relativos a la preservación ambiental o de los recursos naturales.  
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coordinación y cooperación que regían la materia. Este fallo es el más sustancioso en la historia del 
Tribunal en materia de Principios Ambientales primigenios, aún más allá del resultado del mismo, en 
tanto se extendió en consideraciones tales como lo que entendía por uso equitativo y racional, en la 
obligación de negociación de los Estados de los recursos compartidos, la inexistencia de derechos 
inconmovibles, en la obligación de la cooperación de buena fe y de la actuación de buena vecindad, 
definiendo que el carácter de río no navegable, no impedía a la condición de bien del dominio público. 
Si bien la acción posesoria promovida por la Provincia de La Pampa fue rechazada en la medida en 
que la Provincia de Mendoza mantuviera los usos consuntivos actuales a ese momento sin exceder los  
límites de las 75.671 hectáreas, exhortó a ambas Provincias a negociar convenios que regulasen la 
participación razonable y equitativa en los usos futuros de las aguas del río Atuel, el cual declaró el 
carácter interprovincial.  
Asimismo, expresó que el principio de la utilización equitativa, fundamental del régimen de los 
cursos de agua internacionales, y en el caso interprovinciales, se traducía en el derecho de los Estados 
a una participación razonable y equitativa en los usos y beneficios de las aguas del curso de aguas 
internacionales.  
Señaló que la aplicación del principio de la utilización equitativa difícilmente podía resultar de la 
conducta individual de uno de los Estados del sistema, en razón de que no existían normas genéricas 
aplicables automáticamente a los distintos cursos de agua y a las distintas cuestiones que con relación 
a cada uno de ellos podían plantearse. Determinó asimismo que la unidad natural de cada sistema de 
un curso de agua internacional determinaba que la unidad de propósitos  generaba que los Estados del 
sistema debían mostrar espíritu de ¨buena fe¨471 y de ¨relaciones de buena vecindad472, resultando 
inherente a este concepto jurídico la necesidad y la obligación de que los Estados del sistema cooperen 
en la utilización y en la participación de un curso de agua internacional de manera razonable y 
equitativa.  
Expresó, sorteando el tema de la definición filosófica de estos conceptos, que la determinación de lo 
que constituía un uso ¨equitativo¨ y ¨razonable¨ de un curso de agua exigía valorar una serie de 
circunstancias propias de cada caso, que no podían ser comprendidas en una definición conceptual 
absoluta ya que la determinación de la misma se asentaba en una serie de principios generales.  
De estos fallos, debe extraerse que el Tribunal fijó una postura en cuanto a la utilización de este 
recurso vital y de interpretación de la Ley que lo regulaba, remitiendo a los principios generales del 
derecho de la equidad,473 la buena fe, y la buena vecindad, terminando con la incertidumbre provocada 
                                                 
471 La “buena fe” es un concepto jurídico  no determinado, normativizado (por ejemplo en los arts. 1198, 1071 y 1198 
del C. Civil) pero no reglado, asociado a un modelo de conducta socialmente aceptado como bueno. Implica el deber 
de obrar correctamente, según parámetros de honor y diligencia, y de no obrar dañando a terceros. 
 
472  La “buena vecindad”. Es un concepto todavía más vago, que pareciera implicar un plus de corrección en la 
conducta moral en situaciones particulares entre  propietarios co-lindantes de fundos. 
473 La equidad también es para los doctrinarios jurídicos una fuente de derecho. Este concepto suele ser invocado 
por los jueces para atenuar el rigor de una disposición legal o para equilibrar una relación jurídica que puede 
haberse tornado desproporcionada. Es lo justo en el caso concreto. La palabra, etimológicamente hablando, se 
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por la falta de normativización ambiental de ese momento histórico. Asimismo, determinó que el 
parámetro interpretativo en la utilización del recurso hídrico debía ser el principio de la utilización 
equitativa en los usos y beneficios de las aguas, lo que no era otra cosa que la esencia del Principio de 
Cooperación previsto en la Ley General del Ambiente, según el cual los recursos naturales y los 
sistemas ecológicos compartidos deben ser utilizados en forma equitativa y racional y el tratamiento y 
mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos , asistidas en forma conjunta. 
Del análisis de estos fallos que datan, el más antiguo, de fines del Siglo XIX, el Máximo Tribunal 
aplicó de manera indiciaria, la esencia de los principios ambientales modernos muchos años antes de la 
consagración de la Declaración de Principios consagrados en la Declaración de Río sobre el Medio 
Ambiente y el Desarrollo de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el 
Desarrollo efectuada en Río de Janeiro de 1992, la propia reforma constitucional de 1994 y de la 
sanción de la Ley General del Ambiente 25.675.474  
A su vez, es posible identificar rastros e indicios de la aplicación por parte del Tribunal del moderno 
Principio de Solidaridad, según el cual la Nación y los Estados provinciales serán responsables de la 
prevención y mitigación de los efectos ambientales transfronterizos adversos de su propio accionar, así 
como de la minimización de los riesgos ambientales sobre los sistemas ecológicos compartidos. 
Pueden identificarse también algunos elementos del moderno Principio Precautorio, ya que obligó 
a la Provincia demandada a adoptar medidas para evitar daños a los sistemas hídricos colindantes, que 
no eran desproporcionadamente onerosos en función de sus  costos. A su vez, aplicó el Principio 27 de 
la Declaración de Río 1992 (es decir la Obligación de Solidaridad), el cual prevé que los Estados y 
                                                                                                                                                             
refiere a la regla flexible de plomo que poseían los constructores de Lesbos en la antigüedad que les permitía medir 
las distancias constructoras sobre superficies irregulares y desproporcionadas, y que poseía un gran grado de 
adaptabilidad en función del material con el que estaba construida. Aristóteles en Moral a Nicómaco · libro quinto, 
capítulo X trata el tema de la Equidad. Expresa que la equidad y lo justo no son cosas idénticas. y que “no son 
tampoco de un género esencialmente diferente” .. “Lo equitativo y lo justo son una misma cosa; y siendo buenos 
ambos, la única diferencia que hay entre ellos es que lo equitativo es mejor aún. La dificultad está en que lo 
equitativo siendo lo justo, no es lo justo legal, lo justo según la ley; sino que es una dichosa rectificación de la 
justicia rigurosamente legal. La causa de esta diferencia es, que la Ley necesariamente es siempre general, y que hay 
ciertos objetos sobre los cuales no se puede estatuir convenientemente por medio de disposiciones generales. Y así, 
en todas las cuestiones respecto de las que es absolutamente inevitable decidir de una manera puramente general, 
sin que sea posible hacerlo bien, la Ley se limita a los casos más ordinarios, sin que disimule los vacíos que deja. La 
Ley por esto no es menos buena; la falta no está en ella; tampoco está en el legislador que dicta la ley; está por 
entero en la naturaleza misma de las cosas; porque esta es precisamente la condición de todas las cosas prácticas. 
Por consiguiente cuando la Ley dispone de una manera general, y en los casos particulares hay algo excepcional, 
entonces, viendo que el legislador calla o que se ha engañado por haber hablado en términos absolutos, es 
imprescindible corregirle y suplir su silencio, y hablar en su lugar, como él mismo lo aria si estuviera presente; es 
decir, haciendo la Ley como él la habría hecho, si hubiera podido conocer los casos particulares de que se trata.  Por 
lo tanto lo equitativo es también justo, y vale más que lo justo en ciertas circunstancias, no más que lo justo 
absoluto, pero es mejor al parecer que la falta que resulta de los términos absolutos que la Ley se vio obligada a 
emplear. Lo propio de lo equitativo consiste precisamente en restablecer la Ley en los puntos en que se ha engañado, 
a causa de la fórmula general de que se ha servido. ... Se ve, pues, claramente qué es lo equitativo y qué es lo justo y 
a qué clase de lo justo es preferible lo equitativo. Esto prueba con no menos evidencia quién es el hombre equitativo: 
es el que prefiere por una libre elección de su razón y practica en su conducta actos del género que acabo de indicar, 
que no sostiene su derecho con extremado rigor, sino que por lo contrario cede de él, aun cuando tenga en su favor 
el apoyo de la ley. Este es el hombre equitativo; y esta disposición moral, esta virtud, es la equidad, que es una 
especie de justicia y no una virtud diferente de la justicia misma.” 
474 La Ley Nr. 25.675 fue sancionada el  27 de Noviembre de 2002.  
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las personas deberán cooperar de buena fe y con espíritu de solidaridad en la aplicación de los 
principios en la esfera del desarrollo sostenible, así como el Principio Nr. 7 del mismo cuerpo. 
De este modo, el Tribunal, aplicando las normas de su tiempo, se adelantó a la efectiva 
normativización de los principios ambientales, aplicándolos de manera previa a su regulación formal. 
En el año 1988, en autos “CROTTO POSSE DE DAIREAUX, VALERIA Y OTRO C/ BUENOS AIRES, 
PROVINCIA DE S/ COBRO SUMARIO DE PESOS“475, el Tribunal entendió que la Provincia de Buenos 
Aires era responsable por los daños derivados de las inundaciones ocurridas en la zona de las lagunas 
encadenadas, dado la gravitación que sobre el fenómeno había tenido la construcción del canal 
Ameghino, la falta de un adecuado estudio técnico de sus consecuencias y la carencia de un plan eficaz 
de regulación. En la actualidad, este estudio técnico que el Tribunal referencia como faltante, estaría 
dado por el Estudio de Impacto Ambiental, en la actualidad obligatorio por la Ley General del Ambiente 
25.675 para el inicio de obras de envergadura a fin de descartar o aminorar, justamente, daños de este 
tipo como el reclamado en autos (a propiedades particulares dentro del terreno del derecho civil) y 
daños a los ecosistemas que evidentemente sufrieron con el radical cambio de escurrimiento de aguas. 
Debe mencionarse la clara anticipación vanguardista cultural del Tribunal en este fallo, al identificar 
claramente lo que a la postre es el instrumento básico de la política ambiental moderna (el Estudio de 
Impacto Ambiental), consagrado en el Principio 17 de la Declaración de Río 92. Una serie de fallos de 
este tipo, todos ellos enmarcadas en situaciones de daños y perjuicios civiles, (sin que exista allí 
referencia alguna Principios Ambientales o del actual derecho ambiental476) fueron objeto de estudio del 
Tribunal a través de la vía del recurso extraordinario. No tienen ellos gran importancia a los fines de 
esta investigación, por lo que sólo son referenciados a fin de tenerlos presentes y de ejercitar una 
posible solución diferente para futuros casos, a la luz de los modernos principios ambientales y normas 
ambientales propias de la ultima década del siglo XX.  
En 1992 no en materia ambiental estrictamente sino en materia de responsabilidad de daños 
originados por el recurso hídrico, el Tribunal fijó una postura interesante en cuanto a los límites de la 
responsabilidad del Estado en materia civil. Si bien el análisis de este fallo no es directamente 
                                                 
475 Fallos 311:233 del 08/03/1988. 
476 A modo de ejemplo y en materia de inundaciones contrario sensu a este caso referenciado se encuentra el fallo 
ITURBE, NORA DEL CARMEN Y OTRA C/ CÓRDOBA, PROVINCIA DE S/ DAÑOS Y PERJUICIOS, Fallos 326:2749, 
del año 2003 en el cual el Tribunal rechazó el planteo de daños de un particular dueño de un campo contra el 
Estado basado en el argumento en que éste no  había efectuado las obras de defensa para las inundaciones. El 
Tribunal dijo: “Tanto las normas de la Constitución Nacional, como las de la Constitución provincial ponen a cargo 
de la autoridad el ejercicio del poder de policía sobre las aguas a fin de que no afecten la salubridad pública ni la 
seguridad de las personas, pero de ningún modo imponen específicamente al Estado la obligación de construir 
efectivamente”. Este caso no guardaba relación con otros precedentes en que se había resposanbilizado al Estado 
por su accionar licito ante la inundación de zonas producto de la construcción de nuevos sistemas de filtrado de 
aguas ya que  el caso no se trataba de que una obra hidráulica o una actividad desplegada por la autoridad las haya 
perjudicado sino que se  imputaba a la demandada una omisión en la realización de la obras públicas que de haber 
sido llevadas a cabo en su oportunidad  habrían evitado los perjuicios que aducían haber sufrido como consecuencia 
de las extraordinarias precipitaciones producidas en la región. El Tribunal entendió que La Ley Fundamental y de 
igual manera la Constitución de la provincia, no aseguraban ni prometían a los ciudadanos que sus bienes estarían 
a salvo de cualquier hecho. Remarcó que no surgía de sus normas –siquiera implícitamente- el deber jurídico de 
realizar las obras aludidas para la defensa de los bienes cuya omisión aparejaría la obligación de responder. 
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conducente con el objetivo de la presente investigación, el caso “UNITAN S.A. V. PCIA DE FORMOSA”477 
es de un muy interesante análisis, ya que da cuenta del abordaje civilista que este tipo de asuntos 
solían tener y en especial del análisis del rol del Estado que, en la actualidad y post  reforma 
constitucional, ha cambiado rotundamente en tanto ha quedado obligado a la toma de responsabili dad 
ambiental en situaciones que pueden tener incidencia en ecosistemas ribereños.  
En ese caso, el Tribunal determinó que del hecho que las propiedades objeto de litis poseyeran 
como límite el río (dominio público provincial) no debía derivarse que del art. 2340 del Código Civil 
surgiera que el Estado debía propender al cuidado de la ribera. Asimismo, delineó la definición jurídica 
de ribera y determinó que no involucraba a las márgenes que no participaban del carácter de bien del 
dominio público, sobre las que ejercían sus derechos los propietarios ribereños. Determinó que los 
terrenos allí ubicados constituían propiedad pri vada, bien que sometida a un régimen particular (art. 
2.639 del Código Civil), y a sus dueños asistía el derecho de protegerlas de la acción de las aguas. 
Determinó que no existía mandato legal alguno que pusiera en cabeza del Estado el cuidado de ese 
ámbito físico y resaltó que así había parecido entenderlo la actora, quien invariablemente había 
asumido la construcción y cuidado de obras de defensa hasta ese momento.  
Estableció que los riesgos que soportaba la propiedad de la actora no eran otros que los que 
provenían de las propias características del lugar donde está emplazada, sometido a la intensa acción 
erosiva del río facilitada por la particular constitución de las tierras. Definió finalmente que eran los 
ribereños quienes debían soportar el costo de las obras defensivas que encararen pues éstas sólo a ellos 
benefician y no mediaba responsabilidad de terceros en el daño que en esas circunstancias se pudiera 
producir. Determinó que finalmente se trataba de la aplicación del principio general de que las cosas se 
pierden o deterioran para sus dueños. 
Por ello, determinó que resultaba desacertado hacer derivar del art. 2.340 y del carácter de titular 
del dominio público que ostentaba el Estado sobre las aguas navegables, la obligación de reparar los 
daños. Si bien como consecuencia de ello ejercía el poder de policía de seguridad en los ríos navegables, 
determinó que parecía excesivo imponerle el cuidado de las márgenes -que escapan a ese dominio-para 
evitar fenómenos que no eran sino riesgos que asumían los ribereños como tales. Finalmente el 
Tribunal consideró que definido así el punto, quedaba claro que los particulares eran quienes  debían 
soportar la carga de su inacción de comprobarse una conducta negligente en la prese rvación de sus 
bienes 
                                                 
477 Fallos 315:1085 del 26 mayo de 1992. El caso se trató del inició una acción de daño temido contra la Provincia de 
Formosa, como consecuencia de la situación existente en la barranca sobre el río Paraguay en la zona que lindaba 
con las fábricas de bisulfito y tanino de propiedad de la actora y que ponía en grave peligro sus instalaciones 
ubicadas en un terreno que llegaba hasta la ribera y tenía como límite el dominio público establecido por el Código 
Civil. La actora consideró que tal situación, provocada por las obras iniciadas por la provincia por intermedio de la 
corporación CO.DE.FOR. creada por Ley 1270,  había ocasionado el deslizamiento del muelle de cargamento, el 
debilitamiento o claudicación de las defensas por ella construidas, y privó de sustentación a edificios de su planta 
fabril. La barranca que lindaba con su propiedad, estaba protegida por tablas estacadas y muelles, defensas 
levantadas, mantenidas y controladas por Unitan desde su emplazamiento. La empresa actora planteó que la 
Provincia de Formosa  era titular de la relación jurídica en que se apoya la acción por cuanto su responsabilidad 
nacía de su condición de guardián de la ribera, según se desprendía de los incs. 3° y 4° del art. 2340 del Código Civil 
que estatuía que los ríos, sus cauces y las riberas internas eran bienes públicos del Estado, de lo previsto en el art. 
2644 de ese mismo texto legal y, también, de su art. 1113.  
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En éste caso intentó reclamarse daños a bienes privados producido por un bien público (recurso 
hídrico). No se trataba de un caso de daño ambiental a un recurso o al medio. En la actualidad, dada 
las normas medioambientales sancionadas post reforma constitucional  y si el planteo alcanzara 
aspectos relativos a la protección del ecosistema de la ribera, quizás la solución sería otra o podría tener 
alguna variante adicional que contemplara el accionar y la responsabilidad del Estado.  
A fin de evaluar las acciones medioambientales, debe siempre tenerse en cuenta que, el daño 
ambiental, es un daño que si bien puede afectar a particulares (quienes tendrán acciones de tipo civil a 
fin de resarcir los daños) es básicamente un daño a los bienes públicos, a los recursos naturales 
hídricos y al aire (que en general son públicos) o al ambiente en general, el cual es un bien común y 
debería ser declarado de dominio público. En el Derecho Civil producido de manera anterior a la  
legislación ambiental, el resarcimiento a bienes civiles por los diversos tipos de contaminación 
encontraban su cauce en el Código Civil. Ello sigue sucediendo en el presente. Los damni ficados 
particulares deben a fin de resarcirse iniciar una acción de daños tradicional, aunque cuentan con 
nuevos mecanismos que le permitirán litigar en mejores condiciones, utilizando institutos como los 
responsabilidad objetiva atribuida por Ley a los productores de contaminación y de diversas ventajas 
básicamente de índole procesal.  
La historia de las decisiones del Tribunal también da cuenta de  fallos relacionados tangencialmente 
con el recurso. Entre ellos se encuentran aquellos precedentes enmarcados dentro de litigios de daños 
civiles en que se reclamaban las consecuencias directas e indirectas de inundaciones de diversa índole 
producto de la construcción de mejoras a fin de evitar daños mayores justamente por este mismo 
fenómeno natural según se analizara. 
Debe concluirse que, a fines del sigo XIX, el Máximo Tribunal de la Nación había mencionado 
claramente el objetivo que deben tener los usos del recurso hídrico, adoptando una postura clara en 
cuanto a los fines de la utilización del mismo, delineando y aplicando los actualmente conocidos, 
Principio 27 de la Declaración de Río (cooperación de buena fe entre las personas con espíritu de 
solidaridad), Principio y Criterio de Eticismo y Solidaridad –por la doctrina-, el Principio de 
Cooperación dado por el uso equitativo y racional, el Principio y Deber de Solidaridad, y el 
Principio 17 de necesariedad de utilización del instituto del estudio de impacto ambiental como método 
de medición para el cálculo de las consecuencias ambientales del obrar humano. Este vanguardista rol 
debe ser reconocido. 
 
 
6.4.1.2 Ex post reforma constitucional de 1994. 
 
La reforma constitucional de 1994 introdujo una nueva dimensión al uso del recurso, la cual fue 
asimilándose en los Fallos de la Corte de manera progresiva. 
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En el caso “MARUBA S.C.A.EMPRESA DE NAVEGACIÓN MARÍTIMA C/ ITAIPÚ S/ DAÑOS Y 
PERJUICIOS”478 una empresa de navegación marítima, reclamó por daños y perjuicios sufridos como 
consecuencia de la bajante provocada en el río Paraná por el cierre temporal de las compuertas de la 
represa que había sucedido en la República de Paraguay. Si bien estas prácticas constituyen atentados 
contra la biodiversidad y posee incidencia sobre el medio ambiente acuático y ribereño público, en esta 
época estos conceptos no eran tomados en cuenta ni por la actora –quien no los demandó- ni por el 
Tribunal, quien no identificaba las cuestiones dañosas ambientales del problema traído a estrados y se 
detuvo sólo en el tratamiento de la cuestión de competencia que traía aparejada la demanda contra un 
ente binacional (en el aso "ITAIPU"), constituido por los Estados extranjeros, Paraguay y Brasil, nacida a 
partir del  Tratado de Itaipú, acuerdo regido por el derecho internacional, el cual tenía como objeto, 
regular el aprovechamiento hidroeléctrico del Río Paraná, de modo mancomunado de los recursos 
naturales de la región y en particular para la realización de obras, destinadas a la utilización raci onal 
del recurso agua. 
La Corte entendió que el ente Binacional Itaipú, no era un Estado que pudiera alegar el privilegio de 
inmunidad y que las actividades relativas a los recursos naturales de un Estado no constituían una 
manifestación inmediata y directa de su soberanía, s i (como el caso de las aguas) su explotación y 
aprovechamiento podían ser dejados en manos de particulares.479 De este modo abrió lugar al 
juzgamiento en los tribunales de la República de Paraguay en el caso. 
Planteos interesantes surgieron por los diversos casos relacionados con el sistema de generación de 
Energía Eléctrica y el uso y dominio de los recursos hídricos utilizados en su producción.  
En el año 1995 que el Tribunal entendió en un litigio a los efectos de dilucidar prioridades y 
prelaciones de derechos constitucionales, entre un servicio público nacional y facultades regulatorias 
ambientales provinciales. Ello sucedió en autos “LÍNEAS DE TRANSMISIÓN DEL LITORAL S.A. (LITSA) 
C/ CORRIENTES, PROVINCIA DE S/ ACCIÓN DECLARATIVA,”480. en donde el Máximo Tribunal 
                                                 
478  En este precedente del 05/02/1998 (Fallos 321:48), el Tribunal  confirmó el rechazo del privilegio de inmunidad 
de jurisdicción, haciendo lugar a la excepción de incompetencia, declarándose que los Tribunales argentinos 
carecían de jurisdicción para entender en la causa en la que la empresa de navegación marítima, reclamaba por 
daños y perjuicios sufridos en octubre de 1988 como consecuencia de la bajante provocada en el río Paraná por el 
cierre temporal de las compuertas de la represa que sucedió en la República de P araguay. 
 
479 En concreto, el Tribunal dijo:  “....6°) Que la capacidad de una entidad internacional para tener derechos y 
obligaciones frente a otros sujetos depende de la voluntad común de los Estados que la han creado (confr. Fallos: 
305:2139 y 2150) y no goza por su mera existencia derivada del privilegio de la inmunidad de jurisdicción en el 
territorio de terceros estados. La distinción entre actos iure imperii y actos iure gestionis, base de la teoría llamada 
"restringida" en materia de inmunidad de jurisdicción de los estados soberanos (Fallos: 317:1880, considerandos 7° a 
12; Ley 24.488, arts. 1° y 2°), no tiene - sentido razonable cuando se consideran los actos realizados por una 
organización internacional como la demandada en autos, los que, sin perjuicio de la finalidad pública perseguida por 
cada Estado miembro del tratado constitutivo, no constituyen una manifestación inmediata y directa de la soberanía de 
un Estado. Esta conclusión es válida aun en el supuesto de actividades relativas a los recursos naturales de u n 
Estado, pues la explotación y el aprovechamiento de las aguas pueden ser dejados en manos de particulares. El 
tratado constitutivo de Itaipú -que no obliga a la República Argentina ninguna previsión contiene sobre el privilegio de 
la inmunidad puesto que el art. XIX es una norma de jurisdicción -y de derecho aplicable- en favor de los jueces del 
domicilio  común de actor y demandado.” 
 
480 “Líneas de Transmisión del Litoral S.A. (LITSA) c/ Corrientes, Provincia de s/ acción declarativa” del 23/11/1995, 
Fallos 318:2374 y.del  18/11/1999 Fallos 322:2862. En el caso, Líneas de Transmisión del Litoral S.A. - LITSA- 
inició la acción a fin de que se declare la inconstitucionalidad de los artículos 5, 7 y 8 de la Ley 4731 como así 
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entendió de manera originaria y estableció (tras conceder una medida de no innovar) que las 
disposiciones dictadas sobre la base del ejercicio del poder de policía ambiental que se atribuía a la 
Provincia de Corrientes (referidas a la modificación de la traza aprobada por el Ente Nacional Regulador 
de la Electricidad y a la defensa del medio ambiente) interferían las facultades que correspondían al 
Estado Nacional para la concreción de un servicio público nacional regido por normas del mismo 
carácter, en tanto había quedado claramente demostrado que existía repugnancia efectiva entre los dos 
órdenes normativos.481 
Estableció que las previsiones contenidas en materia ambiental en las leyes de energía y las 
funciones atribuidas al Ente Nacional Regulador de la Electricidad (art.56, inc. k, de la Ley 24.065), no 
se veían modificadas por el art. 41 de la Constitución Nacional ni se contradecían con él.  Asimismo, 
entendió que  el poder de policía ambiental no debía escapar a las condiciones exigibles a toda facultad 
concurrente, esto es, no resultar incompatible con el fin nacional perseguido, que debía prevalecer.  
En el fallo definitivo recaído en el año 1999, el Máximo Tribunal analizó que Legislatura de la 
Provincia de Corrientes, mediante el dictado de la Ley 4912, había modificado la traza aprobada por las 
                                                                                                                                                             
también de la Ley 4912, dictadas por la Provincia de Corrientes. El argumento de la parte se centró en atacar la 
decisión del Estado Provincial por pretender arrogarse facultades de jurisdicción exclusiva federal, modificando la 
traza de la línea aprobada por el Gobierno Federal mediante las resoluciones del ENRE -Ente Nacional Regulador de 
la Electricidad- que había  aprobado el "plano de la línea aérea de extra alta tensión en 500 kV entre la Estación 
Transformadora Rincón Santa María -Prov. de Corrientes- y la Estación Transformadora San Isidro -Prov. de 
Misiones-..." (artículo 1 de la resolución 208/94). 
El argumento de la Provincia de Corrientes se circunscribío a que según el art. 41 de la Constitución Nacional, 
las Provincias no habían delegado la facultad de dictar normas que contuvieran todos los presupuestos de 
protección del medio ambiente, sino sólo los mínimos, y que era necesario escindir la potestad del Estado Federal en 
materia de generación, transporte y distribución de electricidad  de la competencia de la Provincia para dictar las 
normas complementarias sobre el medio ambiente. Señaló que las normas provinciales cuesti onadas no interferían 
en los aspectos estrictamente energéticos sino que tendían a evitar el impacto ecológico. 
El argumento de la parte actora –que tuvo acogida en el Tribunal- se centró en manifestar que  las normas 
provinciales vulneraban facultades exclusivas y excluyentes del Gobierno Federal emergentes del artículo 75, inciso 
13, de la Constitución Nacional, los artículos 6 y 12 de la Ley 15.336 y las previsiones contenidas en los artículos 
11, 17, 56 inciso k y concordantes de la Ley 24.065. Asimismo argumentó que "la Pcia. de Corrientes no sólo estaría 
pretendiendo avanzar sobre poderes delegados expresamente en el Gobierno Federal, sino que estaría ejerciendo la 
facultad concurrente de velar por el medio ambiente en forma irrazonable,  agravando -y no disminuyendo- el 
impacto ambiental de la línea, generando un riesgo cierto de accidentes y poniendo a cargo de LITSA 
responsabilidades que le son ajenas.  
El Tribunal otorgó como medida cautelar una medida de no innovar que fue concedida en parte, por la cual la 
Provincia de Corrientes hasta tanto se dicte sentencia definitiva, debería abstenerse de aplicar las leyes impugnadas 
en tanto se contrapongan e interfieran con actos y resoluciones dictados por la autoridad Nacional en la órbita de su 
competencia. 
 
481 El planteo de inconstitucionalidad estaba vinculado con la Ley 4731, que regulaba todo lo atinente a la 
preservación del medio ambiente, su conservación y defensa, y establecía que las personas públicas o privadas, 
nacionales o internacionales, responsables y/o acciones que degraden o sean susceptibles de producir degradación 
del ambiente y afectar la salud de la población o de los recursos naturales de la provincia, quedan obligadas a 
presentar un estudio e informe evaluativo del impacto ambiental en todas las etapas del desarrollo de dichas obras" 
(art. 3, primer párrafo).  Las normas cuya inconstitucionalidad se impugnaban  eran los arts. 5, 7 y 8, los cuales 
determinaban que : a) para el caso de que el proyecto de obra en cuestión fuese declarado de interés ecológico 
provincial, mediante Ley de la Legislatura provincial, la aprobación del plan de obras debería efectuarse por medio 
de una Ley especial, a cuyos efectos se elevarían al Poder Legislativo los antecedentes y documentaciones del caso 
(art. 5); b) se legitimaba a "cualquier habitante de la provincia que se considere afectado...recurrir por la vía de la 
acción de amparo a cualquier juez provincial  a efectos de solicitar se ordene la suspensión de las obras...", en tanto 
considere que puediese contaminar el medio ambiente, perjudicar la salud de la población y/o afectar a la flora, 
fauna o recursos naturales (art. 7); c) se reconocía al Estado provincial el derecho de "accionar judicialmente 
reclamando el daño o perjuicio ocasionado por las obras que se ejecuten en contravención a la presente ley, 
pudiendo además, en ejercicio de sus poderes de policía, ordenar la suspensión y/o clausura de las obras  (art. 8). 
“ 
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resoluciones del Ente Nacional Regulador de la Electricidad, ENRE (art. 2, incs. a, b y c), imponiéndole 
a la empresa Líneas de Transmisión del Litoral S.A. la carga de gestionar ante ese organismo el  dictado 
de una resolución modificatoria de la resolución en la que se disponga la rectificación de la planimetría 
originariamente aprobada, resolviendo además que el Ministerio de Gobierno y Justicia debía disponer 
de las medidas necesarias para que la Policía de la Provincia prestase colaboración a la Subsecretaria 
de Recursos Naturales y Medio Ambiente, en la tarea de control y preservación en todo el trayecto de la 
zona de obras.  
El Tribunal refirió que la prestación de este servicio público estaba incluida en la expresión 
comercio y era acorde con el propósito del Preámbulo de promover el bienestar general. De ahí que 
cuando la Nación actuaba como poder concedente del servicio público, no lo hacía en virtud de una 
gracia o permiso revocable o precario de la Provincia, sino con plena jurisdicción y en ejercicio de un 
derecho emanado de la Constitución Nacional y que el ejercicio de las facultades provinciales no podían 
interferir en la satisfacción de un interés público nacional.  
En cuanto al poder de policía ecológica invocado por el Estado provincial, y dada la posición que 
éste ocupaba dentro del régimen constitucional, determinó que la Provincia debía observar una 
conducta que no interfiera ni directa ni indirectamente con la satisfacción de servicios de interés 
público nacional. Y dijo: “Las facultades provinciales, por importantes y respetables que sean, no 
justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás estados 
autónomos y de la Nación toda”. 482 
Con este fallo, el Tribunal dio definición concreta al Principio Nr. 2  de la Convención de Río 
1992, el cual  establece que cada Estado tiene el derecho soberano de  de aprovechar sus propios 
recursos según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, decretando que el progreso económico 
y bienestar de toda la Nación en la concreción de un sistema de producción de energía eléctrica para 
toda la Nación debía primar ante el poder de policía ecológico de una provincia  y estableció un orden 
de prelación constitucional esencial para el objetivo de la presente investigación (validación de la 
hipótesis 2). A su vez, volvió a aplicar lo sustancial del Principio de 27 de la Declaración de Río 1992 
(obligación de solidaridad). 
En similar criterio al caso LITSA mencionado ut supra, en el año 2002 en autos 
“HIDROELÉCTRICA TUCUMÁN S.A. C/ TUCUMÁN, PROVINCIA DE S/ACCIÓN DECLARATIVA”483  ante 
el planteo acerca de la potestad federal regulatoria en materia de energía eléctrica contra las potestades 
                                                 
482 Enfasis agregado.  
 
483 En este precedente del 11/06/2002, Fallos 325:1370- Hidroeléctrica Tucumán inició una acción declarativa para 
que se estableciese si se encontraba comprendida en la obligación de tributar la tasa al uso del agua, como lo 
pretendía la Dirección de Rentas de la Provincia de Tucumán sobre la base de la Ley 731. El tema  objeto de litis fue 
la fijación de una  tasa al uso especial del agua contemplada en la Ley local de riego 731 del año 1897. Esa norma 
establecía el régimen de dominio del Estado provincial sobre las aguas de los ríos, arroyos y sus cauces y preveía el 
otorgamiento de concesiones de agua para diversos usos (bebida, industrial, riego de terrenos y fuerza motriz). 
Asimismo, disponía que la administración del agua, su distribución, los canales tanto de riego como los desagües, 
las servidumbres, así como cualquier empadronamiento reconocido o por otorgar de agua para riego y otros usos, 
estaba sujeto a sus disposiciones y a las dictadas por las autoridades pertinentes. 
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provinciales de tipo impositivas (cuyo objeto imponible era el uso del recurso hídrico) se hizo prevalecer 
la primera a fin de salvaguardar un servicio público de índole nacional.  
El Máximo Tribunal hizo lugar a la demanda y declaró la improcedencia de la pretensión fiscal del 
Estado provincial demandado ya que la tasa especial cuya imposición se pretendía no correspondía a 
un servicio efectivamente prestado, por lo que su cobro desnaturalizaba su concepto sin  que alcanzase 
a configurarse entonces el supuesto de excepción del art. 12 in fine de la Ley 15.336 (cuya vigencia 
había ya reconocido la Corte en Fallos: 320:162, 322:2598 y otros). Además determinó que el uso del 
agua de la Provincia como fuente generadora de energía encontraba contrapartida en la regalía del art. 
43 de esa Ley y que éste era la única compensación por ese uso a que tiene derecho la demandada.  El 
Tribunal consideró que, admitir lo contrario implicaría irrumpir en el ámbito federal de la materia 
alterando el régimen legal vigente y contrariando preceptos  constitucionales (arts. 31 y 75 incs. 18 y 
19). La referencia constitucional que se consideró la base del argumento que privilegió la facultad 
regulatoria federal en detrimento de la local fue  la cláusula de comercio de la Constitución Nacional, 
así el Tribunal dijo que debía estarse a “la primacía otorgada a la energía por la Ley federal en 
cumplimiento de los objetivos de la llamada cláusula comercial de la Constitución (art. 75 inc. 18)”. 
 
En el caso “INTENDENTE DE ITUZAINGÓ Y OTROS C/ENTIDAD BINACIONAL YACYRETA S/ 
ACCIÓN DE AMPARO”484 la Corte tomó varias decisiones consecutivas tanto en 2004 como en 2005, en 
las cuales autorizó su competencia originaria en un caso en que el intendente de Ituzaingo (Provincia de 
Corrientes) promovió acción con fundamento en los arts. 41, 43, 121 y 124 de la Constitución Nacional 
contra la Entidad Binacional Yacyretá (EBY), a fin de que no se eleve la cota de embalse de 76 msnm 
(metros sobre el nivel del mar) a 78, y de 78 a 83 mientras no se realizasen y aprobasen todos los 
estudios de evaluación del impacto ambiental previstos en la Ley provincial 5.067, con el objeto de 
dilucidar el posible trasvasamiento de agua desde el lago de Yacyretá hacia los Esteros del Iberá, en 
tanto ello podría originar daños ambientales irreversibles y modificar el macrosistema de dichos esteros, 
considerados reserva y parque natural provincial. El Tribunal finalmente rechazó la acción en tanto no 
advirtió que se estuviese en presencia de actos del poder administrador que evidencien arbitrariedad o 
ilegalidad manifiesta que justificasen su procedencia, atento a que se había negado y no se había 
probado efectivamente la decisión de elevar la cota del embalse Yacyretá de 76 a 78 msnm y de allí a 83 
msnm, lo que ni siquiera permitía habilitar el uso del Principio Precautorio. 
La tendencia a habilitar la instancia originaria del Tribunal en este tipo de casos se ha ido 
restringiéndose progresivamente, para dar un vuelco en el año 2002 en el caso “MENDOZA, BEATRIZ 
SILVIA Y OTROS C/ESTADO NACIONAL Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS (DAÑOS DERIVADOS DE 
LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO MATANZA – RIACHUELO”485, (el cual  será analizado 
seguidamente), el cual determinó el abandono de la doctrina  sentada en el caso Centurión de Vedoya, 
                                                 
484Fallos 327:5246. 
485 Del 22/08/2007, Fallos 330:1158. 
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en cuanto al concepto de causa civil., lo que permitió la derivación en la justicia local de los reclamos 
por daños particulares de los vecinos demandantes como consecuencia de la contaminación, 
profundizando así la aplicación del Principio de Territorialidad Ambiental.  
 
6.4.1.3 Conclusiones parciales 
 
De estas decisiones tomadas por el Máximo Tribunal pueden extraerse las siguientes conclusiones 
parciales: 
a) El Tribunal aplicó, de manera previa a su codificación formal, el Principio de 
Cooperación de la Ley Gral. Del Ambiente, según el cual los recursos naturales y los sistemas 
ecológicos compartidos deben ser utilizados en forma equitativa y racional, y el tratamiento y mitigación 
de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma conjunta, el 
Principio 7 y 27 de la Declaración de Río de 1992 que consagran el deber de actuar de buena fe, con 
solidaridad y equidad, así como el Principio 17 del mismo instrumento en tanto identificó la necesidad 
de la confección de estudios de impacto ambiental ante obras de envergadura y potencialidad dañosa. 
Ello demuestra una actitud cultural en la disciplina de avanzada. 
b) Asimismo, y también de manera previa a su codificación formal, aplicó en sus fallos de 
manera indiciaria el Principio de Solidaridad de la Ley Gral.del Ambiente, según el cual la Nación y 
los Estados Provinciales serán responsables de la prevención y mit igación de los efectos ambientales 
transfronterizos adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los riesgos ambientales 
sobre los sistemas ecológicos compartidos.  
c) Procedió a la integración de algunos elementos presentes en el moderno Principio 
Precautorio de la Ley Gral. Del Ambiente, obligando a la Provincia de Mendoza a adoptar medidas para 
evitar daños a los sistemas hídricos colindantes, que no fuesen desproporcionadamente onerosos en 
función de sus costos.  
d) Dio definición concreta en tanto éste establece que cada Estado tiene el derecho soberano 
de aprovechar sus propios recursos al Principio Nr. 2 de la Declaración de Río de 1992 según sus 
propias políticas ambientales y de desarrollo. En este sentido, estableció que el poder de policía 
ecológica provincial debía observar, dada la posición que las Provincias ocupaban dentro del régimen 
constitucional, una conducta que no interfiriera ni directa ni indirectamente con la satisfacción de 
servicios de interés público nacional. Las facultades provinciales, por importantes y respetables que 
fuesen, no justificaban la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás 
estados autónomos y de la Nación toda. De este modo definió que el art. 41 de la Constitución Nacional 
debía estar supeditado a la prestación de los servicios públicos energéticos nacionales. 
e) A su vez, mediante esta última determinación, estableció un orden de prelación de 
derechos constitucionales. Definió que, en materia de generación hidroeléctrica, en tanto servicio 
público nacional, el poder de policía hídrico y ambiental de las Provincias debía ceder a los intereses 
nacionales, debiéndose hacer prevalecer la llamada cláusula comercial (art. 75 inc. 18 y 19) al art. 41 
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de la Constitución que regulaba el Derecho al Medio Ambiente y las facultades regulatorias en la 
materia. 
  
6.4.2 En materia de flora, fauna, recursos pesqueros,  áreas protegidas, establecimientos de 
utilidad nacional y de defensa. 
 
6.4.2.1 Ex ante reforma constitucional de 1994. 
 
En materia de flora y fauna, existen numerosos fallos en que el Tribunal sólo intervino a fin de 
definir cuestiones de competencia. En general lo hizo como Tribunal de alzada sin tener que aplicar 
control de constitucionalidad alguno. En casi todos ellos y a excepción de lo sucedido en el caso de la 
aplicación de la Ley de Pesca y Ley de Bosques 13.273, determinó la competencia de los Tribunales 
locales del lugar de acontecimiento de los hechos, tanto antes como después de la distribución de 
competencias efectuada por el art. 41 de la Constitución Nacional. Esta identificación servirá de base 
para sustentar la conclusión derivada a que llegará esta investigación en relación a la creación 
pretoriana de un nuevo principio ambiental no enunciado (El Principio de Territorialidad Ambiental) de 
manera previa a la reforma de 1994 y a la regla de competencia definida por la Ley General del 
Ambiente 25.675. Ello se analizará seguuidamente. 
En el caso “EMPRESA "PLAZA DE TOROS" C/ GOBIERNO DE BUENOS AIRES.” del 13 de abril 
1869486, los actores plantearon la declaración de inconstitucionalidad de una Ley de la Provincia de 
Buenos Aires que había prohibido la instalación en su territorio de plazas de corridas de toros. En el 
caso, el señor Bonorino, en representación de la empresa “Plaza de Toros” solicitó la autorización para 
instalar una plaza de toros alegando la protección de la industria lícita del art. 14 C.N. y, ante la 
denegación de las autoridades administrativas de la Provincia de Buenos Aires el actor recurrió al juez 
de primera instancia local, quien rechazó jurisdicción sobre el asunto alegando que la mismas se debía 
a la jurisdicción federal atento a que se invocaba un articulo constitucional y la demandada era una  
Provincia, razón por la cual la Corte debía abrir su instancia. La Corte, decretó que la justicia federal 
era  incompetente para obligar a una Provincia, que había prohibido la corrida de toros, a soportar la 
construcción de una plaza para dar al pueblo ese espectáculo, determinando que la policía de las 
Provincias estaba a cargo de sus gobiernos locales, entendiéndose incluido en los poderes que se 
habían reservado, el de proveer lo concerniente a la seguridad, salubridad y moralidad de sus 
vecinos487. Sin perjuicio de la incompetencia así decretada, determinó que el artículo 14 de la 
Constitución Nacional, garantizaba a los habitantes de la República, el derecho absoluto de ejercer su 
industria o profesión, con sujeción a las leyes que reglamentasen su ejercicio, entre las cuales se 
                                                 
486 13 de abril de 1869 Fallos 7:150. 
 
487 Para más detalle acerca de este caso ver Sabsay Daniel, Derecho constitucional, Colección de Análisis 
Jurisprudencial, La ley, en Buenos Aires, 2002,  pág. 260. 
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encontraban las potestades de salubridad mencionadas. Los entonces considerados temas de 
salubridad, son en parte los temas actualmente considerados dentro de la materia ambiental y desde el 
año de este fallo, la Corte mantuvo el criterio de territorialidad en los  fallos que contenían similares 
elementos constitutivos. 
Ello reconoce ciertas excepciones, tal es el caso de la antigua Ley de Bosques. En el año 1960, en el 
caso “CARREÑO VALLEJO, JUAN”488 en materia de aplicación de la Ley 13.273, sobre bosques y tierras 
forestales, determinó la jurisdicción federal atento a la calidad de Ley de policía federal de alcance 
nacional, dictada por el Congreso de la Nación como consecuencia de la facultad que le otorgaba el art. 
67, inc. 16, de la Constitución Nacional. En el caso se había impuesto al presunto infractor una multa 
por haber comprobado la Administración Nacional de Bosques, en la Provincia de La Rioja, 
contravenciones forestales previstas en el art. 64, incs. b y h, de esa ley. En el caso, definió que el 
conocimiento y decisión de las causas regidas por leyes de policía federal correspondía a los tribunales 
federales, conforme a lo dispuesto en los arts. 100 de la Constitución Nacional, 2 y 3 de la Ley 48; por 
lo que la expresión ¨juez competente¨, contenida en e l art. 70 de la Ley 13.273, debía entenderse 
referida a la justicia federal. 
En ratificación del Principio de Territorialidad, aplicado desde sus primeros fallos, en el caso 
“LANAMÉRICA CÍA. COMERCIAL E INDUSTRIAL SA. Y OTRO C/ TIERRA DEL FUEGO, PROVINCIA DE 
S/ INCONSTITUCIONALIDAD”489  el Tribunal rechazó competencia en el planteo de inconstitucionalidad 
de la Ley 476 de la Provincia de Tierra del Fuego, por la que se regulaba el acceso a aguas marítimas, 
fluviales, lacustres y riberas para las actividades de pesca deportiva estableciéndose obligaciones a los 
propietarios u ocupantes legales de los fundos respectivos. Las alegaciones se basaron e n el legítimo 
ejercicio del derecho de policía y regulación de la pesca deportiva por un lado y por el otro, de la 
restricción al derecho de propiedad. El fundamento del Tribunal se relacionó con la necesidad 
primigenia de acudir las partes ante  los estrados de la justicia provincial, y en su caso acceder a la 
Corte por el recurso extraordinario del art. 14 de la Ley 48.  
Sin embargo, en materia ictícola, el 19 de abril de 1994 en el caso “HARENGUS SA C/PROVINCIA 
DE SANTA CRUZ S/ INCONSTITUCIONALIDAD”,490 la Corte se pronunció por la competencia federal del 
asunto. La empresa actora –cuyo giro comercial era la pesca de calamar- impugnó la Ley de la Provincia 
de Santa Cruz Nr. 2.144 en la cual, a fin de renovar los permisos de pesca provinciales, se debía 
acreditar el pago de impuestos por capturas realizadas en las 200 mi llas marinas. La empresa entendía 
que la Provincia reivindicaba para si el dominio del mar territorial de hasta las 200 millas marinas, 
contradiciendo los límites de la Ley 18.502. Ante la solicitud de la actora de la competencia originaria, y 
el planteo de inconstitucionalidad de dicha ley, la Corte definió la propia característica del recurso 
pesquero hacía aconsejable otorgar la jurisdicción federal, atento a que la fauna marina vivía y se 
desarrollaba no donde el hombre lo deseaba sino donde la naturaleza le proporcionaba el ambiente más 
                                                 
488Fallos 246:212, (año 1960) 
489Fallos 315: 448, (año 1992). 
490 Fallos 317:397, (año 1994). 
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adecuado, lo que escapaba a los criterios legales de determinación de extensiones y que el natural 
impulso migratorio de los cardúmenes no aceptaba divisiones político geográficas segmentadas como 
podrían ser los  límites federales. Las características naturales interjurisdiccionales del recurso fueron 
definitorios para que la Corte definiera la competencia federal del asunto, se arrogara competencia 
originaria y declarara inconstitucional la norma local por irrumpir en un derecho estrictamente 
nacional. 
 
6.4.2.2 Ex post reforma constitucional de 1994. 
Si bien la Corte aplicó Principios Ambientales a los casos en que le tocó decidir incluso sobre fines 
del Siglo XIX, la historia  de la aplicación de los Criterios Ambientales modernos relativos, en especial, 
de la flexibilización de los procesos, producto de las nociones revolucionarias sobre prueba y 
legitimación, fue más lenta. Incluso, también fue más lenta la incorporación de nociones relativas a la 
responsabilidad del Estado y el deslinde de órbitas y reglas del derecho civil tradicional a las del 
derecho ambiental moderno cuyo ámbito se inclina sobre la rama del derecho público. Veamos algunos 
casos.  
La reforma constitucional dató del 22 de agosto de 1994, y con fecha 17 de noviembre de 1994, 
apenas introducido el art. 41 de la nueva Constitución, el Tribunal en autos “LOUZÁN, CARLOS 
ALBERTO C/ MINISTERIO DE ECONOMÍA Y OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS DE LA NACIÓN”  491 
rechazó la vía del amparo, por entenderlo improcedente para determinar las repercusiones que sobre el 
medio ambiente podría acarrear la poda de árboles y su reemplazo por otras especies, entendiendo que 
se requería necesariamente para ello de la realización de pruebas cuya complejidad excedían el limitado 
ámbito de conocimiento del procedimiento del amparo, por ser un  proceso abreviado. 
Este fallo, resuelto a meses de la reforma constitucional, no aplicó el Principio Precautorio ya que 
mantuvo todavía los primigenios rigorismos formales típicos de los procesos tradicionales de los cuales 
la Corte se liberará en los años subsiguientes . El Principio Precautorio, (Principio 15 de la declaración 
de Río 92) obliga a los Estados a asumir un comportamiento de cautela para evitar daños que puedan 
suceder, incluso ante situaciones en donde no existe certeza científica absoluta. Este Principio 
ambiental, incluye como medida de acción, la de no avanzar en el acto posiblemente lesivo, incluso en 
caso de incertidumbre y amerita la procedencia de medidas cautelares de no innovar o de paralización 
de actos lesivos al ambiente. Este principio netamente ambiental, así como los principios que dan 
cuenta de la carga que impuso sobre las espaldas del Estado el art . 41 de la nueva Constitución, fue 
introduciéndose en los fallos a través de las primeras disidencias de algunos Ministros sobre el año 
2000, para terminar siendo avalado por el Tribunal en pleno. Ello será analizado subsiguientemente.  
                                                 
491 “LOUZÁN, CARLOS ALBERTO C/ MINISTERIO DE ECONOMÍA Y OBRAS Y SERVICIOS PÚBLICOS DE LA 
NACIÓN”. del 17/11/1994, Fallos 317:1658. 
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Un fallo de trascendental importancia a fin de la delineación de conclusiones relevantes para esta 
investigación, fue dictado en el año 2002 en relación a una situación de extinción de un recurso 
natural. Este es el caso de la extinción probable de la especie Merluza Hubbsi en autos “ROSMAR S.A. 
C/ SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN.”492 
En este precedente, el Tribunal revocó una medida cautelar que había autorizado a un buque a 
pescar “merluza hubbsi” por ser una especie en extinción, atribuyéndose competencia para al estudio 
del tema mediante la declaración del asunto como de gravedad institucional y la aplicación de esa 
doctrina pretoriana. A estos fines, determinó que el pronunciamiento que autorizó una operación 
pesquera hasta tanto se resolviera la transferencia del permiso de pesca, constituía un supuesto 
excepcional que permitía asimilar a definitiva la sentencia recurrida, pues lo resuelto podía llegar a 
frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general dictadas por los organismos estatales con 
incumbencia específica en la materia, con el objeto de preservar los recursos naturales de la Nación 
(art. 41, segundo párrafo, de la Constitución Nacional) y en un contexto afectado por una situación de 
emergencia, de modo que podrían resultar de la cautela daños que revestirían características de 
excepción por su proyección y magnitud.  
La empresa actora había alegado como derecho constitucional conculcado la violación a sus 
prerrogativas, la creación de una situación de indefinición e inseguridad, argumentando que se le había 
privado de sus derechos de trabajar y producir, con el consiguiente perjuicio efectivo, que apreció como 
de muy difícil reparación. Por su lado el Estado Nacional alegó que en el caso existía un caso de 
gravedad institucional. Ello porque, más allá del carácter frustratorio de las atribuciones de policía 
estatal que la resolución apelada implicaba, se ponía al caladero en riesgo de colapso, ya que el recurso 
"merluza hubbsi" se encontraba en estado de emergencia, tal como surgía del decreto de necesidad y 
urgencia 189/99, dictado para detener su sobre explotación. En tales condiciones, sostuvo que la 
medida cautelar, adoptada en beneficio del interés de un armador, ocasionaba un perjuicio de tal 
magnitud que resultaba imposible de cuantificar, el que no sólo era económico sino también ambiental. 
El  Máximo Tribunal resolvió la contienda en post de los derechos de conservación y preservación 
de los recursos naturales consagrados en el art. 41 de la Constitución Nacional, utilizando sus poderes 
implícitos para declarar de gravedad institucional  la situación planteada, asumir competencia aún ante 
la inexistencia de sentencia definitiva de Tribunal superior y determinar que mientras los supuestos 
perjuicios de la actora eran patrimoniales493 (y, por lo tanto, podrían ser planteados en otra instancia y 
resarcidos económicamente), la desaparición de la especie era irreparable.  
                                                 
492 “ROSMAR S.A. C/ SECRETARÍA DE AGRICULTURA, GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN” del 19/03/2002 
Fallos 325:461 Rosmar S.A. promovió una acción cautelar innovativa, en los términos del art. 232 del CPCCN contra 
el Estado Nacional a fin de que se permita la operación pesquera del "B/P Araucaria" con alcances irrestrictos y 
limitado al cupo anual de captura transmisible, hasta tanto se resolviera, con carácter firme y consentido, la 
transferencia del permiso de pesca del "B/P Quequén Chico" a la mencionada embarcación, que tramitaba por 
expediente administrativo 800-002940/98 del registro de la SAGPyA (fs. 24/36). 
 
493 En el caso la actora había alegado violación al art. 17 de la C.N.  propiedad y al art. 14 derecho a comerciar y 
ejercer industria lícita. 
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A su vez, estableció que el fallo recurrido incursionaba en el ejercicio de la política estatal de 
preservación y aprovechamiento de los recursos naturales y del poder de policía que desarrollaba la 
Secretaría de Estado con competencia específica en la materia, a la vez que constituía una acción 
positiva (al otorgar un permiso todavía no concedido por la autoridad administrativa), que proyectaba 
sus efectos a un ámbito declarado en situación de emergencia (conf. Ley 25.109, hasta el 31 de 
diciembre de 1999 y decreto 189/99 y sus normas complementarias ) y de este modo revocó la decisión 
apelada. 
La gravedad institucional en este caso, permitió la apertura de la instancia extraordinaria, siendo la 
irreparabilidad en la extinción de una especie la medida de dicha declaración y el supuesto utilizado a 
fin de ordenar la prelación de los derechos constitucionales, habilitando como una posible consecuencia 
práctica la posibilidad de ser materia del Recurso Per Saltum. A su vez, el fallo concretó la utilización 
tanto del Principio de Prevención, por el cual las causas y las fuente de los problemas ambientales 
deben atenderse en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos sobre el 
medio como del Principio Precautorio, el cual da cuenta de la necesidad de actuar cuando hubiera 
peligro de daño grave e irreparable, aún a pesar de la ausencia de información científica para impedir la 
degradación del medio ambiente.  
Este es un fallo sin precedentes, y que abrió la puerta de una nueva etapa ambiental constitucional 
en el criterio del Máximo Tribunal, ya que éste hizo prevalecer los intereses ambientales (art. 41 de 
la CN), a los económicos, del comercio y del trabajo (art. 14 y14 bis), estableciendo de este modo 
una Prelación de Derechos constitucionales dando cabal contenido concreto al Concepto de 
desarrollo humano y desarrollo sostenible, estableciendo claramente que el crecimiento económico 
no puede concretarse a cualquier costo.494 De este modo, también da contenido concreto al Principio 
Nr. 2 de la declaración de Río 92. 
El 26/09/2006 el Tribunal entendió en autos “FUNDACIÓN RESERVA NATURAL PUERTO MAR 
DEL PLATA C/CONSORCIO PORTUARIO REGIONAL DE MAR DEL PLATA S/AMPARO AMBIENTAL495 
para determinar que un conflicto ambiental debía tramitar ante los estrados de la justicia federal local 
(que había prevenido en autos) y no de la justicia provincial local. Ello, contrario sensu del criterio 
adoptado en otros precedentes ut supra y contrariando los preceptos de la Ley General del Ambiente 
(que prevé la jurisdicción local de los temas ambientales a modo similar de aplicación que al de los 
Códigos de Fondo) 
                                                 
494 Claramente define que mientras los supuestos perjuicios de la actora eran patrimoniales -y, por lo tanto, podrían 
ser planteados en otra instancia y resarcidos económicamente-, la desaparición de la especie era irreparable y que 
ésta configuraba un supuesto de gravedad institucional, asimilando a definitiva la sentencia recurrida, debido a que 
lo  resuelto –en la instancia previa- podía llegar a frustrar la aplicación de disposiciones de carácter general dictadas 
por los organismos estatales con incumbencia específica en la materia, con el objeto de preservar los recursos 
naturales de la Nación (art. 41, según do párrafo, de la Constitución Nacional) y en un contexto afectado por una 
situación de emergencia. 
495Del 26/09/2006, Fallos 329:4026. 
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En concreto, el Tribunal entendió que resultaba competente para seguir conociendo en autos la 
justicia federal con asiento en la ciudad de Mar del Plata en la acción tendiente a que se deje sin efecto 
el llamado a licitación para la explotación de balnearios que intentaba la demandada y para que se 
abstuviera en el futuro, de realizar sobre los sectores linderos a la reserva natural, actos que sean 
lesivos al ecosistema. Ello, porque dicho juez federal de primera instancia había asumido expresamente 
su jurisdicción, sin mediar objeciones de los litigantes y se había pronunciado ya sobre el fondo del 
asunto.  
Esta decisión, en contrario sensu a otras del Tribunal, ha tenido en vista que el conflicto de 
competencias y el cambio de juzgados en una causa, trae aparejado conflictos y tardanzas que en 
definitiva juegan en contra de la urgencia y premura del caso. En particular, habiendo existido 
asunción de competencia y convalidación de la misma por las partes en un primer momento. Quizás 
este sea otro nuevo ángulo de análisis sobre el cambio de criterio en la interpretación  de los derechos 
ambientales.496 
En igual sentido, la jurisdicción federal fue otorgada en autos “FISCAL S/AV. INFR. Ley 17.285” el 
12/12/2006 como consecuencia de la aplicación de las normas del Código Aeronáutico, en el caso el 
imputado, a bordo de una aeonave sin registro había fumigado con herbicidas una plantación de 
propiedad del denunciante (ajena a la que correspondía ser fumigada), con lo  que generó la destrucción 
de numerosos ejemplares arbóreos. La aeronave carecía de habilitación correspondiente y ello era un 
delito según el art. 219 de Código Aeronáutico, el cual prescribe la jurisdicción federal en su art. 198. 
Sin embargo, el 27/12/2006 en “ESCUREDO JAVIER S/ INFRACCIÓN LEYES ESPECIALES” 
declaró la competencia del Juzgado local (en lo Correccional en turno del Departamento Judicial de San 
Isidro), para que actúe en lo atinente a la imposición de multa que había realizado la Dirección 
Provincial de Recurso Naturales del Ministerio de Asuntos Agrarios por haberse constatado que la 
empresa poseía en su poder especies de animales silvestres –loros, faisanes, flamencos, etc.- sin la 
documentación de origen en infracción a los artículos 1 y 5 de la resolución 175/83 –disposición 
271/05, del 25-VII-05-. 2.. Ello, en tanto, determinó que la declaración de la competencia correccional 
no modificaba la conclusión del texto de la Ley 11.911, siendo que la asignación de competencia en 
materia rural a los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil y Comercial tenía por objeto aquellos 
trámites cuya matriz procesal aplicable fuera el juicio sumario y demás disposiciones del Código 
Procesal Civil y Comercial, más no un procedimiento netamente punitivo como el verificado en dichos 
autos.  
                                                 
496 El Dr. Fayt planteó su disidencia  estableciendo que  los actos lesivos al ecosistema, traía aparejado que sean las 
autoridades administrativas y judiciales de la Provincia las encargadas de valorar si la actividad comercial 
proyectada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del 
medio ambiente, máxime si ninguna de las partes tenía derecho a litigar en el fuero federal. 
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En el año 2007 en autos “RAMÍREZ, JUAN CARLOS C/E.B.Y. S/DAÑOS Y PERJUICIOS” 497 el 
Tribunal revocó la decisión de la Cámara Federal de Apelaciones de Posadas que había hecho lugar a 
una demanda interpuesta por un pescador comercial contra la Entidad Binacional Yacyretá (en 
adelante EBY) para que se le reconocieran los daños y perjuicios ocasionados por el quebranto de la 
actividad comercial pesquera que desarrollaba, a raíz de la construcción de la represa Hidroeléctrica 
Yacyretá.   
La Cámara de Apelaciones local había entendido que el Tratado de Yacyretá (ratificado por la  Ley 
20.646) no sólo le reconocía a la EBY competencia y responsabilidades sino que le obligaba a efectuar 
todas las acciones necesarias para la conservación y resguardo de la fauna ictiológica. En ese contexto, 
concluyó que hubo un cumplimiento irregular de sus obligaciones que se tradujeron en un daño cierto 
y real en el patrimonio del actor, evidenciado en el deterioro de  su actividad económica debido a la 
ausencia de peces en cantidad y calidad necesaria para su explotación comercial en el Río Paraná. El 
Tribunal local entendió que ese daño había guardado relación causal con el accionar de la demandada, 
toda vez que la omisión en el desarrollo de una actividad preventiva fue capaz de ocasionar, en términos 
de previsibilidad, el daño producido. Aseveró que la EBY había obrado descuidadamente, pues no había 
tomado las previsiones necesarias que la situación imponía, máxime si se tenía en cuenta que dicha 
entidad tenía el poder de policía sobre el ámbito en cuestión.  
La Corte Suprema, sin embargo entendió que en el caso mediaba falta de un perjuicio concreto 
debidamente demostrado, ya que en lo atinente a la pretensión de reconocimiento de daños y perjuicios 
por el obrar ilícito del Estado, a la cual la Cámara de apelaciones local había hecho lugar, era necesario 
tener en cuenta que únicamente la pérdida o el sacrificio de derechos e intereses incorporados al 
patrimonio eran susceptibles de generar un derecho a tal resarcimiento. En ese orden de ideas, 
entendió que no podía entenderse que existiera en cabeza del actor un derecho o interés con esas 
características, basado en el supuesto deber del Estado de mantener una determinada cantidad y 
calidad de especies de peces en el Río Paraná. De otro modo, se extendería de manera irrazonable la 
responsabilidad del Estado al punto de constituirlo en garante de ventajas económicas del demandante 
sin que exista deber legal de hacerlo.498 
Por otra parte entendió que, las argumentaciones efectuadas en autos tendían a demostrar la 
disminución de ejemplares de peces, más no se aludía a la desaparición de todas las especies, razón por 
la cual no se impedía al actor continuar desarrollando su actividad en ese curso acuático o en otro.499 
                                                 
497 Ramírez, Juan Carlos c/E.B.Y. s/daños y perjuicios  R. 1398. XLI. del 05/06/2007. 
498 Conf. Fallos: 320:955 y 323:1897. 
 
499 La disidencia  del Dr. Zaffaroni, por el contrario, efectuó el siguiente análisis :  
 
“Que el art. 14 de la Constitución Nacional garantiza a todo habitante el derecho de trabajar y ejercer toda industria 
lícita; derecho que estaba ejerciendo el demandante regularmente según ha sido debidamente probado en estos autos. 
Es deber de esta Corte, por ende, dada su específica función constitucional, velar muy especialmente por las garantías 
de los ciudadanos en esta materia... 
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En este caso, el Tribunal definió como elemento sustantivo para  la procedencia de un caso de daños y 
perjuicios (en el cual se reclama una reparación pecuniaria), que los términos de la prueba del perjuicio 
deben seguir la suerte del proceso tradicional de daños, aún cuando el mismo fuese derivado de un 
hecho que ha tenido consecuencias ambientales, por lo que, si no se lograba demostrar de manera 
concreta el perjuicio, entonces el mismo no debía proceder. La Corte deslindó aquí claramente el objeto 
perseguido. No se solicitaba la recomposición del daño ambiental en los términos del art. 41 de la 
Constitución Nacional, ni ningún otro requerimiento relativo a bienes públicos, sino, a intereses 
privados. Siendo eso de esa manera, la suerte que el reclamo debía correr, sería la de las reglas de los 
procesos civiles tradicionales en donde la carga de la prueba de los hechos, el nexo causal y el perjuicio 
pesa sobre quien alega los hechos.  
Sin perjuicio de ello, la disidencia del Dr. Zaffaroni introdujo en los fallos del Tribunal, principios, 
conceptos y criterios del moderno derecho ambiental (entre los que se encuentran la responsabilidad 
del Estado en materia ambiental y las políticas públicas inadecuadas en relación al tema) que serán  
explícitamente consagrados posteriormente en otros casos.  
                                                                                                                                                             
Que, asimismo, el art. 41 de la Constitución Nacional impone a todos los habitantes el deber de preservar el medio 
ambiente, entendido éste como un bien cuyos titulares son en definitiva las personas, como sucede con todos los bienes 
jurídicos... 
Por ende cabe colegir, sin efectuar un mayor esfuerzo interpretativo, que con mayor razón este deber de preservación 
ambiental incumbe al Estado, lo que, por otra parte, se prescribe claramente en el párrafo tercero del mencionado 
artículo constitucional, siendo que este esquema, a su vez, se deriva de las Declaraciones de las Conferencias de las 
Naciones Unidas de Estocolmo (1972), de Río de Janeiro (1992) y de Johannesburgo (2002), de las cuales la República 
Argentina forma parte.... 
Que, por lo tanto, corresponde entender comprendido en las disposiciones del art. 41 de la Constitución Nacional el 
deber de preservar las especies, que adquiere particular relevancia en el caso, pues las especies afectadas son fuente 
tradicional de industria artesanal de las personas físicas y constituyen una fuente de trabajo que hace a su 
supervivencia y a la de sus familias, considerando que el trabajo, en todas sus formas, goza constitucionalmente de la 
protección de las leyes (art. 14 bis de la Constitución Nacional...  
12) Que si bien una nueva agenda de progreso social requiere un rol fundamental, para la persecución y consecución 
del desarrollo humano sustentable, de emprendimientos u obras públicas de envergadura, ello es así bajo la 
inexcusable condición de que los medios elegidos para el logro de dichos fines y equilibrios resulten compatibles con los 
principios, valores y derechos humanos que la Constitución Nacional enuncia y manda respetar, proteger y realizar a 
todas las instituciones estatales... 
14) Que, en efecto, si el Estado impone limitaciones al derecho de propiedad privada, con mayor razón debe abstenerse 
de toda arbitrariedad en su propio dominio que, por imperio constitucional, debe proveer al bienestar general y, por 
ende, debe abstenerse de actos ilícitos que perjudiquen los derechos tradicionales de las personas, en particular 
cuando hacen a su supervivencia y a la de sus familias.... 
17) Que, .., se debe evitar toda consecuencia disvaliosa -intentando aminorar su impacto hasta alcanzar el menor nivel 
de daño posible- de todo proceso de cambio estructural del sistema ecoambiental que traduzca una disolución 
ecológica, pues ello también significaría, de no mediar una reparación justa y equitativa de los afectados, la 
desintegración del tejido social y, por ende, la de los propios seres humanos que habitan en las zonas afectadas, dado 
la íntima e indisoluble relación que existe entre el ecosistema que las circunda y su propia subsistencia. 
18) Que, en definitiva, negar una indemnización integral, justa y equitativa al actor tampoco se encontraría en armonía 
con uno de los principios señeros de nuestra Constitución Nacional y del Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, como es el de la justicia social, que ya estaba presente en nuestra Constitución Nacional desde sus mismos 
orígenes, al expresar ésta, como su objetivo preeminente, el logro del bienestar general (Fallos: 293:26, considerando 
31), esto es, las condiciones de vida mediante las cuales es posible a la persona humana desarrollarse conforme con 
su excelsa dignidad...” (énfasis agregado) 
En esta disidencia, se manifiesta la relación entre las políticas públicas, su implementación, el daño ambiental 
que estas pueden generar sobre bienes públicos y la incidencia patrimonial privada final que las primeras (las 
políticas públicas contrarias a la conservación del medio ambiente equilibrado según prescripción del art. 41 CN) 
acarrean a los particulares mediante la privación de los medios de sustento de las comunidades locales que sufren la  
disolución ecológica que genera  de este modo “la desintegración del tejido social“  producto de  “la íntima e 
indisoluble relación que existe entre el ecosistema que las circunda y su propia subsistencia”  
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En cuanto a la ordenación de los derechos constitucionales y su prelación, la Corte Suprema ha 
definido que el derecho a la defensa nacional debe primar por sobre el resto de los derechos 
constitucionales. El Derecho al medio ambiente no es la excepción y ello quedó demostrado en el año 
2007 en materia de defensa nacional y medio ambiente, cuando el Tribunal otorgó una medida cautelar 
innovativa en beneficio de los intereses nacionales de defensa. Ello sucedió en el año 2007 en autos  
“ESTADO NACIONAL (ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJÉRCITO) C/MENDOZA, PROVINCIA DE 
S/ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD”.500  En este caso, el Estado Nacional -Estado 
Mayor General del Ejército- inició demanda contra la Provincia de Mendoza, a fin de que se declare la 
inconstitucionalidad de las leyes locales 6.200 y 7.422, por medio de las cuales se había declarado área 
natural protegida, y sujeta a expropiación en los términos de la Ley 6.045, a la Laguna del Diamante en 
los límites fijados en dichas disposiciones legales, dentro de los cuales se encontraba un inmueble cuya 
titularidad, uso y administración, figuraban a nombre del Ejército Argentino (Campo General Alvarado). 
El Estado mayor, cuestionó la normativa referida pues, según sostuvo, afectaba la titularidad del 
referido inmueble adquirido por el Estado Nacional en el año 1951 mediante la Ley 12.636; y su 
aplicación incidía sobre un establecimiento de utilidad nacional destinado al sistema de defensa 
nacional de conformidad con las previsiones contenidas en las leyes 23.554, 23.985 y concordantes. 
Relató que el predio en cuestión era utilizado por unidades del sur del Ejército Argentino, y que allí se 
realizaban actividades de instrucción de facciones de nivel de la unidad e inferiores, despliegues y 
ejercicios de puestos de comando; fracciones logísticas; instrucción particular de montaña; ascensiones 
al Volcán Maipú, reconocimientos; navegación terrestre; captura de datos de campo y comunicaciones.  
El argumento del Estado Nacional se basó en que la expropiación dispuesta, las restricciones 
dominiales establecidas en las leyes provinciales, y las consiguientes perturbaciones que ocasionarían 
la aplicación de las leyes referidas en las actividades y fines de un establecimiento de las características 
del mencionado, traerían aparejada la violación de los arts. 31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la 
Constitución Nacional. Por ello solicitó una medida precautoria de no innovar que el Máximo Tribunal 
finalmente concedió, ordenando a la Provincia de Mendoza que debía abstenerse, en el marco de las 
previsiones contenidas en las leyes locales 6.200 y 7.422, de efectuar modificaciones que alteren el 
dominio que invocaba el Estado Nacional sobre el predio en cuestión; y de realizar actos, o disponer 
prohibiciones, que importaren el ejercicio de facultades a través de las cuales se interfiriera en la 
satisfacción del propósito de interés público que habría determinado la existencia del establecimiento 
de utilidad nacional en cuestión, de manera tal que el ejercicio de aquéllas resulte incompatible con las 
actividades normales que dicha utilidad implicare.  
De este fallo puede deducirse que, incluso post reforma constitucional de 1994, el Tribunal ha 
fijado una prelación de derechos constitucionales en la que, el derecho a la defensa nacional 
previsto en los arts. 31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional, prima por sobre 
las prescripciones ambientales establecidas en el art. 41 del mismo cuerpo legal incluido en la 
                                                 
500 “Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) c/Mendoza, Provincia de s/acción declarativa de 
inconstitucionalidad”, del 27/03/2007, Fallos 330:1261. 
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reforma de 1994.  En este terreno, esta investigación planteará conclusiones derivadas que explicitan 
la interconexión entre defensa nacional y recursos naturales y medio ambiente, a fin de construir un 
diverso orden de prelación basado en la coexistencia de los dos derechos. 
En los años 2008 y 2009, en el caso “SALAS, DINO Y OTROS C/ SALTA, PROVINCIA DE Y ESTADO 
NACIONAL S/ AMPARO”,501 el Tribunal dispuso el cese provisional de los desmontes y talas de bosques 
nativos en los departamentos de San Martín, Orán, Rivadavia y Santa Victoria, autorizados por la 
Provincia de Salta durante el último trimestre del año 2007, estableciendo un proceso  de audiencias 
públicas a fin de recaudar la información acerca del tema, en el que intervinieron las comunidades 
originarias y el defensor del pueblo.  
La  medida adoptada se fundó en la actuación de acuerdo al principio precautorio contemplado en 
la Ley General del Ambiente 25.675 (art. 4), en tanto en el caso se había demostrado claramente que se 
habían otorgardo autorizaciones para la tala y el desmonte de bosques nativos en las vísperas de la 
sanción de la Ley de bosques nativos que impedía los mismos. Para decidir de este modo, el Tribunal 
tomó en consideración el impacto ambiental que cada una de ellas se había efectuado, pero no así 
ningún estudio relativo al efecto acumulativo de todas las autorizaciones, las cuales implicaban la tala 
y desmonte de aproximadamente un millón de hectáreas, lo cual generaba un efecto sobre el ambiente 
que no había sido medido y que no se podía ignorar.  
Por esa razón, la Corte obligó  a suspender las autorizaciones de tala y desmonte y su ejecución en 
los cuatro departamentos mencionados hasta tanto se efectuara un estudio del impacto acumulativo de 
dichos procesos, imputando responsabilidad por su confección a la Provincia de Salta, en forma 
conjunta con la Secretaría de Ambiente y Desarrollo sosteniblede la Nación, la que debería resguardar 
el respeto de los presupuestos mínimos en la materia, dando amplia participación a las comunidades 
que habitaban en la zona afectada. 
Determinó que dicho estudio debía concentrarse en el análisis del impacto ambiental acumulativo 
de la tala y desmonte señalados, sobre el clima, el paisaje, y el ambiente en general, así como en las 
condiciones de vida de los habitantes y debía efectuarse en un plazo máximo de 90 días. Asimismo, 
estipuló que debía proponer una solución que armonizase la protección de los bienes  ambientales con el 
desarrollo en función de los costos y beneficios involucrados. En tal sentido, determinó que debía 
identificar márgenes de probabilidades para las tendencias que señale, valorar los beneficios relativos 
para las partes relevantes involucradas y las generaciones futuras. 
La Corte para así decidir utilizó las amplias facultades del art. 32 de la Ley General del Ambiente en 
cuanto esta disponía que el juez podía extender su fallo a cuestiones no sometidas expresamente a su 
consideración por las partes en la aplicación del principio precautorio, el cual implicaba armonizar la 
tutela del ambiente y el desarrollo, mediante un juicio de ponderación razonable (el cual no debía 
implicar oposición entre ambos, sino complementariedad, ya que la tutela del ambiente no significaba 
detener el progreso, sino por el contrario, hacerlo más perdurable en el tiempo de manera que puedan 
disfrutarlo las generaciones futuras). 
De este modo y gracias a estas facultades, no sólo decidió suspender todas las autorizaciones de 
tala y desmonte y su ejecución en los cuatro departamentos descriptos hasta tanto se efectúe el estudio 
                                                 
501 Fallos 331:2925 y Fallos 332:663. 
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EIA, sino que también postergó provisoriamente la decisión sobre la competencia del Tribunal, 
retardando el análisis de a la posibilidad de habilitar su jurisdicción originaria (art. 117 C.N.), a cuya 
apertura la Corte es tan renuente y exigente. Este diferimiento del análisis de su jurisdicción originaria 
se presenta en un caso en el que claramente no existía competencia en razón del art. 117 C.N. por 
aplicación de las normas de competencia en la materia del histórico Principio de Territorialidad 
Ambiental creado por el Tribunal. Ello debe ser interpretado como parte de la decisión político 
institucional de brindar protección y crear la cultura de la preservación de bosques nativos locales, ante 
una real omisión del ejercicio del control de policía ambiental local.  
Este caso es una prueba contundente del poder de elusión que la Corte posee de sus precedentes 
en función de las necesidades del caso y de aplicación del Principio Precautorio y de aplicación del 
Principio 17 de la Declaración de Río ´92. La Corte podría haber determinado, de manera previa al 
tratamiento del fondo del problema, (la falta del estudio de impacto ambiental acumulativo), la 
denegación de su jurisdicción originaria y remitido a los tribunales locales las actuaciones. Sin 
embargo, y a pesar de la clara incompetencia constitucional en el asunto, postergó esta decisión para 
salvaguardar los bienes naturales cuya destrucción hubiera sido irreparable en vísperas de la sanción 
de la ley de bosques que finalmente impidió tal tipo de desmontes. Esta actuación oportuna y 
deliberada de postergación de tratamiento de competencia propia, analizada en conjunto con los 
precedentes más importantes de estos años, tal como el caso “ROSMAR” y el caso “MENDOZA” (que 
será analizado seguidamente), da cuenta de la creación pretoriana de un nuevo Principio no reglado, el 
Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental, el cual el Tribunal con total libertad determina que 
hacer y como hacerlo en elusión a todos los códigos procesales que rigen la materia. 
Como en el curso de la tramitación del proceso, las áreas en las que se autorizaron desmontes o 
aprovechamientos forestales, fueron categorizadas como de alto valor de conservación en virtud de las 
disposiciones de los artículos 8 y 10 de la Ley 7.543, las medidas del Tribunal quedaron cabalmente 
justificadas. A su vez, determinando la necesidad de producción de un Estudio de I mpacto Ambiental 
Acumulativo (EIAA), dió cuenta de la falencia de la Ley General del Ambiente  en tanto ésta no prescribía 
esta necesidad dentro del instrumento de politica ambiental más importante del Derecho Ambiental 
moderno (el EIA). De este modo, la decisión de la Corte volvió a posicionarse en la vanguardia cultural 
de la disciplina, enriqueciendo y mejorando los métodos e instrumentos que las políticas públicas 
estipulan.     
Finalmente el estudio de impacto ambiental acumulativo fue presentado, el 26 de marzo de 2009 y 
ante el pedido de la demandante de suspensión de los efectos de la resolución 327/09 del Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo sosteniblede la Provincia de Salta, que impedía la tala del bosque, la Corte 
rechazó dicho pedido entendiendo que sus sentencias no eran revisables vía revocatoria y ordenó el 
traslado a la contraparte de dicho estudio a fin de su contestación.  
Otro caso en materia apertura de jurisdicción originaria se presentó en el año 2010 en el caso 
“ADMINISTRACION DE PARQUES NACIONALES C/PROVINCIA DE NEUQUEN ”502 en que la Corte 
                                                 
502 El fallo definitivo data del 20/04/2010, Fallos 333:487.  
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concedió su jurisdicción originaria en un caso en que la Administración de Parques Nacionales 
demandó a la Provincia de Neuquén alegando que los arts. 8, 78 y 79503 de la Constitución provincial 
amenazaban y ponían en tela de juicio el ejercicio del dominio y jurisdicción que legítimamente ejercía 
en las áreas protegidas correspondientes al Parque Nacional Lanín, al Parque Nacional Nahuel Huapí, al 
Parque Nacional Laguna Blanca y a la Reserva Nacional Lanín, arrogándose así la Provincia (según 
expresó) funciones delegadas al Gobierno Nacional en violación de los artículos 31, 75, incisos 5 y 30, y 
concordantes de la Constitución Nacional y de la Ley 22.351. Finalmente la Corte rechazó la demanda 
contra la Provincia del Neuquén, ya que no pudo demostrarse la existencia de algún acto de autoridad 
provincial que con motivo de las disposiciones constitucionales impugnadas hubieran puesto en tela de 
juicio el ejercicio de sus facultades legales, al menos con el grado de concreción necesaria para la 
procedencia de una acción declarativa de inconstitucional, con lo cual la impugnación resultaba 
conjetural o hipotética. La alegación efectuada por Parques Nacionales fue tan vacua y poco concreta, 
que ni siquiera la Corte pudo hacer operativo el Principio Precautorio.  
 
6.4.2.3 Conclusiones parciales. 
a) El Tribunal ha aplicado el Principio de Prevención, por el cual las causas y las fuente de los 
problemas ambientales deben atenderse en forma prioritaria  e integrada, tratando de prevenir los 
efectos negativos sobre el medio y el Principio Precautorio, el cual obliga a la adopción de medidas 
idóneas ante situaciones de riesgo ambiental cuando haya peligro de daño grave e irreparable, aún en 
ausencia de información o certeza científica. 
                                                 
503 Constitución de la Provincia de Neuquén:  
Artículo 8º La Provincia conserva y ejerce en plenitud todo el poder no delegado en la Constitución Nacional al 
Estado Federal y todos los que le reconocen los artículos 124 y 125 de la Constitución Nacional. 
En función de lo establecido en el párrafo anterior, la Provincia, entre otras acciones: 
1. Promueve un federalismo de concertación con el Gobierno Federal y entre las provincias, con la finalidad de 
satisfacer intereses comunes, participa en organismos de consulta y decisión de nivel federal y establece 
relaciones intergubernamentales o interjurisdiccionales, mediante tratados y convenios. 
2. Ejerce en los lugares de su territorio donde se encuentran instalados organismos nacionales todas las 
potestades provinciales, que serán de cumplimiento obligatorio. 
3. Concerta regímenes de coparticipación federal de impuestos. 
4. Promueve, mediante leyes específicas y con fines de promoción económica y social, la construcción por sí, a 
través de terceros o asociado a terceros, de líneas férreas y ductos en general destinados a interconectar 
pueblos y regiones de su territorio o integrar a éste con corredores bioceánicos y a favorecer el 
intercambio comercial y la complementación económica; el fomento de la navegación de cursos y espejos 
de agua en su jurisdicción; la colonización de tierras necesarias para los propósitos antes enunciados; el 
aprovechamiento integral de sus fuentes de energía; la construcción de centrales hidroeléctricas y la 
implementación de planes de irrigación. 
Todo representante provincial está obligado a ejecutar las acciones positivas pertinentes en defensa de l a 
autonomía y los derechos e intereses de la Provincia frente a cualquier pretensión ilegítima de cualquier 
Poder nacional, provincial o municipal. 
Artículo 78: La planificación será dirigida y permanentemente actualizada por el Consejo de Planificación y 
Acción para el Desarrollo (COPADE), cuyos miembros serán designados por el Poder Ejecutivo con aprobación de la 
Legislatura. Estará compuesto por profesionales y técnicos universitarios de todas las disciplinas conducentes a su 
fin y representantes de las fuerzas de la producción, la ciencia y el trabajo. Todas las entidades públicas provinciales 
o municipales y las privadas, tendrán obligación de colaborar con el Consejo de Planificación y Acción para el 
Desarrollo en la realización de relevamientos o prospecciones necesarios para determinar el potencial económico de 
la Provincia. 
Artículo 79: El Estado provincial, por medio de una legislación adecuada, propenderá a mejorar las condiciones 
de vida y subsistencia social, fomentando y protegiendo el establecimiento de cooperativas de producción, consumo 
y crédito, reconociendo su función social y favoreciendo el acceso del ahorro popular a la vivienda propia. 
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b) Ha aplicado el Principio Nr. 3 de la Declaración de Río de 1992 que brega por la concreción 
del desarrollo sostenible, avalando la idea relacionada a que el derecho al desarrollo debe ejerce rse en 
forma tal que responda equitativamente a las necesidades de las generaciones futuras y presentes. 
c) El Tribunal ha dado contenido concreto al Principio Nr. 2 de la Declaración de Río, 
estableciendo el modo en que el Estado Argentino debe aprovechar sus propios recursos según sus 
propias políticas ambientales y de desarrollo, supeditando el derecho al trabajo (art. 14 bis de la C.N.) y 
el derecho a comerciar, el derecho a la propiedad (art.17), al Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y 
Equilibrado del art. 41 de la Constitución Nacional y éste último, al derecho a la defensa nacional 
(establecido en los arts. 31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional) y de este modo ha 
creado un orden de prelación de derechos constitucionales en el que el derecho a la defensa nacional se 
encuentra en la cúspide. 
d) El Tribunal ha creado con su propia doctrina un Principio Ambiental nuevo no enunciado 
expresamente, el que puede enunciarse como Principio de Territorialidad Ambiental, el cual implica 
el otorgamiento de competencia en la materia a los Tribunales locales inferiores del lugar en donde los 
hechos con los recursos naturales suceden. Este Principio es producto de la sistemática reiteración de 
estándares decisorios en este sentido de manera incluso previa a la reforma constitucional de 1994 y la 
sanción de la Ley General del Ambiente 25.675.  
e) El Tribunal ha creado el Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental, en ejercicio de 
las amplias facultades que le otorga el art. 32 de la Ley General del Ambiente, llegando incluso a diferir 
el análisis de su jurisdicción originaria en un caso en el que claramente no existía competencia en 
razón del art. 117 C.N. a fin de dar prioridad a la preservación de bosques nativos. 
f) La materia ambiental, en tanto compromete la extinción de las especies, es objeto de apl icación 
de la teoría de la gravedad institucional y por ende, pasible de avocación per saltum por parte del 
Tribunal. 
 
6.4.3 En materia de comunidades originarias. 
 
El cambio de cosmovisión, de interpretación de alcance de los derechos  constitucionales 
tradicionales (entre ellos el derecho a la propiedad) que impusieron los nuevos hechos ambientales y las 
nuevas normas ambientales sobre fines del siglo XX, la migración en la prosecución del crecimiento 
económico tradicional por el desarrollo sostenibley el nuevo orden de prelaciones constitucionales que 
el Tribunal ha concretado sobre el inicio del siglo XXI, también se refleja en otro sub capítulo del tema 
ambiental relacionado con las comunidades originarias, su necesidad de preservación del medio en 
tanto base de su sustento y el respeto a su cultura y prácticas tradicionales en tanto preservadoras del 
ambiente. 
Si bien el Tribunal aplicó criterios y principios ambientales mucho antes de que ellos estuvieran 
formalmente regulados y enunciados como principios, en esta área lo hizo tratando de encuadrarlos y 
ciñéndolos dentro de las instituciones civiles tradicionales conocidas y reguladas a la época (como por 
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ejemplo la institución de la legitimación, el concepto de daño, de plazo presciptorio, aplicación de 
conceptos y alcances conocidos del Derecho de propiedad Privada, etc.)504. La liberación de estas 
abducciones en materia ambiental data claramente del inicio del nuevo milenio. Y con éste se inaugura 
una nueva era de definición de alcances, contenidos y coexistencias de derechos constitucionales 
tradicionales y nuevos (entre ellos, el del derecho de propiedad privada y el derecho de propiedad 
comunitaria indígena), lo que decididamente será uno de los grandes temas a dilucidar por el Tribunal 
en los años que quedan de esta era.  
En un novedoso fallo del 08/09/2003 el Tribunal entendió en “COMUNIDAD INDÍGENA HOKTEK 
T'OI PUEBLO WICHI C/ SECRETARÍA DE MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO sostenibleS/ AMPARO - 
RECURSO DE APELACIÓN”505 Aquí consideró que devenían ineficaces e insuficientes los agravios de la 
fiscalía del Estado Provincial Salteña que pretendían afirmarse en la observancia de normas técnicas 
que autorizaban la deforestación de un monte, alegando la inexistencia de pruebas de los efectos 
dañosos del desmonte del mismo, el cual incluía una selva de la cual las comunidades originarias 
locales sobrevivían. Ratificó de este modo la decisión del Máximo Tribunal de la Provincia de Salta506 
que evitaba la deforestación del bosque, fuente de recursos de los cuales subsistían las mismas. De este 
modo fueron suspendidas las tareas de deforestación a fin que se solicitasen los estudios de impacto en 
la flora, fauna, suelo, clima y sobre todo, el impacto cultural y humano. 
En el año 2009, la Corte intervino en “UNIVERSIDAD NACIONAL DE SALTA C. PROVINCIA DE 
SALTA Y OTROS S/ ACCIÓN DECLARATIVA”,507 caso en el cual la Universidad Nacional de Salta 
promovió acción declarativa de certeza contra la Provincia homónima, con el fin de obtener que se 
declare la nulidad absoluta e insanable de la Ley local 7.543 (de Ordenamiento Territorial de los 
Bosques Nativos), por considerar que lesionaba los derechos y garantías constitucionales de las 
comunidades indígenas y campesinas que habitaban la zona, haciendo lugar a su competencia 
originaria toda vez que una entidad nacional, con derecho al fuero federal –la Universidad- (art. 116 de 
la Constitución Nacional) había demandado a una Provincia, a quien le concernía la competencia de 
                                                 
504 Ver precedentes: Caso “Guari, Lorenzo c/ Provincia de Jujuy y sucesores de Fernando Campero” (1929)  y  
“Asociación de Comunidades Aborígenes Lhaka Honhat c/ Salta, Provincia de y otro s/ acción declarativa de certeza” 
(2005) 
 
505 Fallos 326: 3258. 
506 En el interesante caso, la Corte de Justicia de la Provincia de Salta, había resuelto hacer lugar a la acci ón de 
amparo interpuesta por la Comunidad Indígena del Pueblo Wichi Hoktek T'Oi, de modo tal que dejó sin efecto los dos 
actos administrativos dictados por la Secretaría Provincial de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, que habían 
autorizado el desmonte de determinados inmuebles rurales de los cuales dependía ambientalmente la comunidad. 
En sus argumentos, la Corte Provincial expresó que a partir de la admisión de la preexistencia étnica y cultural de 
los pueblos indígenas, se había establecido el reconocimiento a la posesión y propiedad comunitarias de las tierras 
que tradicionalmente éstos ocupaban y se había dispuesto asegurar su participación en la gestión referida a sus 
recursos naturales y a los de más intereses que los afecten. También ponderó que la Constitución Provincial vigente 
al tiempo de concederse la primera autorización, contenía una cláusula de protección al aborigen. Invocó diversas 
leyes nacionales y provinciales vinculadas con la cuestión y ponderó que la Ley 24.071 había aprobado el convenio 
169 de la OIT sobre "Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes".  En consecuencia, estimó que al 
otorgarse el primer permiso para el desmonte, ya existían derechos de rango constitucional y legal para los pueblos 
aborígenes, con lo que consideró insuficiente el cumplimiento de las normas técnicas para la conservación de suelos 
y sus modificatorias y la consideración de la Ley de Defensa de la Riqueza Forestal (ley 13.273, a la que adhirió la 
provincia demandada).  De este modo se suspendieron las tareas a fin que se solicitasen los estudios de impacto en 
la flora, fauna, suelo, clima y sobre todo, el impacto cultural y humano. 
 
507 Fallos 328:3818. 
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excepción (art. 117 de la Constitución Nacional), y siendo ésta la única forma de conciliar ambas 
prerrogativas jurisdiccionales. En cuanto al pedido concreto de la medida cautelar, luego de la 
interposición de la demanda, la Provincia de Salta dictó los decretos 2.785/2009 y 2.789/2009, 
reglamentando la Ley de Ordenamiento Territorial de los Bosques Nativos local N° 7543, disponiendo 
que la delimitación definitiva de las áreas boscosas que ocupaban las comunidades indígenas se 
decidiría una vez realizado el relevamiento técnico-jurídico-catastral de la situación dominial de esas 
tierras y prohibiendo la ejecución de las autorizaciones de desmonte pendientes de realización. Por este 
motivo, y dada la índole de la medida cautelar solicitada y la incidencia que podrían tener los decretos 
mencionados, la Corte solicitó a la parte actora  manifestase si mantenía interés en su dictado.508 
En estos fallos, el Tribunal aplicó el Principio Precautorio ambiental, el cual da cuenta de la 
innecesariedad de pruebas precisas de efectos dañosos ambientales para la adopción de medidas 
preventivas de resguardo y de omisión de actos potencialmente perjudiciales, y otra cláusula 
constitucional  (también introducida por la reforma de 1994) incorporada en el  art. 75, inc. 17 de la 
Constitución Nacional, la cual fija como función del Congreso: “Reconocer la preexistencia étnica y 
cultural de los pueblos indígenas argentinos. Garantizar el respeto a su identidad y el derecho a una 
educación bilingüe e intercultural; reconocer la personería jurídica de sus comunidades, y la posesión y 
propiedad comunitarias de las tierras que tradicionalmente ocupan; y regular la entrega de otras aptas y 
suficientes para el desarrollo humano; ninguna de ellas será enajenable, transmisible ni susceptible de 
gravámenes o embargos. Asegurar su participación en la gestión referida a sus recursos naturales y a los 
demás intereses que los afecten. Las Provincias pueden ejercer concurrentemente estas atribuciones.” 
Asimismo, se cumplimentó con el correlato establecido en el Principio 22 de  la Declaración de 
Principios de la Convención de Río de Janeiro de 1992.509, el Principio de Prevención de la Ley 
25.675 que establece que las causas y las fuentes de los problemas ambientales se deben atender en 
forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos que sobre el ambiente se 
pueden producir y el Principio 17 de la Declaración de Río de 1992 que establece la obligatoriedad 
de la confección de la Evaluación de Impacto Ambiental como instrumento nacional  respecto de 
cualquier actividad que probablemente haya de producir un impacto negativo considerable en el medio 
ambiente.  
Mediante el aval a ésta resolución, la C.S.J.N., protegió a un comunidad originaria que se hubiera 
encontrado inerme y al límite de la extinción si el desmote hubiera sucedido y no se hubieran tenido en 
cuenta las consecuencias del impacto ambiental en ella, garantizó la preservación de especies naturales 
del bosque en cuestión y, en su derrotero, dio protección a la figura del Derecho Comunitario 
Indígena previsto en el art. 75 inc. 17 como potestad en el modo de utilización de tierras y demás 
recursos naturales en post de una convivencia y subsistencia común, y como fuente de ideas 
                                                 
508 Fallos 332:2589. 
509 El cual reza: “Las poblaciones indígenas y sus comunidades, así como otras comunidades locales, desempeñan 
un papel fundamental en la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas 
tradicionales. Los Estados deberían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer 
posible su participación efectiva en el logro del desarrollo sostenible.” 
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inmanentes entre la naturaleza humana, el ecosistema, la tierra y la cosmovisión escatológica de sus 
creencias religiosas. Ello, en tanto el monte en cuestión, así como el resto de los hábitats que abarcan 
el dominio de los pueblos originarios, no  son sólo cabales unidades económico ambientales de esencial 
subsistencia para las propias comunidades originarias sino también  de una esencial implicancia 
cultural y mítico-religiosa. 
La Corte en este fallo ratificó los argumentos esgrimidos en relación a la necesidad del respeto a 
este nuevo derecho real510 constitucional, que da cuenta de nuevas formas de uso de los recursos 
naturales en general y la tierra originariamente poseída por estas comunidades en particular. 
Su próxima tarea será establecer los contornos de los dos sistemas de propiedad consagrados en la 
Constitución Nacional y la coexistencia posible de ambos a fin de obtener el logro del respeto a los 
derechos humanos de todos los habitantes de la tierra y la posibilidad de acceso adecuado a un mínimo 
de patrimonio que habilite la subsistencia de todos los hombres511, entre los que se encuentran las 
comunidades originas, las que poseen un sistema especial de cooperación y solidaridad en el uso de los 
recursos (inclusive la tierra, el suelo) que garantiza su subsistencia y la del medio biótico en el que se 
manejan en una interdependencia ecológica que se retroalimenta.  
El derecho de propiedad comunitario indígena, será objeto de análisis en este siglo y seguramente 
será regulado por leyes infra constitucionales, pero será función del Máximo Tribunal, re- definir, 
balancear y re- limitar el alcance del art. 17 de la Constitución Nacional (que consagra la inviolabilidad 
el Derecho de propiedad y ha sido alegado históricamente como el bastión de la utilización de la 
propiedad privada, con los caracteres típicos de absolutez en el ius utendi, fruendi y abutendi en el 
caso del derecho real de dominio, así como del resto de los derechos reales) ante este nuevo derecho 
real constitucional de carácter colectivo en el uso de la propiedad, previsto en este nuevo art.75 inc.17. 
del mismo cuerpo. 
Por ello, y a modo de aporte de esta investigación se formularán 2 hipótesis derivadas que podrán 
ser objeto de futuras investigaciones  y cuya respuesta puede ser la clave para una eventual decisión del 
Tribunal, en el siguiente sentido: 
 
 
                                                 
510 
 
 Así lo sostiene el Dr. Alterini, Jorge H. y otros. Propiedad Indígena. Editorial. De la Universidad Católica 
Argentina, 1ª Edición.  Buenos Aires, 2005.    
 
511 El Dr. Fayt, en su libro, Los Derechos Humanos..., ob. cit.  efectúa un análisis muy interesante de la 
incorporación de los derechos patrimoniales como derechos individuales innatos a las declaraciones de los derechos 
del hombre, expresando que el motivo del malestar interhumano es siempre de orden patrimonial y el centro del 
problema se encuentra en la distribución de la riqueza. Menciona  que es necesario que se formule un orden amiento 
mejor y humanamente posible, respetando las libertades humanas y atributos especiales, pero que permita 
administrar el patrimonio social de tal manera  que ningún individuo pueda dejar de cumplir sus necesidades 
primarias y elementales, en la medida compatible con las exigencias de la vida y que le asegure el ejercicio pleno de 
las facultades que le corresponden en tanto individuo, como miembro de la soci edad y como partícipe del gobierno. 
Sostiene que la esencia del problema radica en la mejor distribución del trabajo y de los bienes y esto, de buena fe, 
significa que la producción esté al servicio de todos los seres humanos. Señala que la superación de los problemas 
de tipo social, en los que se encuentra la excusión y la pobreza, y también los peligros ambientales que amenazan la 
vida humana, se encuentran en una acción solidaria a fin de equilibrar las desigualdades sociales y económicas y 
asegurar a todo ser humano su vida, su salud, su educación y su trabajo. 
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Hipótesis Derivadas: 
“1. El derecho de propiedad comunitaria indígena consagrado en el art 75 inc.17 de la Constitución 
Nacional, es un Derecho Real constitucional de esencia colectiva e indivisible, que debe coexistir en un 
plano de equivalencia horizontal con el Derecho de propiedad establecido en el art. 17 de la 
Constitución Nacional, el que a su vez garantiza su inviolabilidad. 
2. El art. 17 de la Constitución Nacional otorga cabal protección a la Propiedad Comunitaria 
Indígena garantizando su inviolabilidad. No existe contraposición entre ambos derechos sino una 
sinergia sui generis de protección y garantía de inviolabilidad en el modo de uso y usufructo de los 
diversos sistemas de propiedad. El art 17 es una guía que actúa de manera complementaria a la 
interpretación del art. 75 inc. 17, garantizando la inviolabilidad de todos los tipos de propiedad, 
inclusive el tipo de propiedad colectiva, indivisible, inalienable e imprescriptible de las comunidades 
originarias sobre las tierras que ancestralmente habitan.” 
La eventual validación de estas dos hipótesis derivadas de esta investigación mediante una nueva 
investigación orientada a estos fines, puede ser la clave de la solución de futuros casos judiciales que 
los Tribunales en general y la Corte Suprema de Justicia de la Nación en part icular, deban resolver. 
 
6.4.3.1 Conclusiones parciales 
De las decisiones tomadas por el Máximo Tribunal ex post reforma constitucional de 1994, pueden 
extraerse las siguientes conclusiones parciales: 
a) El Tribunal ha aplicado el Principio 22 de la Declaración de Río de 1992, que establece que 
las poblaciones indígenas desempeñan un papel fundamental en la ordenación al medio ambiente y en 
el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas tradicionales y que los Estados deben reconocer y 
apoyar debidamente su identidad, cultura e intereses y hacer posible su participación efectiva en el 
logro del desarrollo sostenible. 
b) El Tribunal ha aplicado el Principio Precautorio, determinando que en el caso de la alegación 
de normas técnicas para el manejo de suelos para la deforestación de recursos naturales en donde 
viven comunidades originarias, no podía alegarse la inexistencia de pruebas de los efectos dañosos 
cuando era claro que la comunidad indígena sobrevivía de los recursos naturales que pretendían ser 
deforestados. Debe recordarse que el Principio Precautorio da cuenta de que, cuando haya peligro de 
daño grave e irreparable, la ausencia de información o certeza científica no será la razón para  la 
adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente.  
c) También aplicó El Principio 17 de la Declaración de Río de 1992 que establece la 
obligatoriedad  de la confección de  la Evaluación de Impacto Ambiental como instrumento nacional  
respecto de cualquier actividad   propuesta que probablemente  haya de producir un impacto negativo 
considerable en el medio ambiente y el Principio de Prevención previsto en la Ley General del Ambiente 
Nr. 25.675. 
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d) Mediante este fallo, el Tribunal ha avalado la política pública de Estado de protección de las 
Comunidades Originarias argentinas, desplegada por la convención constituyente que diera a luz a la 
reforma constitucional de 1994 en materia de Comunidades Originarias  y que  consagraran la 
inclusión del art. 75 inc. 17 en el propio texto de la Constitución Nacional. 
e) A su vez, pueden extraerse 2 hipótesis derivadas a ser investigadas en futuras investigaciones, 
a saber: 
o El Derecho de propiedad Comunitaria Indígena consagrado en el art 75 inc.17 de la 
Constitución Nacional, es un Derecho Real constitucional de esencia colectiva e 
indivisible, que debe coexistir en un plano de equivalencia horizontal con el Derecho de 
propiedad establecido en el art. 17 de la Constitución Nacional, el que a su vez garantiza 
su inviolabilidad. 
o El art. 17 de la Constitución Nacional otorga cabal protección a la Propiedad 
Comunitaria Indígena garantizando su inviolabilidad. No existe contraposición entre 
ambos derechos sino una sinergia sui generis de protección y garantía de inviolabilidad 
en el  modo de uso y usufructo de los diversos sistemas de propiedad. El art 17 es una 
guía que actúa de manera complementaria a la interpretación del art. 75 inc. 17, 
garantizando la inviolabilidad de todos los tipos de propiedad, inclusive el tipo de 
propiedad colectiva, indivisible, inalienable e imprescriptible de las comunidades 
originarias sobre las tierras que ancestralmente habitan. 
 
6.4.4 En materia minera. 
Los antecedentes en materia minera relativos al medio ambiente conducentes al objetivo de la 
presente investigación y que dan cuenta de la incidencia de las normas medioambientales en esta 
actividad extractiva de un recurso no renovable, se encuentran en fallos modernos post reforma 
constitucional de 1994, en especial en el año 2007.  
En el caso “VILLIVAR SILVANA NOEMÍ C/ PROVINCIA DE CHUBUT Y OTROS S/ RECURSO DE 
HECHO”512 el Tribunal entendió en una causa en que la codemandada minera había interpuesto 
recurso de queja contra la resolución denegatoria de los recursos de casación e inconstitucionalidad 
planteados contra el pronunciamiento de la Cámara de Apelación de la ciudad de Esquel. 
En el caso, el Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut, al desestimar la queja por 
denegación de los recursos de inaplicabilidad de Ley y casación, había dejado firme la sentencia de la 
Cámara de Apelación del Noroeste de esa Provincia, confirmatoria de la sentencia de primera instancia 
que había admitido la acción de amparo ambiental regida por el art. 20 y subsiguientes de la Ley 
provincial 4.572, condenado a la Provincia y a la empresa minera codemandada a paralizar los trabajos 
de exploración y explotación de la mina hasta tanto la autoridad provincial de aplicación convocara a la 
                                                 
512 Del 17/4/2007.  
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audiencia pública prevista en el art. 6°  y concordantes del Código de Minería, con las modificaciones 
introducidas por la Ley Nacional 24.585.  
El interesante argumento de la empresa minera se basó en afirmar que  ella había oportunamente 
presentado el estudio de impacto ambiental ante la autoridad provincial y había sido autorizada por 
ésta a comenzar los trabajos de exploración previos a la explotación. Entendió que la justicia provincial, 
al admitir la acción de amparo, le ordenaba paralizar los trabajos, violentando así el derecho adquirido 
a concluir la exploración y a explotar su propiedad minera. El fundamento  constitucional que la 
empresa minera ofreció fue que el pronunciamiento que había resuelto suspender las actividades en el 
emprendimiento minero que estaba desarrollando hasta tanto cumpliera con la Ley provincial 4.032, 
importaba  una violación al derecho de propiedad reconocido por el art. 17 de la Ley fundamental (es 
decir el derecho de propiedad), atento a que la suspensión de las actividades sine die provocaban un 
gravamen económico irreparable. 
La empresa  adujo que, habiendo satisfecho los requisitos exigidos por la legislación nacional, no 
podían serle impuestas exigencias suplementarias derivadas de la aplicación de leyes provincia les que 
excedían las contenidas en el Código de Minería. Asimismo sostuvo que la sentencia apelada era 
arbitraria porque aplicaba la Ley 4.032 a la actividad minera por el sólo hecho de considerarla una 
actividad potencialmente degradante para el medio ambiente, sin tener en cuenta que dicha Ley sólo 
resultaba aplicable a otro tipo de actividades o industrias. 
En su voto, los Ministros Lorenzetti, Fayt y Petracchi, dejaron entrever que, de la lectura del 
recurso federal no se permitía comprender de qué tipo de exploración minera se trataba, pero que de  la 
compulsa de las actuaciones se evidenciaba que se trataba de una explotación minera de oro a cielo 
abierto mediante la utilización de cianuro, método expresamente prohibido por la Ley 5.001, 
sancionada por la legislatura de la Provincia del Chubut. El Tribunal entendió que la pretendida 
colisión entre los preceptos de la Ley 4.032 y el Código de Minería, base del recurso extraordinario, no 
era tal. En efecto, entendió que dicha Ley provincial establecía que los proyectos, actividades y obras, 
públicos y privados capaces de degradar el ambiente deberían someterse a una evaluación de impacto 
ambiental en todas sus etapas, la que sería sometida a una audiencia pública presidida por la 
Autoridad de Aplicación que, después de analizar el estudio y las observaciones formuladas en la 
audiencia, decidiría expresamente sobre aquéllos, antes del inicio de las actividades de que se trate.513 
                                                 
513  “Por otra parte, el art. 233 del Código de Minería establece que los mineros pueden explotar sus pertenenci as 
libremente, sin sujeción a otra regla que las de su seguridad, policía y medio ambiente, cuya protección está regida 
por la Sección Segunda de dicho código, que incluye tanto la etapa de exploración como la de explotación y, en su 
art. 250 establece que la autoridad de aplicación de las normas de protección del medio ambiente serán las que las 
Provincias determinen en el ámbito de su jurisdicción. Y su deber consiste en evaluar y expedirse expresamente 
sobre el informe de impacto ambiental de modo previo al inicio de las actividades mineras. El art. 11  de la Ley 
Nacional 25.675 reitera, como presupuesto mínimo común de aplicación obligatoria en todo el territorio de la 
república para toda actividad susceptible de degradar el ambiente, o afectar la calidad de vida de la población de 
manera significativa, la sujeción a un procedimiento de evaluación ambiental previo a su ejecución. Asimismo, en su 
art. 20 añade que las autoridades de aplicación, nacionales y provinciales deben institucionalizar procedimientos de 
audiencias públicas obligatorias previas a la autorización de dichas actividades. En suma, del cotejo de las normas 
provinciales y Nacionales invocadas no se advierte de qué modo y en qué medida la exigencia de la aprobación 
expresa, previa audiencia pública, del estudio de impacto ambiental exigido en los arts. 6 y 7 de la Ley provincial 
4032 antes del inicio de las actividades, vendría a contradecir lo previsto por las leyes Nacionales 24.585 y 25.675  
dictadas con arreglo al art. 41 de la Constitución Nacional. Según dicho artículo, corresponde a la Nación dictar las 
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En concreto, el Tribunal entendió que no existía colisión entre los preceptos de la Ley 4.032 de la 
Provincia de Chubut -de evaluación de impacto ambiental- y el Código de Minería, base del recurso 
extraordinario. 
De este modo decidió la aplicación del Principio Precautorio, el Principio de Prevención de la 
Ley General del Ambiente Nr. 25.675. y también El Principio 17 de la Declaración de Río de 1992 
(que establece la obligatoriedad de la confección de la Evaluación de Impacto Ambiental como 
instrumento nacional respecto de cualquier actividad propuesta que probablemente haya de producir 
un impacto negativo considerable en el medio ambiente). También dio contenido al Principio 2 de la 
Declaración de Río de 1992 estableciendo nuevamente un orden de prelación de derechos 
constitucionales determinando que el articulo 41 de la  Constitución Nacional que consagra el Derecho 
a un Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado, debía primar por sobre el art. 17 del mismo cuerpo en 
tanto este prevé la inviolabilidad de la propiedad privada alegado por la empresa demandada.  
La situación traída a estrados, es el claro ejemplo de los conflictos que surgen producto de la 
colisión de paradigmas y cambio de cosmovisiones que operaron a fines del siglo XX y principios del 
siglo XXI y que se resumen en el enfrentamiento de las diversas ideologías que colisionaron en sus 
objetivos.514 El acoplamiento de las visiones economicistas puras que alentaban al crecimiento 
económico a cualquier costo (incluso el de la propia subsistencia de los recursos) y las visiones que 
alientan el desarrollo sostenible sobre la base del respeto a la reproducción de los recursos naturales y 
uso racional de los mismos, en miras a garantizar la subsistencia de las futuras generaciones, sucederá 
necesariamente, tras una reordenación en la prelación de los derechos esenciales del hombre , en los 
que necesariamente se incluye una redimensión, redefinición y re determinación del alcance del 
derecho de propiedad, del progreso, el comercio y el ejercicio de industria lícita. Esta es la clave de la 
cuestión y ésta tarea sólo es exclusiva competencia del Máximo Tribunal de la Nación. He allí la 
importancia de su rol y del cabal análisis de sus potestades y poderes. 
En el caso “DESARROLLO DE PROYECTOS MINEROS S.A. (DEPROMINSA) C/MENDOZA, 
PROVINCIA DE S/ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD”515, la parte actora, cuyo 
objeto social era la evaluación, exploración y eventual explotación del Proyecto Minero "Papagayos" en 
terrenos ubicados en el Departamento de San Carlos, Provincia de Mendoza promovió la acción prevista 
en el art. 322 del CPPCN, contra dicho Estado provincial, a fin de obtener la declaración de 
inconstitucionalidad de la Ley local 7.422, promulgada por decreto 1880/05, intentó que el Máximo 
Tribunal entendiese en la especie alegando su jurisdicción originaria y exclusiva -art. 117 de la 
                                                                                                                                                             
normas que contengan los presupuestos mínimos de protección y a las Provincias, las normas necesarias para 
complementarlas, ya que complementar supone agregar alguna exigencia o requisito no contenido en la legislación 
complementada.” 
 
514  En la industria minera, las normas de medio ambiente vienen a descalzar las normas típicas aplicables, ya que 
ambas normas poseen intereses contrapuestos, la industria minera, industria extractiva de un recurso no renovable, 
cuyo código regulaba la explotación –aunque racional- del recurso en la inteligencia de la productividad económica, 
viene a embestir con las normas cuyo objetivo es la preservación, la precaución, normas que contradicen el espíritu 
de la actividad minera, típica en tanto explotación de un recurso no renovable.  
 
515 Fallos 330:549, del 06/03/2007. 
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Constitución Nacional-, lo que fue denegado. La empresa cuestionó, la Ley de la Provincia de Mendoza 
Nr. 7422 - promulgada por decreto 1880/05- en tanto éstas declaraban de utilidad pública y sujetos a 
expropiación los terrenos (dominios mineros) en ésta desarrollaba su proyecto, ya que los incluía en el 
Area Natural Protegida establecida por la Ley 6200, extendiendo sus límites y categorizando a la zona 
como Reserva Hídrica Natural y Reserva de Paisaje Protegido sujeta a la Ley 6.045, que prohibía toda 
actividad minera en dicho territorio (arts. 22, 23, 24 y 25). El planteo en concreto se generó porque 
estas normas impedían a la empresa la ejecución de su cometido. 
El interesante planteo de inconstitucionalidad de la empresa minera, se basó, entre otras cosas en 
que estas normas prohibían en esa zona una actividad que se encontraba relacionada con el comercio 
interprovincial e internacional, lo que correspondía a la Nación regular. Alegó que esto implicaba una 
grave interferencia con los intereses Nacionales que debían prevalecer e impedía proveer al progreso 
económico del país, violando así lo dispuesto en los arts. 41, 75 (incs. 12, 13 y 19) y 126 de la 
Constitución Nacional, el Código de Minería y la Ley de Inversiones Mineras 24.196, reglamentada por 
el decreto del P.E.N. 2.686/93, situación que generaba una grave inseguridad jurídica en especial entre 
los inversores” 516 
Sin perjuicio de ello, los argumentos y fundamentos constitucionales basados en comercio 
interprovincial y el progreso no sirvieron para abrir la competencia originaria  y exclusiva del mismo. El 
Tribunal expresó: “Al ser evidente que las cuestiones federales que propone la actora no son las 
predominantes en la causa, sino las vinculadas con la protección del medio ambiente que expone en el 
escrito inicial al transcribir las intervenciones más representativas de los legisladores en el debate 
parlamentario de la Ley 7.422 de Mendoza,  deben ser las autoridades administrativas y judiciales de 
dicha Provincia las encargadas de valorar si la Ley local afecta dicho aspecto tan propio del derecho 
público provincial.”  
El Procurador General y en lo que aquí interesa, estableció en ese sentido que correspondía 
reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que 
considerasen conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernaban, así como valorar 
y juzgar si los actos que llevaban a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectaban el 
bienestar perseguido. Asimismo determinó que no impedía a lo expuesto, la invocación del respeto a las 
cláusulas constitucionales, normas nacionales o se sostuviese que la Ley violaba el Convenio para la 
Promoción y Protección de Inversiones, suscripto con el Gobierno de Canadá, pues ello no fundaba la 
competencia originaria de la Corte en razón de la materia, en tanto esa jurisdicción procedía tan sólo 
cuando la acción entablada se basaba "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de 
carácter nacional, Ley del Congreso o Tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea 
                                                 
516 La empresa actora introdujo en sus argumentos un interesante planteo en tanto señaló  que, dado que giraba 
como sociedad subsidiaria de la compañía canadiense Tenke Mining Corp., quien estaba protegida por el "Convenio 
para la Promoción y Protección de Inversiones" suscripto con el Gobierno de Canadá, que fue ratificado por la Ley 
24.125. Asimismo, añadió que la Provincia demandada al sancionar la Ley cuestionada contradijo la voluntad que 
oportunamente expresó al suscribir el Acuerdo Federal Minero (ratificado por Ley 24.228), por el cual se 
comprometió a desarrollar junto con la Nación acciones concurrentes para propiciar el aprovechamiento racional e 
integral de esos recursos y promover la captación de inversiones en todo el país. 
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la predominante en la causa, pero no cuando, como sucedía en la especie, se incluían temas de índole 
local y de competencia de los poderes locales. 
Resultaba entonces evidente que las cuestiones federales que proponía la actora no eran las 
predominantes en la causa, sino las vinculadas con la protección del medio ambiente, lo cual llevaba a 
concluir en que debían ser las autoridades administrativas y judiciales de la Provincia de Mendoza las 
encargadas de valorar si la Ley local afectaba dicho aspecto tan propio del derecho público provincial 
(conf. arts. 121, 122 y 123 de la Ley Fundamental). 
Asimismo, consideró también que la solución propuesta tenía respaldo en el respeto del sistema 
federal y de las autonomías provinciales, lo que exigían que fuesen los magistrados locales los que 
intervinieran en las causas en que se ventilaban asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las 
cuestiones de índole federal que también pudiesen comprender esos pleitos sean susceptibles de 
adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la  Ley 48, desechando a 
su vez  que existiera en el sub lite  razón suficiente para abrir  (según art. 117 de la Constitución 
Nacional) su competencia originaria y exclusiva. Entendió a su vez que la circunstancia que se hubiera 
citado como tercero a juicio al Estado Nacional (Secretaría de Minería), en los términos del art. 90 del 
CPCCN, y dado que la actora no había expuesto adecuadamente las razones por las que consideraba 
procedente o necesaria la intervención de aquél, no abrían su competencia originaria, ya que las 
circunstancias reseñadas no evidenciaban que en el caso estuviera en juego un interés nacional directo 
que justificare tal citación. 
De este modo, el Máximo Tribunal volvió a aplicar el principio por ella creada desde sus primeros 
fallos, el Principio de Territorialidad Ambiental. 
 
6.4.4.1 Conclusiones Parciales. 
Pueden extraerse las siguientes conclusiones: 
a) La C.S.J.N. aplicó el Principio Precautorio en materia minera, el Principio de Prevención de 
la Ley General del Ambiente Nr. 25.675. y el Principio Nr. 17 de la Declaración de Río 1992 
(obligatoriedad de la Evaluación de Impacto Ambiental), en tanto decidió que no era inconstitucional la 
norma que preveía la suspensión de la explotación del recurso minero hasta tanto la evaluación de 
impacto ambiental prevista por Ley provincial previa audiencia pública, sea realizada 
b) Asimismo volvió a aplicar en materia minera el principio ambiental de su creación previa a la 
reforma de 1994 y Ley 25.675, el Principio de Territorialidad Ambiental. 
c) Se ha dado contenido concreto al Principio 2 de la Declaración de Río 92, estableciendo el 
modo en que el Estado Argentino debe aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas 
ambientales y de desarrollo, supeditando en materia minera, el derecho a comerciar y al progreso 
(previstos en el art. 75 inc. 18 y 19 C.N.) y de propiedad (art.17 C.N.), al derecho al medio ambiente 
apto, sano y equilibrado del art. 41 de la Constitución Nacional, estableciendo de este modo una 
prelación de derechos constitucionales en idéntico sentido. 
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d) Mediante la creación de este orden de prelación de derechos constitucionales en que, en 
materia de explotación minera, el derecho al medio ambiente sano previsto en el art. 41 de la C.N. debe 
primar por sobre el derecho de propiedad (art. 17 de la CN) y el derecho a comerciar, el Tribunal se 
expidió a favor de la concreción de un tipo de desarrollo económico que se condice con el Principio de 
Desarrollo sostenible (aplicó el Principio Nr. 3 de la Declaración de Río 1992) en un marco de 
equilibrio ecológico en defensa de las generaciones futuras y de la propia subsistencia humana, 
reordenando y re dimensionando el alcance del derecho de propiedad, clave fundamental para la posible 
concreción en cada uno de los seres de este planeta, de igualdad en el acceso al uso de los recursos 
naturales esenciales para sobrevivir. 
 
6.4.5 En materia hidrocarburífera. La defensa nacional, el desarrollo humano y los fines del 
Estado en la programación de políticas públicas sostenibles. 
 
Los recursos hidrocarburíferas poseen una especial categoría y regulación en función de la 
implicancia que poseen dentro del terreno de la seguridad y defensa nacional. Si bien esta noción ha 
sido reformulada tras la provincialización de los yacimientos y la instauración del régimen legal 
descripto ut supra, debe analizarse los fallos del Tribunal que conforman dicha noción. 
 
6.4.5.1 Ex ante reforma constitucional de 1994. 
 
El 3 de mayo de 1979 la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, convalidó la 
constitucionalidad de los art. 1  y 4  de la Ley 14.773 en autos “YACIMIENTOS PETROLIFEROS 
FISCALES C/ MENDOZA, PROVINCIA S/ NULIDAD DE CONCESION MINERA”517. Aquí, debió intervenir 
en el caso en que Yacimientos Petrolíferos Fiscales demandó a la Provincia de Mendoza y a la sociedad 
Mina Cacheuta por nulidad de la Resolución Nr. 107 del Juzgado Administrativo de Minas de la 
mencionada Provincia, dictada con fecha 29 de abril de 1965. Mediante dicho acto la autoridad 
administrativa, había concedido a los solicitantes la mina de petróleo "Cacheuta", ubicada en el distrito 
minero 20 departamento de Luján, conocida también por los nombres de "Agua del Corral" y "Punta de 
la Loma."518  
El Juez de Minas al dictar la Resolución Nr. 107 hizo mérito, para otorgar la concesión, del 
abandono y renuncia de Y.P.F., que a su criterio había dejado el bien en disponibilidad y aplicó el art. 
396, tercer párrafo, del Código de Minería, según la modificación de la Ley 12.161 que aquél entendió 
ser de aplicación al caso en cuanto no contrariase a la Ley 14.773. 
                                                 
517 Fallos 301:341. 
 
518  Según las referencias del Registro de Minas que sirvieron de antecedente a la Resolución N° 107 la superficie 
concedida corresponde a las áreas renunciadas sucesivamente por Y.P.F. en los años 1936, 1941 y 1953.  
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Por ello, YPF promovió demanda contra la Provincia de Mendoza a fin de obtener la declaración de 
nulidad de la cuestionada resolución, por considerar, fundamentalmente, que el acto impugnado 
desconocía sus derechos a la mina en disputa, (que hacía derivar de los arts. 1' y 4' de la Ley 14.773) 
los cuales determinaron, respectivamente, a) el carácter de bienes exclusivos, imprescriptibles e 
inalienables del Estado Nacional de los yacimientos de hidrocarburos, sólidos, líquidos y gaseosos 
existentes en el territorio de la República, sin perjuicio de la participación que sobre su producido 
reconoce la Ley a las Provincias y, b) la prohibición correlativa de otorgar nuevas concesiones sobre 
dichos yacimientos. Es de señalar que el art. 5 de la misma Ley ponía a cargo de Yacimientos 
Petrolíferos Fiscales, Gas del Estado y Yacimientos Carboníferos Fiscales las actividades del Estado 
Nacional referentes al estudio, exploración, explotación, industrialización, transporte y comercialización 
de dichos hidrocarburos. 
YPF mantuvo que ella era depositaria de los derechos de los que era único titular el Estado 
Nacional y que a ella tocaba ejercer, ello por la Ley 17.319 (art. 1*) y decreto -1845/68 que la declaró 
zona de explotación, incluía la mina en debate. 
Por su lado, ambas accionadas plantearon en subsidio la inconstitucionalidad de los arts. 1 y 4 de 
la Ley 14.773, del art. 1' del decreto-ley 17.319/ 67 y del decreto 4845/68  con argumentos similares 
tendientes a demostrar, en esencia, que la nacionalización de los yacimientos de hidrocarburos 
descansaba en el ejercicio de una facultad que no había sido delegada al Gobierno Federal y que 
resultaba lesiva de la integridad territorial de las Provincias de Mendoza. 
El Procurador general, analizó en su dictamen, en primer lugar, la vital importancia que revestía el 
petróleo en la economía mundial, lo que quedaba demostrado por el papel que desempeñaban la 
utilización de sus derivados tanto en las actividades fabriles y del agro, en la petroquímica, en la 
producción de energía eléctrica, cuanto en la operación de los medios de transportes terrestres, aéreos y 
marítimos. Luego analizó la importancia de los mismos en cuanto a la defensa nacional, 
Y dijo:  
“La notoriedad del hecho exime de abundar en mayores consideraciones. Baste con señalar la 
repercusión que ha tenido en los procesos económicos el alza de los precios del crudo dispuesta por la 
Organización de los países exportadores de petróleo (OPEP)”  
”El debido abastecimiento de combustibles líquidos y gaseosos y de los llamados lubricantes 
minerales asume caracteres de exigencia perentoria para el normal  funcionamiento y desarrollo de las 
industrias manufactureras, usinas eléctricas y servicios públicos de comunicaciones en sus diversos tipos. 
El legislador argentino se hizo caigo de esta realidad insoslayable al declarar, en el art. 8* de la Ley 
14.773, "de urgente necesidad Nacional el aumento de la producción de hidrocarburos, a los fines del 
autoabastecimiento del país".  
“Aparte del aspecto económico industrial señalado, existe otro que, en intima conexión con aquél, 
posee su propia y especifica dimensión, de obvia importancia. En este orden de ideas encuentro 
apropiado reproducir palabras del miembro informante de la comisión de asuntos  constitucionales del 
Senado de la Nación al fundar el proyecto de la que luego seria la Ley 14.773. Dijo el Senador Weidmann 
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en esa oportunidad: "Nuestro Preámbulo considera que proveer a la defensa común es uno de los 
objetivos- que fundamentan, la formación de la Nación Argentina. Todo lo que hace al petróleo 'y a sus 
derivados es materia típica de defensa nacional. Surge del propio Preámbulo. En cuanto a las Provincias, 
sabemos bien, que ellas han hecho depositarla a la Nación de toda la competencia relacionada,  cofl la 
defensa nacional" (Diario de Sesiones de la H. Cam. de Senadores; afio 1958, IU, pags, 1881 y 
».)”.(énfasis agregado) 
 “La extracción del petróleo y del gas y los procesos ulteriores de industrialización y distribución hasta 
su puesta a disposición de los consumidores o usuarios constituyen actividades que afectan intereses 
Nacionales, relacionados con la economía general del país y con su defensa, cuya tutela incumbe al  
Gobierno Federal, como lo reconoció V. E. en Fallos 284:161, consid..7*”519 “cabe afirmar, en otras 
palabras, que, cuando media interés Nacional, surge la jurisdicción Nacional, entendida como suprema 
potestad de regulación jurídica,  que es la for ma que asume la tutela del Gobierno Federal sobre los 
intereses nacionales.”  
En concreto, el Tribunal entendió que el Gobierno Federal se encontraba habilit ado para proceder a 
legislar en materia petrolífera en beneficio del dominio de la Nación,520 porque había sido instituido por 
la Constitución como instancia suprema de coordinación y decisión para todas aquellas materias que 
afecten al país en general, a la Nación considerada sub especie unitatis, en cumplimiento de los 
objetivos declarados en el Preámbulo de constituir la unión nacional, proveer a la defensa común y 
promover el bienestar general. Determinó que el carácter de utilidad pública que revestía la explotación 
de los yacimientos de hidrocarburos (utilidad pública que se especificaba como nacional en razón de la 
declaración de titularidad nacional y de su esencial vinculación con los intereses económicos generales 
del país y con su defensa) era un hecho más que atraía sobre ellos la jurisdicción nacional exclusiva, 
por analogía con el supuesto del entonces inc. 27 del art. 67 de la Constitución. Por ello, dete rminó que 
esta circunstancia cohibía la ingerencia de los poderes provinciales en cuanto pudieran afectar, directa 
o indirectamente, el dominio de esos bienes, su explotación y el correlativo ejercicio de la jurisdicción 
nacional. 
A la vez, y a fin de poder entender la inconveniencia del sistema instaurado por la  Ley de 
Federalización de Hidrocarburos 24.145 que en la actualidad retrotrae un sistema de dominio petrolero 
semejante (aunque no igual) establecido por las primeras regulaciones petroleras que atomizaban la 
explotación del recurso sin suerte de orientación eficiente en la misma,  dando sentido al planteamiento 
                                                 
519 También recordó, con relación al tema, que el Tribunal había declarado la necesidad de la regulación federal de 
un servicio público internacional de comunicaciones inalámbricas, calificado de interés nacional y vinculado con la 
defensa del país (conf. doctrina de Fallos 269:92, especialmente considerando 10).   
520 Para los hidrocarburos, la Ley atribuyó al Estado Nacional la titularidad exclusiva, inalienable e imprescriptible, a 
lo que también se agregó en la Ley 14.773 el monopolio de la explotación, en tanto que la Ley 17.319 mantuvo la 
propiedad nacional pero admitió la posibilidad de concesiones.  
 
 
 Página 255 - 476 
255 
de  hipótesis derivadas en relación a esta Ley (las que se plantearán seguidamente a fin de constituir 
aportes al estado de la disciplina), el Tribunal dijo:  
“Resulta indiscutible la necesidad de una política única en el  área de hidrocarburos, la que 
no puede estar, obviamente, en otras manos que en las de la autoridad nacional. En este sentido, 
merece recordarse lo que se expresó en el mensaje con que se elevó al Poder Ejecutivo el proyecto de lo 
que sería -el decreto-ley 17.319/67. Se dijo allí, después de estimar los resultados de la aplicación de la 
Ley 12.161, que "parece evidente que una razón dificultó la formación de una política Nacional en materia 
de hidrocarburos y esta fue la multiplicidad de las jurisdicciones. En efecto el Estado Nacional, ante las 
atribuciones de las distintas autoridades mineras para otorgar permisos y concesiones, careció de la 
posibilidad institucional de conducir y controlar en forma orgánica una política de c arácter federal en lo 
que atañe a la materia. este factor se adicionaba como agravante la vigencia del principio de la l ibre 
petición, que no aseguraba el más armónico desarrollo de dicha política" (énfasis agregado). 
"El Estado tiene especial interés en que esas minas se exploten …el Hierro y Los Combustibles se 
consideran elementos indispensables para  la vida económica y efectiva autonomía de las naciones".  
A su vez, expresó que, a diferencia de la propiedad privada, si bien con función social, se 
encontraba principalmente a satisfacer necesidades o intereses particulares, el dominio de los 
yacimientos de hidrocarburos (en razón de  la naturaleza e importancia de éstos, a que se hizo 
referencia) se encaminaba directa y primordialmente a salvaguardar importantes valores generales y al 
logro del bien común de la Nación toda. Entendió que la justificación de su titularidad no podía surgir 
(por sí y sin previsión legislativa) de la ubicación geográfica, ni del descubrimiento u ocupación, sino de 
la finalidad especifica de su explotación enderezada al logro de objetivos de indudable relevancia 
Nacional que, a la par que trascienden, incluían los intereses de todas las Provincias y afectaban a la 
comunidad entera del pueblo de la Nación.  
Este fallo, síntesis de la historia y política petrolera argentina, fue analizado en un contexto previo a 
la reforma constitucional de 1994, y de la sanción de la Ley de Federalización (provincialización) de los 
Hidrocarburos 24.145 que trasfirió el dominio de los recursos hidrocarburíferos a las Provincias 
sometiéndolos a un sistema mixto de concertación entre Provincia y Nación521. Por ello, da cabal 
fundamento de su aval a la existencia de una política pública nacional en materia hidrocarburífera, 
                                                 
521 En relación a este tema, debe analizarse la disidencia del Ministro Frias, quién, en este caso, adelantándose 15 
años al sistema que hoy nos rige entendió: 
  “Que asegurada la unidad de política sobre los hidrocarburos, como se dijo antes, por instrumentos de 
concertación eficaces ya probados en nuestro país, no puede invocarse el bien común para crear derechos a favor del 
gobierno federal, como si sólo el dominio de éste permitiera alcanzar esa unidad. Los fines Nacionales también se 
cumplen desde las Provincias porque sus competencias, en especial si vividas cooperativamente, tienen ejecución local 
pero destinación Nacional. La educación está a cargo de los Estados particulares y la educación expresa mejor que el 
petróleo el alma de un país. Y no sólo los fines Nacionales jurisdiccionalmente divisibles se cumplen desde las 
Provincias, sino que el bien común mismo es el de todos los todos del todo social. El pluralismo, con tensión a la 
"unidad y no a la desagregación, se corresponde con la subsidiariedad social que respecta la asignación de roles y de 
competencias según la responsabilidad de las partes. La de las Provincias, según la historia y la Constitución 
argentinas, -no está por debajo de la titularidad de hidrocarburos explotados según un plan Nacional, porque, como se 
dijo, no es en la unidad de dominio sino de políticas donde se juega la importancia crítica de los  hidrocarburos. 
 En consecuencia, las leyes en examen no tienen eficacia para impedir a la provincia de Mendoza la concesión de la 
"Mina Cacheuta", por ser inconstitucionales“. 
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expresando y dando contundentes argumentos de la inconveniencia de los regímenes de atomización en 
materia de dominio, jurisdicción, y poder de policía.    
Sobre las bases de estos argumentos en la materia, esta investigación formulará hipótesis derivadas 
(objeto de futuras investigaciones) que se relacionan con la inconveniencia del sistema instaurado con 
Ley 24145, y del texto completo de la denominada Ley Corta Nr. 26.197. 
Siguiendo con el análisis de los fallos relevantes, planteados de manera previa a la reforma de 1994 
(art 124) 522 que consagró el dominio originario de los recursos naturales y las leyes  24.145 y 26.197 
que provincializó este recurso, debe analizarse lo sucedido en autos “PROVINCIA DE MENDOZA V. 
NACIÓN ARGENTINA s/ INCONSTIUCIONALIDAD523, el 2 agosto de 1988. Aquí, la Corte tuvo la 
oportunidad de ejercer de manera originaria su competencia a fin de dar salvaguarda a los intereses 
nacionales por sobre los provinciales en cuanto a explotación de yacimientos hidrocarburíferos se 
refiere. 
El caso se originó ante el planteo de inconstitucionalidad de las leyes 17.319 y 21.778 de 
hidrocarburos efectuado por la Provincia de Mendoza, quien alegó violación de los arts. 1, 13, 17, 30, 
67 inc. 11, 104, 105 de la Constitución Nacional (previa reforma de 1994). Lo cierto es que el planteo 
efectuado por la Provincia actora se centró en atacar las normas precitadas por considerar que, al 
establecer que "los yacimientos de hidrocarburos líquidos y gaseosos situados en el territorio de la 
República Argentina y en su plataforma continental, pertenecen al patrimonio inalienable e 
imprescriptible del Estado Nacional" (art. 1ro. de la Ley 17.319) y disponer que quedan facultadas "las 
Empresas Estatales a convocar licitaciones y celebrar contratos destinados a la explotación de 
hidrocarburos con arreglo a las disposiciones de la presente ley" (art. 1ro. de la Ley 21.778), se violaba 
lo establecido en los arts. 1, 13, 17, 30, 67, inc. 11, y 104 y 105 de la Constitución Nacional y los arts. 
3 y 99 inc. 4to., de la Constitución de la Provincia de Mendoza. 
La Provincia sostuvo interesantemente que los ordenamientos legales que atacaba, importaban 
destruir el sistema federal que la Nación Argentina (art. 1ro. de la Constitución Nacional.), que en lo 
esencial implicaba que las Provincias conservaban todo el poder no delegado en forma expresa (art. 
104). Consideró que la arrogación unilateral, por parte del Estado Nacional, del dominio pleno de los 
hidrocarburos significaba lisa y llanamente un desmembramiento del territorio de aquéllas, lo cual 
conculcaba la norma del art. 13, que requería, además de Ley del Congreso de la Nación, el previo 
consentimiento emitido por la legislatura local. En particular, la Provincia actora planteó que  no podía 
sostenerse  que, de la facultad emergente del art. 67, inc. 1 1, relativa al dictado del Código de Minería, 
pudiera desprenderse que se le confirió además a la Nación el dominio de los yacimientos. 
                                                 
522 Artículo 124 C.N: Las Provincias podrán crear regiones para el desarrollo económico y social y establecer órganos 
con facultades para el cumplimiento de sus fines y podrán también celebrar convenios internacionales en tanto no sean 
incompatibles con la política exterior de la Nación y no afecten las facultades delegadas al Gobierno federal o el crédito 
público de la Nación; con conocimiento del CongresoNacional. La ciudad de Buenos Aires tendrá el régimen que se 
establezca a tal efecto.  
Corresponde a las Provincias el dominio originario de los recursos naturales existentes en su territorio. 
 
523 Fallos 311:1265. 
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Aquí la Corte Suprema reiteró sus dichos en Fallos 301:341, explicitando que la Constitución, al 
conferir al legislador Nacional la facultad de dictar el Código de Minería, le otorgó la atribución de 
establecer en su integridad el régimen legal de las minas, entre las cuales se encontraren los 
yacimientos de hidrocarburos, y decidir sobre tales bases lo atinente al dominio, aspecto 
innegablemente vinculado al ordenamiento jurídico minero, máxime si se advertían las modalidades 
específicas de la materia. A título de referencia histórica, recordó que la Constitución de 1949, 
contemplaba el punto en su art. 40 al conferir la propiedad de los hidrocarburos a la Nación. 
La base del argumento del Máximo Tribunal se centró en que la Constitución no se refería a la 
propiedad minera, sino que sólo  enunciaba que el Congreso debía dictar el Código de Minería, dejando 
a dicho poder absoluta libertad de establecer el sistema minero in totum (incluido el régimen de 
dominio).   
El contundente argumento presupone que las Provincias, al delegar en el Congreso Nacional la 
potestad de dictar el Código de Minería, habían reconocido también la de legislar sobre el dominio 
minero. En última instancia, admitida la delegación para dictar el Código, debieron las Provincias (en 
todo caso) excluir de manera expresa lo atinente al dominio. 
Este fallo, de indubitable importancia para la definición de la política petrolera nacional (en los 
años pre -reforma constitucional del año 1994 y Ley 24.145), posee el desarrollo de argumentos y 
contra-argumentos dignos de analizar, ya que a través de un análisis retórico y lógico sutil y 
contundente se analizaron las posibles variantes de las diversas situaciones posibles en cuanto a la 
interpretación de las normas constitucionales en la materia a la luz de los acontecimientos socio 
políticos e históricos relativos al recurso en parecido tenor al del fallo reseñado ut supra.  
Finalmente, fueron rechazados los argumentos de la actora relativos a la transferencia del dominio 
de los yacimientos al Estado Nacional y su implicancia en relación a la violación de la restricción 
contenida en el art. 67, inc. 11, (toda vez que se alterarían las jurisdicciones locales). Remitió a que este 
argumento había sido ya considerado y desestimado, en el recordado caso de  Fallos: 301:341 (consid. 
10). En este mismo precedente, se afirmó que tampoco se veían comprometidos los arts. 3 y 13 de la 
Constitución, toda vez que la causa no versaba sobre una desmembración territorial sino sobre el 
dominio y aprovechamiento de un recurso cuya regulación jurídica había sido puesta por aquélla en 
manos del Poder Legislativo Nacional. En ese sentido, sostuvo que no podía resultar atentatorio al 
principio de autonomía provincial el ejercicio por la Nación de facultades que le han s ido delegadas, por 
más que debíeran ejercitarse en el territorio mismo de los Estados provinciales. 
 
6.4.5.2 Ex post reforma constitucional de 1994. 
La reforma constitucional de 1994, introdujo en este capitulo, grandes interrogantes, producto del 
cambio radical que se generara en las políticas públicas en las que la reforma constitucional fue sólo 
una parte. 
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La inclusión del art. 124 de la Constitución Nacional, consolidó el dominio originario de las 
Provincias de los recursos naturales en su jurisdicción. A su vez, la Ley de Provincializacion de los 
Hidrocarburos Nr. 24.145 y luego la Ley Corta Nr. 26197, previó un régimen de traspaso a las 
Provincias de áreas antes nacionales, así como del poder concedente de las áreas y estableció un 
sistema de concertación en parte de la materia regulatoria, quedando el Estado Nacional sólo con la 
posibilidad de explorar y explotar las áreas que excedían las 12 millas marinas hasta las 200 donde 
finaliza el mar territorial y las ubicadas en territorios federales.  
Según se analizara, este nuevo régimen, y las condiciones nuevas de explotación del recurso, se 
encuentran en las antípodas la lógica utilizada en los precedentes del Máximo Tribunal quien bregó por 
la unidad regulatoria y de derechos de propiedad pública nacional, en materia de recursos 
hidrocarburíferos, a la luz del viejo esquema previsto por la Ley de hidrocarburos 17.319. A este nuevo 
régimen de políticas públicas, se le suma todo un nuevo escenario de surgimiento de nuevas fuentes 
alternativas de energía que comenzaron a asomarse como variante y alternativa a los combustibles 
fósiles a los efectos de la producción de combustible y todo el nuevo marco ambiental que controvierte 
el histórico paradigma de la explotación indiscriminada.   
La Corte Suprema tendrá por delante un trabajo importante en el que deberá resolver diversos 
asuntos relativos a estos cambios de políticas públicas y de cosmovisión. Aún no ha debido intervenir 
en materia de dominio petrolero en los términos en que las hipótesis derivadas ut supra señaladas lo 
definen, pero si ha tomado algunas decisiones en relación a este recurso.  
Un precedente en materia hidrocarburífera post reforma constitucional se presenta el 29/10/1996 
al Tribunal en autos “SEGATORI VILLA, DARIO Y OTROS C/ GAS DEL ESTADO RESIDUAL EN LIQ. S/ 
PROCESO DE CONOCIMIENTO”. Aquí el Máximo Tribunal entendió que la Justicia Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial Federal era competente para entender en los autos en que se 
demandaba contra Gas del Estado Residual -en liquidación-,Y.P. F. S.A. y una empresa de oleoductos a 
fin de obtener el resarcimiento de los daños y perjuicios causados, con causados, agravados y/o 
desencadenados por el transporte de gas y petróleo (mediante gasoductos y oleoductos) efectuados por 
dichas empresas a través de los campos de propiedad de los actores. Ello por cuanto, la pretensión de 
los actores estaban encaminada a obtener, con fundamento primordial en las normas del Código Civil, 
el resarcimiento de los daños y perjuicios que decían haber sufrido a raíz de la falta de diligencia con 
que las demandadas habían llevado a cabo sus actividades.  
El Máximo Tribunal entendió que, pese a que se había solicitado la citación como terceros del Ente 
Regulador del Gas y de la Subsecretaría de Energía de la Nación, por ser las autoridades de aplicación 
de las normas regulatorias del transporte de gas y de petróleo, no existía  intervención alguna de ellos, 
de tal forma que tampoco aparecían cuestionados actos emanados de la Administración Nacional o de 
entes públicos estatales. Por ende, la presente acción no podía considerarse comprendida prima facie 
entre las contencioso administrativas a las que se refiere el art. 45, inc. a) de la Ley 13.998 y, como se 
trataba de una cuestión de naturaleza federal por la materia, correspondía que sea la Justicia Nacional 
de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal la que siga conociendo en el juicio.  
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Puede decirse entonces que, aún post reforma constitucional  y consagración del art. 41 y 124 C.N. 
y Ley de provincialización de estos recursos, la materia hidrocarburífera otorga, per se, jurisdicción 
federal, atento a la ley que regula dicho recurso, tanto en la etapa up stream como down stream.   
Queda abierta la puerta interpretativa en cuanto a la competencia de los Tribunales que 
eventualmente deberán entender en temas medioambientales surgidos por explotaciones 
hidrocarburíferas que se hayan consolidado dentro de la nueva Ley 24.145 y cuyas concesiones hayan 
sido otorgadas por las Provincias bajo el amparo de dicha ley. Ello, porque esta Ley permitió que 
diversas Provincias, licitaran áreas para la exploración y explotación bajo leyes l ocales. Estas nuevas 
relaciones jurídicas, de las que no ha llegado al Tribunal todavía caso alguno, podrían no comprometer 
la jurisdicción federal. Si esto fuera de este modo, la doctrina de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación  hasta la fecha, podría cambiar e inscribir un nuevo capitulo como pareciera del caso que se 
estudiará. 
El 19/11/2002 un hecho de colisión de buques, el ESTRELLA PAMPEANA de la compañía 
petrolífera  SHELL  y el buque “Sea Parana” -hoy “Primus”- generó un conflicto jurisdiccional en 
diversas causas relativas al abordaje propiamente dicho y a los temas ambientales derivados en la 
contaminación con hidrocarburos de la zona costera de la Municipalidad de Magdalena, donde ocurrió 
el evento que incluyó ciertas aristas que bordearon el incumplimiento de las órdenes de la Corte 
Suprema.  
En los Tribunales federales de la Ciudad de Buenos Aires se radicó el juicio de abordaje, atendiendo 
a que ambos participantes de la colisión tenían allí su domicilio, encuentran en principio habilitada su 
intervención y consecuentemente, de todas las causas que se promovieran contra los buques y sus 
armadores con motivo del siniestro, en virtud de que se trataba de una acción civil promovida por uno 
de los afectados y por razón del choque de buques (conforme al inc. 4º del art. 5º del Código Procesal 
Civil y Comercial de la Nación y las previsiones del art. 111 inc. 7º de la Ley 1893) así lo determinaba. 
La Municipalidad de Magdalena, por su lado inició demanda ante el Juzgado Federal de Primera 
Instancia N º 2, de la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires, contra Shell Capsa y reclamó se la 
condene a realizar las obras necesarias, para recuperar y disponer adecuadamente los residuos de 
hidrocarburos liberados al medio ambiente el 15 de enero de 1999. Fundó su derecho en lo normado 
por los artículos 41 y 43 de la Constitución Nacional; 28 de la Constitución de la Provincia de Buenos 
Aires, 1, 17, 22, 45, 46, 47 y 48 de la Ley 24.051 y su decreto reglamentario 831/93; 25, 50 y 51 de la 
Ley 11.720 y su decreto reglamentario 806/97; 1, 2, 5, 6, 36 y 75 de la Ley 11.723; 1 y 2 de la Ley 
5.965; 1,4 y 53 del decreto 2009/60; 27, inciso 3, 8, 17, 28 y 108, incisos 11, 12, 16 del decreto Ley 
6.795/58, todos de la Provincia de Buenos Aires y 515 y 516 de la Ley 20.094.  
Como el proceso de abordaje fue iniciado en la Justicia Federal de la Capital Federal, el Máximo 
Tribunal entendió que, producto de la aplicación del art. 552 de la Ley Nº 20.094, debía decretarse que 
el fuero de atracción debía unir las causas en dicho juzgado aún incluso después de modificada la 
Constitución Nacional y de sancionada la Ley de Presupuesto Mínimos General del Ambiente que 
establecía un régimen de competencias ambientales especificas. 
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En autos “RECURSOS DE HECHO DEDUCIDOS POR BOSTON COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A. EN 
LA CAUSA 'MUNICIPALIDAD DE MAGDALENA C/ SHELL CAPSA Y OTROS' Y POR LA DEMANDADA EN 
LA CAUSA M.426.XL 'MUNICIPALIDAD DE MAGDALENA C/ SHELL COMPAÑÍA ARGENTINA DE 
PETRÓLEO SOCIEDAD ANÓNIMA'524 el Máximo Tribunal revocó la decisión de la Cámara Federal de 
Apelaciones de La Plata que había declarado competente al señor Juez a cargo del Juzgado Federal de 
Primera Instancia Nº 4 de esa ciudad para conocer en los autos “Municipalidad de Magdalena c/ Shell 
C.A.P.S.A. y otros s/ disposición residuos peligrosos”, en las restantes causas deducidas por dicho 
Municipio por los mismos hechos, y en la causa “Shell C.A.P.S.A. c/ Cap. y/o Prop. y/o Arm. Bq. SEA 
PARANA s/ abordaje” –en ese momento en trámite por ante el Juzgado Nacional de Primera Instancia 
en lo Civil y Comercial Federal Nº 3-; y confirmó asimismo la sentencia dictada el 14 de Noviembre de 
2002 por dicho magistrado de La Plata, que había hecho lugar a la demanda. 
El dictamen del Procurador General resaltó que la Municipalidad de Magdalena  había promovido 
demanda -radicada ante la justicia Federal de La Plata- contra Shell C.A.P.S.A. con el objeto de que 
dispusiese adecuadamente de los residuos resultantes de un derrame de hidrocarburos de propiedad o 
guarda de la demandada producido por un abordaje entre el buque Estrella Pampeana también de 
propiedad de Shell C.A.P.S.A. y el buque “Sea Parana” -hoy “Primus”-, pero que, mediante 
pronunciamiento de fecha 19 de Noviembre de 2002 el Máximo Tribunal había declarado que 
correspondía -en aplicación del fuero de atracción previsto por el art. 552, Ley Nº 20.094- que el 
Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal Nº 3 entendiera en la presentes 
actuaciones y en las restantes causas promovidas por la Municipalidad de Magdalena respecto de los 
mismos hechos (“Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía de Petróleo Sociedad Anónima y 
Schiffarts-Gessell-Schaft M.S. Primus and Co.”, “Municipalidad de Magdalena c/ Shell Compañía 
Argentina de Petróleo Sociedad Anónima, Schiffarts y Boston Compañía Arge ntina de Seguros S.A.”, 
“Municipalidad de Magdalena c/ Shell C.A.P.S.A. y otros s/ disposición residuos peligrosos”). 
Sin embargo, durante la tramitación del recurso de hecho que motivó la resolución mencionada en 
el párrafo anterior, el Juez a cargo del Juzgado Federal de Primera Instancia Nº 4 de La Plata continuó 
el trámite de las actuaciones en un expediente  duplicado, dictando sentencia el día 14 de Noviembre de 
2002 en la que hizo lugar a la demanda y -entre otras cuestiones- condenó a Shell C.A.P.S.A. a 
disponer adecuadamente sus residuos de hidrocarburos abandonados en las costas, sedimentos y 
ecosistemas de la localidad de Magdalena conforme el régimen de la Ley Nº 11.720.  Apeló la sentencia 
Shell C.A.P.S.A. por entender, fundamentalmente, que el magistrado resultaba incompetente ya que de 
conformidad con lo resuelto en el fallo del 19 de Noviembre de 2002 que había decidido que las 
actuaciones debían remitirse al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil y Comercial Federal 
Nº 3. La Cámara de la Plata había considerado que con la sanción de la Ley General del Ambiente Nº 
25.675 que ordenaba establecer prioritariamente procedimientos adecuados para la minimización de  
los riesgos ambientales, para la prevención y mitigación de emergencias ambientales y para la 
recomposición de los daños causados por la contaminación ambiental (art. 2 inc. k), fue desplazada la 
primacía del fuero de atracción del artículo 552 de la Ley Nº 20.094 que –dijo- constituye, por su propia 
                                                 
524 M. 415. XL; REX; 03-05-2007. 
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naturaleza y como lo demuestra el mismo trámite de esta causa, la antípoda de la rapidez y simplicidad 
del procedimiento exigido por la Ley ambiental. Agregó que atento a que un mismo hecho -abordaje- 
había sido causa de reclamos diversos “conexos entre sí o atraídos unos por otros”, y que la justicia 
federal de la Ciudad de La Plata era la que había prevenido en el juicio sobre daño ambiental, con 
anterioridad a radicarse la causa sobre abordaje ante la justicia federal de la Ciudad de Buenos Aires, 
correspondía prevalezca el derecho al juez natural de la comunidad damnificada, sobre la prórroga de 
jurisdicción realizada por quienes originaron el daño. 
Sin embargo, y a pesar del interesante argumento, el Tribunal entendió que, debería cumplirse su 
decisión previa, y que dicha sentencia debería ser lealmente acatada tanto por las partes como por los 
organismos jurisdiccionales que intervenían en las causas, con fundamento en la estabilidad que debía 
poseer toda resolución firme de los Tribunales de  
Justicia, sin que dicha decisión del Máximo Tribunal pudiera ser soslayada en virtud de la 
invocación de una norma cuya promulgación y vigencia eran posteriores.   
El carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte Suprema en ejercicio de su 
jurisdicción debía respetarse, sin perjuicio de lo que pudiera resolverse respecto de la validez de los 
actos procesales llevados a cabo por juez incompetente. 
Hubo sin embargo una disidencia del Ministro Juan Carlos Maqueda, quien sostuvo que la solución 
al problema planteado, a más de derivar de las reglas sobre jurisdicción y competencia aplicables, venía 
dada por las decisivas modificaciones legislativas posteriores al mencionado fallo de este Tribunal y que 
la Ley 25.675, al reglamentar el art. 41 de la Constitución Nacional, ordenaba establecer 
prioritariamente procedimientos adecuados para la minimización de los riesgos ambientales y la 
recomposición de daños causados por la contaminación ambiental.525 
                                                 
525 El Dr. Maqueda, dijo: 
 “  los pronunciamientos del Tribunal deben atender a las circunstancias imperantes al momento de su dictado (Fallos: 
324:1878 y 325:3314, entre otros), ante el replanteo de la cuestión oportunamente tratada, no es posible desconocer 
que el marco legal tomado en consideración en el precedente sufrió una significativa variación a partir de la entrada en 
vigencia de la Ley 25.675, reglamentaria de la cláusula del art. 41 de la Constitución Nacional (en la cual, como ya se 
apuntó, se apoya jurídicamente la pretensión). Con el dictado de dicha norma el legislador, entre otros objetivos, se 
propuso establecer procedimientos y mecanismos adecuados para la minimización de riesgos ambientales, para la 
prevención y mitigación de emergencias ambientales y para la recomposición de los daños causados por la 
contaminación ambiental. Y, aunque es menester interpretar que las disposiciones sustanciales de la ley, en razón de 
lo previsto por el art. 3 del Código Civil, sólo pueden proyectarse hacia el futuro en tanto ha sido observada por el 
decreto 2413/02 del Poder Ejecutivo Nacional la redacción original del art. 3 de la Ley que confería "operatividad" 
inmediata a su articulado   - ello no es óbice para que las de índole procesal, como las referidas a la competencia 
judicial, resulten inmediatamente aplicables aún a las causas en trámite si ello no afecta la validez de los actos ya 
cumplidos (Fallos: 321:532 y 327:3984, entre otros). 
7) Que, al respecto, la Ley 25.675 establece que su aplicación es del resorte de los "Tribunales ordinarios según 
corresponda por el territorio, la materia o las personas" y "en los casos que el acto, omisión o situación generadora 
provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, la competencia 
preserva la intervención de los magistrados locales en todos aquellos asuntos que no excedan el interés local sin 
perjuicio de lo cual pone énfasis en que la atribución de aptitud jurisdiccional ha de estar determinada, en primer 
término en función del territorio y, después, de la materia o de las personas. Queda, de tal modo, legalmente 
explicitado el ajuste del dispositivo legal a los principios de territorialidad e inmediación cuyas proyecciones en el plano 
de los derechos ambientales derivan razonablemente de la manda constitucional que pone en cabeza de las 
autoridades el deber de proveer a la protección de los referidos derechos y otorga preeminencia a la obligación de 
reparar el daño generado. 
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En este fallo primó la existencia de una decisión que el Tribunal había tomado previamente a la 
sanción de la Ley General de Medio Ambiente. Esta circunstancia fue concluyente a los fines de denegar 
competencia ambiental al Tribunal local en la causa seguida por recomposición ambiental, aún a pesar 
de la previsión legal, en particular por las varias situaciones de literal desobediencia de Tribunales 
inferiores y otros actores políticos e incluso partes, en la ejecución de sus decisiones526. Este tema, que 
no es menor y que hace al orden jerárquico básico del Poder Judicial y a la obligatoriedad del poder 
ejercido por la última institución rectora judicial, implica la posibilidad del desquicio de las 
instituciones judiciales y por ello, la Corte ha insistido en este asunto con su previa decisión, aún a 
pesar de que las circunstancias jurídicas habían realmente variado en idéntico sentido al explicitado 
por el ministro Maqueda, y a pesar de que incluso el propio Tribunal había ya consagrado a esta fecha 
su propio Principio Ambiental, el Principio de Territorialidad Ambiental, a la postre introducido como 
regla de competencia en la Ley General del Ambiente Nr. 25.675.  
El 13/06/2006 en  el caso “PROVINCIA DEL NEUQUÉN C/ Y.P.F. S.A. S/ ACCIÓN DE AMPARO527 
entendió que correspondía reconocer en el caso de la construcción de un puente ducto (un puente por 
el cual son transportados hidrocarburos) a los órganos locales la facultad de aplicar los criterios de 
protección ambiental que considerasen conducentes para el bienestar de la comunidad para la que 
                                                                                                                                                             
8) Que, en atención a que, como quedó explicado, la Ley consagra explícitamente la pauta de territorialidad como 
elemento determinante de la competencia judicial, y dado que en el sub lite la actuación de los Tribunales federales 
deviene ineludible por el hecho de que el daño ambiental derivó de un "choque de buques" (art. 2, inc. 8, de la Ley 48, 
-ley 1285/58 y 515 de la Ley 20.094; confr. también, doctrina de Fallos: 
298:639; 303:1906; 304:617; 311:1712 y 312:197, entre muchos), cabe concluir que la magistratura naturalmente 
habilitada para intervenir es la justicia federal con asiento en la ciudad de La Plata por ser la que ejerce la jurisdicción 
territorial inmediata sobre la zona en que el hecho dañoso se produjo. 
9) Que no resulta óbice a lo expuesto la existencia de un juicio radicado en la Capital Federal, donde se ventila lo 
atinente a la responsabilidad de los sujetos involucrados en el abordaje. En primer lugar, pues las reglas sobre 
competencia contenidas en la Ley 25.675, dado el carácter específico de la discip lina ambiental estatuida en dicho 
cuerpo legal, tienen prevalencia sobre las disposiciones generales contenidas en el art. 552 de la Ley 20.094. Máxime 
cuando las normas que, como en la hipótesis de dicho artículo, autorizan el desplazamiento de competencias judiciales 
en virtud de lo que se denomina "fuero de atracción", son de interpretación restrictiva por constituir una excepción a la 
garantía del juez natural (confr. doctrina de Fallos: 326: 4894). 
…Ello por cuanto el objeto jurídico protegido por las disposiciones sustanciales y adjetivas dictadas en materia 
ambiental, dada la envergadura de los intereses colectivos en juego, es nítidamente diverso del que se tiende a 
resguardar mediante las pautas procedimentales del juicio de abordaje donde prevalece una concepción diádica propia 
del derecho patrimonial. 
11) Que, además, debe tomarse especialmente en cuenta que en este caso el magistrado interviniente, tras la 
sustanciación de diversas pruebas, dictó sentencia sobre el fondo del asunto con anterioridad a que la Corte declarara 
su incompetencia. No es desatinado concebir que la cuestión ambiental planteada requería, en función de su magn itud 
y gravedad, una respuesta expedita y eficaz, a fin de que se subsanen o, al menos, se atemperen los efectos nociv os 
del derrame de combustible producido. En esas condiciones, no resulta aconsejable que se desconozca valor a lo ya 
resuelto retrotrayéndose la situación a etapas procesales hoy superadas con obvio menoscabo de la celeridad con que 
deben atenderse los asuntos como el que aquí se plantea (art. 2, inc. k, de la Ley 25.675). Máxime cuando no está 
dicha aún la última palabra sobre la legalidad y razonabilidad de lo decidido toda vez que la resolución del a quo no 
ha analizado ninguno de los agravios que los interesados articularon en relación con la cuestión sustancial.” (la 
marcación me pertenece) 
 
526  El Dr. Fayt analiza esta circunstancia y plantea la problemática de ella surgida en el libro: El Efectivo 
cumplimiento de las decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ob. cit.  
527 Fallos 329:2212. 
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gobernaban, así como valorar y juzgar si los actos que llevaban a cabo sus autoridades, en ejercicio de 
poderes propios, afectaban el bienestar de sus comunidades. De este modo ratificó la plena vigencia de 
su propia creación del Principio de Territorialidad Ambiental. 
En este caso, la pretensión se encontraba dirigida a obligar a la demandada a presentar ante la 
autoridad ambiental provincial el Estudio de Impacto Ambiental y su consiguiente evaluación y 
aprobación mediante el pedido de licencia respectiva, acorde a lo previsto por la Ley 1875 (t.o. 2267) y 
su decreto reglamentario 2656/99 de Neuquén, acerca de la obra "Puenteducto sobre el Río Colorado, 
área El Portón, Buta Ranquil", que unía las Provincias del Neuquén y Mendoza, para el desvío de dicho 
curso de agua hacia el margen de la última. La resolución determinó que debían ser las autoridades 
administrativas y judiciales de la Provincia las encargadas de valorar si, a través del estudio 
mencionado, se cumplían las disposiciones que hacían a temas de dicha naturaleza.  
En el caso, el Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del Neuquén había  resuelto  (mediante 
un argumento muy interesante) declarar la competencia de la justicia federal para entender en la 
acción de amparo promovida por dicha provincia contra Y.P.F. S.A., a fin de obtener que la demandada 
presente, ante la Dirección Provincial de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable, el Estudio de 
Impacto Ambiental (en adelante, E.I.A.) y su consiguiente evaluación y aprobación mediante el pedido 
de la licencia pertinente, respecto de esta obra en construcción que unía las Provincias del Neuquén y 
Mendoza, para el desvío del río Colorado hacia el margen de  esta última. Para así decidir, el Tribunal 
consideró que, si bien de los arts. 41, 121 y 124 de la Constitución Nacional surgía que se había 
reservado a las jurisdicciones locales lo referido a la protección del ambiente, en el caso no resultaba 
aplicable dicho principio, pues se trataba de una obra de infraestructura a realizarse sobre un recurso 
hídrico interprovincial y, por lo tanto, el eventual conflicto ambiental era de naturaleza notoriamente 
interjurisdiccional, cuya resolución excedía la competencia de los jueces locales. 
La Corte revocó esta decisión determinando que correspondía reconocer a los órganos locales la 
facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideraren conducentes para el bienestar 
de la comunidad para la que gobernaban, así como valorar y juzgar si los actos que lleven a cabo sus 
autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectaban el bienestar perseguido. Tal conclusión cabía 
extraerla de la propia Constitución, en cuanto, si bien establecía que le cabía a l a Nación "dictar las 
normas que contengan los presupuestos mínimos de protección", reconocía expresamente las 
jurisdicciones locales en la materia, las que no podían ser alteradas (art. 41, tercer párrafo de la 
Constitución Nacional). De este modo, nuevamente el Tribunal aplica el Principio de Territorialidad 
Ambiental, ahora  basada en la regla de competencia dada en la nueva norma. 
El interesante argumento de federalidad de la cuestión fue rechazado atento al objeto procesal en 
debate (presentación del Estudio de impacto ambiental) aún a pesar de la interjurisdiccionalidad del 
recurso en cuestión y de que el puente a construirse era un puente ducto (es decir un ducto por el que 
pasarían hidrocarburos) otrora competencia indiscutiblemente Nacional y por ende sometida a la 
justicia federal bajo la jurisdicción de la Ley de hidrocarburos. 
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En concreto, el asunto ambiental relativo a la confección y presentación de la Evaluación de 
Impacto Ambiental, debe deslindarse del asunto que podría caer en la órbita federal, relativo a la 
explotación hidrocarburífera en si. En este contexto, el Tribunal ha adaptado su doctrina a las nuevas 
leyes ambientales e hidrocarburíferas y ha determinado que, aún a pesar de la existencia posible con la 
jurisdicción federal que pudiera surgir de la explotación del recurso a la luz de la Ley 17319 (ley 
federal), la regla de competencia ambiental y del Principio de Territorialidad Ambiental debe aplicarse 
cuando el objeto del debate se relaciona con la problemática ecológica. 
El 29/08/2006 en autos “ASOCIACIÓN DE SUPERFICIARIOS DE LA PATAGONIA C/Y.P.F. S.A. Y 
OTROS S/DAÑO AMBIENTAL”,528 el Tribunal entendió que correspondía hacer lugar a la excepción de 
defecto legal fijando el plazo de cuarenta días para que la actora lo subsanase de acuerdo a las pautas 
suministradas, bajo apercibimiento de lo dispuesto por el art. 354, inc. 4 del CPCCN. Se determinó que 
no resultaba claro si la demanda asociaba el daño ambiental a la explotación de petróleo en general o a 
ciertas prácticas negligentes o defectuosas relacionadas con dicha actividad.  
El  caso se planteó cuando una asociación denominada Asociación de Superficiarios de la Pat agonia 
inició demanda para que se realicen todas las acciones que resultasen necesarias para la recomposición 
integral de los daños colectivos ambientales causados por la actividad hidrocarburífera que se 
desarrollaba en la denominada cuenca hidrocarburífera neuquina, para que se constituyera el fondo de 
restauración ambiental establecido en el art. 22 de la Ley 25.675 y para que se adoptaren, en lo 
sucesivo, todas las medidas necesarias para evitar los perjuicios que causaban al medio ambiente las 
actividades desarrolladas por las concesiones ubicadas en la citada Cuenca. La demanda estaba 
dirigida contra las empresas involucradas en las áreas en cuestión, se solicitó se cite en calidad de 
tercero en los términos del art. 90, incs. 1 y 2 del CCCPN, a las Provincias de Buenos Aires, La Pampa, 
Mendoza, Río Negro y Neuquén. 
Por otro lado, la demandante reclamaba que se condenase a las demandadas a tomar seguros de 
cobertura con entidad suficiente que garantizase el financiamiento de la recomposición del daño que 
pudiera producirse y, en su caso, la creación de un fondo de restauración ambiental que posibilit are la 
instrumentación de acciones de reparación conforme lo establece el art. 22 de la Ley 25.675. 
Las defensas de las demandadas se centraron en oponer las excepciones de defecto legal y de falta 
de legitimación activa parcial. La excepción de defecto legal (conf. art.347, inc. 51, del CPCCN) fue 
admitida, ya que la actora no había designado con exactitud la cosa demandada con identificación de 
los suelos, subsuelos y cursos de agua afectados en el caso; tampoco se habían precisado los hechos en 
cuanto a los eventuales casos de contaminación indicando las personas a quienes imputaba 
responsabilidad con circunstancias de tiempo, modo y lugar. 
                                                 
528 Fallos 329:3493. 
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En el caso no se designaba con exactitud el objeto de la demanda, ya que existía una insuficiente 
referencia a una vasta región geográfica. Tampoco se precisaba cuáles eran los hechos que fundaban el 
reclamo, no se identifican cuáles de las empresas responsables de los daños, se difería la aparición de 
elementos sustanciales para la etapa probatoria y se había adoptado un procedimiento indebido de 
acumulación de excesivas acciones. El Tribunal entendió que este conjunto de dificultades hacía 
procedente la excepción de defecto legal porque se afectaba a las demandadas en cuanto a su derecho 
de negar, les impedía alegar y ofrecer prueba, no les permitía desvirtuar el nexo causal, enervaba la 
posibilidad de controlar la pertinencia de la prueba, les impedía plantear la defensa de falta de 
legitimación pasiva, las obliga a citar a terceros y no permitía oponer la defensa de prescripción. Ello 
implicaba violar el derecho a la debida defensa. 
También destacó la generalidad de los términos en que estuvo redactada la demanda, en la que se 
hacía extensible la pretensión a toda alteración del medio ambiente eventualmente producida en la 
denominada "Cuenca Neuquina" que tenía su origen en la explotación del hidrocarburo en cualquiera 
de sus formas, con total indiferencia por precisar la causa fuente del daño, o la pluralidad de ellas, por 
individualizar a los agentes productores de éste, por diferenciar la aportación de cada uno de ellos en el 
proceso causal del deterioro que se invoca resultante y, en su caso, la gravedad de la alteración 
postulada. También entendió que del mismo defecto adolecía la prueba documental acompañada por la 
actora, consistente en el resumen ejecutivo del documento elaborado por consultores contratados por el 
gobierno de la Provincia del Neuquén y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo en el 
marco del proyecto PNUD Arg/97/024.  
La contaminación relatada por la actora estaba tan vagamente conceptuada, que no ofrecía 
elementos para diferenciar las superficies teóricamente afectadas de otros territorios de la República o 
de Naciones extranjeras en que se desarrollaban este tipo de actividades. En particular, no resultaba 
claro si la demanda asociaba el daño ambiental a la explotación de petróleo en general o a ciertas 
prácticas negligentes o defectuosas relacionadas con dicha actividad. Por un lado, la acción estaba 
dirigida contra las demandadas, que eran agrupadas sobre la base de su sola condición de explotadores 
de petróleo ("calidad de concesionario de un área o yacimiento en la Cuenca Neuquina"), pero, por otro 
lado, la actora se refería  a diversas conductas contaminantes en la exploración y explotación de 
petróleo, tales como derrames por descontrol de los pozos, instalaciones sin las previsiones para la 
protección ambiental, incorrecta disposición de residuos, etcétera . 
Este defecto en el modo de proponer la demanda fue crucial, puesto que el actor pretendía eximirse 
de identificar a los causantes del daño ambiental e imputar a los demandados una responsabilidad por 
pertenencia al grupo que realizaba la actividad dañosa, con invocación del art. 31 de la  Ley 25.675.  El 
Tribunal determinó que para dar operatividad de esta regla, resulta indispensable que el criterio 
clasificatorio empleado en la delimitación del grupo responsable fuese el mismo que se utilizaba para 
identificar la causa o agente del daño. Tanto más si se tenía en cuenta que la responsabilidad solidaria 
del art. 31 de la Ley 25.675 exigía que los miembros del grupo responsable hubiesen participado en la 
comisión del daño ambiental. 
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El Tribunal firmemente determinó que la tutela de derechos supraindividuales o colectivos 
incorporada como garantía de raigambre constitucional e infraconstitucional, en nada excluía ni 
retaceaba la exigencia de exponer cómo tales derechos habían sido lesionados por una conducta 
antijurídica, en qué consistiría esa actividad o esas omisiones, quién era el autor de ellas y cuál era el 
daño en concreto que se pretendía reparar -ya sea por vía de la recomposición ambiental o de su 
indemnización-  o el daño futuro que se deseaba legítimamente evitar. De este modo reafirmó que en 
todos los casos, siempre debía de tratarse de  un daño respecto del cual pudiese predicarse que llenaba 
el recaudo de certidumbre529. 
En su disidencia, los Ministros Maqueda y Zaffaroni mantuvieron, que el objeto procesal se 
encontraba perfectamente planteado y rechazaron la excepción de defecto legal interpuesta. A estos 
fines hicieron un análisis exhaustivo de los principios ambientales, dando en el  corazón de la cuestión 
a debatir, la diversa naturaleza jurídica de las acciones de daño ambiental y de daños propia del 
derecho civil  y la debida aplicación del Principio Precautorio.530 
                                                 
529 Y determinó: “ Que no se trata en el caso de recurrir a pruritos ritualistas innecesarios, sino que la admisión de la 
excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda en el sub lite tiende a preservar el derecho de raigambre 
constitucional de las demandadas de saber exacta y precisamente por qué se las demanda y, principio de congruencia 
mediante, de igual arraigo, a qué y a cuánto podrán ser condenadas por la sentencia judicial que ponga fin al proceso 
 
La trascendencia de los derechos en juego, la gravedad de la situación planteada, las dificultades existentes para 
obtener y cotejar la información que permita definir los presupuestos de la pretensión y su contenido, así como las 
características que, sin dudas, singularizan los procesos en los que se debate la materia de esta índole, no facultan a 
este Tribunal, máximo guardián de la Constitución Nacional y de los tratados internacionales incorporados por su art. 
75, inc. 22, a desconocer uno de los contenidos insoslayables anclados en la Ley Fundamental, como es la garantía de 
la defensa en juicio.”… 
“El bien jurídico protegido no autoriza, en suma, a interponer una demanda en términos tales que la asemejen más a 
una justificada y compartida preocupación de todos los integrantes de una comunidad por un medio ambiente sano, 
que a una fundada petición formulada por una parte legitimada, en orden a la consecución de los objetivos que dieron 
lugar a su constitución como persona jurídica, apta para poner en marcha la instancia jurisdiccional con la modalidad 
por la que ha optado la actora y para dar lugar a que el Poder Judicial de la Nación ejerza la atribución que le ha 
encomendado la Carta Magna de resolver, con arreglo al derecho vigente, los conflictos litigiosos suscitados entre 
partes (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional; Ley 27, art. 2).” 
 
530 La disidencia expresa: “La eventual admisión del planteo de las demandadas mediante la defensa de defecto legal 
importaría alterar esencialmente el espíritu de la demanda que se sustenta en las normas del art. 41 de la Constitución 
Nacional y en la Ley 25.675, cuando este sistema normativo pretende -desde una perspectiva teleológica- que los 
Tribunales resuelvan en forma unificada este tipo de controversias relativas al medio ambiente.. ….. las normas 
infraconstitucionales dictadas o a dictarse deberán ser interpretadas de modo de constituir medios idóneos para hacer 
efectivos los propósitos y fines perseguidos por la Norma Fundamental. …Es por las razones indicadas que el 
legislador ordinario, en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 41 de la Constitución Nacional, dictó la Ley 25.675 que, 
en lo que aquí interesa, determinó los principios a los que debe ajustarse toda política ambiental y los cuales 
impregnan la interpretación y la aplicación de la norma en cuestión. Entre ellos, merece destacarse el Principio 
Precautorio que dispone "Cuando haya peligro de daño grave o irreversible la ausencia de información o certeza 
científica no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces, en función de los costos, 
para impedir la degradación del medio ambiente" (art. 4). A su vez, al reglar la demanda de daño ambiental en el 
marco de normas procesales adaptadas a la especificidad de los derechos e intereses en juego establece que "Si en la 
comisión del daño ambiental colectivo, hubieren participado dos o más personas, o no fuere posible la determinación 
precisa de la medida del daño aportado por cada responsable todos serán responsables solidariamente de la 
reparación frente a la sociedad, sin perjuicio, en su caso, del derecho de repetición entre sí para lo que el juez 
interviniente podrá determinar el grado de responsabilidad de cada persona responsable" (art. 31 de la Ley 25.675). 
…..las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación deben ser interpretadas de manera de no 
enfrentarlas al diseño procesal específico que la Ley 25.675 ha reglado para la demanda de daño ambiental. La 
aplicación mecánica del código del rito para imputar defecto legal a una demanda, cuya pretensión responde a 
presupuestos sustancialmente diversos de aquellos que se tuvieron en mira al dictar la normativa p rocedimental, peca 
de un excesivo rigorismo formal que se opone en forma manifiesta al art. 41 de la Constitución Nacional. ...el objeto de 
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Finalmente, en autos “CUESTIÓN DE COMPETENCIA POR VÍA DE INHIBITORIA PLANTEADA POR 
FORESTAL SANTA BÁRBARA S.R.L. EN LA CAUSA PAN AMERICAN ENERGY LLC SUC. ARG. C/ 
FORESTAL SANTA BÁRBARA S.R.L. S/ DEMANDA – EXPROPIACIÓN”531 el Máximo Tribunal, remitió el 
expediente a la justicia de minas de la Provincia, por entender que si la actora realizaba la actividad 
reglada por la Ley 17.319 y fundaba su planteo en el derecho de expropiación que a su entender le 
correspondía en función de lo previsto en el art. 156 del Código de Minería, no se advertía que se 
encontrase en juego el servicio público de explotación y transporte de hidrocarburos, ni su regulación 
por el Estado Nacional, razón por la cual el proceso debía continuar su trámite ante la justicia de minas 
de la Provincia, denegando de este modo el fuero federal.  
En otro momento histórico, la sola existencia de hidrocarburos en una causa, hubiera generado la 
intervención de la jurisdicción federal, pero es evidente que, al no ser ya YPF una repartición o empresa 
del Estado Nacional, al haberse incorporado la nmormativa ambinetal y traspasado el dominio de los 
yacimientos a las Provincias, el marco general de regulación hidrocarburífera ha cambiado, y eso tendrá 
seguramente un impacto futuro en las decisiones del Tribunal.   
Si bien todavía no se ha expedido post reforma constitucional de 1994 en algún tema relativo al 
dominio del recurso y su estrecha vinculación con la defensa nacional y el desarrollo humano, el 
Tribunal tendrá por delante grandes desafíos en la determinación de la razonabilidad de la política 
pública instaurada en la década de los ´90 en materia hidrocarburífera, en especial porque la misma se 
contradice notablemente con decisiones y argumentos que él mismo tomó (aunque a la luz de una 
legislación diversa) y la intervención del Máximo Tribunal es fundamental, a tenor de cómo ha quedado 
plasmado el marco regulatorio en la materia. Regulación en la que el Estado Nacional, auto -abducido 
en sus capacidades, ha quedado inerme incluso para la consecución de las funciones  impuestas por la 
Constitución  en materia de defensa nacional y promoción del desarrollo humano para toda la Nación y 
su fin esencial de subsidiariedad. Nótese que en materia de gas natural, ni siquiera puede efectuar el 
Rescate del servicio público de transporte y distribución, lo que implica una excepción irracional el 
régimen general del mismo. 
Como puede analizarse, previa reforma de 1994, leyes 24.145 y 26.197, la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación defendió los supremos intereses del Estado Nacional en el dominio y uso exclusivo 
de los hidrocarburos, a la luz de la necesidad de procurar la defensa nacional y el bienestar general a 
través de la promoción del desarrollo económico general y progreso (traducido en bienestar) que sus 
usos, aplicados a la producción y vida de los argentinos, traería aparejado mediante la articulación de 
una única y sólida política pública hidrocarburífera enderezada a la obtención del bien común de toda 
                                                                                                                                                             
la demanda de daño ambiental es el restablecimiento al estado anterior a la producción del daño y, en su caso, de no 
ser posible se sustituye por una indemnización que deberá ser determinada por la justicia. I ndemnización que a su vez 
integrará el Fondo de Compensación Ambiental, cuyo fin es la restauración ambiental mediante acciones de reparación. 
En consecuencia, una lectura restrictiva y fuera de contexto del art. 30 a los efectos de cuestionar la legitimación activa 
en cuanto a la integración del objeto de la demanda, no se condice con la letra ni con el espíritu de la Ley y, mucho 
menos, con lo dispuesto en el art. 41 de la Constitución Nacional, el que expresamente prevé que "...El daño ambiental 
generará prioritariamente la obligación de recomponer...", dejando librado a la Ley las variables de dicha carga 
constitucional...”. 
 
531 Fallos 329: 1969, del 30/05/2006. 
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la Nación y no sólo de algunas Provincias. Ello, en tanto dio cabal opinión en cuanto a la conveniencia 
de la existencia de un sistema único y concentrado de regulación de tipo nacional que garantizare la 
eficiente y unívoca ejecución e interpretación de la política pública petrolera, la que indefectiblemente 
debía quedar en manos de la Nación. 
A contramano de estas contundentes razones que la Corte Suprema avaló, con la privati zación de 
YPF mediante la Ley 24.145, se efectuó la transmisión de la propiedad de los yacimientos 
hidrocarburiferos a las Provincias donde estos se encuentran, reteniendo la Nación sólo los yacimientos 
off shore y de Capital Federal (transferencia luego completada por la denominada Ley Corta). Esto 
permite en la práctica la atomización de regulaciones y potestades sin solución de unicidad y posee 
como único fin la explotación del recurso, sin miras a las consecuencias que puede tener para la 
defensa nacional, al desarrollo humano de toda la Nación  y/o el uso irracional de un recurso 
estratégico. Ni siquiera tangencialmente se previó un sistema de reservas o algún método que pudiera 
garantizar la prioridad en el uso de estos recursos por el Estado Nacional ante una situación en que la 
defensa nacional se encuentre en crisis. 
La atomización de dominios, jurisdicciones, competencias, poderes de policía etc. sólo atentan contra 
la coherencia en la regulación de un sistema de producción de un insumo básico para el desarrollo de la 
Nación toda532. La historia petrolífera del siglo XX demuestra su importancia en casi todos los terrenos y 
el siglo XXI será el escenario sobre el cual se evidenciará nuevamente prácticas de apropiación y defensa 
de estos recursos estratégicos en todo el mundo. Las potencias mundiales, organizadas bajo una única 
política hidrocarburífera que garantice la falta de tensión obstructiva en la toma de decisiones y de mejor 
aprovechamiento de este recurso, terminarán dominando de manera indirecta o directa, a los países que 
los posean y se nieguen a su suministro. América Latina es un ejemplo del despertar de una conciencia 
clara de la implicancia de este recurso para el desarrollo de sus pueblos, lo que ha generado una oleada 
de estatizaciones y expropiaciones de todo tipo, altamente controversiales. 
La Argentina, mediante la sanción de la Ley 24.145, la posterior venta de acciones de YPF, la 
Privatización de Gas del Estado y la Ley Corta 26.197, sólo ha ido contramano de las políticas 
hidrocarburíferas del mundo533, perdiendo la soberanía energética534, exponiendo sus recursos 
                                                 
532 Basta ver las curvas de reducción de inversión en exploración a fin de encontrar nuevos pozos productivos en las 
cuencas sedimentarías que la Argentina posee, así como la disminución de las reservas probadas como consecuencia 
directa no sólo de la sobreexplotación de los pozos en actividad, sino también de la negación deliberada en la 
búsqueda de nuevas reservas (mediante trabajos de  exploración) a partir de la fecha en que YPF SA , única 
planificadora y ejecutora de la política publica petrolera y titular de los derechos de exploración y explotación hasta 
entonces del Estado Nacional, fue vendida a intereses privados cuyo única acción concreta fue la extracción de 
petróleo crudo a fin de la obtención de la renta petrolera, la cual, producto de las políticas públicas energéticas 
desarrolladas en la década de los año 90, dejó de ser de la Nación Argentina,  (para ser de particulares que las 
giraron al extranjero); en lugar del desarrollo de políticas públicas serias encaminadas a crear un sistema energético 
hidrocarburífero independiente, conciente de la “irrenovabilidad” del recurso en cuestión así como su importancia 
estratégica en materia de defensa, orientado a la satisfacción de las necesidades energéticas y productivas y de 
desarrollo de todos los habitantes de la Nación y del armónico crecimiento geopolítico del mismo sobre la base de los 
principios y criterios de buena fe, eticismo, cooperación, uso racional  y la fundamental obligación de solidaridad .  
 
533 Ni Rusia, ni México, Brasil, ni en EEUU los Estados productores poseen legislaciones propias. La legislación en 
materia hidrocarburífera se encuentra dentro de las potestades  de los diversos  Estados Nacionales (para más 
detalle ver Bernal F. y otros, Cien años de Petróleo Argentino, Capital Intelectual, Buenos Aires, 2008. 
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hicrocarburiferos a la indiscriminada y múltiple explotación (con riesgo de daño de yacimientos por 
despresurización acaecida fruto de múltiples perforaciones) sin suerte de rumbo acorde con el principio 
de explotación racional de los mismos, y desguasando su potencial para concretar una política única y 
eficiente de búsqueda y explotación de recursos para su uso en post del desarrollo, del  progreso y del 
bienestar de su pueblo.   
Paralelamente, y en materia ambiental, el art. 9 de la Ley 24.145 comprometía la irresponsabilidad 
ambiental de YPF S.A. (y de sus posteriores adquirentes)  por pasivos ocultos ambientales.  Ello, porque 
mediante esta Ley (que sancionó la privatización de YPF  y la creación de YPF SA), el Estado Nacional 
asumió todos los créditos y deudas originadas en causa, título o compensación existente al 31 de 
diciembre de 1990, que no se encontraron reconocidos como tales en los estados contables de 
Yacimientos Petrolíferos Fiscales a dicha fecha. La consecuencia lógica y directa de este articulo, se 
traduce en la irresponsabilidad en materia de pasivos ocultos, entre los que, esencial y típicamente en 
esta industria, se encuentran los pasivos ambientales, entendidos ellos como todo ese conjunto de daños 
ambientales ocultos y aún desconocidos que aflorarán en algún momento y que, irremediablemente, 
alguien deberá recomponer y, a tenor de lo prescripto por la norma, no será nadie más que el Estado 
Nacional.  
Descripta de ese modo la situación, el cuadro hidrocarburífero plasmado claramente vulnera el art. 
41 de la Constitución Nacional y las normas, nociones y principios básicos ambientales (que, entre otras 
cosas, prevén la responsabilidad colectiva para la recomposición del daño ambiental). En este caso, en 
especial, no puede dejar de analizarse que, YPF SA exonerada de las responsabilidades ambientales 
ocultas fue vendida a capitales privados quienes hoy gozan de esta indemnidad. Debería entonces en una 
investigación particular sobre el tema analizarse la conveniencia de la política pública para los inte reses 
nacionales, y la razonabilidad del decreto de irresponsabilidad ambiental por pasivos ocultos a la luz de 
los principios y criterios ambientales y del espíritu de una política pública constitucional, instaurada con 
el art. 41 de la Constitución Nacional.  
Esta futura investigación y el planteamiento de hipótesis derivadas que en el presente estudio se 
aportan, serán de fundamental importancia a la luz de futuros pleitos en que nuestro Máximo Tribunal 
deberá entender a fin de atribuir o no exclusiva responsabilidad al Estado Nacional por la 
recomposición ambiental de los innumerables casos de contaminación oculta que años de explotación 
sin parámetros estrictos de cuidado ambiental han producido en diversas cuencas sedimentarias en 
explotación del país. 
A su vez y en cuanto a la específica regulación instaurada en el marco del Gas Natural, el Estado 
Nacional,  auto abdujo sus potestades y conveniencias concretas en 2 artículos esenciales del marco 
regulatorio, garantizando tarifas dolarizadas, atando a  dicha moneda la política tarifaria y arancelaria 
local, y luego prohibiendo al Estado Nacional el “Rescate535 de la concesión”, mediante el decreto  
                                                                                                                                                             
534 Entendida como potestad máxima e incuestionable de un Estado Nacional a definir, ordenar y priorizar la 
producción y el destino  de sus recursos energéticos a  fin de planificar su desarrollo en beneficio de toda su 
comunidad.  
535 Las notas características de los servicios públicos son: la regularidad, continuidad, igualdad, obligatoriedad y 
prerrogativas del poder público.  La continuidad implica que  el servicio público debe prestarse sin interrupciones, lo 
que se garantiza por dos medios, a saber: a. por la posibilidad de que la Administración proceda a la ejecución del 
servicio cuando éste sea prestado por los particulares (esto se denomina “Rescate por la Administración”)  El Rescate 
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1738/92 art. 4 inc. 5 último párrafo, auto- restringiéndose de este modo en el uso de la  figura típica 
del derecho administrativo inserta en el marco general de la prestación de servicios públicos esenciales 
a fin garantizar la prosecución del mismo en casos extremos y de necesidad general para evitar la 
interrupción del servicio esencial.  
La inconveniencia del sistema instaurado en materia hidrocarburífera, tanto en gas como petróleo, 
para los fines constitucionales ambientales (art. 41 de la Constitución Nacional que brega por la 
utilización racional de los recursos) como de desarrollo humano (art. 75 inc. 18 y 19 de la Constitución 
Nacional), y la obligación genérica de concretar el bienestar general prevista en el Preámbulo, 
controvierten las obligaciones y responsabilidades de ejecución de políticas públicas que ésta ha 
impuesto al Estado. 
Por ello, y como estos temas deben ser objeto de análisis serio y profundo, se plantean las  hipótesis 
derivadas para futuras investigaciones a cuya lectura se remite. 
Inexorablemente, el mundo se encamina a una coyuntura en la que la escasez general de recursos 
naturales quedará evidenciada, y la cosmovisión acerca de la ilimitabilidad de los mismos será 
efectivamente insostenible. Esto generará una situación general de inestabilidad internacional en la 
búsqueda directa o indirecta de los mismos, encontrándose cabal ejemplo en la política de EEUU hacia 
los pueblos de la Mesopotamia (Irán, Irak y Afganistán los pueblos con mayores reservas 
hidrocarburíferas probadas del mundo). 
La seguridad  nacional argentina, se enmarca a su vez en el contexto de la seguridad hemisférica 
latinoamericana. El continente de mayor biodiversidad del mundo. America Latina (Caribe incluido) 
posee el excedente ecológico más alto del plantea, con 3,93 unidades de superficie por persona, debido 
a su alta disponibilidad biológica natural (6,39 unidades). El futuro desarrollo económico de toda 
Latinoamérica posee su base en la racional e inteligente utilización los recursos naturales que ella 
posee. Su conservación y preservación se convierten de esta manera en una cuestión estratégica de 
primer orden, debiendo convertirse entonces en prioridad nacional en todos los aspectos posibles, 
incluso  en el ámbito militar a los fines de resguardar la seguridad  nacional.   
En materia hidrocarburíferas estricta, con una población del orden del 8,5% del total mundial, 
América Latina es una “potencia petrolera y energética”536. Posee el 11,5% de las reservas mundiales de 
petróleo convencional, el 5,2% del gas y más del 90% en reservas de crudo pesado y bitumenes 
naturales, así como la posibilidad geográfica y humana de producir todo tipo de fuentes energía 
eléctrica, como la nuclear y la hidráulica, la eólica y la solar . En cuanto al gas natural, sumados los 
depósitos de Venezuela, Argentina, Bolivia, se está en presencia de la 6ta reserva mundial, quedando 
EEUU como 7ma a posteriori.  
                                                                                                                                                             
por la Administración  en materia de Transporte y Distribución de Gas está expresamente prohibido y vedado  por el 
Dec 1738/92 art. 4 inc. 5 último párrafo. b.  por la reglamentación del derecho de huelga en los servicios públicos, 
sobre la base  de que, en principio, la huelga se encuentra limitada por las leyes que reglamentan el ejercicio de los 
derechos. Así, se instauró un sistema de arbitraje obligatorio como un modo de solucionar los conflictos colectivos 
que puedan ocasionar la suspensión, paralización y negación de los servicios públicos esenciales (Ley 20.638). 
Asimismo, es obligatorio la utilización de un preaviso mínimo  de 5 días. 
 
536 Ver para más detalle Bernal, Cien Años de Petróleo Argentino,(ob.cit.) en donde se dan los datos que se referencia 
en este tema. 
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Los remedios, cura de enfermedades, están hechos con drogas. El 42% de las drogas más 
compradas derivan de compuestos de plantas o animales presentes en climas tropicales. En cuanto a 
los recursos hídricos, el recurso fundamental para la vida y de cuyas reservas el continente americano 
posee las mayores del mundo, la situación parece crítica. En los últimos 70 años la población del 
plantea  se ha triplicado, pero la utilización de agua se ha multiplicado por seis. En todo el mundo, se 
utiliza un 54% del agua dulce disponible anualmente y dos tercios se destinan a la agricultura.  
La competencia por la obtención de los recursos naturales por los pueblos, en un mundo que 
excedió la capacidad de sustentación del planeta en 1978 y en el 2000 esta capacidad fue excedida en 
1,4 veces537, será altamente probable, y con ello, la posibilidad de la explosión de conflictos bélicos 
importantes. De allí, la obligación del Estado en la creación de políticas públicas que preserven los 
recursos naturales en general según la manda del art. 41 de la Constitución Nacional, posee una 
implicancia fundamental para la seguridad  nacional. 
A su vez, y según se analizara, las consecuencias del cambio climático se presentará en la 
modificación de los límites territoriales de los Estados por inundación de sus riberas. Esta modificación 
topográfica y territorial es de una esencial importancia para la defensa nacional a tenor de los conflictos 
que pueden surgir producto de esta circunstancia. Por ello, debe crearse una conciencia ambiental 
nacional que re dimensione los aspectos del desarrollo  y las relaciones internacionales con objetivos de 
justicia y equidad planteando la temática también desde una perspectiva en la que se incluya a la 
defensa nacional como parámetro en la ponderación de las decisiones. La formación de una conciencia 
ecológica nacional, tiene como último fin la construcción de un desarrollo nacional integral, que incluya 
las esferas sociales, culturales, económicas y políticas que garanticen el bienestar de todos los 
ciudadanos,538 dentro de un contexto internacional caracterizado por el desarrollo de  diversas prácticas 
de sumisión de algunos países por el dominio y la explotación  de los recursos naturales de otros, en 
detrimento de los pueblos de aquellos menos aventajados o que no han sabido orientar las políticas 
públicas hacia el bienestar de sus sociedades.   
La lección que nuestro país debió aprender tras la Guerra de Malvinas539 en 1982, es que las 
potencias mundiales no están dispuestas a ceder sus posiciones y ventajas que el orden mundial les 
garantiza en el uso de los recursos naturales hidrocarburíferos, pesqueros, o de la naturaleza que sean. 
La existencia de petróleo en la zona del atlántico sur es conocida desde mediados del siglo pasado540 y 
las actuales perforaciones en Malvinas dadas por la política unilateral Open Door desarrollada  por Gran 
                                                 
537 Ver “Seguridad Hemisférica” ob. cit. . En materia de recursos hídricos, existen más de 200 sistemas fluviales que 
atraviesan fronteras nacionales, 13 ríos y lagos importantes compartidos por países.  
 
538 Para un debate acerca de este tema ver  CICEANA (Centro Información y Comunicación Ambiental de Norte 
América) Tratados internacionales,   dispoible en 
http://www.ciceana.org.mx/recursos/Tratados%20internacionales.pdf  , enlace verificado el 8 de diciembre de 2010. 
 
539 Malvinas posee 3 cuencas hidrocarburíferas, Malvinas Norte, Malvinas Sur y Malvinas Oriental. Estudios 
sísmicos producidos en 2009, estiman la existencia de 18.000 millones de barriles de crudo bajo las aguas del Mar 
Argentino. A modo de ejemplo, las reservas de EEUU rondan los 22.500 millones y las de China 16.000 millones. En 
toda Argentina hay 350 millones de barriles de reservas probadas. 
 
540De 1950 datan los primeros estudios sísmicos efectuados por  el Lamont-Doherty Geological Observatory. 
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Bretaña, dadas en un contexto de declive de producción de los pozos del Mar del Norte541 y que diera 
frutos en 2009, es una de las principales razones de por la cual Gran Bretaña estuvo dispuesta a dar 
esa batalla. Para obtener y mantener sus posiciones y acceso a los recursos, Inglaterra y sus aliados 
han librado grandes guerras y no están dispuestos a permitir que ningún Estado les arrebate ventajas 
geopolíticas o económicas que han sabido lograr. Para mantener su estatus en el uso de los recursos 
naturales y demás conveniencias geopolíticas, están dispuestos al uso de la fuerza si es necesario542y 
los organismos internacionales creados a la luz de ese viejo orden, son completamente estériles en 
impedirlo, siendo la guerra de Malvinas o la invasión a Irak claros ejemplos de ello . Reconocer esta 
situación es un acto de sinceridad y un elemento de realidad que la ecuación ambiental no debe 
desconocer, ya que tras ciertos intereses de negociación pseudo ecológica, pueden esconderse 
mecanismos de dominación que sitúen en las antípodas de sus conveniencias a los Estados, en cuanto 
a los niveles de desarrollo sostenible y eliminación de la pobreza se refiere. 
Por ello, y a modo de conclusión derivada, puede aseverarse que, el Derecho al Medio Ambiente 
Sano establecido en el art. 41 de la C.N. posee estrecha relación con el Derecho a la defensa nacional 
establecido arts. 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30 de la Constitución Nacional, en tanto los recursos 
naturales  preservados, no contaminados y utilizados racionalmente, su apropiación directa o indirecta, 
así como la competencia y re-acomodamiento limítrofe por la modificación de los límites territoriales de 
los Estados producto los efectos del cambio climático (que incluso amenaza con hacer desaparecer la 
totalidad de algunos países insulares) se configuran como una de las posibles causas de generación de 
conflictos armados.  
De este modo y a modo de aporte, se concluye y se enuncia que, el Derecho al Medio Ambiente 
Sano y la obligación de preservación de los recursos  establecidos en el art. 41 de la C.N. deben 
compartir la cúspide de la pirámide de prelación de derechos constitucionales con el derecho a la 
                                                 
541 En violacion al acuerdo suscripto con el presidente menem en 1995 (acuerdo en New York sobre petróleo  “Area 
Especial de Cooperación” (AEC), el cual era una declaración conjunta para la cooperación en las actividades offshore 
en el Atlántico Sur y que permitiría compartir la exploración y explotación de los recursos petroleros en el área y el 
cobro de regalias conjuntas (argentina 33%) de las aguas al este de las zonas en litigio. sin embargo, las aguas 
incluidas en el  acuerdo también  involucraban explotación y explotación en zonas “no en disputa” al sudoeste de las 
Malvinas al 50%. A pesar  de la existencia de este acuerdo, en 1996.  Gran Bretaña llamó a licitación internacional 
unilateralmente para la realización de tareas al norte de la islas. Ello generó que, en 1997 Argentina reaccionara con  
2 proyectos de ley: 
1. Adecuación Ley hidrocarburos, (regalías 3%). 
2. “Ley Eduardo Menem”, que preveía un  régimen de sanciones para las empresas que se negaran a abonar 
el canon correspondiente incluidos toda la cadena  (proveedores, intermediarios, compradores). 
Sin perjuicio de ello, nuevamente en  2001, el gobierno británico de las islas lanzó unilateralmente un programa 
denominado "puertas abiertas“ (Open Door Licensing -odl- (contratos a 48 años, sin licitación) sobre las cuencas 
(este y sur). 
 
542 Para más detalle ver Pigretti, Eduardo A., La estrategia mundial y los recursos naturales: el caso Malvinas, Rev.La 
Ley, Buenos Aires, 1982-C, 831, quien dirá: “Se afectó la estrategia mundial, por cuanto es evidente ahora, que 
existían designios especiales respecto de las Islas Malvinas, que evidentemente consistían en su utilización como base 
militar de los países del norte (americanos y europeos) que tendría como función, mantener la situación político-militar 
actual con indiferencia de nuestro país y de los demás intereses latinoamericanos.  
En relación a los recursos naturales, nosotros nos permitimos señalar que el carácter de zona de reserva que se 
atribuye al Atlántico Sur ha quedado en descubierto. Nos parece evidente que Inglaterra no desea que se desarrollen 
los horizontes petrolíferos del área Malvinas, hasta tanto su circunstancia en el Mar del Norte justifique la apertura de 
nuevas áreas petrolíferas. El recurso mineral y las posibilidades de pesca, eran también actividades que podrían 
basarse en las Islas Malvinas y encontrarían suficiente base de infraestructura, para poder operar, desde las mismas.”  
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defensa nacional establecido en los arts. 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30, de la C.N, lugar en que ambos 
derechos deben coexistir de manera coordinada y del modo y en las formas en que la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación lo determine. Esta conclusión es parte del aporte y validación de la hipótesis 2.  
 
6.4.5.3 Conclusiones parciales. 
En concreto, en materia hidrocarburífera el Máximo Tribunal ha entendido de manera previa a la 
reforma constitucional de 1994, la incorporación del art. 124 de la C.N. y sanción de la Ley 24.145 lo 
siguiente: 
a) El petróleo reviste una vital importancia en la economía mundial, lo que queda demostrado por 
el papel que desempeña la utilización de sus derivados tanto en las actividades fabriles y del agro, en la 
petroquímica, en la producción de energía eléctrica, cuanto en la operación de los medios de 
transportes terrestres, aéreos y marítimos. Dicho hecho, es notorio. 
b)  El debido abastecimiento de combustibles líquidos y gaseosos y de los llamados lubricantes 
minerales asume caracteres de exigencia perentoria para el normal funcionamiento y desarrollo de las 
industrias manufactureras, usinas eléctricas y servicios públicos de comunicaciones en sus diversos 
tipos.  
c) El Preámbulo de nuestra Constitución Nacional considera que proveer a la defensa común es 
uno de los objetivos que fundamentan, la formación de la Nación Argentina. Todo lo que hace al 
petróleo y a sus derivados es materia típica de defensa nacional siendo las mismas Provincias las que 
han hecho depositarla a la Nación de toda la competencia relacionada a ella.  
d) Resulta indiscutible la necesidad de una política única en el área de hidrocarburos, la que no 
puede estar, obviamente, en otras manos que en las de la autoridad nacional. 
e) La extracción del petróleo y del gas y los procesos ulteriores de industrialización y distribución 
hasta su puesta a disposición de los consumidores o usuarios constituyen actividades que afectan 
intereses Nacionales, relacionados con la economía general del país y con su defensa, cuya tutela 
incumbe al Gobierno Federal. 
f) La sanción de la Ley 17319 no comprometió los arts. 3 y 13 de la Constitución, toda vez que no 
existió desmembración territorial alguna, sino una regulación sobre el dominio y aprovechamiento de 
un recurso cuya regulación jurídica ha sido puesta por aquélla en manos del Poder Legislativo Nacional. 
En ese sentido,  no puede resultar atentatorio al principio de autonomía provincial el ejercicio por la 
Nación de facultades que le han sido delegadas, por más que deban ejercitarse en el territorio mismo de 
los estados provinciales. 
Por ello, pueden extraerse las siguientes conclusiones parciales, a saber: 
 
a) Previo a la reforma de 1994 y Ley 24.145, el Tribunal había dado contenido concreto a lo que 
a la postre fue el Principio 2 de la Declaración de Río , estableciendo el modo en que el Estado 
Argentino debía aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de 
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desarrollo, supeditando en materia hidrocarburífera las potestades y autonomías de las Provincias 
según los arts. 3 y 13 de la Constitución al derecho de la Nación a proveer su propia defensa (arts. 
31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional). 
b) Queda abierta la puerta interpretativa en cuanto a la competencia de los Tribunales que 
eventualmente deberán entender en temas medioambientales surgidos por explotaciones 
hidrocarburíferas que se hayan consolidado dentro de la nueva Ley 24.145 y cuyas concesiones hayan 
sido otorgadas por los Estados provinciales. En este sentido considero que ha existido una adaptación 
de la doctrina del Máximo Tribunal a las nuevas leyes ambientales e hidrocarburíferas. Este proceso de 
adaptación puede resumirse el paso de la federalización a la provincializacion de los hidrocarburos y las 
competencias locales en la materia ambiental a ella relacionada. En estos casos, las leyes locales y sus 
jurisdicciones primarían  a las federales. 
c) Post reforma a la Constitución Nacional en 1994, La materia ambiental relacionada a la 
explotación hidrocarburifera, debe respetar el Principio de Territorialidad Ambiental , debiéndose 
cumplimentar la Evaluación de Impacto Ambiental como instrumento previo a la ejecución de obra 
según las diversas Provincias lo requieran en uso de sus facultades de policía ecológica. De este modo, 
es aplicado el Principio Nr. 17 de la Declaración de Río 92 que da cuenta de la necesidad de este 
instrumento en las políticas ambientales nacionales. 
d) El Derecho al Medio Ambiente Sano y la obligación de preservación de los recursos naturales, 
establecido en el art. 41 de la Constitución Nacional posee estrecha relación con el derecho a la defensa 
nacional establecido arts. 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30 del mismo cuerpo, en tanto los recursos 
naturales preservados, no contaminados y utilizados racionalmente y su apropiación directa o 
indirecta, así como la competencia y re-acomodamiento limítrofe por la modificación de los límites 
territoriales de los Estados producto los efectos del cambio climático se configuran como una de las 
posibles causas de generación de conflictos armados. 
e) Por ello y a modo de aporte, se enuncia que, el Derecho al Medio Ambiente sano y la obligación 
de la preservación de los recursos naturales establecido en el art. 41 de la C.N. debe compartir la 
cúspide de la pirámide de prelación de derechos   constitucionales con el Derecho a la defensa nacional 
establecido en los arts 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30, de la Constitución Nacional, lugar en que ambos 
derechos deben coexistir de manera coordinada y del modo y en las formas en que la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación lo determine.  
 
6.4.6 En materia de residuos.  
Las nuevas normas ambientales abarcan no sólo leyes y regulaciones de usos de recursos naturales 
en si, sino también de elementos producidos por el hombre que resulten desequilibrantes para algún 
recurso en particular o  al ecosistema en general. Estos objetos que resultan agresivos a la inocuidad y 
salubridad del ambiente son los residuos, de los que se encuentran algunas variedades según deriven 
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de diversas fuentes generadoras.543 Si bien ellas impactan en los recursos naturales en si (agua, suelo, 
aire), y al ambiente en general, es metodológicamente apropiado tratar la contaminación producto de 
estos elementos de manera independiente atento a la incidencia que presentó oportunamente en 
especial la Ley de Residuos Peligrosos 24.051 en la tarea de la Corte. Esta norma, fue una de las 
primeras normas importantes en el área y la primera que sancionó la responsabilidad personal de los 
accionistas, administradores, apoderados, síndicos y demás responsables intervinientes en hechos 
contaminantes producidos por las empresas  haciéndoles inoponible el patrimonio de afectación social a 
todos aquellos que hubieran intervenido en el hecho punible544.  
La reforma de 1994, dio como resultado la sanción de una nueva Ley que reguló parte de estos 
residuos peligrosos (Ley de Residuos Industriales referenciada), la cual quedó clasificada dentro del 
sistema de distribución de competencias establecidos por el art 41 de la Constitución reformada y 
tuviera el carácter de norma de presupuesto mínimo. 
En términos generales, de los fallos relativos a los diversos tipos de residuos, no surgió el ejercicio 
de las facultades del control de constitucionalidad del Tribunal, ya que en la  mayoría de los casos los 
debates se ciñeron a conflictos de competencia. Ellos serán analizados porque revelan también una 
tendencia interpretativa interesante en relación al patrón repetitivo de remisión de causas a Tribunales 
locales de los asuntos relativos a estos objetos, aún antes de la sanción de la Ley General del Ambiente, 
ratificándose así la creación del propio Principio Ambiental no regulado como tal, el Principio de 
Territorialidad Ambiental. Ello es de notable identificación, en especial porque la primigenia Ley de 
Residuos Peligrosos 24.051, establecía un sistema de federalización de la competencia en su Art. 58545 , 
la cual se aplicaba también a casos de interjurisdiccionalidad (Art.1 de la ley) bastante permeable y 
aplicable  en función de la innata tendencia de las inmisiones a la violación de los regímenes de 
                                                 
543 Los residuos domiciliarios, generados en los domicilios particulares de las personas y dispuestos en la actualidad 
de diversas formas, han sido objeto de análisis por el Tribunal en la mayor parte de los casos en cuestiones de 
competencia, en donde se aplicado el Principio de Territorialidad Ambiental para determinar la competencia de los 
Tribunales, también antes de la reforma constitucional de 1994 y de la sanción de la Ley General del Ambiente. Por 
su lado existen los residuos peligrosos, entendidos estos como aquellos que poseen alguna peligrosidad actual o 
potencial en su misma sustancia. Los residuos patogénicos, son aquellos residuos derivados de la atención médico 
hospitalaria, cuya peligrosidad se relacionada con el riesgo biológico y epidemiológico que poseen. La legislación 
argentina reguló estos últimos en la Ley de Residuos Peligrosos –que regulaba tanto los residuos peligrosos como los 
patogénicos en el mismo texto legal-, Ley 24241 hoy parcialmente derogada por la Ley de Residuos Industri ales (ley 
de presupuestos mínimos) otorgaba jurisdicción federal a los Tribunales intervinientes por estos delitos y a los 
hechos de contaminación interjurisdiccional. No deben olvidarse los Residuos Espaciales y los Radiactivos, estos 
últimos  son aquellos derivados de la actividad nuclear. Los Residuos de los Buques, fueron también objeto de 
regulación internacional y Nacional. 
544 El articulo 54 establece: “Cuando el infractor fuere una persona jurídica, los que tengan a su cargo la dirección, 
administración o gerencia, serán personal y solidariamente responsables de las sanciones establecidas en el artículo 
49” y el articulo 57: “Cuando alguno de los hechos previstos en los dos artículos anteriores se hubiesen producido por 
decisión de una persona jurídica, la pena se aplicará a los directores, gerentes, síndicos, miembros del consejo de 
vigilancia, administradores, mandatarios o representantes de la misma que hubiesen intervenido en el hecho punible, 
sin perjuicio de las demás responsabilidades penales que pudiesen existir.”  
545 El art. 58  de la Ley 24.051 determina que es competente para conocer de las acciones penales que deriven de la 
presente Ley la justicia federal. 
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fronteras socio políticas, y a la afectación de recursos naturales en general compartidos por varias 
Provincias.  
 
6.4.6.1  Ex ante reforma constitucional de 1994. 
El 22 de noviembre de 1994, en el caso, “ECO SERVICE S.A. C/ BUENOS AIRES, PROVINCIA DE 
S/ INCONSTITUCIONALIDAD”546, la empresa actora, dedicada a la recolección, transporte, tratamiento 
y disposición final del proceso de incineración de residuos peligrosos patogénicos generados por 
terceros, interpuso demanda contra la Provincia de Buenos Aires a fin de que se declarase la 
inconstitucionalidad del decreto 450/94 del artículo 1º dictado por el Estado provincial con el propósito 
de reglamentar la Ley 11.347 que, en dicha jurisdicción, regulaba el manipuleo, transporte y 
disposición final de los productos referidos. A tal efecto sostuvo que dicha normativa invadía y se 
superponía en cuestiones que eran regladas por la Ley Nacional 24.051 cuerpo éste que establecía el 
régimen legal aplicable. En concreto, requirió al Tribunal que dicte una medida cautelar con el fin de 
evitar que, por aplicación del artículo 1º reglamentario, se impidiese el ingreso al territorio provincial del 
material que transportaba a la planta existente en el Talar de Pacheco, localidad en la que se realizaba 
el proceso de termodestrucción pertinente. 
El Tribunal no hizo lugar a la medida cautelar, ya que no se configuraba en el caso las 
circunstancias requeridas por el Código de Procedimientos para acceder al pedido, ya que no había 
quedado acreditado prima facie la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro 
irreparable en la demora. 
Este fallo, concomitante a la reforma constitucional de 1994 que incorporó el art. 41, quizás tendría 
actualmente otra resolución en cuanto a la procedencia de la medida cautelar a la luz del Principio de 
Precaución, el que no es aquí aplicado. En este sentido, veremos que esta nueva disciplina del derecho 
ambiental y sus criterios y principios, se han inmiscuido en las decisiones del Máximo Tribunal 
progresivamente, en especial el Principio Precautorio. Esta transformación y evolución de aplicación de 
criterios y principios a los casos relativos al medio ambiente, conforma parte de las conclusiones del 
presente estudio. 
El Principio Precautorio, es decir, aquella norma de conducta que debe reglar las situaciones 
ambientalmente peligrosas y que implica en parte la innecesariedad de pruebas eficientes (certeza 
certifica)  para decidir tomar una acción protectoria, (incluida la acción de no hacer nada) para evitar el 
daño ambiental irreparable, fue el principio más lentamente aceptado por el Tribunal, quien comenzó a 
aplicarlo en materia ambiental estricta sólo varios años después de reformada la constitución en 1994 y 
tras la sanción de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675. 
 
 
 
                                                 
546 Fallos 317:978. 
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6.4.6.2 Ex post reforma constitucional de 1994.  
 
En el año 1996, en el caso “AMOEDO, ROMINA EVA Y OTRO C/ ESTADO NACIONAL (SEC. DE 
RECURSOS NATURALES Y AMBIENTE HUMANO) Y OTROS S/ DAÑOS Y PERJUICIOS VARIOS”547 la 
Corte admitió la intervención del juzgado federal previniente hasta tanto la declinatoria de competencia 
(prórroga de jurisdicción) efectuada por la Provincia de Buenos Aires se concretase, en un caso en que 
se requería la reparación por la muerte de los padres y abuelos de la actora mientras estaban en su 
vivienda de Avellaneda, como consecuencia de la emanación de ácido cianhídrico proveniente de las 
aguas cloacales, las cuales estaban contaminadas con ácidos  peligrosos y sales de cianuro que habían 
sido volcados en ellas en forma ilegal. La demanda se dirigió contra dichos organismos públicos por 
entender que habían omitido ejercer adecuadamente el deber de policía ambiental  que les 
correspondía. Este caso opera de modo excepcional en tanto otorga la competencia de excepción a un 
caso típicamente local. 
En 1998 en autos “PETROFER S.A. S/ INFR. Ley 24.051”548 el Tribunal entendió que en el caso en 
que se investigaba la presunta contaminación de las aguas subterráneas existentes debajo de una 
estación de servicio ubicada en una localidad de la provincia de Buenos Aires correspondía declarar que 
debería entender en la causa  la justicia federal. Ello por cuanto, resultaba de las probanzas del 
expediente que el objeto de la contienda era determinar si la presencia de hidrocarburos en las napas 
subterráneas de la estación de servicio resultaba peligrosa o contaminante y, por ende, un hecho 
punible de los previstos en la Ley 24.051. Por lo cual el Tribunal tornó aplicable el artículo 58 de esa 
ley, que asignaba competencia a dicha jurisdicción. 
El 1 de noviembre de 1999, en el caso “PELCO S.A. C/ SECRETARÍA DE RECURSOS NATURALES 
Y DESARROLLO sostenible–PODER EJECUTIVO NACIONAL- Y OTRO S/ AMPARO1/11/1999”549 
intervino en una acción de amparo presentada contra el Poder Ejecutivo Nacional, Secretaría de 
Recursos Naturales y Desarrollo Sustentable, a fin de que se los condenase a  autorizar los manifiestos 
de transporte previstos en los artículos 12 y 26 de la Ley 24.051 para que los generadores ubicados 
dentro de la jurisdicción Nacional presenten en condiciones reglamentarias, con el objetivo de proceder 
al transporte, tratamiento y disposición final de residuos patogénicos concertados o que se concerten 
con PELCO S.A. 
La empresa actora estaba habilitada para funcionar como transportista y operadora de residuos 
patogénicos, para lo cual contaba con una planta de tratamiento en el partido de Tigre  (Provincia de 
Buenos Aires), pero a pesar de ello la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo  Sostenible no había 
otorgado los manifiestos referidos, situación que trajo aparejado que diversas clín icas de la ciudad de 
Buenos Aires, a las que les daba el servicio de trasladar y destruir sus residuos patogénicos, hubieran 
rescindido intempestivamente los contratos que a ese fin habían suscripto con la actora. 
                                                 
547 Fallos 319:1755. 
 
548 Fallos 321:167. 
 
549 Fallos 322:2799. 
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En un interesante argumento, el Estado Nacional, alegó que la situación denunciada se había 
configurado como consecuencia de las disposiciones provinciales que regulaban la materia, ya que la 
reforma constitucional de la Provincia de Buenos Aires, de igual modo que el art. 41 del la Constitución 
Nacional, había prohibido el ingreso al territorio provincial de residuos tóxicos o radioactivos. El Estado 
Nacional alegó que esta norma era en realidad la norma que le  impedía otorgar los manifiestos de 
transporte requeridos por la actora. 
El Tribunal no aceptó jurisdicción originaria, ya que entendió que en el caso no se advertía razón 
para que la Provincia de Buenos Aires debiera intervenir en el proceso en la calidad prevista en el art. 
94 de CPCCN, en tanto la relación de los antecedentes y las afirmaciones efectuadas por la sociedad 
actora, demostraban que la relación que daba origen a este proceso estaba constituida por el vínculo 
existente entre la empresa actora y el Estado Nacional, que era quien se debía expedir con relación al 
otorgamiento de los manifiestos de transporte que aquélla le requería para continuar con su actividad.  
El argumento desplegado por el Estado Nacional no prosperó, el Tribunal entendió que Estado 
Provincial no era parte interesada en la situación que se había generado. La pretensión de Pelco S.A. se 
fundaba en actos u omisiones propios de la Secretaría de Recursos Naturales y Desarrollo  Sostenible y 
no en actos de la autoridad correspondiente del Estado Provincial, y sólo perseguía que se modifiquen 
las conductas del Estado Nacional a las que se atribuía arbitrariedad e ilegitimidad manifiestas.  
En realidad, la incorporación del Estado Provincial en el sub lite, tuvo como objeto la obtención de 
la jurisdicción originaria de la Corte, lo que no fue admitido, ya que esta entendió que no se advertía 
que se configuraran en el caso una característica esencial para admitir la participación de un tercero en 
el expediente, cual es la comunidad de controversia. En concreto, el Estado provincial no aparecía como 
parte adversa en tanto no integraba la relación jurídica sobre la base de la cual se interponía el amparo 
(Fallos 321:551). 
Por ello, finalmente el Tribunal entendió que correspondía declarar improcedente la instancia 
originaria, determinándose de ese modo que las actuaciones eran de la competencia propia de los 
Tribunales locales. 
En 2000 la Corte dio especial importancia y endureció el criterio en materia de prueba de la 
interjurisdiccionalidad contaminante incluso en el ámbito de aplicación de la Ley 24051, restringiendo 
de este modo la jurisdicción federal y acentuando la aplicación del Principio de Territorialidad 
Ambiental en beneficio de los tribunales locales. Ello sucedió en el caso “LUBRICENTRO BELGRANO 
S/INFRACCIÓN Ley 24051”550, en donde volvió a definir la competencia local como regla, atento a que 
no había quedado comprobado efectivamente que se hubieran afectado bienes o personas o ambiente 
fuera del territorio de la Provincia. En igual sentido sentenció en “ETERNIT ARGENTINA 
S.A.S/INFRACCIÓN Ley 24.051”551, caso en que se debatía la cuestión de competencia para juzgar un 
caso de contaminación a personas que padecían patologías respiratorias por la exposición a asbestos 
                                                 
550 Fallos 323:163. 
 
551 Fallos 327:4336. 
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(residuo peligroso en los términos de la Ley 24.051) y cuya exposición había estado dada por su calidad 
de empleados de la empresa denunciada. La Corte determinó declarar la competencia de la justicia 
local, ya que de los elementos de juicio incorporados no se advertía la configuración de los supuestos 
contemplados en el art. 1° de la Ley 24.051, en tanto todas las personas que padecían las patologías 
respiratorias compatibles con la exposición eran empleados de la empresa denunciada y el informe 
confeccionado por la Dirección Provincial de Control Ambiental y Saneamiento Urbano expresaba que 
las eventuales voladuras de material que pudieron contener asbestos no habían trascendido los límites 
jurisdiccionales (administrativos) y territoriales de la Provincia de Buenos Aires, al menos en cantidades 
que pudieran poner en peligro la salud de las personas .  
Llamativamente también en el año 2000, el autos “DA ROCHA S/ DENUNCIA Ley 24.051 - ATANOR 
S.A552 en un caso en que se debatía la competencia para intervenir en la denuncia contra los miembros 
del directorio de la empresa Atanor por contaminación por talio por emanaciones tóxicas,  generadas en 
la planta industrial situada en la localidad de Vicente López, la Corte se ratificó por el argumento 
inverso, el criterio del Procurador, quien expresó que debía intervenir la justicia federal porque “no se 
había descartado la existencia de una posible afectación a las personas y al ambiente fuera de los  
límites de la Provincia de Buenos Aires.” Este caso es un claro ejemplo de la laxitud con que la 
interpretación de la interjurisdiccionalidad de la afectación ambiental puede mutar la decisión del 
Tribunal.   
El 26 de febrero de 2002, en el caso “COSTA, RICARDO J. S/ INSTRUCCIÓN ”553 la Corte definió en 
una contienda negativa de competencia producida por la denuncia del vertido de líquidos cloacales 
arrojados a la vía pública por un complejo habitacional de la localidad de Becar, la procedencia de la 
competencia de la justicia local, atento a que ninguno de los presupuestos de interjurisdiccionalidad 
requeridos por el art. 1de la Ley 24051 habían quedado demostrados. 
En el año 2005, intervino en autos “CONFEDERACIÓN GENERAL DEL TRABAJO (CGT) –CONSEJO 
DIRECTIVO DE LA CGT REGIONAL SANTIAGO DEL ESTERO C/ TUCUMAN, PROVINCIA DE Y OTROS 
(inclusive ESTADO NACIONAL) S/AMPARO),554 en los cuales la actora interpuso acción de amparo 
contra la Provincia de Tucumán y el Estado Nacional, con el objeto que se recomponga el medio 
ambiente alterado por el derrame de residuos y efluentes cloacales que afectaban a los ríos de dicha 
Provincia y que desembocan en las Termas de Río Hondo y en el embalse Río Dulce, ubicados en la 
Provincia de Santiago del Estero y, como consecuencia de esa contaminación, generó un desastre 
ecológico general en flora, fauna recursos paisajísticos y turísticos. Las causas que originaron el planteo 
se ciñeron a imputar responsabilidad por omisión a la Provincia de Tucumán, por la falta de ejercicio 
del control de policía ambiental de la Provincia por el vertido de residuos industriales sin tratamiento 
que efectuaban en los espejos de agua todas las industrias radicadas en su te rritorio. El Tribunal 
                                                 
552 Fallos 323:4092. 
 
553 Fallos 325:269. 
 
554 Fallos 328:3480. 
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determinó que el caso debía tramitar ente la justicia federal atento a la interjurisdiccionalidad de los 
recursos ambientales afectados y allí remitió las actuaciones sin habilitar su jurisdicción originaria. 
El 7/6/2005 en autos “ACUÑA, LUIS EMILIO S/ DENUNCIA”555, en donde se investigaba la posible 
contaminación de las napas de agua, presuntamente producidas por la colocación de un sistema de 
eliminación de efluentes cloacales por inyección en el suelo, en algunos establecimientos dependientes 
de la Municipalidad de Hurlinghan, el Tribunal definió que correspondía declarar la competencia de la 
justicia local para conocer en la causa.  
El 12 de diciembre de 2006, en el caso “VALENTE, ESTELA C/JOHNSONS & SONS DE ARG. 
S.A.I.C. S/ORDINARIO”556 el Tribunal volvió a entender que era competente la justicia provincial para 
conocer respecto de la demanda de daños causados sobre los bienes materiales y salud de la actora, así 
como la de su grupo familiar y al medio ambiente, derivados del incendio de la entidad fabril 
demandada, al no haberse determinado la afectación ínter jurisdiccional requerida por el art. 7°, 
segundo párrafo, de la Ley 25.675.   
En uno de los casos más resonantes de los últimos años relativos a temas ambientales 
internacionales, que diera origen a problemas diplomáticos entre ambos países, cortes de ruta 
internacional, y una demanda internacional en el Tribunal de Justicia Internacional de la Haya por 
violación al Tratado del Río Uruguay por parte de la República Oriental del Uruguay, fue el caso de las 
papeleras construidas en la localidad de Fray Ventos, a las márgenes del Río Uruguay. El Tribunal en el 
año 2006, de manera previa a que la República Argentina demandara al Estado vecino y venciera en los 
tribunales internacionales la contienda, se expidió ante la presentación del gobernador de la Provincia 
de Entre Ríos en autos “BUSTI, JORGE PEDRO Y OTROS S/ DENUNCIA ART. 55, Ley 24051, EN 
GRADO DE TENTATIVA”.557  
En el caso, el titular del Juzgado Federal con asiento en Concepción del Uruguay, Provincia de 
Entre Ríos, había declinado su competencia en favor de la originaria de la Corte para conocer en la 
causa instruida por infracción al artículo 55 de la Ley 24.051 en grado de tentativa, a raíz de la 
instalación de dos fábricas que se estaban entonces construyendo sobre las márgenes del Río Uruguay, 
en territorio de la República Oriental de Uruguay.  
El Tribunal declinó su competencia originaria, analizando que el hecho que pudieran resultar 
imputados en la causa funcionarios de la administración pública uruguaya, en cuanto permitieron, 
habilitación mediante, emplazamientos fabriles vulnerando normas del propio derecho interno e 
internacional (causa alegada por el juez declinante para renunciar su competencia), no se corroboraba 
en el sub lite, por el contrario, de las constancias arrimadas, no surgía, hasta ese momento, que un 
aforado fuere parte en el proceso, ya fuere como querellante o querellado, según lo exigía la 
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Constitución Nacional. Ello ya que, en la especie, la imputación había sido dirigida contra los 
Directores, Presidentes y Vicepresidentes de las empresas intervinientes en el emprendimiento.  
Determinó que, en caso que funcionarios uruguayos pudiesen resultar imputados en los actuados, 
dicha circunstancia no imponía la intervención originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
debiendo tenerse en cuenta que el magistrado declinante no señalaba que ellos (los funcionarios 
uruguayos presuntamente implicados) se encontrasen desempeñando cargos en la República Argentina, 
de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución. Ello, en tanto la competencia originaria de la Corte, se 
encontraba taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte un agente extranjero que goce 
de status diplomático, según la Convención de Viena sobre Agentes Diplomáticos de 1963, y no podía 
ampliarse, restringirse, ni modificarse.  
Explicó asimismo que si bien la Corte había admitido algunos supuestos de excepción en los que 
procedía la jurisdicción exclusiva del Tribunal ante una cierta o inminente afectación de las relaciones 
con potencias extranjeras, entendió que en este caso, no se apreciaba que concurrieran las 
circunstancias extraordinarias en que abonan tal postura. 
Analizó asimismo que no era procedente, a los efectos de la ape rtura de su competencia originaria, 
la invocación de la circunstancia de que la Provincia de Entre Ríos se hubiera constituido en parte 
querellante en el proceso, pues ello no alcanzaba para habilitar la intervención del Tribunal. Ello así, 
toda vez que para la procedencia de la jurisdicción originaria en un juicio en que un Estado provincial 
era parte, debía tratarse de una causa “civil", entendida esta última expresión como opuesta a 
"criminal". Este caso era claramente una causa criminal, ya que la Ley de Residuos Peligrosos creaba 
una figura típica especial y además, determinaba la federalización de la competencia para casos de 
interjurisdiccionalidad. Vemos entonces como la Máximo Tribunal, incluso en un caso de este tipo que 
ha tenido consecuencias políticas importantes y que terminará con una victoria para el país en el 
Tribunal de la Haya en 2.010, resguardó con recelo su competencia originaria nuevamente. 
En un caso el Tribunal desvió la tendencia a la determinación de la jurisdicciones locales 
provinciales para entender en temas de este tipo, estableciendo la competencia de  la justicia federal 
local para entender en un caso en que se denunciaba la existencia de lagunas cloacales en el interior de 
una finca, aparentemente hechas para recolectar las aguas residuales (provenientes desde otras 
localidades), finca en la cual se realizaba un tratamiento y que posteriormente, desemboca en ríos 
provinciales. Ello sucedió el 4/4/2006 en autos“FINCA EL PONGO (PALPALA) S/ CONTAMIN ACIÓN.”558  
Aquí el Tribunal entendió que en el supuesto de una contienda negativa de competencia, entre un 
Juzgado Federal y un Juzgado de Instrucción en lo Penal, por la existencia de lagunas cloacales en el 
interior de la finca, si bien resultaba acertada la decisión del magistrado federal de declinar la 
competencia en favor de la justicia ordinaria (en virtud de que tanto los líquidos cloacales como los 
residuos domiciliarios se encontraban excluidos de los alcances del artículo 58 de la Ley 24.051, de 
residuos peligrosos, siendo que por lo demás el hecho en disputa, en el caso, no supera los límites 
provinciales) la causa debía quedar radicada en la justicia federal ya que, la realización de medidas 
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instructoras –en el caso, por el Juzgado Federal-, con posterioridad al inicio de la contienda, importaba 
asumir la competencia que fuera atribuida y que una declinatoria efectuada posteriormente producía el 
inicio de un nuevo conflicto. En tal caso, determinó correspondía al juzgado federal en cuestión 
proseguir con el trámite de las actuaciones (aunque hubiera correspondido aplicar el Principio de 
Territorialidad por el cual la competencia correspondiente era la de la justicia local). Este criterio de 
resguardo al daño que genera los cambios de juzgados en función de las dilaciones temporales que 
implican, fue reiterado según ya se analizara por el Tribunal en varias oportunidades garantizando la 
estabilidad de la competencia.  
Queda claro que las reiteradas decisiones del Tribunal de remisión a la jurisdicción local  son la 
base de casi todos este tipo de fallos relacionados con estos objetos contaminantes –residuos cloacales y 
domiciliarios- y por ello, en atención a su reiteración, es que considero que el Tribunal ha inventado su 
propio Principio Ambiental, el Principio Territorial que da cuenta de la competencia de los Tribunales 
locales en donde ocurrieron los hechos contaminantes o comprometedores de la integridad de los 
recursos naturales y el medio ambiente y a los federales sólo de manera excepcional.  
Incluso, el propio Procurador General analizó que en el caso, no se advertía la configuración de 
alguno de los supuestos de excepción contemplados en el artículo 1º de la Ley 24.051 que habilitaban 
la incumbencia del fuero federal. Este fuero, hubiera podido abrirse, a instancia de esta Ley si se 
hubiera comprobado que los residuos contaminaron la napa freática y que las descargas volcadas al 
suelo mediante ese sistema de inyección pudieron afectar a las personas o al ambiente fuera del límite 
de la Provincia de Buenos Aires. Pero ello no fue así. Asimismo, encuadró a estos residuos 
contaminantes -eliminados a través de aquél sistema-, como residuos cloacales asimilables a los 
domiciliarios y como tales, excluidos de los preceptos de las leyes Nacionales Nr. 24.051 y 25.612.  
El 4 de julio de 2006 en autos “ASOCIACIÓN CIVIL PARA LA DEFENSA Y PROMOCIÓN DEL 
CUIDADO DEL MEDIO AMBIENTE Y CALIDAD DE VIDA C/ SAN LUIS, PROVINCIA DE Y OTROS S/ 
AMPARO” 559, intervino en un caso en que la actora había promovido acción de amparo para obtener la 
recomposición ambiental contra la Provincia de San Luis y la Municipalidad de Villa Mercedes y contra 
varias empresas con domicilio en la Provincia, subsidiariamente, el pago de una indemnización 
sustitutiva, así como la clausura de un relleno sanitario de residuos que funcionó entre 1983 y 2003, el 
cual contenía 2.000.000 m3 de residuos acumulados sin medida alguna de seguridad, así como otro 
predio que recibía en ese momento 150 toneladas de residuos de todo tipo (domiciliarios, patogénicos e 
industriales) sin tratamiento y sin construcción adecuada para evitar contaminación.  
La actora solicitaba la apertura de jurisdicción originaria del Tribunal, por entender que, la 
contaminación originada en Villa Mercedes se expandía mediante aguas subterráneas y superficiales 
así como escorrentías del Río quinto hacia las provincias de La Pampa, Córdoba y Buenos Aires.  El 
Procurador aconsejó la apertura de la instancia originaria, por entender que el Río Quinto era un 
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recurso interjurisdiccional y ser una Provincia la demandada en autos. Sin embargo, el Tribunal  
desoyó el dictamen y entendió que era inequívoco que las autoridades locales tenían atribuciones 
necesarias para aplicar, por un lado, los criterios de protección ambiental que consideraren 
conducentes en orden a la consecución del bienestar de la comunidad para la que gobernaban, tal 
como lo reconocía tanto en el art. 47 de la Ley Fundamental sanluiseña, como en el plexo normativo 
local; y, por el otro, también para valorar y juzgar si los actos que llevaban a cabo sus autoridades, en 
ejercicio de poderes propios, afectaba el bienestar perseguido.  
Entendió que si se había demandado la restauración de los predios de disposición de residuos 
ubicados en el ejido urbano de la ciudad de Villa Mercedes, San Luis, o el pago de una indemnización y 
la clausura del predio, invocando la violación del régimen de control del medio ambiente creado por la 
Ley local 5.057, el planteo -sin perjuicio de que pudiera llegar a determinarse con suficiente 
verosimilitud su carácter interjurisdiccional- debía ser ventilado ante los jueces provinciales, que 
también debían aplicar el derecho federal implicado en la materia, con riguroso acatamiento de la 
supremacía establecida en el art. 31 de la Constitución Nacional.  
En un todo de acuerdo con el art. 41 de la Constitución Nacional, el Tribunal sostuvo que 
correspondía a la Nación dictar las normas que contuvieren los presupuestos mínimos de protección del 
medio ambiente y a las Provincias las necesarias para complementarlas sin que aquellas alterasen o 
contraviniesen las jurisdicciones locales (art. 41 de la Constitución Nacional).  
Los aspectos determinantes de esta decisión se encontraron nuevamente en que en el caso no 
estaban acreditados los extremos previstos en el art. 7° de la Ley 25.675560, de modo de hacer surgir la 
competencia federal perseguida, ya que no se había aportado ningún estudio ambiental que permitiera 
afirmar ese extremo y tampoco constaban quejas o reclamos por parte de los Estados provinciales 
limítrofes que pudieran evidenciar su carácter de afectados por los hechos denunciados, así como 
tampoco se intentaba instar la intervención de aquéllos como terceros, sobre la base de una supuesta 
comunidad de controversia no demostrada. 
El Tribunal insistió que la determinación de la naturaleza federal del pleito -carácter 
interjurisdiccional del daño denunciado- debía ser realizada con particular estrictez de acuerdo con la 
indiscutible excepcionalidad del fuero federal, de manera que , no verificándose causal específica que lo 
hiciera surgir, el conocimiento del proceso correspondía a la justicia local. Recordó que la competencia 
originaria de la Corte Suprema prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional era exclusiva, no 
pudiendo ser extendida por persona o poder alguno, lo que no obstaba a la defensa del derecho 
constitucional al medio ambiente apto sano y equilibrado por parte de la Corte, a través del medio del 
recurso extraordinario federal. 
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El 16 de diciembre de 2008, la Corte intervino en autos “VECINOS POR UN BRANDSEN 
ECOLÓGICO SOC. CIVIL C/BUENOS AIRES, PROVINCIA DE Y OTROS S/AMPARO” 561  en un caso en 
que se promovió acción de amparo a fin de impedir la instalación de un sitio de disposición final  de 
residuos (polo ambiental provincial) en un distrito local. La Corte volvió a determinar que no 
correspondía su  intervención por vía originaria, ya que no se configuraba la exigencia de que el Estado 
Nacional fuese parte en sentido sustancial en el pleito (al no advertirse que se pudiese atribuir una 
relación directa con la cuestión, y el eventual ejercicio por parte de la Nación de facultades relacionadas 
con el medio ambiente -sustentadas en la responsabilidad general en orden a la obligación de evitar que 
se causen daños ecológicos-), siendo que no resultaba suficiente para atribuirle el carácter que se 
pretendía, ya que su responsabilidad al respecto, no permitía involucrarla a tal extremo, de manera 
obligada, en las consecuencias dañosas que pudieran producirse con motivo de hechos extraños a su 
intervención. Determinó que, el hecho de que la demandante sostuviera que la causa concernía a 
normas de naturaleza federal, no fundaba per se dicha competencia en razón de la materia, pues tal 
jurisdicción procedía sólo cuando la acción entablada se basaba directa y exclusivamente en 
prescripciones constitucionales de carácter nacional, Ley del Congreso o Tratados, de tal suerte que la 
cuestión federal sea predominante en la causa, pero no cuando s e incluían también temas de índole 
local y de competencia de los poderes locales, como eran los atinentes a la protección ambiental en la 
Provincia afectada. Determinó que la Ley 25.916 -en cuanto establece con relación a los residuos 
domiciliarios los presupuestos mínimos de protección ambiental que el artículo 41 de la Constitución 
Nacional anticipa-, la Ley General del Ambiente 25.675 -que instauró un régimen jurídico integrado por 
disposiciones sustanciales y procesales-, encontraba su razón de ser en que el ambiente era 
responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no era otro que quien ejercía la autoridad 
en el entorno natural y en la acción de las personas que incidían en ese medio, siendo los jueces 
provinciales los que debían intervenir en el examen del planteo efectuado frente a la eventual 
instalación de un polo ambiental provincial, pues debían ser las autoridades administrativas y 
judiciales locales las encargadas de valorar si un lugar de disposición final de residuos comprometía 
aspectos propios del derecho local como ser lo concerniente a la afectación del medio ambiente. 
En materia de residuos nucleares, la Corte Suprema resolvió en el caso “SCHRÖDER, JUAN C. 
INVAP S.E. Y E.N” 562 el 04 de mayo de 2010, en el cual un vecino de la Provincia de Buenos Aires 
interpuso acción de amparo contra la Sociedad del Estado INVAP, con el objeto de que se declarase la 
nulidad de una cláusula del convenio suscripto entre esa entidad y una empresa australiana, por 
violación a la prohibición constitucional y legal de ingresar residuos nucleares al territorio nacional, 
(art. 41 de la Constitución Nacional y en el art. 3º de la Ley 25.018) en tanto dicha cláusula obligaba a 
ingresar al territorio nacional combustible quemado de un reactor nuclear vendido a Australia, residuos 
y desechos radiactivos. El juez de grado había rechazado la pretensión por considerar que el perjuicio 
invocado resultaba conjetural e hipotético. Apelada la decisión, el Tribunal de Alzada revocó la 
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sentencia de grado, hizo lugar a la pretensión y declaró inconstitucional la intención de la accionada, de 
ingresar al territorio del país combustible quemado, y ordenó al Poder Ejecutivo Nacional a adoptar las 
medidas necesarias para hacer efectiva la prohibición de ingreso establecida. Sin embargo, la C.S.J.N. 
dejó sin efecto la sentencia apelada, determinando que la cuestión resultaba un asunto de puro derecho 
y era abstracta, ya que si bien la Constitución, las leyes, y sus mismos precedentes protegían al 
ambiente, esa tutela no debía ser abstracta ni meramente interpretativa, sino que se debía considerar 
efectivamente. En el caso, la existencia de una controversia no había podido ser demostrada por el 
reclamante, pues, aún cuando señaló que la prohibición contenida en la Constitución hacía referencia 
al ingreso de residuos radiactivos, independientemente de la posibilidad de su uso ulterior y que el 
combustible gastado era residuo radiactivo de alta actividad, no había aportado ninguna prueba de la 
existencia de residuos de esa naturaleza. Determinó que era legítima la declaración de nulidad de una 
cláusula contractual cuando se demostrase con evidencia clara y concreta que ésta se oponía al 
ordenamiento ambiental, el cual era de orden público (en el caso, cláusula de un convenio firmado 
entre una sociedad del Estado y una empresa australiana, según la cual se intentaría ingresar al país 
combustible quemado de un reactor nuclear, residuos y desechos radiactivos), pero no cabía hacerlo 
respecto de una intención que indicaba que un acto podía o no llevarse a cabo.  
Definió que, en el supuesto de ejercicio de derechos de incidencia colectiva que tenía por objeto un 
bien colectivo (en el caso, la defensa del medio ambiente ante el posible ingreso de combustible 
quemado de un reactor nuclear), como cuando se trataba de la tutela de derechos individuales o de 
incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, la comprobación de la existencia de 
un “caso” era imprescindible (art. 116 de la Constitución Nacional, art. 2º de  la Ley 27) desde que no 
competía a los jueces hacer declaraciones generales o abstractas, sino decidir colisiones efectivas de 
derechos, las cuales debían ser actuales.  
 
6.4.6.3 Conclusiones parciales 
El Máximo Tribunal ha determinado que: 
 Los Tribunales competentes para entender en los casos de residuos domiciliarios, son los 
Tribunales locales ordinarios. 
 Los residuos cloacales poseen un régimen asimilable al de los residuos domiciliarios y no al de 
los residuos peligrosos previstos por la Ley 24.051. 
 Los Tribunales competentes para entender en los casos de residuos peligrosos son los 
Tribunales federales. 
 La intejurisdiccionalidad del daño ambiental producido por residuos, que otorga competencia 
federal a los temas ambientales, debe probarse. Si ello no es así, la competencia correspondiente radica 
en los Tribunales locales provinciales. Los tribunales penales para entender en materia del delito de 
contaminación previsto en la Ley 24.051 son los tribunales federales. 
 En caso de prevención de un juez incompetente mediante el dictado de alguna medida cautelar, 
en violación a la regla de competencia ut supra señalada, debe estarse a favor de la estabilidad de la 
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competencia, correspondiendo al juez interviniente seguir entendiendo en el caso a pesar de la regla 
mencionada. 
Cabe concluir entonces que en materia de residuos: 
a) Como principio general, debe primar el Principio de Territorialidad Ambiental  (competencia 
de los tribunales locales) a fin determinar la competencia judicial en materia de residuos, en particular 
después de la sanción del art. 41 de la Constitución Nacional y de la sanción de la  Ley General del 
Ambiente 25.675, con las excepciones previstas para la interjurisdiccionalidad del daño provocado, los 
aspectos penales derivados de la Ley de Residuos Peligrosos 24.051, los daños provocados con 
aeronaves (producto de la aplicación del Código Aeronáutico) y los residuos nucleares. 
b) La atribución de competencia a los Tribunales locales a fin de entender de manera prioritaria 
en materia ambiental y de recursos naturales fue decidida por la C.S.J.N. antes de la reforma de 1994 y 
de la sanción de la Ley General del Ambiente 25.675, sobre la base del resguardando el sistema 
institucional jurídico surgido de las competencias no delegadas a tenor del método federal de 
organización constitucional de la Nación. El Máximo Tribunal sistemáticamente negó la apertura de la 
competencia originaria sobre la base del respeto de las autonomías provinciales, lo que requería que se 
reservase a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, versaban sobre 
aspectos propios del derecho provincial, dictado en uso de las facultades reservadas de las Provincias -
artículos 121, 122 y 124 de la actual Constitución Nacional. Este patrón decisorio histórico se 
constituye en el antecedente determinante de la moderna legislación ambiental mencionada y posiciona 
a las decisiones del Máximo Tribunal como guías orientadoras y vanguardistas de la disciplina. 
 
6.4.7 En materia ambiental en general. 
 
Los fallos que aquí se reseñarán, tratan de temas relativos al ambiente como concepto abarcativo 
de los recursos naturales, de las actividades antrópicas dañinas al medio y comprometedoras de la 
calidad de vida y sanidad humana. La clasificación aquí presentada incorpora los planteos en donde la 
complejidad de los hechos dañosos traspasó más de un recurso natural, implicó una diversidad 
contaminante incluso abarcativa de aspectos sociales y los reclamos incluyeron medidas de 
recomposición y cese de la contaminación. Una de las consecuencias directas de la modificación de la 
Constitución Nacional en 1994 y de la incorporación del art. 41, fue el surgimiento de diversos planteos 
constitucionales concretos en los que no existían ya sólo cuestiones relativas a recursos naturales en si, 
como en un primer momento de la historia judicial, sino a una visión más general que implicaba la 
interdependencia de éstos y a una globalidad circundante de efectos, noción que tuvo su origen en el 
concepto técnico biológico de ecosistema. Por eso, los planteos aquí reseñados se circunscribieron a 
daños o amenaza de daño al “sistema ecológico” o “medioambiente” y el impacto al que se refiere es a 
un impacto comunitario y generalizado a la calidad de vida, a la salud de las comunidades, todas ellas 
nociones que traspasan la problemática concreta del uso de un recurso. Un ejemplo concreto de ello se 
presenta en el de saneamiento de la cuenca del Río Matanza estudiado seguidamente, caso en el que el 
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Máximo Tribunal, asumió jurisdicción originaria e implementó un proceso inédito que cambió 
radicalmente la historia procesal frente a la nueva materia ambiental consagrada en el art. 41 de la CN, 
y que atendió problemas que se expandían mas allá de la contaminación por diversos tipos de residuos 
y efluentes, tanto el recurso hídrico concreto, las napas, de tierra de la ribera, del aire, el 
abastecimiento del agua potable, la expansión de la red de desagües pluviales, el saneamiento de la red 
cloacal, traslados poblacionales y planes de urbanización necesarias, sanidad de las comunidades que 
habitaban las márgenes del río contaminado, así como los aportes económicos y financieros para la 
solución de estos problemas. Ello será analizado más abajo. 
La saga de los casos ambientales modernos puede identificarse contra la empresa COPETRO, en 
donde empezaron a incluirse planteos ambientales de cese contaminación y reclamo de daños. Tal es en 
1988 el caso “IRAZÚ, MARGARITA C/COPETRO O QUIEN CORRESPONDA S/ INDEMNIZACION DE 
DAÑOS Y PERJUICIOS”563 en donde los vecinos de una planta industrial de calcinación de coque 
residual de petróleo, demandaron por daños y perjuicios derivados de la contaminación con el derivado 
hidrocarburifero y el cese de la contaminación (los fundamentos se basaron en la aplicación del art. 
1113 y 2618 del Código Civil). La planta demandada alegaba que le correspondía litigar en jurisdicción 
federal por encontrase situada en una terminal portuaria (el puerto es un típico caso de establecimiento 
de utilidad nacional). Por la contienda de competencia el caso llegó a los estrados de la Corte, quien 
entendió que la utilidad nacional otorgaba jurisdicción provincial siempre que la facultad provincial no 
condicionase, menoscabase o impidiese el interés nacional y decretó la competencia del juzgado local. 
Como en el caso no se requería el cierre de la planta o de los embarques, sino el cese de las molestias, 
las cuales podían ceder con mejoras en el manejo del coque, el objeto del caso no distorsionaba o 
impedía los fines de la utilidad nacional decretada, lo que habilitaba la intervención de la justicia local . 
Este argumento fue utilizado por la Corte años después en 2001 en el caso “ALMADA, HUGO NESTOR 
C/ COPETRO SA Y OTRO” 564 en donde decidió que la justicia provincial era incompetente para cerrar 
dicha la planta (medida subsidiaria decretada por el Tribunal apelado) y sólo podía limitar su accionar a 
la contaminación producida dado el carácter de utilidad nacional del lugar en donde el establecimiento  
se encontraba situado. 
El 16/5/1995 en autos “ROCA, MAGDALENA C/ BUENOS AIRES, PROVINCIA DE S/ 
INCONSTITUCIONALIDAD”565 el Tribunal se declaró incompetente para conocer en instancia originaria 
en el caso en que, una ciudadana argentina, educadora ambiental y asesora de empresas en temas 
ecológicos, había iniciado demanda contra la Provincia de Buenos Aires a fin de que se declarase la 
inconstitucionalidad de la Ley provincial 11.366, por medio de la cual la demandada había homologado 
un convenio celebrado entre el entonces gobernador de la Provincia y la empresa Corporación Defensa 
Costera -Codeco-, con el fin de que se construyese una muralla sobre el Río de la Plata, a los fines de 
recuperar y sanear dicha fracción de tierra y preservarla de las sudestadas. Dejó asentado que el 
Tratado del Río de la Plata y su frente marítimo, no fundaba la competencia originaria de la Corte 
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Suprema de Justicia de la Nación en razón de la materia, pues esta jurisdicción procedía tan sólo 
cuando la acción entablada se basaba directa y exclusivamente en prescripciones  constitucionales de 
carácter nacional, Ley del Congreso o Tratados, de tal suerte que la cuestión federal fuese la 
predominante en la causa, pero no cuando, como sucedía en la especie, se incluían temas de índole 
local y de competencia de los poderes locales como eran los concernientes a la protección ambie ntal. Se 
determinó entonces que eran las autoridades administrativas y judiciales del Estado de la Provincia de 
Buenos Aires las encargadas de valorar si la obra proyectada afectaba aspectos tan propios del derecho 
provincial, como lo era todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. El argumento de la 
decisión del Tribunal, se sustentó nuevamente en la necesidad de reconocer en las autoridades locales 
la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que considerasen conducentes para el 
bienestar de la comunidad para la que gobernaban, como asimismo valorar y juzgar si los actos que 
llevaban a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectaban el bienestar perseguido. 
Incluso, manifestó que éste principio se encontraba refrendado por el propio art. 41C.N.  post reforma 
constitucional, de donde surgía que si bien le cabía a la Nación dictar las normas que contuvieran los 
presupuestos mínimos de protección del medio ambiente, se reconocía expresamente las jurisdicciones 
locales en la materia.  
De todas estas decisiones, surge claramente la existencia de un standard decisorio de aplicación del 
Principio de Territorialidad Ambiental de manera previa a la sanción de la Ley General del Ambiente Nr. 
25.675 que consagró la norma competencia que actualmente es aplicada, sobre el argumento del 
respeto de las autonomías provinciales en cuanto al derecho público local (artículos 121, 122 y 124 de 
la Constitución Nacional). La aplicación de las modernas normas de competencia instauradas post 
sanción de la Ley 25.675, vinieron en rigor a convalidar y a ratificar la conducta histórica y sistemática 
del Tribunal en la aplicación de este mismo criterio desde el principio del inicio de sus funciones, lo que 
prueba la calidad vanguardista y creadora de sus decisiones en la materia. 
El 21/09/2004, en el caso “FUNDACIÓN MEDAM C/ ESTADO NACIONAL ARGENTINO Y OTRO S/ 
DAÑOS Y PERJUICIOS”566 el Tribunal entendió en el conflicto de competencia suscitado entre la 
Fundación Medam y el Estado Nacional (Ministerio de Defensa), a fin de obtener el cese el daño 
ambiental que producía la Fábrica Meteor, ubicada en la Ciudad de Zárate, Provincia de Buenos Aires. 
En esta demanda se reclamaba la realización de las obras necesarias a fin de recomponer el daño 
ambiental causado como consecuencia de la actividad e instalaciones de dicha planta.  
La pretensión de la actora consistía en obtener el cese de la contaminación que la planta industrial 
producía en suelos y aguas de la zona con el consiguiente daño ambiental y el riesgo para la salud de la 
población lindera. El Máximo Tribunal entendió que la causa debía tramitar en el fuero civil y comercial 
federal tanto ratione personae como ratione materiae, ya que se encontraba demandado el Estado 
Nacional -en su carácter de propietario de la planta que produciría el daño ambiental - y porque los 
procesos contaminantes afectaban fuertemente la composición química del acuífero freático y del 
                                                 
566 Fallos 327:3880, del  21/09/2004; 
 
 Página 289 - 476 
289 
lindero Río Paraná, circunstancia que habilitaba a entender que, en principio, se hallaría configurada la 
interjurisdiccionalidad requerida por el art. 7°, segundo párrafo, de la Ley 25.675.  
El 20/06/2006 en el caso “VERGA, ANGELA Y OTROS C/ TAGSA S.A. Y OTROS S/DAÑOS Y 
PERJUICIOS”, entendió en un caso en que se reclamaban daños y perjuicios contra varias empresas 
privadas y contra la Provincia de Buenos Aires, por los daños físicos y morales producidos por la 
contaminación de la emanaciones, sustancias y residuos producidos por el Polo Petroquímico Dock 
Sud, a los habitantes de la isla Maciel y el barrio Villa Inflamable (partido de Avellaneda, Provincia de 
Buenos Aires), así como la limpieza y restauración del medio ambiente de la zona. La Corte no encontró 
acreditada la interjurisdiccionalidad de la contaminación y daños alegados, la que no se extralimitaba 
fuera de los límites provinciales y determinó nuevamente que correspondía reconocer a las autoridades 
locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideraren conducentes para el 
bienestar de la comunidad para la que gobernaban, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a 
cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectaban el bienestar perseguido. Si bien los 
actores incluían como codemandada a la Provincia de Buenos Aires, en su calidad de titular del poder 
de policía ambiental, para resolver el ple ito se requería analizar si sus actos u omisiones habían influido 
en las agresiones al ambiente y a las personas alegadas por los accionantes, lo cual escapaba a la 
competencia federal, puesto que las Provincias conservaban por el pactum foederis competencias 
diversas que no han sido delegadas por el Gobierno Federal (art. 121 y ss. de la Constit ución Nacional). 
Por todo ello definió la competencia local.   
En el año 2007 en autos “ASSUPA C/SAN JUAN, PROVINCIA DE Y OTROS S/DAÑOS Y 
PERJUICIOS”567 el Tribunal volvió a declinar su jurisdicción originaria, manteniendo que, en las 
hipótesis que tenían por fin la recomposición del daño ambiental colectivo, la competencia correspondía 
a los Tribunales de justicia ordinarios locales, y sólo excepcionalmente a los del fuero federal, quienes 
deberían intervenir sólo en aquellos casos en los que se encontrasen afectados recursos naturales de 
distintas jurisdicciones (conf. art. 7°, Ley 25.675). Este caso fue iniciado por ASSUPA, una asociación 
sin fines de lucro, por daño ambiental contra la Provincia de San Juan, Barrick Exploraciones 
Argentina S.A.; Minera Argentina Gold S.A.; Barrick Gold Corporation, y contra los presidentes de los 
respectivos directorios, en tanto dichas sociedades eran concesionarias de la explotación y 
aprovechamiento minero del emprendimiento denominado el "Veladero" La accionante arguyó, que ese 
proyecto de explotación se superponía con la reserva de Biósfera denominada "San Guillermo", que 
correspondía al programa MABUNESCO "El Hombre y la Biosfera", y que afectaba la preservación 
prevista al firmarse el convenio internacional correspondiente. 
La pretensión se basó en los arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional, en el art. 58 de la 
Constitución de la Provincia de San Juan, en el art. 1083 del Código Civil, en las normas pertinentes 
del Código de Minería y sus disposiciones modificatorias y complementarias en la Ley General del 
                                                 
567 Fallos 330:4234, del día 25/09/2007. 
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Ambiente 25.675 (en especial sus principios rectores en materia ambiental), y en la Ley 25.688 que 
regulaba la gestión de aguas. Sostuvo también que la situación que denunciaba violaba los tratados 
internacionales, tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica, el Convenio de Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica (ratificado por Ley 24.375), el 
pertinente sobre Cambio Climático (ratificado por Ley 24.295), y el correspondiente a la lucha contra la 
desertificación (ratificado por la Ley 24.708). 
En virtud del daño ambiental que la actividad ocasionaba, la actora requería que  se condenase a los 
demandados a fin de que: a) realizasen todas las acciones necesarias para la recomposición integral de 
los daños colectivos ambientales causados por la actividad minera que se desarrollaba en el área en 
cuestión, hasta la total desaparición de los agentes contaminantes en las laderas de los cerros y en los 
valles afectados por la remoción mecánica del suelo en la zona de "Mina-Planta" y "Camino Minero"; b) 
se lograse el restablecimiento de las "vegas" y de las aguas superficiales y subte rráneas afectadas, 
especialmente los ríos "Las Taguas" y "Jáchal"; c) se persiguiese la recuperación a su estado anterior de 
los glaciares, los yacimientos y los sitios arqueológicos afectados por la explotación; d) se 
recompusieren en forma integral los daños causados por las actividades conexas tales como viviendas 
temporarias de los trabajadores, caminos mineros, líneas eléctricas; e) se estableciese la creación del 
fondo de restauración ambiental previsto en el art. 22 de la Ley 25.675; f) se les exijiese adoptar todas 
las medidas necesarias para evitar, en lo sucesivo, la clase de perjuicios que se denuncian, y, 
subsidiariamente, se los condene a reparar los daños y perjuicios colectivos de ese modo originados; g) 
se estableciese la obligación de instalar los medios de drenaje, captación y tratamiento de los líquidos 
residuales de las escombreras, escoriales y cualquier otra forma de acumulación de roca tratada por los 
procesos extractivos de mineral, que garantizase la eliminación de cualquier elemento contaminante a 
fin de evitar el "drenaje ácido", y, h) se determinase la carga de establecer una planta de tratamiento de 
agua cianurada residual, que asegurase que al término de la explotación de la mina no quedasen 
residuos tóxicos que puedieren agredir o impactar al medio ambiente. 
El Tribunal entendió que la Ley General del Ambiente, 25.675 había instaurado un régimen jurídico 
integrado por disposiciones sustanciales y procesales -destinadas a regir las contiendas en las que se 
discutiese la responsabilidad por daño ambiental-, y había consagrado principios ordenatorios y 
procesales que debían ser estrictamente cumplidos, resguardando y concretando así la vigencia del 
principio de legalidad que imponía a ciudadanos y autoridades la total sujeción de sus actos a las 
previsiones contenidas en la ley. Recalcó nuevamente que el ambiente era responsabilidad del titular 
originario de la jurisdicción, que no era otro que quien ejercía autoridad en el entorno natural y en la 
acción de las personas que inciden en ese medio, máxime si no se advertía un supuesto de problemas 
ambientales compartidos por más de una jurisdicción.  
Con insistencia docente volvió a mencionar que a los fines de justificar la competencia prevista en 
el art. 117 de la Constitución Nacional en el carácter federal que se le asignaba a la materia, sobre la 
base de la pretendida interjurisdiccionalidad, no bastaba con afirmar que la contaminación del medio 
ambiente no quedaba confinada a la Provincia ya que dichos extremos debían encontrarse debidamente 
acreditados en forma tal que permitiera afirmar que el acto, omisión o situación generada provocase 
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efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales (art. 7, Ley 
25.675). Más allá de los compromisos que vinculaban a la UNESCO con el Estado Nacional, la actora 
no había logrado explicar las razones por las que consideraba procedente o necesaria su intervención 
en la causa, circunstancia que resultaba suficiente para rechazar la sol icitud de citarlo como tercero, si 
se tenía en cuenta que sobre quien pedía la misma pesaba la carga de acreditar que se trataba de 
alguno de los supuestos que lo habilitaban.  
Definió que, si bien el Gobierno Nacional en ejercicio de sus facultades propias intervenía en la 
formulación de convenios y en la aplicación de Tratados internacionales relacionados con el tema del 
medio ambiente (art. 99, inc. 11, Constitución Nacional), ello no justificaba la comparecencia en juicio 
de quienes participaron en dichos acuerdos de voluntades ; una solución distinta traería aparejado que 
se debiese citar a juicio a todo Estado Parte u organismo internacional, en el que se considerare violado 
el debido cumplimiento del convenio y ello importaría tanto como aplicar un criterio amplio impropio 
del instituto en examen, y transformar en federales, por la sola voluntad de los requirentes, todas las 
cuestiones que se sometiesen a conocimiento de la justicia, si se tenía en cuenta el universo de 
aspectos, cada vez mayores, que se regulaban o comprometían por la vía referida.568 
En cuanto al interesante argumento de la actora a través del cual trató de conseguir la jurisdicción 
del Máximo Tribunal, éste entendió que el hecho de que la demandante hubiera sostenido que la 
presente causa concernía a normas de naturaleza federal (las leyes nacionales y Tratados 
internacionales) no fundaba per se la competencia originaria del Tribunal en razón de la materia, pues 
esta jurisdicción procedía tan sólo cuando la acción entablada se basaba directa y exclusivamente en 
prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados, de tal suerte que la 
cuestión federal fuese la predominante en la causa (Fallos: 97:177; 183:160; 271:244 y sus citas), pero 
no cuando, como sucedía en la especie, se incluían también temas de índole local y de competencia de 
los poderes locales (Fallos: 240:210; 249:165; 259: 343; 277:365; 291:232; 292:625 y 318:992), como 
son los atinentes a la protección ambiental en la Provincia afectada. 
En concreto, el Tribunal entendió que la causa no correspondía a la competencia originaria de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, porque en 
hipótesis como la del sub lite que tenían por fin la recomposición del daño ambiental colectivo , la 
competencia correspondía a los Tribunales de justicia ordinarios, y sólo excepcionalmente a los del 
fuero federal en aquellos casos en los que se encontrasen afectados recursos naturales de distintas 
jurisdicciones (conf. art. 7, Ley 25.675). Entendió nuevamente que en las hipótesis como la examinada, 
en la que se ponían en tela de juicio cuestiones concernientes al derecho público local, el litigio no debía 
                                                 
568 La actora solicitaba, en un interesante argumento que en los términos del art. 90, inc. 2, del CPCCN, se citara 
como terceros al Estado Nacional  Ministerio de Salud de la Nación, Secretaría de Ambiente y Desarrollo 
Sustentable, y a la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), por 
cuanto, según expresaba, se encontraba comprometida una reserva de biosfera del programa internacional 
patrocinado por ese organismo especializado que ha sido agredida ambientalmente por el manejo irresponsable y 
negligente de las demandadas. Frente a ello, según argumentaba, la República Argentina había vulnerado 
compromisos internacionales inherentes al manejo y preservación de la red de reservas de biosferas, a los que ha 
adherido en forma voluntaria. También se requirió que se cite a las Provincias de La Pampa, San Luis y Mendoza. 
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ventilarse en la instancia originaria del Tribunal, ya que el respeto de las autonomías provinciales 
requería que se reservara a sus jueces el conocimiento y decisión de las causas que, en lo sustancial, 
versaban sobre aspectos propios del derecho provincial, dictado en uso de facultades reservadas de las 
Provincias (arts. 121,122 y 124 de la Constitución Nacional). 
Pero la historia de las decisiones ambientales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
Argentina en materia ambiental cambiaría drásticamente con el caso del Río Matanza (llamado el 
Riachuelo) y la causa que llegó a sus estrados buscando su recomposición. Ello sucedería en el caso 
“MENDOZA, BEATRIZ SILVIA Y OTROS C/ESTADO NACIONAL Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS 
(DAÑOS DERIVADOS DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO MATANZA - RIACHUELO569, en el 
cual se solicitaba tanto el reclamo de daños y perjuicios a la salud y bienes de los demandantes como la 
recomposición ambiental derivada de los daños ambientales perpetrados contra la cuenca hídrica del 
Río Matanza (Riachuelo- Matanza). Este conflicto posee varias decisiones importantes tomadas en 
diversas fechas. La resolución del 20 de junio de 2006, decidió desglosar la causa de manera inédita, 
distinguiendo entre dos grupos de pretensiones. A saber: 
 a) El resarcimiento de la lesión de bienes individuales, cuyos legitimados activos eran las 
personas que reclamaban por el resarcimiento de los daños a las personas y al patrimonio que 
sufrieron como consecuencia de la agresión al ambiente; 
 b) La defensa del bien de incidencia colectiva, configurado por el ambiente. En este supuesto 
los actores reclamaban como legitimados extraordinarios (Constitución Nacional, arts. 41, 43, y 30 de la 
Ley 25.675) para la tutela de un bien colectivo, el que por su naturaleza jurídica, e ra de uso común, 
indivisible y estaba tutelado de una manera no disponible por las  partes,  
 
Distinguida esta diferencia jurídica de las pretensiones, decidió que la acumulación de pretensiones 
intentada resultaba inadmisible para la apertura de la jurisdicción originaria de la Corte, ya que la 
adecuada ponderación de la naturaleza y objeto respectivos demostraba que no todas ellas 
correspondían a la competencia originaria prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional. 
Como el reconocimiento de status constitucional del derecho al goce de un ambiente sano, así como 
la expresa y típica previsión atinente a la obligación de recomponer el daño ambiental (art. 41 CN) no 
configuraban una mera expresión de buenos y deseables propósitos para las generaciones del porvenir, 
supeditados en su eficacia a una potestad discrecional de los poderes públicos, federales o provinciales, 
sino la precisa y positiva decisión del constituyente de 1994 de enumerar y jerarquizar con rango 
supremo a un derecho preexistente, abrió el fuero de excepción. Para asi decidir, definió que el art. 7° 
de la Ley 25.675 preveía la competencia federal cuando se trataba de la degradación o contaminación 
de recursos ambientales interjurisdiccionales (lo que daba carácter federal de la materia) y la necesidad 
de conciliar el privilegio del fuero federal que correspondía al Estado Nacional, con la condición de 
aforada a la jurisdicción originaria del Estado provincial (Provincia de Buenos Aires), determinaban que 
la única solución que satisfacía esas prerrogativas jurisdiccionales era declarar la competencia 
                                                 
569Fallos 330:1158 y 332:2522 del 22/08/2007 y 10/11/2009 respectivamente. 
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originaria del Tribunal que preveía el art. 117 de la Constitución Nacional con respecto a las 
pretensiones contenidas en el punto 7 del escrito de demanda (es decir, los reclamos de recomposición 
ambiental).570 
De este modo, la Corte determinó que la pretensión que tenía por objeto la indemnización de los 
daños individuales que los demandantes invocaban sufrir en sus derechos patrimoniales y 
extrapatrimoniales, no correspondían a la competencia federal por razón de la materia. 
Para poder desglosar la causa, la Corte delineó el  nuevo contorno del concepto de causa civil a los 
efectos de determinar la competencia originaria de este Tribunal por razón de la distinta vecindad o de 
extranjería, entendiendo que ésta se limitaba a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y 
principios de derecho privado. Ello así los daños causados por el incumplimiento de parte de un Estado 
provincial de las atribuciones provenientes del ejercicio del poder de policía que le correspondía sobre 
bienes públicos y en materia de seguridad pública no conformaban parte de dicha noción. Afirmó que la 
pretensión procesal subsumía el caso, entonces, en un supuesto de responsabilidad extracontractual 
del Estado local por las consecuencias de su comportamiento omisivo, con indiferencia de que el debe r 
de responder que se imputase, califique en la presunta "falta de servicio" en que habría incurrido un 
órgano de la Provincia demandada por el cumplimiento irregular de las funciones estatales que le eran 
propias con fundamento en el art. 1112 y concordantes del Código Civil o en su carácter de titular de 
dominio de un bien público del Estado provincial destinado al uso y goce de los particulares, con 
fundamento en los arts. 2340, inc. 7, y 1113 del Código Civil o en todo caso, que se sustente en la 
omisión o deficiente ejercicio del poder de policía de seguridad. 
Por ello, en tanto se trataba de un daño que se atribuía a la inactividad u omisión del Estado 
provincial cuando pesaba sobre éste la obligación de actuar en ejercicio imperativo del poder de poli cía 
entendido como una "potestad pública" propia del Estado de derecho tendiente a la protección de la 
vida e integridad física y patrimonial de los particulares, no correspondía caratular la situación como 
un a “causa civil”. Esto implicó en los hechos el abandono del criterio de competencia originaria de esta 
Corte reconocido a partir del caso "Celina Centurión de Vedoya c/ Provincia de Misiones“, causa en la 
cual se había determinado la competencia originaria de la Corte en una demanda contra la provinci a de 
Misiones y el Ente Binacional Yaciretá, por resultar la solución que satisfacía las prerrogativas 
jurisdiccionales de las partes, habida cuenta del derecho al fuero federal del ente y al de la provincia a 
la jurisdicción originaria de la Corte  
De este modo, los reclamos civiles planteados por los actores en la causa Mendoza contra la 
Provincia de Buenos Aires, no podían incluirse en el concepto de “causa civil” exigido por el art. 24, inc. 
                                                 
570 El voto del ministro Fayt en disidencia, entendió que en el caso se encontraba en juego el poder de policía de 
salubridad o medio ambiente, al que resultaban aplicables idénticas conclusiones que las expuestas por este 
Tribunal en materia del nacimiento de responsabilidad por el ejercicio del poder de policía de seguridad. En 
consecuencia, el ejercicio aún deficiente de ese poder de policía que corresponde al Estado, en su caso, a las 
Provincias, no resultaba suficiente para atribuirle responsabilidad en un evento en el cual ninguno de sus órganos o 
dependencias tuvo participación, toda vez que no parecía razonable pretender que su responsabilidad general en 
orden a la prevención de los delitos pueda llegar a involucrarlo a tal extremo en las consecuencias dañosas que ellos 
produzcan con motivo de hechos extraños a su intervención directa, lo que excluía el carácter de parte sustancial de 
los Estados demandados en este aspecto del reclamo, lo que determinaba que este último fuese ajeno a la 
competencia originaria del Tribunal . 
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1°, del decreto-ley 1285/58 para dar lugar a la competencia originaria de este Tribunal reglada por el 
art. 117 de la Constitución Nacional, cuando una Provincia era demandada por un extranjero o por 
vecinos de otra provincia, razón por la cual no había razones suficientes para que el Tribunal tomase 
intervención sobre la base de una acumulación subjetiva de pretensiones como la promovida por los 
demandantes. 
El objeto procesal de la causa por el cual el Tribunal asumió competencia, fue la tutela del bien 
colectivo ambiental, identificado como la cuenca del río "Matanza-Riachuelo" y el fin de su 
recomposición ambiental (con prioridad absoluta la prevención y recomposición del daño). Para ello, en 
primer lugar e inéditamente desglosó el reclamo conjunto que la causa poseía de reclamo de daños y 
perjuicios patrimoniales de los afectados directos, remitiéndolo a los juzgados locales inferiores y 
negando competencia originaria sobre este aspecto, aplicándole a ésta aparte del caso el Principio no 
enunciado de Territorialidad Ambiental, reteniendo en sus estrados el litigio cursado por los daños 
colectivos al ambiente. A su vez, consideró  que la problemática ambiental poseía la entidad de cuestión 
de Estado. 
En este caso, el Tribunal entendió sorprendentemente que el Código de Procedimientos debía 
supeditarse al procedimiento que el propio Tribunal dispuso de manera especial para el proceso, atento 
a la gravedad y a la naturaleza del asunto, expresando: 
“La excepcional naturaleza del proceso tendiente a la tutela del bien colectivo, identificado como la 
cuenca del río "Matanza-Riachuelo" -en el que es prioridad absoluta la prevención y recomposición del 
daño- y la necesidad de encauzar su tramitación mediante un procedimiento útil y eficiente que no 
frustre ni distorsione los ingentes intereses comprometidos ni el adecuado y oportuno ejercicio por 
parte de la Corte Suprema de su jurisdicción constitucional, justifican que todo lo concerniente a dicha 
substanciación, a la citación de los emplazados y a las contestaciones de la demanda que prevén los 
arts. 338, 339 y 356 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, se encuentre supeditado a 
diversas reglas que deberán ser observadas por las partes. “ 
En un primer momento la Corte consideró que no existía la información adecuada, ya que la 
demanda no ilustraba al Tribunal aspectos esenciales sobre la cuestión litigiosa y que no había 
estudios actualizados, razón por la cual el Tribunal utilizó mucho más que facultades ordenatorias para 
obtener una información pública actualizada para todo el que la requiera, especialmente en relación a 
la población del área involucrada y la presentación de un plan integrado para el cumplimiento de los 
objetivos enunciados en la Ley. 
Lo que en otras causas (como en el caso de la Cuenca Neuquina) motivó la aceptación de la 
excepción de defecto legal (por obscuridad de proceso) en ésta, motivó al Tribunal a tomar una actitud 
activa y a desviarse de los rigorismos formales y corsets procedimentales para tomar audiencias 
informativas, ordenar la recolección de información precisa, actualizada, pública y accesible para poder 
avanzar en este proceso en lo relacionado con la prevención y recomposición, resolviendo entre otras 
cosas: 
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I) Ordenar que la Autoridad de Cuenca, el Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, informen de modo concentrado, claro y accesible para el público en 
general, en un plazo de treinta días, sobre los siguientes aspectos: 
1) Un listado de datos actualizados y científicamente comprobables sobre el estado del agua y del 
aire en la cuenca, y en especial sobre la situación de las napas subterráneas. 
2) Un listado completo, actualizado hasta el mes de agosto de 2007, de todas las industrias 
existentes en la cuenca que realicen actividades contaminantes, describiendo el tipo de res iduos que 
arrojan, la cantidad y frecuencia. 
3) Con relación a la Autoridad de Cuenca, la misma debía redactar un informe sobre: 
A) Cada reunión resumiendo las medidas adoptadas. 
B) La factibilidad de que la Autoridad de Cuenca cuente con un presupuesto propio con 
proyección plurianual, que asegure la continuidad de la ejecución del Plan de Saneamie nto. 
C) El aporte presupuestario de cada una de las jurisdicciones integrantes de la Autoridad 
de Cuenca. 
D) Las consultas realizadas a expertos nacionales e internacionales  y si hubo alguna 
opinión de expertos internacionales acerca de la factibilidad del plan. 
E) Las fuentes de financiamiento con que cuenta el Plan, especialmente el remanente de 
créditos concedidos por organismos internacionales y si se proyecta la contratación de nuevos 
créditos. 
4) Informar sobre los traslados poblacionales y planes de urbanización que se requieren, plazo para 
realizarlos, cantidad de personas afectadas, inversiones necesarias. 
5) Informar sobre los traslados de empresas que se disponen, los estudios de riesgo, fundamentos 
de las decisiones y acuerdos realizados. 
6) Informar, de modo detallado y fundado, sobre el proyecto diseñado para el polo petroquímico de 
Dock Sud, las empresas involucradas, población afectada, convenios firmados. 
7) Informar sobre la utilización de los créditos verdes, (Subsecretaría de la Pequeña y Mediana 
Empresa y Desarrollo Regional CSEPYMESC Disposición 12/2007) debiendo precisar la fecha en que 
estarán disponibles para las  empresas, criterios objetivos para su adjudicación. 
8) Informar en forma detallada, en relación a las acciones tendientes a: 
A) Saneamiento de basurales: 
1) el desarrollo del plan de Gestión Integral de los Residuos Sólidos Urbanos (GIRSU), en 
particular el avance de la construcción de los centros integrales GIRSU; 
2) el estado de ejecución del proceso de saneamiento ya comenzado de ocho basurales en La 
Matanza, Lanús, Avellaneda, Lomas de Zamora y E. Echeverría, y el lugar de 
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disposición final de los residuos y medidas para reordenar y conservar esos espacios 
limpios; 
3) la descripción detallada de las medidas a corto plazo tendientes a la erradicación de los 
restantes basurales con estimaciones de plazos y costos para su cumplimiento; 
4) la forma de financiamiento de las obras, con particular énfasis en los fondos que se prevé 
asignar en los respectivos Presupuestos del año 2008 para la ejecución de las obras 
previstas. 
B) Limpieza de márgenes del río: 
1) el estado de avance de la primera etapa de limpieza de las márgenes del río desde Camino 
de Cintura hasta la desembocadura del río en los partidos de Lanús, Lomas de Zamora, 
La Matanza, Avellaneda y E. Echeverría;  
2) el avance de las licitaciones para adjudicar la limpieza de los sucesivos tramos de ambas 
márgenes del río; 
3) las tareas de limpieza a corto y mediano plazo con estimaciones de duración y costos para 
su cumplimiento; 
4) la forma de financiamiento de las obras, con particular énfasis en los fondos que se prevé 
asignar en los respectivos Presupuestos del año 2008 para la ejecución de las obras 
previstas. 
C) Expansión de la red de agua potable: 
1) el estado de avance de esas obras, en particular en las áreas donde habita la población 
en situación de mayor vulnerabilidad; 
2) la factibilidad del cumplimiento del plazo de terminación de los trabajos, previsto en los 
informes presentados por la Secretaría de Ambiente y Desarrollo sostenible(SAyDS) 
para 2007; 
3) los costos definitivos; 
4) la forma de financiamiento de las obras, en particular si existen fondos asignados en los 
respectivos Presupuestos del año 2008 de las jurisdicciones involucradas para la 
terminación de estas obras en el caso de no cumplirse con los plazos establecidos en el 
informe presentado ante esta Corte el 4 de julio de 2007.  
D) Desagües pluviales 
1) Con relación a las siguientes obras de desagüe pluvial actualmente en ejecución, y que según lo 
informado deben terminarse en 2007: 
(a) etapa 1 Cuenca Maciel Riachuelo (Avellaneda, Provincia de Buenos Aires) que 
beneficiaría a 16.000 habitantes, terminación prevista: marzo de 2007; 
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(b) etapa 1 Aliviador Oeste Arroyo Unamuno (Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires) 
90.000 beneficiarios, terminación prevista: marzo de 2007;  
(c) aliviadores Marco Avellaneda y Don Orione (Lanús, Provincia de Buenos Aires) 84.000 
beneficiarios, terminación prevista: diciembre de 2007; 
(d) conducto Principal Tapiales (La Matanza, Provincia de Buenos Aires) 21.000 
beneficiarios, terminación prevista: marzo de 2007;  
(e) arroyo del Rey: obra de primera prioridad (Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires) 
196.673 beneficiarios, terminación prevista diciembre de 2007;  
(f) arroyo Unamuno: obra de primera prioridad (Lomas de Zamora, Provincia de Buenos 
Aires) 196.673 beneficiarios, terminación prevista: diciembre de  
(g) drenajes pluviales Boca-Barracas (Ciudad Autónoma de Buenos Aires), terminación 
prevista: noviembre de 2007. 
Asimismo les impuso el deber de informar en forma detallada: 
1) el estado de avance de las obras; 
2) la factibilidad del cumplimiento de los plazos establecidos en los informes de avance 
presentados; 
3) los costos definitivos; 
4) la forma de financiamiento de las obras, en particular si existen fondos asignados en los 
respectivos. Presupuestos del año 2008 para estas obras de no cumplirse con los plazos 
establecidos en el informe presentado ante esta Corte el 4 de julio de 2007. 
 
2) Con relación a las obras de desagüe pluvial no previstas para ser terminadas en 2007, los obligó 
a informar en forma detallada: 
(a) el estado de avance de las obras de desagües pluviales en la cuenca ya iniciadas; 
(b) las estimaciones de plazos y costos de las que comienzan en 2008; 
(c) la forma de financiamiento de las mismas, con particular énfasis en los fondos que se 
prevé asignar en los respectivos Presupuestos del año 2008 para la ejecución de las obras 
previstas. 
3) Con relación a las obras para expandir la red de desagües pluviales en el periodo 2008/2015 los 
obligó a presentar: 
(a) una descripción detallada del plan de obras, con estimaciones de plazos y costos para su 
cumplimiento; 
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(b) la proyección de la forma de financiamiento de las mismas de manera a cumplir con el 
cronograma de ejecución de las obras previstas. 
 
E) Saneamiento cloacal: 
1) Con relación a las siguientes obras cuyo plazo de terminación ha sido previsto para junio de 
2009: 
(a) ampliación Planta Depuradora Sudoeste: terminación prevista para junio de 2009;  
(b) redes de saneamiento cloacal en Barrio Manzanares -Roque Los Cedros y Laferrere: 
terminación prevista para junio de 2009;  
(c) colector troncal por ruta 
21: terminación prevista para junio de 2009.  
Les impuso la obligación de informar en forma detallada: 
1) el estado de avance de las obras, en particular en las áreas donde habita la población 
en situación de mayor vulnerabilidad; 
2) la factibilidad del cumplimiento de los plazos establecidos en los informes de avance 
presentados; 
3) los costos definitivos; 
4) la forma de financiamiento de las mismas, con particular énfasis en los fondos que se 
prevé asignar en los respectivos Presupuestos del año 2008 para la ejecución de las obras 
previstas. 
2) Con relación a las obras de saneamiento cloacal que no han sido previstas para ser terminadas 
en junio de 2009 debieron informar en forma detallada: 
1) el estado de avance de las obras de saneamiento cloacal actualmente en ejecución, con 
particular énfasis en las obras previstas en la planta de depuración de Berazategui y los 
emisarios submarinos que le corresponden, con plazos y costos previstos para su 
funcionamiento. 
2) las estimaciones de plazos y costos de las que comienzan en 2008;  
3) la forma de financiamiento de las mismas, con particular énfasis en los fondos que se prevé 
asignar en los respectivos Presupuestos del año 2008 para la ejecución de las obras previstas. 
4) el estado actual del proceso de construcción de la planta de tratamiento denominada Capital, 
Ciudad Autónoma o Riachuelo, y los emisarios submarinos que le corresponden, con plazos y 
costos previstos para su funcionamiento. 
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En particular, sobre la primera etapa de su construcción, que consiste en la puesta en marcha de 
la planta piloto cuya terminación fue prevista en la audiencia del 5 de septiembre de 2006 para 
septiembre de 2007. 
 
3) Con relación a las obras para expandir la red cloacal en el periodo 2008/2015, les impuso 
presentar: 
1) una descripción detallada del plan de obras, con estimaciones de plazos y costos para su 
cumplimiento; 
2) la proyección de la forma de financiamiento de las mismas de manera de cumplir con el 
cronograma de ejecución de las obras previstas. 
 
 Con respecto al Plan Sanitario de Emergencia los obligó a presentar un informe en el que se: 
A) Determine la población en situación de  riesgo. 
B) Elabore un diagnóstico de base para todas las enfermedades. 
C) Especifique acerca de los caracteres del Protocolo de Relevamiento a que se aludió en las 
explicaciones brindadas en la audiencia del 4 y 5 de julio y también acerca de la i nformación 
con que cuentan al día de hoy. 
D) Elabore un informe único sobre los distintos datos con que cuenta la Autoridad de Cuenca 
y el Ministerio de Salud de la Nación a los efectos de elaborar el Plan Sanitario de 
Emergencia. 
E) Especifique las medidas de vigilancia epidemiológica a las que se hizo referencia en la 
audiencia mencionada. 
En concreto, el Tribunal no sólo no aplicó la excepción de defecto legal por obscuridad del objeto de 
demanda, sino que, además, suplió ella misma el defecto definiendo punto a punto, dato a dato, todo lo 
necesario para que la demanda prosperase y la resolución que tomase fuera acorde a la realidad 
ambiental en cuestión, obligando directamente a las propias demandadas a la entrega de la información 
requerida.  
Incluso, el Máximo Tribunal estableció nuevas reglas para el traslado y la contestación de la 
demanda, la que se efectuaron en la audiencia que se llevó a cabo el 31 de octubre de 2007 a las 10, en 
la cual cada emplazado contaba con un plazo de quince minutos para exponer una síntesis de sus 
defensas y de las pruebas de que intentare valerse, acompañando por escrito y en soporte magnético su 
contestación. La incomparecencia a la audiencia o la negativa a efectuar el informe verbal sería 
considerado como una renuncia a contestar la demanda promovida. 
Determinó que cada escrito de contestación sería precedido, bajo apercibimiento de tener por no 
efectuada la presentación, de una exposición sinóptica que no podrá exceder de cuatro páginas. No se 
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admitieron excepciones ni ningún otro planteo de carácter previo, por lo que toda defensa debió ser 
introducida con la contestación de demanda. 
Definió que el Estado Nacional, la Provincia de Buenos Aires y la Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires efectuarían una presentación única bajo una misma representación, sin perjuicio de exponer 
sucintamente en presentación anexa aquellas circunstancias individuales y excluyentes que hiciese a 
su defensa singular.  
En este caso, el Máximo Tribunal ha: 
 Aceptado de manera originaria la competencia estrictamente ambiental y de 
recomposición de bienes públicos. 
 Inéditamente desglosado el reclamo conjunto que la causa poseía de reclamo de daños 
y perjuicios patrimoniales de los afectados directos, remitiéndolo a los juzgados locales 
inferiores, pero reteniendo la parte del reclamo cuyo objeto era la recomposición ambiental 
(daño colectivo). 
 Rechazado la excepción de defecto legal, otrora aceptada aún ante la oscuridad del 
planteo de  la actora.  
 Instruido la causa a fin de la obtención de datos necesarios actualizados para 
salvaguardar el derecho al medio ambiente apto, sano y equilibrado previsto en el art. 
41C.N. con las medidas de mejor proveer de consideró necesarias, supliendo el defecto legal 
que la demanda poseía y enunciando uno a uno los puntos que ésta debió haber contenido. 
 Modificado el procedimiento establecido en el Código de Procedimientos, establecido el 
procedimiento de traslado de demanda y de contestación de demanda adecuándola al 
objeto de litis que era la recomposición ambiental. 
 
El 10/11/2009; en Fallos 332: 2522 dictó sentencia de recomposición ordenando el monitoreo de la 
ejecución de la misma al juez federal de 1ra instancia de Quilmes y ante el incumplimiento de la orden 
de la Corte por este fallo, se dictó el auto del 10/8/2010 m. 1569. xl. originario "Mendoza, Beatriz Silvia 
Y Otros C/ Estado Nacional y otros S/ Daños y Perjuicios.”, por el cual tras manifestar que a pesar del 
transcurso de 2 años de su pronunciamiento y a pesar de los continuos requerimientos efectuados por 
el juez delegado, se adviertían incumplimientos que no habían sido debidamente justificados, 
encomendó al  magistrado mencionado que adoptase las medidas necesarias para el inmediato y eficaz 
cumplimiento de la sentencia., ordenándole que requiriera: 
I. A la autoridad de Cuenca: 
1. La instrumentación de un sistema de información digital de acceso público que contenga 
todos los datos, informes, listados, cronogramas, costos, etc. actualizados (considerandos 17, 
punto II del pronunciamiento antes referido). 
2. La adopción de algunos de los sistemas internacionales de medición disponibles 
incluyéndose la realización de auditorías técnicas de control (considerando 17, punto I, último 
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párrafo de la sentencia citada), con el objeto de dar confiabilidad a la información provista por 
la Autoridad de Cuenca. 
3. La explicación de las razones por las cuales no se dio cumplimiento a los mandatos 
establecidos en la sentencia (respecto a la contaminación de origen industrial, al saneamiento 
de basurales, a la expansión de la red de agua potable, desagües pluviales, saneamiento cloacal 
y al Plan Sanitario de Emergencia, considerando 17 puntos III, IV, VI, VII, VIII Y IX), 
identificando con precisión las causas y los funcionarios involucrados. 
4. Informe las razones por las cuales se ha celebrado un convenio con la Auditoría General 
de la Nación (fecha 26 de abril de 2010) relacionado con el control de los fondos públicos 
(considerando 18 de la sentencia citada) y si existió alguna actuación de dicha auditoría desde 
la fecha de la sentencia hasta la firma del convenio referido. 
 
II. A la Auditoría General de la Nación: 
1. Informe las dificultades que haya tenido para efectuar el control encomendado y las 
observaciones que haya realizado hasta el momento. 
 
III. Al Defensor del Pueblo de la Nación: 
1. Manifieste las observaciones que estime pertinente respecto del grado de cumplimiento del 
Plan de Saneamiento. 
Determinó que todas estas medidas deberían ser puestas en ejercicio por el juez delegado para la 
ejecución de la sentencia, investido de atribuciones suficientes para la aplicación de las sanciones 
pecuniarias que considere adecuadas en orden a la gravedad de los incumplimientos verificados, las 
que se harán efectivas en la persona del Presidente de la Autoridad de Cuenca y de los demás 
funcionarios involucrados por mandatos específicos y determinados. 
Es decir, que impuso inéditamente la responsabilidad personal del funcionario por incumplimiento 
de su orden.571,  
He aquí una nueva revolución jurisprudencial de nuestro Máximo Tribunal en uso de facultades 
tanto explícitas como implícitas. Además de utilizar las facultades explícitas del art . 32 de la Ley 
General del Ambiente, y en otro acto de acción liberadora, la Corte echó mano de sus facultades 
implícitas (de cuya características y uso se dará cuenta en los acápites siguientes) , para tomar 
decisiones mucho más osadas de las que había tomado antes, en post de la flexibilización de los 
procesos cuyo objeto es el medio ambiente, ante la inflexibilidad e inadaptabilidad de los procesos 
judiciales tradicionales. Ratificó de este modo su nuevo principio Ambiental no enunciado (además del 
Principio de Territorialidad Ambiental ya mencionado), el Principio de Autodeterminación  Procesal 
Ambiental, reafirmando su rol en la creación de Derecho en el sentido más lato. 
Y se afirma que las facultades utilizados por el Tribunal son implícitas, aún a pesar de lo explicito 
que es el art. 32 de la Ley General del Ambiente 25.675572 que otorga libertad a los magistrados para 
                                                 
571 Sanción que el Ministro Fayt ya había mencionado como opción válida en, El efectivo cumplimiento de las 
decisiones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. ob. cit.  
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instruir procesalmente las causas, ya que, la clave distintiva en este caso, fue, claramente haber 
suplido el rol de la parte actora en la formulación de la demanda y los puntos de pericia, así como  
haberse inmiscuido en aspectos de índole netamente políticos y de administración,  supliendo el rol que 
el Estado y la Autoridad de Cuenca debieron haber adoptado (en materia de análisis de costos, 
financiamiento, créditos, proyecciones de obras  etc.)  en cumplimiento de una Política Pública seria que 
se condiga con los fines constitucionales del art. 41 de la C.N.., y la emisión de sanciones personales a 
los funcionarios incumplidores de sus órdenes, todas ellas acciones que extralimitan las facultades del 
art. 32 de la Ley General del Ambiente. Esto se analizará en profundidad seguidamente. 
En un caso similar al del saneamiento de la cuenca del Río Matanza, se presentó en el año 2008 en 
relación al saneamiento del Río Reconquista. Ello sucedió en “ASOCIACION ARGENTINA DE 
ABOGADOS AMBIENTALISTAS C/ BUENOS AIRES PROVINCIA  Y OTROS S/ ACCIÓN DE 
RECOMPOSICIÓN Y SANEAMIENTO DEL RIO RECONQUISTA s/medida cautelar”573. La demanda fue 
interpuesta contra la Provincia de Buenos Aires, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el Estado 
Nacional. La pretensión dirigida contra el Estado Nacional a tenor de las facultades que le competían de 
regulación y control de vías navegables (art. 75 inc.a 10 y 13) y en su condición de suscriptor y 
responsable al cumplimiento del Tratado del río de la Plata y su Frente Marítimo. Sobre esas 
alegaciones sustentó el pedido de apertura de jurisdicción originaria del Tribunal. La Corte rechazó esa 
apertura, determinando nuevamente que el ambiente era responsabilidad del titular originario de la 
jurisdicción, es decir, de la Provincia de Buenos Aires, atento a que no se encontraba acreditado la 
interjurisdiccionalidad del recurso dañado y la extensión de la cuenca del río Reconquista se 
encontraba en su totalidad ubicada dentro de dicha Provincia. 
La saga de resoluciones revolucionarias y autodeterminativas ambientales prosiguió en el caso 
“MUNICIPALIDAD DE BERAZATEGUI C. AGUAS ARGENTINAS S.A.”574 en el cual, el 28 de julio de 
2009, la Corte intervino revocando la decision de la Cámara que había hecho lugar a la medida cautelar 
solicitada por la Municipalidad de Berazategui ordenando a la empresa concesionaria de aguas que 
realizase la construcción y puesta en marcha de una planta depuradora de líquidos cloacales. La Corte 
resolvió sustituir la medida cautelar y dispuso la acumulación del juicio tendiente a que se realice el 
tratamiento de los líquidos cloacales vertidos en la zona costera de Berazategui, a la causa "Mendoza, 
Beatriz Silvia y otros c. Estado Nacional y otros", atento la vinculación de  las obras referidas con las 
contempladas en el proyecto de saneamiento de la cuenca Matanza-Riachuelo en la que se impuso a la 
                                                                                                                                                             
572 Art. 32 de la Ley General del Ambiente establece que el acceso a la jurisdicción por cuestiones ambientales no 
admitirá restricciones de ningún tipo o especie. El juez interviniente podrá disponer todas las medidas necesarias 
para ordenar, conducir o probar los hechos dañosos en el proceso, a fin de proteger efectivamente el interés general. 
Asimismo, en su Sentencia, de acuerdo a las reglas de la sana crítica, el juez podrá extender su fallo a cuestiones no 
sometidas expresamente a su consideración por las partes. En cualquier estado del proceso, aún con carácter de 
medida precautoria, podrán solicitarse medidas de urgencia, aun sin audiencia de la parte contraria, prestando 
debida caución por los daños y perjuicios que pudieran producirse. El juez podrá, asimismo, disponerlas, sin 
petición de parte.  
 
573 Fallos 331:699, del 8 /4/2008. 
574 Fallos 332:1600. 
 
 Página 303 - 476 
303 
Autoridad de Cuenca el deber de informar detallada y públicamente sobre el particular —
pronunciamiento del 8 de julio de 2008, considerando 17, punto VIII. 
Para así decidir, consideró que, si bien el pronunciamiento de la Cámara había considerado 
demostrada la existencia de un daño grave al medio ambiente por la descarga continua en el Río de la 
Plata de efluentes cloacales provenientes de la Capital Federal y parte de la zona urbana que rodeaba a 
la ciudad no era pasible de la tacha de arbitrariedad —atento lo previsto por el art. 4° de la Ley 
25.675—, ya que la complejidad técnica de la cuestión, la magnitud de la obra encomendada a la 
empresa concesionaria de aguas con carácter cautelar —construcción de una Planta Depuradora de 
Líquidos Cloacales— y su elevado costo, requerían para su examen un ámbito de mayor debate y 
prueba, pues, el marco cognoscitivo del proceso cautelar resulta insuficiente para determinar el grado 
de responsabilidad que le cabía a dicha empresa demandada en la contaminación, ni otorgaba completa 
certeza acerca de si tales obras constituían la solución integral para remediar el problema.  
Determinó que, si el Estado Nacional había comenzado a llevar a cabo las obras tendientes al 
tratamiento de los líquidos cloacales vertidos en la zona costera de Berazategui, a pesar de la negativa 
judicial de homologar el convenio suscripto al respecto y ante la necesidad de que efectivamente se 
concreten tales obras, correspondía dejar sin efecto la sentencia que había ordenado a la empresa 
concesionaria de aguas con carácter de medida cautelar la construcción de una Planta Depuradora de 
Líquidos Cloacales y —en ejercicio de las facultades establecidas en los arts. 204 del Cód. Procesal y 32 
de la Ley 25.675 )— sustituir la medida dictada, ordenándole al Estado Nacional la culminación de las 
obras previstas en el convenio aludido, ratificado por el decreto 1885/2004.  
 Lo increíblemente de-codificante de esta resolución, fue, la incorporación del Estado Nacional al 
proceso, quien, no era parte de la demanda. Si bien la decisión de la Corte es altamente coherente con 
el orden y unidad sistémica que la gestión del medio debe tener, la gran lección que debe surgir de la 
saga de las decisiones del Tribunal por el caso del Riachuelo, es la completa libertad y 
autodeterminación que ella posee para decidir lo que considere conducente eludiendo todo tapujo 
procesal y ritualismo atávico inconducente para la solución de los problemas que debe resolver. Por 
ello, debe instarse a la instauración de un nuevo Principio Ambiental, el cual debe incorporarse 
mediante modificación del Art. 4 de la Ley 25.675 como Principio de Autodeterminación Procesal 
Ambiental y como Criterio, a fin que el mismo opere tanto como norma y como criterio general de 
aplicación indiscutible de la disciplina, mas allá de la eventual modificación normativa que pueda darse 
en la mutación de la propia ley. 
En el año 2010, en el caso “ASOCIACION CIVIL DIALOGO POR EL AMBIENTE C/ PODER 
EJECUTIVO NACIONAL s/ amparo”575 la Corte rechazó autorizar la apertura de su jurisdicción 
originaria en el caso en que se reclamaba contra el Estado Nacional,  a fin de obtener que se declarase la 
inconstitucionalidad del decreto del P.E.N. 1837/08, que vetaba en su totalidad la Ley Nacional 26.418 
de Presupuestos Mínimos para la Preservación de los Glaciares y del Ambiente Periglacial, aduciendo 
que dicho decreto, al dejar sin protección legal los glaciares y el ambiente periglacial como reservas 
estratégicas de recursos hídricos y proveedores de agua de recarga de cuencas hidrográficas, resultaba 
violatorio de los arts. 16, 41, 42, 43 y 75 (inc. 17) de la Constitución Nacional, 2°, 4°, 6° y 27 de la Ley 
                                                 
575 Fallos 333:479, del 20-04-2010. 
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Nr. 25.675 General del Ambiente, I y XI de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre, 3°, 8° y 25 (inc. 1°) de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 4.1, 5.1, 24 y 25 del 
Pacto de San José de Costa Rica, 24 (inc. 1°) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 12 
(incs. 1° y 2°, apartado c)del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 3.3 y 
4.1.e. de la Convención sobre Cambio Climático, 1°, 7°, 8°, 10 y 14 de la Convención sobre la 
Diversidad Biológica, del Convenio 169 de la OIT y del principio 3 de la Declaración de Río sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo. 
Asimismo la actora solicitaba el dictado de una medida cautelar de no innovar a fin de que se 
prohíbiese toda actividad que pudiese afectar la condición natural de los glaciares. En particular, en 
relación a: a) la liberación, dispersión o disposición de  sustancias o elementos contaminantes, 
productos químicos o residuos de cualquier naturaleza o volumen; b) la construcción de obras de 
arquitectura o infraestructura con excepción de aquellas necesarias para la investigación científica; la 
exploración y explotación minera o petrolífera, incluidas aquellas que se desarrollasen en el ambiente 
periglacial saturado en hielo; y c) la instalación de industrias o desarrollo de obras o actividades 
industriales. Asimismo, peticionaba como medida cautelar innovativa que se ordenase que las 
actividades que ya se habían proyectado en la zona fuesen sometidas a un procedimiento de 
"evaluación de impacto ambiental y evaluación ambiental estratégica”. 
Luego de demandar al Estado Nacional, la actora amplió la demanda contra las provincias de San 
Juan, Mendoza, Chubut, Santa Cruz, Tierra del Fuego y Neuquén. La Corte denegó que la sola 
circunstancia de poseer glaciares en sus territorios les otorgara la calidad de parte adversa de quien 
efectuaba el reclamo y denegó la acumulación subjetiva de pretensiones contra dichos Estados locales, 
entendiendo que incluso si se alegara la omisión legislativa en que incurrieren, ninguno de ellos 
resultaría aforado en forma autónoma en la instancia originaria.  
En consecuencia entendió que Estado Nacional era el único que revestía el carácter de titular de la 
relación jurídica sustancial que daba fundamento al reclamo, en tanto era el sujeto que había dictado la 
norma presuntamente lesiva de la cual la actora se agraviaba y era el único que resultaría obligado y 
con posibilidades ciertas de cumplir con aquel mandato constitucional y de restituir el derecho que se 
denunciaba como violado. 
En cuanto a la apertura de la instancia originaria, definió que como el poder de policía en materia 
ambiental estaba regido sustancialmente por el derecho público local y correspondía a la competencia 
de las autoridades provinciales (conf.artículos 41 y 121 de la Constitución Nacional y doctrina de 
Fallos: 318:992 y 329:2316, causa "Mendoza", considerando 16), la demandante debía interponer sus 
pretensiones ante las jurisdicciones que correspondieran, según la persona que, en uno u otro caso, 
optase por demandar: ante la justicia federal de serlo el Estado Nacional, o ante los tribunales locales 
en caso de emplazarse a las Provincias (conf. Fallos: 311:2607); ello sin perjuicio de que las cuestiones 
federales que también pueden comprender estos pleitos fuesen susceptibles de adecuada tutela por la 
vía del artículo 14 de la Ley 48 (Fallos: 318:992 y 327:436 y sus citas). 
 
6.4.7.1 Conclusiones parciales.  
Cabe concluir entonces que, en materia ambiental la C.S.J.N.: 
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 Ratificó la aplicación de su ancestral Principio no enunciado de Territorialidad Ambiental 
creado por ella misma desde los inicios de sus fallos relativos a recursos naturales y 
medioambientales, a fin de determinar la competencia judicial en casos de ésta índole, en 
particular después de la sanción del art. 41 de la Constitución Nacional y de la sanción de la 
Ley General del Ambiente 25.675. 
 Podrá entender en los asuntos medioambientales a través del Recurso Extraordinario previsto 
en el art. 14 de la Ley 48, en tanto el art. 41 de la Constitución Nacional ha abierto una nueva  
incumbencia constitucional que constituye “cuestión federal especial” para que el Máximo 
Tribunal se avoque al estudio mediante esta vía. Ello  no implica que la cuestión ambiental sea 
materia federal per se que habilite en principio dicha jurisdicción federal. Dicha jurisdicción 
federal sólo podrá ser viable en caso de clara interjurisdiccionalidad del daño provocado o en 
algunos de los supuestos de excepción mencionados a lo largo de este trabajo (aplicación Ley 
Residuos Peligrosos, Código Aeronáutico), en tanto en la disciplina rige el principio ambiental 
pretoriano no regulado como tal, el Principio de Territorialidad Ambiental  
 Ha efectuado una revolución de su doctrina  en el caso “Mendoza” ya que aquí ha: 
a. Aceptado de manera originaria la competencia estrictamente ambiental y de 
recomposición de bienes colectivos a tenor del art. 117 de la Constitución Nacional, 
inéditamente desglosando el reclamo conjunto que la causa poseía de reclamo de daños 
y perjuicios patrimoniales de los afectados directos, remitiéndolo a los juzgados locales 
inferiores, aplicando a esta parte del proceso  el Principio de Territorialidad Ambiental. 
pero reteniendo la parte del reclamo cuyo objeto era la recomposición ambiental. 
b. Modificado el procedimiento establecido en el Código de Procedimientos, estableciendo 
el esquema de traslado de demanda y de contestación, adecuando el mismo al objeto de 
litis (la recomposición) en uso de facultades explicitas proveídas por la Ley General del 
Ambiente (art.32). 
c. Rechazado la excepción de defecto legal, otrora aceptada.  
d. Instruido la causa a fin de la obtención de datos necesarios actualizados a fin de 
salvaguardar el Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado previsto en el art. 
41C.N. con las medidas que consideró necesarias, supliendo el defecto legal que la 
demanda poseía y enunciando uno a uno los puntos que ésta debió haber contenido, 
inmiscuyéndose en temas relativos a costos, financiamiento de obras y presupuestos de 
las reparticiones públicas involucradas en el caso, áreas de típica ingerencia del poder 
administrador y por ende de tipo políticas. Esto lo ha hecho en uso de sus facultades 
implícitas, aún a pesar de lo explicito que es el art.32 de la Ley General del Ambiente 
25.675 que otorga libertad a los magistrados para instruir procesalmente las causas, 
siendo la clave distintiva en este caso haber suplido el rol de la parte actora en la 
formulación de la demanda al detallar uno a uno los que debieron haber sido  los 
puntos pericia y del propio Estado y la Autoridad de Cuenca en la omisión de sus 
funciones para la creación y concreción de una Política Publica Ambiental seria a fin de 
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tratar el caso, entendiendo incluso en temas de índole presupuestaria de los diversos 
departamentos de Estado. 
e. Sancionado a funcionarios públicos en su patrimonio particular por el incumplimiento 
de sus decisiones. 
f. De este modo, ha re direccionado y creado una Política Pública Ambiental para la 
severa problemática derivada de la contaminación de la cuenca del Río Matanza que se 
condiga con los fines del art. 41 C.N., mediante la sinergia de las potestades implícitas 
y explicitas, actuando incluso en el terreno de las políticas públicas y asuntos 
netamente atribuidos al poder administrador.  
g. De este modo, creó un nuevo principio ambiental no enunciado, el que he dado en 
llamar, el Principio de Autodeterminación Procesal  Ambiental, el cual debe enunciarse 
y legislarse mediante la modificación del Art. 4 de la Ley General del Ambiente  Nr. 
25.675. 
 
6.5 Teoría general de los poderes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
Argentina. Historia del uso de los mismos. 
 
“... ¿Qué es un poder, sino es la facultad de hacer una cosa? 
¿Qué es la capacidad de hacer una cosa, sino es la capacidad de emplear los medios necesarios para su 
ejecución?..”576 
 
La historia jurisprudencial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina da cuenta de la 
contestación a estas preguntas y de la inequívoca construcción del rol institucional efectuado en el uso 
de todas las vías de acceso, incluso no regladas (como el caso del recurso per-saltum). A modo de 
resumen, el Máximo Tribunal de la Nación puede entender en los diversos asuntos judiciales traídos a 
sus estrados, a través de las siguientes vías, a) la jurisdicción en apelación (art. 116 C.N)577 mediante el 
recurso extraordinario federal regulado en la Ley 48 y b) la jurisdicción originaria (art. 117 C.N.578, 579 c) 
                                                 
576 Faty C. S., “Los poderes implícitos...” ob. cit.  pág. 2 en cita a Store Joseph en Comentario sobre la Constitución 
Federal de los Estados Unidos. 
577 Art. 116.C.N.: Corresponde a la Corte Suprema y a los Tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y 
decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación, con la 
reserva hecha en el inciso 12 del artículo 75: y por los tratados con las naciones extranjeras: de las causas 
concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros: de las causas de almirantazgo y 
jurisdicción marítima: de los asuntos en que la Nación sea parte: de las causas que se susciten entre dos o más 
provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia 
o sus vecinos, contra un Estado o ciudadano extranjero. Los requisitos del recurso extraordinario son: a)existencia 
de cuestión federal, b) relación directa de la cuestión federal con la materia del caso, c) resolución contraria. 
578 Art. 117.- En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación según las reglas y excepciones 
que prescriba el Congreso; pero en todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, 
y en los que alguna Provincia fuese parte, la ejercerá originaria y exclusivamente.  
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la jurisdicción dirimente (art. 127 C.N.)580, en causas concretas y en sentencias definitivas de los 
superiores Tribunales de las mismas en el caso del recurso extraordinario, todas ellas vías que se 
encuentran regladas de manera taxativa. Sin embargo, un breve análisis de la historia de sus 
decisiones, dará cuenta que estas reglamentaciones  (que se traducen en restricciones) no son óbices 
para su intervención en los asuntos que considera importantes, de cuyo ejemplo cabal es el recurso o 
avocación per saltum. 
En este capítulo, se analizará el marco teórico de las facultades de los pode res del Estado en 
general, del Poder Judicial y de la C.S.J.N. en especial, para identificar a posteriori, las facultades 
utilizadas por ella en los casos relativos al uso de los recursos naturales y de medioambiente en 
general, y hacer un aporte novedoso en el terreno de sus potestades, a fin de val idar la hipótesis Nº. 4 y 
de ampliarla enriqueciéndola con la definición del alcance de los poderes del Tribunal. 
Se estudiará brevemente que no todos los poderes que la C.S.J.N. argentina posee son expresos, ya 
que algunos son de esencia tácita y que, a su vez, muchas de sus decisiones fueron más allá de su 
función judicial stricto sensu, constituyendo claros actos de la defensa de su rol político-institucional y 
de determinación, aval, rechazo, re-ordenación y direccionamiento de políticas públicas de diversa 
índole.581  
Asimismo, se analizará el tipo de control de constitucionalidad elegido por nuestro Máximo 
Tribunal, el cual es en principio de tipo difuso en tanto opera en casos particulares traídos a estrados y 
no de tipo concentrado582 (lo que permitiría directamente anular con efectos erga ommes una Ley o acto 
repulsivo a la Constitución); y la excepción efectuada en el año 2009 en el caso ““HALABI”583 a este tipo 
                                                                                                                                                             
579 .  Ley 48 Art. 1.– (*) La Corte Suprema de Justicia Nacional conocerá en primera instancia:  
1º De las causas que versan entre dos o más provincias, y las civiles que versen entre una provincia y algún vecino o 
vecinos de otra, o ciudadanos o súbditos extranjeros;  
2º De aquellas que versen entre una Provincia y un Estado extranjero; 
3º De las causas concernientes a embajadores u otros Ministros diplomáticos extranjeros, a las personas que 
compongan la legación, a los individuos de su familia, o sirvientes domésticos, del modo que una Corte de Justicia 
puede proceder con arreglo al derecho de gentes; 
4º De las causas en que se versen los privilegios y exenciones de los cónsules y vicecónsules extranjeros en su 
carácter público 
Ver también  dec. Ley 1285/1958 art, 24 inc.1. 
580 Art. 127.- Ninguna provincia puede declarar, ni hacer la guerra a otra provincia. Sus quejas deben ser sometidas 
a la Corte Suprema de Justicia y dirimidas por ella. Sus hostilidades de hecho son actos de guerra civil, calificados 
de sedición o asonada, que el Gobierno federal debe sofocar y reprimir conforme a la ley.  Debe resarlatrse que, la 
primer vez que el Máximo Tribunal utilizó esta potestad en un caso de liitigio interprovincial por el uso de un recurso 
natural hídrico, en le caso “LA PAMPA, PROVINCIA DE C/ MENDOZA, PROVINCIA DE S/ ACCIÓN POSESORIA DE 
AGUAS Y REGULACIÓN DE USOS” analizado ut supra y a cuya lectura se remite. 
 
581 Esta circunstancia ha sido analizada por sociólogos, abogados y licenciados en ciencia política. Ver, entre otros 
Bercholc Jorge O. La Corte Suprema en el sistema político. Ed. Ediar, Buenos Aires, 2006, Oyhanarte, Julio:, Poder 
político y cambio estructural en Argentina. Ed. Paidós, Bs. As., 1969, pág.; Fayt, Carlos, Nuevas fronteras del derecho 
constitucional. La dimensión político institucional de la C.S.J.N.,. Ed. La Ley, Bs. As., 1995.  
  
582 En algunos ordenamientos constitucionales como en la Constitución Italiana de 1947, Constitución Austri aca de  
1920,  En  Venezuela, Panamá , Costa  Rica, México, El Salvador el efecto anulatorio es erga ommes, lo mismo que 
en Colombia,  Guatemala, Perú y  Bolivia). En Honduras, Uruguay,  Paraguay, la decisión de la  Corte Suprema que 
ejerce el control concentrado sólo  tiene efectos entre partes.  
 
583 “HALABI ERNESTO C/ PEN - Ley 25873 DTO 1563/04 - s/ amparo Ley 16.986.” el día  24-02-2009. Fallos 
332:111. 
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de revisión judicial, con el consecuente impacto en el terreno de las políticas públicas y de los alcances 
y efectiva implicancia de los poderes de la Corte. Ello se efectuará a fin de evidenciar que, mediante el 
ejercicio de su jurisdicción, el Tribunal puede llegar a “trabar o entorpecer una decisión política tomada 
en otras esferas de poder”584 tanto en casos concretos y dentro del marco de una contienda particular 
sin efectos erga ommes, como en casos de incidencia colectiva y de indeterminación de sujetos 
alcanzados, mediante el efecto erga ommes de sus decisiones, fulminando con una nulidad genérica y 
extensiva una política pública determinada, decidida por los otros órganos con efectos automáticos .   
Esta investigación probará, del análisis de  las necesidades que la nueva disciplina ambiental 
impone, de los alcances y prescripciones constitucionales e infra-constitucionales, de la tendencia 
activista en los fallos del Tribunal y de los poderes que posee, que las políticas públicas ambientales, 
para poder materializarse, no sólo precisan del exequátur585 de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación, sino que encuentran en ella un poder inédito exorbitante para la programación, coordinación, 
direccionamiento y ejecución de las mismas de manera coordinada con el resto de los poderes de 
Estado, el cual debe desplegarse en el contexto de un nuevo marco de relaciones tanto inter orgánicas 
como intra orgánicas, los cuales, deben crearse.  
 
6.5.1 División de poderes. Teoría general y crisis del principio. El Poder Judicial como 
poder contra-mayoritario y de refuerzo de la representación ciudadana.  
 
“Toda sociedad en la que la garantía de los derechos no está asegurada ni la separación de poderes determinada 
no tiene Constitución”. 586 
 
“Muchos juristas de la Argentina, con poco respeto por el realismo jurídico, continúan manejando la clásica teoría 
de la división en tres “poderes”, por contradictorio que esto parezca al sentido común.”587 
 
“La asunción (por delegación, muchas veces forzada) de la función  jurisdiccional pone a la magistratura en el 
anaquel público y la expone al fuego cruzado de los ruidos y a una sobreexpresión política que la acompaña en ciclos y 
para ciertas clase de temas de gravedad institucional (movilidad jubilatoria, privatización de aeropuertros, rebalanceo 
de tarifas, defensa de la cuenca del Riachuelo). Es cuando los jueces deben terciar de otro modo en los equilibrios 
                                                                                                                                                             
 
584 Sancari, El papel de la Corte Suprema de Justicia Argentina en el fortalecimiento del Federalismo , 
(disponible en http://www.forumfed.org/libdocs/Misc/Arg4_Sancari%20paper.pdf).  El autor efectúa esta 
aseveración en función del rol tomado por el Tribunal en la crisis económica que la Argentina  atravésó  del año 
2001 a tenor de la derogación de la Ley de convertibilidad y pesificación de los depósitos bancarios en los casos 
“Smith”, “San Luis” y “Bustos”, en este ultimo en particular deben tomarse en cuenta  las fuertes e inusuales 
aseveraciones en materia de política económica que el propio Tribunal emite. 
 
585 Exequátur. (Del lat. exequātur 'ejecútese' , 3.ª pers. de sing. del pres. de subj. de exsĕqui).1. m. Autorización que 
otorga el jefe de un Estado a los agentes extranjeros para que en su territorio puedan ejercer las funciones propias 
de sus cargos. 2. m. Voz con que se designaba el pase que daba la autoridad civil de un Estado a las bulas y 
rescriptos pontificios para su observancia.3. m. Der. Reconocimiento en un país de las sentencias dictadas por 
Tribunales de otro Estado. Diccionario de la Real Academia Española, ob. cit.  . 
Esta expresión en cuanto a los poderes de la Corte fue utilizada por uno de sus Ministros, el Dr. Julio Oyhanarte. 
  
586 Declaración de Derechos del Hombre y del Ciudadano, artículo 16. 
 
587 Oyhanarte, Julio, “Poder Politico ..” ob. cit.  pág. 50. 
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tradicionales de los poderes y relativizar la separación de ellos y las zonas de reserva, acentuando el ejercicio 
discrecional de sus prerrogativas y facultades inherentes e implícitas, según lo venimos marcando desde finales de los 
años ochenta.”588 
 
En términos generales, en todas las constituciones occidentales, el poder público se encuentra 
ejercido a través de una estructura de división de funciones de l poder del Estado. Parte de la doctrina 
formula que el sistema de división de poderes no es literalmente una división del poder estatal (de 
características indivisibles producto de la unidad que deriva del concepto de soberanía nacional), sino 
sólo de sus funciones, las cuales son asignadas en diversos órganos del mismo Estado a los que se 
denomina “Poderes”. La división está dada no en relación al poder (que es uno sólo), sino en función al 
ejercicio de las funciones estatales, las cuales son divididas en: función ejecut iva, función legislativa y 
la función judicial589.    
La creación de la teoría moderna del principio de organización política de los Estados que propone 
esta división de las funciones de gobierno en diversos órganos ejecutores se atribuye a Charles Louis de 
Secondat, Barón de Montesquieu y a Locke. Ambos teóricos analizaron en sus libros la historia antigua 
de Grecia y Roma, así como de otros sistemas antiguos, de donde surgen diversos tipos de distinci ones 
según las funciones y roles de los cargos e instituciones de cada época según cada lugar. Análisis 
similares surgen de la obra de John Emerich Edward Dalberg-Acton590 a quien se atribuye la frase “el 
poder corrompe y el poder absoluto corrompe absolutamente”, idea fundante y razón básica de ser del 
esquema tendiente a dividir el poder en diversos órganos . Parte de las fuentes de análisis histórico de la 
que estos filósofos abrevaron en sus libros, son  los sistemas de organización política, según los propios 
escritos recuperados de Aristóteles (Política) y otros historiadores de la antigüedad. 
El sistema de división de funciones estatales inglés que Montesquieu describió en el Espíritu de las 
Leyes, menciona sin gran detalle los límites y los intersticios en la ejecución de las funciones de los 
poderes que la complejidad del ejercicio de las mismas posee. Menciona en el Capitulo VI a la 
Constitución Inglesa, en la cual, según él, se alberga la libertad política por objeto de manera directa. 
Según describe, en cada Estado hay tres “especies de poderes”591, siendo ellos el legislativo, el ejecutivo 
de las cosas que dependen del derecho de gentes, y el mismo de las dependientes del derecho civil.  
Explicó que el ejercicio de estos tres poderes; el de hacer las leyes, el de ejecutar las resoluciones 
públicas, y el de juzgar los delitos y contiendas de los particulares debía estar separado a fin de evitar 
la ruina de la Nación y del pueblo. Juzgaba moderado a los gobiernos de la mayor parte Europa; atento 
a que el príncipe en general poseía los dos primeros poderes y dejaba a sus súbditos el ejercicio del 
último. Diferenciaba este sistema del sistema  japonés y del sistema turco, en el cual  los reunidos 
todos tres poderes en la persona del Sultán, reinaba el más horroroso despotismo. Montesquieu se 
                                                 
588 Morello Augusto, La Corte Suprema en acción, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2007, pág. 36. 
 
589 Para más detalle de las características de las teorías de Malberg, Lambert y  Boutmy ver Fayt, Carlos, Nuevas 
Fronteras del Derecho constitucional, ob. cit.    
 
590 Acton, John Emerich Edward Dalberg, Historia de la Libertad en la Antigüedad, versión electrónica disponible en  
http://www.scribd.com/doc/8944365/Lord-Acton-Historia-de-la-libertad-en-la-antiguedad, enlace verificado el 12 
de marzo de 2010. 
 
591 A diferencia de lo que expresará Locke en cuanto a la existencia de sólo 2 poderes, (el legislativo y el judicial). 
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confesó opositor a los sistemas de concentración del poder público y por ello describió en detalle el 
sistema de organización política ingles, analizando la suerte de un ciudadano cualquiera en diversos 
lugares en donde el mismo cuerpo de magistratura tiene, como ejecutor de las leyes, todo el poder que 
él se atribuye a si mismo en clase de legislador. Según él, la suma de este poder en una sola persona 
generaba el riesgo de que ésta pudiese asolar el Estado por medio de sus voluntades generales; ya que 
en tanto poseía además el Poder Judicial, podría arruinar por él, las voluntades particulares de cada 
uno de los ciudadanos592. Identificó al despotismo ejemplificando países concretos y hechos históricos 
puntuales en los que el poder se encontraba concentrado. Analizó que cuantos príncipes quisieron 
hacerse despóticos, empezaron siempre reuniendo todas las magistraturas en su persona, mencionando 
que incluso reyes de Europa reunieron todos los cargos públicos de sus Estados en su poder.  
Dirá que la libertad política del ciudadano es aquella tranquilidad de ánimo, que procedía de la 
opinión que cada uno tenía de su seguridad; y para gozar de esta libertad, era preciso que fuese tal el 
gobierno, que un ciudadano no puediese temer a otro. Según su visión, cuando el Poder Legislativo y 
Ejecutivo se hallaban reunidos en un mismo sujeto, ó cuerpo de magistrados, no había libertad; porque 
podía temerse que el mismo monarca, o Senado formen leyes tiránicas, para ejecutarlas tiránicamente. 
A su vez, consideraba que no había libertad, si el Poder Judicial no estaba separado del Legislativo y 
Ejecutivo. La unión del Poder Ejecutivo con el Legislativo, tornaría arbitraria la potestad sobre la vida y 
libertad de los ciudadanos; ya que sería legislador el juez. Por otro lado, la unión entre el Poder Judicial 
y el Ejecutivo tendría como consecuencia que los jueces tuviesen todas las facultades de un opresor. · 
Montesquieu refirió como esencial la institución del poder de impedir, es decir, el poder de veto, que 
debían poseen el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo de manera recíproca para evitar el despotismo. 
El Poder Legislativo debía poseer la facultad de refrenar al Ejecutivo para examinar de que modo se han 
ejecutado las leyes que el estableció. A su vez, que el Poder Legislativo no debía tener facultad para 
juzgar a la persona ni la conducta por consiguiente del que ejecuta. Mencionó la necesidad de la 
consideración sagrada de la persona para evitar se vuelva tiránico el cuerpo legislativo, debiendo el 
acusado no ser juzgado por el poder ejecutivo, ya que cesaría el estado de libertad desde el mismo 
momento de la acusación.  
Sólo reconoció al Poder Ejecutivo como único rol en la legislación, la facultad de impedir, y lo propio 
estipuló del Poder Legislativo, institución que no podrá tomar parte en la ejecución de las leyes, atento 
a que este acto acarrearía su propia ruina. El respeto y el aceitado funcionamiento de los deberes de 
cada poder es analizado de una manera simple. Montesquieu concedía al Poder Judicial la potestad de 
juzgar los casos en que los negocios públicos violase un ciudadano los derechos del pueblo, y cometiese 
delitos, pero no le reconocía a los magistrados en general la potestad de juzgar la potestad legislativa; y 
menos todavía en aquellos casos particulares en que representa a la parte interesada, que era el pueblo  
                                                 
592 Nótese que, con esta definición, Montesquieu establece el objetivo último de la división de poderes, el cual es la 
protección de las libertades individuales de las personas, en un claro límite a las potestades estatales atávicamente 
ligadas al abuso del poder en contra de este. Si bien las funciones estatales poseen como último fin la satisfacción de 
las necesidades de una sociedad, de la comunidad conformada por todos los integrantes del pueblo, la organización 
política inglesa que él describe y alaba (proponiéndola como método a seguir en las constituciones) debe enmarcarse 
dentro del sistema organizacional de ejecución de funciones diseñado por la Constitución, cuyo último fin es el de 
impedir el abuso y el avance sobre las libertades personales de los individuos.   
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ya que el sólo (el Poder Legislativo) podía ser la parte acusadora. En cuanto a la función de los jueces, 
mencionaba que debían aplicar las leyes, pero no les reconoció una función creadora de derecho sino 
simplemente una función de aplicación de la ley, incluso en casos de rigurosidad de la misma. Según 
su visión, al no formar el Poder Ejecutivo parte del Legislativo más que a causa de su facultad para 
impedir, éste no podía introducirse en los debates de los negocios públicos, ni siquiera proponiendo 
tema alguno en relación a ellos ya que, pudiendo desaprobar siempre las resoluciones del legislativo , 
simplemente desechando las decisiones de aquellas propuestas que le fueren desagradables. Según 
esta visión, el Poder Legislativo sería el programador y proponedor de las políticas públicas, y el Poder 
Ejecutivo sólo podría vetar las normas y/o ejecutar las normas que establecieran los negocios públicos 
o políticas públicas emanadas del órgano legislativo.   
En cuanto al Poder Legislativo en si, según se mencionara, en la visión del Montesquieu, éste poder 
es el representante de pueblo. A él le es atribuida la obligación de proponer y debatir los negocios 
públicos a fin de conservar la majestad del pueblo en el ejercicio de sus derechos y seguridad de los 
particulares, tomando como referencia el derecho a la libertad según fue definido ut- supra.  El ejercicio 
de este poder se caracteriza por crear normas de aplicación general (leyes). En ellas se encuentran los 
objetivos de las políticas que el pueblo decide aplicar a si mismo.  Sin embargo, si bien en principio su 
rol es crear y derogar leyes, a través de las cuales propone e instaura las políticas públicas, emite actos 
de naturaleza ejecutiva y posee ciertas facultades jurisdiccionales.   
Esta división abrupta de tipo horizontal de funciones estatales, es imperfecta y poco precisa593 
atento a una cantidad importante de matices e interpretaciones en el ámbito del ejercicio de los diversos 
poderes que la evolución en materia de derechos sociales y políticos consiguió, el nuevo rol de diversas 
instituciones que emergieron a la vida social y política de los Estados con fuerte poder y de presión 
sobre la toma de  decisiones, y las situaciones de coordinación entre poderes que la modernidad y post 
modernidad ha traído aparejada.  
En la Constitución Nacional Argentina las potestades del Congreso están descriptas en el art. 75. 
Dicha enumeración es vasta y posee como inteligencia la de depositar sobre su responsabilidad la de 
legislar para la obtención de los fines que enumera con el objetivo último de la conservación de la 
unidad nacional, proveer la defensa común, consolidar la paz interior, promover el bienestar general y 
promover los beneficios de la libertad según reza el propio preámbulo. La esencia de sus funciones es la 
de legislar. Producir leyes para todo el pueblo con los objetivos reseñados según las prescripciones y 
orientación del art. 75. Este artículo menciona las facultades que le competen exclusivamente y le 
otorga el medio para su consecución, que no es otro que la Ley. La ejecución de las mismas 
corresponde al Poder Ejecutivo, y por ello le compete la implementación de las políticas públicas por 
éste poder diseñadas, para lo cual cuenta con la administración de las finanzas el Estado, lo que le 
permite poner en marcha las decisiones que el pueblo representado en el Congreso ha tomado para si. 
Por ello, el art. 76 prohíbe expresamente la delegación legislativa en el Poder Ejecutivo, salvo en 
                                                 
593 En este sentido Tena Ramirez, Felipe,  La crisis del principio de división de poderes, Revista de la Escuela Nacional 
de Jurisprudencia, México, T. IX,  numes. 36 y 36 año 1947, citado en Carmona Tinoco, Jorge Ulises, La división de 
poderes y la función jurisdiccional, documento electrónico disponible en: 
http://www.jurídicas.unam.mx/publica/librev/rev/refjud/cont/9/pjn/pjn3.pdf, 12 de marzo de 2010. 
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materias determinadas de administración o de emergencia pública, con plazo fijado para su ejercicio y 
dentro de las bases de la delegación que el Congreso establezca. La delegación legislativa es una 
excepción a una regla. El Congreso no debe delegar sus funciones sino es en los casos 
constitucionalmente previstos. Esta prohibición, en concordancia con las prescripciones del Art. 99 
inc.3 que le atribuye la posibilidad de participación en la formación de las leyes en tanto las promulga y 
las hace publicar, le veda bajo pena de nulidad absoluta e insanable, la emisión de disposiciones de 
carácter legislativo. Las únicas excepciones a este principio se dan ante los decretos de necesidad y 
urgencia los que pueden dictarse en circunstancias excepcionales que hicieran imposible seguir los 
trámites ordinarios previstos por esta Constitución para la sanción de las leyes, y no se trate de normas 
que regulen materia penal, tributaria, electoral o el régimen de los partidos políticos.  
El dictar leyes con alcance general, le permite al Poder Legislativo programar las situaciones 
operando “ex-ante” a la efectivización de los hechos, proyectando el rumbo que la Nación tomará frente 
a una cierta situación. Las actuaciones públicas pueden ser ex ante (es decir de manera previa o 
simultánea a los hechos que ameritan la actuación pública) como ex post frente a hechos ya acaecidos 
en el pasado. La actuación “ex-post” denota que un cierto hecho ya ha ocurrido, debiendo la actuación 
del ente circunscribirse a reglar, enmarcar o juzgar esa situación pasada. En las actuaciones “ex–ante”, 
la actividad del organismo estatal está vinculada con la creación de sistemas o normas para regir en el 
futuro sin que exista hecho pasado al que se deba sujetar. La característica de la actuación “ex –ante” 
es la proyección a futuro, la creación en el sentido mas lato, implica la e valuación de la razonabilidad y 
de la conveniencia general de una cierta medida para regir las relaciones jurídicas en el futuro.  Implica 
también el uso de la previsión y la prevención en la posibilidad del acaecimiento de un daño. Por ello, es 
el típico accionar anticipatorio y elusivo de la concreción de un daño.  
La actuación ex ante es la típica actuación del Poder Legislativo, órgano programador de las 
políticas públicas y de las normas que deberán regir al Estado y sus ciudadanos. La actuación ex post 
facto queda reservada en general al Poder Judicial, quien, debe decidir sobre hechos que ya pasaron, 
con algunas excepciones en los casos de medidas cautelares u otras medidas tuitivas y preventivas que 
los magistrados se encuentran habilitados a tomar. Si bien, algunos tipos de facultades legislativas 
pueden enmarcarse dentro de actuaciones ex post facto, como el caso de las leyes de amnistía, en 
general, las situaciones que la Ley trata de convalidar mediante su sanción aplican a futuro de los 
hechos a los que ella le será aplicable (actuación ex ante). 
En cuanto al Poder Ejecutivo argentino, el mismos está constituido por el Presidente de la Nación. 
Diversos actos de Estado forman parte de sus funciones, entre ellos se encuentran los actos de gestión 
del patrimonio estatal y de concretar ejecución de las leyes mediante los actos ulteriores necesarios 
para ello. La Real Academia española define que la primer acepción de  la palabra ejecutar (Del lat. 
exsecūtus, part. pas. de exsĕqui, consumar, cumplir) es “1. tr. Poner por obra algo.”. Ejecutar las leyes 
es entonces, concretar en los hechos las mandas que surgen de las leyes emanadas del Congreso.  
Para poder de ejecutar y concretar las leyes emanadas del Congreso, cuenta, según se expresara, 
con la administración de todo el tesoro de la Nación. Por su lado, la participación en el acto legislativo 
de creación de leyes le es reconocido en la Constitución en tanto promulga y hacer publicar las leyes. A 
su vez, el poder reglamentario de las leyes del Presidente  es un poder originario y explícito, atento a que 
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se encuentra mencionado en  el art. 99  inc.2 y 3.  En este ámbito, el Presidente debe no alterar el 
espíritu de las leyes con excepciones reglamentarias. A su vez, la Constitución Nacional ha regulado el 
uso de facultades de naturaleza legislativa propias del poder ejecutivo, mediante los decretos de 
necesidad y urgencia limitando a la existencia de situaciones  límites, a la validación de una Comisión 
Bicameral del Congresoy la imposibilidad de injerencia en ciertas materias (electoral, tributaria, de 
partidos políticos y penal). Se le reconoce la facultad de dictar a su vez reglamentos delegados, es decir, 
los necesarios para reglamentar las leyes.  
Tanto la ejecución de las leyes, como los actos de administración, son concretados por el Poder 
Ejecutivo mediante el dictado de decretos y resoluciones, los que, poseen materialmente naturaleza 
legislativa. La teoría de la naturaleza de los actos administrativos y de la clasificación de los mismos es 
vasta, lo cierto es que este poder es de situaciones jurídicas tanto de tipo y alcance general 
caracterizadas por elementos de impersonalidad y objetividad (es el caso de la sanción de leyes) como de 
situaciones jurídicas individuales creando deberes y derechos a favor de individuos concretos (como el 
caso de las concesiones). Asimismo, el inc. 5 del ar. 99 establece una potestad de corte jurisdiccional en 
sus manos, en tanto le permite  indultar  o conmutar las  penas por delitos sujetos  a la jurisdicción 
federal, previo informe  del tribunal correspondiente, excepto en los casos de acusación por la Cámara 
de Diputados. 
Finalmente, el Poder Judicial de la Nación Argentino, comandado por la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación, ejerce no sólo la función jurisdiccional (del latín “iuris dicto” que significa “decir el 
derecho”), entendida ésta como la potestad y el deber de derivado y emanado de la soberanía del Estado 
de aplicar el derecho al caso concreto, de hacer justicia en los términos mas lato posibles, sino, e n 
especial, la de resguardar el último y más importante bastión legal de la organización política de la 
Nación y de defensa de los derechos y garantías básicos de los ciudadanos que habitan la República, 
con el fin ultimo de resguardar el orden social y el bienestar general.  
La teoría general atribuye a los jueces la aplicación de las normas al caso concreto, lo que implica 
que debe concretar en el caso que le es traído a estrados, el cumplimiento de la norma, siendo la 
sentencia el modo de concretar la norma. Esta rudimentaria y básica definición no abarca las 
facultades de crear derecho en el caso de inexistencia de  formas concretas para el juzgamiento de los 
hechos mediante el uso de diversas fuentes del derecho que el juez utiliza a diario. Esta dogmática 
noción o idea  de que el juez sólo aplica derecho ya  existente y creado por los otros órganos de Estado y 
no crea derecho per se es una gran ficción que no se adapta y no concuerda con la real idad. Esa visión 
funcional del Poder Judicial instaurada por Montesquieu, quien sólo le reconoció como función el 
derecho de aplicar la ley, se debió  a la necesidad institucional de adoctrinar y restringir el poder de los 
jueces, otrora sospechosos para la República Francesa naciente por su gran vinculación al Antiguo 
Régimen pre Revolución Francesa en 1789. La evolución de la jurisprudencia posterior demostró que la 
falta de normas concretas aplicables a los casos, debían ser zanjadas mediante la aplicación de otras 
fuentes de derecho diferentes a la Ley y la necesidad del  uso de la analogía como método hábil para 
resolver conflictos. Años mas tarde Kelsen reconocería que la aplicación de la norma mediante la 
sentencia judicial es creación de derecho, y, en tanto la decisión judicial adopta alcance general con los  
precedentes, en tanto en los sistemas que se rigen por este sistema, el precedente es de obligada 
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aplicación a todos los casos análogos, con lo cual el Tribunal actúa exactamente igual que un órgano 
legislativo. Esto es un ejemplo de la capacidad creadora de este Poder del Estado. A su vez, si bien en 
principio crea normas particulares, ya que el efecto es entre las partes, los tribunales pueden decretar 
efectos erga ommes594 en sus decisiones. En este sentido, el magistrado en términos teóricos se 
encontraría legislando en el término mas lato posible, ya que su decisión es aplicada a la generalidad de 
la sociedad, a todo el pueblo. 
El Poder Judicial representa al pueblo de modo indirecto595. Si bien sus cuadros no son elegidos 
mediante un sistema de sufragio, ello no implica que no sea un Poder de Estado que ejerza su función y 
posea legitimación de origen en cuanto al sistema de selección interna y de permanencia en sus cargos. 
Las críticas a la falta de democratización en la elección de sus integrantes no pueden eludir la función 
constitucional que los jueces deben ejercer con el fin de defender los derechos y garantías 
constitucionales que emanan el propio texto constitucional, el cual prescripto en el ejercicio del poder 
constituyente originario de creación de la Nación Argentina, los invistió de manera permanente con esos 
fines y modos de conformación funcional.  
Incluso, este Poder de Estado ejerce un refuerzo del derecho de la representación política de las 
minorías discretas e insulares596, débiles políticamente y en general excluidas de los sistemas de 
representación por diversas circunstancias, las cuales quedan fuera del proceso democrático y del 
Poder Legislativo. El sistema democrático es un sistema mayoritario, y las minorías son en gran medida 
excluidas en la toma de decisiones políticas, en especial porque muchas de ellas son inconstantes e 
incoherentes. Las sociedades siempre han tenido individuos de todo tipo aislados o agrupados según 
sus intereses, que actúan de diversa manera, e incluso que no actúan políticamente hasta tanto sea 
necesario producto de circunstancias puntuales. En estas circunstancias, la única manera de asegurar 
la real participación en el disfrute de los derechos de todos, es concretada vía Poder Judicial, quien 
actúa como poder contra mayoritario en este tipo de situaciones y garantiza el pleno ejercicio 
democrático de todos los ciudadanos de sus derechos , razón por la cual, es tan democrático y 
representativo como el resto de los poderes en este tipo de casos, completando las fallas que el sistema 
de representación democrático actual posee.  
                                                 
594 Ver desarrollo subsiguiente en cuanto a la historia y potencialidades del efecto erga ommes de las decisiones del 
Máximo Tribunal. 
 
595 Así lo entiende la doctrina mayoritaria, entre ellos ver Fayt C.  Nuevas Fronteras…, ob. cit.  
 
596 La Teoría desarrollada por John Hart Ely acerca del  refuerzo de la representación se basa en la interpretación de 
una nota al pie de un precedente de la Corte Suprema Americana “UNITED STATES VS. CAROLENE PRODUCTS 
CO.” 304 US 144, 1938, en la que el Presidente del Tribunal, Harlan Stone propuso una salida al problema de la 
legitimidad que se planteaba cada vez que lo jueces declaraban inconstitucional normas emanadas de los poderes 
cuyos miembros surgían de las elecciones populares periódicas. Stone, expresó en su nota al pie que, la legislación 
también podía ser consecuencia de un procedimiento no democrático (como era el caso de las minorías 
discriminadas en una democracia pluralista) y que de esta manera la decisión legislativa y no la decisión judicial era 
la que podía carecer de legitimidad. La cita dice: “Prejudice against discrete and insular minorities may be a special 
condition… curtailing the operation of those polítical processes ordinarily to be relied upon to protect minorities, and 
so may call for a correspondingly more searching judicial inquiry”.  El caso fronterizo del fallo, da cuenta de la 
minoría máspequeña, la de un sólo individuo, quien no posee esperanzas de que el sistema político pluralista de 
cuenta de sus intereses. Ver para más detalle Sola Juan Vicente, Control judicial de constitucionalidad, Abeledo 
Perrot, Buenos Aires, 2001 pág.. 104 y ccdts. 
 
 Página 315 - 476 
315 
Los jueces, y la Corte en tanto Tribunal superior, son los encargados de la defensa de los derechos 
humanos básicos de todos, inclusive los de las minorías y aún a pesar de las decisiones mayoritarias. 
Ejercen el indelegable deber de fijar los límites internos y externos del accionar mayoritario en el 
respeto de los derechos humanos, actuando en definitiva y en última instancia como un reaseguro de la 
defensa de la vida y dignidad humana. Su poder, asi como los mecanismos de su ejercicio para 
concretarlo, provienen del pueblo reunido en convención constituyente originaria. Poco importa 
entonces la falta de escrutinio electivo de sus cargos a fin de evaluar su democraticidad, en tanto la 
misma deriva de la legitimación popular indirecta y en segundo grado dada por la propia constitución 
originaria. Como bien señala el Ministro Fayt, los jueces, no son empleados del Poder Legislativo o del 
Ejecutivo y ninguna norma, incluso incluida en el texto constitucional, puede vulnerar el sistema de 
independencia funcional consagrado originariamente por el poder constituyente originario. 
En cuanto a la temporalidad de sus intervenciones, la actuación de los jueces recae en principio 
sobre hechos pasados. Deben juzgar y aplicar el derecho a un acontecimiento ya producido. A la 
C.S.J.N. se le atribuye jurisdicción para "el conocimiento y decisión de todas las causas que versan 
sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación". Es decir, en principio es preciso 
que exista una causa concreta en la que un hecho concreto haya sucedido. Por ello, la doctrina describe 
que su actuación es ex post facto, a diferencia de las facultades atribuidas al Congreso, quien actúa en 
principio de manera ex ante. 
Hasta aquí la teoría general. Sin embargo, la evolución de las democracias participativas, la 
complejización de las funciones de los Estados modernos, el crecimiento de las estructuras 
administrativas a fin de la ejecución de las políticas públicas cada vez mas abarcativas de los diversos 
aspectos de la vida humana y de la administración del patrimonio estatal, ha dado cuenta de diverso 
tipo de  invasiones de los límites de funciones de otros órganos. Lo propio ha sucedido en el Poder 
Judicial y en el Poder Legislativo. El Estado Moderno se presenta como un gran sistema de potestades 
complejas de naturaleza cruzada de los actos de los poderes estatales. El Poder Ejecutivo, posee la 
facultad de dictar decisiones de naturaleza jurisdiccional (ej. Tribunales  administrativos, Indulto) y de 
funciones de naturaleza legislativa, mediante el dictado de decretos y resoluciones de aplicación general 
a la comunidad. El Poder Legislativo emite resoluciones de naturaleza administrativa, en principio 
típicas del Poder Judicial (como por ejemplo las relativas a su propia administración interna) así como 
de naturaleza jurisdiccional (como por ejemplo el juicio político y la amnistía). A su vez, el Poder 
Judicial en principio titular de las funciones jurisdiccionales (las que implican la existencia necesaria 
de una causa concreta a fin del juzgamiento de la aplicación de las leyes) emite actos administrativos a 
fin de organizar internamente su administración. La vida y las necesidades sociales y políticas del siglo 
XX y XXI han determinado la creacción de esquemas institucionales con maquinarias inmensas 
constituidas al margen de la Constitución. Ello ha llevado a diversos doctrinarios597 a afirmar que la 
división de poderes no es absoluta, sino que reconoce diversas excepciones, siendo las principales las 
                                                 
597 Ver entre otros Fayt Carlos S., Nuevas Fronteras del Derecho constitucional, ob.cit,.  Asimismo ver Carmona Tinoco, 
Jorge Ulises, La división de poderes y la función jurisdiccional, documento electrónico disponible en : 
http://www.jurídicas.unam.mx/publica/librev/rev/refjud/cont/9/pjn/pjn3.pdf,  enlace verificado el 12 de marzo de 
2010.  
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emanadas de las propias constituciones y que, en lo que hace a la función jurisdiccional stricto sensu, 
la dogmática noción de que los jueces sólo aplican derecho existente y no crean derecho, es irreal. Lo 
cierto es que la teoría de la división de poderes ha adquirido un carácter relativo y flexible, en tanto se 
encuentra evolucionando a lo largo de los cambios sociológicos que los Estados han sufrido producto de 
las democratización en la toma de decisiones en general598. Producto de esto, la división de poderes, en 
el contexto de cada comunidad, debe adaptarse a los cambios sociales y políticos que se producen en el 
desarrollo histórico. La democratización de los sistemas eleccionarios hace que el titular del gobierno y 
la mayoría parlamentaria estén vinculados por la estructura partidista599, lo que consolida la 
conformación de objetivos políticos comunes. La consecuencia de esta nueva conformación del poder 
público intervenido por la ingerencia de nuevos agentes que presionan para la toma de decisiones, 
determina que, en los Estados modernos, sea común y habitual que el Poder Legislativo y el 
Administrativo no se contrapongan, sino que, por el contrario, actúen coordinadamente en la 
consecución de objetivos comunes a fin de concretar los programas políticos. 600 
En igual sentido, Ferrajoli601 explica que la clásica división de poderes del siglo XVIII atribuida a 
Montesquieu es inadecuada para explicar la complejidad de la esfera pública de las democracias 
contemporáneas, no sólo por la cantidad y complejidad de funciones que fue sumándose a la función 
ejecutiva sino también por la existencia de sistemas de  “co-división“ y no de separación de poderes 
(aludiendo a la necesidad actual de los sistemas parlamentarios de coordinar decisiones y políticas y la 
presión que sufre el titular de gobierno de las cámaras legislativas atento a la facultad de esta en 
función de su remoción). Ferrajoli explica a su vez que existe un “esfera de lo indecidible”, expresión que 
es utilizada para denominar al conjunto de principios que, en democracia, están sustraídos a la 
voluntad de las mayorías. Ellos son los límites a los poderes públicos. La primera esfera es la de las 
prohibiciones, o sea la de los límites negativos impuestos a la legislación son aquellos estipulados en 
garantía de los derechos de libertad; la segunda es la de las obligaciones, es decir la de los vínculos 
positivos igualmente impuestos a la legislación en garantía de los derechos sociales. Según este 
doctrinario, el conjunto de las dos esferas equivale al conjunto de las garantías de los derechos 
constitucionalmente establecidos, dirigidas a asegurar su efectividad. Esfera de lo indecidible es una 
                                                 
598 Ver García Macho Ricardo, Problemática de la división de poderes en la actualidad, disponible en: 
 http://www.cepc.es/rap/Publicaciones/Revistas/3/REPNE_053_174.pdf , enlace verificado el 16 de marzo de 2010  
 
599  En este sentido Manuel García-Pelayo coincide en que  más allá de la independencia formal entre los órganos 
legislativo y ejecutivo, en la actualidad  hay una dependencia común de un centro decisorio localizado en un partido 
o en una coalición de partidos; lo que  relativiza la división horizontal de poderes tácita o expresamente establecida 
por las Constituciones, pues, en  definitiva lo que sucede en los hechos es que el Parlamento y el Gobierno se 
convierten en subestructuras de operativización  de decisiones del programa de uno o de unos partidos. De este 
modo, considera que la división tradicional de poderes queda  sustituida  por la existente entre el gobierno y la 
mayoría parlamentaría, de un lado, y la posición (minoría) parlamentaría, de otro. 
Ver desarrollo in extenso en García-Pelayo Manuel, “El Estado de Partidos”, documento electrónico disponible en  
http://www.der.uva.es/constitucional/materiales/libros/garcia_pelayo_3.pdf, enlace verificado el 16 de marzo de 
2010. 
 
 
600 Ver García Macho Ricardo, Problemática de la división de poderes en la actualidad, ob. cit.  
 
601 Para más detalle ver en expenso Ferrajoli Luigi, La esfera de lo indecidible y la división de poderes, disponible en  
http://www.cecoch.cl/docs/pdf/revista_ano6_1/Laesfera17.pdf,  enlace verificado el 16 de marzo de 2010. 
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noción simétrica y complementaria de la de esfera de lo decidible. Explica que las dos esferas sirven 
para identificar, respectivamente, la esfera discrecional de la polí tica, que es propia de lo que ha 
llamado “funciones” e “instituciones de gobierno”, y la esfera vinculada a la sujeción a la Ley propia a 
las que llama “funciones” e “instituciones de garantía”. Se trata de una distinción que permite repensar 
y rediseñar la estructura de la esfera pública y, específicamente, la separación de poderes.602  
Para finalizar de relativizar los principios y la nitidez teórica del propio sistema de división de 
poderes, algunos doctrinarios sostienen que el sistema de división de poderes puro no existe en la 
actualidad y no ha existido tampoco en el pasado, incluso en el país de la propia cuna de la teoría603. 
Andrés Boix Palop604 considera que la producción legislativa de un Estado republicano le otorga al 
Poder Legislativo una preponderancia sobre el resto de los poderes en tanto éste es el reflejo de la 
voluntad del pueblo605. Al ser la Ley como manifestación de la voluntad general, el Poder Legislativo es 
                                                 
602 Ferrajoli expresa que la clásica división de los poderes del siglo XVIII que se remonta a Montesquieu es hoy en día 
inadecuada para dar cuenta de la complejidad de la esfera pública de las democracias contemporáneas, siendo 
inadecuada  especialmente en el ámbito axiológico, ya que  “gran parte de las funciones administrativas que se 
desarrollan con la construcción del Estado social, no son de hecho funciones de gobierno, sino funciones de garantía 
cuyo ejercicio, al igual que sucede con la función judicial, consiste en la aplicación de sus presupuestos legales y 
requiere no dependencia y control, sino por el contrario independencia de las funciones de gobierno, es decir del 
poder ejecutivo dentro del que se han desarrollado fuera de todo diseño constitucional”(ver . Ferrajoli Luigi “La es fera 
de lo indecidible y la división de poderes”  ob. cit. ) 
 
603  Boix Palop manifiesta que el quiebre de la teoría de la división de poderes se encuentra, entre otras situaciones, 
con las denominadas “convalidaciones legislativas”, siendo ellas las primeras muestras de  interferencia del 
legislador por sobre el poder judicial, con la expresa voluntad de anular  las decisiones judiciales. Explica que las 
mismas surgen junto al nacimiento mismo del nuevo modelo de legalidad y de la separación de poderes, ya que este 
fenómeno aparece en Francia ante la convulsionada situación política inmediatamente posterior a la Revolución de 
1789, lo que  favoreció derogaciones y excepciones a la nueva legalidad republicana. El autor cita a Ghislaine 
Fraysse-Druesne, en La lutte contre l’arbitraire en droit public français, Tesis Doctoral, Université de Droit, Économie 
et Sciences Sociales de Paris (Paris II), 1977, p. 47,  quien  escribe: “«desde el 17 de junio de 1789, el mismo día en 
que el Tercer Estado se proclama Asamblea Nacional, queda patente el clima ambiguo en el que los constituyentes 
van a verse obligados a trabajar. En efecto, un decreto adoptado “para asegurar la percepción de impuestos y el pago 
de la deuda pública” proclama solemnemente el principio según el cual toda percepción de impuestos operada sin el 
consentimiento previo de los representantes de la Nación es ilegal y concluye que “las contribuciones, tal y como se 
perciben actualmente en el Reino, no habiendo sido consentidas por la Nación son todas ilegales y por consecuencia 
nulas en su creación, extensión o prorrogación”. También leemos con sorpresa, en el párrafo siguiente, que la 
Asamblea “declara por unanimidad consentir provisionalmente para la Nación que los impuestos y contribuciones, 
aunque ilegalmente establecidos y percibidos, continúen siendo recaudados de la misma manera que lo han sido 
precedentemente”. En un primer momento se satisface uno de los deseos más vivamente expresados en los Cahiers 
des Dóleances; en un segundo se difiere la aplicación, manteniendo la práctica precedente, pero de todas maneras 
cubierta por la Asamblea. Lo que le hace perder su ilegalidad original». De este modo Boix Palop identifica la 
existencia de convalidaciones legislativas “en toda regla que afecta a unas concretas actuaciones tributarias. Y lo 
hace no sólo hacia el futuro (modificando el régimen legal que coyunturalmente será exigible a estas actuaciones 
administrativas), sino también hacia el pasado (amparando incluso las exacciones provenientes del Antiguo 
Régimen, por mucho que de acuerdo con la nueva legalidad republicana éstas fueran ilegales).”   
Ver Boix Palop Andres, La división de poderes, sus equilibrios y sus quiebras, disponible en 
http://www.uv.es/aboixp/publicaciones/boix.%20convalidaciones%20legislativas.%20introduccion.pdf enlace 
verificado el 17 de febrero de 2010 
 
604 Boix Palop Andrés, La división de poderes, sus equilibrios y sus quiebres, ob. cit.  
 
604  Boix- Palop cita a García de Enterría, quien dice “la legalización del poder incluye, en primer término, a la 
justicia, en la que destierra definitivamente su atribución estamental a ciertas castas y también su paternalismo 
anómico, fundado en la superioridad política o moral del juez o del Rey en nombre del cual actúa, así como su apoyo 
en antiguas e inextricables reglas, en máximas de equidad tradicionales o, en último extremo, en el buen arbitrio del 
juez. A partir de ahora la justicia será precisamente la aplicación de la Ley y nada más, a cuyo efecto (novedad 
absoluta en la historia) se hace obligatoria la motivación de la Sentencia, de modo que aparezca su función de 
particularización al caso concreto de la Ley aplicable”. 
 
605 Dirá: “En definitiva, por mucho que el poder se separe y divida, por mucho que se establezca un sistema de 
equilibrio funcional, no puede dejar de reconocerse, en una democracia, una posición singular al Poder Legislativo 
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dotado de una enorme fuerza, incluso desequilibrante de las relaciones entre los poderes en su 
beneficio. A partir de este análisis, el profesor argumenta que es especialmente fuerte  la subordinación 
que producto de esa situación se establece entre el Poder Judicial, quien es quien debe aplicar las leyes, 
en tanto el Poder Legislativo es el creador de las normas, predetermina, al menos en teoría, toda la 
actividad judicial.606 Según su visión, la vinculación del juez a la Ley y al derecho, sitúa al poder judicial 
en un lugar de subordinación teórica respecto del poder legislativo, en tanto éste es el punto de partida 
para que, al amparo de su investidura democrática, se produzcan  interferencias de forma más o menos 
directa, en ocasiones, en la labor del juez. Señala que la creación de los Tribunales constitucionales en 
algunos países de Europa (y en España en especial) y la consagración posterior del control de la 
constitucionalidad han acabado de configurar una división del poder público más amortiguada y 
matizada, en el que intervienen incluso órganos ajenos a los tres poderes tradicionales. Esta 
institución, se constituye de este modo en un instrumento de garantía de los equilibrios establecidos en 
las constituciones a fin de limitar el ámbito funcional de los diversos poderes del Estado. Atribuye a 
este Tribunal la creación de un nuevo equilibrio contra mayoritario que amortigua el accionar 
legislativo.  
Este autor da cuenta de las conflictivas relaciones entre el Poder Legislativo y el Poder Judicial y 
desarrolla el tema de las interferencias del legislador en la labor jurisdiccional. Según su opinión, el 
sistema de división de poderes presenta quiebres, siendo el más explícito el quiebre dado mediante el 
uso de estas “convalidaciones legislativas” a través de las cuales se elude la disciplina que debe poseer 
la actuación del legislador, siendo éstas las vías de uso y abuso de la capacidad de enmienda legislativa 
a decisiones judiciales. En relación a esta figura, demuestra que la Ley puede ser utilizada como 
método para lograr indemnidad en una concreta actuación, a cargo de los tribunales ordinarios, 
sencillamente por el procedimiento de emplearla para aprobar una medida que hubiera debido ser  una 
actuación administrativa. Menciona la tendencia actual de algunas Comunidades de utilizar leyes para 
resolver cuestiones polémicas de índole claramente administrativa precisamente para buscar este efecto 
de indemnidad en sede de jurisdicción ordinaria.607  Este tipo de actos del Poder Legislativo, le otorgan 
                                                                                                                                                             
en la medida en que es en su seno donde se adoptan, aplicando la regla de la mayoría, las decisiones jurídicamente 
imputables a la comunidad en su conjunto.” (Boix- Palop, ob.cit) 
 
 
 
607  El autor ejemplifica un caso de convalidación legislativa con un hecho  ocurrido durante el proceso de 
descolonización que siguió a la  Guerra de Argelia, diciendo: “ el Conseil d’État había sido llamado a enjuiciar la 
Ordenanza de 1 de junio de 1962, del Presidente de la República (a la sazón el General De Gaulle), que instituía y 
organizaba un Tribunal Militar de Justicia (Cour militaire de justice), jurisdicción de excepción que se encargaba de 
juzgar las infracciones cometidas 
en los sucesos ocurridos en relación con la insurrección en Argelia. La Ordenanza es impugnada con ocasión de la 
condena a muerte que el mencionado Tribunal dicta contra el Sr. Canal, alegando que el texto del Presidente de la 
República suponía una intromisión en lo que debiera ser el ámbito de la potestad legi slativa, y a su recurso se unen 
tanto los Srs. Robin y Godot, igualmente condenados, como cinco senadores. El Conseil d’État atendió el recurso 28 
y anuló la Ordenanza al entender que, si bien la institución de una jurisdicción especial encargada de juzgar los 
delitos e infracciones conexas cometidas en relación con los sucesos de Argelia puede considerarse un medio 
adecuado para alcanzar los fines señalados en la Ley de 13 de abril de 1962, ello no supone que pueda eximirse en 
su funcionamiento del cumplimiento de los principios generales del Derecho penal y de los derechos de defensa, 
claramente difuminados en la Ordenanza. La regulación en cuestión, además, no es considerada justificada por las 
circunstancias de la época, dada la gravedad e importancia de los ataques a los derechos señalados y que, a juicio 
del Consejo, los fines perseguidos podrían haberse logrado igualmente sin necesidad de obviar estas garantías. 
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la  posibilidad al legislador no sólo para ejercer su poder de ordenación con carácter previo a la 
aparición del conflicto y su solución a cargo de un juez, sino que lo haga con posterioridad a estos 
hechos, influyendo de forma mucho más clara y directa, aplicación judicial de sus dictados mediante, 
en la solución de los litigios. De este modo, el poder legislativo puede dejar sin efectos la declaración 
judicial, ya producida o próxima a producirse, de la ilegalidad de una concreta decisión administrativa. 
El legislador, una vez acaecida ésta, o ante el riesgo de que tenga lugar, interviene para rescatar la 
actuación administrativa, e inmunizarla con el escudo protector mediante la figura de la ley, 
imponiéndose de este modo al juez, quien no puede sino aplicar la ley. El autor ejemplifica  que las 
“convalidaciones legislativas” son un recurso frecuentemente utilizado en la actualidad. Cita medidas 
tomadas en España en el marco de  la regulación y control de los actos de terrorismo. El Estado, al 
querer ahogar económica y jurídicamente a las entidades e instituciones próximas a organizaciones de 
este tipo (como es el caso de los partidos políticos ligados al terrorismo vasco Ej: Batasuna) ha 
desplegado técnicas jurídicas de convalidación legislativa en relación a la financiación pública que 
reciben partidos políticos que se identifican con los objetivos de las organizaciones dedicadas a la lucha 
armada. La legislación en la materia ha sido modificada y ha introducido la convalidación de 
actuaciones administrativas previas que habían sido declaradas ilegales por jueces a la luz de la 
legislación anterior.608 De este modo, el autor plantea que, este tipo de leyes de convalidación, deberían 
analizarse a la luz del equilibrio perdido propio del sistema de la división de poderes y e specialmente a 
las funciones atribuidas constitucionalmente a los jueces y tribunales. 
La crítica que por su lado recibe la institución judicial circula, según se viera, entre las 
imputaciones de “poder no democrático”609 atento a la falta de elección social mediante comicios 
formales de sus miembros610, y de “invasora” de las funciones y roles correspondientes a los otros 
                                                                                                                                                             
La reacción al arrêt Canal fue inmediata. En un clima enrarecido, en vísperas del referéndum de 28 de octubre de 
1962 sobre la independencia argelina, la decisión del Conseil d’État se convirtió en una desautorización al gobierno 
del General De Gaulle, que no tardó en dar respuesta jurídica a la misma. El remedio elegido, dado que la 
jurisdicción administrativa francesa que encarna el Conseil d’État no puede entrar a juzgar la bondad de las leyes, 
fue precisamente convalidar legislativamente la Ordenanza por medio de la Ley de 15 de enero de 1963. Esta norma 
reemplazó al Tribunal Militar por un nuevo Tribunal de Seguridad del Estado (Cour de sûreté de l’État), órgano ya 
carente de las taras del primero y perfectamente acomodado a la legalidad. Pero, además, el artículo 50 de la nueva 
Ley contenía una declaración de tenor convalidador de las ilegalidades anteriores, pues declaraba que las 
actuaciones cuestionadas «tienen y conservan fuerza de Ley desde el momento de su publicación».” Boix- Palop, ob.cit. 
 
 
608 El autor menciona que, la finalidad de la norma, va más allá de la reforma del sistema de financiación de partidos 
políticos, en tanto  es también convalidar legislativamente las reiteradas negativas de la administración española a 
realizar los pagos de las subvenciones debidas a Batasuna y sus antecesoras, las que habían sido declaradas ilegales 
judicialmente.  El objetivo en este caso de la Ley de convalidación en este sentido, es transformar las  negativas de la 
Administración a actos jurídicos jurídicamente inobjetables, al caer el reproche del que eran merecedoras (la falta de 
sustento legal). 
 
609 Esta imputación data de la propia creación de los sistemas judiciales modernos y es la alegación más frecuente 
en el uso de mecanismos de cercenamiento de su independencia (desde Napoleón en adelante e inclusive en EEUU). 
Lincoln, ofuscado por la decisión de la Corte Americana de negarle la emancipación al esclavo Dred Scott  di jo en el 
discurso del 4 de marzo de 1861: “los ciudadanos desinteresados, deben admitir que si la vida política del gobierno 
sobre las cuestiones vitales que interesan a la Nación entera, fuera fijada irrevocablemente por las decisiones de la 
Corte Suprema, el pueblo cesaría de gobernarse remitiendo sus poderes a ese Tribunal eminente”. Citado en Fayt CS 
“Nuevas Fronteras..” ob. cit.  pág.. 17. para más sobre el tema ver también Bercholc, La Independencia de la Corte, 
ob. cit.  pág. 44, en cita a Dahl Robert. 
 
610 En especial esta crítica se formula ante el análisis de la esencia del control de constitucionalidad que la C.S.J.N. 
ejerce sobre las leyes, derogando en los hechos su aplicación y ejecutando de este modo un acto de naturaleza 
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poderes de Estado. En parte, la calificación de “activista” que se efectúa a las Cortes Supremas del 
mundo, inclusive a la argentina, se relaciona en parte con el desarrollo de actividad y resolución de 
situaciones que el resto de los poderes de Estado no han adoptado o han adoptado en violación taxativa 
o implícita a las Constituciones.  
Para rechazar la imputación de antidemocrática deben analizarse los hechos. La realidad diaria 
demuestra, según se dijera, que el Poder Judicial es el más cercano al pueblo, el que más cerca se 
encuentra de él en tanto dirime sus conflictos de manera permanente, directa, sin intermediación de 
partidos políticos y sin sujeción a órdenes de bloques partidarios. Su representatividad surge, según se 
mencionara, de haber sido creada por los constituyentes representantes del pueblo. Adicionalmente, 
debe tenerse en cuenta para un análisis holístico, la variación promedio de los magistrados de las 
Cortes Supremas en los cargos611, para dar cuenta de la inexistencia material de perpetuación en el 
poder del promedio de los magistrados supremos. Por ello, atribuirle caracteristicas no democráticas y 
basar sobre eso el ataque a sus funciones, en definitiva desplegadas mayormente por la ineficacia y/o 
error de los demás poderes públicos en la programación o concreción de las políticas públicas y las 
mandas constitucionales, es en definitiva desconocer que, el Poder Judicial creado de modo definitivo 
en el propio texto originario de la Constitución Nacional, el cual les otorgó el derecho a la 
inamovibilidad, tanto a la Corte como a todos los tribunales inferiores, a fin de salvaguardar, en 
definitiva, la República. Esta legitimidad es única de origen en el caso de la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación Argentina, en tanto el resto de los tribunales inferiores debían ser creados por el Congreso. 
Ello es un voto de confianza único e inigualable en el resto de los poderes, y es lo que da fundamento a 
su poder y prerrogativas, las que se complementan en tanto único poder que permite el contacto directo 
y sin inter mediación de los ciudadanos individuales y colectivos , pero que en contraprestación exige el 
máximo de sus esfuerzos en el mejoramiento a la sociedad que está llamada a ordenar en orientación al 
bienestar general. 
Se comparta o no la existencia de una crisis en el área de la teoría de la división clásica de poderes 
o de los sistemas modernos de representación, lo cierto es que, en la actualidad, el Estado y sus 
estructuras se encuentran sometidos a la agitada dinámica social, a la cual deben adaptarse en tanto 
responsables por la condiciones de la vida de la comunidad y de la tarea de su organización y dirección. 
En parte ello ha sucedido, ya que la vertiginosidad y complejidad del acaecimiento de los hechos 
sociales ha repercutido e incidido en la propia estructura estatal y en el sistema de toma de decisiones, 
con un “desplazamiento del centro de gravedad hacia el complejo organizativo del poder ejecutivo; 
reequilibrio mediante una revalorización del papel del juez; transformación, en definitiva, hacia un 
                                                                                                                                                             
legislativo, sin en realidad, poseer la legitimación formal ni material de un legislador debidamente elegido en 
comicios por el pueblo.   
 
611 Ver Dahl, Robert, ob. cit., manifietsa que la C.S.J.N. de EE UU se renueva en promedio un miembro cada 22 
meses, lo que implica una circulación más dinámica que la del resto de los poderes. En la Argentina, el Dr. Fayt 
analiza en su libro los períodos  y las causas de renuncia o renovación de cargos de los magistrados de la Corte 
Suprema de Justicia Argentina, ver. Fayt Carlos, Self Moving, Garantía de Independencia del Poder Judicial, La Ley, 
Buenos Aires, 2000,  págs. Apéndice 114 a 117, del cual surge que, del año 1860 a 1989, nuestra Corte fue 
integrada por una nómina de 98 jueces cuyos periodos de funciones son relativamente cortos. 
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complejo sistema policéntrico de «dirección» social”.612 En ese contexto, el derecho, en tanto 
instrumento regulador de conductas, debe aceptar el rol de adaptar las instituciones al cambio, re 
equilibrando las necesidades sociales de estabilidad y seguridad en contexto flexibles.613 Un ejemplo 
histórico de estos cambios se presenta en la instauración del Welfare State, que supone la del activismo 
tanto de la función gubernativa como de la de control, y que se concretó en la superación de la noción 
de intervención mínima del Estado que inspiró la creación de las primeras Constituciones cuyo fin 
último era la restricción del poder estatal.  
A su vez, los cambios constitucionales de 1994 en Argentina, en buena parte dan cuenta de la 
aceptación de la necesidad de adaptación de las instituciones a nuevos y complejos panoramas 
sociales. La creación constitucional del Defensor del Pueblo (art. 86 C.N.), la incorporación de los 
derechos de todos a un medio ambiente apto sano y equilibrado (art. 41C.N.), la incorporación de los 
derechos de las minorías étnicas, de los consumidores (art.42 C.N.), la permeabilidad habilitada en 
materia de defensa de derechos constitucionales mediante el Habeas Corpus y el Amparo (art.43 CN) 
como vías constitucionales expeditas y prioritarias, la incorporación de la Iniciativa Popular (art. 39 
C.N.) como la Consulta Popular (art 40. C.N), dan cuenta de una dirección social y participativa de la 
decisión constituyente derivada, la que interpretando los momentos históricos y los cambios sociales, 
masivamente avalados por el Poder Judicial mediante la emisión de acciones innovativas (como fue, por 
ejemplo, la propia creación del proceso de amparo previo a la existencia de regulación alguna en la 
materia), decidió consumar materialmente las mismas e incluirlas en el texto mismo de la Constitución. 
En estos esquemas incorporados subyace la idea de coordinación, de toma de decisión conjunta de la 
sociedad como mecanismo válido de regulación de la misma. En la noción de la consulta popular 
subyace la simbología de un poder decisor que, consiente de las limitaciones de la representación 
moderna, necesita validar o consultar con el pueblo lo acertado o desacertado de su decisión. Esta 
tendencia moderna a la co-participación en la toma de decisiones buscar hacer que las mismas sean 
más estables y que los resultados de la implementación de las mismas no presenten grandes 
oposiciones sociales.  
Ello hace que el sistema jurídico argentino de división de poderes, posea sus matices en cuanto a la 
nitidez de las funciones materiales de cada órgano estatal a la luz de la teoría de la división de poderes 
clásica. A su vez, estos  límites difusos y de engorroso reconocimiento, se encuentran acrecentados por 
la actividad de ejecución y normativa típica de los poderes ejecutivos modernos, en los que la actividad 
de tipo prestacional de la administración, propia del Estado social o del Estado de bienestar, ha 
incorporado funciones extra límites a las estipuladas en la teoría de los límites clásicos del Poder 
Ejecutivo.614 Esta dificultad delimitatoria de las funciones de los poderes y las violaciones 
                                                 
612 En este sentido ver Instituto Nacional de la Administración Pública, Panorama jurídico de las administraciones 
públicas del siglo XXI, Madrid,  Boletín Oficial de Estado 2002. 
 
613  Para más detalle ver Parejo Alfonso L., El Estado como poder y el derecho regulador de su actuación, hoy; algunas 
de las transformaciones en curso. 
Disponible en: http://www.clad.org/portal/publicaciones-del-clad/revista-clad-reforma-democracia/articulos/015-
octubre-1999/el-estado-como-poder-y-el-derecho-regulador-de-su-actuacion-hoy-algunas-de-las-transformaciones-
en-curso-1, enlace verificado el 18 de febrero de 2011. 
 
614 En este sentido de Bois- Palop. ob. cit.  
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constitucionales son lo que generan quiebres en el esquema de poderes constitucionales de muy fácil 
concreción (por acción o por omisión) y esto último es lo que habilita al Poder Judicial y a la C.S.J.N. en 
tanto órgano superior, a enmendar el mismo. Este es su poder intersticial,615 el cual implica el poder de 
inmiscuirse, de aceptar jurisdicción, hacer justicia y eventualmente suplir las omisiones de los poderes 
de Estado mediante la resolución que enmiende el error excesivo u omisivo para que la grieta o 
hendidura institucional no haga colapsar el sistema y genere daños tanto particulares como sociales. La 
facultad intersticial es la facultad esencial para la re estructuración del equilibrio constitucional y 
social, es el poder de inmiscuirse en situaciones de vacíos o espacios funcionales o decisionales, de 
subsanar y re- equilibrar el orden constitucional o social, el cual ejecuta desplegando, en general, sus 
poderes implícitos. Este poder es un poder adaptable, flexible constitutivo de certezas ante incertezas, 
re diseñador y re- adaptador de las fallas que el propio sistema de poder va presentando a medida que 
su antigüedad demuestra su obsolescencia. Ello es en gran medida lo que genera las tensiones entre los 
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial,616 ya que debe reconocerse incluso que el problema de la 
complejización del panorama y de las funciones del Estado también ha arrastrado a la C.S.J.N. La 
relativización de las fronteras tajantes entre los límites y funciones estatales definidos en materia de 
división de poderes la posiciona como parte del problema, pero, a su vez, como principal y última 
instancia decisoria. En este contexto de vaguedad fronteriza entre los poderes del Estado, lo único 
cierto es que cabe al Poder Judicial y, en especial, a la C.S.J.N. en tanto última instancia decisoria en 
materia constitucional:  
1.  Determinar los contenidos de las funciones estatales. 
2.  Establecer los límites de las funciones estatales. 
3.  Identificar las omisiones en las funciones estatales, requerir su cumplimiento o 
4.  Suplir el mismo. 
Este poder para impedir la invasión de facultades de los diversos órganos, impedir la irracionalidad 
de una medida o decisión que vulnere derechos constitucionales y para suplir las acciones y funciones 
del órgano omitente, es comúnmente criticado por el resto de los poderes políticos y algunos 
doctrinarios, caracterizado como el gobierno judicial. Esta crítica es infundada, en tanto esa función 
surge del mandato emanado de las raíces propias del pueblo”617 en tanto “No debe olvidarse que cada 
                                                                                                                                                             
 
615 El Dr. Fayt menciona el carácter intersticial  de sus poderes de la investigación del atentado de la embajada de 
Israel en su libro Criminalidad del terrorismo sagrado, Editorial Universitaria de la Plata, La Plata, 2001. en el cual 
explica que la causa en la cual se investigaba el atentado a la Embajada de Israel, fue iniciada por entender que la 
misma concernía al Embajador y al Cónsul de Israel, (art. 100 C.N. actual art. 116 C.N.), y que esta actuación 
intersticial del Tribunal debía operar ante la existencia de un cuartel general de terror antijudío, el cual podía 
comprender a iraníes, árabes, paquistaníes y cierta conexión local. 
 
616 La tensión entre los poderes constitucionales por el ejercicio y el límite de sus funciones data de la misma 
creación de la magistratura. A modo de ejemplo, debe recordarse las palabras de Jefferson, enemistado con 
Marshall, quién calificó de “despotismo de una oligarquía...cuerpo de zarpadores y mineros” a los Ministros de la 
Corte Suprema de EEUU, incluso de manera previa a las palabras de Lincoln, en ataque a la Corte por su decisión 
en el caso Dred Scott vs. Standford en 1856 a favor de la esclavitud  mencionada. Ver. Boffi Boggero, “La Teoria de la 
Separación de poderes y el gobierno de los jueces”  ob. cit.  pág. 834. 
   
617 El Ministro Luis Maria Boffi Boggero en, La Teoría de la separación de los poderes y el gobierno de los jueces, ED, 
T. 12, Págs. 833/840. utiliza esta expresión, en tanto mantiene su tesis en cuanto a que, el llamado gobierno de los 
jueces, es instituido por la propia constitución, “no como una invitación, sino como un mandato emanado de las 
raíces mismas del pueblo”.  
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vez que el pueblo vota presidente, vicepresidente o legisladores verbigracia, esta dando un voto 
condicionado implícitamente al poder que antes y de modo permanente entregó de modo permanente a 
los jueces mediante la Constitución”.618 La Constitución prescribe que la Corte debe intervenir en todas 
las causas que versen sobre los puntos de la Constitución Nacional y por las leyes de la Nación, 
inclusive en los temas que pueden ser de índole política atento a que se encuentra involucrado el 
derecho político, es decir, las normas que regulan el ejercicio de la política. De allí la riqueza de sus 
decisiones, como elementos históricos, políticos y culturales. Por lo demás, en un análisis de ejercicio 
de poder lato, deben tenerse en cuenta las propias expresiones de Boffi Boggero, quien sintéticamente 
expresa que no existen vacíos de poder, ya que, lo que el Poder Judicial indebidamente no juzga lo 
toman los otros dos o cualquiera de ellos.  
En concreto, el vacío de poder perpetrado por omisión de funciones de cualquiera de los otros dos 
poderes, puede ser llenado por el Poder Judicial en uso de su capacidad intersticial y ello es parte de la 
función de gobierno que efectivamente posee y debe ejercer. La Corte no debe ser infiel al mandato 
expreso constitucional y a la obligación y responsabilidad suprema que le cabe en la concreción de las 
prescripciones constitucionales y, en especial, en aquellas circunstancias en que el derecho a la vida y 
el derecho al ambiente apto sano y equilibrado que lo garantizan y pre condicionan, se encuentran 
comprometidos. Ella debe ser consiente de su rol en la defensa de los derechos y garantías 
constitucionales. Diluir su poder sólo a la de árbitro del proceso democrático es vaciarla de funciones y 
convertirla en una oficina vacía del poder real que ella posee, tal es el de transformación humanista y 
cultural, encausadora de las fuerzas sociales e individuales de la comunidad.  
 
6.5.2  Poderes implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina y la 
implicancia política en el uso los mismos. El aval, rechazo y direccionamiento de políticas 
públicas y su independencia histórica del resto de los poderes de Estado. Su actividad cultural en 
el mejoramiento social. 
 
“Si la Corte Suprema de Justicia de la Nación decidiera no usar sus poderes implícitos, abandonando las 
facultades que garantizan su condición de uno de los poderes del Gobierno Federal, no sólo debilitaría  la división de 
poderes  sino el régimen republicano, provocando un desvío de la estructura  institucional  de la Nación por inercia  o 
pasividad, todo lo cual, sin lugar a dudas  sería infausto para la Republica.”619 
 
En función de su esencial rol, y de las exigencias que la disciplina ambiental le planteará al Máximo 
Tribunal del siglo XXI, debe analizarse que ésta institución no sólo posee poderes explícitamente 
otorgados por las normas, sino también una serie de facultades inherentes e implícitas, que han sido 
históricamente utilizadas en general para liberarse de los rigorismos formales que le impedían tomar 
decisiones en casos en que la Constitución Nacional estaba siendo conculcada o cuestiones de índole 
                                                                                                                                                             
 
618 Boffi Boggero, La Teoría de la separación de los poderes y le Gobierno de los jueces, ob. cit.  pág. 836. 
 
619 Fayt C. S. “Los Poderes Implícitos…”, ob. cit.  Prefacio 
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político-institucional revistieron la suficiente gravedad como para ameritar su inte rvención. A fin de 
obtener la concreción de sus fines constitucionales, no sólo creó el sistema y la teoría del control de 
constitucionalidad de manera pretoriana a igual modo que la Corte de EEUU, sino que además, fue 
desarrollando a lo largo del tiempo nuevas posibilidades de apertura de vías y modos de arrogarse 
competencia a fin de estar habilitada para emitir sus pronunciamientos.  
La doctrina ha hecho alguna diferenciación entre los poderes implícitos y los poderes inherentes de 
los órganos de gobierno, los implícitos son los que se encuentran contenidos y limitados por el poder 
expreso dentro del cual está comprendido y del que forma parte, considerándose tales aquellas 
potestades auxiliares, contenidas en potestades expresamente enunciadas por una norma. Las 
potestades inherentes son aquellas propias y originarias de cada órgano constitucional derivadas de su 
carácter de Poder del Estado que escapan al ámbito de los poderes implícitos y no necesariamente 
emanan de algún poder enumerado. A pesar de esta diferenciación doctrinal la jurisprudencia del 
Tribunal, cada vez que ha hecho mención al uso de estas facultades, refiere a una noción de poderes 
implícitos que abarca e incluye no sólo aquellos auxiliares y subordinados a las potestades 
expresamente atribuidas por la constitución sino también a los poderes inherentes de los 
departamentos del gobierno federal.620 
Los poderes implícitos, si bien limitados, deben someterse a un test en el que debe analizarse 1) el 
carácter auxiliar y subordinado a un poder expresamente concebido al órgano, 2) que sea necesario o 
conducente a los fines o poderes expresamente reconocidos c) que resulte compatible con el diseño 
arquitectónico constitucional en torno a la distribución de órdenes respecto a los derechos y garantías 
individuales. 
El instituto de la revisión judicial de los actos de gobierno621, no deriva de algún mandato 
constitucional explícito, por ello el ejercicio del mismo debe reputarse como un poder implícito.622  A su 
vez, y en uso de sus poderes implícitos de defensa constitucional, el Tribunal argentino ha creado 
pretorianamente el recurso de amparo, el recurso extraordinario por sentencia arbitraria, el recurso 
extraordinario por gravedad institucional623 y el recurso per saltum624. El uso de estas facultades se 
presentó en casos de diversa índole, como la delimitación de las potestades de los diversos órganos de 
gobierno, la determinación de la intangibilidad de los sueldos de los jueces, su actualización, 
interferencia de los poderes en las áreas de conocimiento de los magistrados, y su actuación en 
                                                 
620 Fayt  C.S., Los Poderes Implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la  Nación, ob. cit.  pág.43. 
 
621 En un fallo del 5 de diciembre de 1865 la Corte Suprema enunció el principio de control jurisdiccional, 
sosteniendo que "es elemento de nuestra organización constitucional la atribución que tienen y el deber en que se 
hallan los Tribunales de justicia, de examinar las leyes en los casos concretos que se traen a su decisión, 
comparándolas con el texto de la Constitución para averiguar si guarda o no su conformidad con ésta y abstenerse 
de aplicarlas si las encuentra en oposición a ellas, constituyendo esta atribución moderadora uno de los fines 
supremos y fundamental del Poder Judicial nacional y de una de las mayores garantías con que se ha entendido a 
asegurar los derechos consignados en la Constitución contra los abusos posibles e involuntarios de los poderes 
públicos". 
 
622 Fayt C.S, Los Poderes Implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ob cit. pág.22, 23. 
 
623 Fayt C.S., Los Poderes Implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ob. cit.  pág.46. 
 
624 Nótese, nuevamente que, ninguno de estos institutos, derivaron en su momento de algún mandato constitucional 
explícito. 
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actividades políticas netas como en el caso de su intervención en los habeas corpus de personas que no 
figuraban como detenidas. Estas facultades implícitas son los medios a través de los cuales se 
desarrolló su activismo, es decir, son las facultades que ha utilizado para desplegar su creatividad, su 
protagonismo y su aggiornamiento para la solución de los problemas cambiantes de la sociedad625 y de 
las necesidades judiciales, sociales y políticas de los diversos y turbulentos momentos históricos de la 
Nación, las cuales han sido ejercidas por la Corte desde su fundación. Un breve análisis de su historia y 
de los Fallos más significativos dictados desde 1963, darán buena  cuenta de ello, a saber: 
Oyhanarte divide en 5 etapas ideológicas a la C.S.J.N., pero con el fin de actualizar y de sintetizar 
las mismas se identificarán 7 etapas:  
 
 Etapa 1863 a 1930: Bajo la presidencia del Dr. Gorostiaga, su primer fallo fue "Otero c. 
Nadal"626 (octubre de 1863), en el cual se declaró incompetente, definiendo que su competencia era sólo 
federal y que carecía de jurisdicción para conocer en una apelación interpuesta contra una sentencia 
penal dictada por el superior tribunal de una Provincia. En esta etapa, y durante sus primeros 40 años 
la actividad del Tribunal se concentró en delimitar su competencia y consolidar la República naciente627  
Debe recordarse que, en el lapso de 1862 a 1868 el país sufrió 107 revoluciones y murieron 4.728 
personas en 90 combates.628. A ello se agregó posteriormente el asesinato de Urquiza, el alzamiento de 
los caudillos del interior (como López Jordán cuyos detalles de crueldad se mencionan en Fallos 
21:128)629. En esta etapa todavía la guerra civil no había terminado y los miembros de la Corte estaban 
construyendo las bases de la institucionalidad. De esta etapa son los fallos “Caffarena”630 que permitió 
la unificación monetaria, “Cullen c/ Llerena”, “Sojo”631 “Ricardo López Jordan”. En materia de actividad 
política directa, dio numerosas muestras de actividad, debiendo mencionarse el caso de la intervención 
del Dr. Gorostiaga (Presidente de la Corte Suprema) y el Dr. Leguizamón (Ministro de la Corte) durante 
                                                 
625 En aval a esta idea ver Morello, Augusto M., La Corte Suprema en Acción, Librería Editora Platense - Abeledo 
Perrot, Buenos Aires, 1989, p. 119. 
 
626 Fallos 1:19. 
 
627  “La Corte tenía una tradición de modestia, casi de pobreza. En su antigua casa de calle San Martín, sus 
Ministros se reunían en torno a una mesita que parecía un costurero, unas carpetas impedían que el piso de 
mosaicos les helara los pies. En los crudos días conservaban sus sobretodos y se alzaban el cuello. El ascensor 
seguían funcionando a sangre y a veces quedaba un misterio suspenso entre 2 pisos” citado en Oyhanarte , ob. Cit. 
pág. 153. 
 
628 Cita del senador Oroño hecha por Busaniche en: Historia argentina Buenos Aires, 1965, p. 788 citado en 
Oyhanarte, Historia del Poder Judicial, ob. cit, pág.146 
 
629 En el fallo que condenara a López Jordán (fallos 21:128) la Corte describe los hechos “durante el sumario, se ha 
hecho cargo a López Jordán por haber cometido por tercera vez el delito de rebelión, invadiendo con fuerza armada 
la Provincia de Entre Ríos y librando combates con tropas  del ejército nacional; por haber cometido o autorizado en 
dicha rebelión, y las precedentes de 1870 y 1873, gran numero de homicidios, siendo las víctimas a veces fusiladas  
y otra ejecutadas a cuchillo; por haber hecho azotar a un gran numero de individuos, muriendo uno de ellos 
inmediatamente después, y por dos saqueos generales en los pueblos de Gualeguay y La Paz, y muchos otros de 
particulares, casas de negocios y establecimientos rurales, por haber impuesto contribuciones forzosas en varios 
pueblos, haber cobrado derechos de importación y haber violado la caja de la aduana de la victoria y otros puntos, 
extrayendo los dineros allí existentes”. 
 
630 Fallos 10:433. 
 
631  Fallos 34:363. 
 
 Página 326 - 476 
326 
la crisis de 1880, a fin de procurar, infructuosamente, la renuncia del General Roca a las elecciones de 
presidente de la Nación, con el fin de evitar la lucha armada entre la Nación y la Provincia de Buenos 
Aires. Asimismo en autos “Alem”632 referido a la detención del senador Leandro N. Alem durante el 
estado de sitio decretado para someter a la revolución radical de 1893, defendió fuertemente la 
independencia de los poderes y las inmunidades y garantías políticas de los legisladores de la Nación. 
En “Viñedos y Bodegas Irazu”633 declaró la inconstitucional de 2 leyes mendocinas sobre salario mínimo 
fundándose en los principios que inspiraban la libertad de contratación en las locaciones de servicio 
(las leyes protectorias laborales de contrato de trabajo serían posteriores en la historia).   
Debe recordarse que la etapa del roquismo (iniciada en 1880), de corte liberal conservador, 
consumó el tránsito de una Argentina pasotril a la Argentina liberal agropecuaria parte del mercado 
internacional, sobre la base de un modelo agro-exportador. Asimismo, se desarrolló la red ferroviaria 
nacional y se sancionaron las leyes de Registro y Matrimonio Civil, lo que ocasionó grandes problemas 
diplomáticos con el Estado Vaticano. Asimismo, se concretó la conquista de desierto, lo que adicionaría 
15 mil leguas cuadradas al territorio de la República. El mundo se tornaría masivamente violento, la 
1ra guerra mundial (1914-1919), librada en síntesis por la competencia en la apropiación de recursos 
naturales y posiciones geopolíticas mundiales, dejaría un saldo estimado de 8 millones de muertos634 y 
las economías nacionales devastadas. En Argentina, entre 1880 y 1930 se produjo una transformación 
económica, social y cultural, consolidándose la unión nacional, la educación universal obligatoria y 
laica y receptando a millares de inmigrantes europeos que transformaron el País y consolidaron la clase 
media nacional. En esta etapa se inició la agitación sindical y anarquista, de cuya prueba más violenta 
son las huelgas del año 1921 producto de la actividad de grupos sindicales y anarquistas en la 
Provincia de Santa Cruz en búsqueda de mejoras laborales  en especial en la actividad lanera, la cual 
terminó con el saldo de 1.500 hombres fusilados por orden del Presidente Yrigoyen. De esta etapa data 
el caso “PODESTA SANTIAGO Y OTROS C/ PROVINCIA DE BS. AS.s/DAÑOS Y PERJUICIOS635, el 
primer fallo que el Tribunal emitiera por la contaminación orgánica de la cuenca del Río Matanza 
(Riachuelo) producida por las curtiembres y saladeros que allí operaban. Asimismo, se pronunciaría a 
favor de los actuales Principios de Cooperación y Solidaridad, así como del Deber de Solidaridad 
(Principio 7 y 27)  en el uso de los recursos naturales.   
                                                 
632 Fallos 54:432. 
 
633  Fallos 156-24. 
 
634 Para trepar en la Segunda Guerra Mundial (1939-1945)  a un saldo calculado entre 50 y 60 millones de muertos 
incluyendo civiles. 
 
635 Fallos31:273 de fecha 14/5/1887. El 13/3/1867 el Consejo de Higiene había recomendado  al gobierno de la 
Provincia de Buenos Aires que no permitiera el vertimiento al Riachuelo de ningún desperdicio de los saladeros. Este 
decretó el 26/4/1867, la primera suspensión y nombra una comisi ón científica a fin de proponer medidas que 
conciliasen las faenas con la salud pública.  Sin perjuicio de ello, los saladeristas continuaron operando sin haber 
mejorado las condiciones higiénicas.  Posteriormente el gobierno decretó la suspensión y luego, la legislatura 
sancionó la Ley provincial del 6/9/1871, la cual decía: "quedan absolutamente prohibidas las faenas de los 
saladeros y graserías ubicados en el Municipio de la Ciudad y sobre el río de Barracas y sus inmediaciones".  Los 
saladeristas demandaron a la provincia de Buenos Aires, haciendo referencia a la Ley del 31/5/1822, que establecía 
los lugares donde debían situarse los saladeros, reclamando la indemnización de los daños y perjuicios que les 
causó la suspensión de las faenas de los saladeros situados en el Riachuelo, ordenada por la Ley provincial del 
6/9/1871. La Corte avaló la decisión ambiental del gobierno sobre las bases del poder de policía sanitario.  
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 Etapa 1930 (Oyhanarte la denominaría la etapa keynesiana). La postguerra y sus efectos, la 
crisis de 1929 en EEUU y el impacto económico que trajo al mundo también impactó en la visión de la 
Corte. De 1930 data el primer gobierno de facto de manos de Uriburu y la acordada del año 1930636 que 
reconoció al gobierno como de facto instruyéndolo en la defensa de los derechos  constitucionales. De 
esta época data el intervencionismo de Estado en todo el mundo y en la Argentina con las políticas del 
Presidente Justo, quien inició de la superación del estado liberal a ultranza para empezar a concretar el 
denominado Estado de Bienestar.  
En 1933, el senador Lisandro de la Torre denunciaría públicamente el pacto Roca-Runcimanan, 
imputando graves perjuicios nacionales y corrupción en la suscripción del mismo, lo que generó un 
debate en 1935 que terminaría con la agresión física por parte del ministro de agricultura Duhau hacia 
el senador de la Torre y con el homicidio de su discípulo el senador Enzo Bordabehere, por un asesino a 
sueldo (Ramón Valdez Cora), quien perpetrara el hecho con un arma de fuego en el propio edificio del 
Senado del Congreso Nacional. 
Las certezas en la interpretación constitucional se desvanecieron y desapreció la concepción de que 
el derecho de propiedad y la libertad económica como un derecho natural resguardado a ultranza por la 
Constitución Nacional, la cual sostenía un cierto orden o teoría económica. En 1934 la Corte amplió el 
poder de policía de emergencia637. En este sentido, se dictaron fallos como “Avico c/ De la Pesa”638, así 
como en “Ercolano c/Lantieri” (para suspender la ejecución de créditos hipotecarios y la prórroga legal 
de contratos hipotecarios639), así como la reducción de los intereses pactados, el control del comercio de 
carnes y en materia de expropiación se permitió la misma según fines estatales. De esta etapa data la 
creación de la doctrina de la sentencia arbitraria, que ampliaría notablemente las posibilidades del 
Tribunal en el entendimiento de las causas. Ello sucedió en "Storani de Boidanich c/Ansaldi"640 cuando 
                                                 
636 Su texto es analizado seguidamente, a cuya lectura se remite,. En lo sustancial, esta acordada se  editaría en los 
años 1943, 1955 y 1966. 
 
637 En esta etapa, en EEUU, el Presidente Franklin Roosvelt recibió una inusitada resistencia y activismo del Máximo 
Tribunal de ese país en la implantación del esquema económico del New Deal, invali dando 11 leyes emanadas del 
Congreso relativas a regulaciones sociales y restricciones de sistema liberal imperante destinadas a superar la 
depresión económica mediante acciones gubernamentales de intervención. En el periodo iniciado con el caso 
“Madison vs. Marbury” en 1803, la Corte había declarado inconstitucional en 129 años sólo 54 leyes. (promedio 1 
casi 2 años) , pero en el periodo de 1933 a 1936 anuló 11 leyes del Congreso. Ello derivó en el Court  Packing Plan 
en 1937 por el cual el Presidente intentó llevar a 15 el número de ministros del Tribunal, que encontró una severa 
oposición en el Congreso, tras lo cual, el Presidente Roosvelt se dirigió en una alocución a la población para obtener 
apoyo a su iniciativa. Tras la ratificación legislativa que tuviera en las elecciones, la Corte cambió el tenor de sus 
decisiones aceptando la intervención estatal en la economía, la reglamentación de las actividades económicas y las 
relaciones laborales, así como las competencias del Congresoen materia de cláusula comercial.  El caso del viraje fue  
WEST COAST HOTEL VS. PARISH, en donde el Juez Owen Roberts dio su voto para validar la Ley del estado de 
Washington que fijaba sueldo mínimo a mujeres, virando del caso Lockner y Morehead, aceptando que en las 
relaciones laborales los empleado y empleadores no estaban en pie de igualdad para negociar los contratos. Para 
más detalle ver Sola Juan Vicente, ob. cit.  Págs. 114 y 115. 
 
638 Fallos 172:21. 
 
639 En igual sentido que la jurisprudencia norteamericana en los casos “BLOCK”  y “HIRSH”. 
 
640 Fallos 184:137. 
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ésta revocó una sentencia que pretendía hacer caso omiso y desconocer el contenido de una sentencia 
anterior firme.  
El mundo se tornaría más violento aún con el inicio de la Segunda Guerra mundial en 1939 de la 
mano de armas mucho más letales impulsadas con combustibles más eficientes (dereivados del 
petróleo), dejando un saldo estimado entre 50 a 60 millones de muertos. El recurso hidrocarburífero 
tomaría un rol decisivo y determinante para las políticas nacionales e internacionales  y de cuya cuenta 
diera nuestro Máximo Tribunal años después en 1979 en “YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES 
C/MENDOZA, PROVINCIA  S/NULIDAD DE CONCESION MINERA”641. El mundo se organizaría según 
las directivas de los vencedores de la 2da. Guerra mundial, se creó el FMI (préstamos a corto plazo para 
cubrir las erogaciones de las balanzas de pagos) y el BANCO MUNDIAL (créditos a largo plazo a fin de 
financiar la reconstrucción de obras públicas), se sentaron las bases de la OMC y el GATT y se crearía 
la Organización de Naciones Unidas. Estados Unidos receptaría el oro del mundo en contrapartida de lo 
cual entregaría dólares asegurando un sistema de conversión monetaria, el cual fuera unilateralmente 
abandonado por el presidente Nixon en 1977.  
 
 Etapa 1947 a 1955: En el año 1945 la Corte Suprema argentina vivenció grandes tensiones 
con el Poder Ejecutivo de facto (instaurado tras el golpe de 1943 y que designaría a J.D Perón como 
Secretario de Trabajo y Previsión), invalidando el decreto Ley de traslado de los magistrados de Santa Fé 
y San Rafael, el que creó la Cámara de Apelaciones del Norte642 mediante acordada y sin existencia de 
causa judicial, no tomó juramento a los miembros de la Cámara de Apelaciones del Trabajo, ordenó la 
reposición del juez federal de Córdoba Barraco Mármol643 y declaró la invalidez parcial del régimen 
orgánico de la Secretaría de Trabajo y Previsión.644 Este conflicto tan abierto y tras las elecciones que 
consagraran al Gral JD Perón Presidente en 1945, desembocó con el inicio del juicio político de 1946-
1947 y sus miembros fueron removidos645, a través del proceso de juicio político a excepción del Dr. 
Casares. De esta etapa data la consolidación de la doctrina de sentencia arbitraria, siendo el segundo 
                                                 
641 Fallos 301:341. 
 
642 Fallos 201:239. 
 
643 Fallos 203:5. 
 
644 Fallos 204:23. 
 
645 Se les imputó más de 15 cargos a los ministros Nazar Anchorena, Sagarna, Ramos Mejía. La consistencia de los 
mismos fue muy criticada, entre ellos el cargo N° 2 al Dr. Sagarna fue por haberse "arrogado facultades de orden 
político, saliéndose de la función judicial para controlar e impedir el cumplimiento de los fines sociales de la 
revolución de 1943, dictando fallos que involucran designios políticos" y en el N° 7 "Por engrosar constantemente la 
lista anual de conjueces de la Corte Suprema con abogados del capitalismo extranjero o pertenecientes a la oligarquía 
dominante, simulando la insaculación ordenada por la Ley 4.162"  Ver Ancarola G.,  Reflexiones sobre la función 
Política de la Corte Suprema en los Gobiernos de facto, documento electrónico disponible en 
http://www.ancmyp.org.ar/user/files/1999/06.pdf, enlace verificado el 2 de junio de 2010.  Fueron removidos 
(Dres. Nazar Anchorena, Ramos Mejia, Sagarna, renunciando Repetto, Fueron designados Alfredo Orgaz, Enrique V. 
Galli, Manuel Argañaraz, Carlos Herrera y Jorge Vera Vallejo y se designó Procurador General de la Nación al doctor 
Sebastián Soler. 
 
 Página 329 - 476 
329 
fallo en que se aplicó la doctrina fue en 1948, en la causa "Municipalidad de Buenos Aires c/Cía. 
Primitiva de Gas"646. 
En este período se consolidaría el aval al rol del Estado intervencionista en la economía y la vida 
social. Asimismo se invalidó el régimen de guerra interno647, se negó amparo a los dueños del diario “la 
República” que había sido clausurado por no haber publicado en sus ediciones la cita “el año del 
General San Martín”648 y emitió acordadas producto de la muerte de Eva Duarte de Perón649 en una 
inusitada actitud política para la época.  
La Argentina seguiría violenta, a fin de derrocar al Presidente Perón, el 16 de junio de  1955 el 
bombardeo de la Plaza de Mayo, la Casa Rosada y la sede de la Confede ración General del Trabajo, 
terminó con 308 muertos y 700 heridos, a lo que prosiguió en represalia la quema de la Curia 
Metropolitana, las catedrales de Santo Domingo y San Francisco y otras ocho iglesias más. Tras este 
evento, el 16 de septiembre se produjeron bombardeos en varias partes del país, siendo la amenaza a la 
refinería de YPF en mar del Plata, el hecho desencadenador de la renuncia del Presidente Perón y la 
asunción al poder de la Revolución Libertadora encabezada por los Grales. Eduardo Lonardi, Aramburu 
e Isaac Rojas, quien proscribió al peronismo y removería a los dres. Casares, Pérez, Pessagno y 
Valenzuela, mediante el dec. 318/55.650 En ese mismo año (1955) la declararía inconstitucional en viejo 
sistema de edictos policiales en la causa “Mouviel”651 por considerar el sistema violatorio del derecho a 
la defensa en juicio y 2 años después, en 1957 emitió el fallo “Siri”652 en el cual se crearía 
pretorianamente la acción de amparo. 
 
 Etapa 1958 a 1966: Oyhanarte definió el período entre los años 1958 a 1962 como años 
tormentosos, por la cantidad de golpes de estado y sus tentativas, huelgas y revueltas sociales, 
enjuiciamientos de civiles con el Código de Justicia Militar que en rigor ya había ocurrido en la etapa 
anterior, en el caso “Adhemar Robustiano Moreno”653 en 1960, ordenó al Consejo de Guerra poner al 
detenido a disposición de la justicia ordinaria en un plazo de 3 días el cual fue cumplido por el 
gobierno. En este caso, la Corte se auto tituló “órgano supremo de la justicia argentina”. Lo mismo 
sucedería con el plan Conintes. El presidente Frondizi sancionó la Ley 15.271 que consiguió el primer 
                                                 
646 Fallos, 211:958. 
 
647 Fallos 223:206 entre otros. 
 
648 Fallos 216:606. 
 
649 Fallos 225:21, 225-23, 225:27. 
 
650 La “Revolución Libertadora” destituyó a Corte, nombró a otra y declaró “nula y sin ningún efecto” a 12 acordadas 
(de 1952 a 1955), de adhesión al gobierno de Perón. 
 
651 Fallos 237:637. 
 
652 Fallos 237:459. 
 
653 Fallos 246:237. 
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aumento de miembros de la Corte Suprema de 5 a 7654. Depuesto el presidente Frondizi, la C.S.J.N. 
rápidamente tomó juramento al vicepresidente Guido aplicando la Ley de Acefalía 252 ante el receso del 
Congreso, aún pudiendo denegar su aplicación, a fin de salvar la continuidad institucional republicana 
y para evitar la anarquía, eludiendo pronunciarse a favor de lo solicitado en el caso “Pitto Luis María655” 
utilizando su potestad de salvación institucional. Otra decisión hubiera arrojado el gobierno a las 
manos del poder de facto. Permitió la personería jurídica del partido justicialista ante la proscripción de 
la Ley 16.652. En este período se terminó de cristalizar que el método de interpretación constitucional 
debía ser dinámico y adaptable a la realidad social del momento en el caso “Gonzalez Orquin”656, en el 
cual transcribió una cita de Galbraith en uno de sus considerandos últimos “un país puramente agrícola 
tiene posibilidades de no prosperar ni siquiera en su agricultura” en claro respaldo a las políticas de 
industrialización de la época. La violencia continuaba producto de grupos sindicales, obreros y 
peronistas reprimidos por el plan Conintes. De esta época data la aplicación de la teoría de la gravedad 
institucional a casos diversos de los juicios de apremio, de este modo el Tribunal volvió a ampliar su 
capacidad de intervención.  
 
 Etapa 1966-1976: En 1966 se produjo otro golpe de Estado liderado por el Gral. Onganía, 
quien removió a los ministros de la Corte mediante el decreto 3/66 (Dres. Aberasturi, Boff i Boggero, 
Colombres, Zabala Rodríguez, Imaz, Mercader Longhi, y Araoz de la Madrid), de esta época data la 
designación de la primer mujer en el Tribunal Dra. Margarita Argúas (1970). El número de ministros 
fue reducido a 5 nuevamente por Ley 16.895. En 1973 electo el Presidente Cámpora, los ministros de la 
Corte Arguas, Cabral, Chute, Ortiz Basualdo, Risolia presentaron sus renuncias y nuevos ministros 
fueron designados. En este proceso se inició un nuevo clima de violencia de atentados terroristas de 
grupos subversivos, en el que, ante la petición efectuada por  ex jueces de la Cámara Federal en lo 
Penal de la Nación -que estaba encargada de juzgar los actos subversivos-  afirmó que la misma tenía 
como designio "punir una circunstancial reacción popular" (Fallos, 286:62 del día 11 de julio de 1973.  
 
 En 1976-1983: En el año 1976 se produjo un nuevo golpe de Estado (Proceso de 
Reorganización Nacional) que removió mediante Ley 21.258 a los ministros de la Corte Bercaitz, Diaz 
Bialet, Levene, Masnatta, Ramella, designándose a los ministros Frias, Caride, Gabrielli, Heredia, Rossi 
y Videla Escalada. En el combate a los grupos terroristas y por la metodología utilizada para ello en 
términos de proceso y desaparición datan entre otros Fallos de la Corte exhortando al PEN a buscar a 
personas denunciadas como desaparecidas "Pérez de Smith"657, "Timmerman”658 "Zamorano"659 . De 
                                                 
654 Por la Ley 16.895 -dictada por el gobierno de facto del Gral. Onganía en 1966- se restablecieron a cinco cargos 
nuevamente. La ampliación del Alto Tribunal se concretó posteriormente  mediante la Ley 23.744 de 1990, por la 
que se elevó a nueve miembros.  
 
 
655 Fallos 252:177, de 1962 en el cual se solicitaba la re incorporación es su cargo del Presidente Frondizi. 
 
656 Fallos 264:416. 
 
657 Fallos 297:338, en donde solicita al PEN proceda a la búsqueda de personas declaradas como desaparecidas a fin 
de evitar la figura de privación de justicia y aún a pesar de declararse incompetente sobre el fondo del asunto. 
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1979 data el fallo “YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES C/MENDOZA, PROVINCIA  S/NULIDAD 
DE CONCESION MINERA”660, el cual avaló el dominio de los yacimientos hidrocarburíferas en cabeza 
del Estado Nacional. En 1982, tras largos años de infructuosas acciones diplomáticas, la Argentina 
decidió retomar militarmente las islas Malvinas en tanto territorio pertenenciente a su soberanía 
nacional. Murieron 649 combatientes argentinos y se estima que 1.188 británicos. La República 
Argentina aprendería una gran lección histórica. Los países centrales no cederían sus posiciones 
geopolíticas y de dominio de los recursos naturales obtenidos por la fuerza en el cono sur.  Para 
asegurar su eventual suministro hidrocarburífero, pesquero, asi como la posición geopolítica y militar, 
actuarían de manera conjunta y estarían dispuestos a utilizar la fuerza militar.  
 
 Etapa 1983-1989: En esta etapa fue electo el Presidente Alfonsín quien designaría nuevos 
ministros en la Corte ante la renuncia de los anteriores. Entre los nuevos ministros estarían los Dres. 
Genaro Carrió y Carlos S. Fayt. Esta nueva etapa fue de una gran actividad de alta potencia y sustancia 
política. Se procedió entre otras cosas, al juzgamiento jefes militares, y se declaró una nueva era de 
apertura en la doctrina de las cuestiones políticas no justiciables661, comenzándose a entender en 
cuestiones antes consideradas ajenas al Tribunal, con lo cual el mismo dinamizó su rol. En el caso 
“Ferrari Alejandro”662 la Corte avaló la creación del Colegio Público de Abogados de la Ciudad de Buenos 
Aires, valorando favorablemente “el perfeccionamiento de la democracia representativa, mediante la 
creación de instituciones que se adecuan a la creciente complejidad de la estructura social”. De esta 
etapa data el caso “Sejean” sobre el divorcio vincular, con lo que definió una vez más la proa de las 
decisiones vanguardistas, imponiendo el tema en la agenda del Congreso Nacional.   
 
 Etapa 1989-2003: El Presidente Menem envió al Congreso un proyecto de ampliación de la 
cantidad de miembros de 5 a 9, lo que ocasionaría una reacción política institucional de la Corte en 
defensa de su rol en la acordada 44/89 en la cual explicitó su disconformidad con esa medida. La 
misma no logró que efectivamente la Ley 23.774 fuese sancionada. Fueron designados entre otros los 
ministros Nazareno, Bossert, Vazquez y Boggiano. Fue una etapa de gran actividad en tanto las 
reformas del Estado que encaradas por el Presidente fueron radicales y profundas, todas ellas en el 
sentido de la des regulación y des -estatización de los sectores económicos. Fue una etapa de actividad 
creativa, marcada en parte por alguna coordinación ideológica con los aspectos generales de las 
                                                                                                                                                             
658 Fallos 300:816 y 301:771. 
 
659 Fallos, 298:448. 
 
660 Fallos 301:341 
661 La cual evolucionaría en los periodos posteriores hasta llegar a los mínimos estándares de cuyo ejemplo es el caso 
Fayt. A modo de ejemplo debe analizarse el avance de la doctrina en 2 casos uno del  año1986 data el caso 
“Graffigna Latino, Carlos y otros” y el otro de 1993 “Nicosia, Alberto Oscar s/ recurso de queja”. Fallos 316:2940 en 
donde consideró justiciable las decisiones en materia de los llamados juicios políticos y enjuiciamientos de 
magistrados en la esfera provincial, dictadas por órganos ajenos a los poderes judiciales locales, configuran cuestión 
justiciable cuando se invocaba por la parte interesada la violación del debido proceso. 
662 Fallos 1986:308. 
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políticas públicas diseñadas por el poder ejecutivo en el marco de la reforma del estado efectuada por 
Ley 23.696, razón por la cual ésta conformación de Corte fue acusada de poseer una mayoría 
automática de algunos ministros para la decisión favorables de los actos del gobierno. De manera 
disidente, según el análisis que muestra Bercholc (desarrollado seguidamente), es la conformación de 
Corte que más cantidad de inconstitucionalidades de normas co-etáneas dictó en la historia del 
Tribunal (con lo que se demuestra una gran independencia). Esta etapa inauguró la creación del 
recurso per saltum663, la declaración de inconstitucionalidad de oficio (caso Mill de Pereyra664), la 
declaración de inconstitucionalidad de una cláusula transitoria introducida por una reforma 
constitucional en el caso “Fayt”665. Asimismo dictó entre otros el caso “Visiotti”666, contra las políticas 
liberales, así como diversos fallos a favor del derecho a la salud667 y a la vida, entre los cuales el de 
“Asociación Banghalesis668 es sólo un ejemplo, desplegando una acción humanitaria ejemplificadora y 
que se profundizaría en la siguiente etapa. La cuestión ambiental se instalaría definitivamente en la 
agenda del Tribunal. En el año 2002, se emitiría uno de los  fallos ambientales más importantes, un 
fallo decisivo aunque poco atendido, el caso “ROSMAR S.A. C/ SECRETARÍA DE AGRICULTURA, 
                                                 
663 A cuya procedencia el Miinsto Fayt se opuso y cuya disidencia es analizada seguidamente. 
 
664 “Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de Corrientes 
s/ demanda contencioso administrativa”, Fallos 324 :3219 en donde expresó: “No puede verse en la admisión de la 
declaración de oficio de la inconstitucionalidad la creación de un desequilibrio de poderes en favor del Judicial y en 
mengua de los otros dos, ya que si la atribución en sí misma no es negada, carece de consistencia sostener que el 
avance sobre los otros poderes no se produce cuando media petición de parte y sí cuando no la hay (Voto de los 
Dres. Carlos S. Fayt y Augusto César Belluscio)” Los actores, un grupo de magistrados del poder Judicial de 
Corrientes- habían promovido una pretensión contencioso administrativa para que se les reconozca diferencias 
salariales ante la depreciación económica que habían sufrido sus sueldos por la falta de actualización en los 
periodos altamente inflacionarios (1984-1988), todo ello con incidencia negativa en la garantía de la intangibilidad de 
las remuneraciones de los jueces. El Tribunal Superior de Corriente hizo lugar al reclamo y declaro la 
inconstitucionalidad de varios artículos de la Ley de Convertibilidad Nacional y de la provincial de Consolidación de 
Deudas. La Provincia se defendió en el recurso extraordinario federal sosteniendo que el fallo había violado el 
principio de congruencia (ya que la inconstitucionalidad declarada no había sido pedida) y el principio de defensa en 
juicio (ya que no había existido posibilidad de debate al respecto). 
 
665 Del año 1999; Fallos 322:1609, el cual es estudiado seguidamente. 
666  Incluso la Corte dijo taxativamente que no desconocía que los efectos del fallo “podrían ser considerados, desde 
ciertas posiciones o escuelas, como inadecuados a los lineamientos que serían necesarios para el mejoramiento del 
llamado mercado de trabajo, cuando no del mercado económico en general. Esta hipotética censura, sin embargo, 
(…) resulta manifiestamente desechable (…). Consentir que la reglamentación del derecho del trabajo reconocido por 
la Constitución Nacional, aduciendo el logro de supuestos frutos futuros, deba hoy resignar el sentido 
profundamente humanístico y protectorio del trabajador que aquélla le exige; admitir que sean las ‘ leyes’  de dicho 
mercado el modelo al que deban ajustarse las leyes y su hermenéutica; dar cabida en los estrados judiciales, en 
suma, a estos pensamientos y otros de análoga procedencia, importaría (aunque se admitiere la conveniencia de 
dichas ‘ leyes’ ), pura y simplemente, invertir la legalidad que nos rige como Nación organizada y como pueblo 
esperanzado en las instituciones, derechos, libertades y garantías que adoptó a través de la Constitución Nacional.”  
Como corolario de lo expuesto, ha destacado “ que el hombre no debe ser  objeto de mercado alguno, sino señor de 
todos éstos”  y que “ no debe ser el mercado el que someta a sus reglas y pretensiones las medidas del hombre ni los 
contenidos y alcances de los derechos humanos. Por el contrario, es el mercado el que debe adaptarse a los moldes 
fundamentales que representan la Constitución Nacional y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos de 
jerarquía constitucional, bajo pena de caer en la ilegalidad. Es perentorio insistir, ante la prédica señalada, que el 
trabajo humano ‘ no constituye una mercancía’  (Fallos: 290:116, 118, considerando 4°)” .   
 
667 Entre otros “Policlínica Privada de Medicina y Cirugía S.A. c/ Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires.” Fallos 
321:1684, del año 1998. 
 
668 Asociación Benghalensis y otros c/ Ministerio de Salud y Acción Social - Estado Nacional s/ amparo Ley 16.986, 
Fallos 323:1339 del año 2000, que obligó a la cobertura de los remedios para VIH. 
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GANADERÍA, PESCA Y ALIMENTACIÓN”669 el que consagró como de gravedad institucional suficiente a 
la circunstancia de extinción de una especie natural (merluza) para la apertura de su competencia 
suprema aún en ausencia de sentencia definitiva.   
 
 Etapa 2003- El presidente Kirchner procedió al inicio del proceso de juicio político hacia 
algunos de sus miembros tras un discurso y anuncio público efectuado el día 4 de junio de 2003 por 
cadena nacional. Los ministros destituidos fueron los Dres. Boggiano y Moliné  O´Connor, mientras que 
los Dres. Nazareno, Vázquez Belluscio y López renunciaron. La conformación de Corte 2003 inauguró 
de manera casi concomitante al nuevo siglo es una etapa de ulta- actividad en todos los órdenes670 y en 
especial de tipo estrictamente político. Tomó ingerencia es causas relativas a pobreza671 y marginalidad 
que otrora hubieran sido consideradas incompetentes al fuero, asimismo en protección de las personas 
con discapacidad672 se creó el efecto extensivo erga ommes de una declaración de inconstitucionalidad 
con el caso “Halabi”673, en materia ambiental se destacó entre otros el fallo “Mendoza“ ya analizado, el 
cual re- diseñó la metodología, el abordaje de la materia y hasta las facultades coercitivas del Tribunal 
imponiendo sanciones personales a los empleados gubernamentales que desoían la decisión. La Corte 
se detuvo en interpretar las transformaciones sociales de las nueva sociedad nacional de fines del siglo 
XX y de XXI, incluso llegó a apartar a la defensa técnica de un justiciable que presentaba graves 
deficiencias, a fin de  no hacer pesar sobre el mismo las consecuencias adversas del trabajo profesional 
deficitario, apartando al letrado para que designe un nuevo abogado de confianza, bajo apercibimiento 
de designar a la defensora oficial,674 y a embargar los fondos coparticupables (de la Provincia de 
Tucumán, atento a la situación de desamparo e indigencia del interesado, y el tiempo transcurrido 
                                                 
669 Del 19/03/2002 en Fallos 325:461. 
670 Entre otros, Arias, Luis Federico en La justicia frente a la transformación social, La Ley  Sup. Adm.2010 (agosto), 
18 , explica que en las últimas décadas es verificable un aumento en la visibilidad social y política del sistema 
judicial en todo el mundo, el que se traduce en un un protagonismo creciente de l os tribunales, en la vida pública, y 
en especial en  los medios de comunicación marcándose de este modo un hito en la “expansión global” del Poder 
Judicial. Cita la experiencia Italiana en materia de lucha contra la corrupción iniciada en Milán en 1992, as í como el 
activismo de los tribunales constitucionales en Alemania, Francia, Italia, España y Portugal y el activismo papel del 
Tribunal de Justicia de la Unión Europea, así como de EEUU, aunque en este último caso con ciertas críticas. 
Señala con claridad que el creciente protagonismo de la justicia, no es otra cosa másque el síntoma de una doble 
falencia del Estado, relativa a deficiencias del régimen democrático (en materia de representación) y del Estado de 
bienestar.   
 
671 En Fallos 329:553, “ Rodríguez, Karina” (2006)  y (Fallos 329:548, “ Esquivel”  del006),  aún en un claro caso de 
incompetencia, obligó a la Provincia de Buenos Aires y a la Municipalidad de Quilmes a que provean a los menores  
involucrados en el proceso  de los alimentos necesarios para asegurar una dieta que cubriera  las necesidades 
nutricionales básicas, se les realicen controles sobre la evolución de su salud, haciendo prevalecer la protección de 
los derechos fundamentales, ante las reglas de competencia. También en la  “ Defensor del Pueblo” , del 18-IX-2007, 
en Fallos 330:4134, protegió a la etnia toba de la provincia del Chaco , que vivía en situación de emergencia y 
pobreza extrema como consecuencia de la inacción del Estado Nacional y provincial, que fueron condenados a 
suministrar agua potable y alimentos,  medios de transporte y comunicación adecuados a cada uno de los puestos 
sanitarios allí existentes.  
 
672Entre otros casos “Mestres Luis Maria c/Instituto Obra Social de la Provincia de Corrientes” Fallos 327: 369, del 
2004,  Floreancing Andrea Cristina  por si y en representación de su hijo menor HLE c/ Estado Nacional s/ amparo 
de 2006, Fallos329:2552. 
 
673 Fallos 329:5913. 
674 Ello sucedió en Fallos 329:4248, “Schenone”, del 03-X-2006. 
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desde la condena.675. En la causa “Badaro” ordenó la precomposición previsional de las jubilaciones e 
instó al Congreso a incorporar un esquema que garantizase la movilidad previsional. En todos estos 
casos la Corte aclaró que no debía verse una intromisión indebida del Poder Judicial en las funciones 
del resto de los poderes, ya que lo único que ella hacía era tutelar derechos, o suplir omisiones en la 
medida en que dichos derechos pudiesen estar lesionados  La potencia, el alto voltaje y energía política 
de la nueva conformación  se vislumbra en la fuerte redacción y críticas dadas en las causas 
“Bustos”676  (cons. 13); “Galli” 677, “ Massa”.678  En “Halabi”679 en que incluso el fallo refiere al contexto 
actual del nuevo orden mundial, determinado por la revolución tecnológica y la globalización (cons. 8 del 
voto del Dr. Fayt) y que fundamentalmente otorga efectos erga ommes analizado seguidamente a su 
decisiones, inaugurando efectivamente un instrumento novísimo y extremadamente útil como 
herramienta política neta, sin dudas el más importante invento pretoriano tras la propia doctrina de la 
revisión judicial y sobre cuyas bases se montará en parte la propuesta de esta tesis . Estos Fallos, junto 
con la nueva gran actividad institucional desplegada por el actual presidente Dr. Lorenzetti, y la gran 
anuencia y confianza de la sociedad renovada en pleno en todos sus Ministros dan cuenta de una 
nueva era por venir.  
 
A modo de síntesis e introducción del desarrollo que seguirá, debe expresarse que de la historia de 
las decisiones de la Corte a la luz de sus momentos históricos, puede afirmarse que sus sentencias son 
hechos culturales, vectores del cambio social680 en tanto sentaron precedente en cuestiones políticas, 
económicas, sociales, humanitarias y de derechos humanos  entre otros. Quitarle esta posibilidad de 
confirmar y crear la cultura del país es quitarle el poder de instrumento mejorador de la sociedad y 
abducirla de un poder que potenciaría la defensa de los derechos y garantías humanas básicas insertas 
en el propio texto constitucional atento a lo esencial de su necesidad de defensa. En este sentido, urge 
desarrollar planteos complementarios681 y contra propuestas a los planteos de reforma judicial hasta 
                                                 
675 Fallos 331:391, “Chaves”  del 04-III-2008. 
 
676 Fallos327:4495. 
 
677 Fallos 328:690. 
 
678 Fallos 329:5913. 
 
679 Fallos 332:111. 
 
680 Morello comparte que las sentencias son hechos también hechos culturales de una sociedad y los jueces agentes 
del cambio social Ver  Morello, La Corte Suprema en Acción, Lexis Nexis, La Plata, 2007.  
 
681 Caldani Ciuro en Reflexiones sobre el papel del juez en la cultura occidental (con especial referencia a la Argentina 
actual, reseña brevemente la evolución histórica y cultural de las funciones de los jueces desde el Imperio Egipcio a 
la actualidad argentina, a fin de explicar el papel adjudicado al juez, en tanto este papel posee una profunda 
importancia para su desempeño tanto en materia de ética como de independencia.. Dirá: “En cada lugar y cada 
momento, la tarea judicial tiene caracteres diferentes, distintas proyecciones éticas, diversas posibilidades de 
independencia, enraizados en la composición cultural de cada espacio y cada tiempo. Es relevante que cada juez se 
reconozca como parte de un complejo cultural que en gran medida da sentido a su desempeño”. Concluye diciendo 
que  la complejidad de  la ramas jurídicas occidentales actuales, están en la actualidad signadas por una fuerte 
presencia de las consideraciones económicas,  pero alega que la propia herencia occidental humanista requiere otras 
perspectivas integradoras de las tradicionales, como el Derecho de la Salud, el Bioderecho. “Si bien las distintas 
ramas tradicionales van siendo dominadas de manera creciente por la utilidad, creemos que urge desarrollar otros 
planteos complementarios para desenvolver la consideración de otros valores como la salud, la verdad, la belleza, 
etc., con miras a afirmar el propio valor humanidad”    documento electrónico disponible en  
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ahora considerados, en tanto es fundamental que en la disciplina ambiental se torne obligatorio eludir 
toda actuación de aristocrática y nociva indiferencia, y hacer caso omiso a las mandas de intervención 
selectiva y distante, reduccionista a mínimos de ingerencia institucional.  
No sólo el desarrollo social y humano nacional, sino la propia subsistencia de toda la vida en el 
planeta se encuentra comprometida por el inadecuado comportamiento antrópico. Por ello, la disciplina 
ambiental misma amerita la promoción de una franca y abierta actividad política institucional que 
permita a la C.S.J.N., líder jerárquico del Poder Judicial,  actuar “ex– ante” en materia de políticas 
públicas ambientales concordantes con los fines constitucionales del art. 41 C.N., de manera 
coordinada con el resto de los Poderes de Estado. Esta facultad debería ejecutarse y regularse como 
método superador y sanador del propio sistema democrático y republicano del gobierno por el pueblo y 
para el pueblo, que permita una efectiva concreción y ejecución de sus decisiones preservacionistas del 
medio y los recursos naturales del que todos dependemos. La Corte tiene el derecho y el deber de operar 
esta transformación cultural e institucional, encausando las fuerzas sociales e institucionales hacia 
una nueva dimensión metodológica para la participación en la toma de decisiones. 
 
6.5.2.1 La doctrina de la revisión judicial de los actos de gobierno, su relación con la actividad 
política y su carácter de instrumento para concretar su independencia orgánica. 
  
Según puede analizarse, de lo desarrollado ut supra, las funciones políticas ejercidas por los líderes 
del Poder Judicial datan de la propia creación de las mismas y les son inherentes, atento a que las 
propias Constituciones son instrumentos políticos, de “alta política” según expresara el ministro Fayt, 
ya que regulan la vida social y la  toma de decisiones públicas para el pueblo. El derecho constitucional 
es un derecho para lo político682, ya que regula las funciones de los órganos de gobierno, sus 
atribuciones, sus modos de interrelación, los procesos de formación de leyes, los mecanismos de 
remoción de miembros del Estado mediante el sistema de juicio político. Por ello las sentencias deben 
ser reputados actos políticos y gubernamentales, en tanto emanan de un poder del Estado que co -
ejerce la función de gobierno. Ello no implica la actividad partidaria683 o agonal de la política, pero si el 
                                                                                                                                                             
 www.argenjus.org.ar/argenjus/articulos/1_1_reflexiones_sobre_el_papel_del_juez_en15133.doc, enlace verificado el 
28 de julio 2010. 
 
 
682 Expresión utilizada por Sola Juan Vicente en, Control Judicial de constitucionalidad, ob. cit.  
 
683 Ver entre otros,   
 
1.Omar Lavieri. La Polémica Entre El Gobierno Y La Justicia, En la Apertura del"Año Judicial," Lorenzetti: "Nuestra Acción 
No Está Enfocada A Favor De Ningún Partido". Diario Clarin.com, obtenido en  
http://www.clarin.com/diario/2010/02/17/elpaís/p-02142009.htm,  el día 17 de fecbrero de 2010,  
 
2. Lorenzetti R.: Los otros poderes no deben judicializar sus decisiones" 
Obtenido del Periodico digital TN.COM en http://www.tn.com.ar/2010/02/16/política/02141426.html el 16/2/2010  
y  http://www.clarin.com/diario/2010/02/16/um/m-02141434.htm; el día 17 de fecbrero de 2010. 
 
3. Braslavsky  G.,  En la Corte cruzaron al Gobierno: "La Justicia no es un partido", disponible en 
http://www.clarin.com/diario/2010/02/02/elpaís/p-02131684.htm,  enlaces verificados el 25 de enero de 2011. 
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ejercicio de la jurisdicción sobre asuntos relativos a la preservación y funcionamiento de la organización 
social y sobre el derecho que regula el esquema constitucional de hacer política (es decir, el derecho 
político). El rol del poder judicial es y debe ser a-partidario, debiendo estar fuera y por sobre las 
divergencias de facción, ya que el fin de la misma y en especial de su líder jerárquico, es defender los 
intereses de la Nación por encima de los intereses de la  facción y sectoriales, poniéndose a disposición 
de la concretización de los objetivos fijados por la Constitución Nacional con el incalculable peso de la 
responsabilidad que le otorga el derecho de la última palabra, en especial en circunstancias de ciertos 
acontecimientos históricos frente a los cuales poseen efectos políticos especiales.  
Para dar cuenta de ello y de que ello sucede en todos los países, basta analizar el  propio caso que 
creó pretorianamente y mediante el uso de facultades implícitas el control de constitucionalidad difuso, 
“Marbury Vs. Madison”684 es el claro ejemplo del rol político de una Corte Suprema, que supo aceitar 
sus funciones en situaciones histórico y políticas inconvenientes a la luz de las perspectivas y análisis 
consecuencialistas de su rol y crear la herramienta más potente del Poder Judicial. 
En la elección de 1800 en EEUU se enfrentaron el presidente John Adams por el partido Federalista 
y Thoman Jefferson por el Partido Republicano. Jefferson venció. En enero de 1801 el Secretario de 
Estado de Adams, John Marshall, fue nombrado Chief Justice de la Corte, cumpliendo ambas funciones 
hasta la terminación del mandato de Adams685. Antes de una semana de la terminación del mandato de 
Adams, el Congreso legisló la Ley orgánica del Distrito de Columbia que autorizaba al presidente a 
nombrar 42 jueces de paz para tratar de retener algo del poder perdido en las elecciones. Adams 
rápidamente efectuó sus nombramientos el 2 de marzo de 1801 y el 3 de  marzo, un día antes del 
traspaso a Jefferson, el Senado confirmó los nombramientos. Inmediatamente el Secretario de Estado y 
Chief Justice de la Corte John Marshall firmó los despachos de todos los jueces y encomendó a su 
hermano James Marshall  a entregarlos. Algunos nombramientos entre los que estaba el del juez 
Marbury no alcanzaron a ser entregados antes de la asunción de Jefferson quien, una vez Presidente, 
instruyó a su Secretario de Estado Madison para que no los entregara. Marbury demandó de manera 
originaria ante la Corte su designación, alegando que esa jurisdicción debía concederse a tenor de la 
prescripción de la Judiciary Act  de 1789 que autorizaba a la Corte a ello.   
Marshall sabía que el presidente Jefferson no estaba dispuesto a darle la razón a Marbury en su 
petición de posesión del cargo, para el cual había sido nombrado aunque no juramentado- y que, 
reconocer ese derecho implicaría generar un conflicto entre poderes cuyos miembros provenían de 
facciones políticas antagónicas de dimensiones incalculables. Por ello, en primer lugar retardó la 
decisión hasta 1803 y luego optó por no entrar a debatir el fondo del asunto sino sólo plantear el 
problema desde el punto de vista jurisdiccional y de competencia, definiendo que no era competente 
para entrar a estudiar el tema porque la Judiciary Act no era un mecanismo idóneo para ampliar la 
competencia originaria de la Corte que poseía raigambre constitucional  y no legal.  
                                                                                                                                                             
 
 
684 Marbury Vs. Madison (5 U.S. 137 1803). 
 
685 Ver detalles en Sola Juan Vicente ob. cit.  Pág.. 188 
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La declaración de inconstitucionalidad fue la mejor forma de preservar la relación de ese Tribunal 
con el Presidente y su desenvolvimiento a través de una “solución ingeniosa”686 mediante la cual, en un 
mismo acto eludió el conflicto inter órganos estatales, y un problema que hubiera podido tornarse 
personal687 y creó una herramienta potente y temible de control de los otros dos poderes de Estado. La 
ocasión fue perfecta, la decisión no sería impugnada por Jefferson, quien quedaría relativamente feliz 
con la misma, ya que Marbury no sería designado juez, (como el no quería), pero, a la vez, impuso un 
esquema de dominio y control sobre las funciones de los demás poderes. El caso en si y el análisis de 
sus consecuencias deben ser analizados como un ejemplo de destreza, sagacidad y habilidad política de 
los miembros de la Corte Suprema de Justicia de EEUU, en especial de Marshal, quien “encontró una 
oportunidad única, la de establecer el control judicial de constitucionalidad en un contexto que no era 
probable que diera lugar a oposición”688.  
En materia de actividad política directa, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dado 
numerosas muestras de actividad. Tal es el caso, según se mencionara, de la intervención del Dr. 
Gorostiaga y el Dr. Leguizamón durante la crisis de 1880 para evitar los hechos típicos de sedición, en 
procura de la renuncia del general Roca a la candidatura presidencial. En 1880, el Dr. Gorostiaga, 
Alberdi, Sarmiento, Mitre, Frías, Rawson entre otros se entrevistaron con el Presidente Nicolás 
Avellaneda y el Gobernador de la Provincia de Buenos Aires Carlos Tejedor a fin de distender la crisis. 
El 4 de junio de 1880 el Dr. Gorostiaga invitó a una reunión en su casa particular de Piedras 48 a 
Mitre, Alberdi, Sarmiento, Quintana y Frías, en busca de una solución, instruyendo al Dr. Leguizamon 
a que entreviste al Gral. Roca en busca de un renunciamiento que hubiera evitado la guerra civil, con 
resultados no exitosos. El día 10 de junio, Roca envió una misiva al Dr. Gorostiaga, agradeciendo los 
móviles patrióticos que habían llevado a la Corte Suprema a buscar una solución a la crisis, pero que 
había decidido mantener su candidatura y su condena al alzamiento de la Provincia de Buenos Aires, el 
cual finalmente fue sofocado en las batallas de Puente Alsina, Corrales , San Jose de Flores y Barracas, 
tras lo cual se consolidó finalmente la unidad nacional y posteriormente se federalizó la ciudad de 
Buenos Aires. Es también un hecho político indiscutible, el silencio de la Corte Suprema efectuara de la 
reforma constitucional de 1860/80 en violación a la prohibición de modificación que por 10 años había 
estipulado la Constitución originaria de 1853, la cual  fue ignorada con el máximo fin político de la 
estructuración de la unidad nacional. También son actos puramente políticos las acordadas de 1930 y 
1943. Del propio texto de la acordada del 10 de septiembre de 1930689, emitida en contestación al 
                                                 
686De este modo la describe Vanossi, Jorge Reinaldo en Justicia y judicatura en la vigencia y efectividad del Derecho, 
Acad.Nac. de Derecho 2008 (julio). 
 
687 En especial, el de la comprometida situación del propio Marshall, quien había firmado los despachos de los  jueces 
en cuestión, había intervenido en su notificación y era  a su vez quien debía decidir en la cuestión . Ver Sola Juan 
Vicente “”control judicial..” ob. cit.  Pág.. 189 y el esbozo que efectúa en cuanto a que Marshall debería haberse 
excusado personalmente de intervenir en el caso. 
 
688 Sola Juan Vicente, “Control Judicial..” ob. cit. pág. 189. 
 
689El texto de la  Acordada del 10 de septiembre de 1930 decia: 
 “1. Que la susodicha comunicación pone en conocimiento oficial de esta Corte Suprema la constitución de un 
gobierno provisional, emanado de la revolución triunfante del 6 de Septiembre del corriente año;  
2. Que ese gobierno se encuentra en posesión de las fuerzas militares y policíales necesarias para asegurar la paz y 
el orden de la nación y, por consiguiente, para proteger la libertad, la vida y la propiedad de las personas, y ha 
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gobierno de facto de 1930, surgen claramente los elementos que constituyen una decisión política, a 
saber: a) aceptar los hechos de fuerza y de acto que ella no podía cambiar, y b) resguardar la parte 
dogmática de la Constitución Nacional, instruyendo al Poder ejecutivo de facto a su cumplimiento bajo 
pena de intervención en su defensa. 
Asimismo debe ser reputado como acto de reflejo político institucional, la declaración de 
inconstitucionalidad de oficio del Tribunal sin que medie una causa o controversia concreta en 
utilización sus potestades implícitas, no en ejercicio de su función jurisdiccional, sino en tanto cabeza 
de un poder del Estado ejerciendo facultades emergentes del art. 108 de  la Constitución en la acordada 
sobre creación de la Cámara de Apelaciones del Norte690. El Tribunal en este caso dictaminó que no 
resultaban necesarias las exigencias formales exigidas por el art 116 de la norma suprema, ya que bien 
su jurisprudencia reiterada había resuelto que la inconstitucionalidad de las leyes y decretos sólo podía 
pronunciarse a petición de parte y no de oficio, tal jurisprudencia sólo se aplicaba al ejercicio de las 
facultades judiciales y no al supuesto, de actividades derivadas del art. 99 de la Constitución  Nacional 
(en la actualidad art. 108), que autorizaba a la Corte a dictar un reglamento y, por consiguiente, a fijar 
las condiciones con arreglo a las cuales se ejercitaría su facultad de tomar juramento a los funcionarios 
designados por el PE de hecho o de derecho.691 
                                                                                                                                                             
declarado además, en actos públicos que mantendrá la supremacía de la constitución y de las leyes del país, en el 
ejercicio del poder;  
3. Que tales antecedentes caracterizan, sin duda, un gobierno de hecho en cuanto a su constitución, y de cuya 
naturaleza participan los funcionarios que lo integran actualmente o que se designen en lo sucesivo, con todas las 
consecuencias de la doctrina de facto, respecto de la posibilidad de realizar válidamente los actos necesarios para el 
cumplimiento de los fines perseguidos por él;  
4. Que esta Corte ha declarado, respecto a los funcionarios de hecho, que la doctrina constitucional e internacional 
se uniforman en el sentido de dar validez a sus actos, cualquiera que pueda ser el vicio o deficiencia de sus 
nombramientos o de su elección, fundándose en razones de policía y necesidad, con el fin de mantener protegido al 
público y a los individuos cuyos intereses pueden ser afectados, ya que no les sería pasible a estos últimos realizar 
investigaciones ni discutir la legalidad de las designaciones de funcionarios que se hallan en aparente posesión de 
sus poderes y funciones;  
5. Que el gobierno provisional que acaba de constituirse en el país, es pues, un gobierno de facto, cuyo título no 
puede ser judicialmente discutido con éxito por las personas en cuanto ejercita la función administrativa y política 
derivada de su posesión de la fuerza como resorte de orden y seguridad social; 6. Que ello n o obstante, si 
normalizada la situación, en el desenvolvimiento de la acción del gobierno de facto, los funcionarios que lo integran 
desconocieran las garantías individuales o las de la propiedad y otras de las aseguradas por la constitución, la 
administración de justicia encargada de hacer cumplir ésta las restablecería en las mismas condiciones y en el 
mismo alcance que lo habría hecho con el ejecutivo de derecho. Y ésta última conclusión, impuesta por la propia 
organización del poder judicial; se halla confirmada en el caso por las declaraciones del gobierno provisional, que al 
asumir el cargo se ha apresurado a prestar el juramento de cumplir y hacer cumplir la constitución y las leyes 
fundamentales de la nación, decisión que comparte la consecuencia de hallarse dispuesto a prestar el auxilio de la 
fuerza de que dispone para obtener el cumplimiento de las sentencias judiciales. 
 
690 Fallos 201:239 (1945). 
 
691 En el mismo sentido, en la acordada Nr 20/96  el Tribunal entendió que no eran aplicables las exigen cias 
formales  en torno a la declaración de inconstitucionalidad cuando el asunto en cuestión  se refería no a las 
funciones jurisdiccionales del Tribunal, sino  del ejercicio ineludible que le competía como órgano supremo y cabeza 
de uno de los departamentos de Estado, para que, mediante el ejercicio de los poderes connaturales salvaguarde la 
independencia del poder judicial. En el mismo sentido, en la acordada  Nr, 42 /1991 el Dr. Fayt sostuvo que : “ en 
situaciones como la presente,. Su opinión no se encuentra en las facultades de índole judicial previstas en los arts. 
100 y 101 de laC.N. , antes bien, aquella encuentra sustento en las atribuciones implícitas del Tribunal  y en las que 
le confiere en relación a la concreta materia de que se trata el ar. 99 de la Ley fundamental, conclusión que hace 
inaplicable exigencias formales previstas para hipótesis sustancialmente diversas como la concerniente a que se este 
frente a un “caso o controversia”691 Sin perjuicio de ello, cuando el Tribunal entiende conforme al art. 116 de laC.N. 
(en ejercicio de su función jurisdiccional) e invoca sus poderes implícitos, el requisito de causa o caso concreto debe 
cumplimentarse. Ver Fayt C.S “Los Poderes Implícitos…”ob.cit. 
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El abierto enfrentamiento con el gobierno de facto de 1945 mencionado ut supra, y del cual otro 
ejemplo es el caso “Administración De Impuestos Internos C/ Martiniano Malmongenebrada”692, en el 
que se negó a los decretos-leyes legalidad para la creación de impuestos atento a la anormalidad 
institucional reinante, tomó un cariz tan políticamente hostil que desembocó con el juicio político de la 
mayoría de sus miembros en 1946 en donde las principales acusaciones rondaron sobre la teórica 
indebida acción política de los miembros acusados. 
Asimismo, las acordadas producto de la muerte de Eva Duarte de Perón plasmadas en Fallos 
225:21, 225-23, 225:27,693 deben ser catalogadas como actos político institucionales netos. 
Según fuera analizado, la toma de juramento al Dr. Guido en 1962, fue otra muestra de acción 
política directa. El presidente Frondizi fue derrocado en 1955 por un movimiento militar. La Corte actuó 
rápidamente para resguardar los mecanismos de sucesión presidencial, tomando juramento al senador 
Jose M. Guido declarando aplicable la Ley de acefalía Nr. 252 ante el receso del Congreso, quien era el 
órgano que debía tomar la decisión y eludiendo hacer lugar al pedido de reposición del presidente 
Frondizi planteado en autos “Pitto Luis M”694, determinando que la Ley de acefalía regía en cualquier 
hipótesis de falta de presidente y vice de la Nación, asegurando el uso de sus funciones para asegurar 
la subsistencia y continuidad del orden constitucional y evitar la anarquía y el despotismo. Este fue un 
claro acto de salvación institucional. Otra decisión hubiera arrojado a la Nación a un nuevo golpe de 
estado y a una interrupción del esquema constitucional. 
Oyhanarte describió la divergencia de opiniones internas entre los ministros por la toma de esta 
decisión. En marzo de 1962 el Dr. Villegas Basavilbaso  consideraba que no podía aplicarse la Ley de 
acefalía. Del intercambio de ideas finalmente se consensuó la toma de juramento al senador. Después 
del emotivo y sencillo acto de la toma de juramento, el Dr. Villegas Basavilvaso ,expresó a sus colegas 
“Podemos decir, como Cicerón, que hemos salvado la República, violando la ley…..Entonces el  Dr. Ricardo  
Colombres, uno de los juristas mas completos que hayan pasado por el Alto Tribunal, contestó 
rápidamente: Se equivoca Cicerón, doctor Villegas Basavilbaso…¡Porque quien salva la República nunca 
puede estar violando la Ley”695   
                                                 
692 Fallos 169:309. En igual sentido pero en materia de expropiaciones resolvió en el caso “Municipalidad De La 
Capital C/ Carlos Meyer” Fallos 201:249. 
 
693 La C.S.J.N. se refirió a Eva Duarte como la "erigida por los representantes del pueblo en Jefa Espiritual de la 
Nación, en mérito a su gravitación en la vida política, económica, social y cultural del país". A su vez mantuvo que 
"siendo la Corte Suprema de Justicia de la Nación, intérprete máxima de las Leyes, reconoce en Eva Perón a la 
suprema inspiradora de normas legislativas conducentres al bienestar,  la felicidad y la afirmación de los inalienables 
derechos del pueblo" . Asimismo, ordenó que todo el personal de la justicia "guardase luto por el término del duelo 
nacional", por ese motivo todos sus miembros debieron usar corbata negra. Para másdetalle ver Ancarola Gerendo 
“Reflexiones Sobre La Función Política De La Corte Suprema En Los Gobiernos De Facto”, ob. cit.  En el Acuerdo del 
26 de junio de 1952, se designó con el nombre de Eva Perón a la Biblioteca de la Corte (F. 225-21).  Por Acuerdo del 
17 de julio de 1952, la Corte se adhirió a la Comisión Nacional Pro Monumento a Eva Perón, (F. 225-23). Por 
Acuerdo del 27 de julio de 1952 se decretaron honores con motivo del fallecimiento de Eva Perón. En el Acuerdo del 
25 de agosto de 1952para se estableció que el Presidente de la Corte coloque un recuerdo “de la obra y el 
pensamiento vivo de Eva Perón” en la Sala de Acuerdos (225-27) y al día siguiente otro por el cual se adhiere al 
homenaje cívico a la Jefa Espiritual Eva Perón (225-28). El 9 de marzo de 1953 la Corte se adhirió al 2º Plan 
Quinquenal (F. 225-120). En Acuerdo del 15 de abril de 1953, la Corte se adhirío al acto de homenaje al Presidente 
Perón y declaró asueto para la concurrencia al acto público (en F225-246). 
 
694 Fallos 252:177. 
 
695 Oyhanarte Julio, “Historia…”, ob.cit.  pág. 204.  
 Página 340 - 476 
340 
A su vez, mediante la acordada sobre el Tribunal de Etica Forense696, declaró inconstitucional la 
Ley de facto 22.192 art.24 que la obligaba a designar a los miembros del Tribunal de ética Forense y 
con la acordada Nr. 47/86 declaró inconstitucional de Ley 23.362, la cual había modificado la jerarquía 
funcional  y presupuestaria de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional  de la 
Capital Federal sin anuencia de la Corte, vulnerando el poder jerárquico del Tribunal en el ejercicio de 
esas funciones. En ninguna de estas declaraciones de inconstitucionalidad, existía causa judicial 
alguna en términos formales, atento a la falta de un expediente abierto al efecto. 
Otra actuación político institucional, producto de la repercusión histórica  en la vida política de la 
Nación, fue el fallo de “Causa Originariamente Instruida Por El Consejo Supremo de Las Fuerzas 
Armadas, en cumplimiento del Decreto 158/83 del Poder Ejecutivo Nacional697” del 30 de diciembre de 
1986, al conocer en los recursos extraordinarios interpuestos contra la sentencia dictada por la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional Federal que condenó a Jorge Rafael Videla, 
Emilio Eduardo Massera, Orlando Ramón Agosti.  
También debe reputarse un acto político, la emisión de la acordada 44/89 de negación a la 
intención del Presidente Menem de ampliar el número de Ministros y más recientemente la acordada del 
9 de marzo de 2010 de llamado de atención a la Presidente Cristina Fernández de Kirchner, en ocasión 
de dichos ofensivos de la mandataria hacia los miembros de la Corte.698 
En concreto, la actividad política en buena medida es la médula del accionar de la Corte Suprema. 
Ello no podría ser de otra manera no sólo desde lo sustancial sino desde lo formal, ya que incluso la 
designación de sus miembros y la remoción de los mismos se efectúa de manera política. Ellos han 
quedado fuera del proceso de selección previsto constitucionalmente para los jueces inferiores a través 
del Consejo de las Magistradura creado por la Reforma de 1994. Son elegidos por el Presidente con 
intervención del Senado. Sólo a ellos los designa el poder político y a su vez, sólo son  removidos a 
través del proceso de juicio político establecido legalmente. La Constitución es lo que ella dice que es,699  
el contenido y la definición del alcance de los derechos fundamentales consagrados a ella corresponde, 
sobre un deber genérico de asegurar el bienestar general. Del mismo modo la definición de cuáles son 
los límites de las funciones de los poderes de Estado, y qué circunstancias constituyen gravedad 
                                                                                                                                                             
 
696 Fallos 306:8. 
 
697 Fallos 309:1698. 
 
698 El texto de la comunicación dice: “Que por esta razón, exhortamos a quienes tienen responsabilidades de 
gobierno, a expresarse con mesura y equilibrio, porque respetar la magistratura es la mejor manera de dar 
tranquilidad a los ciudadanos, de asegurar que sus derechos serán protegidos y que estamos en un Estado 
gobernado por leyes que se aplican a todos por igual. 
Que asimismo el Bicentenario de la fundación de la Nación es una buena ocasión para reafirmar los objetivos del 
Preámbulo de la Constitución, que demanda afianzar la justicia y la paz social para todos los argentinos, para lo 
cual resulta indispensable recurrir al dialogo institucional.”  
Buenos Aires, 9 de marzo de 2010. Firmada por  Ricardo Luis Lorenzetti, Elena Highton de Nolasco, Carlos S. Fayt, 
Juan Carlos Maqueda, Carmen M. Argibay, E. Raúl Zaffaroni. Documento electrónico disponible   en: 
www.csjn.gov.ar y http://www.clarin.com/diario/2010/03/09/um/comunicadodeprensa.pdf , enlace verificado el 9 
de marzo de 2010. 
 
 
699 En igual sentido al expresa por  Bidart Campos G., La Corte Suprema, Tribunal de Garantías constitucionales, 
Ediar. 1984, pág. 18 en cita a Huges. 
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institucional, cuales son en concreto las cuestiones políticas no justiciables y cuales serán los alcances 
de sus decisiones –individuales o colectivas.  
Si bien ello recuerda a la frase que Juan Vicente Sola aconseja no prestar atención “El que tiene la 
voluntad absoluta de interpretar cualquier Ley escrita u oral es el que es el verdadero legislador, para 
todos los fines, y no la persona que en principio la escribió o expresó”700, el foco del asunto debe 
ubicarse en la aceptación definitiva de que la propia sentencia judicial es un acto político en tanto es un 
acto del Estado701. La política es el arte del buen gobierno, y en ese sentido la función de la C.S.J.N.,  
también es política, ya que debe co- gobernar con el resto de los poderes y muchas veces lo es de 
manera definitoria. Esta actuación política, así como el ejercicio técnico del control judicial de los actos 
de gobierno, se ha perfeccionado y evolucionando lentamente, los modos y alcances de sus 
intervenciones en el ejercicio de control de constitucionalidad han mutado con el tiempo. El Tribunal 
históricamente ejerció su poder de manera limitada al caso concreto presentado en una causa judicial, 
lo que implicó que la resolución de inconstitucionalidad tornara a la norma inconstitucional, inaplicable 
en ese caso concreto702, dejando subsistente la vigencia de la norma en el resto de los casos, sin afectar 
además a las normas análogas703 ni a normas futuras704 ni las partes de la norma que no fueran 
declaradas inaplicables (si parte de una la norma es declarada inconstitucional, el resto de ella 
permanece intacta 705). Con sus variantes y agregados, esta doctrina en el modo de declararse la 
inconstitucionalidad, sigue subsistente en la actualidad. Este sistema es un sistema de tipo difuso, 
ejercido a igual modo que el ejercido por la Corte Suprema de Justicia de los Estados Unidos, lo que 
implica que el poder para decretar la inconstitucionalidad de una norma se encuentra en todos los 
jueces de la República y no en un sólo órgano apoderado al efecto, como sucede en algunos sistemas 
constitucionales. El efecto de la sentencia no es anulatorio en general de la norma, por lo que no posee 
efectos hacia toda la sociedad, sino sólo en el caso concreto. 
En los sistemas de tipo concentrado, el control es, en general, ejercido en vía directa, ante un 
órgano especial y a través de un planteo abstracto en el que se requiere la declaración de 
inconstitucionalidad de una ley. Un ejemplo podría ser el sistema de control concentrado español que 
                                                 
700 Citada por el juez de la Corte de EEUU Holmes del decir del Obispo Hoadly citado en Sola Juan Vicente  en 
Control Judicial de Cosntitucionalidad, ob. cit.  pág.. 102.  
701 Sagüés, Néstor, en Politicidad y apoliticidad de la decisión judicial , LA LEY1981-D, 943 dirá que la sentencia es 
una “una decisión estatal, un acto del Estado, y eso sólo bastaría para definirla como acto político, según la 
concepción tradicional. Pero también es un acto de gobierno (de gobierno oficial), un acto de decisión (ya que implica 
un pronunciamiento, que escoge entre varias alternativas), un acto de programación de acción (puesto que disciplina 
el comportamiento social, de acuerdo con las pautas insertadas en la Constitución y en el aparato normativo 
vigente), un acto de poder (por eso, el juez que la dicta tiene "imperium") y sin dudas, un acto de influencia (dado 
que incide, en un sentido u otro, en el comportamiento de las partes). Por todo ello, la sentencia "es" un acto político, 
sea que se tenga una visión estrecha o amplia del mundo político, y está impregnada de alguna concepción política 
(en principio, debe estarlo: la concepción política de la Constitución).” 
 
702 Hasta el año 2009, en el caso Halabi  
 
703 “Lorenzo”, Fallos, 253:253. 
 
704 “Banco de Mendoza” Fallos, 247:325. 
 
705 “Castro”, Fallos, 214:177. 
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ejerce este control a través del Tribunal constitucional  mediante diversos tipos de procesos706 previstos 
en la Ley que regula las potestades de este Tribunal constitucional, cuya función es la declaración de 
inconstitucionalidad lato sensu de las normas violatorias de la constitución. A veces este poder se 
encuentra en un Tribunal único creado a este efecto y en otras es una potestad que también se 
encuentra en la Corte Suprema de Justicia del País en cuestión. A su vez, en algunos países co-existen 
las potestades tanto concentradas como difusas de control de constitucionalidad en el mismo órgano 
encargado de la tarea. Una de las consecuencias directas del control de  constitucionalidad concentrado 
es que la resolución del Tribunal otorga el “state deciris” vinculante para todos los Tribunales inferiores, 
a diferencia de lo que sucede en nuestro sistema. 
Al existir en estos sistemas de control de constitucionalidad concentrado, la posibilidad del 
Tribunal de ejercer el control de constitucionalidad  de modo directo, abstracto y derogatorio erga 
omnes, el poder político de estos Tribunales de justicia es significativo, con el que abiertamente se 
puede derogar  y ejercer el derecho de veto de una Ley o norma completa.  
De este modo de una manera directa el Tribunal tiene la posibilidad de conculcar el corazón y la 
esencia de una política pública, que no es otro que el destino y  el efecto “erga ommes” hacia toda la 
sociedad de una determinada decisión que abarca intereses comunes. Debe tenerse en cuenta que, sin 
embargo, los Tribunales constitucionales Europeos (como en Alemania, Francia707 y España) son 
órganos extra judiciales, constituidos por miembros no-vitalicios y son designados por el poder político, 
ejerciendo el derecho de derogar una Ley por inconstitucional. 
La potestad del Máximo Tribunal de control y direccionamiento de una política pública, en este tipo 
de sistemas de control constitucional es total, en la medida en que ésta vulnere alguna manda 
constitucional. Esto muestra una clara diferencia con el ejercicio del control de  constitucionalidad 
ejercido por nuestro Máximo Tribunal, quien prudentemente ha administrado elípticamente el poder 
político que posee confirmando o re- direccionado políticas públicas de manera indirecta en diversas 
áreas siempre en casos concretos y nunca de manera general (hasta el caso “HALABI” en el año 2009), 
evitando de este modo una confrontación directa y abiertamente hostil con el poder político que poseen 
los demás departamentos de Estado (aunque, según se viera, no siempre fue logrado).   
                                                 
706 En este sistema legal, existen diversas vías de obtener  ante este Tribunal constitucional Español, la declaración 
de inconstitucionalidad. Una vía es mediante el Recurso de Inconstitucionalidad, que es un proceso incoado ante el 
propio Tribunal constitucional, dirigido a impugnar una Ley por infringir normas constitucionales, actuando dicho 
órgano constitucional como Tribunal de justicia concentrado especial,  sólo las personas legitimadas por la Ley 
pueden interponer este recurso (arts. 16.1; 16.2; CE; 2.10; 27; 29; 31 y 55, LOTC). También existe la posibilidad de 
plantear un Proceso de amparo, que es un  proceso incoado ante el Tribunal constitucional, cuyo objeto es la tutela 
de garantías constitucionales frente a las violaciones de derechos y libertades públicas (arts. 161.b, CE; 41 a 58 y 
concs., LOTC).  Hay cuatro subtipos de procesos de amparo constitucional ) A su vez, exi ste un proceso previsto en 
el art. 161.2 de la Constitución que se otorga cuando el  Gobierno puede impugnar ante el Tribunal constitucional  
las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas (arts. 161.2, CE; 2ª, inc. 
f; 10, inc. e; 76 y 77, LOTC).  
 
707 En Francia, por ejemplo el control es a priori, es decir, previo a la promulgación de la Ley ya decidida por el 
Parlamento, con lo que se evita  los problemas que presenta la declaración de inconstitucionalidad de una Ley que 
ha entrado en ejecución por tener pleno efecto de ley. Ver Bercholc, “ La Independencia ..”  ob. cit. pág..34 a 37. 
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Hasta la admisión del control de constitucionalidad “de oficio” (caso Mill de Pereyra708 en el año 
2001) el Tribunal no había declarado de oficio la inconstitucionalidad de una norma que no hubiera 
sido en ese sentido, formalmente denunciada, a fin de no vulnerar el derecho de defensa. Tras este 
caso, quedó claro que la declaración de inconstitucionalidad de oficio podría decretarse cuando la 
repugnancia con la Constitución fuese manifiesta e indudable, la incompatibilidad sea inconciliable y 
en la medida en que dicho ejercicio no implicase en modo alguno la admisión de declaraciones en 
abstracto sin que existiese causa concreta (con la excepción art. 108 C.N.) y no se excediese de lo 
estrictamente necesario para resolver el caso. Esta creación pretoriana y vanguardista, fue receptada en 
diversos cuerpos normativos, entre los cuales se encuentra el artículo 15 de la Constitución de la 
Ciudad de Buenos Aires.709 
Cabe concluir entonces que los efectos y el alcance del tipo del control de  constitucionalidad 
adoptado por  nuestro Tribunal, no son otros que los que el propio Tribunal ha querido  que fueran. La 
inexistencia histórica de una declaración de nulidad erga ommes (hasta el caso “Halabi” en 2009 
(analizado más abajo) de una norma violatoria de la Constitución, sólo da cuenta de la prudencia con la 
que  éste se ha manejado en el uso de sus facultades implícitas.  
Si bien el debate en torno al debido grado de independencia política de la C.S.J.N. del resto de los 
poderes de Estado es amplio710, ninguna postura acepta la sumisión institucional. El Dr. Oyhanarte711 
consideró que la C.S.J.N. debía estar en armonía  con la administración en la toma de decisiones 
políticas a efecto de evitar la paralización del Estado. En las antípodas de esta idea, otros Ministros 
como Boffi Boggero mantuvieron posturas completamente contrarias más pro “gobierno judicial” como  
“mandato emanado de las raíces mismas del pueblo”712. Por otro lado, diversos constitucionalistas  
consideran que la C.S.J.N. debe mantener su total independencia del resto de los poderes de Estado. Si 
                                                 
708 En “Mill de Pereyra, Rita Aurora; Otero, Raúl Ramón y Pisarello, Angel Celso c/ Estado de la Provincia de 
Corrientes s/ demanda contencioso administrativa”, Fallos 324:3219, la Corte dirá “No puede verse en la admisión 
de la declaración de oficio de la inconstitucionalidad la creación de un desequilibrio de poderes en favor del Judicial 
y en mengua de los otros dos, ya que si la atribución en sí misma no es negada, carece de consistencia sostener que 
el avance sobre los otros poderes no se produce cuando media petición de parte y sí cuando no la hay (Voto de los 
Dres. Carlos S. Fayt y Augusto César Belluscio)”. Los actores, un grupo de magistrados del Poder Judicial de 
Corrientes- promovieron una pretensión contencioso administrativa para que se les reconozca diferencias salariales 
ante la depreciación económica que habían sufrido sus sueldos por la falta de actualización en los periodos 
altamente inflacionarios (1984-1988), todo ello con incidencia negativa en la garantía de la intangibilidad de las 
remuneraciones de los jueces. El Tribunal Superior de Corriente hizo lugar al reclamo y declaro la 
inconstitucionalidad de varios artículos de la Ley de Convertibilidad Nacional y de la provincial de Consolidación de 
Deudas. La Provincia se defendió en el recurso extraordinario federal sosteniendo que el fallo había violado el 
principio de congruencia (ya que la inconstitucionalidad declarada no había sido pedida) y el principio de defensa en 
juicio (ya que no había existido posibilidad de debate al respecto). 
 
709 Art. 15 CCABA.- “Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, en 
cualquier situación y por cualquier motivo, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de 
detención, o en el de desaparición de personas, la acción de habeas corpus puede ser ejercida por el afectado o por 
cualquiera en su favor y el juez debe resolver dentro de las veinticuatro horas, aún durante la vigencia del estado de 
sitio. Puede declarar de oficio la inconstitucionalidad de la norma en  que se funda el acto u omisión lesiva” 
 
 
710 Ver Bercholc, “La independencia… “ ob. cit.  
 
711 Oyhanarte, Historia del Poder Judicial,  Rev.Todo es Historia Nr. 61, 1972, incluida en julio Oyhanarte, 
Recopilacion de sus Obras, 2001 
 
712 Boffi Boggero ED  t. 12, p 833/840. 
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bien las posturas poseen sus matices, en términos generales ninguna acepta la sumisión o falta de 
independencia de criterio técnico en el ejercicio concreto de juzgar, siendo el ejercicio del control de 
constitucionalidad un parámetro que permite medir la independencia del Poder Judicial del resto de los 
poderes. 
 En esa línea Bercholc713 estudió estadísticamente las decisiones de la C.S.J.N. mediante el 
ejercicio del poderes de revisión judicial de los actos de gobierno, y pudo validar la hipótesis de la 
efectiva independencia de la C.S.J.N. ante el resto de los poderes de Estado, mediante la declaración de 
inconstitucionalidad de las normas estudiadas en el período 1935-1998 aún en las épocas que mayor 
crítica recibió debido al acompañamiento institucional de la década de los 90s . 
De este análisis (que analiza sólo inconstitucionalidad de normas y no de fallos)) se extraen las 
siguientes conclusiones: 
 La C.S.J.N. declaró inconstitucionalidades en 542 decisiones, es decir un 29,58% de las 
decisiones capturadas y un 38 % de las mismas si se exceptúan las decisiones que rechazó por defecto 
formal, fueron declaraciones de inconstitucionalidad. 
 
 Decidió 1 inconstitucionalidad (de normas nacionales y provinciales) promedio al mes en el 
período 1935-1983, lo que cedió desde 1984 a 1998 a 1 cada 2 meses promedio. 
 
 La C.S.J.N. de EEUU en 210 años de historia, declaró inconstitucional 135 leyes federales y 
entre 1964 y1998, 51,714  1 Ley federal inconstitucional cada 1 año y medio en promedio hasta 1964 y 
después, cada 8 meses entre 1964 y1998. 
 
 La C.S.J.N. argentina declaró  inconstitucionales 93 leyes nacionales entre 1935 y 1983 y otras 
23 entre 1984 y1998 es decir 1 Ley nacional inconstitucional cada 6 meses aproximadamente. 
 
 También invalidó normas contemporáneas al poder que las dictó (lo que demuestra una gran 
independencia). Entre 1935 a 1998 se declararon 74 normas  normas nacionales contemporáneas. 
Durante el gobierno del presidente Menem, fue cuando más porcentajes de normas contamporáneas se 
invalidaron715. Con el presidente Alfonsín sólo 1 norma contemporánea fue declarada inconstitucional  
Durante las formaciones de Corte del presidente Frondizi se declararon 10 normas inconstitucionales 
contemporáneas, si bien, durante los gobiernos de Frondizi, Guido e Illia se registró la menor cantidad 
                                                 
713 En su tesis, Bercholc considera que la independencia de la C.S.J.N. es una independencia relativa en tanto 
adhiere a la postura del Dr. Oyhanarte de la necesidad de una cierta coincidencia de poderes en las políticas que se 
implementan en un país, lo que no quita la independencia de criterio. El considera que  “no parece plausible pedirle 
a la C.S.J.N. el diseño de políticas alternativas a través de su poder y control y veto, a contramano del poder 
legitimado para tomar decisiones políticas; resulta impensable una C.S.J.N. en puja permanente con los otros 
poderes políticos debatiendo sobre las políticas de Estado”, pág.. 50. A contrario sensu de esta opinión, esta 
investigación considera indispensable que ello si suceda de manera coordinada con el resto  de los poderes de estado 
en materia medio ambiental y hacia allí dirigirá su propuesta.  
 
714 Ver Bercholc Ob. Cit. Pág.. 74 
 
715 Con lo que el autor relativiza la caracterización de la “mayoría automática” en la C.S.J.N. del período del 
Presidente Menem como irreales, pág. 144. 
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de declaraciones de inconstitucionalidad lo que demostraría que, “a mayor fragmentación política e 
inestabilidad institucional, menor nivel de criticidad de la Corte sobre las normas emanadas de los 
otros poderes públicos. Podría sostenerse que la Corte acompañó armónicamente a los poderes 
democráticos, especialmente en los periodos mas críticos y endebles de los mismos.” 716 
 
 Durante los gobiernos militares se declararon más inconstitucionalidades que durante los 
gobiernos civiles. La conformación del Corte del período 1935-1947 hasta el juicio político un 39,58% 
(209 decisiones); las del período militar de 1966 a 1973 con un 32,58% (100 casos) y las del Proceso 
con un 31,87% y las de la Revolución Libertadora que derrocó al presidente Perón con un 28,57% (24 
casos). 
 
 En época de ruptura institucional, la C.S.J.N. ejerció un férreo control de los actos del poder 
político. 
 
 Desde 1983, (restauración democrática) la Corte ejerció el poder de control de 
constitucionalidad en porcentajes parecidos a la media histórica. Sin embargo, desde 1984 hay un 
incremento de declaraciones de inconstitucionalidad  durante los gobiernos democráticos siendo la 
Corte actuante del período del Presidente Alfonsin la más inconstitucionalista y la del Presidente 
Menem la que le siguió en orden a los gobiernos democráticos, pero sin superar la actuación de la 
conformación de los gobiernos de facto.  
 
 Las conformaciones de Corte contemporáneas de gobiernos democráticos fueron las menos 
inconstitucionalistas, incluso ante situaciones de altísima inestabilidad política (Corte de Frondizi  y 
Perón- Isabel Martínez). 
 
 La C.S.J.N. ha utilizado en grado significativo el control de constitucionalidad en los juicios en 
que el Estado fue parte, lo que implica decisiones contrarias al interés de alguno de los poderes de 
Estado diferentes a ella, por ello, Bercholc considera que este grado de independencia no es nada 
desdeñable. 
 
 El artículo 17 C.N. es el más invocado como violado por los recurrentes, pero la Corte atemperó 
la tendencia, siendo mucho mas variada la aparición de otros artículos de la Constitución, lo que licúa 
en alguna medida el predominio de este artículo. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
716 Bercholc ob. cit.  pág. 154. 
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A modo de síntesis, los actos de independencia fueron: 
Año Inconstitucionalid
ades de normas  
Año Inconstitucio
nalidades de 
normas  
Año Inconstitucionali
dades de normas  
Año Inconstitucionalidad
es de normas  
1935 1 1947 11 1959 5 1972 18 
1936 17 1948 15 1960 3 1973 9 
1937 19 1949 15 1961 11 1974 6 
1938 12 1950 4 1962 3 1975 8 
1939 14 1951 6 1963 6 1976 7 
1940 29 1952 1 1964 8 1977 10 
1941 19 1953 5 1965 2 1978 11 
1942 11 1954 4 1966 10 1979 17 
1943 14 1955 1 1967 16 1980 10 
1944 21 1956 10 1968 21 1981 11 
1945 25 1957 12 1969 13 1982 15 
1946 22 1958 4 1970 5 1983 7 
        1971 14     
717 
 
Agrupando las decisiones por conformación de Corte, puede efectuarse el siguiente cuadro: 
Formació
n de Corte 
   
Años total 
de 
decisiones 
Inconstitucionali
dad 
Porcent
aje 
1935-
1947 
429 209 48,72% 
24/04/19
47 al 1/8/47 
7 3 42,86% 
1/8/1947 
a 1949 
213 54 25,35% 
1955- 
1958 
52 24 46,15% 
1958-
1960 
36 8 22,22% 
1960-
1966 
164 38 23,17% 
1966-
1973 
242 100 41,74% 
1973-
1976 
65 17 26,15% 
1976- 215 87 40,47% 
                                                 
717 Elaboración propia según los dados en Bercholc, ob. cit.   pág.. 188 a 190,  cuadro 5.  
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1983 
1983-
1990 
117 43 39% 
1990-
2002 
116 37 34% 
718 
En concreto, cabe concluir que la C.S.J.N. ha ejercido de manera activa, la facultad de control de 
constitucionalidad de los actos normativos de los otros poderes políticos del Estado. Esta facultad es  su 
función más importante y política, y ha sido ejercida con un alto grado de independencia. Sumado a 
ello la sustancia decisoria de algunos de los fallos reseñados ut supra en situaciones histórico 
institucionales puntuales, puede decirse que queda comprobada la actuación política neta de dicho 
poder de Estado. Ello sirve para derruir el mito del ascetismo judicial y probar que su Tribunal 
jerárquico superior ha poseído una gran tendencia al activismo y a la actuación política.   
 
6.5.2.2 La doctrina de la sentencia arbitraria. 
 
Según fuera referenciado, los poderes implícitos del Tribunal también se utilizaron para crear la  
doctrina de la Sentencia Arbitraria, la cual se enunció por primera vez en el año 1939 en el caso 
"Storani de Boidanich c/Ansaldi" 719cuando ésta revocó una sentencia que pretendía hacer caso omiso y 
desconocer el contenido de una sentencia anterior firme. El segundo fallo en que se aplicó la doctrina 
fue en 1948, en la causa "Municipalidad de Buenos Aires c/Cía. Primitiva de Gas"720.  En ambos casos 
quedó definido que la sentencia arbitraria "es aquella que no constituye una derivación razonada del 
derecho vigente con aplicación de las circunstancias comprobadas de la causa".721  Esta doctrina  abrió 
las puertas competenciales del Máximo Tribunal, ya que, al utilizarla ejerció función revisora de 
infinidad de situaciones que, a priori  hubieran sido consideradas ajenas a la habilitación de la 
competencia  de la misma.  
 
6.5.2.3 La doctrina de la gravedad institucional. 
 
La historia de la liberación de las restricciones procesales del Tribunal también se encuentra en la 
creación de la doctrina de la gravedad institucional.722 A pesar de la expresa manda legal, la Corte 
                                                 
718 Elaboración propia según los dados en Bercholc, ob. cit.   pág.. 194,  cuadros 12 y 12 bis.  
 
719 Fallos 184:137. 
  
720 Fallos 211:958. 
 
721 Fallos, 261:209; 291:202; 308:1075; 322:702; 324:1535. 
 
722 Esta doctrina ha servido para aceptar el recurso extraordinario para revisar sentencias no definitivas. La doctrina 
sirve para prescindir de los requisitos formales del recurso extraordinario: la sentencia definitiva y el superior 
Tribunal de la causa, sobre todo en aquellos casos en que no podría sustraerse del conocimiento de cuestiones tan 
trascendentes so pena de incurrir en exceso ritual manifiesto, y sustituir la cuestión federal.  
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Suprema con esta doctrina ha conferido el carácter de sentencias definitivas a resoluciones que, sin 
serlo, indirecta o directamente ponían fin al pleito o causaban un agravio de imposible o insuficiente 
reparación. Esto ha sido una nueva creación pretoriana en ejercicio de su poder implícito para la 
defensa constitucional y de un claro ejercicio de ponderación política, en tanto la configuración de la 
situación de gravedad institucional implica una ponderación del interés del Estado Nacional y la toma 
de una decisión que en definitiva acepta la necesidad de proteger una cierta situación por ser 
conveniente a las políticas públicas del Estado o al bienestar general de la sociedad. En este ejercicio de 
ponderación y definición, el Tribunal fue ampliando las diversas circunstancias que configuraban la 
calificación de Gravedad Institucional. Hasta 1960 la aplicación de la doctrina de la gravedad 
institucional se limitó a juicios ejecutivos y de apremio723, sin embargo, a partir del año 1960  con el 
pronunciamiento en el caso "Jorge Antonio"724, el criterio de la Corte se modificó sobre la base que el 
recurso extraordinario había sido instituido como el instrumento genérico para el ejercicio de la función 
jurisdiccional más alta de la Corte, alegando que ésta  se satisfacía cabalmente, cuando estaban en 
juego problemas de gravedad institucional, aún cuando la resolución apelada no fuese una sentencia 
definitiva del superior Tribunal de la causa.  
Lo cierto es que la ausencia de interés institucional puede autorizar el rechazo de la apelación 
extraordinaria por tratarse de cuestiones federales insustanciales , pero la existencia de aspectos de 
gravedad institucional pueden justificar la intervención del Tribunal superando los ápices procesales 
frustratorios del control de constitucionalidad y de casación federal que están a cargo de la Corte 
Suprema. 
A modo de síntesis, según la elaboración del propio Tribunal, existirá gravedad institucional, 
cuando estén comprometidas: 
1) las instituciones básicas de la Nación 725 o 
2) las instituciones fundamentales del país 726 o  
3) las bases mismas del Estado 727 
 
También cuando se trata de: 
4) la debida preservación de los principios básicos de la Constitución Nacional en casos que 
conmueven a la sociedad entera728, o 
                                                 
723 Fallos 246:376; 247:602. 
 
724 Fallos 248:189. 
 
725 Fallos, 289:36; 307:973. 
 
726 Fallos, 238:391. 
 
727 Fallos, 306:250.   
728 Fallos, 257:132: “El pronunciamiento de la Cámara que declara no haber hechos controvertidos en una incidencia 
de recusación y prescinde de la audiencia oral que prescribe el art. 37 del Código de Procedimientos Penales de la 
Provincia de Buenos Aires, rechazándola por infundada sin que aquella resolución se hallara firme, vulnera la garantía 
de la defensa en juicio, pues priva al recurrente de la oportunidad de alegar y probar en defensa de su derecho. El 
juicio a que la Ley se refiere no es, sin más, la sentencia que pone fin al artículo.”   
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5) la buena marcha de las instituciones cuando se trata de un conflicto que afecta a la conciencia 
de la comunidad,729  
6) cuando se trata de medidas generales que inciden en actividades ligadas al bienestar común,730 
7) cuando lo resuelto pueda afectar la expedita prestación de los servicios públ icos 731 y 
8) cuando se trata del deslinde de competencias provinciales o nacionales.732  
9) En el caso de la extinción de una especie natural . Según fuera analizado en el acápite 6.4.4, 
ello fue definido en el caso “ROSMAR”733 ante la extinción de una especie natural, 
situación que fue calificada gravedad institucional . 
 
Con la creación de la doctrina de la gravedad institucional, la Corte auto habilitó su competencia 
sobre la base de su propia apreciación, interpretación y  valoración no revisable , para intervenir en las 
materias que estime corresponder. Todos los temas que a su criterio excedan el interés de las partes e 
incidan sobre la comunidad toda, conformarán sustancia necesaria del recurso por gravedad 
institucional. Esta sola circunstancia de valoración no revisable de las materias sujetas a su decisión, y 
la posibilidad entonces de sentar jurisprudencia en cualquier tipo de temas -inclusive de corte político y 
dentro del ámbito de las políticas públicas, como se verá más abajo-, así como la determinación del 
contenido de las cuestiones políticas no justiciables, le otorga al Tribunal el supremo poder político de 
la República, lo que consecuentemente le ha generado cierta vulnerabilidad y debilidad, ya que , según 
se viera, sus miembros debieron sufrir los embates emergentes de las fuerzas políticas y departamentos 
de Estado opositores a sus decisiones en los diversos cambios que sufrió mediante los diversos procesos 
de juicio político y de aumento de sus miembros a fin de diluir su poder. 
 
 
6.5.2.4 La doctrina de la avocación per saltum. Su raíz política. 
A su vez, el uso de facultades implícitas fue alegado expresamente en otro caso que poseyó una 
estricta lectura política y definió el aval al rumbo de una política pública enmarcada dentro del 
esquema de reforma del Estado previsto por la Ley 23.696 de los años 90. Ello sucedió en el caso 
“Dromi José Roberto  (Ministerio de  Obras y Servicios Públicos  de la Nación  s/ avocación en autos  
“Fontela Moisés Eduardo c/ Estado Nacional”734), en el cual se recurrió al uso de las facultades 
                                                 
729 Fallos, 300:1102: “El sometimiento de personas a proceso penal durante veinticinco años, con detenciones por 
distintos lapsos y con restricciones surgidas de las condiciones impuestas a la excarcelación, hace que su situación, en 
términos de prolongación insólita y desmesurada, se tome equiparable a la de una verdadera pena que no deriva de 
sentencia condenatoria firme, y que sólo se sustenta en semiplena prueba de autoría y culpabilidad”. 
730 Fallos, 298:732. 
 
731 Fallos, 247:601. 
 
732 Fallos, 310:295. 
733 El caso “Rosmar S.A. c/ Secretaría de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimentación” del19/03/2002 en Fallos 
325:461. 
734 Fallos 313:863.  
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implícitas a fin de emitir el leading case que crearía pretorianamente el recurso per saltum. En el caso 
se discutía ciertos aspectos del proceso de la privatización de la empresa de aeronavegación del Estado 
Aerolíneas Argentinas en el marco de la accion entablada por un Diputado Nacional. La Corte,  decidió, 
con la disidencia fue emitida por el Ministro Fayt, denegar al diputado nacional demandante de las 
irregularidades en el proceso licitatorio, legitimación para reclamar (quien había invocado la 
representación del pueblo), invalidando de ese modo las medidas tomadas por el juez de primera 
instancia. El voto mayoritario del caso no hizo alusión expresa a las facultades implícitas del Tribunal 
sino a sus potestades de gobierno, pero lo cierto es que, el Tribunal, en uso de sus facultades implícitas 
definió la existencia de gravedad institucional en el caso que no sólo justificó la intervención del 
Tribunal sino también “la  intervención de la Corte superando los ápices proc esales  frustratorios  del 
control constitucional confiado a ella” (consid. 6), eludiendo el obligatorio paso del expediente en 
cuestión por la Cámara de Apelaciones. 
Este recurso pretoriano denominado per saltum735 o por salto de instancia, permite a la Corte 
Suprema, en ejercicio de sus atribuciones de control de constitucionalidad, saltear instancias 
procesales establecidas por la ley, provocando su avocación directa en causas  en que existan motivos 
de interés público e institucional. La consecuencia directa de esta decisión del  Máximo Tribunal es la  
sustracción  del conocimiento del juez natural, de la causa en cuestión, la que  arriba a la Corte por 
esta tercera vía de acceso contra legem.  
En este caso, la decisión de la Corte puede interpretarse como un aval al cambio de la política 
pública en materia de  aero- navegación nacional, lo que implicó la privatización de la empresa de 
bandera nacional, con sus líneas y recorridos de navegación, autorizando el traspaso de un sistema 
                                                                                                                                                             
 
735 El recurso per saltum fue introducido once años después en la legislación procesal a través del decr. 1387/01 del 
Poder Ejecutivo Nacional, en el marco de la vigencia de la leyes 25.414 (de delegación legislativa) y 25.453,  con 
invocación de las facultades conferidas PEN en el art. 99, incs. 1°, 2° y 3°, Const. nacional. El art. 50 incorporó al 
Código Procesal Civil y Comercial el art. 195 bis: "Cuando se dicten medidas cautelares que en forma directa o 
indirecta afecten, obstaculicen, comprometan o perturben el desenvolvimiento de actividades esenciales de entidades 
estatales, éstas podrán ocurrir directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación pidiendo su 
intervención".  
Tal art. 195 bis, fue modificado por la Ley 25.561 del 6 de enero de 2002, llamada "de emergencia pública y 
reforma del régimen cambiario" (art. 18), quedando redactado de esta manera: "Cuando se dicten medidas cautelares 
que en forma directa o indirecta afecten, obstaculicen, comprometan o perturben el desenvolvimiento de actividades 
esenciales del Estado nacional, las Provincias, la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, las municipalidades, de sus 
reparticiones centralizadas o descentralizadas, o de entidades afectadas a alguna actividad de interés estatal, podrá 
imponerse recurso de apelación directamente ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación". Se trató pues, de un 
recurso directo ante la Corte Suprema, que posee efecto suspensivo de la resolución cuestionada, donde la Corte 
debía requerir el expediente al Tribunal de la causa, luego sustanciar el recurso, y con vista al procurador general 
que se instituye como un trámite obligatorio.  
  La C.S.J.N.  aplicando el art. 195 bis del Cód. Proc. Civil y Com. de la Nación,  se expidió en, "Kiper, Marcelo y 
otros" , del 28/12/01 y "Smith", del 1/2/02. El 25 de abril de 2002 se promulgó la Ley 25.587 cuyo art. 7° dispuso 
la derogación del art. 195 bis, con lo cual ha perdido vigencia el recurso per saltum que había instituido la referida 
norma procesal. El fundamento del per saltum fue aclarado en el caso "Dromi" donde dijo la Corte que "cuando las 
cuestiones federales exhiban inequívocas y extraordinarias circunstancias de gravedad y demuestren con total 
evidencia que la necesidad de su definitiva solución expedita es requisito para la efectiva y adecuada tutela del interés 
general, las importantes razones que fundan la citada exigencia del Tribunal superior deben armonizarse con los 
requerimientos antes enunciados, para que el marco normativo que procura la eficiencia del Tribunal no conspire contra 
la eficacia de su servicio de justicia al que, en rigor, debe tributar todo ordenamiento procesal".  
Debe recordarse que el Ministro Fayt considera que, como consecuencia de la divergencia de fundamento en los 
votos de la mayoría en el caso “Dormí”, no puede afirmarse que la Corte haya creado en si una doctrina del per 
saltum. no consagrándose esa vía  como medio para rever cualquier caso pendiente de  apelación en trámite ante 
una Cámara. Para másdetalle ver Fayt C.S, La Corte Suprema y la evolución de su  jurisprudencia…, ob. cit.  
 
 Página 351 - 476 
351 
público de prestación de servicio de aeronavegación a un sistema  privado. En este caso, mediante esta 
creación recursiva, el Tribunal avaló la concreción de una política pública dada dentro del marco de 
desregulación económica y de privatizaciones de empresas estatales. Queda claro que, al entender en 
este asunto, ya sea denegando o aceptando el recurso, cualquiera hubiera sido la decisión que el 
Tribunal hubiera tomado, por acción o por omisión, la decisión hubiera tenido una lectura política (a 
favor o en contra de la política pública en cuestión). Ello es el inevitable efecto que poseen las 
decisiones de la Corte, en tanto última decisión del Estado en los casos traidos a estrados.  En este 
caso, el Tribunal podría haber entorpecido el cambio de la política públ ica llevada a cabo en este marco, 
simplemente rechazando el recurso interpuesto  por el Ministro Dromi, validando así la interrupción del 
proceso licitatorio que había decidido el juez de primera instancia, compartiendo de este modo la 
negativa a la política pública.   
Posteriormente la Corte intervino per saltum en un caso de tráfico de drogas, recurso deducido por 
María G. Reiriz y Eduardo Casal en los autos "Alonso, Jorge", resuelto el 6/12/94, para evitar la 
liberación de un grupo de personas vinculadas a esa causa que había sido dispuesta por el magistrado 
de primera instancia (Fallos, 317:1690); en "Unión Obrera Metalúrgica c/Estado nacional" (Fallos, 
319:371), y en "Jorge Rodríguez" (Fallos, 320:2851).  
Una aclaración se torna ineludible. Parte de la doctrina, entre ellos el Ministro Fayt, se opone a la 
procedencia de este recurso como método idoneo de intervención de la Corte. En su disidencia en elc 
caso “Dormí”  se opuso a la recepción de este recurso no regulado en nuestra legislación, diciendo: 
“.....El ejercicio del Poder Judicial de la N ación requiere para funcionar adecuadamente del respeto por las 
leyes del Congresoque regulan el procedimiento de los recursos no como un tema meramente instrumental 
y accesorio sino como una exigencia que se funda en las normas adoptadas por el constituyente para la 
pacífica y ordenada convivencia en la sociedad argentina . El saltear pasos procesales regulares 
establecidos por la Ley es grave cuestión, que no se acomoda al espíritu de nuestra Constitución”.  Si bien  
reconoció que en situaciones de excepcionalidad y gravedad de las instituciones republicanas podía 
alegarse la gravedad institucional, el caso de marras no implicaba, bajo su criterio, un caso de la 
hipótesis. Todos los argumentos que expusiera en su disidencia, contrastados con la realidad histórica 
posterior (re-estatización de Aerolíneas Argentinas ocurrida en 2008), cobrarían cabal sentido de 
prudencia política y le daría la razón en ámbito sustancial 18 años después . 
En el mismo sentido en su libro La Corte Suprema y la Evolución de su Jurisprudencia, Leading 
cases y holdings, casos trascendentes, La Ley, Buenos Aires, 2004, pág. 125, considera que como 
consecuencia de la divergencia de fundamentos en los votos que conformaron la mayoría del caso 
“Dormí”, la Corte no construyó una doctrina, no pudiéndose entender entonces  esta vía como  medio 
para  rever cualquier caso pendiente de apelación en trámite ante una Cámara.  
 
6.5.2.5 El poder de decretar la inconstitucionalidad de una reforma constitucional. El caso “Fayt”. 
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El poder de la Corte puede llegar a decretar la inconstitucionalidad y la nulidad de una cláusula de 
la propia Constitución Nacional736 modificada por una reforma constitucional, si ella no respeta los 
procesos y contenidos constitucionales establecidos por el poder constituyente originario. Ello fue 
definido en el caso “Fayt Carlos Santiago C/ Estado Nacional S/ Proceso De Conocimiento”737, en el que 
la Corte declaró la nulidad de la reforma introducida por la convención reformadora de 1994 en el art. 
99, inc. 4°, párrafo tercero738 (y en la disposición transitoria undécima) al art. 110 de la Constitución 
Nacional,739 el cual permitía que el Poder Ejecutivo decidiera sobre la jubilación de los jueces a los 75 
años de edad. 
El Ministro Fayt, juez de la Corte Suprema desde el año 1983, en atención a haber cumplido esa 
edad y habiendo jurado a su cargo oportunamente de acuerdo a la garantía de estabilidad e 
inamovilidad en su puesto (art.110 C.N.), demandó al Estado Nacional alegando extralimitación de la 
Convención Constituyente de 1994 por violación a las prescripciones de la Ley que determinó la 
necesidad de la reforma Nr. 24.309 y del Núcleo de Coincidencia Básicas para la misma, en tanto 
ambas callaban en cuanto a la modificación del derecho de estabilidad e inamovilidad de los 
magistrados. El Ministro distinguió entre el poder constituyente originario del derivado o constituido, 
siendo el primero la facultad soberana del pueblo en ejercicio originario por medio de la creación de una 
Constitución, y el segundo un poder derivado sólo dado para la reforma de la misma (sin que esto 
pudiese implicar su reemplazo). Alegó en su demanda que el poder originario no encontraba límites 
jurídicos que pudieran frenar su despliegue, mientras que el derivado o constituido se encontraba 
condicionado por el derecho positivo, tanto con límites de forma o procedimiento, como de fondo y 
contenido y que cualquier violación a los procesos y contenidos reformadores establecidos por el 
Congreso en ejercicio del proceso establecido en le art. 30 de la Constitución para efectuar la reforma 
en ejercicio de la acción pre constituyente, era una violación de la misma Constitución, lo que implicaba 
una abrasión del sistema constitucional y del estado de derecho, atento a que el derecho a la 
inamovilidad de los jueces provenía de la decisión del pueblo reunido en ejercicio del poder 
constituyente originario primigenio.     
                                                 
736 El Máximo Tribunal habia ya declarado la inconstitucionalidad del art. 88 de la Constitución de la Provincia de 
Santa Fe en cuanto disponía el cese de la inamovilidad de los magistrados a partir de los sesenta y cinco años de 
edad si estaban en condiciones de obtener una jubilación ordinaria en le caso “IRIBARREN, CASIANO RAFAEL 
C/SANTA FE PROVINCIA DE “, el 22 de junio de 1999. 
 
737 Fallos 322:1609, Fallo del 19-08-1999. 
 
738 Art. 99 CN: "El presidente de la Nación tiene las siguientes atribuciones: 4. Nombra los magistrados de la Corte 
Suprema con acuerdo del Senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública, convocada al efecto.   
Nombra los demás jueces de los tribunales federales inferiores sobre la base de una propuesta vinculante en terna 
del Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado, en sesión pública, en la que se tendrá en cuenta la 
idoneidad de los candidatos.  
Un nuevo nombramiento, precedido de igual acuerdo, será necesario para mantener en el cargo a cualquiera de 
esos magistrados, una vez que cumplan la edad de setenta y cinco años. Todos los nombramientos de magistrados 
cuya edad sea la indicada o mayor se harán por cinco años, y podrán ser repetidos indefinidamente por el mismo 
trámite."  
739 Por otra parte la cláusula transitoria undécima dispuso que lo relativo a la caducidad de los nombramientos y a 
la duración limitada entraría en vigencia a partir de los cinco años de la sanción de la reforma. Por lo tanto, la 
misma empezó a regir a partir del 24 de agosto de 1999. 
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La Ley 24.309 había declarado la necesariedad de la reforma parcial de la Constitución, fijando los 
límites a los cuales la misma debía ceñirse, bajo pena de la declaración de nulidad740 de toda 
modificación introducida en extralimitación a dichos límites741. La reforma de 1994 introdujo un 
cambio sustancial742 no autorizado expresamente ni por el texto de la ley743, ni por el Núcleo de 
Coincidencias Básicas en función de la edad de los jueces a los efectos de la cesación de sus cargos. La 
única modificación autorizada por la Ley de declaración de necesidad de la reforma fue la relativa a la 
designación de los jueces (que serían nombrados por el Presidente de la Nación con acuerdo al Senado, 
por mayoría absoluta del total de sus miembros  o por dos tercios de los miembros presentes, en sesión 
pública convocada al efecto), la creación del Consejo de la Magistratura y del Jurado de Enjuiciamiento 
solamente para los magistrados inferiores, sin alteración de las condiciones de permanencia en el cargo 
y las causales de cesación en el mismo, lo que daba cuenta de la mantención de la garantía de 
                                                 
740 Ley 24.309, articulo 6º-Serán nulas de nulidad absoluta todas las modificaciones, derogaciones y agregados que 
realice la Convención Constituyente apartándose de la competencia establecida en los artículos 2º y 3º de la presente 
Ley de declaración.  
 
741 Del diario de sesiones de la Cámara de Senadores de la Nación, así como de la de Diputados, sobre la sanción de 
la Ley 24.309 que estableció la necesidad y los puntos de la reforma, deben analizarse a fin de ilustrar las 
características del proceso de reforma ejecutado mediante el poder constituyente delegado. Entre ellos, la alocución 
del Senador Cafiero “ … En síntesis, la Convención no puede declararse ni ser soberana ni excederse de los  límites 
de contenido que fija el art. 2 del proyecto que estamos tratando, porque, el espacio de que dispone tiene un techo  
que no puede traspasarse, so pena de que si se traspasa, la reforma deviene nula e inconstitucional” (Pág.. 3791, 
Diario de sesiones de la Cámara de Senadores de la Nación). En igual sentido se expresó el senador Menem, “… La 
Convención constituyente no se puede declarar soberana másallá del marco que fijamos nosotros al declarar la 
necesidad de la reforma. Todo lo que se pueda avanzar másallá de este marco que nosotros establecemos  al declarar 
la necesidad de la reforma es lo mismo que actuar sin Ley declarativa de la necesidad de la reforma. En nuestro 
proyecto incluimos una cláusula especial, no porque sea necesaria, sino para aventar esos fantasmas … por ésta se 
declara nulo  de nulidad absoluta todo lo que pudiera disponer la Convención Constituyente al margen  de las 
normas que le fijamos  en la Ley declarativa de la necesidad de la reforma de la Constitución ” (pág. 3869. En igual 
sentido ver Diputado Matzkin y Raúl Galván (pág.. 4098), Diputado  Natale (pág.. 4101), Diputado Baltert (pág.. 
4167) , Diputado Garay (págs. 4212 y 4213), Diputad Berhongaray (pág.. 4222). 
742 En el nuevo art. 99, inc. 4, referido a las atribuciones del Poder Ejecutivo, se establecía  que para la designación 
de los magistrados del fuero federal era necesario un nuevo nombramiento para mantener el cargo al cumplir la 
edad de 75 años, y que tal designación se haría por 5 años, pudiendo ser renovada. La disposición transitoria 
undécima enunciaba que la caducidad de los nombramientos y la duración limitada indicada por el art. 99 inc. 4 
entraría en vigencia el 24 de agosto de 1999. 
743El punto I de la Ley 24.309 establecía: “-DESIGNACION DE LOS MAGISTRADOS FEDERALES. 
1. Los jueces de la Corte Suprema serán designados por el Presidente de la Nación con acuerdo del Senado por 
mayoría absoluta del total de sus miembros o por dos tercios de los miembros presentes, en sesión pública 
convocada al efecto. 
2. Los demás jueces serán designados por el Presidente de la Nación por una propuesta vinculante (en dupla o terna) 
del Consejo de la Magistratura, con acuerdo del Senado en sesión pública en la que se tendrá en cuenta la idoneidad 
de los candidatos. 
La designación de los magistrados de la ciudad de Buenos Aires se regirá por las mismas reglas, hasta tanto las 
normas organizativas pertinentes establezcan el sistema aplicable. 
Por reforma al artículo 86, inciso 5 de la Constitución Nacional. Las alternativas que se expresan en el texto 
quedan sujetas a la decisión de la Convención Constituyente.  
J.-REMOCION DE MAGISTRADOS FEDERALES. 
1. Los miembros de la Corte Suprema de Justicia de la Nación serán removidos únicamente por juicio político, por 
mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones, o por crímenes comunes. 
2. Los demás jueces serán removidos, por las mismas causales, por un Jurado de Enjuiciamiento integrado por 
legisladores, magistrados , abogados y personalidades independientes, designados de la forma que establezca la 
ley. 
La remoción de los magistrados de la ciudad de Buenos Aires se regirá por las mismas reglas, hasta tanto las 
normas organizativas pertinentes establezcan el sistema aplicable. 
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inamovilidad de los jueces, consagrada en el art. 96 (actual 110), por lo cual la única manera de 
remover a un magistrado de la Corte seguía siendo mediante el proceso del juicio político.  
Lo actuado por la Convención Constituyente en este sentido, implicó actuar extra mandato de la 
Ley de reforma Nr. 24.309 en primer lugar y en segundo, violar la garantía de inamovilidad o self 
moving744 que poseen los jueces mientras dure su buena conducta a fin de resguardar s u plena 
autonomía decisoria en los asuntos traídos a sus estrados. Esta autonomía, abarca todas las decisiones 
funcionales que le atañen, incluidas las de su renuncia y de su jubilación, (razón por la cual se la 
denomina “self moving” en tanto es sólo el propio juez quien, de manera independiente es quien puede 
decidir cambiar sus funciones si así lo desea, y no ningún otro poder de Estado)745. Así lo entendió 
finalmente el Tribunal, quien declaró la inconstitucionalidad y la nulidad absoluta de la cláusula 
constitucional impugnada incorporada por la reforma de 1994, y determinó que existía en el caso una 
clara violación y extralimitación en el uso de potestades republicanas, porque se otorgaba al Poder 
Ejecutivo una facultad que vulneraba la esencia del sistema de división de poderes establecido en la 
Constitución de 1853.  
La Convención Constituyente de 1994 no estaba facultada para modificar el art. 96 de la Ley 
fundamental, (hoy art. 110) que consagra la garantía de inamovilidad de los jueces federales argentinos 
el cual expresa que éstos "conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta" y por ello, según 
las propias prescripciones del art. 6° de la Ley 24.309, y a tenor del incumplimiento de los alcances y 
contenidos de la reforma autorizada, el Tribunal declaró la nulidad de la incorporación constitucional, 
la cual estaba impuesta como sanción expresa para el caso de extralimitación de los constituyentes por 
la propia Ley. 
Esta decisión fue tanto criticada como elogiada746, pero este leading case sentó un precedente 
acabado tanto de la no obligación de jubilación de los jueces, como de los alcances que deben 
entenderse conforman la independencia del sistema judicial, de la sanción que debe tener la violación 
del proceso de reforma constitucional perpetrado por la Convención Constituyente en contra de las 
prescripciones que la Constitución Originaria efectuó para su reforma, y esencialmente, de la potencia 
                                                 
744 Este concepto es utilizado por el ministro Fayt en su libro, El Self moving. Garantía de Independencia del Poder 
Judicial, La Ley, Buenos Aires, 2000, en donde explica en detenimiento los antecedentes del fallo, las alegaciones de 
los abogados del Estado y las sucesivas decisiones de los magistrados intervinientes, volcando tanto su opinión 
como la de diversos doctrinarios en análisis del fallo. Self moving denota que los jueces sólo se “mueven”, es decir, 
cambian de funciones de magistrados, sólo si ellos lo desean y del modo que ellos lo desean,  a excepción de la causal 
de mal desempeño y del juicio político, única causal constitucional que les es exigible. Para más detalle se remite a 
la lectura del completo libro.   
 
745 La doctrina ha completado el concepto de “self moving” con el de “self - depending”, criterio aplicado a la 
intangilidad de las remuneraciones, como garantía de su concreta independencia y no sometimiento a condiciones 
de indignidad económica utilizados como medios indirectos de presión y sometimiento 
746 Ver entre otros Ventura Adrián, Inamovilidad de los jueces y la nulidad de un punto de la reforma constitucional, 
La Ley, Sup. Derecho constitucional  8 septiembre de 1999. Por su lado, Juan Vicente Sola, califica a la decisión 
como “autopoiética”. Toledo, Sebastián en,  Nota sobre el control de un poder constituido respecto de la actividad del 
poder constituyente a propósito del fallo FAYT,  Colección de Análisis Jurisprudencial Teoría General del Derecho, LA 
LEY, 2002, 69. Sabsay, El control de constitucionalidad de la reforma constitucional, Publicado en: Colección de 
Análisis Jurisprudencial Derecho constitucional, LA Ley 2005, 58. Hernandez Antonio María (h) “El caso Fayt y sus 
implicancias constitucionales”, Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales de Córdoba, Córdoba, 2001. 
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fulminante de las potestades de nuestra Corte, la cual puede invalidar una reforma a la mismísima 
Constitución.  
Como puede observarse, el poder de la Corte es muy amplio y puede invalidar las decisiones del 
mismísimo poder constituyente derivado en la medida en que éste se extralimite en sus funciones y 
derechos y vulnere les procesos constitucionales originarios. La lectura en el área de las políticas que 
puede hacerse en este caso, se relaciona con la política pública en materia de administración de 
justicia, en el sentido que las mismas, cuando son impuestas por el Poder Ejecutivo y/o Legislativo, no 
pueden avasallar al Poder Judicial, vulnerar su función constitucional, y atentar contra el espíritu 
fundador de la propia Constitución. De este modo, en este caso la Corte, como en los demás casos en 
que utilizó sus poderes implícitos para salvaguardar la función judicial, los haberes de los jueces y su 
potestad de superintendencia (incluido el Registro de Peritos Forenses) el Tribunal efectuó un rechazo y 
un re-direccionamiento de la política pública en administración de justicia desarrollada por otro poder 
de Estado, llegando incluso a actuar ante la inexistencia de un “caso” formal, dictaminando que las 
mismas, no podían vulnerar los límites de las prerrogativas constitucionales, anular en los hechos 
concretos la esencial función del Poder Judicial supremo de la Nación.  
Este fallo, posee asimismo una lectura en el área de los poderes erga ommes de las decisiones del 
Tribunal, la cual terminaría por develarse en el año 2009 en el caso “Halabi”.747 Ello surge incluso de 
las propios debates dados en el seno del Congreso al tratar los efectos erga ommes de la eventual 
nulidad decretada por exceso de la convención en la reforma constitucional extra mandato legal, por la 
Corte Suprema en torno al hasta ese momento conocido efecto concreto de las declaraciones de 
inconstitucionalidad característicos de nuestro sistema de control de constitucionalidad y los evidentes 
efectos erga ommes que tendría una declaración de inconstitucionalidad de una cláusula constitucional 
en relación con la legitimación requerida para dicha alegación.748    
En el caso, el Ministro Fayt obtuvo para si la declaración de inconstitucionalidad de manera clara y 
en el caso concreto. La irradiación de los efectos erga ommes podrían interpretarse de manera indirecta 
de las palabras utilizadas por el Tribunal, pero ellas no surgen palmariamete del fallo. 
La omisión de esta expresión de manera clara en el texto de un fallo del Tribunal y la cabal 
demostración del ejercicio de un poder superlativo, sería una cuestión de tiempo y fruto de una 
conformación de Corte distinta (iniciada en 2003) de la que el propio ministro Fayt también formaría 
parte. El efecto erga ommes de sus decisiones, la herramienta más potente que el Tribunal ha 
inventado tras la propia doctrina del control judicial ideada por MarshalL, clave de su accionar futuro, 
se consagrarían de manera expresa en las decisiones del Tribunal en el año 2009 con el caso “Halabi” 
estudiado seguidamente. 
 
                                                 
747 Fallos 332:111, del 24-02-2009. 
   
748 En este sentido, ver las intervenciones del Dip. Garay (Diario de Sesiones págs. 4212/3 y 4298) quien dirá: “creo 
que esto podría soslayarse a través de la solución que brindara la inclusión en la propia Constitución de una 
cláusula transitoria que determine quien puede legitimarse activamente para reclamar la nulidad y que la sentencia 
de la Corte, en tal caso, tenga efectos erga ommes”. 
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6.5.2.6 El efecto erga ommes de las decisiones del Máximo Tribunal. El caso “Halabi” y la creación 
de la herramienta más importante para la actuación política del Tribunal. 
 
A modo introductorio, cabe reiterar que los efectos y el alcance del tipo control de 
constitucionalidad adoptado por nuestro Tribunal, así como sus efectos, no son otros que los que el 
propio Tribunal ha querido que fuesen. Que la declaración de nulidad de una norma violatoria de la 
Constitución no posea efectos erga ommes y que la nulidad genérica hacia toda la sociedad no fuera 
decretada sino hasta el año 2009, sólo da cuenta de la prudencia y cordura con la que este poder de 
Estado se ha manejado. Los requisitos de la declaración de inconstitucionalidad han sido implantados 
por la propia decisión de la Corte según su propia discrecionalidad, nada obsta que, eventualmente y 
dada ciertas circunstancias, el Tribunal pueda establecer distintos requisitos, distintos métodos y 
distintos efectos a sus resoluciones. 
Prueba de esto es lo que ha sucedido en autos “HALABI ERNESTO C/ PEN - Ley 25873 DTO 
1563/04 - s/ amparo Ley 16.986.” el día  24-02-2009749  en que la Corte inaugurara toda una nueva 
etapa jurisprudencial, mediante el aval pretoriano al instituto “Acción de Clase” y al otorgamiento de 
efectos erga ommes, es decir, expansivos a toda la sociedad (aunque no interviniera en el proceso)  a 
una declaración de inconstitucionalidad efectuada sobre la Ley 25.873 (arts. 11 y 21) y el decreto 
1563/04, que imponían a los prestadores de servicios de telecomunicaciones la captación y derivación 
de las comunicaciones que transmitían, para su observación remota a requerimiento del Poder Judicial 
o del Ministerio Público, de acuerdo con la legislación vigente. Para así decidir, estimó que, si bien era 
cierto que el Tribunal tenía dicho que sus sentencias producían efectos solamente respecto de quienes 
habían revestido el carácter de partes en el juicio y no podían aprovechar ni perjudicar a los terceros 
que habían permanecido ajenos a él, tal aseveración revestía el carácter de principio general ya que, 
cuando la naturaleza de la pretensión invocada (en el caso, derechos individuales homogéneos) 
impedía, fáctica o jurídicamente, restringir el alcance de lo decidido a las partes intervinientes en el 
juicio, dicha regla debía ceder. Entendió que, de otro modo, la tutela de derechos reclamada no podría 
hacerse efectiva y se vulneraría el principio mismo del que ha nacido la acción de amparo (conf.  Fallos: 
322:3008, esp. considerandos 12 y 13 de la disidencia del juez Petracchi, y sus citas).750 
                                                 
749Fallos 332:111. 
 
750 El Dr. Fayt, hizo mención a que no podía perderse de vista el carácter invocado por el actor para demandar, toda 
vez que la condición de ciudadano alegada resultaba determinante en orden a la delimitación del ámbito de 
aplicación de la solución a la que se arribó en autos. Y dice: “Ello es así, en la medida en que el actor, en tal carácter, 
integraba el pueblo, en cuanto sustancia del Estado, basamento humano de la sociedad política. Se trata del "pueblo" 
en los términos del art. 11 de la Constitución Nacional, esto es, "no [Y] como formación natural, ni cultural ni espiritual, 
sino como pueblo del Estado [Y] (Fallos: 312:2110, voto del juez Fayt). No es el pueblo en el Estado, es decir, la 
población, la masa de habitantes, sino [Y] [aquellos] para quienes 'el ser y modo de ser del Estado desembocan 
constantemente en una decisión de deber ser' y que 'participan, pues, con actividad consciente, en la conservación y 
formación del Estado' (Heller, Hermann, Teoría del Estado, 30 ed., F.C.E., México, 1955)" (Fallos: 317:711, disidencia 
del juez Fayt). Se trata, en definitiva, de la noción de pueblo políticamente integrado a partir de una unidad, ya sea 
étnica, histórica o cultural. Luego, a ello ha de agregarse la dimensión comunicacional tal como se manifiesta en el 
contexto actual del nuevo orden mundial, determinado por la revolución tecnológica y la globalización.  
Ambos aspectos, en cuanto fenómenos transformadores del marco que le era propio a las comunicaciones, son aspectos 
de los que no puede prescindirse para una adecuada decisión del caso....  
9) Que, en el caso específico de autos, es evidente que estas circunstancias se ponen de manifiesto de forma 
indubitable, en la medida en que el contexto de las telecomunicaciones opera como un escenario singular en el que 
cada individuo del grupo deviene portador de una mediación social que se expande en todas las direcciones. Se 
 Página 357 - 476 
357 
Los jueces son instrumentos en el control ciudadano del poder. El proceso mismo es una 
herramienta para el control ciudadano del poder751, y no sólo es una herramienta que permite la 
actuación de la ley, de este modo en la tutela judicial efectiva se ejerce el verdadero control de los 
poderes concretándose la garantía del ciudadano a contribuir en el control del estado de derecho cuyo 
último fin es la concreción de los derechos y garantías constitucionales a la luz de los fines prescriptos 
en el Preámbulo. Asimismo, la función judicial es la última voluntad del Estado en el ámbito jurídico. 
Las decisiones judiciales en las que se encuentra en juego la validez de una Ley o de un acto 
administrativo, producen una doble sustitución de voluntades, en primer lugar de las partes 
intervinientes en el proceso y en segundo lugar “la transformación de la voluntad estatal (inicialmente 
legislativa o administrativa) por la del Juez, una sustitución orgánico-institucional que concreta la 
última declaración del Estado respecto de la juridicidad de una Ley o acto estatal.”752  
Esta realidad, traspasada al órgano máximo de justicia de la Nación, da cuenta de la potencialidad 
fulminante que posee como última expresión de voluntad jurídica de la Nación Argentina, hábil para 
imponerse por sobre los otros órganos753, pero ahora con armas de igual calibre y que la catapultan en 
la escena de las políticas públicas de manera directa y abierta con efectos generales. En especial, 
porque indagando en el caso, la denominada Ley Espía impugnada estaba suspendida en su aplicación 
por tiempo indeterminado mediante el decreto 357/05, no obstante lo cual, todos los Tribunales 
intervinientes se expidieron como si existiera un caso concreto de violación actual. Ello da cuenta de 
otro cambio sustancial en la noción de causa como condición para la expedición de una sentencia, en 
especial ante una ilegalidad y arbitrariedad tan manifiesta, dejando abierta la posibilidad del accionar 
de carácter preventivo de la C.S.J.N. y la posibilidad de la emisión de sentencias que fulminan con la 
                                                                                                                                                             
produce así, más que nunca en toda la historia, aquel enlace simultáneo por el que, finalmente, cada uno se halla 
unido con los demás por una conexión, aun cuando ésta no siempre es necesariamente consciente (Heller, Hermann, 
ob. cit., p. 113). 
10) Que, en este sentido, resulta incomprensible la pretensión de la recurrente dirigida a que los efectos de lo decidido 
en la presente causa se limiten al amparista, pues, sostiene, "no existe ninguna imposibilidad de excluirlo a él de la 
aplicación de la normativa sin que ello implique que no se deba aplicar la normativa general". En efecto, tal afirmación 
prescinde del carácter indivisible de la materia en discusión. Si bien la "privacidad", desde cierto punto de vista, puede 
ser concebida como un bien propio de cada individuo en particular, no se trata en el caso de un reclamo de protección 
limitado a un cierto espacio físico o a algún aparato de comunicación en particular. Por el contrario, lo que entra en 
juego es el derecho a la privacidad en el ámbito de las telecomunicaciones. 
Ello, por definición, presupone la interacción con otros interlocutores, cuya ausencia de protección, por ser ajenos al 
juicio, derivaría, necesariamente, en el fracaso de la protección al amparista mismo. Desde este punto de vista, la 
necesidad de protección invocada no podría ser restringida a la "propia" esfera de privacidad.  
En consecuencia, al no haber sido invocada por la recurrente razón o argumento alguno acerca de cómo sería posible 
satisfacer la pretensión del reclamante manteniendo la injerencia a la privacidad de terceros ajenos al pleito, pero 
potenciales interlocutores, el recurso extraordinario presenta falencias en su fundamentación de entidad suficiente 
como para impedir su procedencia.” (énfasis agregado). 
 
751 García Pulles, Fernando R.  Un nuevo concepto de "caso" en la jurisprudencia de la Corte y su incidencia en el 
proceso y en el procedimiento administrativos" (a partir de los Fallos Halabi y Defensor del Pueblo),  la La  Ley, Sup. 
Adm, 2010 (agosto), 52.  
 
752 García Pulles, Fernando R. ob. cit.  
753 García Pulles expresa que “Los presupuestos que dan quicio a ese poder inmenso que se reconoce a la 
jurisdicción son y han sido, desde siempre: la existencia de caso y la legitimación del reclamante, aunque algunas 
veces se han confundido estos recaudos, pretendiéndose integrarlos a un sólo concepto, de modo que ha perjudicado 
el entendimiento de muchos.” ob. cit.   Sin embargo, estas circunstancias pueden no presentarse siempre, según se 
analizará.  
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inconstitucionalidad general, simples amenazas, posibles y/o futuras violaciones a derechos 
constitucionales, en aplicación clara del Principio Precautorio, en una superación de sus 
pronunciamientos anteriores en cuanto a la necesidad de la existencia de una controversia y de la 
reformulación de la noción de “causa”.  
El cambio operado por la Corte en el caso “Halabi”, radica en haber interpretado que existía caso en 
una situación en la que, anteriormente hubiera considerado abstracta, prematura o meramente 
dogmática, y en otorgarle efectos expansivos a su decisión, circunstancia que, sin dudas, es la mas 
importante de todas, ya que, mediante este tipo de efecto dado a sus  sentencias, la C.S.J.N. iguala sus 
armas  a las del resto de los poderes, concretando la extensión de su decisión a todos los integrantes de 
una eventual clase o a los afectados por un factor de agresión común proveniente de alguno de los otros 
poderes, quienes hasta ese momento poseían una ventaja fundamental en cuanto al alcance general de 
sus decisiones. En este sentido, la C.S.J.N. iguala su posición defensiva y ofensiva, equiparando los 
efectos de sus decisiones con lo efectos de las decisiones del resto de los poderes lo que redimensiona 
sus capacidades estratégicas y tácticas en la arena de la política institucional . Una decisión de este 
tipo, provino de una conformación de Corte (de 2003) de una gran vocación y actuación política, asi 
como de un gran energía institucional, decidida a evitar cualquier vulneración  ya sea a derechos 
colectivos o a derechos individuales homogéneos (con incidencia colectiva), dispuesta a dar a sus 
subalternos el ejemplo y el mandato de emitir sentencias que sean respuestas congruentes, verdaderas 
soluciones para la sociedad. La herramienta que la C.S.J.N. ha desarrollado, promete dar un giro 
paradigmático al derecho y al rol de la justicia, y es, sin duda, el invento instrumental más formidable y 
con mayor potencial de la justicia argentina.  
Debe notarse que, el efecto erga ommes de las sentencias, permitido en materia ambiental por el 
art. 33 de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675, no era un efecto permitido taxativamente a los 
tribunales en otro tipo de áreas, sin embargo, en uso de los poderes implícitos, la Corte ratificó el efecto 
general y expansivo del fallo cuando no pudo encontrar otra manera de resguardar eficazmente los 
derechos vulnerados. Esta mutación adaptativa de sus poderes forma parte de su imperium.754 
En la práctica, el efecto erga ommes de las decisiones del Tribunal, implica el fin del sistema de 
control difuso de constitucionalidad tal como fuera conocido al 2009. Este sistema restrictivo, lento, 
ineficiente, eficaz sólo para quien plantea un caso judicial, que promueve la multiplicación de litigios en 
igual sentido por iguales hechos, ha fenecido producto de la naturaleza de l los “heréticos y anti 
                                                 
754 En la actualidad, debe reconocerse el valor creativo de ciertos instrumentos legislativos que modernamente 
procedieron a regular la disciplina tomando como ejemplo las decisiones del Tribunal. Tal es el caso  del  Art 113 de 
la Constitución  de la ciudad de Buenos Aires, el cual prevé “Es competencia del Tribunal Superior de Justicia 
conocer (…) 2. Originaria y exclusivamente en las acciones declarativas contra la validez de las leyes, decretos y 
cualquier otra norma de  carácter general emanada de las autoridades de la Ciudad, contrarias a la Constitución 
Nacional o a esta Convención. La declaración de inconstitucionalidad hace perder vigencia a la norma salvo que se 
trata de una Ley y la Legislatura la ratifique dentro de los tres meses de la sentencia declarativa por mayoría de los 
dos tercios de los miembros presentes. La ratificación de la Legislatura no altera sus efectos en el caso concreto ni 
impide el posterior control difuso de constitucionalidad ejercido por todos los jueces y por el Tribunal Superior (…)”.  
Este sistema implica una novísima institución que consagra una posibilidad de ejercido del control judicial de 
manera directa por inconstitucionalidad de la normativa local con efectos derogatorios  erga omnes, ex nunc.  
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reglamentarios”755 derechos de tercera generación en un área relativa al derecho a la información. Este 
fenecimiento debe irradiar a las decisiones ambientales de la Corte y potenciarse transformándose en 
respuesta a las necesidades de supervivencia colectiva de poblaciones, regiones, Estados y del mundo 
en último término. 
 
 
 
 
 
 
6.5.2.7 La recepción del instituto amicus curiae como dato relevante en función de la 
independencia decisoria y actitud democrática del Tribunal.  
 
Para terminar de dar cuenta de la independencia con la que el Tribunal opera en su función y de la 
ágil visión de la necesidad de un cambio institucional que permita el mejoramiento adaptativo del 
sistema de justicia de la conformación de Corte producida a partir de 2003, debe mencionarse el 
dictado de la  Acordada 28/2004 y 14/2006 por la se cual recepta el instituto del Amicus Curiae, 
instituto ajeno a nuestro derecho, proveniente del derecho anglosajón, el cual permite a terceros ajenos 
al proceso formar parte del mismo en calidad de informantes o asesores no vinculantes que el Tribunal 
puede oír para tener información adicional acerca de un tema en particular que deba resolver. Este 
provechoso instrumento posee varias ventajas, siendo las más importante la concreción de la 
participación ciudadana interesada y organizada con cierta especialización temática, lo cual permite a 
la administración de justicia nutrirse de nuevas y diversas visiones, avances científicos, tendencias 
sociológicas o culturales, nichos de interés particulares y sociales, posturas de minorías discretas e 
insulares. La consecuencia directa de ello, es la posibilidad de  decidir con la mayor cantidad de 
información posible en aquellas causas en que se ventilen asuntos de trascendencia institucional o que 
resulten de interés público, lo que en definitiva muestra una vocación de democratización.  
La Corte ha definido que las presentaciones de los amicus curiae, deben ser efectuadas por terceros 
ajenos a las partes que cuenten con una conocida competencia en la cuestión debatida, y con la única 
finalidad de expresar una opinión fundada sobre el objeto del litigio, razón por la cual sus opiniones no 
son vinculantes para el Tribunal. Este último recaudo no se cumple cuando la presentación tiene por 
objeto que la causa sea resuelta en un determinado sentido, con la finalidad de que se est ablezca así un 
precedente aplicable a otros pleitos de análoga naturaleza (iniciados o por promoverse) en los que los 
presentantes o sus representados sean parte o tengan un interés de carácter pecuniario comprometido 
en su resultado. 
Debe tenerse en cuenta, que la decisión de la incorporación de este instituto, fue tomada aún a 
pesar de su inexistencia en el Código Procesal o en norma alguna que permita su ingerencia, por la 
conformación de Corte de 2003, lo cual ratifica parámetros nuevos de democratización en las decisiones 
                                                 
755 Estas características son alegadas como propias de los derechos de tercera generación por alguno doctrinarios 
como Cafferata. 
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del Tribunal, tendientes a inaugurar una nueva base participativa, cooperativa y solidaria superadora 
de los esquemas aristocráticos, minimalistas y a-políticos en la decisión judicial.  
La nueva conformación de Corte, imbuida de las intenciones sociales y de las mandas de 
colectivización de la participación ciudadana en la defensa de los asuntos de la comunidad de la Nación 
pautadas en la propia Constitución tras la reforma de 1994, se encuentra en la línea de largada de una 
nueva carrera por su rol institucional. Esta tesis se propone en parte dotarla de instrumentos para 
dicha nueva etapa en el cumplimiento de objetivos comunes que implican la mantención de la 
supervivencia de todos en el largo plazo, con la intención de ayudarle a saltar cualquier valla de 
obstáculos que estas olimpíadas le presenten.  
 
 
6.5.2.8 Breve mención de la doctrina de las cuestiones políticas y la cronoterapia como prueba 
del accionar político. 
  
Una ampliación para el estudio de las formas de actuación política del Tribunal, puede darse en 
aquellos asuntos considerados políticos por la propia Corte Suprema mediante el estudio de la 
evolución de la doctrina de las cuestiones políticas. De ella surge una clara tendencia a la ampliación de 
sus ingerencias756 en todos los asuntos relativos con el derecho político y constitucional, de cuyo último 
y supremo ejemplo es el propio caso “Fayt” estudiado. El objetivo de la presente investigación se 
disiparía de manera inconducente si se procediera a analizar todos los casos en que la Corte fue 
definiendo aquellas áreas en las que debía proceder su accionar por no constituirse cuestiones 
políticas. Bastará con decir que la potestad interpretativa de las facultades de los diversos órganos del 
Estado es una potestad inherente a la Corte Suprema, sin que esta materia constituya una cuestión 
política inmune al ejercicio de la jurisdicción,757 ya que esclarecer si un poder del Estado posee 
determinadas atribuciones exige interpretar la Constitución, lo que permite definir en que medida el 
ejercicio de ese poder puede ser sometido a revisión judicial.  Sin duda fallos límites en este sentido se 
dieron en el caso “Bussi Antonio Domingo c/Estado Nacional”,758 y en el propio caso “Fayt” estudiado. 
Sintéticamente debe decirse que la Corte Suprema cumple en el sistema institucional el rol político 
más importante, y ello viene dado no sólo  en cuanto es la intérprete de la Constitución, sino po rque 
posee la facultad de interpretar las potestades de los departamentos de gobierno (entre ellas la propia), 
la existencia y límites de las facultades privativas, “no existiendo un poder encima de ella que 
                                                 
756 Para un profundo y detallado análisis de la historia de la aplicación y repliegue de la doctrina de las cuestiones 
políticas, se recomienda la lectura de Baeza Carlos, Cuestiones Políticas, Abaco, Buenos Aires, 2004 y todos los libros 
del Ministro Carlos Fayt hasta aquí citados. 
 
757 Ver el caso “Haquim Carlos Guillermo c/Jujuy, provincia de y Estado Nacional (Senado de la Nación) s/ acción de 
amparo” Fallos 324:2299 (2001). 
 
758 Fallos 324:3358 (2001) La Corte entendió ante el planteo de nulidad de la decisión de la Cámara de Diputados de 
expulsión del candidato electo Antoni Bussi utilizando sus facultades inherentes para interpretar las normas que 
conferían las facultades privativas de otros poderes, es decir, la potestad de añadir requisitos adicionales a los que 
taxativamente impone la constitucional nacional  para ser incorporado a dicho cuerpo, ordenando que la misma no 
era una cuestión política no justiciable, remitiendo la causa al juzgado de origen para que entendiera en el asunto. 
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desentrañe el contenido constitucional del deslinde de atribuciones de los poderes del Estado entre si y 
con respecto a los de las Provincias“759, la calificación o no de las circunstancias que configuran 
gravedad institucional, y la determinación de las cuestiones políticas no judiciables.   
Por todo ello, porque los límites de las cuestiones mencionadas dependen de  una valoración no 
revisable sino por ella misma, y por la novísima potestad de dotar a sus sentencias de efecto erga 
ommes, es decir, de igualar en efectos generales decisorios sus actos, al de los poderes Legislativo y 
Ejecutivo, debe concluirse que el Tribunal posee en los hechos el supremo poder político de la 
República, sólo contrarrestable con el superior poder del juicio político y de la amplitud y laxitud en la 
configuración de la causal de mal desempeño. 
La teoría expresa que la Corte no debe entender en cuestiones políticas, pero la última 
interpretación acerca de su configuración (es decir, si una cuestión es o no política) depende de su 
propia e inapelable decisión. Esta sola circunstancia hace que su rol dentro del sistema institucional 
sea naturalmente político y supremo en todos los aspectos.  
Este poder político extremo, del cual el Tribunal es claramente conciente y que ha sido utilizado en 
situaciones extremas, de manera auto restringida cada vez que dictaminó que una cierta cuestión era 
una cuestión no judiciable,760 o de gravedad institucional, ha sido utilizado también para avalar o 
condenar abiertamente políticas públicas en diversas áreas, inclusive en materia de política económica 
(ver caso “Bustos”)  
Según este breve análisis, la necesaria síntesis que debe hacerse de las potestades de la Corte es 
que ellas no poseen límites inflexibles. El único limite claro y evidente  que posee el Tribunal  se 
relaciona con la existencia en ellos de cuestión federal761 suficiente, ya sea mediante cuestión federal 
                                                 
759 Fayt C.S.,  Los Poderes Implícitos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ob. cit. pág.46.  
 
760 La cuestión política es aquella que, en el orden normal de las instituciones, no incumbe decidir a los jueces en el 
ejercicio de su específica función judicial. Son aquellas que se  encuentran encomendadas con carácter privativo, a 
algún otro  poderes del Estado,  y que configuran actos de gobierno o institucionales. Un acto de gobierno es un acto 
emitido por el poder ejecutivo nacional que posee impacto en la sociedad , es decir, que el efecto es erga ommes. 
El Tribunal ha dicho que son cuestiones políticas no justiciables : 
1) la conformación de padrones electorales.  
2) la declaración de la situación de  estado de sitio.  
A su vez, la C.S.J.N. ha dicho que en atención a las previsiones del  art. 121 de laC.N.  No configuran cuestiones 
justiciables: 
 Los conflictos suscitados entre autoridades provinciales (Fallos, 245:532; 302:186);  
 Lo atinente a las facultades de los Tribunales de Provincia, al alcance de su jurisdicción y a la forma en que 
ejercen su ministerio (Fallos, 301:1226; 299:344).  
 Las decisiones adoptadas por los Tribunales en ejercicio de atribuciones de superintendencia y 
disciplinarias (Fallos, 294:52; 302:934);  
 Las resoluciones denegatorias del planteamiento de cuestiones de competencia por vía de inhibitoria 
(Fallos, 262:459; 283:232);  
 Las consultas y las resoluciones normativas de carácter federal (Fallos, 255:143; 277:325).  
 
 
761 El Dr. Escribano enseña que “Se considera cuestión federal aquella que versa sobre la interpretación de la 
Constitución, leyes federales, tratados o actos federales de autoridades nacionales, así como también los conflictos que 
puedan surgir entre la Constitución Nacional y leyes nacionales o provinciales, o conflictos entre normas nacionales o 
locales con respecto a otra norma federal preeminente. Como principio, se trata de cuestiones de derecho. 
Excepcionalmente, puede entrarse en el análisis de los hechos de la causa, cuando éstos están íntimamente vinculados 
a la cuestión federal y la misma no puede ser resuelta en forma independiente”  Escribano, Raúl Eduardo, 
Introducción al Recurso Extraordinario en la Republica Argentina., 
(disponible en ttp://www.jussantiago.gov.ar/Textos/textossugeridos/recext/Index.htm, 10 de enero de 2008.) 
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simple (es decir de mera interpretación) o compleja (es decir que involucre alguna declaración de 
inconstitucionalidad de alguna norma) ya que ésta categoría de cuestiones da cuenta de  la calidad de 
los asuntos que deben ser traídas a sus estrados. En la medida en que la cuestión revista esta 
calificación, los rigorismos formales y las prescripciones en el uso de las facultades  no serán un 
obstáculo para la Corte Suprema y ésta podría desplegar la totalidad de sus potestades y crear nuevos 
modos de hacerlos efectivos a fin de lograr sus fines.  
La cronoterapia762, en tanto método que implica el espacio del mero transcurso del tiempo sin 
arribar a decisión alguna hasta tanto las rispidences históricas, sociales e institucionales hayan 
pasado, es una pieza esencial que completa el conjunto de instrumentos con el que el Tribunal actúa 
políticamente, junto con el método de las recomendaciones y pedidos que periódicamente utiliza hacia el 
Poder Legislativo763. 
Los diversos jueces de la Corte, en todos sus momentos históricos, son estadistas764, políticos 
decididos a hacer cumplir los derechos de la solidaridad, de cuyo ejemplo son los casos relativos al 
derecho a la salud mencionados o el derecho de las personas con discapacidad, y a consagrar 
jurídicamente hechos culturales y sociales novedosos. De un análisis de sus fallos, surge claramente la 
decisión histórica de instaurar una política institucional participativa de la Corte Suprema, para lo cual 
ha decidido liberarse progresivamente de diversas restricciones procesales para ampliar el rango de 
aplicación de sus decisiones. Esta política expansiva es lo que en gran medida ha permitido al Tribunal 
operar como agente cultural de nuestra sociedad de nuevos standards protectorios en situaciones muy 
particulares765 y en especial como institución humanitaria en infinidad de casos en que la vida y la 
salud de las personas corrían peligro766.    
                                                 
762 Término acuñado por el Ministro Carlos Fayt, para referirse al modo en que el Tribunal elude expedirse sobre 
asuntos determinados en momentos social o políticamente inconvenientes. Para más detalle de la historia del térmno 
ver entre otros:  
Irina Hauser, La “cronoterapia” Suprema, Diario Página 12, 7 de junio de 2008, documento electrónico disponible 
en http://www.Pág.ina12.com.ar/diario/elpaís/subnotas/105615-33266-2008-06-07.html, enlace verificado el 1 de 
junio de 2010. 
Blanck Julio, Fayt: socialista, caballero galante y jurisconsulto,  Diario Clarín de 26/3/2010, documento 
electrónico disponible en http://edant.clarin.com/diario/2003/10/26/p-01110.htm, enlace verificado el 2 de 
febrero de 2011. 
 
763 Como lo hizo en el caso “Pérez De Smith, Ana Y Otros” Fallos 297:338 en el año 1977 por la cuestión de los 
desaparecidos, y en el caso “Badaro, Adolfo Valentìn C/Anses S/Reajustes Varios “, Fallos 330:4866 del año 2007 en 
donde recomendó el dictado de una Ley previsional que estableciera pautas de aplicación permanente de 
actualizaciones de haberes previsionales, para citar algunos fallos. 
 
764 Este calificativo es expresado por varios autores, entre ellos Morello Augusto, en mención al fallo del  año 2007, 
con el caso Massa sobre la pesificación de los depósitos bancarios originados en las normas que conjugaron los 
efectos de la crisis económica de 2001,  entendiendo que la conversión de los dólares estadounidenses a la paridad 
de 1,4 peso por dólar, con más el CER y una adición del 4% no capitalizable, no redundaba en una violación del 
derecho de propiedad. De este modo la Corte re-adecuó la original tendencia de la postura en el caso "Smith, Carlos 
Antonio c/ Poder Ejecutivo Nacional o Estado Nacional s/ sumarísimo”, dictado en momentos en que la composición 
de Corte anterior había determinado la inconstitucionalidad de las normas en cuestión, dando al Estado de este 
modo la convalidación de la posibilidad de ejercer en plenitud la soberanía sobre las políticas monetarias y 
bancarias, y a los ahorristas permitirles resguardar sus ahorros preservando así la integridad del derecho de 
propiedad. Esta decisión de activismo judicial intenso da cuenta del protagónico rol de estadista que la Corte 
Suprema posee en la configuración del Estado Argentino y del accionar dado sobre el análisis holístico y 
consecuencialista de sus decisiones en los diversos momentos históricos dados. 
765 Tales como son las problemáticas derivadas del divorcio vincular, la situación de negación a la asociación con 
personeria  jurídica de homosexuales y travestis, en los casos “Sejean, Juan Bautista c/ Ana María Zaks de Sejean” 
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De lo reseñado ut supra, cabe sintetizar que todo a lo largo de su historia institucional, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación ha sabido apartarse de estructuras ideológicas precámbricas, que 
impidieron la concreción del valor justicia en todas sus dimensiones, en un acto de adaptación 
evolutiva y auto preservativa, en tanto el saber guiar la conflictividad de social a través de los 
precedentes mencionados permitió evitar la natural eclosión que acaece cuando las fuerzas sociales y 
culturales de una Nación no son oídas, lo que termina por incidir en la propia estabilidad del sistema 
político e institucional del País. Permitir que las ideologías que en definitiva no se concretan en mejoras 
de desarrollo y de la vida y dignidad de las personas restrinjan al gran ordenador social instrumental 
que es el Derecho en todas sus formas (legislativas, reglamentarias o ejecutivas  e incluso judicial), y no 
se adaptan a las necesidades de las sociedades modernas, es permitir la eclosión social auto inflingida 
por la rigidez irracional de las instituciones. En este sentido, la Corte Suprema, en clara visión de ello, 
procedió a adaptar el sistema de sus intervenciones y ello lo hizo actualizando la potencia de sus 
facultades implícitas. 
Ahora, en el siglo XXI y en materia ambiental, la Corte debe ir por más. El aliento y los medios 
necesarios para ello, serán desarrollados seguidamente. 
 
6.6  El cenit del sistema de poderes diseñado en el siglo XIX como marco de interpretación 
de los poderes ambientales para la concreción del desarrollo sostenible del Estado.  
 
“Las instituciones acuñadas a lo largo del siglo XIX, son insuficientes e ineficaces para gobernar la vida de la 
sociedad del siglo XX”.767 
 
“El estatuto de poder fue diseñado en el siglo XIX por los padres fundadores de las grandes cartas 
constitucionales y se creó la democracia representativa, que implica un modo de participación a través de 
representantes que se eligen cada cuatro o seis años y a quienes se les da un mandato para guiar a la sociedad. 
La mayoría de las decisiones que afectan al ciudadano ocurren durante esos interregnos en los que no esta 
prevista ninguna participación y suelen ser irreversibles. Por otra parte, la inmediatez de la información  mediática 
pone en crisis la intermediación, ya que acerca a la gente poniéndola en contacto directo e instantáneo con la decisión y 
quien la debe adoptar. 
Estos fenómenos no encuentran cabida en el estatuto del poder  que heredamos del siglo XIX, y no se ha trabajado 
en un nuevo diseño constitucional, lo que no significa que no se este rediseñando el sistema.”768 
 
                                                                                                                                                             
del año 1986 en Fallos 308:2268, o “Comunidad Homosexual Argentina c/ Resolución Inspección General de 
Justicia s/personas jurídicas”de 1991, Fallos 314:1531,  y “Asociación Lucha por la Identidad Travésti - Transexual 
c/Inspección General de Justicia” del año 2006, Fallos 329:5266, entre otros. 
766 Tales como “Defensoría del Niño c/provincia del Neuquén s/acción de amparo” del año 2008,  “Asociación de 
Esclerosis Múltiple de Salta c/ Ministerio de Salud - Estado Nacional s/ acción de amparo - medida cautelar” del 
año 2003 Fallos. 326: 4931, “Cardozo, Isabel c/Galeno Argentina S.A. s/amparo” del año 2009 en Fallos 332:1163, 
sólo como ejemplo de los casos más recientes.   
767 Fayt, Carlos S., Nuevas Fronteras del Derecho constitucional, ob. cit. pág.. 65. 
 
768 Lorenzetti, Ricardo Luis, Teoría del Derecho Ambiental, ob. cit.  pág. 92. 
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“La ecología no puede ser responsabilidad exclusiva de la administración pública., ni en forma total, ni en forma 
parcial…la administración no puede ser el reservorio final de resolución de cuestiones. Creemos que se perfila una 
relación hombre-grupo que aún no tiene recepción adecuada del derecho y que será el reto pendiente para los 
juristas”769 
 
Los sistemas de organización política envejecen. Las estructuras institucionales se tornan 
instrumentos inútiles si no son adaptadas a las nuevas necesidades sociales  de las comunidades. La 
disciplina ambiental adicionó un problema más, tal es la necesidad de instrumentar un sistema 
institucional que garantice la subsistencia biológica de todos. La reforma constitucional de 1994 en 
especial, inauguró una reforma político institucional esencial para fortalecer el sistema democrático 
mediante nuevos mecanismos de participación, ampliación de los s istemas de acceso a la justicia, 
incorporando esquemas de atenuación de poderes y controles de las funciones del poder ejecutivo, con 
algunos elementos del sistema parlamentarista e incorporando nuevos derechos y garantías que deben 
proyectarse sobre la realidad social en forma de aplicación concreta, lo cual implica la creación de los 
sistemas institucionales eficaces necesarios para eso. La incorporación de la materia ambiental en el 
art. 41 C.N., tiene como fin permitir la vida tanto en el sentido mas lato como en el más estricto. Para 
lograr ese objetivo, debe implementarse un sistema económico, político y social ecológico y centrípeto, 
no excluyente, de ningún ser humano vivo o por existir. A ello se denomina desarrollo sostenible. Su 
base es intrínsecamente la misma que la de los derechos humanos básicos y esenciales, el derecho a la 
vida, dentro del cual se encuentra el derecho a la salud y cuya base precondicional de ambos es el 
derecho al medio ambiente apto sano y equilibrado. 
Los Poderes de Estado y sus funcionarios, en tanto sujetos partícipes de la  construcción teórica de 
un sistema organizativo social (el Estado), deben estar a las alturas de las circunstancias para darse 
cuenta de que los roles impuestos por la preservación social e individual deben mutar. Para ello, deben 
liberarse de los límites obstructivos en el mejoramiento social y diseñar nuevos esquemas eficaces. Si 
los roles estatales y las políticas públicas son funcionales a las mecánicas de teorías económicas y 
sociales generadoras de desequilibrios tales que generan pobreza y polarización, gérmenes a su vez de 
violencia e inestabilidad social y político institucional, o a intereses particulares obstructivos del 
mejoramiento colectivo y comprometedores de la subsistencia de todos, las instituciones, entre ella las 
Cortes Suprema, deben reaccionar. Las instituciones deben intervenir en rescate de la misma 
República, de la misma democracia, ya que al garantizar la igualdad de derechos en el acceso a los 
recursos naturales esenciales para garantizar una vida en términos biológicos primero y luego, la 
dignidad de la misma, dará cuenta de la efectiva concretización de un sistema democrático justo, lo que 
evidenciará la propia conveniencia y mantención del sistema. 
El siglo XXI debe ser superador de los anteriores, cuyas catástrofes político-bélicas, 
discriminaciones y racismos asesinos, afanes económicos de corte tanto individualista como 
colectivista, ensayos teóricos sobre la vida social, derivaron en muerte de millones de personas, 
pobreza, degradación ambiental y disparidad social humana, deben llamar a la reflexión a los hombres. 
                                                 
769 Pigretti E. Derecho Ambiental, ob. cit., pág.23. 
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El surgimiento de nuevos “sentidos civilizatorios”770 se impone de una manera apremiante, de los cuales 
el signo de la crisis ambiental es sólo uno de los fenómenos que nuestra sociedad actual demuestra su 
perniciosidad. Debe encararse una reconstrucción social que englobe el respeto a la conservación de la 
naturaleza y de las culturas ricas y heterogéneas que nuestro mundo posee, sobre la base del respeto a 
la vida, a la dignidad humana de justicia social, el respeto por la espiritualidad y religiosidad, por la 
necesidad existencial de creer en una cosmovisión que explique el destino de los hombres, del universo, 
lo útil de sus conductas solidarias y de compromiso hacia la alteridad de las generaciones venideras. 
Dejar esta tarea en las pseudo invisibles manos del mercado, descansando en que la tecnología sola 
encontrará de algún modo algún equilibrio (sin saber cual), eliminando de la toma de decisiones de 
desarrollo ambiental sostenible al Estado, a la sociedad involucrada y organizada, a las religiones 
organizadas, a las comunidades originarias, es permitir que el mundo marche hacia un seguro abismo 
sin intentar desviar su recorrido en un acto de negligencia auto destructiva.  
La era de la actitud pasiva y no comprometida del Poder Judicial ha pasado, forma parte de una 
etapa evolutiva superada y en gran medida extinta en la realidad de la actividad judicial del siglo XXI, la 
que ha tenido que mutar para dar respuestas a los fenómenos jurídicos de la época, los que deben 
analizarse desde las perspectivas constitucionales, sociales e histórico políticos locales, todo ello 
enmarcado dentro del acaecimiento de los hechos y el derecho internacional. La sociedad ha “ganado la 
calle”771 y sus demandas también se orientan al adecuado servicio de justicia según las necesidades e 
imperativos colectivos actuales, altamente mutantes e inestables, pero cada vez más intolerantes a las 
meras declaraciones abstractas de intenciones de las normas y a las simples narraciones de las 
mismas. La Corte debe dar muestras que, su poder y facultades, otorgados por los constituyentes 
originarios de nuestra Nación, sirve para algo más que aguardar a que un hecho acaezca en detrimento 
del mismo sistema y como consecuencia de la falta del Poder Judicial de no haber estado a las alturas 
de manejar los mismos. Una nueva racionalidad sobre bases democráticas, inclusivas, participativas y 
creativas que re -direccionen el rumbo ineluctable de la inercia hacia una catástrofe que se medirá en 
términos de extinción anticipada, es de indispensable concretización. Para ello, deben producirse 
fundamentalmente, cambios psicosociales acompañados con cambios institucionales creados sobre los 
valores de la vida y la solidaridad, de consenso, diálogo. La  ecologización de las políticas públicas, de la 
economía, de las propias instituciones debe diseñarse, a fin de la administración de los recursos 
naturales y el medio de forma tal de satisfacer las necesidades básicas de todos los seres humanos sin 
comprometer la capacidad del medio de recuperación. En este sentido, la Corte, en tanto profesora 
vanguardista de derecho, agente identificatorio y proteccionistas de las nuevas tendencias y 
necesidades culturales de la Nación, debe liderar el cambio institucional que la sociedad requiere.  
                                                 
770 Término utilizado por Leff Enrique en Tiempo de sustentabilidad, ob. cit.  
 
771 Este termino es utilizado por Capón Filas a fin de explicar el fenómeno social actual de los “piquetes” y 
manifestaciones populares  típicas de los fines del siglo XX y de lo que va del XXI, explicando que las mismas se 
deben concretamente al  cansancio ante la mediocridad de los dirigentes argentinos (inclusive los judiciales) y de la 
manipulación efectuada sobre ellos. Dice: “dado que los mamíferos no se suicidan colectivamente, la sociedad ganó la 
calle. Tal vez el detonante fue el crimen de María Soledad (Catamarca) o las cesantías masivas por las privatizaciones 
realizadas durante la Segunda Década Infame bajo la administración Menem con la complicidad manifiesta de gran 
parte de Poder Legislativo, el Poder Judicial y del sindicalismo: el hecho es que la sociedad ganó la calle y sectores de 
ella (sobre todo los piqueteros) no piensan abandonarla” Capón Filas, ob. cit. pág. 182 
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Las políticas orientadas a la ordenación territorial urbana y rural, a la creación de macro y 
microsistemas productivos generadores de empleo (gran ordenador social) y sostenibilidad ambiental 
deben poder planearse y recrearse. El uso de tecnologías alternativas (la energía solar entre otras) 
puede permitir el desarrollo de regiones rurales y dar una oportunidad real en el desarrollo económico 
racional, descomprimiendo el irracional y contaminado crecimiento que la ampliación de los 
asentamientos urbanos en las ciudades y periferias ha generado. Los parámetros orientadores de las 
políticas públicas ecológicas deben tener como norte un crecimiento económico que permita la re -
generación de los recursos renovables, permita la depuración de los depurables, que use racionalmente 
los recursos no renovables, aliviando la pobreza. El desarrollo rural sostenible, basado en el potencial 
ecológico de las regiones, que permita un sistema de descentralización autogestionada puede ser un 
medio, el cual mediante mecanismos de fortalecimiento de mercados regionales con los excedentes de 
estas economías locales y la ayuda en el mejorando prácticas culturales tradicionales con 
conocimientos científicos y tecnológicos modernos que respeten la biodiversidad y sean ecológicamente 
beneficiosos, puede lograrse. Pero para que ello suceda, la presencia de un Estado ecológico eficaz de 
instauración del desarrollo sostenible es elemental. Su retracción o reducción a mínimos de la vida 
social sólo traerá, lo que ha traído hasta ahora, migración rural hacia las ciudades, abandono de las 
prácticas tradicionales no contaminantes y pobreza. 
Los regímenes jurídicos y entre ellos las funciones de los poderes de Estado (y en especial de la 
Corte), deben transformarse, pero no en respuesta a las necesidades de la economía global772, sino en 
respuesta a las necesidades sociales y ambientales de la Nación Argentina en primer lugar, priorizado 
sus conveniencias, respetando su cultura, incentivando el desarrollo tecnológico ambiental local, y 
luego en función de la incidencia que esto tendrá en el resto del planeta. Esta debe ser la adecuada 
interpretación del aforismo “actuar local, pensar global”, ya que en materia ecológica la resolución de 
los desequilibrios globales parten necesariamente de la adecuación de los equilibrios y prácticas locales, 
las cuales  sumadas conforman el macro equilibrio ambiental planetario. La actuación estatal debe 
poder crear las políticas públicas a fin eludir el riesgo de la pérdida de biodiversidad que se deriva del 
uso incontrolado de cultivos mono diversos, híbridos que no permiten su auto regeneración, pesticidas 
dañinos y/o de daño desconocido, actividades productivas que no utilizan la tecnología 
descontaminante necesaria para no degradar el agua y el aire del que todos los argentinos primero, y 
luego el mundo, vive, y luego, concretarlas de manera eficaz. Para ello, la cooperación y la coordinación 
entre poderes de Estado deben imponerse para que ese objetivo se consiga rápida y eficazmente. La 
rpimer gran necesidad es superar la lógica de la invas ión como principal idea inspirativa del nuevo  
sistema institucional ecológico a desarrollarse. 
La organización del poder debe reformularse, incluso por sobre sus postulados clásicos y los 
institutos tradicionales del derecho. El sentido de la transversalidad e interdisciplinariedad y del trabajo 
conjunto debe penetrar en la mente de los funcionarios de los poderes de Estado ya que este es el único 
modo coherente de abordar y solucionar la problemática ambiental. Para ello, el Derecho debe aportar y 
                                                 
772 Para analizar esta visión que brega por que las transformaciones jurídicas deben obedecer y ser funcionales a las 
necesidades de la economía global ver Walsh Rodrigo, El Ambiente y el Paradigma de la Sutentabilidad, ob. cit. , pág.. 
61. Esta tesis doctoral  difiere diametralmente de esta visión. 
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adaptar sus capacidades instrumentales y permitirse auto dirigirse en su propia mutación superadora. 
Debe crearse una nueva institucionalidad que asegure la participación de todos y que soluciones los 
problemas ecológicos desde abajo hacia arriba y desde arriba hacia abajo, no unidireccionalmente sino, 
pluridireccionalmente. 
Los esquemas del federalismo de concertación como ejemplo metódico (en parte inspiradores del 
COFEMA y del mecanismo de Leyes de Presupuesto Mínimos) deben profundizarse y mejorarse. Esa 
lógica debe aplicarse en las estructuras intra organos del gobierno y también en las relaciones inter 
orgánicanas entre los poderes, evitando la superposición de potestades y funciones, la omisión de las 
mismas e incluso, la actuación anárquica e ineficaz de ellas. Todos los niveles del gobierno y todos los 
órganos deben actuar coordinadamente y buscar un modelo concertativo superador de difere ncias con 
la sociedad773. Esta y no otra ha sido la lógica en la creación del novedoso método mixto regulatorio 
ambiental que la propia C.N. ha incorporado mediante las Leyes de Presupues tos Mínimos Ambientales, 
en las que la Nación establece los standards mínimos de protección y las Provincias los complementan 
en beneficio del ambiente del modo de deseen y de acuerdo a sus necesidades particulares. La 
cooperación incluso se prevé en el caso de la aplicación, ya que las leyes de presupuesto mínimos serán 
exigibles en las Provincias, quienes no sólo conservan el poder de policía sobre ellas, sino también la 
capacidad jurisdiccional en su aplicación. La mixtura del sistema bien es una muestra del esquema 
novedoso que en parte se ha adoptado. 
Los poderes de Estado, a fin de construir su adaptabilidad que les permitirá la subs istencia social y 
auto preservación, deben encontrar la mejor forma de conseguir el cumplimiento de los fines de la 
sociedad que deben regular, concretando los derechos humanos esenciales y sus pre condiciones en 
todos y cada una de las personas humanas, las que poseen igualdad ontológica y moral. Superar las 
limitaciones que los sistemas de poder pensados para otras épocas con diversas problemáticas 
sociales774 es  un imperativo. La teoría de división de poderes clásica, encuentra su crisis producto de 
las presiones resultantes entre su rigidez y las necesidades de adaptación a realidades sociales 
disímiles de la era de su formulación. Si los poderes de Estado quedan presos de los rigorismos, 
ataduras convencionales o infra-constitucionales y no solucionan y concretan los derechos humanos 
básicos y los fines previstos en el Preámbulo, comprometerán incluso su propia subsistencia 
institucional. Tarde o temprano la crisis de la representación terminará por conspirar contra el propio 
sistema representativo si éste no despliega sus capacidades evolutivas y encuentra sus fines sociales y 
de desarrollo humano sostenible desde ambiental. Esta es la cruda lección de la historia y la base de 
todas las revoluciones sociales desde los mismos inicios de la humanidad y la problemática en el uso de 
                                                 
773 A favor de la creación de un mecanismo concertativo ver  Sabsay Daniel A., Constitución y ambiente en el marco 
del desarrollo sustentable, en Walsh, Ambiente Derecho y Sustentabilidad, ob. cit.  
 
774 Lorenzetti R. en Teoría de la Decisión Judicial, ob. cit.  pág.. 414, menciona que la democracia se encuentra 
permanentemente en construcción para perfeccionar su ideal, tal es, “todo el gobierno al pueblo” y menciona que la 
burocracia política y administrativa presenta problemas en tanto se vuelven auto referentes y terminan aislando sus 
propios intereses de los intereses de los individuos. Estima que las causas de este fenómeno son variadas, aunque 
identifica algunas, como 1) la democracia fue pensada no para una sociedad de masa  multiculturales como la 
actual, sino para sociedades pequeñas, 2) el concepto de pueblo era un concepto restringido a una elite de personas 
que pensaba de un modo similar, 3) la posibilidad de los ciudadanos de elegir a sus representantes es cada 4 años, 
ello es un periodo muy largo de tiempo para la solución de los problemas diarios que posee el ciudadano.  Remite a 
la lectura de  Bobbio N, y otros  “Crisis de la democracia” Barcelona Marfa, Ariel, 1985 y a Sartori G. “Teoría de la 
Democracia. El Debate contemporáneo”, Alianza, Madrid, 1988 . 
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los recursos y el medio del cual se subsiste, promete ser una materia más sensible y explosiva que las 
otras, en tanto enfrenta a las personas a defender lo último y lo mas básico que posee, su vida. 
En este sentido, los convencionales constituyentes de 1994 han leído y expresado la voluntad social 
de auto -preservación que el hombre ha identificado como fundamental para su existencia en la 
Constitución Nacional en su art. 41 y 75 inc.19. y han instituido de manera indistinta en las 
autoridades la función de concreción de los objetivos de preservación. 
No corresponde dividir allí donde la Ley y la Constitución no divide. Todas las autoridades deben 
cumplir el art. 41 de la C.N. y ello implica la toma de un actitud proactiva, desinteresada y vocacional 
de coordinación entre poderes, tanto nacionales como provinciales para la implementación de los fines 
constitucionales, en una clara superación a la atávica lógica de la invasión o de la aristocrática 
actuación minimalista. 
Un sistema federal de coordinación entre poderes se perfila como la base del mecanismo propuesto, 
el cual implica un nuevo desplazamiento funcional, reconociendo potestades creadoras e impulsoras 
“ex-ante” al Tribunal jerárquico supremo de la Nación mediante el uso de nuevas técnicas jurídicas y 
esquemas revolucionarios que incluyan a la sociedad civil. 
La materia ambiental otorga a los jueces un cúmulo de poderes que no poseen en las otras 
disciplinas. A fin de que las decisiones sean los más precisas, inobjetables y estables posible, es 
razonable pensar en la creación un sistema de toma de decisiones ambientales que se base no en la 
descentralización del proceso de la toma de las decisiones ambientales, sino en la unidad decisoria 
inclusiva de la diversidad posible y de la democrática participación de todos los ciudadanos y entidades 
interesadas en la protección ambiental en la conformación de decisiones públicas, inclusive las 
decisiones judiciales, entendida como síntesis dialéctica superadora eficaz, pragmática y rea lista, con 
sentido expeditivo. El rol protagónico que se reclama al Poder Judicial en este siglo, abarcativo de los 
derechos de la solidaridad, (a la paz, el desarrollo, la protección al medio ambiente, a la dignidad del 
hombre etc,), debe ejercerse reteniendo los poderes de juzgar tradicionales de esencia “ex–post” (dados 
en un marco de independencia institucional), con más la adición de un nuevo esquema de 
coparticipación institucional ex -ante, es decir, de un esquema superador y más exigente del rol 
protagónico político de “alta política”775 y de la ingeniería institucional actual que permita que lo a veces 
poco audibles mensajes y decisiones, superen la barrera de la indiferencia e incumplimiento, ya sea 
privado o público institucional. 
La participación, en tanto método nuevo para la toma de decisiones públicas, fue a su vez incluida 
por la reforma de 1994 en el art. 42 C.N. en expresa mención al derecho de los usuarios y 
consumidores, así como en los Convenios Internacionales de Derechos Humanos (art. 75, inc.22 C.N.). 
La misma idea también se avizora como guía en los nuevos mecanismos de democracia semidirecta  
establecidos en el art. 39 C.N. (iniciativa popular) y del art. 40 C.N. (plebiscitos y consultas) y en el 
propio art. 43 C.N. que permite una amplia legitimación para la defensa de los intereses colectivos y 
una tutela judicial efectiva. La gobernabilidad del siglo XXI dependerá en gran medida de los esquemas 
institucionales que permitan que las fuerzas vitales de la sociedad, comprimidas entre los hechos 
                                                 
775 También reclamado por Morello, Augusto, La Corte Suprema en Acción, ob. cit. pág. 181. 
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avasalladores y su propia subsistencia ecológica, encuentren un curso de representación realmente 
razonable para la solución de los conflictos. La C.S.J.N., en su carácter de supremo organismo 
escalafonario del Poder Judicial, última instancia interpretativa de la Constitución Nacional y sus 
circunstancias, y en definitiva, como la última institución que expresa la decisión de un país, debe 
operar esa transfiguración de las instituciones permitiendo que los estallidos sociales producto del 
desmanejo ambiental no impacten sobre el sistema de forma tal de destruirlo, sino más bién 
amortiguando el golpe mediante su encausamiento en estructuras nuevas.  
En este último caso, la institución del amicus curiae introducido pretorianamente por la Corte en 
2009, es de fundamental importancia, del mismo modo que la celebración de audiencias públicas en 
donde todos puedan ser escuchados, y, en especial, la implementación de sistemas co- participativos de 
proyección y concreción de políticas públicas ambientales, aún incluso a pesar de que ello implica un 
cambio radical en el tipo de actuación de los tribunales en tanto actuación ex ante en la toma de 
decisiones políticas. 
Institucionalizar los nuevos mecanismos que regulen un nuevo sistema en la toma de decisiones y 
de ejecución de sentencias, haciendo partícipe a los organismos intermedios y a la sociedad civil es un 
inteligente método para no ignorar algo que ya existe y que de todos modos va a incrementarse a 
medida de que la cultura ambiental se enraíce en las nuevas generaciones que tomen en cuenta lo 
esencial del tema. No prever un sistema de encausamiento de las demandas en este sentido es incluso 
imprudente. 
El Poder Judicial puede y debe adaptar su rol a las necesidades sociales plasmadas en la 
Constitución tras la reforma de 1994 y debe hacerlo no sólo mediante el uso de sus facultades 
intersticiales, sino también mediante el despliegue de su potencial político, requiriendo al resto de los 
poderes de Estado la participación mancomunada y solidaria en la diagramación e implementación de 
políticas públicas medioambientales a fin que ellas sean eficazmente diagramadas y cumplidas. Como 
bien expresaron oportunamente los Ministros Araóz de la Madrid y Oyhanarte, “uno de los más grandes 
peligros a que está expuesto el Estado democrático: el de su fracaso como custodio de la paz social y el 
bienestar colectivo”776. Dado ello, las instituciones deben reaccionar re encauzando la energía del poder 
de transformación que poseen, armando nuevos esquemas de actuación institucional que permitan la 
concreción de los Estados de bienestar general de la sociedad en su circunstancia histórica, a fin de 
garantizar a todos sus miembros las condiciones de vida apropiadas en las esferas económicas y 
sociales básicas que repercuten en el acertado manejo de los recursos naturales y el medio, del que 
dependemos todos. El Máximo Tribunal debe encontrar los modos de desplegar sus potencias creativas 
para armonizar en materia ambiental las decisiones que de hecho poseen como poderes implícitos y 
sumar a ellos la capacidad de actuación “ex–ante”, superando la lógica de la invasión, entendida ésta 
como la permanente discusión y argumentación acerca de las funciones propias de los poderes, sus 
límites y la permanente imputación de violación de las esferas legislativas o administrativas.  
                                                 
776 En Fallos 243:467 “Russo, Angel, y otra c/ C. de Delle Donne, E.” del año 1959 en el que se solicitaba la 
declaración de inconstitucionalidad de las leyes 14556 y 14775 que suspendían los lanzamientos decretados en los 
juicios de desalojo basadas en el estado de emergencia en la materia. La Corte declaró constitucional estas leyes 
aceptando la noción amplia en materia de ejercicio de poder de policía de emergencia y reconoció que en el caso 
existía una urgencia y necesidad social a atender. 
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Un nuevo tipo de actuación mancomunada en el área “ex-ante” de creación y ejecución de políticas 
públicas, validará no sólo el poder de la C.S.J.N., sino también del resto de los poderes de Estado. En la 
actuación mancomunada y participativa entre todos los órganos de Estado y la sociedad civil no sólo se 
disemina, diversifica y disminuye el riesgo de soluciones inconvenientes y de debilitamiento de la 
C.S.J.N. en términos de actuación contra mayoritaria777, sino que se encuentra la solución de la 
eficacia y concreción de los derechos fundamentales ambientales en términos prudentes y razonables.  
Un proceso democrático y republicano sólido y consolidado como el que encara nuestro país desde 
1983, que ha podido sortear las crisis de la hiperinflación, la confiscación de depósitos del plan Bonex, 
el esquema de reforma del Estado de la década de los 90 y la explosión económica, política y social del 
año 2001, y que ha podido encauzar sus crisis dentro del sistema democrático, da cuenta de una 
conciencia social y política estable en términos de elección de sistema de gobierno y mecanismo de 
solución de las controversias tanto públicas como privadas. 
La estabilidad política y democrática, pone en cabeza de sus instituciones la obligación de poseer 
independencia de criterio, pero coordinación en el actuar en el ámbito de los derechos humanos 
precondicionales (el derecho al medio ambiente apto sano y equilibrado) cuya concreción se materializa 
con la posibilidad igualitaria al acceso y uso de los recursos naturales esenciales para la vida. La 
solidaridad como valor, como criterio y como obligación de acción, así como el de cooperación (lo cual 
implica un trabajo conjunto) que se impone en la disciplina debe inundar la actuación de  las 
instituciones gubernamentales. La Corte Suprema debe cumplir la tarea de “salvación institucional”778 
y proponer e implementar nuevos esquemas y nuevos modos de actuación que efectivamente 
demuestren que su accionar es una “convención constituyente permanente”779 no sólo desde el punto 
de vista interpretativo de los derechos, sino, básicamente, en los modos de interrelación inter-orgánica 
del Estado, superadores de la egoísta lógica de la invasión o la lógica de la imposibilidad de acción sin 
que exista caso concreto, adoptando la lógica ambiental, la cual es básicamente precautoria, preventiva 
y consecuencialista.  
                                                 
777 Lorenzetti remite al estudio de Dahl para afirmar que la Corte Suprema puede tomar decisiones contra 
mayoritarias , pero es preciso que las mismas  tengan cierto consenso en la sociedad para poder tener cierto efecto . 
Dahl analiza que la Corte de EEUU no ha podido limitar las decisiones mayoritarias (léase emanadas del 
Congresoamericano), sino sólo retrasarlas como mucho 25 años. Para afirmar esto, Dahl menciona los Fallos 
controversiales en materia de trabajo infantil y de esclavitud y segregación negra que ha tenido la Corte de su país, 
dejando a la misma como una institución bastante dependiente del poder político de turno y mantenedora de sus 
políticas públicas. Y, en aquellos casos en que ha decidido apartarse de las mismas, alega que la institucón ha 
fracasado, salvo en el caso de la integración racial, medida que, en definitiva gozaba de un consenso bastante 
general, en especial si se tiene en cuenta el derecho de voto otorgada a los negros para que pudieran votar. La visión 
de este autor La Corte opera para conferir legitimidad a la alianza política dominante y para establecer los patrones 
básicos de comportamientos para el funcionamiento de la democracia.  La situación de la CSJ de la Nación 
Argentina es distinta y un trabajo académico que demuestra su independencia de los poderes de estado lo constituye 
la tesis doctroral de Bercholc “La independencia de la Corte  Suprema a través del Control de constitucion alidad 
respecto de los otros poderes políticos del Estado (1935-1998), Ediar, Buenos Aires 2004, de donde surge 
demostrada su relativa independencia del poder politico en especial durante los gobiernos de facto. 
 
778 Oyhanarte Julio “Historia del Poder Judicial”  Revista Todo es historia, Nr. 61 , Buenos Aires 1972  menciona esta 
tarea en función de la toma de juramento efectuada al vicepresidere del Presidente Frondizi, el Dr. Guido, ante la 
imposibilidad del Congresode tomarle juramento por encontrarse en receso y ante la necesidad de seguir adelante 
con la reglaridad institucional y evitar un nuevo golpe de estado. 
 
779 Esta definición es dada por Morello, Augusto. La Corte Suprema en Acción, ob. cit.  pág.. 125 en cita a Cardozo. 
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La actuación política “ex ante” que se propone, se encuentra en la antítesis del accionar 
minimalista. Co- pensar el país y ayudar a ello mediante otro tipo acciones políticamente abiertas es un 
nuevo desafío que las instituciones deberían crear y promover como esfuerzo mancomunado.   
Esta tesis no coincide con el criterio de la limitación de la jurisdicción a que el rol del Tribunal sea 
sólo el de “guardián del proceso democrático con un desempeño moderador y acompañante de las 
necesidades sistémicas del Estado”780. En este sentido, esta tesis rechaza por infundadas las 
dogmáticas aseveraciones de las vertientes doctrinales que restringen el accionar de la Corte, por no ser 
autosuficientes. Es decir  
¿Cuál es la razón por la cual mejoraría la Corte su credibilidad y legitimidad política apartándose 
del tratamiento de cuestiones de Estado altamente conflictivas y políticas? 
¿Por qué resulta deseable que ese tipo de políticas sean resueltas por los poderes políticos 
legitimados democráticamente? 
¿Porque las propuestas se avocan a proponer re ingenierías constitucionales y de re diseño de 
políticas públicas sólo para tratar las realidades de los procesos de supranacionalidad en lugar de 
pensar en los mecanismos internos de nuestras propias instituciones  constitucionales como 
instrumentos soberanos de proyección e implementación de políticas públicas? 
¿Cuál es la razón por la cual la C.S.J.N. debe ser un mero espectador del proceso político? ¿La 
realidad ecológica no amerita un re diseño constitucional que supere la lógica de la invasión de poderes 
en beneficio de la comunidad, y proyecte acciones concertativas entre todos los poderes? 
¿Por qué se entiende que requerir la actuación de la C.S.J.N. en cuestiones de diseño de políticas 
públicas es ponerla en una situación de vulnerabilidad781 
¿Por qué se entiende que la C.S.J.N. “tiene poco que aportar”782.en materia de políticas públicas si 
parte de las grandes revoluciones culturales y sociales han sido introducidas por ella y luego adoptadas 
por el resto de los poderes, justamente por ser el termómetro más sensible y directo de las demandas 
sociales?. 
¿Por qué el diseño y ejecución de políticas públicas excede su órbita y jurisdicción? De un análisis 
de su historia surge claramente su accionar en estas áreas mediante el ejercicio del control de 
constitucionalidad en diversos casos ut supra estudiados, incluso con efectos erga ommes, con lo cual 
se desmitifican todas las dogmáticas afirmaciones que fueron parte de una atávica e irreal cosmovisión 
institucional de tipo conservadora. 
 
La propuesta de esta tesis implica un salto adicional en el activismo y la conquista de nuevas 
funciones innovadoras y pragmáticas que se condigan con la necesidad precautoria, preventiva, 
solidaria y cooperativa de la disciplina ecológica. El federalismo de concertación se basa en la idea de la 
superación de los ápices formales que ameritaban el retaceo de funciones y poderes  y en un actuar 
mancomunado. La Corte ha instado numerosas veces en diversos casos a las partes de diversos 
                                                 
780 Bercholc, ob. cit.  pág.161.  
 
781 Así lo entiende Bercholc, ob. cit. , pág.163.  
 
782 Así lo entiende  Bercholc , ob. cit.  , pág.164. 
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procesos a que negocien entre ellos, consagrando una tendencia a la cooperación y concertación. 
Cuando los involucrados han sido poderes de Estado o entidades de los diversos órdenes estaduales, ha 
permitido que el federalismo de concertación supere incluso limitaciones que hubieran tenido más de 
un cariz interpretativo en materia constitucional.  
La concertación, basada en la idea de coordinación de políticas públicas medio ambientales con 
fines comunes puede empezar a formar parte de las funciones de la C.S.J.N., quien reteniendo su poder 
de juzgar y de decidir en hechos de manera ex post, podría lanzarse al área de la actuación política “ex-
ante”, asumiendo un nuevo rol en su ineludible deber protagónico y orientador en la concreción del 
gobierno del Estado y de la realización de sus fines, superando la obsolescencia de un esquema 
monolítico y tradicionalmente enfocando en mantenerse dentro de sus históricas y atávicas funciones 
(la de juzgar). 
La solidaridad y la defensa de los derechos humanos precondicionales, la igualdad de posibilidades 
en el acceso al uso de recursos naturales no contaminados y a un medio apto, es el nuevo imperativo 
social y, más aún, constitucional, sobre la única gran realidad del riesgo al perecimiento social global 
en caso de acciones omisivas. Los nuevos valores que fundamenten un nuevo ré gimen se imponen, pero 
la estructura del sistema clásico de funcionamiento de poderes es obsoleta en la arena de las políticas 
públicas ambientales, siendo lo acontecido en la causa “Mendoza” o “Salas” estudiada ut- supra, claros 
ejemplos de ello. Y la primer gran necesidad ambiental, es reconocer dicha obsolescencia e inutilidad 
sistémica.  
Como bien manifestó en Ministro Oyhanarte, si el modelo ha perecido. ”La Corte, en vez de 
entregarse  a una empecinada y frustratoria defensa del antiguo régimen (si este ha concluido) deben 
aceptar los valores del nuevo régimen (si este ha nacido)”.783 
 
 
 
6.7  La actitud pro-activa de diversas Cortes Supremas de Justicia ante problemas 
colectivos y ambientales. 
 
“Las necesidades más vitales, es decir, aire, agua y suelo, poseen relación con al derecho a la vida …no pueden 
ser mal utilizadas y contaminadas para que se reduzca la calidad de vida de los demás. Visto el derecho de la 
comunidad en su conjunto, se permite fomentar la participación de Amicus Curiae, el nombramiento de expertos y los 
nombramientos de los comités de monitoreo. El enfoque de la Corte ha de ser liberal para garantizar la justicia 
social y la protección de los derechos humanos” 784 
                                                 
783 Oyhanarte Julio, Historia del Poder Judicial, ob cit, pág. 146. 
 
784  SUPREME COURT OF INDIA,18.03.2004 M.C. Mehta Vs. Union of India (UOI) and Ors.  “The most vital 
necessities, namely, air, water and soil, having regard to right of life ….cannot be permitted to be misused and 
polluted so as to reduce the quality of life of others. Having regard to the right of the community at large it is 
permissible to encourage the participation of Amicus Curiae, the appointment of experts and the appointments of 
monitory committees. The approach of the Court has to be liberal towards ensuring social justice and protection of 
human rights.”  Disponible en http://www.ielrc.org/content/e0409.pdf., enlace verificado el 20 de enero de 2010. 
(La tradución y el énfasis me pertenecen). 
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La Cortes Supremas son instituciones revolucionarias y su actividad es tanto jurídica como política 
en el más lato de los sentidos. La contaminación ambiental y obsolescencia de las instituciones, la 
ineficacia de los cuadros administrativos para tratarla y evitarla no es sólo patrimonio de la República 
Argentina. En términos generales, los aparatos institucionales estatales poseen características 
burocráticas que lentifican la solución a problemas nuevos de índole cambiante. Las leyes, suelen llegar 
detrás de los hechos que tratan de resolver y la regulación e implementación de las mismas, aún 
después.  
En muchos casos, movilizar el sistema de sanción de leyes mediante los sistemas actuales de 
participación ciudadana o través de los sistemas institucionales o partidos políticos, así como el 
sistema de ejecución e implementación de normas, es una tarea ciclópea para cualquier ciudadano 
independiente o grupo de ellos que no puede penetrar en el sistema o que encuentra grandes 
dificultades para ello. El fenómeno de la crisis de la representación señalada, la aglomeración de 
intereses partidarios en torno a sólo a los temas de la agenda partidaria y de las bases políticas de los 
partidos políticos, hace que se frustren las iniciativas tanto privadas como colectivas de una rápida 
solución legislativa a un hecho importante. El activismo del Poder Judicial se debe, en gran medida, a 
esa falta de respuestas que las instituciones encargadas de la legislación, reglamentación e 
implementación de normas y de solución de problemas, a todas las escalas (nacional, provincial, 
municipal) han brindado a la sociedad. Esta situación es grave en especial cuando la problemática en 
cuestión se relaciona con fenómenos que inciden en toda la comunidad en su conjunto y en especial, si 
comprometen la subsistencia de todo los seres humanos.  
La manera más eficaz y eficiente de tener la posibilidad de ser escuchado se materializa a través de 
la vía  judicial. Este Poder no intermedia en la representación, es el único poder de Estado que tiene un 
trato directo con el pueblo solucionando sus problemas, aliviando sus desencuentros. Es el único canal 
directo sin intermediarios que el pueblo posee para ser escuchado y conseguir resolver los 
inconvenientes de todo tipo que la vida moderna plantea, por ello es un termómetro social directo de la 
misma. La receptividad a los problemas de la comunidad forma parte de su función y gracias a ello, ha 
desarrollado el talento de medir, con gran exactitud, las necesidades populares muchas veces mucho 
antes que el resto de los poderes de Estado. 
Estas circunstancias, se reflejan a nivel mundial con una gran similitud. La vanguardia que le toca 
liderar a nuestro Tribunal no es ajena a la que le tocó liderar a otras Cortes Supremas, en especial en 
relación a los intereses colectivos, los cuales movilizan rápidamente el interés de las mismas Su 
activismo revolucionario puede encontrarse en varios países,785 el cual data de la misma creación de 
cada una de ellas. En función de esto, todas ellas han sufrido básicamente dos críticas, 1) irreverencia 
y violación a la división de poderes por injerencia en asuntos de administración y ejecución (es decir, se 
instaura una lógica de la invasión para intentar refrenar sus decisiones) y 2) faltas de la razonabilidad 
de las medidas en función de la falta de prueba del nexo causal entre daño y emisión.   
                                                 
785 Ver Lorenzetti R., Teoría del Derecho Ambiental,  ob. cit., en función de las decisiones tomadas por el Tribunal 
constitucional de Perú en el caso “La Oroya” y  la Corte Suprema de la India en el caso “Metha v. Union of India” 
(1998) y (1997) 
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La Corte de EEUU, tras inventar el fulminante poder del control judicial de los actos de gobierno, 
debió lidiar con el brutal lastre colectivo de la esclavitud y la posterior problemática de la segregación 
racial. Para ello en el caso “BROWN vs. BOARD OF EDUCATION OF TOPEKA ET AL” .786 debió liberarse 
de su formal limitación e imprimir a su gestión un tinte activista y proactivo que nunca había tenido 
para igualar las condiciones en el acceso a la educación de niños tanto blancos como negros de manera 
integrada y sin desigualdad o segregación.   Para ello, en primer lugar, debió desandar su propio camino 
en los casos “DRED SCOTT VS. STANDFORD”787 y “PLESSY VS. FERGUSON”788 (transporte público) y 
luego, dio relevancia a una prueba que habría pasado desapercibida en otro momento que fue el 
testimonio categórico de los psicólogos sociales que ratificaban la existencia de impacto psicológico en 
los niños producto del sólo acto de segregación, aún a pesar de que pudo comprobarse que el gasto 
público destinado a cubrir las necesidades escolares de escuelas para negros y escuelas para blancos 
era idéntico y no parecía palmaria una diferencia de destino de fondos hacia ninguno de alguna de 
estos tipo de estas escuelas.  
En la solución al problema colectivo más grande que probablemente EEUU haya padecido, tal es el 
de la consideración de personas como desiguales, en tanto ésta implica una negación a su calidad de 
persona y de la igualdad de los hombres, ha sido la Corte Suprema quien ha intervenido activamente y 
por un largo período de tiempo a fin de su solución. 
A fin de la implantación de la decisión, en tanto se trataba de una acción colectiva la Corte devolvió 
los casos pendientes de resolución de la misma índole para que se presentasen nuevos argumentos tras 
esta nueva decisión. Celebró novedosas audiencias para que el Procurador General de Gobierno Federal 
y los Procuradores Generales de los Estados Involucrados participaran en la implementación local de la 
decisión. Debió emitir una nueva sentencia en el año 1955 tras los alegatos de diversos Estados de la 
Unión determinando que debían ser los tribunales inferiores  de cada uno de los Estados los que 
aplicaran e interpretaran la resolución recaída en el caso “Brown” a los efectos de que se admitiera a los 
actores en las escuelas sin discriminación mediante medidas de ejecución expeditas y lo más rápido 
posible.  
Ante la resistencia de algunos Estados en el cumplimiento de la manda de la Corte Suprema, en 
especial del Estado de Arkansas, la Corte dictó un nuevo precedente en el año 1958 “COOPER v. 
AARON”789 en donde rechazó el permiso solicitado por la Junta Escolar, para poner fin al programa de 
des segregación.790 
A partir de los ´60s la Corte Suprema de EEUU actuó de una manera más activa en el tema de los 
derechos civiles para controlar el proceso de des- segregación. Volvió a fallar en otro caso de este tipo en 
                                                 
786 “BROWN vs. BOARD OF EDUCATION OF TOPEKA ET AL” , 347, U.S. 483 (1954) 
 
787 “DRED SCOTT VS. STANDFORD” (60 US 393 (1856))   
 
788 “PLESSY VS. FERGUSON”, 163 U.S. 537 (1896). 
 
789 “COOPER VS. AARON”, 358, US. 1 (1958)   
 
790 Ante la negativa incluso de cumplir el fallo, los estudiante negros sólo fueron admitidos después de que el 
Presidente Eisenhower  ejecutara la orden mediante  el envío de tropas a fin de ejecutar el caso Brown.   
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“GOSS V. BOARD OF EDUCATION” 791 en el año 1963 indicando que, transcurridos 8 años del segundo 
pronunciamiento en el caso “Brown”, el contexto en el que debía interpretarse la rápida aplicación 
había sido desnaturalizado. 
La Ley de derechos civiles data de 1964792 es decir, le llevó al Congreso, a instancias de Poder 
Ejecutivo, 10 años tomar las riendas de un problema colectivo brutal que sólo la Corte Suprema se 
atrevió a solucionar, aún pudiendo evitar su tratamiento a tenor de la existencia de dos precedentes 
propios que hubiera podido mantener o de la aplicación del derecho del cerciorari. 
Ejecutar en concreto el caso Brown, llevó a la Corte 10 años de una gran injerencia y actividad. Ello 
da cuenta, en primer lugar, de que el problema de la ejecutabilidad de las decisiones supremas, no sólo 
se halla en Argentina, y en segundo de que las reacciones innovativas de los tribunales de justicia, así 
como la actitud activa ante las demandas sociales y a los intereses colectivos, fueron desplegados 
incluso de manera adelantada, en muchos años, al resto de los poderes de Estado. Ello le permite 
marcar indefectiblemente vanguardia cultural, social y legal, orientando e iniciando muchas veces el 
rumbo que las políticas públicas deberían seguir .  
En materia ambiental, la Corte Suprema de Justicia de EEUU dictó en rigor varios precedentes 
protectorios, no sólo de los recursos naturales y los “global commons” sino incluso de la protección del 
uso común de la propiedad, aún en detrimento de la defensa de la propiedad privada. Uno  de los casos 
se presentó en el caso “ILLINOIS CENTRAL RAILROAD VS. ILLINOIS”,793 en el cual determinó que la 
enajenación de las tierras inter-mareales cedidas por la Ley del Estado de Illinois a la compañía 
ferroviaria, constituía una violación del fideicomiso en beneficio público dado para el disfrute de la 
navegación y la pesca de la comunidad. Determinó que el derecho colectivo en beneficio del publico794 
era pre- existente al régimen general de propiedad, el que fue creado posteriormente a los mecanismos 
de uso público de tierras feudales, el cual permitía que las personas utilizar fundos que quedaban 
librados al uso común, siendo esto un verdadero derecho colectivo inmune a las acciones legislativas.  
La Corte de este país incorporó ideas revolucionarias en materia de legitimación activa y personería 
ambiental (en especial alguno de sus miembros). En el año 1972 en el caso “SIERRA CLUB V. 
MORTON”795, consideró que los intereses ambientales lindaban más con los intereses estéticos y si bien 
Sierra Club como corporación perdió el caso porque se le denegó legitimación para accionar, la Corte 
habilitó a que lo hiciera en representación de sus miembros por las pérdidas recreacionales y estéticas. 
En su disidencia el juez William O. Douglas estableció una noción de personería jurídica de los recursos 
que fue la piedra angular de diversas teorías actuales jurídicas de corte biocentrista, diciendo que: “Los 
                                                 
791 “GOSS V. BOARD OF EDUCATION” 373 U.S. 683 (1963  
 
792 Esa Ley prohibió la discriminación racial en todos los lugares públicos (restaurants, alojamientos , transporte 
etc.) , declaro ilegal la discriminación laboral en razón de la raza y prohibió la discriminación en todos los programas 
que recibieran  fondos federales. 
793 146, US 387, 452 (1892). 
 
794 De aquí surge la incorporación de este caso a las alegaciones de la escuela del Public Trust americano, de donde 
surge que el Estado tiene el deber de velar  por el patrimonio común del pueblo con las mismas obligaciones que un 
fiduciario, como los cursos de agua, humedales, lagos y sectores intermareales. Ver Sax Joseph,“The Public Trust 
Doctrine in Natural Resources Law: effective Judicial Intervention” 68 Michigan Law Review, Michigan, 1970.  
 
795 405 US. 727 (1972).  
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objetos inanimados pueden ser parte en un litigio. Una corporación ordinaria es una persona. También 
deben serlo los valles, ríos, lagos, estuarios, playas, bosques, pantanos y aún el aire que siente las 
presiones destructivas de la tecnología moderna  y la vida moderna”. 
Asimismo, en materia de residuos, en el año 1978, en el caso “PHILADELPHIA V. NEW JERSEY” 796, 
consideró que eran inválidas las restricciones efectuadas por un gobierno estadual en su regulación de 
los residuos provenientes de otros Estados que discriminaban en el área del comercio interestatal, aún 
cuando esa restricción estaba motivada por preocupaciones genuinas de preservar el medio ambiente.  
En ese mismo año (1978), en el caso “TVA V. HILL”797, ordenó impedir la conclusión de una represa 
(con costos de inversión multimillonarios) en tanto a que ella ponía en peligro de extinción a un pez 
protegido por la Ley de Especies en Peligro. Sostuvo que la protección de una especie en peligro era el 
principal objetivo de la norma y que no podía supeditarse por temas de equidad o economía. 
En el caso “KEYSONE BITUMINOUS COAL ASSOCIATION V. DE BENEDICTIS”798 en el año 1987, la 
Corte determinó que las actividades regulatorias en materia ambiental eran un derecho legítimo y 
apropiado del Estado en el marco del ejercicio del poder de policía, pero cuando las restricciones se 
basaban en el uso general del territorio o en cuestiones estéticas, debía existir un escrutinio más 
estricto, como de hecho sucedió en el caso “LUCAS VS. SOUTH CAROLINA COASTAL COUNCIL”799 en 
1992, en donde determinó que si una regulación privaba  a un propietario de todo uso económicamente 
viable de la misma, esa acción estatal debía ser considerada una expropiación en términos 
constitucionales y, por ende, la restricción, indemnizada.  
En “KEYSONE BITUMINOUS COAL ASSOCIATION V. DE BENEDICTIS” el Tribunal mantuvo la 
constitucionalidad de una Ley del Estado de Pennsylvania que prohibía la minería subterránea del 
carbón de manera tal que produjera hundimientos en el terreno y obligaba a las empresas mineras a 
dejar remanente en la mina por lo menos el 50% del carbón que existiera debajo de la estructura 
protegida. La alegación de la empresa minera radicó en alegar la inconstitucionalidad de la norma por 
ser en los hechos una expropiación sin reconocimiento de derechos indemnizatorios. La mayoría 
conformada por una diferencia de 1 sólo voto (5 a 4), sostuvo que la Ley era un ejercicio válido del poder 
de policía del Estado en el área de los intereses públicos en salud, seguridad y bienestar, y que permitía 
aún a las empresas mineras obtener beneficios, ya que las 27 millones de toneladas de carbón que 
debían ser inexploradas, constituían menos del 2% del carbón total, lo que no constituía  un segmento 
separado de propiedad en términos expropiatorios .800 
Sin embargo, en “LUCAS V. SOUTH CAROLINA COASTAL COUNCIL” la Corte asimiló la capacidad 
regulatoria del Estado dentro de la cláusula expropiatoria, determinando que todo propietario tenía 
derecho a una indemnización si la restricción privaba al mismo de todo uso económicamente viable, 
                                                 
796 437 U.S. 617 (1978). 
 
797 Tennessee Valley Authority v. Hill et al., o TVA v. Hill, 437 U.S. 153 (1978). 
 
798 480 U.S. 470 (1987), 
 
799 505 U.S. 1003 (1992). 
 
800 Para más detalle ver Sola, Juan Vicente, Tratado de Derecho constitucional, ob. cit.   
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incluso si el propietario era un adquirente posterior a la fecha de la propia reglamentación, (tal como se 
decidió en “PALAZZOLO V. RHODE ISLAND”801, en el año 2001, en donde consideró que las 
generaciones futuras tenían el derecho a acatar limitaciones irrazonables para el uso y valor de la 
tierra). Fallos como “FRIENDS OF THE EARTH V. LAIDLAW ENVIRONMENTAL SERVICES INC.”802 
otorgaron legitimación activa al grupo ambientalista que demandó a una planta de tratamiento de 
aguas servidas que vertía sus contaminantes dentro de un río, lo que les impedía pescar, acampar, 
nadar, pasear, etc., sobre la base de sus preocupaciones estéticas y de recreación, aún a pesar de que 
no hubiera podido ser demostrado que las acciones el causaren daño directo al  ambiente . 
En el año 2007, nuevamente la Corte Suprema de Estado Unidos emitió un precedente en el caso 
“MASSACCHUSETTS VS. ENVIRONMENTAL PROTECTION AGENCY”803. En el año 1999, 19 ONGS 
habían demandado a la EPA para que regulara el dióxido de carbono producido por los automotores por 
el impacto que éstos producían sobre el efecto invernadero y el cambio climático modificando o 
regulando la Clean Air Act. Luego de pedidos de informe y audiencias públicas la EPA denegó este 
pedido alegando desconocimiento científico y relación causal directa ente la emisión de CO2 de 
automóviles y le calentamiento global. A ésta petición se sumó el Estado de Massachusets y 
demandaron ante la Corte del circuito quien rechazó la demanda alegando problemas de legitimación y 
por considerar que la negación a regular formaba parte de las potestades de la agencia en tanto la CAA 
no había expresamente obligado a regular el tema (aunque no lo prohibía).  
La Corte Suprema revocó la decisión, consideró que la legitimación era viable (eludiendo un 
precedente importante sobre legitimación –Georgia vs. Tenessee Cooper Co. 206 US 230, 1907-) en 
tanto era claro que se trataba del impacto en su territorio del cambio climático, rechazó la inexistencia 
de nexo causal diciendo que si bien una regulación no solucionaría totalmente el problema, ayudaría a 
disminuirlo parcialmente, sin que importase si la disminución global tuviera incidencia en el país o en 
otra parte del mundo. 
A su vez, y en cuanto a los límites del Poder Judicial para con una Agencia gubernamental, la Corte 
especificó que el problema no era limitar la resolución de una Agencia, sino obligarla a reglar algo que 
no había reglado. El tema no era un problema de contenido justiciable, sino de negación a regular, y 
que de las intenciones del Congreso de 1978 con la aprobación del “National Research Council”  y de 
1987 con la “Global  Climate Protection Act” y los resultados investigados por el IPCC, quedaba clara la 
intención de regular las emisiones de CO2 y no de prohibirlas, razón por la cual no podía inferirse que 
la CAA intentara negar a la EPA la regulación sobre el tema. 
La Corte Suprema de la India en el caso “METHA V. UNION OF INDIA”804(1998) comenzó su 
activismo ambiental en 1986 (requiriendo informes de contaminación por emisiones de transporte 
público contaminante) para, en 1996 ordenar que se adoptaran medidas obligatorias para convertir la 
tecnología de los vehículos gubernamentales en la ciudad de Delhi (implicaba traspaso al GNC de la 
                                                 
801  533 U.S. 606. 
 
802  528, US. 167 (2000) (contrario al precedente “LUJAN VS. DEFENDERS OF WILD LIFE” 504 US. 555 DE 1992. 
 
803 549 U.S. 497 (2007). 
 
804 (UOI) and Ors. (18.12.1998 - SC). 
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flota y construcción de estaciones de servicio que suministraran ese gas). Luego, exponenciando el 
activismo en 1998 directamente ordenó la conversión de toda la flota de colectivos de Delhi al GNC, 
conformar los vehículos con las normas europeas Euro-I y Euro II y prohibir la matriculación de 
vehículos impulsados a diesel que las incumplieran. Sólo en 2001, después de 17 años , el Estado 
finamente estableció un comité independiente para investigar los efectos de la polución vehicular. En 
2002, la Corte emitió una nueva orden e implementó un sistema de multas para el que no había 
cumplido su orden. 
Metha, abogado ambientalista, también había demandado al Estado de India en otro caso 
igualmente intitulado “METHA V. UNION OF INDIA” (1987)805 por la contaminación del río Ganges. La 
Corte sólo se abocó al estudio y resolución del traslado de las industrias de curtiembre (550 
establecimientos) que echaban los efluentes sobre el río, ordenó el cierre de aquellas que no cumplieran 
el requerimiento mínimo de tratamiento. Luego, citó a los Municipios, en especial a uno de ellos Kanpur 
(el más importante) y como encontró que los índices de contaminación eran e levados aún a pesar de las 
obras cloacales que habían hecho (ya que eran muy lentas), le ordenó  objetivos intermedios a cumplir. 
Además, fijó un plazo para que ordenase su basura y para que construyesen baños públicos para la 
gente sin recursos. Finalmente, ordenó al gobierno a que diese clases de protección ambiental al menos 
una hora por semana, ordenó programas educativos para mantener la ciudad limpia en todas las 
ciudades al menos una semana al año, durante la cual todo el personal administrativo y judicial debían 
colaborar de modo gratuito. El Tribunal sugirió diversas medidas como la construcción de un sistema 
común para el tratamiento de efluentes para todos los establecimientos de Calcuta, la compra de tierras 
para la instalación de un polo industrial de las curtiembres instruyendo medidas especificas de 
construcción y financiamiento. Citó a funcionarios a fin de requerir informes y manifestó varias veces 
que no había colaboración del gobierno para la implementación del plan y que no se liberaban los 
fondos para pagar el predio en donde debía construirse el polo industrial. 
En materia laboral la Corte india aseguró la continuidad laboral en las mismas condiciones, 
determinando que el tiempo que tardase el traspaso de las curtiembres al polo destinado y durante el 
cual no se trabajaba, debía ser pagado al trabajador. El trabajador que aceptara el traslado debía ser 
compensado con un bono especial, debiéndosele asegurar un periodo de contrato. 
Este mismo Tribunal intervino en un conflicto minero en Kashipur, Orissa, (India), en que 
intervenía la compañía canadiense, ALCAN, en un caso de minería de bauxita en un territorio adhibáis 
(tribal), protegido por tanto por la propia Constitución de la India. Previo a ello, en el caso “SAMATA VS. 
ANDHRA PRADESH”806 de 1997, la Corte había decretado que las áreas tribales no podían cederse a 
personas no-tribales. De todas formas, el gobierno local, socio de ALCAN en la empresa de minería UAIL 
para desarrollar el proyecto de exportación de aluminio, estaba dispuesto a cederlas alegando el interés 
general y el crecimiento de la economía y del empleo. Ello generó manifestaciones y victimas mortales 
en la población de Maikanch en el 2000.  
                                                 
805 AIR (1987) 4 SCC 463. 
 
806 21457 of 1993 D/- 11-7-1997. 
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Por su lado, la Corte Suprema de Filipinas estableció que si bien el derecho a una e cología 
equilibrada y saludable aparecía recogido en la Declaración de principios y políticas del Estado y no en 
la Declaración de derechos y garantías fundamentales, ello no implicaba que fuese menos importante 
que cualquiera de los derechos civiles y políticos recogidos en esta última. Tal derecho correspondía a 
una categoría de derechos diferente en tanto que afectaba a nada menos que la autoconservación y la 
autoperpetuación, y podía incluso decirse que su evolución antecedía a todos los gobiernos y 
constituciones. Entendió que en realidad, ni siquiera era necesario que esos derechos fundamentales 
figurasen por escrito en la Constitución, pues su existencia se presumía desde la aparición de la propia 
humanidad.807 
En Perú, ante la prueba en proceso de la existencia de niveles en plomo en sangre por encima de 
los recomendados por la OMS (10ig. g/100ml.) en la Ciudad de la Oroya808, el Tribunal constitucional el 
15 de mayo de 2006 809 ordenó: 
a) Al Ministerio de Salud, la implementación de un s istema de Salud de emergencia para 
atender a las personas contaminadas por plomo en la ciudad, debiendo priorizar a los 
niños y mujeres gestantes en un plazo de 30 días. 
b) A la Dirección de Salud Ambiental, implementar en  el plazo de 30 días todas las acciones 
para la expedición del diagnóstico base para poder concretar lo más rápido posible, los 
planes de acción para el mejoramiento de la calidad del aire en la ciudad.   
c)  Al Ministerio de Salud, declare el Estado de Alerta, en la ciudad, en  el plazo de 30 días. 
d)  A la Dirección General de Salud Ambiental, cumpla con realizar un programa de vigilancia 
epidemiológica y ambiental en la zona, en un plazo de 30 días. 
 
Estas tendencias de acciones revolucionarias de las Cortes Supremas en cuanto al alcance de sus 
decisiones y la ingerencia en ámbitos de política pública ambiental pura, se repiten en varios países. 
Incluso, la Corte Internacional de Justicia, el principal órgano judicial de la Organización de  Naciones 
Unidas, creada en 1945, en La Haya y cuyas funciones se centran en la resolución de las disputas que 
le sometan los Estados y emisión de dictámenes u opiniones consultivas planteadas por la Asamblea 
General, el Consejo de Seguridad, o por las agencias especializadas que hayan sido autorizadas por la 
Asamblea General de acuerdo con la Carta de las Naciones Unidas, ha constituido recientemente una 
                                                 
807 Tribunal Supremo de la República de Filipinas, Manila, 30 de julio de 1993, “Minors Oposa vs. Secretary of the 
Department of Environment and Natural Resources (DENR),” G. R. No. 101083, reproducido en 33 ILM 173, 187 
(1994). 
 
808 La Oroya es una ciudad peruana ubicada en el departamento de Junín, la cual se convirtió en un centro 
metalúrgico en 1922 cuando la empresa Cerro de Pasco Copper Corporation inició sus actividades, entorno de las  
cuales gira la economía de esta población que actualmente ronda los 30.000 habitantes. La ciudad de la Oroya es el 
único lugar en América del Sur, que el informe de Blacksmith Institute (2006) indica con los peores niveles de 
contaminación. Se encuentra en la lista de los 10 lugares más contaminados del mundo, junto con Chernobyl 
(mayor accidente nuclear en el mundo), la ciudad de Dzerzhinsk (ciudad rusa donde se fabricaban armas químicas), 
la ciudad de Linfen (por la contaminación producida por la  industria de carbón en China) y de la ciudad de Rapinet 
(por los residuos de curtiembre en La República de la India. 
Para más detalle de los hechos ver página web entre otros http://salvemoslaoroya.org/index.php?la-oroya-agoniza, 
enlace verificado el 19 de febrero de 2011. 
 
809 Exp. Nº2002-2006-PC/TC. 
 
 Página 380 - 476 
380 
Sala de Asuntos Ambientales para entender en este tipo de litigios con especialistas en esta área. Ello 
da cuenta de la envergadura de la problemática a tratar. 
De la pequeña selección de precedentes y actitudes de las Cortes Supremas brevemente analizadas, 
surge claramente que las mismas han entendido que, la mantención de un status quo procedimental no 
garantiza el mejoramiento de una mala situación que no ha podido ser solucionada con medidas 
ortodoxas. Para solucionar un problema complejo, en el caso, como el tema colectivo del medio 
ambiente, debe trabajarse activamente para solucionarlo. Estas, entre otras Cortes Supremas han dado 
muestra de ello enseñando con el ejemplo de sus  precedentes, resguardando el derecho a la 
subsistencia de la vida, encontrando generalmente grandes escollos e incumplimientos a sus órdenes. 
Ello demuestra la existencia de un patrón de problemas al que debe encontrarse una solución . En esta 
área, debe tenerse en consideración que lo realmente importante es que el problema se solucione para 
beneficio de quienes son dañados, en especial si los daños son potencialmente expansibles a todos los 
seres humanos. 
Por ello, este trabajo analizará las facultades que podrían ser utilizadas por nuestro Supremo 
Tribunal en la revolucionaria y activista etapa que le tocará enfrentar en el siglo XXI, y que la 
catapultan más allá de la mera participación “ex -post“ en los hechos, comprometiéndola al despliegue 
de una actividad política directa. Ello se explicará seguidamente, no sin antes analizar, que, en rigor, la 
actuación política la ha acompañado toda su historia. 
6.8 La necesidad del mejoramiento de las competencias de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación. Su actuación “ex ante”. Un nuevo rol de creación coordinada de políticas públicas 
ambientales. 
 
 “Los jueces y el consenso. La posibilidad de que un proceso social y una ideología envolventes convenzan a los 
jueces, redimiéndolos de su adhesión al status quo, dista mucho de ser utópica .Los jueces y los juristas no son un 
caso perdido, desde luego, porque….también ellos sienten la necesidad  de ser consentidos por la comunidad.”810 
 
“La reforma de la justicia es un proceso dialéctico que no tiene fin.”811 
 
Lo hasta aquí analizado, ha dado cuenta de los modos en los que la C.S.J.N. argentina y las del 
mundo ha re-direccionado, orientado o avalado políticas públicas en diversas áreas mediante el uso de 
sus poderes tanto explícitos como implícitos en causas concretas traídas a sus estrados (con algunas 
excepciones) pero siempre actuando “ex -post facto”.  
La Corte Argentina ejerce un rol en la creación vanguardista de derecho indiscutible, así como en la 
consagración de los derechos que la comunidad le pide reconozca en los hechos concretos de 
determinación de prioridades sociales y políticas. Su actividad política lato sensu es un dato de la 
realidad. Este rol lo ha ganado con el árduo trabajo que ha debido realizar desde su propia creación en 
                                                 
810 Oyhanarte Julio, Poder politico y cambio estructural en la Argentina. Un estudio sobre el estado del desarrollo, 
Paidos, Buenos Aires, 1969, pág. 70 en referenciaa a Cueto Rúa. 
 
811 Palma Luis Maria, Taller “Corte Suprema de Justicia: su necesaria reforma, CEPES (Centro de Estudios Políticos, 
Económicos y Sociales), Bs. As., 21 de mayo 2004. 
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1863 y producto de diversas circunstancias históricas pero, en gran medida, de los incumplimientos, 
avasallamiento y/o omisiones del resto de los poderes de Estado. 
Esa ineficacia social y funcional del resto de los poderes de Estado ha debido ser solucionada por la 
C.S.J.N. quien ha visto desbordada su capacidad para resolver la innumerable cantidad de causas que 
han recaído en sus estrados, a pesar de lo cual, estuvo a la altura de las circunstancias812, procediendo 
a su juzgamiento y sentando en el ínterin las bases humanitarias, culturales y sociales de la Nación.  
En tanto cúspide única del sistema judicial y superior jerárquico de los cuadros escalafonarios 
inferiores, ha sido arduamente estudiada por diversos doctrinarios e instituciones que proponen la 
reforma judicial quienes sintéticamente analizan la problemática  de sus tareas en:  
1. La cantidad excesiva de causas813, producto de 
 La ordinarización de sus funciones vía Ley 24.463 art. 19  en causas 
previsionales (a partir año 1995 y a la postre declarada inconstitucional en el 
caso Itzcovich)814 
 La ampliación de su jurisdicción a través de la creación de la doctrina de 
arbitrariedad de sentencia.815 
2. Las prácticas que le quitan transparencia.816 
3. Las prácticas que le quitan eficacia y eficiencia.817 
La excesiva cantidad de causas que en la Corte se concentran, es interpretada como la principal de 
las razones que originan el retraso de los plazos de obtención de la sentencia definitiva, así como de la 
                                                 
812 El ministros Zaffaroni contrario sensu expresa que, este tipo de competencia  de la Corte en materia provisional, 
lejos de brindar mayores garantías a los beneficiarios, ha servido para que se demoren las decisiones definitivas que 
otorgaban beneficios. Taller “Corte Suprema de Justicia: su necesaria reforma” ob. cit. pág. 45. En igual sentido el 
Ministro Fayt considera que la cantidad excesiva de causas conspira contra la eficaz tarea del Tribunal. 
813 Existe una permanente comparación con los parámetros de trabajo que recaen en la Corte de EEUU, en tanto ella 
sólo resuelve un promedio de 100 Fallos anuales (en 1990 analizó 129, en 1994, sólo 95 Fallos, con una tendencia 
decreciente para el período 2002/2003 de sólo 73 casos), es decir algo así como un 3 % de los casos de peticiones de 
cerciorar y, sin tener en cuenta que el sistema decisorio del tribunal argentino es distinto, en tanto no utiliza el 
sistema del precedente obligatorio para las decisiones de los miembros de poder judicial.   
 
814La Corte finalmente en el año 2005 declaró inconstitucional el art- 19 de a Ley 24-463 en el caso “Itzcovich Mabel 
C/ Anses El 29/3/2005”. Es de hacer notar que la jurisdicción de apelación ordinaria ente la C.S.J.N. también se 
presenta en : 1)Cuando la Nación, directa o indirectamente es parte (Art. 24 inc.6 ap.a. ley1258/58 y art.3 inc.1 y 2 
Ley 4055; 2) Cuando se reclama la extradición de criminales de guerra (art.26 dec. 1285/58 y  art. 33 Ley 24.767; 3) 
Apresamientos y embargos marítimos en tiempos de guerra (art. 24 inc.6. dec Ley 1285/58) y 4) El recurso de la 
Cámara de Previsión Social de la Ley 24.463 art. 19  en causas previsionales.   
 
815 Por esta vía, el Tribunal accedió a la tarea de la casación general. La crítica o recomendación hacia el Tribunal en 
este sentido es que debe acotar la teoría de la arbitrariedad sólo a los casos que revisten real gravedad institucional y 
no a cuestiones debatibles de apreciación del derecho u opiniones jurídicas. Algunas posturas sostienen que esta 
doctrina no permite a los tribunales locales el desarrollo de su total potencialidad decisoria. Otras soluciones 
recurren a la creación de un Tribunal constitucional encargado solamente de la aplicación de la doctrina de la 
arbitrariedad. Para ello se necesitaría una expresa creación y modificación tanto legal como constitucional.   
 
816 En la Presidencia de los Ministros Fayt y Petracchi, se dictaron las Acordadas 35/2003 del 11/12/03 
estableciendo la circulación de los expedientes, la 38/2003 del 18/12/03 con la cual se dispuso la publicación en 
Internet de todas las sentencias que dicta el Tribunal, la 7/4 del24/2/04 determinando el fin de las audiencias 
inaudita parte contraria y la 2/4/ del 11/2/04 estableciendo el nombre de los abogados que interpusieron el recurso 
extraordinario.  
 
817 Estas recomendaciones tienen relación con el control de la gestión interna tanto de los expedientes como de 
aspectos de índole administrativo.  
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mala calidad de las mismas, las que tendrían una menor calidad de redacción y/o elaboración atent o a 
que, el ritmo al que las mismas deben resolverse es de una vertiginosidad tal que no permite que la 
excelencia de las mismas. Esta circunstancia coadyuva a existencia de una alta posibilidad de error. 
Las soluciones propuestas para el alivio de la tarea del Tribunal  en materia de cantidad de causas son 
varias, a saber: 
 El abandono liso y llano de la doctrina de la arbitrariedad. 
 La aplicación del cerciorari.  
 División de la C.S.J.N. en salas. 
 Creación de una comisión de pre- admisión de las causas. 
 Creación de un Tribunal de sentencias arbitrarias y/o de creación de Tribunales de Casación. 
 Creación de una sala especial de arbitrariedad.818 
En materia de exceso de trabajo, debe analizarse el total de causas ingresadas a la C.S.J.N. en un 
período de 1994 a la actualidad pueden sacarse varias conclusiones a apriorísticas. Veamos: 
Año Total causas 
ingresadas C.S.J.N. 
Causas 
previsionales que 
conforman en cálculo 
total 
1994 36.657 31.385 
1995 16.880 10.688 
1996 23.519 18.372 
1997 9.639 4.207 
1998 7.888 1.612 
1999 13.595 2.199 
2000 17.290 10.287 
2001 14.262 6.989 
2002 41.860 11.690 
2003 31.290 17.144 
2004 37.559 12.254 
2005 36.202 4.968 
2006 30.544 4.643 
2007 20.041 2.756 
2008 16.463 3.741 
819 
Del cuadro surge que el pico histórico máximo de demandas llegadas al Tribunal en el período 
estudiado, es fruto de la crisis económica de diciembre de 2001 y las normas emitidas para conjugar la 
                                                 
818 Para más de detalle de las opciones ver Morello, ob. cit. págs. 508 y cdts. 
 
819 Elaboración propia con datos  obtenidos del “Taller “Corte Suprema de Justicia: su necesaria reforma”, Bs. As. 21 
de mayo 2004, CEPES (Centro de Estudios Políticos, Económicos y Sociales”  y de la Oficina de estadísticas del 
Poder Judicial  relevados en  http://www.pjn.gov.ar/07_estadisticas/ el 28 de julio 2010. 
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crisis, producida por la actuación conjunta del Poder Ejecutivo y el Legislativo en el período histórico 
previo. Si bien en 1996 post sanción de la Ley 24.463 existió un aumento de la litigiosidad, la misma en 
materia provisional es previa a ese año. La sobrecarga de trabajo es alta. Sólo de 1999 a 2001 el ingreso 
promedio de expedientes a la Corte fue de 15.000 causas por año (debería resolver 1.300 causas por 
mes, es decir, 68 por día) y si se toma todo el período descripto (incluyendo el pico histórico del año 
2002 por el tema de las restricciones financiera-corralito) 23.579,26 por año es decir, casi el doble de 
causas por día que esta última cifra. 
Si bien la ordinarización del proceso de las sentencias previsionales en el año 1995 implicó un alza 
en la cantidad de juicios ingresados a la Corte, la misma jamás en su historia registró un pico tan alto 
como producto de la crisis de los depósitos del 2001, los cuales arribaron a la Corte a través del proceso 
tradicional de apelación extraordinaria. Y este pico histórico, se reitera, se registró como consecuencia 
de la acción del resto de los poderes de Estado con la creación de un sistema económico insostenible en 
el largo plazo en primer lugar, y luego, con el avasallamiento de los derechos individuales de los 
ciudadanos, quienes acudieron al amparo y al resguardo del Poder Judicial, única institución que, en 
definitiva, debió dar solución el problema. En igual sentido, el cúmulo de causas previsionales en dicha 
sede suprema, también se origina en flagrantes violaciones de los derechos sociales y previsionales de la 
comunidad más desprotegida de la sociedad (los ancianos), perpetrada de manos del resto de los 
poderes que Estado y que sólo el Poder Judicial y la C.S.J.N. ha protegido820, aún a pesar del recargo 
que ello implicó de sus tareas y de la mora en el cumplimiento de sus fallos.  
Con lo cual, si bien: 
 La derogación del art. 19 de la Ley 24.463 (y la actual declaración de inconstitucionalidad del 
mismo en el caso “Itzcovich”) podría traer alivio al Tribunal 821 
 La Corte podría hacer caso omiso a hacer justicia o imponer su criterio en casos de 
arbitrariedad de sentencia, aún entendiendo que eso implicaría la posible confirmación de una 
injusticia, 
La mayor garantía de alivio al Tribunal necesariamente viene de la mano de la: 
 menor violación de derechos constitucionales que el resto de los Poderes de Estado 
podría hacer contra los ciudadanos; 
 mayor grado de cumplimiento de las funciones estatales a fin de evitar omisiones en la 
consagración y concreción de los derechos constitucionales.822 
En síntesis, en un análisis holístico de la problemática, debe ponderarse que la razón por la cual la 
Corte posee tantas causas a resolver, radica en gran medida en la necesidad de los ciudadanos de 
                                                 
820 Caso “Badaro” entre otros. 
 
821 Relativo en tanto deben terminar de resolver aquellos en trámite ante el Tribunal y porque cada vez según pasan 
los años, la incidencia del total de procesos iniciados ante la Corte es menor según se demuestra del cuadro. 
 
822 Otro elemento de análisis que debe darse, es que los derechos constitucionales que la Corte debe resguardar son 
cada vez más. La última reforma constitucional de 1994 incorporó toda la rama de derechos de tercera generación 
(no sólo los ambientales y culturales) sino también los del consumidor, minorías de pueblos originarios, etc. Mal 
podrá la Corte reducir sus funciones, si los derechos que las diversas reformas constitucionales son cada vez más y 
ello tiene que ver con la imperiosa necesidad de salvaguardara la persona humana en todos los aspectos relativos a 
su vida y que la comprometan desde su más mínima integridad y dignidad. 
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litigar para que el Estado les reconozca sus derechos y solucione los conflictos que, en muchos casos, él 
mismo ha creado, ya sea por acción u omisión. El activismo judicial producto del aumento de los litigios 
en el área de los derechos humanos sociales y económicos, así como en lo relativo a la protección al 
consumidor, al medio ambiente, a la salud y la seguridad previsional, son en parte manifestaciones, 
efectos de la crisis y retracción del Estado de bienestar y del incumplimiento de sus fines de 
subsidiariedad. La falla en el sistema de representación democrática y la falla en la protección de las 
personas en el sentido más amplio por parte del Estado, ha producido el desplazamiento del eje de la 
acción desde el Poder Ejecutivo y Legislativo, hacia el Poder Judicial, quien ha tratado a la fecha y 
mediante este activismo, de evitar la crisis total de legitimidad del Estado moderno permitiendo l a 
defensa de derechos sin intermediación distorsionante alguna. Paradojalmente, este desplazamiento se 
construye en un nuevo esquema de legitimidad social y democrática residente en la única rama o esfera 
del poder del Estado que no es elegida a través de elecciones populares o sistema de sufragio alguno.823 
Pero ello es un signo de que algo está funcionando mal en el sistema. Como no podría ser de otra 
manera, todo aquello que el sistema institucional no logra resolver o resguardar, impactará con mayor 
trabajo tanto en los tribunales inferiores y, en última instancia, en la Corte. Y si ella no logra resolverlo, 
las consecuencias pueden ser impredecibles. Lo que debe poder verse es que la cantidad de causas son 
el efecto del error existente en la diagramación y/o ejecución de las políticas públicas y de las funciones 
de todos los poderes de Estado. El traspaso de las responsabilidades en este sentido no serán 
soluciones radicales reales, sino sólo dilatorias, ya que los problemas reaparecerán, resurgiendo de otro 
modo, incluyendo probablemente la violencia social.   
La situación es más grave en cuanto involucra un área tan sensible como la los derechos humanos 
pre-condicionales ambientales, ya que si el sistema en la concreción de políticas públicas esenciales no 
funciona, compromete la vida de todos. Por ello, debe rediseñarse la manera en la toma de decisiones 
ambientales, atento a su indispensabilidad para la vida. Esto impone un re - diseño del propio sistema 
en el esquema de toma de decisiones y ejecución de las políticas públicas ambientales. 
Lo hasta aquí esgrimido, da cuenta del papel activo del Poder Judicial, y en especial de la C.S.J.N. 
de encauzar la conflictividad social basada en la falta de solidaridad de un sistema jurídico y judicial 
que no permita la concreción de la igualdad de derechos en el acceso de los recursos y derechos pre 
condicionales de la existencia, pilar de la vida en sentido lato. Dependiendo de lo exitoso de la gestión 
en términos de satisfacción de los involucrados y de la comunidad en su conjunto, el Tribunal podrá 
eludir el único poder contra-fulminante que puede superar su poder. Tal es el caso del juicio político, 
cuyo eje es la política y maleable noción de mal desempeño como causa de remoción de los jueces. 
Tanto la acción como la omisión de la C.S.J.N. pueden desembocar en el proceso de destitución de sus 
Ministros. Ello debe ser aceptado como parte de la función suprema y de sus condiciones de ejercicio. 
La C.S.J.N. poseerá el máximo poder de la Republica hasta tanto se inicie el único proceso que puede 
contra ella, el juicio político.  
                                                 
823 Para una visión de las causas del retiro del Estado de Bienestar tras la caía de mundo bi-polar  ver Arias, Luis 
Federico,  La justicia frente a la transformación social,  La Ley  Sup. Adm.2010 (agosto), pág. 18. 
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Una acción pasiva y/o minimalista”824 no garantiza la no incurrencia en la causal de mal 
desempeño, ya a que incluso las omisiones en el deber de juzgar, son materia de la laxa causal825. Esa 
es la lógica del juicio político, la decisión de que una cierta conducta sea tipificada como de mal 
desempeño, es esencialmente política. Por ello, este riesgo debe ser asumido como condición en el 
ejercicio del cargo, y no debe ser óbice para la concreción de algo más que una la “nueva funcionalidad 
democrática”826 que se exige al Poder Judicial, el replanteo o reformulación de los perfiles, las propias 
funciones y los roles que históricamente le han cabido a los magistrados, sino también de un total 
abandono de la doctrina del self restraint en materia de política de derechos humanos pre condicionales 
ambientales, en consonancia con el uso complementario de instituciones interdisciplinarias, el apoyo 
comunitario, la intervención de las minorías, el uso de las potencialidades que los medios actuales de 
comunicación permiten y la creación de las posibilidades de diagramación de políticas públicas de 
manera conjunta con el resto de los poderes de Estado, así como su ejecución. 
Sabiendo que por acción u omisión, sus funciones dependen de la arbitraria y vacua tipificación del 
mal  desempeño en un proceso de tipo político, los jueces deben hacer lo mejor posible en el despliegue 
de sus creatividades orientados por el objetivo último de salvar la vida en todas sus expresiones 
biológicas y de interacción, como medio para permitir la subsistencia del hombre. El juicio político 
podrá quitarles sus cargos, pero no podrá quitarles la satisfacción de haber obrado a conciencia y haber 
contribuido al mejoramiento del desarrollo sostenible nacional y mundial. 
Por ello, la actuación ex postfacto debe mutar. Los jueces deben mantener sus funciones, e ir por 
más. A su Tribunal jerárquico superior, le corresponde ser la punta de lanza de dicho movimiento 
revolucionario. La concepción de Piero Calamandrei del papel del juez como historiador, llamado a 
indagar los hechos del pasado y a declarar la verdad o justicia  de ellos debe mutar. El rol del juez del 
siglo XXI, y de su superior jerárquico la Corte Suprema, debe avanzar en el área de la preservación, 
prevención y precaución, esencia del accionar ambiental. Ello es la tácita consecuencia de la 
interpretación en torno a las obligaciones emergentes en cabeza de las autoridades según las propias 
prescripciones del art. 41 en materia ambiental, lo que hace de este cambio estructural e institucional, 
                                                 
824 Algunos doctrinarios consideran que la actitud de la corte debe ser minimalista. Por ejemplo “La Corte debería 
intervenir sólo en aquellos casos que tienen que ver con la configuración social de la comunidad, respecto de 
conflictos que involucran a una gran cantidad de individuos o que, por su relevancia o características, tienen una 
inobjetable trascendencia social” Kogan Hilda, juez de la Corte suprema de justicia de la Provincia de buenos aires 
en “Taller “Corte Suprema de Justicia: su necesaria reforma”, Bs. As. 21 de mayo 2004, CEPES (Centro de Estudios 
Políticos, Económicos y Sociales”  En  sentido parecido Quiroga Lavie en el mismo taller  expresa que la corte sólo 
debe intervenir en casos de gravedad institucional o en casos en que estén en juego intereses privados con impacto 
social e institucional (no en casos privados en los que no exista impacto social). 
 
825 Por ejemplo, en el caso del juicio político contra el Ministro Moliné O´Connor, se consideró tipificada  la causal de 
mal desempeño haber denegado la instancia  ante el pedido de los abogados del Estado de la revisión de un laudo 
arbitral en la causa Meyer. Esta omisión de actividad, por más objetable que sea su tipificabilidad  como causal de 
mal desempeño, fue lo que originó su remoción.  Un análisis de las imputaciones en los juicios políticos de los 
magistrados que efectivamente fueron enjuiciados en la historia, surge claramente que, en la mayoría de los casos, 
se juzga como mal desempeño del  Ministro, una cuestión que tiene que ver con una diferente opinión  a las emitidas 
por el Ministro en cuestión o simplemente por inmiscuirse en cuestiones políticas (sin definir cuales). Las 
posibilidades de tipificar en la causal de mal desempeño son tan amplias, que muy probablemente, cualquier juez 
pueda incurrir en ella. 
 
826 Para más detalles de la “nueva funcionalidad democrática del Poder Judicial” ver Essain, Jose Alberto, 
Competencias Ambientales, Abeledo Perrot, Buenos Aires,  2008,  pág. 697 
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un imperativo constitucional, previsto en salvaguarda de hechos y derechos que las evidencias 
científicas demuestran como insustituiblemente graves en materia de preservación de la vida.  
En rigor, La idea de una actuación “ex ante” no es del todo novedosa. La creación de la Unidad de 
Análisis Económico instituida el 9 de septiembre del 2009 por la Acordada 36, comprueba la realización 
de ponderaciones de análisis económico en las decisiones que necesita tomar, es decir de la 
construcción del escenario de causas y consecuencias que una cierta decisión producirá. Esta faz 
preventiva de los problemas ha sido tenida en cuenta en el nuevo diseño institucional del Máximo 
Tribunal, de la mano de la conformación de Corte de 2003, la que también ha procedido a crear 
novedosas dependencias como: 
 Comisión permanente de protección de la independencia judicial (mediante la  Acordada. 
16/06).  
 Oficina de fortalecimiento institucional  (Acordada. 12/07).  
 Comisiones nacionales de gestión judicial y de acceso a la justicia ( Acordada. 37/07) .  
 Oficina de violencia doméstica OVD, (Ac. 39/06). 
 Unidad de superintendencia para delitos de lesa humanidad ( Ac. 42/08).  
 Oficina de la mujer  (OM, Ac. 13/09 ). 
 Unidad de Análisis Económico  (Acordada n° 36/2009). 
 
Las funciones, objetivos y potestades de cada uno de estos organismos son diversos, poseyendo 
representación intrainstitucional (mediante la presencia de representantes de diversas instancias 
judiciales federales) o, incluso, interinstitucional827, ya que prevé la participación de representantes de 
otros poderes del Estado, el Consejo de la Magistratura, la Procuración General, etc. Estas 
transformaciones en la estructura institucional del Máximo Tribunal forman parte de la gran actividad 
no ortodoxa que la conformación de Corte 2003 ha impreso a su colectivamente aceptada gestión.  
La creación de un sistema de información y análisis de ciertos datos sociales sensibles tanto 
económicos como sociales y ambientales, a fin de poseer bases ciertas y medibles que puedan ser 
confiables y permitan modelizar y proyectar consecuencias razonablemente accesibles de la toma de 
una decisión determinada deben crearse. La faz anticipatoria y preventiva se encuentra en la idea de 
formulación de esta nueva ingeniería orgánica. También la faz prospectiva y consecuencialista de las 
decisiones sobre bases estadísticas y la natural noción de coordinación intrer-orgánica necesaria para 
crear sistemas armónicos que solucionen los problemas sociales dan cuenta de un cambio rotundo en 
la histórica idea de hacer justicia.  
La variante analítica que presenta la disciplina del análisis económico (producida de la mano de las 
doctrinas que crearon la escuela del Análisis Económico del Derecho) en tanto instrumento pseudo 
predictivo, es muy diversa de la manera tradicional de hacer derecho, ya que este último basa su 
                                                 
827 Ver Sagüés, María Sofía, Análisis Económico de Derecho de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina,  
Rev. LALEY Sup. Const 2009 (noviembre), 01/01/2009, 13 - LA LEY2009-F, 1114.  
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accionar en un estudio "ex post". El análisis económico del derecho parte de una visión "ex ante" de la 
situación, procurando la “elaboración de esquemas de previsión que, justamente, resulten eficaces para 
canalizar la realidad, en muchos casos, evitando los conflictos”.828 Ello en tanto el claro beneficio de 
contar con sistemas ordenados de recolección de datos y de capacidad proyectiva seria, permite 
formular soluciones preventivas y habilitar el accionar judicial de prevención de daño. 
El análisis “ex-ante” que las técnicas del Análisis Económico del Derecho han aportado a la ciencia 
y que se pretenden de algún modo incorporar mediante la acordada mencionada al accionar del máximo 
Tribunal, si bien con cierto margen de error, permitirán una apreciación más acabada de la probable 
magnitud de los efectos que podrían tener sus decisiones, así como la medición de situaciones 
proyectadas a casos futuros. El análisis en que el magistrado analiza cuales son las pérdidas y quien es 
responsable de cierta situación, es el  típico y antiguo análisis ex post, ejercido históricamente por los 
tribunales, quienes deben decidir sobre hechos que ya han ocurrido en el pasado. La ventaja de las 
nuevas técnicas de análisis radican en permitir analizar los casos similares a ocurrir en el futuro, lo 
que constituye un análisis de tipo “ex ante”829, el cual, si bien era conocido y aplicado por el Tribunal 
desde antaño830, las mejoras del método analítico propuesto permiten el uso de herramientas que 
cuantifican desde lo económico el impacto de la decisión con altos grados de precisión. 
Otro nuevo órgano de decisión, es el de la Oficina de la Mujer y representante de la Corte  Suprema 
de Justicia en todo lo concerniente a aplicación de la Acordada 13/2009 831. Los considerandos de la 
acordada citan que su creación obedece a  la necesidad de la erradicación de todas las formad de 
violencia con la mujer y que, esta problemática posee una complejidad tal que necesita de la 
cooperación inter institucional mediante el intercambio de ideas, información, experiencias y la 
ejecución de programas tendientes a modificar los estereotipos. La Corte tomó la iniciativa de crear un 
sistema interno que permita proporcionar los datos que permitan al Estado  (es decir el resto de los 
poderes públicos, Congreso Nacional, PEN) la creación de instrumentos adecuados para los 
compromisos internacionales asumidos, destacando el rol del Tribunal en acompañar los esfuerzos 
nacionales para alcanzar la igualdad entre varones y mujeres. 
Sus funciones son: 
 Representar a la Corte Suprema de Justicia frente a los restantes poderes del Estado 
para coordinar la aplicación de la Ley 26.485, así como ante los Superiores Tribunales de 
Provincia y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Cámaras Federales y Nacionales de 
                                                 
828 Ver Sagues, Maria Sofia ob. cit.   Sin duda, como bien la autora menciona, el análisis faltante es un sistema que 
pueda medir o recoger el “dato sociológico”, es decir, colectar u proceder al análisis de información sociológica con el 
fin de analizar los efectos de la decisión respecto a toda la sociedad. Incluso que permita medir necesidades social en 
materia de consagración de derechos, o medios procesales de participación, mutación de valores sociales que 
puedan condicionar la aplicación del derecho etc. 
 
829  En este sentido ver Sola, Juan Vicente, La Corte Suprema y el análisis económico del derecho,  LA LEY2009-E, 
1223.  
 
830La C.S.J.N. ha dicho reiteradamente que "no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de 
un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y 
su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma" (Fallos: 302:1284).  
 
831 Es de mencionar que el Ministro Carlos Fayt no suscribió la acordada 13/2009, por no encontrarse de acuerdo 
con la apertura de la Corte para este tipo de funciones infra constitucionales.  
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Apelaciones, en todo lo que concierne al cumplimiento de los objetivos de la Acordada 
13/09. 
 Representar a la Corte Suprema de la Nación frente a otras estructuras que con igual 
objeto al de la Oficina de la Mujer funcionen en las Cortes Supremas y Superiores 
Tribunales de otros países, a los efectos de intercambiar información sobre las 
experiencias llevadas a cabo y medidas adoptadas para logar la equidad de género en el 
ámbito del Poder Judicial,  con miras a contribuir al mejoramiento del sistema local. 
 Mantener vinculaciones con organismos internacionales dedicados a la temática de 
género. 
 Elaborar los informes periódicos que correspondan para el cumplimiento que los 
compromisos nacionales e internacionales exigen.  
 Proponer a las/los Ministras/os convenios de capacitación, de investigación y de 
asistencia técnica, en su caso, con los restantes poderes del Estado, con los organismos 
internacionales a que refiere la Ley 26.485 y con otras instituciones académicas, 
asociaciones u organizaciones vinculadas a la capacitación del Poder Judicial.  
  Realizar informes que den cuenta de las necesidades y deficiencias de los organismos 
judiciales para cumplir adecuadamente con los compromisos nacionales e 
internacionales sobre la materia, tanto en lo concerniente a su actividad jurisdiccional 
como en el ámbito de las relaciones interpersonales que su ejercicio involucra.  
 Impulsar en forma continua y gradual la aplicación de las políticas de género que 
resulten necesarias para la incorporación de esta perspectiva en la prestación del servicio 
de justicia así como en el ámbito de las relaciones laborales.  
 Fijar los objetivos de cada una de las Unidades de la Oficina de la Mujer, adecuándolos 
según las necesidades que surjan de los informes y evaluaciones que elabore la Unidad 
de Gestión. 
 Disponer la publicación y actualización de la información relevante sobre las actividades 
y documentos elaborados por la Oficina de la Mujer en la sección pertinente del portal de 
la Corte Suprema de Justicia. 
 Informar al Tribunal sobre la evolución en el cumplimiento de los objetivos asignados por 
la Acordada 13/2009.  
 Llevar adelante cualquier otra actividad que encomendada por el Tribunal relacionada 
con la temática de género. 
 
Una mención resulta ineludible. No todos los Ministros acuerdan con la procedencia y conveniencia 
de la creación de esta oficina. El Ministro Fayt no suscribió la acordada que originó su creación  por no 
estar de acuerdo con que dichas funciones infra constitucionales fuesen introducidas a la labor 
suprema. La objeción no es menor, las materias alli enumeradas como funciones propias del 
organismo, son materialmente funciones que escapan a su órbita y de especial ingerencia del PEN. 
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En concreto, la C.S.J.N. ha históricamente avalado, rechazado y re- direccionado políticas públicas 
en casos concretos traídos a estrados y actuando como tradicionalmente lo ha hecho, es decir, “ex post” 
de la producción de los mismos. Sin embargo las decisiones del Tribunal a partir del Siglo XXI, en 
especial de la conformación de Corte 2003 han sido más osadas que las anteriores, ya que han salido 
del canon institucional tradicional, introduciendo organismos internos que operativizan actuaciones 
“ex-ante” y sistemas de coordinación inter-poderes. El cambio de siglo ha inaugurado una nueva 
potencia creadora del Tribunal, quien ha potenciado su rol político y ha tomado parte de las riendas de 
las políticas públicas de la Nación, encontrándola dispuesta a utilizar todos sus poderes implícitos para 
estar a la altura de los tiempos sociales y de las necesidades de justicia actuales .  
Por lo demás, es un hecho que las nuevas tendencias en la posición de los jueces, efectivamente 
dan cuenta de una “penetración de la política en la subjetivación de los jueces ”832.  Este fenómeno se 
inicia en la década de los 80 y se caracteriza por el abandono de las posturas de bajo perfil y recoletas, 
y la adopción de las posturas protagónica y acciones que Morello identifica como de “juez –legisaldor y 
juez administrador”, derivada de las necesidades sociales y legales que, llegadas a sus estrados, daban 
cuenta de la brutal consecuencia del retroceso del Estado benefactor y de la concreción y adopción por 
parte de los estados del “capitalismo duro, competitivo y egoísta”833, sin solución de equidad y 
solidaridad alguna. 
El tipo de actuación previsto en sus propias acordadas, dota a la Corte de una calidad política 
adicional a las anteriormente ejercidas, en tanto la reconoce como órgano de Estado con representación 
propia, dialoguista, co-responsable de la eficacia que en definitiva tengan las políticas públicas en la 
materia en cuestión. La coordinación de políticas públicas con el resto de los poderes de Estado, la 
introduce dentro de un mecanismo de negociación de su rol institucional en el perfilamiento y en el 
planeamiento estratégico y futuro de las políticas públicas en concordancia con los fines 
constitucionales que debe resguardar.  
La tradicional noción de que los jueces deben mantenerse al margen del proceso de toma de 
decisiones políticas834 debe superarse en materia ecológica. Una exclusión de ese tipo implica una 
pérdida de valor agregado para el sistema político en conjunto y un retraso injustificado en l a 
concreción de derechos humanos pre condicionales que la Corte podría ayudar a concretar y a agilizar 
y, en todo caso a enmendar de manera previa a su entrada en vigencia. Del mismo modo en que la 
noción de la cuestión política no justiciable se ha reducido a mínimos estándares, de cuyo ejemplo 
límite es el caso “Fayt”, del mismo modo debe pensarse de la actuación política del Tribunal en la 
creación de políticas públicas ambientales y su ejecución directa. El histórico y atávico método que sólo 
le garantizaba una actuación ex post, si bien en los hechos es un reaseguro del error o inoperancia del 
                                                 
832 En este sentido ver Morello Augusto, La Corte Suprema en acción, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2007. pág. 29, así 
como su regencia Morello Augusto, Las Cortes al final de la centuria (Congreso Internacional de Telasónica, Grecia) 
en estudios de Derecho Procesal, Platense, Abeledo Perrot, 1998, p. 339. 
 
833  Morello, ob. cit. pág. 30. 
 
834 En este sentido ver, entre otros Morello, Augusto, La Corte Suprema en Acción, ob. cit.  pág.. 527, quien reconoce 
que efectivamente la corte toma decisiones políticas  (no partidistas) vía la interpretación  dinámica y finalista de los 
derechos constitucionales, pero le niega la capacidad y el derecho de la toma de decisiones políticas en si.  
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sistema, es un método demasiado obsoleto, ineficiente e ineficaz único modo a desplegar en concreción 
de los objetivos del art. 41 C.N.. El debate parlamentario con sus grandes ineficacias y distorsiones 
intermediativas de la voluntad y urgencia nacional, la extralimitación y aún la omisión de las acciones 
ambientales conducentes en la planificación y puesta en marcha y ejecución de las políticas 
ambientales nacionales son los grandes inconvenientes que dilatan decenios enteros la concreción de 
objetivos que, en definitiva, atentan contra la subsistencia de toda la comunidad e impactan tanto 
indirecta como directamente, en la comunidad y equilibrio ecológico mundial.    
A fin del tratamiento de los modos de enfrentar ciertas cuestiones básicas deben desarrollarse 
métodos alternativos para la concreción de políticas públicas de los derechos humanos 
precondicionales ambientales decididas con cierto tipo de consenso y participación  y que las políticas 
así surgidas puedan ser sostenidas en el tiempo. La noción de coordinación del t rabajo de los poderes 
de Estado ha sido reiteradamente esbozada por el actual Presidente en la Corte el Dr. Lorenzetti, en 
especial en cuanto al reclamo de independencia y autarquía del Poder Judicial, quien ha dicho entre 
otras cosas:“Necesitamos estadistas y políticas de estado. Es decir, que nos pongamos de acuerdo en 
cuestiones básicas y las llevemos a cabo a lo largo del tiempo para que las  puedan disfrutar los 
argentinos que nos sucedan”835.  
La conformación de Corte de 2003 ha impuesto como modo de trabajo la democratización de ciertos 
aspectos del proceso de su decisión, las audiencias públicas son sus grandes aliadas, para debatir los 
grandes temas que sean competencia del Tribunal, pero que interesen a toda la sociedad. Esto favorece 
a una justicia más transparente, donde las decisiones se discutan, donde “todos aprendamos a cómo 
encontrar un equilibrio razonable y justo para los problemas” 836 
De hecho, la Corte ha logrado consolidar consensos básicos con los demás poderes del Estado, en 
trabajar para cambiar ciertos aspectos de sus funciones y en incentivar a los demás poderes del Estado, 
para que juntos implementar sistemas de mediación, de arbitraje, que resulten en una justicia más 
cercana a la gente, una justicia que soluciona los conflictos837 En el discurso “Políticas De Estado Para 
El Poder Judicial” pronunciado en 2007, el Ministro Lorenzetti mencionó que, en estos momentos, el 
Poder Judicial debe mirar el futuro y para ello, tener en cuenta que el desarrollo sólo es sostenible en el 
mediano plazo con un adecuado marco institucional que garantice reglas claras, previsibilidad y 
equidad, lo que subraya la “importancia decisiva del rol de Poder Judicial en el diseño estratégico de la 
Nación.”.838 
El Ministro Lorenzetti expresó que, para que pueda cumplir esa función, es necesario discutir 
Políticas de Estado basadas en consensos básicos para que puedan ser perdurables en el tiempo 
                                                 
835 Discurso del presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. Ricardo Lorenzetti, durante el acto de 
apertura del “año judicial”, 19 de febrero de 2008, disponible en www.csjn.gov.ar. 
 
836 Lorenzetti Discurso, ob. cit.  
 
837 Lorenzetti recalca que durante el 2009  en un trabajo en conjunto con el Consejo de la Magistratura de la Nación, 
se habían reunido a los expertos en informática de la Corte, del Consejo de la Magistratura y de las provincias, para 
crear un plan de informática común y esto lo calificó como una política de Estado.  
 
838 Discurso Ricardo Luis Lorenzetti, Políticas De Estado Para El Poder Judicial, disponible en www.csjn.gov.ar 
(agosto/07) 
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concentradas en las soluciones de fondo, las cuales, aunque llevasen tiempo, eran las únicas capaces 
de atender los requerimientos de la población. Por ello insistió que el Poder Judicial debía ser capaz de 
orientar las políticas de Estado hacia las soluciones concretas, más que hacia los diagnósticos 
reiterados. Incluso y en materia de seguridad, por ejemplo, recalcó la necesidad de “promover un Pacto 
de Estado que involucre a los tres poderes y que pueda tratar el problema de la seguridad ciudadana 
sobre la base de políticas públicas apropiadas para disminuir la marginalidad social (Poderes 
Ejecutivos), legislaciones procesales penales apropiadas (Poderes Legislativos) y favorecer e implementar 
una gestión rápida y adecuada del juzgamiento penal (Poderes Judiciales) . También es necesaria una 
fuerte participación de la sociedad civil en el control de las políticas de seguridad. Una iniciativa de este 
tipo mejoraría sustancialmente la relación de las instituciones con la sociedad en este aspecto, máxime 
si fuera promovida por el Poder Judicial.”839 
Este esquema de coordinación tripartita de toma de decisiones en políticas públicas, es el 
propuesto por esta tesis en materia de políticas públicas medio ambientales, a saber: 
 Creación y ejecución de 
Política Pública
Ambiental.
Poder 
Ejecutivo.
Poder 
Legislativo.
Poder 
Judicial.
Espacio de
Coordinación y 
Actuación conjunta
 
Del análisis histórico surge claramente que en tiempos de gran convulsión política, social y jurídica, 
el máximo Tribunal compromete en cada decisión su propia estabilidad institucional . Las sociedad del 
siglo XXI, más informada y socio-culturalmente activa, no está dispuesta a soportar avasallamientos  de 
ningún tipo, razón por la cual recurre en masa solicitando su protección del Poder Judicial, quien, 
liderado por su superior jerárquico  ha dado respuesta a ese llamamiento mediante el desarrollo de 
diversos medios, llegando incluso a desarrollar iguales efectos generales en sus resoluciones al de las 
leyes, mediante el efecto erga ommes de sus decisiones, produciendo de este modo una herramienta 
                                                 
839 Discurso Ricardo Luis Lorenzetti, Políticas De Estado Para El Poder Judicial, ob. Cit.  
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potente de solución tanto a la acción como a la omisión de los otros poderes que vulneren los derechos 
constitucionales esenciales. Ello, implicó un vuelco rotundo en su capacidad de accionar en políticas 
públicas. Aceptar ese poder de transformación y de emisión fulminante de una política pública por 
parte del Poder Judicial, es un acto de saludable reconocimiento de la realidad y presenta la contra 
cara de la necesidad de implementación de un método regulado basado en la coordinación y 
cooperación de todos los órganos de Estado para encauzar ese poder y evitar que el mismo termine por 
ser el único monopólico método de toma de decisiones. 
“Afianzar la justicia es algo que nos debe importar a todos los ciudadanos porque afuera hay un 
rumor que nunca debemos dejar de escuchar y es lo que opina nuestro pueblo. Las instituciones no 
pueden estar encerradas en sí mismas. Debemos de lograr que se abran, que escuchen, que sean 
permeables a las necesidades de nuestra población. Esas instituciones son las que harán efectivos los 
derechos. En esta etapa de nuestro país creo que es fundamental luchar por la efectividad de los 
derechos. La efectividad consiste en que estos derechos y garantías que la justicia declara sean 
aplicados de modo efectivo y en tiempo razonable. Ese rumor que se escucha, es lo que se nos está 
pidiendo. Debemos estar a la altura de los tiempos, debemos ser estadistas además de jueces que 
dictan sentencias. Quienes tenemos funciones de responsabilidad debemos dejar de lado las diferencias 
y pensar en los grandes temas que hoy reclama nuestro país. Es una hora de políticas de estado.”840 
En un acto de inteligencia adaptativa, los demás poderes de Estado deberían reaccionar y asistir al 
llamado de accionar solidario que la Corte Suprema debe hacer para de implementar los derechos de la 
solidaridad ambiental, precondicionales para la vida de todos. La coordinación en búsqueda de 
soluciones eficaces debe empezar a ser el trasfondo epistemológico sobre el cual los nuevos roles 
institucionales empiecen a ejercerse. 
                                                 
840 Discurso del presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dr. Ricardo Lorenzetti, durante el acto de 
apertura del “año judicial 2008”, ob. cit.  
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6.8.1 Políticas públicas. Concepto y poderes obligados a su desarrollo y concreción. El rol del 
Poder Judicial en un nuevo esquema de actuación ambiental. 
 
“Hay una frase de Jefferson que va al fondo del asunto y que cito de memoria: es bueno que la Corte sea 
independiente del gobierno, pero no es bueno que sea independiente de la voluntad de la Nación. Y me pregunto ¿Cómo 
hacemos para saber si los Ministros de la Corte han de ser o no independientes de la voluntad de la Nación?. ¿Cómo? 
¿Averiguando lo que opinan sobre el pacto de retroventa? ¿o indagando acerca de su tabla de valores, de su concepción 
del mundo y del país que quieren?841 
 
 
La latitud del concepto política, así como sus diversas acepciones y usos prácticos, se presenta 
como un obstáculo para estudiar certeramente y con precisión los alcances del poder de la Corte en 
ciertas áreas del que hacer nacional y del contenido de las potestades que esta tesis propone otorgarle. 
Por ello debe analizarse el concepto de política pública ya que el mismo permitirá deslindar las 
funciones institucionales involucradas en sus diversas etapas, a fin de formular una noción mas 
acabada de aquellas cosas que el Tribunal puede hacer y de los esquemas de decisión pública que son 
convenientes modificar.  
Las políticas públicas842son el conjunto de decisiones tomadas por los organismos estatales en un 
cierto sentido, en un área determinada a fin de su aplicación e implementación en la sociedad. En 
términos generales, ellas son diseñadas en las leyes emergentes del Congreso, las cuales establecen los 
fines que el Poder Ejecutivo debe seguir para su ejecución, e implementación. La cantidad de materias 
objeto de regulación en las políticas públicas han ido en crecimiento, producto de las modernas 
nociones de derechos y garantías amparados no sólo por las constituciones (derechos de primera 
segunda y tercera generación incorporados paulatinamente a los textos constitucionales) sino por los 
pactos y tratados internacionales que los Estados han ido suscribiendo a lo largo de los años, en los 
que éstos se obligan a la ejecución de medidas concretas en diversas áreas (en general no des arrolladas 
o poco en el derecho interno)843. Las principales áreas de injerencia de las políticas públicas connotan 
las áreas de educación, crecimiento, medio ambiente, desarrollo social, economía, infraestructura, vías 
                                                 
841 Oyhanarte,  Historia del poder judicial, ob. cit. , pág. 150. 
 
842 Otras definiciones de este tipo se encuentran en Meny y Thoenig quienes las describen como: "programa de 
acción de una autoridad pública", "el resultado de la actividad de una autoridad investida de poder público y de 
legitimidad gubernamental" y "un programa de acción gubernamental en un sector de la sociedad o en un espacio 
geográfico". Meny y Thoenig, “Las políticas públicas”, Barcelona, Ariel 1992, págs. 9 ,89 y 90. 
 
843A modo de ejemplo en materia de política medio ambiental,  puede mencionarse la situación del Estado Argentino 
en la partición de la Convención de Río de Janeiro de Cambio Climático en el año 1992 (de donde también surgen la 
Declaración de Principios Ambientales, el Convenio sobre Diversidad Biológica  y la Agenda XXI). No fue sino hasta 
1994 que se sancionó la Ley de su ratificación Nr. 24.295 y la reforma constitucional  de ese año incorporó a la 
Constitución Nacional los conceptos, principios y obligaciones ambientales allí asumidos transformando de esta 
manera la materia ambiental  en materia constitucional. A su vez, la Ley General del Ambiente, Nr 25.765 , que 
fuera la norma marco general de regulación del art. 41 de laC.N. fue sancionada en el año 2002, la que sufre de 
grandes omisiones en cuanto a su puesta en marcha y ejecución en los casos ambientales concretos másimportantes 
que el país posee y cuyo ejemplo máspatente se encuentra en la historia de las desavenencias políticas y jurídicas 
que se plasman en el caso del saneamiento de la cuenca de Río Matanza (Riachuelo).  
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de comunicación, de telecomunicaciones, salud y de la seguridad pública, entre otras. Las mismas  
pueden plasmar en  planes de desarrollos anuales,  o quinquenales, o de más años. Martínez 
Nogueira844 las define como “ciclo de acción”, como proceso, siendo que las facultades y los poderes de 
las diversas etapas de instauración de las políticas públicas comprenden un intrincado camino en el 
que, en principio pueden identificarse en las siguientes etapas: 
1. Formulación 
2. Ejecución, 
3. Seguimiento, 
4. Evaluación y 
5. Reformulación de objetivos y acciones en los casos en que los resultados no hayan sido los 
esperados.845 
 
Estos distintos momentos son objeto de análisis, evaluación sistémica y tratamiento metodológico. 
El análisis científico contribuye a la toma de decisiones estatales, permite transparentar ese acci onar y 
genera conocimientos sobre el proceso social y la atención sobre los problemas sociales identificando 
los intereses, necesidades, perspectivas valorativas y aspiraciones de los actores sociales. A su vez, 
echan luz sobre los procesos organizacionales que implican el mejoramiento de la calidad de las 
decisiones, del planeamiento y del fortalecimiento de la gestión. 846 
La formulación de una política pública implica el desarrollo de estimaciones y la previsión de 
diferentes caminos para la obtención de las soluciones propuestas como objetivos de las mismas. Esto 
implica que existe una estimación que debe basarse en diagnósticos científicos y técnicos, en la 
negociación de objetivos con base valorativa que buscan incidir en el futuro. Esta sanción de la política 
pública implica un momento de decisión que distribuye responsabilidades, capacidades y recursos para 
su futura implementación. En este aspecto, Zeller menciona que es importante observar la relación 
                                                 
 
844 Martínez Nogueria, Entre la continuidad y el cambio en la institucionalización de las ciencias sociales. El Instituto 
Torcuato Di Tella y la Corporación de Investigaciones Económicas para Latinoamérica, Redes, Vol. IV, Núm. 9, abril -
sin mes, 1997. 
 
845 Ver desarrollo exhaustivo en Zeller Norberto, Políticas  Públicas, Marco conceptual metodológico para el estudio de las 
políticas públicas, Dirección de Investigaciones Instituto Nacional de la Administración Pública Subsecretaría de la 
Gestión Pública, 2007 
Documento electrónico  disponible: 
www.sgp.gov.ar/contenidos/inap/publicaciones/docs/políticas_públicas/políticas_públicas.pdf , enlace verificado el 
12 de marzo de 2010. 
 
846 Martínez Nogueira, Entre la continuidad y el cambio en la institucionalización de las ciencias sociales. El Instituto 
Torcuato Di Tella y la Corporación de Investigaciones Económicas para Latinoamérica, Redes, Vol. IV, Núm. 9, abril -
sin mes, 1997. 
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entre los tres poderes847 del Estado democrático en la formulación y sanción de las políticas 
estatales.848 
La implementación es el conjunto de las acciones necesarias para el logro de los objetivos 
formulados en el acto de creación de la misma. Implica la aplicación, la inversión de los recursos 
humanos y de los económicos y materiales en el ámbito de gobierno y de la administración pública y 
afecta al ámbito privado.849 Zeller explica que esta etapa implica preguntarse cómo se hace y cuánto 
cuesta y que existen diversos modelos analíticos sobre este tema, entre los que se pueden mencionar el 
modelo lineal de implementación (cuya característica es la poca flexibilidad) y el modelo interactivo 
(cuya característica es la flexibilidad y maleabilidad). Destaca que la implementación es un aspecto 
crucial del proceso de formación de la política, y sus resultados son altamente variables. La variación 
de estos resultados, deriva de la circunstancia de que la implementación es un proceso de tipo 
interactivo y de continua toma de decisiones, tanto para las elites políticas  (actores que ocupan cargos 
de responsabilidad política y por lo tanto toman decisiones) como para los implementadores.  
La etapa de implementación puede encontrar varios obstáculos, algunos de ellos relativos a la 
vigencia de las normas sancionadas validamente pero no vigentes por diversas circunstancias, otras  
por efectos de su reglamentación, la que puede poseer alcance parcial o poseer una velocidad de cambio 
y modificación que obstaculicen la ejecución concreta de actos. En cuanto al grado de la 
implementación, la autoridad encargada de la misma puede sufrir notorias dificultades de 
implementación de la normativa por dificultades externas e internas.  
La reformulación es una faz que se presenta en general en la etapa de implementación en tanto se 
obtienen los resultados del monitoreo parciales o finales de la aplicación de las mismas. Implica la 
corrección y mejor adaptación de la ejecución y de los recursos necesarios para la obtención de los 
fines, dando ello lugar a la elucubración de los tipos de planeamientos estatales de tipo flexibles o 
inflexibles, a corto, mediano  o a la largo plazo. 
En la actualidad, la ciencia política define a las políticas públicas como un curso de acción estable 
adoptado por el Estado o el gobierno con el objeto de resolve r un área de problemas públicos relevantes 
a través de un proceso en el que en la actualidad suelen participar otros agentes económicos o sociales, 
como entidades del sector privado, organizaciones de la sociedad civil, agencias transnacionales e incluso 
otros gobiernos.850  Esta definición abarca sujetos ajenos a los cuadros del Estado y da cuenta de una 
                                                 
847 Nótese que la doctrina moderna, señala a los tres Poderes de Estado como partes intervinientes en la formulación 
de las políticas públicas, lo que necesariamente implica la presencia del Poder Judicial (cuyo liderazgo es encabezado 
por la C.S.J.N. ) en el proceso de implementación de las mismas, lo que otorga a esta investigación una justificación 
doctrinaria para aseverar que el Máximo Tribunal tendrá un rol másimportante que jugar que el simple obstrucción 
o  la simple validación de las mismas ex post los hechos.  Para mayor detalle Ver  Zeller Norberto, “Políticas  Públicas, 
Marco conceptual metodológico para el estudio de las políticas públicas”, ob. cit.   
 
848Para mayor detalle de este concepto y de las concepciones racionalistas, incrementalistas y de exploración 
combinada de la toma de decisiones políticas y de Ver  Zeller Norberto, Políticas  Públicas, Marco conceptual 
metodológico para el estudio de las políticas públicas,  ob. cit.  
 
849 Ver Zeller ob. cit.  
 
850  Esta es la definición del Glosario del Sistema Regional de Información sobre Buenas Prácticas de Gestión Pública 
en América Latina y El Caribe (SIPAL), iniciativa del Área de Gobierno y Asuntos Públicos de la Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales FLACSO-Chile, disponible en http://www.sipalonline.org/glosario.html, 
enlace verificado el 12 de marzo de 2010. 
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nueva noción en el área de las ciencia política denominada, socialización de la gestión publica, el cual  
es un  enfoque  que considera  que la administración y el manejo de lo público debe ser una esfera 
mucho más amplia que la gestión oficial o estatal, y promueve la incorporación de  los actores 
involucrados de la sociedad civil, reclamando de este modo la necesidad y conveniencia de una 
extensión de las decisiones y la intervención de todos los sectores en general. Las políticas públicas se 
encuentran comprometidas en la actualidad con la acción de grandes agentes colectivos que dotan y 
refuerzan a la sociedad de lo que Espina denomina “capital social”, entendido éste el objetivo esencial 
del estado de bienestar851 
Los doctrinarios partidarios de esta concepción852 consideran que, si bien las políticas públicas son 
formuladas y programadas por el Estado y tienen como fin impactar en la sociedad mediante las 
acciones necesarias poseyendo la ayuda de los recursos económicos para la implementación, también 
entienden que el Estado es un escenario de negociación y de compromisos en el que intervienen 
diversas fuerzas políticas o grupos sociales con poder para negociar y que intentan imponer sus 
soluciones en respuesta a sus propios intereses. El tipo de accionar desplegado es de características 
dinámicas, no estáticas, está sujeto a inacciones, acciones y reacciones, a consensos, falta de 
consensos y conflictos, marchas y contra marchas entre los diversos actores que intervienen.853 
Según Policy Network,854 las decisiones de tipo políticas surgen en “redes de actores”, públicos y 
privados, que interactúan en ámbitos sectoriales o plurisectoriales; y en niveles regionales, nacionales e 
internacionales.   
En cuanto a los conflictos intra- poder estatal, Oszlak y O´ Donnel consideran que no debe perderse 
de vista es que en la actualidad, estas decisiones políticas se encuentran en cabeza de una o más 
organizaciones estatales, que actúan de manera simultánea o sucesiva a lo largo del tiempo, y es por 
ello que  la toma de posición no tenga por que ser unívoca, homogénea ni permanente. Ellos atribuyen 
el conflicto de políticas a la presencia, dentro del Estado, de unidades estatales con un variable grado de 
autonomía, y capaces de influir en las diversas instancias del proceso, las cuales pueden entrar en 
conflicto cuando debe definirse la posición del estado frente a una cuestión determinada. En este caso, 
el conflicto surge como consecuencia del enfrentamiento entre algunas de las unidades del Estado, que 
obedecen a intereses organizacionales y clientelísticos a veces contradictorios. Estos investigadores 
expresan que las tomas de posición del Estado frente a una cuestión son vistas como importantes por 
los diversos actores sociales y en ese sentido constituyen “puntos o nudos” en la secuencia de las 
interacciones.  
                                                                                                                                                             
 
851 Ver  Espina Álvaro, “Modernización y  estado de bienestar en España”  Madrid, Fundación Carolina.  2007. 
disponible en http://books.google.com.ar/books?id=bfoy6uY14u4C&printsec=frontcover#v=onePág.e&q=&f=false, 
enlace verificado el 8 de junio de 2010. 
 
852 Ver también Oszlak, O´Donnell, Estado y políticas estatales en América Latina: hacia una estrategia de 
investigación. Centro de Estudios de Estado y Sociedad (CEDES), Buenos Aires, Documento G. E. CLACSO/ Nro. 4, 
1981. 
 
853 Ver Martínez Nogueira 1997 ob. cit.  
 
854 Organización dedicada al análisis y estudio político ver sitio web en  http://www.policy-network.net/ 
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La realidad argentina muestra que la estabilidad y la persistencia  en el desarrollo de las políticas 
públicas es una cualidad no siempre cumplida855. Las políticas públicas proyectadas en el Congreso, no 
siempre encuentran un cauce de ejecución y concreción rápida y eficaz. La lucha política y partidaria, 
la falta de presupuestos y las crisis económicas de carácter cíclico (que destinan los esfuerzos del 
Estado al paliamiento de las consecuencias sociales que de ella derivan)856, la falta de personal 
especializado y debidamente capacitado en nuevas áreas de gestión, coadyuvan a re lentificar el sistema 
de aplicación y ejecución de las políticas públicas. El área medioambiental es un caso concreto, siendo 
el ejemplo del saneamiento de la cuenca del Río Matanza (Riachuelo) un caso emblemático de este tipo 
de inestabilidad e inejecución. 
Stephenson analiza que, a pesar de que un problema o una cierta cuestión puedan ser relevantes 
para la sociedad en general o para un sector en particular, el gobierno o parte de él puede ignorarlo o 
postergar su resolución, siendo esta omisión una definición política concreta857. La ausencia de acción 
gubernamental (es de decir, la no acción, la omisión) en un tema, puede implicar también una 
definición de política pública.858 
En concreto, el Poder Legislativo, representante del pueblo, determina un política pública, el 
Ejecutivo la debe instrumentarla en los hechos, concretarla, efectivizarla, y el Poder Judicial debe: 
1. Juzgar la concordancia de la política publica expresada en la ley, con los fines y derechos 
constitucionales previstos en la constitución nacional. 
2. Juzgar la razonabilidad de la ejecución de la política pública desplegada por el poder 
ejecutivo según los fines legales en un todo de acuerdo con los objetivos y fines tenidos en cuenta 
por el Congreso al emitir la Ley que las propone. 
3. Suplir las omisiones de política pública, ya sean parcial o total. El caso “Mendoza” (cuenca 
Río Matanza-Riachuelo) y el caso “Salas” ut supra analizados, dan cuenta de una acción de la 
C.S.J.N. de este tipo en materia ambiental.  
 
Todo ello, en medio de una realidad política de creciente actividad social de grupos de diversa índole 
de expectativas sociales poco pacientes y a veces enardecidas, de intereses de diversa naturaleza que co 
adyuvan a la toma de decisiones tanto legislativas, administrativas como judiciales e imponen a estas 
decisiones un cierto matiz de equilibrio y necesidad imperiosa de contemplar las necesidades del 
conjunto de la sociedad. Según se viera, la C.S.J.N. en tanto órgano máximo del sistema judicial, con el 
                                                 
855Algunos autores como Oszlak y O´Donnell sostienen que las políticas estatales, en tanto tomas de posición frente 
a la resolución de la cuestión, no necesariamente tienen porqué ser unívocas, homogéneas ni permanentes. Por el 
contrario, pueden se completamente lo contrario, porque la política estatal es una respuesta dada a un cierto 
momento histórico y a un contexto determinado. (Oszlak y O’Donnell, 1984) 
 
856 Keller menciona en su investigación que un argumento adicional que indicaría la ineficacia del Estado de 
Bienestar es la constante amenaza a que se encuentran expuestas la planificación social y los servicios sociales 
debido a la crisis fiscal del Estado. 
 
857 Esta noción relativa a la omisión (deliberada o no) de diagramación o ejecución de una política de estado 
constituye también una definición de política pública, es el marco en el cual esta investigación promoverá y 
desarrollará las potestades de actuación ex antede la C.S.J.N. para la instauraci ón  de políticas públicas 
ambientales. 
 
858 Ver también (Stephenson, 1991). 
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poder de re direccionar las políticas públicas emanadas y ejecutadas por el resto de los poderes de 
Estado y de decretar la última palabra en materia de políticas públicas, hábilmente ha incorporado a la 
toma de sus decisiones a actores de la vida social civil, bajo la intuición concreta de que las decisiones 
trascendentemente revolucionarias deben, en primer lugar ser democráticas y participativas. Esta 
noción de socialización en la toma de decisiones públicas, ha sido bien entendida y aceptada por la 
C.S.J.N. en varias circunstancias859, pero, en especial con la habilitación de la institución del amicus 
curiae mediante las acordadas estudiadas, si bien, entendidos éstos como sujetos especialistas en 
diversas áreas ajenos al conflicto que intervienen según pedido del Tribunal a fin de acercar 
información y opiniones y permitir la toma de decisiones con amplio conocimiento de diversas posturas 
acerca de los temas que deben resolverse. 
La expectativa social se dirige a encontrar en el Poder Judicial en general y en la C.S.J.N. en 
particular, la defensa de derechos y garantías lesionadas o desoídas en las demás instancias políticas y 
esta es la razón por la cual, finalmente, en ella se dirimirán aspectos básicos para la configuración de 
nuestro futuro institucional. En este sentido la conformación de Corte actual (2003), ha ganado un bien 
merecido protagonismo, clave no sólo para dirimir aquellos conflictos serios derivados del ejercicio 
abusivo del poder, entre los que se encuentran numerosos casos de desobediencia o demora del 
Ejecutivo a una orden suya o la manipulación de algunos concursos judiciales,860 sino también para 
proponer reformulaciones sustanciales a las maneras de crear e implementar políticas públicas que 
tengan como objetivo la concreción del derecho inalienable de mantener la vida sobre el planeta. La 
realidad social, la materia ambiental y la reforma constitucional de 1994 mediante la incorporación del 
art. 41, así se lo permite, otorgándole un poder adicional al poder de re direccionar políticas públicas 
mediante el ejercicio del control de constitucionalidad difuso, en tanto poder de intromisión ex post en 
hechos traídos a juicio. 
En concreto, la creación y concreción de políticas públicas también puede alcanzar al Poder 
Judicial. En la actualidad, los conceptos de política judicial o política pública para el Poder Judicial son 
utilizados en el sentido del conjunto de acciones orientadas en cierto sentido pre-definido. En general, 
el uso de esta expresión se relaciona a los objetivos de lograr un servicio de justicia eficiente y de mayor 
calidad,861  entendiéndose que es el propio Poder Judicial, mediante la C.S.J.N. quien debe prever no 
sólo su gobierno y administración, sino también fijar líneas de política judicial, ejerciendo activamente 
                                                 
859 La C.S.J.N. ha fomentado y creado un propio sistema de prensa y de publicación de sus decisiones, tomando nota 
de la importancia de la comunicación de las decisiones que ella toma en beneficio de la sociedad. Este aspecto dual 
de ida y vuelta, de retroalimentación entre la escucha de diversos sectores interesados y con diversos conocimientos 
en los temas sujetos a su decisión con el cumplimiento de la comunicación de las decisiones que tienen como fin la 
protección de la ciudadanía, dan cuenta de un entendimiento y de adaptación razonable del proceso de socialización 
en la toma de decisiones públicas y en el acceso a la información pública por parte de la sociedad.  
860 En este sentido ver, entre otros: Diario digital Clarín. Editorial. “El protagonismo de la Justicia ante el abuso de 
poder”  http://www.clarin.com/diario/2009/12/27/opinion/o-02108382.htm 18 de febrero de 27 de diciembre de 
2009. 
 
861 Pueden identificarse algunas reformas judiciales con el fin de aggiornar el sistema de justicia. En 1998 se 
estableció el Plan Nacional de Reforma Judicial que recomendaba la creación de un Centro de Política Judicial y 
Control de Gestión, órgano que tendría a su cargo las oficinas de Estadísticas, Auditoria, Sugerencias y Quejas, y el 
Centro de Investigaciones de Política Judicial, debiendo depender de la C.S.J.N.. A su vez y posteriormente, el 
Consejo de la Magistratura creo la “Comisión de Reforma Judicial”. 
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la propia función ejecutiva mediante un rol activo para impulsar e implementar modificaciones y 
mejoras sustanciales en el sistema de justicia.862 
Esta tesis considera que también puede instrumentarse en el terreno de las políticas públicas que 
impliquen el derecho a la vida. En este sentido, existe ya una tendencia en la reciente jurisprudencia de 
la Corte en materia de Derecho a la Salud, entre numerosos  fallos, entre ello en autos “Asociación 
Benghalensis Y Otros C/ Ministerio de Salud y Acción Social - Estado Nacional S/ Amparo Ley 
16.986”863 se suministró a todos los efectores del país los reactivos y medicamentos que la ciencia 
provee para combatir el HIV. En este caso, la Corte ratificó que, el derecho a la salud poseía rango 
constitucional, por lo cual, el Estado no sólo debía abstenerse de interferir en el ejercicio de los 
derechos individuales, sino que debía realizar las prestaciones positivas necesarias para evitar que el 
mismo se tornase ilusorio. El impacto económico que esta decisión tuvo en materia presupuestaria para 
el Estado, definitivamente corrigió el presupuesto nacional previsto por el Congreso864. La Corte 
Suprema marcó la agenda de prioridades presupuestarias de la Nación en materia de salud, 
subordinando las finanzas públicas, al programa plasmado en el texto constitucional, superando de 
este modo la discusión teórica acerca de la efectividad e implementación progresiva del los derechos 
humanos en las agendas nacionales de acuerdo a las posibilidades y en función de la implementación 
legislativa que se efectúe. Ello implicó la creación de una política pública con efecto erga ommes. La 
urgencia y el aspecto humanitario del caso lo ameritaba. 
En concreto, la Cortes Supremas instauran políticas públicas. Ello lo hacen porque son 
instituciones revolucionarias y su actividad es tanto jurídica como política en el más lato de los 
sentidos. Un ejemplo cabal de ello en el mismo año 2010, es la decisión tomada por la Corte 
constitucional de Colombia que declaró “inexequible” (inaplicable o sin efecto) el acuerdo entre los 
gobiernos de Colombia y Estados Unidos suscripto en 2009 por el Presidente Albaro Uribe para la 
defensa terrorista  y de lucha contra el narcotráfico, que permitiría el ingreso de militares del país 
norteamericano en siete bases militares. De este modo, impidió la instalación de 7 bases militares en el 
territorio de su país. Jorge Iván Palacio, el Ministro que llevó el voto,865 sentenció de modo desfavorable, 
desoyendo al Procurador General de la Nación, Alejandro Ordóñez Maldonado, quien le había solicitado 
a la Corte que se abstuviera de emitir un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, aprobando dejar 
                                                 
862  En este sentido ver Garavano G., El gobierno del Poder Judicial, documento electrónico disponible en  
http://www.unidosjusticia.org.ar/archivo/GARAVANO_Gobierno_del_Poder_Judicial.pdf,  enlace verificado el 20 
enero 2010.  
En igual sentido Brenna R. (Presidente de Argenjus) “Hoy tenemos una Corte distinta, que tiene oído, que escucha 
a la sociedad civil y que tiene por lo menos la voluntad de cambiar y se ha producido un hecho inédito: que sea la 
Corte la que se ha puesto a la cabeza del proceso de reforma”, en Taller “Corte Suprema: su necesaria reforma” 
CEPES, 2004. 
 
863 Fallos 323:1339, del  01/06/2000. 
 
864 Ver Díaz Ortiz, Derecho a la Salud y Tributación, Revista Jurídica de Buenos Aires, 2001,  y Derechos Humanos y 
Tributación Lexis Nexis, Abeledo Perrot, Buenos Aires,  p. 253. 
 
865 La decisión fue tomada por una mayoría de  9 a 3. El Ministro Jorge Pretelt expresó en su disidencia que la Corte 
constitucional había desconocido la Convención de Viena y el derecho internacional en el momento en que ordenó 
dejar sin efectos el acuerdo de cooperación suscrito entre Colombia y Estados Unidoss. Para más detalle v er 
http://www.eltiempo.com/colombia/justicia/ARTICULO-WEB-PLANTILLA_NOTA_INTERIOR-7870142.html entre 
otros sitios web. 
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en manos del Congreso la decisión de si un acuerdo militar similar puede llevarse a cabo para  el 
futuro, ya que la negativa del Tribunal a declarar constitucional la presencia de militares 
estadounidenses se debía sólo a los términos en que fue firmado el acuerdo de 2009. 
Instituciones que poseen ese poder, también tienen el poder de introducirse de lleno en la arena 
política de los derechos humanos precondicionales ambientales , (la cual incluye los derechos al 
desarrollo humano de la Nación y su política en materia de progreso del conjunto social),  y proponer la 
creación de una nueva mesa de diálogo institucional cooperativista y solidaria con el resto de los 
poderes de Estado que le permita la co-creación y efectivización de políticas públicas ambientales 
unificando las etapas de Formulación, Ejecución, Seguimiento, Evaluación y Reformulación de objetivos 
de las políticas ambientales en un esquema eficaz y rápido. Ello implica, necesariamente, el inicio de 
una nueva actividad de naturaleza “ex –ante” y con efectos erga ommes, sin que ello sea tipificado como 
una violación de sus funciones o una invasión de funciones ajenas, para lo cual, es necesario la 
anuencia de los otros dos poderes en un accionar coordinado. 
 
 
6.8.2 Los poderes exorbitantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina en 
materia ambiental.  
 
 
“El fenómeno ambiental alcanza al juez en forma mucho mas directa  de lo que puede un criminal. Ya no parece ciega 
la justicia.  Debe ver bien, debe ver técnicamente, y además –si bien mantendrá su objetividad- el juez actuará con una 
imparcialidad relativa, por cuento se halla tan involucrado como el acusador y el acusado.”866 
 
 
“Los Derechos Humanos de 3° y 4° Generación. Son heréticos, mutantes, descodificantes, y nos plantean nuevas 
hipótesis de trabajo, que implican un cambio epistemológico de las disciplinas tradicionales del derecho…y  la 
Constitución Reformada de 1994, los consagra expresamente, en toda su letra y espíritu. Enhorabuena.” 867 
 
“Earth belongs in usufruct to the living; the dead have neither powers nor rights over it.”868 
 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación posee poderes ambientales exorbitantes. El cúmulo de 
los poderes explícitos del Art. 41C.N. y de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675 y de sus poderes 
implícitos, la catapultan a un nuevo escenario de preeminencia institucional con el que puede 
                                                 
866 Pigretti, E., Derecho Ambiental, ob. cit.  pág.19. 
 
867 Cafferatta, Néstor A., Los derechos de incidencia colectiva, Rev. LA LEY2006-A, 1196  
 
868 Jefferson, citado en Sola Juan Vicente, Control Judicial de constitucionalidad, ob. Cit. pág.. 123. (la tierra 
pertenece en usufructo a los vivos, los muertos no tiene ni poder ni derechos sobre ella), en respuesta a las 
concepciones originalistas de interpretación constitucional que establecían que las constituciones debían 
interpretarse a la luz de las intenciones que sus creadores tuvieron al sancionarla y en defensa de la interpretación 
mutativa y actualizada del texto constitucional a fin de su adaptación a las realidad actuales de las sociedades.  
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revolucionar todo el esquema del derecho y también el esquema institucional. El punto cúlmine en el 
uso de las facultades implícitas del Tribunal, se alcanzó en el caso “Halabi”869 referenciado ut supra, en 
que otorgó efectos erga ommes a la decisión tomada en el marco de un amparo, con lo  que consiguió la 
herramienta más potente en el ejercicio de su poder tras la herramienta del control judicial de los actos 
de gobierno. Hasta la fecha de dicho fallo, la Corte sólo había reconocido el efecto del control de 
constitucionalidad en casos concretos, evitando de este modo el efecto de aplicación genérica de sus 
decisiones, con el brutal efecto que esto hubiera  generado en materia de políticas públicas y de 
injerencia política en la agitada e institucionalmente inestable historia política argentina. Sin embargo, 
con esta resolución se inicia un cambio radical en  la función política de la Corte lo que a su vez posee 
un impacto directo y trascendental en materia ambiental y en la preservación de recursos naturales, no 
sólo porque tras la reforma constitucional ésta se ha constituido en una política pública constitucional 
con fines constitucionales pre-definidos, sino porque además, es sustancia clara para una acción 
colectiva con efecto erga ommes. De este modo, este tipo de decisiones se presentan como un remedio 
eficaz a fin de resguardar los intereses colectivos ambientales como bien lo habilita y señala la Ley 
General del Ambiente Nr. 25.675 en los casos traídos a sus estrados. 
La Constitución Nacional ha impuesto al Estado la obligación de desarrollo de una política pública 
ambiental constitucional en concordancia con las prescripciones y fines concretos de preservación del 
art. 41. Para ello, se ha otorgado a los jueces las amplias facultades explícitas del art. 32 y 33 de la Ley 
General de Ambiente (que en realidad poseen todos los jueces y que habilitan en materia ambiental a 
ampliar el alcance de la sentencia a situaciones incluso no planteadas por las partes originariamente) y 
que permiten el otorgamiento de efectos erga ommes a sus decisiones. Sumado a ello el uso de las 
facultades implícitas revolucionarias queda claro que la concentración de poderes que posee el Poder 
Judicial en general y a la Corte en particular en la materia ambiental, es un poder que trasciende lo 
hasta ahora visto. La conclusión concreta es que, sumados estos poderes y los fines de conservación y 
obligaciones del Estado del art. 41, no existe límite alguno para lo que el Tribunal puede hacer a fin de 
dar acabado cumplimiento a su obligación constitucional ambiental y de hacer efectiva la misma, 
incluso decidiendo en materia de políticas públicas ambientales. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                 
869 Fallos 332:111, del 24-02-2009. 
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 Gráficamente puede diagramarse la situación mencionada de este modo: 
Poderes  explícitos
ambientales
(art. 32 Ley 25675)
Poderes implícitos.+
Facultades Exorbitantes y 
Extraordinarias de la 
C.S.J.N. en materia 
ambiental
Efecto erga ommes de las 
decisiones ambientales.
Ingerencia  directa  en 
Políticas Públicas  
Ambientales.
Medidas Sui Generis de 
Ejecución de sentencias 
ambientales.
Inoponibilidad   
“cuestión política no 
justiciable “
Alcances Inéditos de 
Decisiones.
Ej: Medidas de 
Acción Directa.
Nulidad de 
normas
Elusión de  la rigidez de  
normas procesales y 
Principios tradicionales del 
Derecho.
Tesis Antítesis
Síntesis dialéctica superadora e 
inclusiva
Obligación de creación 
de Políticas 
Ambientales de Estado  
acordes a fines 
constitucionales del 
art. 41 CN.
Nuevo Paradigma 
ambiental 
(preservación y uso 
racional de los 
recursos 
(art. 41  C.N.)
Alcances a temas no 
planteados o no 
probados.
 
 
Este potente poder es el resultado instrumental de la obligación del Estado de intervenir en las 
materias esenciales relativas a la preservación del ambiente, pre -condición del derecho humano básico 
que es el de la vida en tanto implica el derecho a la supervivencia, en especial en países como el nuestro 
que todavía se encuentran inmersos en el sub desarrollo y en donde, como consecuencia de ello, la 
tensión social derivada de la injusticia social y la falta de equidad en el acceso a los recursos naturales, 
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bienes y servicios esenciales para una vida digna tiende a ser intensa porque busca, en definitiva, la 
consumación de un cambio estructural, el cual debe darse en el marco de un desarrollo sostenible 
desde lo ecológico. 
El derecho es ante todo una técnica social, “el Estado moderno concibe a la Ley como instrumento 
de transformación social”,870 y él debe encauzarse en los principios de cooperación, solidaridad y 
justicia social, cumpliendo el requisito democrático del poder basado en el consenso, realista en 
términos de conveniencia nacional en un contexto internacional que no se caracteriza por el manejo 
ingenuo de intereses, ventajas y desventajas. La responsabilidad actual del Estado Argentino debe 
incluir el accionar  precautorio y preventivo típicos de la disciplina. El ejercicio del poder de policía debe 
ejercitarse para evitar riesgos innecesarios en situaciones de incertidumbre y consecuencias 
potencialmente irreparables y el derecho es el vector que debe imponer el cambio radical en el 
mecanismo de funcionamiento del Estado, el que debe adaptarse a las nuevas necesidades y 
requerimientos de desarrollo nacional sostenible, mantenible en el tiempo, en el cual se encontrarán las 
soluciones a los problemas de inequidad social. El territorio argentino se encuentra ambientalmente 
abandonado, ese reclamo social está desatendido y la institucionalidad para esa indelegable obligación 
del Estado debe crearse. Para ello es fundamental entender que el diagrama estatal debe superar los 
atavismos teóricos inconducentes basados en las divisiones de funciones en la estructura 
gubernamental tanto federal como provincial obstructivas y dilatorias de las soluciones necesarias en la 
materia. 
La nueva institucionalidad para el desarrollo ambiental sostenible implica “un viraje, un cambio de 
ruta”871 que obligue a crear una nueva fórmula de generación de las decisiones en materia de políticas 
públicas ambientales del propio sistema. Esto conlleva necesariamente a la mutación del modelo 
institucional.  
Si bien el Poder Judicial puede crear un fuero específico ambiental para entender en estos temas  y 
mantener su Criterio y Principio de Territorialidad para la solución de los conflictos ambientales, 
resulta conveniente y necesario la coordinación de las “mega” necesidades ambientales de forma 
unificada y coordinada, no sólo inter-organizamente  con los tros poderes de Estado, sino intra- 
orgánicamente con los propios Tribunales inferiores y los de todas las Provincias del país. 
El Poder Judicial se encuentra bien equipado para buscar y encontrar respuestas acertadas a los 
casos concretos. Su termómetro, su equipo de medición es más sensible y certero que el del resto de los 
poderes, por la simple realidad de la inmediatez de trato con los conflictos concretos del pueblo sin 
intermediación distorcionante. Esto debe poder ser utilizado, mejorado y potenciado para la búsqueda 
de soluciones integrales y eficaces con nuevos mecanismos que optimicen las mediciones de las 
realidades y necesidades sociales, así como con métodos ágiles de gestión en la solución de las mismas. 
                                                 
870Fallos 241:73, “Tornquist”, año 1958. 
 
871 Estos términos son utilizados por Essain en Competencias ambientales, ob. cit.  pág.. 101 
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El Poder Judicial puede y debe en materia ambiental abandonar la parte secundaria que le tocó en 
la producción de políticas públicas, para representar un rol principal en conjunto coordinando en su 
producción con los demás poderes, reservando y reteniendo, por supuesto, su histórico rol judicial. 
Según se ha analizado, la historia del uso de los poderes implícitos de la Corte, es la historia de la 
liberación de las restricciones impuestas por normas infra constitucionales a su fundamental rol. La 
asfixia a la que la Corte fue sometida producto de estas normas que regularon su competencia, generó 
en ella la imperiosa necesidad de obviarlas a fin de cumplir su función esencial y de utilizar, en ese 
derrotero, novedosos modos de instrumentar los procesos para poder emitir sus  Fallos. Mediante el uso 
de sus poderes implícitos se ha canalizado toda  la potencia creativa de la que el Tribunal fue capaz. 
Todos los casos reseñados ut supra, son, entre otros, emblemas no sólo de esta capacidad creadora 
sino del poder político concreto que posee, aún a pesar de que el mismo no le es reconocido de modo 
explícito. En lo que concierte a la temática ambiental, el conflicto de la Cuenca Matanza creado por  la 
omisión de los poderes de Estado encargados de su solución, generó, del mismo modo en que otrora la 
omisión en el desarrollo de políticas públicas de los otros departamentos de Estado en otros temas, el 
uso de facultades tanto explícitas como implícitas del Tribunal, ahora en materia ambiental. Los 
poderes implícitos utilizados en el caso y que no se encuentran taxativamente autorizadas en la Ley 
General del Ambiente, son las resoluciones que se inmiscuyeron en los modos de financiamiento de las 
obras requeridas para el saneamiento, en sus costos, e incluso en temas relativos al presupuesto de las 
dependencias de Estado para la ejecución de sus funciones, incursionando de este modo en el terreno 
de las políticas públicas, típica esfera en que se analizan los modos y los costos de las obras a realizar, 
el método de financiamiento, presupuestos de reparticiones etc.. que sólo incumben al poder ejecutor 
Gracias a la libertad procesal explicita otorgada por el art. 32 de la Ley Gral del Ambiente (con lo 
que podría alegarse que en realidad la Corte utilizó facultades e xplicitas), el Tribunal ha tomando el rol 
y la función de parte interesada, actuando de oficio para recabar pruebas , asumiendo la función que 
debió haber cumplido la parte en el escrito de demanda,872 el propio Estado y la Autoridad de Cuenca. 
Pero fue en uso de sus facultades implícitas, que decidió concretar con la sanción personal a los 
funcionarios actuantes por el incumplimiento de su manda de la resolución de 2010. 
Nótese que la decisión de la Corte en el caso relativo a la cuenta Matanza, prevé que el programa 
para implementar en el Riachuelo debe perseguir tres objetivos simultáneos consistentes en: 1) La 
mejora de calidad de vida de los habitantes de la cuenca; 2)  La recomposición del ambiente en la 
cuenca en todos sus componentes (agua, aire y suelos); 3) La prevención de daños con suficiente y 
razonable grado de predicción. Todos ellos fines muy concretos pero con un horizonte genérico, 
sustancia básica y fin primordial en las tomas de decisión de esferas de las políticas públicas. El 
objetivo buscado por esta decisión es erga ommes y de sustancial  naturaleza política y ésta habilitación 
del Tribunal  es otorgada  por la  propia Constitución Nacional, que define los fines concretos que deben 
poseer las políticas públicas ambientales (utilización racional de los recursos, preservación del 
                                                 
872  Lo que  por ejemplo, decretó el fracaso de la acción entablada en el caso de la Cuenca Neuquina por oscuridad 
del proceso (defecto legal). (Ver fallo desarrollado “ASOCIACIÓN DE SUPERFICIARIOS DE LA PATAGONIA C/YPF 
S.A. Y OTROS S/DAÑO AMBIENTAL” Fallos 130:3493) 
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patrimonio natural) que deben seguir las autoridades.  El Estado tiene la obligación de concretar una 
política pública ambiental en estos términos, consiguiendo objetivos concretos de preservación del 
ambiente. El ambiente y su preservación son una política de Estado constitucional y ello, sumado a los 
poderes implícitos que el Tribunal posee per se y a las facultades que le otorga desde el punto de vista 
procesal por el art. 32 de la Ley General del Ambiente Nr.25675, da como resultado un poder 
exorbitante que se traduce en la total libertad para actuar, inclusive en las materias de políticas 
públicas. 
Como lógico corolario, y en función de la potestad exorbitante de la Corte de control y co -creación 
de las políticas públicas desarrolladas (u omitidas) por los demás poderes del Estado en función de los 
fines de preservación previstos constitucionalmente, cabe concluir derivadamente que la materia 
medioambiental no podría entonces ser alegada como cuestión política no justiciable, con lo cual el 
Tribunal estaría ab initio habilitado expedirse en los asuntos ambientales traídos a sus estrados aún 
cuando el objeto de juzgamiento sea un criterio o aspecto de una política ambiental emanada de otro 
poder del Estado. 
Analizado entonces ya el marco teórico general de las facultades de la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, identificadas las decisiones y  los alcances de las mismas en materia ambiental y de recursos 
naturales en general, así como la aplicación de  Principios Ambientales a casos concretos y el uso de las 
facultades utilizadas por el Tribunal en los casos a este tema relacionados, la intención de este capitulo 
es hacer un aporte novedoso en el terreno de sus potestades, a fin, de validar la hipótesis Nº 3 y de 
ampliarla definiendo el alcance de las potestades del Tribunal mediante la creación de conclusiones 
derivadas inéditas, que sintéticamente se basan en la idea que, tras  la reforma constitucional de 1994, 
éste no sólo posee la capacidad de desplegar el uso de sus facultades implícitas, sino que además, ha 
adquirido una nueva serie de potestades de amplísimo alcance y de tipo exorbitante en el terreno de las 
Políticas públicas Ambientales que la habilitan a: 
 Ejercer de un control de constitucionalidad de los actos de gobierno con efectos similares al 
del control de tipo concentrado, es decir, con efectos erga ommes, de todas las normas que 
vulneren el derecho a un medio ambiente apto sano y equilibrado consagrado por el art. 41 de la 
Constitución y de decreto de nulidad de la ley, ante la existencia de una controversia concreta 
que llegue a sus estrados y en ejercicio de su facultad de juzgar. 
 Crear un sistema participativo de creación, diagramación y ejecución de políticas públicas 
ambientales de manera coordinada con el resto de los poderes de Estado Nacional y Provinciales, 
inaugurando un nuevo tipo de accionar político de características “ex-ante” y sin necesidad de la 
existencia de un caso judicial concreto, lo que le permitiría mejorar sus capacidades preventivas y 
cautelares en concordancia con el Principio Precautorio y Preventivo de la disciplina, reteniendo 
las facultades de juzgar. 
 Proceder a la toma de decisiones sui generis en materia de ejecución de sentencias 
ambientales.  
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Facultades Exorbitantes y Extraordinarias de la CSJN en 
materia ambiental.
Poderes exorbitantes
Alcances inéditos de
sentencias
Medidas Sui Generis de
ejecución de sentencias 
ambientales
Ingerencia directa en la 
formulación 
y ejecución de 
Políticas Públicas 
Ambientales.
•Libertad probatoria.
•Libertad procesal.
•Incorporación temas no planteados por partes.
•Efectos erga ommes de las sentencias.
Medidas de Acción Directa
Inoponibilidad de
Doctrina cuestiones políticas.
 
 
La propuesta de esta tesis lleva a desarrollar un esquema en que la Corte Suprema pueda incluso 
superar los ápices en materia de división de poderes de la actividad judicial ante la omisión total o 
parcial del desarrollo o puesta en marcha de una política pública relativa a derechos  constitucionales 
consagrados, en parte esbozada en la nueva figura de la inconstitucionalidad por omisión873, 
(frecuentemente alegada en materia ambiental atento a la falta regulatoria que la materia presenta y la 
actualidad de los daños ambientales no regulados), la cual se configura ante la inobservancia del 
dictado de una Ley o un reglamento que regule los derechos constitucionales, ya sea total o 
parcialmente, u observancia defectuosa o irregular, dentro de un plazo razonable .  
 
 
 
 
 
 
                                                 
873 Ver entre otros autores a Valcarce Ojeda, María del Guadalupe, Control de constitucionalidad de omisiones 
legislativas: el activismo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, documento electrónico disponible en 
http://www.derecho.uba.ar/graduados/ponencias/valcarceojeda.pdf, enlace verificado 20 de febrero 2011. 
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Las posibilidad que la Corte posee en la disciplina son amplias,874 entre ellas puede producir: 
1. Recomendaciones al Poder legislativo o Ejecutivo para suplir la omisión, con  sentencias 
apelativas o exhortativas, en donde puede decretarse la inconstitucionalidad por omisión.875 
2. Intimaciones a los poderes a legislar o regular.876 
3. Dictado de sentencias con características de regulaciones o legislación de índole general, 
simplemente otorgando a sus Fallos el efecto erga ommes. Ello puede logarse en materia ambiental 
mediante la habilitación del efecto erga ommes que las sentencias ambientales poseen a tenor de las 
prescripciones del Art. 33 de la Ley 25.675, una vez que el caso se ha presentado y existe controversia 
concreta sobre la cual expedirse. El instrumento utilizado originariamente en el caso “Halabi”, debe 
instaurarse en el accionar supremo como un instrumento legítimo de accionar jurisdiccional 
superpoderoso y promisorio, sin que ello pueda ser interpretado como la intromisión en las facultades 
de otro poder, sino el despliegue del único medio de tutelar derechos, o suplir omisiones en la medida 
en que los  derechos constitucionales puedan estar lesionados. 
                                                 
874 Para más detalle de posibilidades de acción del Poder Judicial en estos casos  ver: Rangel Hernández, Laura, La 
acción de inconstitucionalidad por omisión legislativa en la Constitución mexicana. Un avance en el acceso a la justicia 
constitucional, Cuestiones constitucionales, nro. 18, enero-junio de 2008, p. 8, Biblioteca Jurídica Virtual del 
Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Entre ellas menciona: “1. Denuncia ante un órgano superior, que 
implica que vista la omisión legislativa, se haga del conocimiento de la autoridad jerárquicamente superior;  2. La 
recomendación, donde el órgano superior o de control, simplemente recomienda a la autoridad omisa que cumpla 
con su labor; 3. El llamado de atención, como su nombre lo dice, no es más que un extrañamiento a la autoridad 
omisa; 4. La intimación, que implica el otorgamiento de un plazo para que se colme el vacío legal; 5. La cobertura, 
donde ante el incumplimiento de la autoridad el juzgador dictará las bases temporales mientras se expide la Ley en 
cuestión. 6. La cobertura y el resarcimiento, ante el incumplimiento se procede a integrar el orden jurídico y si esto 
no fuera posible se estipula un resarcimiento a favor del promoviente; 7. La compulsión constitucional, se presenta 
en los casos en que las propias Constituciones determinan que no pueden ser incumplidas por falta de Ley 
reglamentaria, de modo que el juez debe ingeniárselas para resolver la situación de mérito.” 
 
875 En este sentido, debe analizarse que la Corte, en uso de sus facultades implícitas en el caso “Pérez de Smith, Ana 
y otros” Fallos 297:338 -1977,875 en donde resolvió en la acción que denunciaba la existencia de numerosos recursos 
de habeas corpus  en los que las autoridades expresaban que las personas a cuyo favor se habían interpuesto  no 
estaban registradas como detenidas.  En el uso de facultades implícitas, la Corte se dirigió al P oder Ejecutivo a fin de 
solicitarle intensifique la búsqueda de las personas denunciadas como desaparecidas para que los magistrados 
pudieran ejercer manda constitucional resolviendo  los casos.    
El exacto texto de la encomienda judicial dice:   
“es su deber poner en ejercicio los poderes implícitos  que hacen a la salvaguarda de la eficacia  de la función judicial, 
principalmente en cuanto se refiere a la protección y garantías consagradas en la Constitución Nacional. Sobre tales 
bases, el Tribunal considera oportuno dirigirse al Poder Ejecutivo Nacional a fin de encarecerle875 intensifique, por 
medio de los organismos que correspondan, la investigación sobre el paradero y la situación de las personas cuya 
desaparición se denuncia judicialmente y que no se encuentran registradas como detenidas, a fin que los magistrados 
estén en condiciones de ejercer su imperio constitucional resolviendo, con al necesaria efectividad que ex ige el derecho” 
Como bien señala el ministro Fayt, el rol aquí ejercido por el Tribunal es de una neta sustancia política ya que, si 
bien  en el fondo del asunto se resolvió la incompetencia  para conocer en la petición por exceder los límites de 
jurisdicción propia,  se procuró hacer efectivo el derecho a la jurisdicción “recomendando con empeño” al  Poder 
Ejecutivo  proceda a efectuar lo mencionado.   
De este modo, queda claro que si bien el lenguaje utilizado por el Tribunal permite restar dramatismo al 
requerimiento, (nótese que utiliza el verbo “encarecer” y no “requerir”) los poderes inherentes no sólo han servido 
para preservar las prerrogativas judiciales o la investidura de los jueces frente a leyes sancionadas por el Congreso a 
decretos del PEN, sino también  para subsanar omisiones del Poder Ejecutivo que constituían privación de justicia.  
Ello es de una gran relevancia en el ámbito de las políticas públicas y dentro del análisis del rol político institucional 
del Tribunal, en tanto la omisión del poder ejecutivo en este caso, no es otra cosa que la ausencia de una política 
pública en la materia en cuestión. De este modo, puede deducirse que en este caso, la Corte instó al poder Ejecutivo 
a tomar una acción concreta, a definir una política pública que se centre en la  búsqueda del paradero y de la 
situación de las personas denunciadas como desaparecidas  a través de los organismos que debían corresponder. 
 
876 Tal es lo sucedió en el caso “Verbitsky” (del 03-05-2005; Fallos 328:1146) y “Badaro” (del 26-11-2007; 
Fallos330:4866). 
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Sin embargo, la Corte debe buscar los caminos que permitan garantizar la eficacia de los derechos, 
y evitar que estos sean vulnerados de una manera mas ágil y en concordancia con la lógica precautoria 
típica de la ecología, actualizando sus potencialidades políticas lato sensu en tanto co partícipe del 
gobierno de la Nación con el resto de los poderes del Estado. Por ello esta tesis plantea una nueva 
posibilidad, tal es : 
4. El trabajo mancomunado cooperativo y solidario del Poder Judicial (Corte Suprema), el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo en un nuevo esquema de accionar institucional. Este sistema 
implicaría el establecimiento de un mecanismo nuevo, adicional a los anteriores, de debate y diálogo 
entre los tres poderes del Estado Nacional, así como una nueva relación y organización de los Poderes 
Judiciales locales del pais, para el tratamiento de la agenda de las políticas públicas en derechos 
constitucionales ambientales a fin de su concreción. Las decisiones así obtenidas se constituirían como 
vehículos eficaces y eficientes para canalizar y concretar soluciones eficaces en post de la preservación 
ecológica, de las dependencias del Estado, y superar las negligencias e ineficacias las insuficiencias y 
necesidades de la agenda pública. 
Estas opciones en el poder del Tribunal son viables y aptas porque la disciplina así lo amerita. El 
derecho ambiental, en tanto derecho colectivo, es un derecho invasor, es “contestatario”, “rebelde, e 
“insurgente” 877. Tal como lo es la realidad social actual en especial en materia ambiental. Las 
sociedades actuales, mejor informadas, con mayor acceso al conocimiento científico y con un grado 
superlativo de conocimiento de las causas y consecuencias de los actos, saben que la problemática 
ambiental es un asunto en el que se discuten presupuestos pre -condicionales de los derechos humanos 
y la base misma de la supervivencia de todos. La problemática debidamente entendida es tan esencial e 
importante que las poco tolerantes sociedades actuales, precariamente representadas por los esquemas 
institucionales actuales, deciden reiteradamente pasar a la acción directa mediante acciones de 
sabotaje878 y la intrusión se interpretan como medios idóneos.   
La C.S.J.N. debe liderar la insurgencia y la rebeldía, encausándola y encontrando las maneras de la 
concretar los objetivos, incluso a pesar de hacerlo reformulando los esquemas históricamente previstos. 
La gestión y el encausamiento de la conflictividad social es su rol indelegable de manera conjunta con el 
resto de los poderes de Estado y por ello debe coordinar la refundación de las instituciones sobre la 
base del consenso y el despliegue de los mecanismos de legitimación y legalización de los medios y 
esquemas institucionales eficaces que consigan la preservación de la vida y la formulación de modelos 
de desarrollo social sostenible. La jurisdicción ambiental debe transfigurarse, no sólo todos los jueces 
deben adoptar los criterios y principios ambientales en sus respectivos accionares y sentirse partícipes 
de la concreción de un país según los objetivos de desarrollo humano sostenible fijados en el art. 41,  
75 inc.19 y en el Preámbulo, sino que además es fundamental la creación de tribunales especializados 
                                                 
877 Estos términos son descriptos por Cafferatta, Néstor A., Los derechos de incidencia colectiva, ob. cit.   
 
878 Ver entre otros el accionar de grupos ambientalistas como Greenpeace  en el sabotaje  a los ensayos nucleares 
franceses en el archipiélago de Mururoa en el año 1985, y que terminara con el hundimiento del buque “Rainbow 
Warrior” y la muerte de uno de sus tripulantes en Nueva Zelandia. A su vez, la reacción de la comunidad de Esquel, 
Chubut, Argentina ante la decisión de la autoridad minera en autorizar una explotación minera a cielo abierto a 
pesar de la negativa que la consulta popular de marzo de 2003. 
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en la materia que posean la agilidad necesaria para concretar las obligaciones emergentes del art. 41 de 
una manera eficaz y expedita. 
A su vez, el modelo, el esquema de la actividad de la Corte es el que debe cambiar, sobre la base de 
nuevos mecanismos que permitan arribar a soluciones útiles y justas basadas en la noción de la 
responsabilidad social extrema que los magistrados poseen. Ello, se reitera, implica una transformación 
en la atávica concepción de que juzgar es o debe ser la única actividad del Poder Judicial. La 
reconversión de la función debe operar sobre bases sistémicamente interdisciplinarias basada en la 
guía de la obligación, el principio y el criterio de solidaridad de cooperación bajo una perspectiva 
humanista. Ello implica claramente superar la lógica de la invasión impuesta por el histórico sistema de 
división de poderes en materia ambiental y fundar un nuevo sistema de interrelaciones dinámicas de 
características ex ante, manteniendo el derecho de juzgamiento ex post.  
Las actuación “ex-ante facto” forma la esencia de la disciplina ambiental, la que se encuentra 
orientada a la preservación biológica a fin de evitar al extinción de especies o la producción de 
situaciones que implicaran un suicido colectivo (como es el caso del calentamiento global) . Las 
actuaciones “ex post facto” son contrarias a la preservación del  orden ambiental, ya que las acciones 
como la re composición, si bien tienden a la regeneración en especie del medio una vez que el daño 
ambiental se ha producido, no garantizan la re equilibración dañada, ya que muchas veces el accionar 
humano no puede evitar las variaciones ecológicas y /o climáticas que se producen. 
En este camino de calidad y formas de actuación de las autoridades ante situaciones de 
irreparabilidad e irrecuperabilidad comprometedoras de la subsistencia de la vida sobre el plantea y el 
hombre, no parece prudente dejar al arbitrio de las fuerzas del mercado o de los particulares o de 
organismos inejecutores de las obligaciones constitucionales la solución concreta de los problemas 
ambientales. Todas las autoridades, todos los poderes tanto en su calidad institucional como en la 
calidad de funcionarios, de seres humanos comprometidos en su propia subsistencia, así como todos 
los ciudadanos, son parte interesada en que ello suceda. Anteponer interpretaciones estrictas de 
normas sociales y organizativas concebidas hace más de dos siglos para no tomar parte en una tarea 
colectiva es un acto de irresponsabilidad humana y mezquindad institucional. 
En este sentido, la Corte Suprema argentina ha sabido interpretar normas aparentemente 
restrictivas para ampliar su accionar aún a pesar de ellas, en una clara visión de su rol político y de 
adaptación de las necesidades sociales, solucionando los problemas de las personas, del pueblo de la 
Nación tanto en materia de omisiones como de excesos del resto de los poderes de Estado. Gracias a 
ello ha construido su crédito público, levantando el estandarte de la defensa de los derechos 
individuales así como los sociales. La Corte Suprema Argentina, quien ha recibido un cúmulo de tareas 
que superan por mucho el de otras Cortes del mundo879, no sólo ha estado al nivel de las 
circunstancias para el manejo de dicha situación, acomodando su organización interna para dar 
respuesta a ese requerimiento social, sino que como dato sociológico y cultural, presentó al mundo su 
                                                 
879 Se remite al análisis efectuado ut-supra de los fallos de Corte Argentina, en comparación con la Suprema Corte 
de EEUU que tan sólo emite un promedio de 100 fallos al año. Debe recordarse también la casi unánime opinión de 
la  doctrina en cuanto a la imperiosa necesidad de reducción de la cantidad de causas en las cuales el Máximo 
Tribunal argentino debe intervenir a fin de permitir un trabajo más depurado del mismo. 
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posición de no restringir la presentación de demandas en la más variada y amplia gama de situaciones, 
demostrando así su claro perfil democrático tanto en cantidad como en calidad. 
En el siglo XXI, en un símil al proceso de mimetismo y simbiosis biológico, la Corte debe igualar el 
comportamiento cooperativo de la naturaleza, desarrollando una actuación ex ante político institucional 
con el resto de los poderes para la disciplina ambiental. Ello es parte del  aporte que esta tesis propone.  
6.8.3 Actuación política “ex-ante” sin causa judicial. Los nuevos esquemas institucionales de 
cooperación inter-orgánica en la toma de decisiones en políticas públicas ambientales. Los 
modos de accionar conjunto de los tres poderes de Estado.  
 
“No parece que lo ambiental deba quedar limitado a lo ambiental.  
Las relaciones de todo con todo deben perfeccionarse  y relacionarse no sólo en lo formal sino en las líneas 
profundas. Política, economía, ciencias naturales y sociales, más una forma de espiritualismo, deben asociarse para 
superar las ideologías en cuanto nos eran útiles, no resulten valederas.”880 
 
 
”La Corte, en vez de entregarse a una empecinada y frustratoria defensa del antiguo régimen (si este ha concluido) 
deben aceptar los valores del nuevo régimen (si este ha nacido)”.881 
 
 
Alcanzar la plena efectividad en el cumplimiento del Derecho al Ambiente Apto Sano y Equilibrado y 
del desarrollo sostenible, requiere el trabajo sistémico, interconectado y conjunto de todos los 
organismos de gobierno, de los científicos, de los tecnólogos y de los habitantes del país en interrelación 
simbiótica y superadora. La preservación de los recursos y de nuestro hábitat para que la vida presente 
y futura pueda desarrollarse, debe fomentar mecanismos que eludan la ineficacia concreta en la 
solución de las problemáticas ambientales. 
Los cánones de compartimentación dilatoria deben superarse en post de una mayor empresa que  es 
la preservación biológica de los recursos naturales y el medio de la Nación misma, ya que de ello 
depende no sólo la posibilidad del desarrollo sostenible, sino, la posibilidad de la subsistencia colectiva 
en primer término. La democratización de la toma de decisiones entre todos estos sectores debe poder 
articularse de manera rápida, eficaz y eficiente y para ello deben utilizarse todas las herramientas que 
la técnica y la ciencia moderna brinda dentro de una dimensión ética que garantice la equidad, la 
transparencia, la participación efectiva de los sectores y, especialmente, la capacidad de dar respuesta 
a las necesidades que se planteen en los diversos  sectores. Si el problema se sitúa dentro de una 
carrera de competencias de poderes para ver quien invade la función de quien, los conflictos serán 
interminables, probablemente terminarán por derruir a alguno de ellos, y el ambiente del que todos 
dependemos no será preservado. 
                                                 
880 Pigretti E y otros, Derecho Ambiental de Aguas, ob. cit.  pág. 228 
 
881 Oyhanarte Julio, Historia del Poder Judicial, ob cit, pág. 146. 
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La creación de un esquema de combinado de cooperación intrestatal ambiental es incluso 
conveniente atento a las características que el poder exorbitante de la Corte Suprema en la disciplina 
ambiental posee. Este poder tan amplio, debe incluso llamar a la reflexión en el propio ámbito de los 
límites del ejercicio de los poderes, y de la conveniencia de la creación de un sistema que amortigüe el 
mismo en caso de abuso.  
Un simple instinto de conservación tanto personal como institucional debe primar en los poderes de 
Estado y en sus funcionarios de manera de permitir un abordaje distinto. El desarrollo de un sistema 
de coordinación inter orgánico puede ser la clave para que el Estado empiece a funcionar de manera 
distinta y la problemática ambiental sea atendida. Este nuevo método de creación de políticas públicas 
ambientales debe basarse en una negociación de soluciones sintéticas, superadores y eficaces en el 
intercambio de información, formulación de propuestas e implementación de soluciones urgentes y 
monitoreo permanente entre los tres poderes en post de la concreción de los objetivos ambientales. 
Entre los beneficios esperables de este esquema son: 
1) una drástica reducción de la regulación contradictoria, 
2) la efectiva  contemplación y solución a las necesidades y ambientales no reguladas,  
3) una ágil solución a problemas estructurales inatendidos que impactan significativamente en los 
habitantes con menos acceso a los recursos esenciales para desarrollar una vida digna.  
El Poder Judicial, puede aportar uno de los más importantes  de sus instrumentos, los datos 
fidedignos de la realidad, los cuales posee a tenor de su receptividad, es decir, de la posibilidad del 
contacto directo con los problemas sin solución que le son presentados por los propios damnificados, 
sin intermediación partidocrática dilatoria. Esa información, altamente sensible, detallada y veraz que 
posee el Poder Judicial, en especial los tribunales inferiores tanto nacionales como provinciales, 
debidamente organizada, estandarizada, medida e interpretada, puede aportar una potente herramienta 
de análisis de la realidad social ambiental de la Nación e incluso ser la base de nuevos esquemas de 
desarrollo nacional. El valor que poseerían esos datos desagregados por jurisdicción, en conjunto con 
los datos y herramientas que las respectivas administraciones locales representadas en el C.O.F.E.M.A. 
con más la participación del Poder Legislativo, (quien ejerce la representación del pueblo y de las 
Provincias y administra la herramienta legislativa de las leyes de presupuestos mínimos); permitirían la 
creación de modelos de identificación de situaciones ambientalmente insostenibles o ecológicamente 
peligrosas, los que serían instrumentos alternativos de fácil lectura y de una enriquecida síntesis. Ello 
podria constituir una gran ayuda para la rápida solución de las diversas problemáticas. Las políticas 
públicas ambientales y las proyecciones de esquemas de desarrollo tanto regional como nacional, 
podrían diagramarse en conjunto con las mejores técnicas y los mejores recursos humanos de que 
dispone el país, con la guia docente de la C.S.J.N., en un esquema integrado y eficaz, que garantice el 
derecho constitucional a un medio ambiente sano, apto y equilibrado (art. 41 C.N.) y al de un desarrollo 
humano en los términos del art. 75 inc.19 C.N. 
Para dar cuenta de la conveniencia de la implementación de un sistema de gestión mancomunado y 
coherente de las políticas públicas ambientales, debe analizarse como ejemplo el caso “SALAS”882 
                                                 
882 Fallos 333:1784. 
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mencionado ut supra, en el cual sabiamente la Corte implementó una política de gestión ambiental 
pública al requerir el mejoramiento del instrumento del EIA (Evaluación de Impacto Ambiental) para 
evaluar los daños acumulativos de los loteos de los bosques nativos objetos de litigio, suspendiendo de 
este modo el accionar del Poder Ejecutivo Local, dando cuenta, por primera vez, de la ineficacia de 
dicho instituto previsto en la Ley 25.675 para medir la totalidad de los daños involucrados , 
promoviendo de este modo, una evolución metodológica superadora en la herramienta base de la 
política ambiental del pais, en un nuevo claro rol vanguardista. Es imaginable cuanto más rápido y más 
eficaz hubiera podido ser protegido el bosque nativo no sólo del caso presentado sino de los demás 
bosques nativos del país, si la actuación hubiera estado paralelamente tratada en un sistema de 
concertación legislativa, judicial y administrativa de las viabilidades y pos ibilidades de la explotación de 
los bosques nativos del territorio nacional. O si, incluso llegada a ser planteada la cuestión en una 
causa judicial concreta, las decisión sintética mancomunada de un organismo multi institucional del 
tipo proyectado hubieran desprendido la obligatoriedad para todo el país de la elaboración de estudios 
de impacto ambiental acumulativos (EIAA), su proyección y concreción ipso facto mediante la 
automática suscripción de las reglamentaciones pertinentes erga ommes y con aplicación de todo el 
territorio de la Nación, promoviendo la modificación a la Ley General del Ambiente a los efectos. 
Ello ahorraría años y futuros juicios que efectivamente se plantearán con el mismo tipo de 
problemas que en el caso “SALAS” discutido, hasta tanto el burocrático y lento sistema actual de toma 
de decisiones en materias de políticas públicas ambientales, efectivamente concretice en normas la 
imperiosidad de este instrumento de política ambiental tan importante.  
La zaga del caso “MENDOZA”883 en el saneamiento de la cuenca del Río Matanza (Riachuelo), el 
incumplimiento de las órdenes del Tribunal tras varios años de su sentencia, la posterior anexión de la 
problemática surgida del caso “MUNICIPALIDAD DE BERAZATEGUI C/ AGUAS ARGENTINAS”884, 
redunda, en definitiva, en la total desatención ambiental de las cuestiones rele vantes y da cuenta de la 
necesaria reformulación de los poderes de la Corte y de una interconexión mayor para evitar la 
tardanza infructuosa y la violación de derechos humanos pre condicionales ambientales. 
El sistema debe mutar, la Corte debe desplegar nuevos instrumentos de ejecución de sus 
sentencias en el ínterin y, en el mediano y largo plazo proponer un nuevo esquema de coordinación que 
supere la radicalización de las posturas divisorias en materia de funciones, dejando de lado las 
mezquindades políticas y sembrando semillas de cooperación sincera entre los funcionarios. La 
solidaridad como valor que inunda la disciplina del medio ambiente según se explicitara mas arriba, 
debe perforar los velos institucionales y liberar las limitaciones que no sirvan a los fines 
constitucionales de garantizar la vida. La cooperación, la coordinación en la programación y en la 
implementación, sumado a la participación de la ciudadanía a través de los procesos de audiencias 
públicas, y de especialistas ambientales a través de los mecanismos de amicus curiae, participaciones 
de Universidades Nacionales, Provinciales y Extranjeras, en conjunto con instituciones supranacionales 
                                                 
883 Fallos 330:1158. 
 
884 Fallos 332:1600. 
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deben poder ser un medio idóneo para obtener los fines del art. 41 de la C.N. sin sesgos de intereses  
desorientadores en la toma de decisión. 
La programación de políticas públicas ambientales, la gestión ambiental y la decisión concreta 
ambiental deben estar integradas y coordinadas entre los diversos sectores intervinientes para la rápida 
solución de los problemas, por ello los creadores de las políticas públicas (Poder Legislativo), los 
implementadotes (Poder Ejecutivo y dependencias) y los decisores de casos relativos a las  mismas, 
deben actuar  en el caso ambiental en conjunto e intersectorialmente para que las prioridad de usos de 
los recursos naturales y de preservación del medio sean coherentes y, en definitiva, rápidamente 
implementados los programas tendentes a proteger el mismo.  
En este esquema proyectado, surgido un caso ambiental de trascendencia, el Poder Judicial, sin 
perjuicio de la toma de decisiones típicas de su imperio de juzgar, podría rápidamente poner en 
conocimiento al resto de los poderes del estatus de la situación denunciada, quienes deberán 
rápidamente legislar y gestionar una solución integrada no sólo para ese caso, sino para la totalidad de 
las posibles situaciones o variantes que la realidad ambiental tanto local como nacional, muestre. 
Para que esta realidad se concrete, deben establecerse una nueva estructura participativa, la que 
deberá efectuarse mediante acciones estructurales y acciones coyunturales para la creación de un 
nuevo esquema institucional de poder. 
Este nuevo esquema institucional basado en la coordinación y co -gestión deberá garantizar la 
eficacia de la protección ambiental, lo que se logrará mediante una combinación de acciones y medidas 
que pueden ser de gestión, de legislación, tecnológicas, de obras de infraestructura, de desarrollo de 
mecanismos de prevención de conflictos y de encuentro de consenso en el cumplimiento de la 
obligación de preservación del medio.  
El sistema institucional necesario para encontrar soluciones superadoras que potencien el 
bienestar general en materia ambiental debe contemplar: 
 
1. Acciones estructurales  
a. Intra-orgánicas.  
1) Dentro del Poder Judicial: 
a) Creación dentro de la estructura institucional de la C.S.J.N. de la OMA (Oficina Medio 
Ambiental) como organismo especializado de carácter permanente representante de la 
Corte en la disciplina, ejecutor de sentencias ambientales sui generis y co-integrante del 
nuevo sistema propuesto, entre otras funciones.  
b) Creación dentro del Poder Judicial de la Nación y de los Poderes Judiciales Provinciales , 
del Fuero Ambiental, lo que permitirá implementar un nuevo sensor especializado para la 
identificación de las problemáticas ambientales existentes y una ágil y especializada 
solución a los problemas ambientales. 
c) Creación una Comisión Ambiental Judicial Interprovincial, que agrupe a todos los 
representantes de los Poderes Judiciales provinciales, a fin de crear un espacio de 
cooperación y búsqueda de soluciones a las problematicas ambientales locales.   
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2) Dentro del Poder Ejecutivo: 
a) Reformulación del C.O.F.E.M.A., a fin de impartirlo de flexibilidad funcional necesaria 
para conformar el nuevo sistema de coordinación propuesto. 
3) Dentro del Poder Legislativo: 
a)  Creación de una Comisión legislativa especializada para conformar el nuevo sistema de 
coordinación propuesto. 
 
b. Inter-orgánicamente: 
1)  Creación de un Espacio de Coordinación Inter-orgánica  Ambiental en que el PJ, PL y PE 
creen, implementen, monitoreen y eventualmente reformulen políticas públicas ambientales. 
2)  Creación de una Base de Datos Ambientales Unificada, sobre los datos presentados en los 
casos judiciales  que se presenten en los juzgados de todo el país ya sea nacionales o locales. 
Ello, fin de poseer información veraz y actualizada para medir, entre otras variables, 
necesidades ambientales, de desarrollo sustentable, decisiones y efectos de las políticas 
implementadas en todo el país. 
 
 
2.   Acciones coyunturales: 
 
1)  Desarrollo de acciones conjuntas de trabajo en una agenda ambiental unificada, abierta y 
participativa. 
2)  Desarrollo de Códigos de Procedimiento para el trabajo conjunto de los tres poderes de 
Estado que permitan: 
a) Formulaciones conjuntas de soluciones a los casos adyacentes planteados y que se 
presenten como potenciales conflictos ambientales y su implementación conjunta con las 
autoridades locales. 
b)  Monitoreo de las soluciones y políticas implementadas. 
c)  Eventual reformulación de políticas ambientales deficitarias o de escaso éxito. 
3)  Implementación de esquemas de consultas con especialistas, a través de audiencias públicas 
o de los datos recabados por los amicus curiae. 
4)  Implementación de una estrecha relación de los jueces y funcionarios con Universidades y 
Centros de Investigación nacionales e internacionales, a fin de situar las decisiones de 
ambientales tomadas en este esquema, en la proa de la producción intelectual innovativa, 
potenciando  la capacidad transformadora de la realidad ambiental. 
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El llamado a la cooperación inter órganos ha sido explicitado por el Presidente del Tribunal en 
2010, Dr. Ricardo Lorenzetti.885 numerosas veces.  
Ello amerita, en materia ambiental, la sanción de una Ley que permita la cooperación y actuación 
conjunta tanto “ex ante” como “ex post” de los órganos del Estado de manera mancomunada e 
inspirada en los principios de solidaridad, manteniendo las facultades del Poder Judicial en cuanto a su 
activismo en los casos presentados a sus estrados, de típica actuación ex.post en ésta área, ya que se 
han logrado avances significativos que legislativamente crearon nuevas instancias de composición de 
conflictos y de control social.886 
No se trata de eliminar las funciones tradicionales de la Corte  o de ninguno de los otros poderes de 
Estado, sino de mejorarlas y de dotarlas de un mecanismo que les permita su actuación “ex ante” en la 
creación de políticas públicas, superando la noción de la Corte como tercero imparcial en los asuntos 
ambientales y de implementación de un sistema que le permita la definición consensuada con el res to 
de los poderes en coordinación con la sociedad civil y grupos interesados de políticas públicas 
ambientales, las que, necesariamente, incluyen las políticas de desarrollo sostenible nacional. El 
esquema propuesto gráficamente es: 
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885 Lorenzetti R. Discurso dado en la Conferencia Nacional de Jueces, ob. cit.  
 
886 Ver, para más detalle en materia de nuevos  modelos institucionales actuales,  tendencia al activismo y actividad 
de los tribunales a Morello Augusto, La Corte Suprema en Acción, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2007 y La Corte 
Suprema en el sistema político, Lexis Nexis, Buenos Aires, 2005. 
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Según se mencionara, el nuevo esquema de coordinación en la creación de políticas públicas, no 
obsta a la retención de los poderes de juzgar que la Corte posee en su típica e histórica actuación “ex 
post”. Si bien la coordinación en la creación razonable y ejecución concreta mancomunada hace prever 
una baja significativa en la litigiosidad en la materia, ello no obsta a que de todos modos puedan 
plantearse acciones ambientales que deben ser resueltas en el uso pleno de los poderes exorbitantes 
que posee en la materia. 
Las causas ambientales poseen una complejidad que abarca la preservación de los recursos 
naturales, la necesidad de su uso, el desarrollo económico, los dere chos humanos y el interés nacional 
en ciertas áreas sensibles como la defensa nacional. La necesidad de la apropiación de tierras, de sus 
recursos naturales y sus beneficios económicos ha sido una constante en el desarrollo de todas las 
contiendas bélicas de la historia. Cercenar esa visión holística es un error metodológico en la toma de 
las decisiones tanto políticas como judiciales. En ese contexto de complejidad, los jueces poseen una 
gran responsabilidad, la de concretar los fines constitucionales previstos en el articulo 41 y 75 inc. 19. 
Ellos deberán poder medir en la balanza de las decisiones estas variables inherentes al uso de los 
recursos naturales y del medio. Esta ciclópea tarea excede en medios, información, capacitación y 
formación institucional a los actuales cuadros judiciales. Por ello es fundamental la creación de 
organismos especializados dentro del cuerpo y de institutos eficaces se impone como una necesidad que 
coadyuve a esta tarea según las descripciones hechas ut-supra.  
Para la concreción de este esquema, la Corte debe crear un organismo especializado que la 
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represente. La propuesta de esta tesis se ciñe a la creación de la Oficina Medio Ambiental (OMA) . Las 
funciones que se proyectan para dicho organismo, se especifican seguidamente. 
 
6.8.3.1 La necesidad de la creación de la Oficia Medio Ambiental (OMA) en el seno institucional de 
la Corte Suprema de Justicia de la Nación. 
 
Tanto para el otorgamiento de incumbencias en materia de articulación de políticas ambientales 
con el resto de los poderes de Estado, como para el manejo de las exorbitantes potestades del Tribunal 
en la materia, sería conveniente la creación de una Oficina Medio Ambiental dentro de su 
organigrama administrativo interno de características permanentes, emulando los fines, funciones  
y los medios utilizados para la creación oportuna de la Oficina de la Mujer (acordada 13/2009). Las  
funciones de dicha Oficina Medio Ambiental serían: 
1. Representar a la Corte Suprema en el esquema de cooperación interorgánica propuesto ut -supra. 
2. Ejecutar las decisiones ambientales sui generis que la Corte tome en su histórico rol de juzgar, 
inclusive a través de las medidas de acción directa propuestas como nuevo método en el 
mejoramiento de la efectividad de las mismas. 
3. Instruir y sancionar las desobediencias a sus decisiones ambientales. 
4. Asesorar a los tribunales inferiores ante pedidos concretos relativos a temáticas ambientales . 
5. Promover la creación y coordinar la Comisión Judicial Ambiental Interprovincial , en la que 
participen los representantes de los Poderes Judiciales provinciales, y cuyos objetivos serían: 
5.1.  Promover la formación de los fueros ambientales en el ámbito nacional y provincial, así como 
su cooperación y conexión permanente, lo que permitirá implementar un nuevo sensor 
especializado para la identificación de las problemáticas ambientales existentes y una ágil e 
idónea manera de buscar solución a los problemas ambientales con la guia orientadora de la 
C.S.J.N. 
5.2.  Proveer soluciones integradas a los conflictos ambientales locales e interjurisdiccionales, a fin 
de dotar de unicidad de criterio y equilibrio a las mismas, evitando daños interprovinciales 
innecesarios. 
5.3.   Recabar datos ambientales de las respectivas jurisdicciones a fin de su sistematización.  
6. Crear un cuerpo de peritos especializados en la materia, el que podría conformarse de manera 
interdisciplinaria y con esquemas de interconexión con los cuerpos periciales de Gendarmería 
Nacional, Prefectura Naval, Universidades especializadas y demás institucionales gubernamentales 
y/o privadas. 
7. Crear una base de datos ambientales interconectada de todo el Poder Judicial tanto nacional como 
provincial que permita medir en todo el país la cantidad de juicios ambientales promovidos, sus 
características, sus planteos legales y todas aquellas variables, falencias y necesidades ambientales 
de importante medición a fin de la concreta promoción de un desarrollo sostenible en las políticas 
implementadas en todo el país. 
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8. Representar a la Corte Suprema de Justicia frente a los restantes poderes del Estado para 
coordinar la aplicación del art. 41 de la C.N., los Tratados Internacionales en materia medio 
ambiental  y de  derechos humanos  suscriptos por la República Argentina así como ante los 
Superiores Tribunales de Provincia y de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y Cámaras Federales 
y Nacionales de Apelaciones. 
9. Representar a la Corte Suprema de Justicia frente a la Sala Ambiental de  la Corte Internacional de 
Justicia de la Haya. 
10.  Representar a la Corte Suprema de Justicia frente a la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
por los asuntos de índole ambiental que vulneren derechos humanos. 
11.  Representar a la Corte Suprema de Justicia frente al Tribunal General de Justicia de la Unión 
Europea (UE).  
12.  Representar a la Corte Suprema de la Nación frente a otras estructuras que con igual objeto al de la 
Oficina Ambiental funcionen en las Cortes Supremas y Superiores Tribunales de otros países, a los 
efectos de intercambiar información sobre las experiencias llevadas a cabo y medidas adoptadas 
para logar el cumplimiento de las metas ambientales  de preservación nacionales e internacionales  
con miras a contribuir al mejoramiento del sistema local. 
13.  Mantener vinculaciones con organismos nacionales e internacionales dedicados a la temática 
ambiental y de preservación de los recursos naturales que eventualmente pudieren presentarse y 
registrarse ante los estrados del tribunal como con los Amicus Curiae registrados en la disciplina a 
fin del otorgamiento de su visión sobre los temas de interés que  en el Tribunal se traten. 
14.  Elaborar los informes periódicos que correspondan para el cumplimiento que los compromisos 
nacionales e internacionales exigen. En materia medio ambiental, entre ellos, la Convención de 
Cambio Climático y demás convenciones internacionales relativas a la materia. 
15.  Proponer a los Ministros convenios de capacitación, de investigación y de asistencia técnica, en su 
caso, con los restantes poderes del Estado, con los organismos internacionales  dedicados al 
estudio y regulación de la materia medio ambiental y con otras instituciones académicas, 
asociaciones u organizaciones vinculadas a la capacitación del Poder Judicial.  
16.  Realizar informes que den cuenta de las necesidades y deficiencias de los organismos judiciales 
para cumplir adecuadamente con los compromisos nacionales e internacionales sobre la materia, 
tanto en lo concerniente a su actividad jurisdiccional como en el ámbito de las relaciones 
interpersonales que su ejercicio involucra.  
17.  Impulsar en forma contínua la aplicación de las políticas medio ambientales que resulten 
necesarias para la incorporación de esta perspectiva en la prestación del servicio de justicia  
18.  Disponer la publicación y actualización de la información relevante sobre las actividades y 
documentos elaborados por la Oficina de Medio Ambiente . 
19.  Llevar adelante cualquier otra actividad que encomendada por el Tribunal relacionada con la 
temática medio ambiental. 
Un sólo detalle resulta de mención esencial. La creación de Oficinas dentro del seno institucional de la 
Corte Suprema, es resistida por parte de los doctrinarios y Ministros del propio Tribunal, entre ellos mi 
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propio Director, el Ministro Fayt, quien considera que la OMA (Oficina Medio Ambiental) , si bien es una 
propuesta novedosa y original, no es de necesaria creación, del mismo modo que la OVD (Oficina de 
Violencia Doméstica).      
 Gráficamente podría sintetizarse parte de sus funciones del siguiente modo: 
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6.8.4 Facultades para la cabal ejecución de las decisiones ambientales. La necesidad de su 
mejoramiento. 
 
 “John Marshall ha llegado a una decisión, ahora, que la aplique.”887 
 
El efectivo cumplimiento de las decisiones de los Tribunales supremos  es y ha sido una 
problemática no sólo de la República Argentina.  En el año 1958, en el caso “COOPER VS. AARON”888 la 
                                                 
887 Andrew Johnson, Presidente EEUU ante la decisión de la Corte Suprema en el caso “Worcester vs. Georgia” 31 
U.S. (6 Pet.) 515 (1832), citado en Sola Juan Vicente, Contrl Judicial…ob. cit., pág.. 208. Este precedente, reconoció 
derecho a los americanos nativos (pueblos originarios cherokee) a la protección federal contra las acciones de los 
gobiernos del Estado que infringieran sus derechos  en un caso en que una Ley de Georgia había requerido que 
todos los blancos que vivían en territorio indio Cherokee debían tener una licencia del Estado para ello. Ante el 
rechazo de siete misionarios (entre ello Samuel Austin Worcester) que se negaban a obedecer la Ley del Estado, los 
mismos fueron arrestados y condenados a cuatro años de trabajo duro. Esta decisión del Tribunal, es considerada 
una de las decisiones más influyentes en materia de comunidades originarias en EEUU. 
888 358 US 1 (1958). 
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Corte de EEUU, debió expedirse ante el incumplimiento del gobernador y la legislatura de Arkansas de 
las prescripciones del caso “Brown vs. Board of Education”889 fallado 4 años antes.  
En nuestro país, nuestro Máximo Tribunal ha tenido diversos inconvenientes en ejecutar sus 
decisiones, siendo uno de los casos relativos a temas ambientales el caso “MENDOZA BEATRIZ C/ EDO 
NACIONAL Y OTROS” 890 estudiado ut supra. Para forzar el cumplimiento de sus decisiones ante un 
incumplimiento o desobediencia de sus inferiores, la Corte no sólo posee poderes decisorios de orden 
teórico en los asuntos traídos a sus estrados, sino también poderes de índole coercitivo para obligar en 
la ejecución de sus decisiones. Algunos de estos poderes están reglados, pudiendo ser util izados de 
manera general por todos los jueces, y otros revisten también la calidad de implícitos o inherentes.891 
También estos poderes deben re evaluarse e incorporarse al proceso de mutación.  
Las medidas disciplinarias (art. 128 y 329 del Cproc) dec.ley 1285/58 (to. 24289) poseen como 
objeto el reproche de la indebida acción o comportamiento del sujeto que la perpetró tiende a  conseguir 
el debido decoro  y buena fe dentro del ámbito del proceso y ante los estrados judiciales. 
Las medidas conminatorias tienen como finalidad compeler al cumplimiento  de una orden ya 
emitida y desoída, el ejemplo son las astreintes (arts. 666 bis. CCiv. y 37 del CPCCC), de origen 
económico fijadas en general con un monto determinado por día de retraso en el cumplimiento de la 
manda firme.   
El delito de desobediencia a la autoridad previsto en el art. 239 del Código Penal  fija prisión de 15 
días a un año para quien desobedeciere a un funcionario público en el ejercicio legítimo de sus 
funciones o a la persona que le prestare asistencia a requerimiento de aquel o en virtud de una 
obligación legal. Este delito es un delito doloso, no culposo. 
Todas estas posibilidades sancionatorias, tienen un buen alcance y suelen ser efectivas para la 
generalidad de los casos y Tribunales inferiores, pero pueden presentar alguna insuficiencia para 
resguardar la función de la Corte Suprema. Ello, en tanto a veces son ineficientes para compeler al 
debido cumplimiento en tiempo y forma de las mismas y garantizar su aplicación en un 100%, en 
particular, por la general importancia y premura que las decisiones de este Tribunal revisten.  
El delito de desobediencia posee, escollos prácticos importantes, ya que, los autos en cuestión 
deben ser remitidos al juez penal de turno, (a diferencia del sistema norteamericano que ejecuta la pena 
el mismo) con lo que se multiplican los agentes intervinientes en el hecho.  
Las sanciones conminatorias, pueden no revestir suficiente entidad cuando la desobediencia de la 
orden proviene de un ente estatal  ya que el contenido económico no afecta sino a las arcas del erario 
público y no a las de los funcionarios, en este sentido, el  Ministro Fayt892  sostuvo oportunamente que 
debería analizarse la imposición de astreintes sobre el patrimonio de la persona omítete. Esta 
                                                                                                                                                             
 
889 347 US 483 (1954). 
 
890 Fallos 330:1158. 
 
891 En este sentido ver Fayt, Carlos S., El Efectivo cumplimiento de las decisiones de la Corte Suprema de Justicia de 
la Nación, La Ley, Buenos Aires, 2007. 
 
892 Ver Fayt, Carlos S. El Efectivo cumplimiento… ob. cit.  
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apreciación y recomendación relativa al compromiso patrimonial personal de los agentes de los entes 
estatales incumplidores de las mandas del Máximo Tribunal,  fue , concretada en autos “MENDOZA 
BEATRIZ C/ EDO NACIONAL Y OTROS” ante en la falta de acatamiento que las autoridades obligadas 
al saneamiento de la cuenca del Río Matanza (Riachuelo). 
Con esta decisión de perforar el velo patrimonial del sujeto omitente en el cumplimiento de la 
decisión suprema, el Máximo Tribunal reiteró el uso de facultades implícitas de manera inédita y fuera 
de todo precedente. Ello implica deducir que, aún al no existir regulación expresa de facultades 
coercitivas privativas, éste puede utilizar de modo directo a fin del cumplimiento de sus decisiones, el 
uso de las facultades implícitas de corte innovador como una eficaz manera de remover el obstáculo en 
el cumplimiento de las mismas que los poderes públicos e incluso los Tribunales inferiores pueden 
presentar ante el acatamiento en sus decisiones. 
Si bien existen algunos antecedentes en donde el Tribunal ha dado muestra de la necesidad de 
hacer valer la imperatividad de las sentencias dictadas y de la necesidad de que el orden jurídico 
instrumente  garantías idóneas tendientes al efectivo cumplimiento de sus mandatos, para garantizar el 
sistema republicano de gobierno y la división de poderes893, su capacidad creadora de nuevas vías 
coercitivas debe quedar de manifiesto como instrumento de mejoramiento del sistema jerárquico 
judicial constitucional.   
Reconocer y ahondar en la capacidad creadora de la C.S.J.N también en materia de ejecución de 
sentencias, identificando la existencia de un terreno apto para la innovación en el sentido más lato, es 
de una utilidad inconmensurable en la disciplina ambiental.   
Esta tesis propone que en materia ambiental la Corte Suprema puede tomar diverso tipo de 
decisiones de índole coercitiva no regladas o de tipo “sui generis” para el efectivo cumplimiento de las 
mismas. Y esta conclusión se deduce del hecho que, si en uso de sus facultades implícitas el Tribunal 
ha decidido saltear escollos de índole procesal o formal para el entendimiento en casos traídos a sus 
estrados, así como material,  creando competencia en caso de sentencias arbitrarias, e incluso abriendo 
competencia con sentencias no definitivas (aunque equiparables) o en temas de una índole política clara 
con el fin supremo y último de salvaguardar los derechos y procesos  constitucionales, bien puede 
desplegar el uso de las mismas, aunque potenciadas por los fines y facultades especificas ambientales 
para hacer cumplir su suprema decisión mediante diversos instrumentos y vías  novedosas aunque las 
mismas no estén regladas y en la medida en que las mismas sean conducentes con los fines 
constitucionales para los que ella fue creada. 
Prueba de que ello es posible, es lo sucedido en el caso “Mendoza” según se adelantara, mediante la 
imposición de sanciones patrimoniales personales de los funcionarios públicos que representaban a los 
organismos públicos  omitentes de sus decisiones. 
La decisión del Máximo Tribunal de la Nación debe ser acatada en tiempo y forma, su 
desobediencia debe ser sancionada ya que la misma implica la mayor de las afrentas  constitucionales. 
                                                 
893 Fallos 326:1289, “Ponce, Carlos Alberto c/San Luis, Provincia de s/acción declarativa de certeza”. El Ministro 
Fayt también menciona que el caso en que el máximo Tribunal estuvo cerca de denunciar el delito de  desobediencia  
fue en  ”Fiscal de Estado Dr. Luis Magin Suarez s/ formula denuncia –solicita jurado de enjuiciamiento y sus 
acumulados-“ Fallos 308:2609; 310:348; 310:678;310:2845; 311:272; y 313:712 
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Este órgano fue creado para defender los derechos y garantías  constitucionales. Es el órgano supremo 
que resguarda la Ley Suprema de la Nación, y por ello, dicha suprema decisión debe ser eficazmente 
acatada. Su desobediencia es la más grave de todas las desobediencias. Si en un caso ella determina la 
existencia de una violación a la Constitución y toma la decisión a fin de su defensa, esta decisión debe 
ser cumplida debidamente ya que la misma compromete la paz social, el sistema organizacional e 
institucional de la Nación y el desquicio del orden de mando jerárquico que emana naturalmente de su 
calidad de Supremo Tribunal de la Nación. Estas últimas razones, dan acabada cuenta de la posibilidad 
y del deber del Tribunal de utilizar los medios que considere razonablemente necesarios a fin del 
resguardo de los derechos, del sistema institucional y organizacional  emergente de la Constitución, lo 
que se torna de perentoria trascendencia en materia ambiental.  
La propuesta de esta tesis no se trata sólo de "energizar"894 las funciones que están ya concedida, 
sino de modelar un nuevo sistema de toma de decisiones entre pode res que permitan resguardan 
debidamente los derechos esenciales a la existencia humana, superar las omisiones legislativas y de 
utilización de todas las posibilidades de gestión en todos los estadios para que la misma sea rápida y 
eficaz. Como aportes a esta investigación, se enunciarán algunas medidas y modos en que podría 
agilizarse y tornar eficaz las mandas del Tribunal, en especial, por la implicancia que puede tener 
dentro del ámbito de la ejecución de las sentencias ambientales, a fin de crear conclusiones derivadas 
de índole novedosa e inédita, validar, ampliar y enriquecer la Hipótesis Nr.3. 
En uso de sus facultades la Corte Suprema podría proceder a: 
1. La creación de un propio Departamento de Ejecución de Sentencias Ambientales de 
la Corte Suprema, encargado de monitorear el cumplimiento de las mismas e instruir y 
sancionar los delitos de desobediencia a sus decisiones, en el seno de la Oficina Medio 
Ambiental (OMA) propuesta para crearse dentro de su organigrama administrativo interno del 
Tribunal, 
   
2. Adoptar decisiones sui generis de ejecución de sus sentencias, como las Medidas de 
Acción Directa de ejecución de la orden ambiental desarrolladas seguidamente, lo que 
podría implicar la asignación de hacer cierto acto u obra decidida por el Tribunal a un tercero 
idóneo en el área de la decisión adoptada, que acepte realizar la misma por cuenta y orden 
del responsable. Este sería un método muy eficiente para el cumplimiento de las decisiones 
ambientales.  
 
A su vez, podrían encontrase soluciones legislativas mediante la creación de: 
 
                                                 
894 Vanossi, Jorge Reinaldo, en Justicia y judicatura en la vigencia y efectividad del Derecho, ob. cit.   menciona la 
necesidad de “re energizar” la función de las facultades que ya posee en cuanto la ejecutoriedad de susfallos, dirá: 
“Nadie pretende convertir al juez en un "führer"; de lo que se trata es de que con su capacidad pretoriana de creación 
de la norma individual amplíe y potencie la garantía protectora de los derechos y libertades reconocidas; y para ello 
basta con   la apertura de un procedimiento idóneo y eficaz . No se piden jueces invasores ni sustituyentes de los 
otros poderes; basta tan sólo que pongan en funcionamiento su imaginación y creatividad pretoriana”. 
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3) Un delito especifico que tipifique la desobediencia de una decisión de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación. Desobedecer a la Corte Suprema es mucho más grave que 
desobedecer a un Tribunal inferior, por el tenor de los  temas debatidos. Por ello, podría 
preverse un sistema de agravantes de pena o  solución alternativa que diera cabal cuenta de 
esto. Para esta solución, la única vía posible implica la creación vía legislativa de esta figura 
típica. 
 
 
6.8.4.1 Las medidas sui generis de acción directa para la recomposición ambiental. 
  
“El paradigma de la sostenibilidad se ha movido como una daga y ha ingresado directamente en el espinazo de la 
estructura de nuestra jurisdicción clásica. Ya nada será lo mismo. Nuevos vientos soplan en la intervención del doble 
orden.895 
Un punto crítico de la problemática ambiental, se relaciona con la concreta ejecución de las 
decisiones judiciales. Las medidas de ejecución de sentencias ambientales deben ser acordes a las 
necesidades planteadas en cada caso. El caso Mendoza es un claro ejemplo de ello. 
Al ser la recomposición o remediación el fin que el art. 41 de la Constitución fija como pena 
prioritaria ante el acaecimiento de un daño ambiental, no debe perderse de vista que el fin perseguido 
es la reparación como a nuevo del medio dañado, es decir, es una obligación que necesariamente debe 
cumplirse en especie, es decir, con obligación concreta de sanar lo dañado en la naturaleza. 
Estas tareas de remediación son tareas altamente complejas y onerosas. Cada tipo de 
contaminación o daño ambiental genera un diverso modo de recomposición. El daño a especies 
animales y vegetales puede auto regenerarse en períodos de tiempo muy amplios, pero en la actualidad 
pueden adelantarse los plazos a fin evitar el riesgo de extinción o de generación de daños mayores, 
mediante la intervención de métodos tecnico-científicos tanto biológicos como químicos especializados, 
que aceleran los lapsos naturales de estos procesos . Así por ejemplo, el tratamiento de residuos de 
petróleo posee su método de tratamiento especial mediante técnicas antiguas y novedosas a través de 
las cuales se busca desintegrar las moléculas del hidrocarburo (land farming, land treatment, land 
application), técnicas diversas como bio-remediación, deshalogenación química, extracción de vapores, 
medidas fito correctivas son técnicas muy complejas que no todos los responsables ambientales pueden 
desarrollar exitosamente. Lo mismo sucede por ejemplo con la remediación de cianuro, lo que sólo 
sucede con procesos de oxidación complejos con químicos como el hipoclorito de sodio y peróxido de 
hidrógeno. A modo de ejemplo, puede sintetizarse la complejidad de los métodos actualmente utilizados 
de remediación en la siguiente clasificación: 
  
 
 
                                                 
895 Essain, ob. cit. pág.. 869. 
 Página 425 - 476 
425 
1. Remediación ambiental ex-situ (es decir fuera del lugar de acaecimiento del daño): 
a. Landfarming: Es una tecnología de remediación biológica de los suelos contaminados, como 
lodos, o diverso material con características de suelo, mediante la cual los microorganismos 
naturales del suelo generan materiales inocuos para el ambiente, o subproductos estabilizados 
que no representan peligro. Consiste en provocar la oxidación biológica en general de  
hidrocarburos contenidos en el suelo, por medio de la estimulación de la microflora natural que 
se encuentra en el suelo (levaduras, hongos o bacterias) mediante el agregado de  fertilizantes, 
el uso del arado y riego superficial.  Se trata en síntesis de una bio – estimulación. 
 
b. Biopila: Es una forma de compostaje en la cual se forman pilas con el suelo para realizar una 
biorremediación en el que se utilizan organismos vivos (plantas, hongos, bacterias, etc), para 
remover, biodegradar o transformar en compuestos orgánicos tóxicos en subproductos que 
posean menor tenor tóxico a fin de tornarlos inocuos 
 
2. Remediación ambiental in-situ: 
a. M.P.E. (o extracción multi facética): Es un proceso que se utiliza para la extracción de aguas 
subterráneas, la recuperación de productos, o la aireación y ventilación de los suelos que 
estuvieren contaminados mediante un procesos físico de arrastre. El proceso consiste en la 
extracción simultanea de a) vapores del suelo (fase absorbida), b) fase libre (producto 
sobrenadante), c) agua subterránea (fase disuelta). 
b. Air Sparging: es una técnica empleada para remover los compuestos orgánicos volátiles (VOC) 
del subsuelos y en agua subterránea. El proceso involucra la inyección de aire a través de 
pozos verticales u horizontales. 
c. Oxidación Química: emplea diversas sustancias químicas denominadas oxidantes para destruir 
la contaminación en los suelos y en las aguas subterráneas. Los oxidantes transforman las 
sustancias químicas dañinas tornándolas inofensivas (como en agua y dióxido de carbono). 
Este método es capaz de destruir muchos tipos de sustancias químicas, como  derivados del 
petróleo, solventes y plaguicidas. 
d. Fito-remediación: Consiste en utilizar cultivos de diversas plantas para eliminar  los tóxicos 
presentes tanto en el agua como en el suelo. Las plantas pueden fijar los tóxicos o 
metabolizarlos de la misma manera en que lo hacen los microorganismos en los procesos de 
biorrestauración. 
e. Soil Washing: Consiste en disolver los tóxicos absorbidos en las partículas de suelo utilizando 
soluciones de lavado. Para lograrlo se perforan pozos de inyección y extracción cuya 
localización y profundidad depende de las condiciones del lugar. Por los pozos de inyección se 
introduce agua (H2O) a la que se puede agregar ácidos (clorhídrico o nítrico), bases (hidróxido 
de sodio o amoniaco), diversos detergentes, disolventes orgánicos (alcohol etílico) o mezclas de 
ellos. 
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f. Desorción térmica: es un procedimiento ex situ que consiste en calentar en un horno rotatorio 
la tierra contaminada. El tóxico se evapora y posteriormente se recolecta, ya sea para 
reutilizarse o para destruirse. 
 
La especificidad del trabajo en cuestión, da cuenta de que las posibilidades de ejecución de una 
sentencia ambiental en términos de recomposición encuentra pocos especialistas debidamente 
equipados con la última tecnología adecuada para llevar adelante la función, siendo en general las 
Universidades, algunos departamentos de Estado, ONGS y algunas empresas o técnicos especializados 
los sujetos más calificados para intervenir. 
La redimensión de la importancia que la remediación ambiental posee, impone que la 
recomposición deba ser hecha por personas idóneas (y siempre el costo pagado por el responsable  y/o 
el Fondo de Recomposición Ambiental correspondiente ). Al ser una obligación ambiental de hacer la que 
emanará de la decisión de la Corte, la realidad es que lo realmente importante es que la misma se 
efectúe y no encuentre dilación o problemas de ejecución técnica concreta producto de inexperiencia o 
falta de solvencia técnica. 
 Por ello, a fin de que las tareas de remediación ambiental sean ejecutadas, la Corte debería facilitar 
todos los medios posibles para que las mismas sean efectuadas  en tiempo urgente y con personal 
idóneo. Y para ello, podrá desplegar todo el cúmulo de sus facultades, que en esta materia son 
extraordinarias, pudiendo decretar medidas sui generis de ejecución de sentencias, y debiendo (según 
las prescripciones del ar. 41 CN) potenciar su capacidad creativa, la que no encontrará obstáculo de 
ninguna índole (ni siquiera político), superando métodos obsoletos e ineficientes para la obtención de 
los objetivos constitucionales de modo urgente y perentorio.  
En concreto, la Corte tiene la obligación de hacer mejorar el daño ambiental perpetrado. Es 
imperioso que las decisiones del Tribunal tengan dos elementos fácticos:  
a. Oportunidad temporo-espacial e 
b. Idoneidad Técnica. Y esto último no siempre está en manos del verdadero responsable 
ambiental quien mediante medidas de dilación y/o con fines económicos en mira puede no 
desplegar el mejor de los procedimientos y métodos de recomposición. A su vez, en numerosas 
oportunidades ha quedado comprobado que, el responsable ambiental, si bien solvente, 
simplemente no es idóneo. 
La Corte Suprema de Justicia de la Nación no puede permitir que ninguna de estas ci rcunstancias, 
o la lenta burocracia estatal de algunos sectores institucionales, tornen ilusoria la concreción de sus 
decisiones ambientales. Por ello y teniendo en cuenta el cúmulo de potestades de la que está embestida 
en la materia, la incorporación de nuevas maneras de ejecución de las mismas es  fundamental.  
Esta tesis propone como aporte a esta investigación una serie de medidas sui generis que el 
Tribunal puede tomar una de las cuales es adoptar Medidas de Acción Directa de ejecución de la 
orden ambiental por un tercero medioambientalmente idóneo interesado en participar de la ejecución 
de una sentencia ambiental del Máximo Tribunal por cuenta y orden del verdadero responsable y/o 
eventualmente de los Fondos de Recomposición ambiental previstos legislativamente . Esto implicaría la 
asignación de la obligación de ejecutar la sentencia ambiental (ej: remediación) a costo del responsable 
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pudiendo encargarse por ejemplo tareas de remediación a Universidades, ONGs especializadas, 
fundaciones, comités vecinales y barriales comprometidos con temas ambientales locales, profesionales 
renombrados etc., así como la realización de las obras o mejoras ambientales por cuenta y orden del 
responsable del daño ambiental, o del Fondo de Recomposición específico, quienes, según el caso, 
deberán soportar  su costo. 
El esquema propuesto de manera gráfica es: 
Medidas de acción directa de las decisiones 
ambientales de la Corte.
Decisión de remediación
ambiental 
de la Corte.
incumplimiento
Responsable
Ambiental.
Medidas
De 
Acción 
Directa
De su orden.
Corte 
Suprema
(OMA)
ordena La Corte Suprema ordena
la ejecución de su orden a:
•Técnicos especializados.
•Universidades.
•Ongs. especializadas.
•Empresas especializadas.
Con interés en participar 
de la remediación ordenada.
Por cuenta y
Orden del 
Responsable ambiental.
 
 
 
La agilidad de este sistema permitiría eludir la problemática que parte del rápido cambio 
tecnológico y científico en materia de recomposición y el lento, burocrático e ineficaz accionar de 
sectores estatales que no poseen las herramientas tecnológicas para llevar adelante medidas de este 
tipo y/o dependen de innumerables tardanzas administrativas relativas a la asignación de 
presupuestos y personal idóneo. 
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6.8.5 Conclusiones Parciales.  
 
1. El Derecho al Medio Ambiente sano (art. 41 C.N.) es el derecho a la  subsistencia humana, y 
por lo tanto, presupuesto previo y condición necesaria de existencia del derecho a la vida, el cual se 
constituye en la actualidad en el más importante de los Derechos Humanos. Por ello l a Corte Suprema 
de Justicia de la Nación podrá ejercer sus facultades inherentes e implícitas a fin de su formal 
concreción   
2. Tanto acciones como omisiones de los demás poderes de Estado que impliquen la violación, o la 
simple  ausencia, de una política pública ambiental de acuerdo a los fines constitucionales, son causa  
eficiente para el uso de facultades implícitas de l Tribunal, quien en su uso podrá aplicar la doctrina de 
la gravedad institucional e incluso desplegar facultades de avocación en las causas ambientales 
mediante la utilización del recuso per saltum.  
3. A su vez, la materia ambiental es cuestión federal especial que otorga facultades 
extraordinarias y exorbitantes al Máximo Tribunal, fundamentalmente a través del recurso 
extraordinario, pero también a través del recurso per saltum y mediante la jurisdicción originaria, 
producto de los fines de subsistencia humana que la disciplina posee. Los fines de preservación de los 
recursos naturales y del medio ambiente en general  previstos en el art. 41 de la Constitución Nacional, 
y la obligación instituida en cabeza de las autoridades de proveer por este objetivo en una política 
pública constitucional, sumado a  los amplios poderes explícitos emergentes del art. 32 y 33 de la Ley 
25.675, y a los poderes implícitos de carácter revolucionario que el Tribunal posee per se, dan como 
resultado el  surgimiento de nuevos poderes exorbitantes que se irradian incluso en el área del control, 
revisión, re-direccionamiento y creación de las políticas públicas ambientales que contravengan estos 
fines de preservación y en el poder sui generis de ejecución y alcance de sentencias ambientales. 
4. La necesidad de intervención preventiva y rápida de la  C.S.J..N. en los crecientes conflictos 
ambientales actuales, se ve afectada por las siguientes causas de orden fáctico que le requieren 
disponer cada vez más de personal técnico idóneo y de menores tiempos para su solución: 
 El crecimiento cuantitativo y la mayor complejidad técnica de los conflictos 
medioambientales actuales.  
 La existencia de una tecnología actual de altísimo rendimiento productivo y comercial,  
capaz de producir en cortos plazos modificaciones o daños medioambientales irreparables, 
incluso antes de que el conficto se resuelva. 
 La existencia de un activismo social que presiona y obra como condicionante institucional. 
   Estas causales junto a las otras mencionadas en la formulación del problema, pueden ser 
neutralizadas generando una capacidad técnico mediambiental permanente en la C.S.J.N. para manejar 
y resolver sin dificultad técnica y en corto tiempo la complejidad específica de la cuestión ambiental. 
Entre los aportes para generar estas condiciones se propone a la Corte:  
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a. Proceder a la creación de la Oficina Medio Ambiental (OMA) como oficina técnica 
idónea permanente, dentro del organigrama administrativo interno del Tribunal con las 
funciones previstas en el punto 6.5.3.1 a cuya lectura se remite . 
b. Proceder a la creación de una Comisión Ambiental Judicial Interprovincial, a los 
fines mencionados ut supra y de un Cuerpo de Peritos Ambientales  especializados, 
dentro del organigrama administrativo interno del Tribunal. 
c. Promover la creación de los Fueros Ambientales tanto en el orden nacional como 
provincial. 
d. Promover la creación de una Base de Datos Unificada  e  interconectada en todo el 
poder judicial tanto nacional como provincial según los detalles analizados en el punto 
6.8.3.1 a cuya lectura se remite. 
e. Crear un nuevo espacio de relaciones plurales con diversas instituciones nacionales e 
internacionales como  la Sala Ambiental de la Corte Internacional de Justicia de la 
Haya, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y el Tribunal General de Justicia 
de la Unión Europea (UE) entre otros por los asuntos de índole ambiental.  
f. Crear un propio Departamento de ejecución de sentencias ambientales encargado 
de monitorear el cumplimiento de las mismas e instruir y sancionar los delitos de 
desobediencia  a sus decisiones, dentro de su seno. 
g. Adoptar decisiones sui generis de ejecución de sus sentencias, como las Medidas de 
Acción Directa de ejecución de la orden ambiental, en las cuales frente al 
incumplimiento de una orden ambiental se encomiende la ejecución de remediación ex-
situ o in-situ a terceros ajenos a la relación sustancial planteada, especialistas idóneos 
en remediación ambiental, por cuenta y orden del sujeto omitente  o los fondos de 
recomposición correspondientes.  
h. Crear un Espacio de Coordinación Inter-orgánica Ambiental en que el Poder 
Judicial, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo creen, implementen, monitoreen y 
eventualmente reformulen políticas públicas ambientales, inaugurando un nuevo 
accionar ex ante en el ejercicio de sus funciones , en la búsqueda de soluciones 
sistémicas ambientalmente viables para la concreción del desarrollo sostenible . 
i. Promover la tipificación de un delito específico destinado a sancionar als órdenes 
ambientales del Tribunal. 
 
 
7 CONCLUSIONES FINALES. 
  
Las siguientes conclusiones finales, obtenidas del análisis  y clasificación taxonómica de los fallos de 
la C.S.J.N., de sus potestades y necesidad de mejoramiento según las necesidades ambientales 
nacionales y del compendio de las conclusiones parciales realizada en el desarrollo, se constituyen en 
los elementos fácticos que validan las hipótesis formuladas porque: 
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 Definen la utilización y alcance de los Criterios y Principios Ambientales aplicados en sus  fallos 
por el Tribunal, aún antes de su normativización, lo cual la posiciona como precursora cultural y 
vanguardista de la disciplina. 
 Establecen la existencia real de una prelación de derechos constitucionales pretoriana en 
materia medioambiental, de recursos naturales en general e hidrocarburíferas en particular, en función 
de los demás derechos constitucionales. 
 Demuestran  el alcance de la competencia y el poder exorbitante de la C.S.J.N. en materia 
medioambiental a fin de la preservación de los recursos naturales y el ambiente. 
 Aportan inéditas conclusiones de transcendencia en cuanto a necesidades para actualizar y 
mejorar las potestades técnicas y ejecutorias de la C.S.J.N. 
 
7.1 Validación de las hipótesis, aportes y propuestas. 
 
 Específicamente agrupadas por hipótesis y tipo de recurso, para objetivizar su marco y alcance, 
se desarrollan las siguientes conclusiones, haciendo referencia sistemática a los principales elementos 
fácticos que contribuyen a validar las hipótesis, junto con los aportes y propuestas que la presente 
investigación logró plantear.   
 
7.1.1 Validación de la Hipótesis 1. 
 
1) En el período comprendido entre 1875 y 2010, tanto ex ante, como ex post de la reforma 
constitucional de 1994, la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, ha aplicado y 
generado antecedentes rectores esenciales para la orientación, definición y creación de los 
modernos criterios y principios medioambientales a fin de la preservación de los recursos 
naturales y del medio ambiente.  
El análisis sistemático los fallos del Tribunal, determina que los Principios Ambientales 
fueron aplicados de manera previa a su codificación formal, e incluso antes de que la cuestión 
ambiental formase parte de la cosmovisión jurídica en el  Derecho Internacional (Conferencia de 
Naciones Unidas en Estocolmo del año 1972) y del Derecho Constitucional Ambiental argentino, 
de un modo uniforme a lo largo de todo el  período estudiado, estableciendo de este modo una 
vanguardia tanto jurídica como cultural en el uso de los mismos, la cual coadyuvaría a 
inspirar la legislación en la materia en igual sentido al de las decisiones supremas. 
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De la investigación y análisis desarrollados sobre los fallos relevantes en que la C.S.J.N. ha 
entendido, surge comprobada la aplicación de los numerosos Principios Ambientales. A modo de 
síntesis puede concluirse: 
a) Ex ante de la reforma constitucional de 1994 y de la promulgación de las leyes 24.295 y 
25.675, en que fueron regulados en el derecho interno argentino los principios medioambientales y se 
explicitara el cúmulo de facultades del Máximo Tribunal en la materia, éste hizo uso de sus poderes 
implícitos para aplicar principios y criterios rectores ambientales en diversos  fallos (tanto entre 
particulares, como entre  Estados) innovando con sus intervenciones en un área del derecho con escaso 
desarrollo para la época. 
b) Después de 1994 y la consecuente determinación de los poderes del Tribunal, éste continuó 
ejerciendo poderes implícitos en  el uso de poderes coercitivos de tipo inédito en el área medio 
ambiental.  
c) La C.S.J.N. reiteró uniforme y pacíficamente decisiones, tanto antes como después de 1994, 
que dan cuenta de standards de decisión  que no fueron enunciados a modo de Principio Ambiental en 
ninguna de las regulaciones de la materia. A saber: 
1. El principio de Territorialidad Ambiental: ha sido aplicado por la C.S.J.N. antes de 1994, el 
cual no ha sido enunciado a modo de Principio por la legislación ambiental actual  (art. 4 
Ley 25.675). El deslinde de las potestades locales  y nacionales en la materia es una simple 
norma de competencia incluida tanto en la Constitución (art. 41) como en la Ley Gral del 
Ambiente, que no ha sido elevada al status de Principio Ambiental en la re gulación en el 
área. 
2. El Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental: aplicado por la C.S.J.N. después del 
año 1994 no se encuentra enunciado como principio ambiental en la legislación actual. La 
amplitud de las funciones instructorias y decisorias de l Tribunal emanan de los poderes 
explicitados tanto en la Constitución (art. 41) como en la Ley Gral. del Ambiente. Sin 
embargo, estas facultades judiciales no han sido enunciadas a modo de Principio ni 
elevadas al rango de Principio Ambiental en el plexo normativo actual (art. 4 Ley 25.675). 
 
Con el fin de aportar disciplina de orden metodológico y agilidad en la búsqueda e interpretación de 
los mismos, se ordenarán sistemáticamente, por recurso natural, las conclusiones conducentes a 
validar las hipótesis y aquellas que surjan como derivadas para enriquecer en el futuro el aporte 
científico de esta tesis según el análisis efectuado ut supra. 
 En materia de Recursos Hídricos: 
 
a) Principio de Solidaridad de la Ley Gral. del Ambiente Nr. 25.675 (en parte concordante en el 
orden internacional con los principios Nr. 14, 18 y 19 de la Declaración de Principios de Río 1992).  
 Fue consagrado en los fallos de la C.S.J.N. de manera indiciaria y en forma previa a su 
codificación formal, quién determinó la aplicación del criterio según el cual la Nación y los Estados 
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Provinciales son  responsables de la prevención y mitigación de los efectos ambientales transfronterizos 
adversos de su propio accionar, así como de la minimización de los riesgos ambientales sobre los 
sistemas ecológicos compartidos.896 
 
b) Principio de Cooperación de la Ley Gral. Del Ambiente Nr. 25.675 (concordante en parte en el 
orden internacional con los principios Nr. 7,  14, 18 y 19 de la Declaración de Río 1992).  
 Fue consagrado en los fallos de la C.S.J.N.  en materia hídrica, de manera indiciaria y 
en forma previa a su codificación formal, quién fijó el criterio según el cual los recursos naturales y los 
sistemas ecológicos compartidos deben ser utilizados en forma equitativa y racional, y el tratamiento y 
mitigación de las emergencias ambientales de efectos transfronterizos serán desarrollados en forma 
conjunta.)897 
 
c) Principio de Equidad Intergeneracional de la Ley General del Ambiente 25.675. 
 Fue aplicado por la C.S.J.N. sobre el criterio que establece que los responsables de la 
protección ambiental deben velar por  el uso y goce apropiado del ambiente por parte de las 
generaciones presentes y futuras.  Asimismo referenció la obligación de los Estados de  mostrar espíritu 
de buena fe y de poseer relaciones de buena vecindad.  
 
d) El Deber de Solidaridad  del Principio 27 de la Declaración de Río de Janeiro 1992 y Principio 
Nr. 7 de la Declaración de Río de Janeiro 1992.  
 Consagrados en los fallos de la C.S.J.N., quien definió que los Estados y las personas 
deben cooperar de buena fe y con espíritu de solidaridad en la aplicación de los principios ambientales 
en la esfera del desarrollo sostenible para conservar, proteger y reestablecer la salud y la integridad de 
                                                 
896 Ello sucedió en autos “LA PAMPA PROVINCIA. DE C/MENDOZA PROVINCIA DE S/ACCION POSESORIA DE 
AGUAS Y REGULACION DE USOS” (año 1987, Fallos 310:2478) en un caso entre entes públicos, caso en que la 
Corte obligó a la Provincia de Mendoza a optimizar el manejo de aguas del cauce hídrico compartido para no dañar al 
Estado corribereño.  
 
897 Ello sucedió en autos “ENRIQUE GAVIER C/ CARLOS TILLARD” (año 1980, Fallos 38:367)  en un caso entre 
particulares, en donde el Máximo Tribunal determinó que las construcciones sobre el lecho de un río (de diques más 
allá del medio del río),  no podían perjudicar el interés justo y razonables de los co-ribereños y  el derecho natural; y 
en el caso referenciado ut supra “LA PAMPA PROVINCIA. DE C/MENDOZA PROVINCIA DE S/ACCION POSESORIA 
DE AGUAS Y REGULACION DE USOS” (año 1987, Fallos 310:2478) (si ya entre entes públicos) en que determinó 
que  el principio de utilización equitativa era fundamental del régimen de los cursos de aguas y que esto se traducía 
en una participación  razonable y equitativa  en los usos y beneficios de las aguas (cuya última definición exigía  
valorar las circunstancias propias del caso sin que pudieran ser comprendidas en una definición conceptual 
absoluta). De este modo y con estas palabras, el Máximo Tribunal Aplicó el Principio de Equidad Intergeneracional 
de la Ley General del Ambiente 25.765 , en el cual se establece que los responsables de la protección ambiental 
deben velar por  el uso y goce apropiado  del ambiente   por parte de las generaciones presentes y futuras   Asimismo 
referenció la obligación de los Estados de  mostrar “espíritu de  Buena FE” y  de poseer “relaciones de Buena 
Vecindad”, aplicando de este modo los elementos fundamentales que a la postre fueron consagrados en el Principio 
27 de la Declaración de Río de Janeiro 1992 que establece que los estados y las personas deben cooperar de buena 
fe y con espíritu de solidaridad en la aplicación de los principios ambientales en la esfera del desarrollos sostenible. 
Es de hacer notar que este último principio debe leerse a la luz del principio Nr. 7 de la Declaración de Río de 
Janeiro 1992  que establece la obligación de los Estados de cooperar con espíritu de solidaridad mundial para 
conservar, proteger y reestablecer la salud y la integridad de los ecosistemas de la Tierra (lo que necesariamente 
implica el uso racional de los recursos).   
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los ecosistemas de la Tierra, lo que necesariamente implica el uso racional de los recursos.  (Obtenida 
del análisis realizado en el  punto 6.4.1). 
 
e) Principio Nr. 2  de la Declaración de Río de 1992, 
 El Máximo Tribunal dio definición concreta al Principio Nr. 2  de la Declaración de Río 
de 1992, en tanto señaló el modo en que la Argentina debía ejercer su derecho soberano de aprovechar 
sus propios recursos  según sus propias políticas ambientales y de desarrollo. En este sentido, 
estableció que el poder de policía tributario y ecológico provincial debía observar, (dada la posición que 
las Provincias ocupan dentro del régimen constitucional) una conducta que no interfiriera ni directa ni 
indirectamente con la satisfacción de servicios de interés público nacional ya que ninguna de estas 
potestades justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás 
estados autónomos y de la Nación toda. En este sentido, estableció que el art. 41 de la Constitución 
Nacional y el régimen de competencias ambientales allí establecidas, debía estar supeditado a la 
prestación de los servicios públicos energéticos nacionales en post de la primacía del art. 75 inc. 18 y 
19 del mismo cuerpo.  Esto coadyuva a validar la hipótesis 2.  
 
f) El Principio 17 de la Declaración de Río de 1992. 
 La necesidad e importancia de la confección de un estudio de evaluación de 
externalidades negativas de índole ambiental, a la postre denominado Evaluación de Impacto Ambiental 
e identificado como el Principio Ambiental Nr. 17, fue identificado como instrumento esencial por l a 
C.S.J.N. de manera previa a la reforma constitucional del año 1994 y a la sanción de la Ley 24.295 que 
incluyó su obligatoriedad. 898 
 
g) Debe afirmarse que los Principios y Criterios Ambientales referenciados en la materia hídrica, 
fueron aplicados por el Máximo Tribunal desde fines del siglo XIX, es decir, de manera previa de su 
codificación o regulación formal. Ello da cuenta de la capacidad precursora en la creación de los 
fundamentos modernos del derecho ambiental del Máximo Tribunal Argentino  y la presenta como 
vanguardista en la consagración y defensa de los derechos humanos precondicionales ambientales. 
 
                                                 
898  Ver análisis caso “CROTTO POSSE DE DAIREAUX VALERIA Y OTRS C/BUENOS AIRES PROVINCIA DE 
S/COBRO SUMARIO DE PESOS” (año 1988, Fallos 311:233) 
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 En materia de Flora,  Fauna, Recursos Pesqueros,  Áreas Protegidas, 
Establecimientos de Utilidad Nacional y de Defensa. 
 
a) Principio de Prevención de la Ley Gral. Del Ambiente Nr. 25.675.  
Fue consagrado en los fallos del Tribunal, quien aplicó el criterio por el cual las causas y las fuentes de 
los problemas ambientales se atenderán en forma prioritaria  e integrada, tratando de prevenir los 
efectos  negativos sobre el medio. 899 
 
 
b) Principio de Equidad  Intergeneracional Ley General del Ambiente Nr. 25.675. 
 Fue consagrado en los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación,  sobre el 
criterio por el cual  los responsables de la protección ambiental  deben velar por  el uso y goce apropiado  
del ambiente   por parte de las generaciones presentes y futuras.  
 
c) Principio Precautorio, de la Ley General del ambiente 25.675.  
 Fue consagrado por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, quien juzgó sobre el 
criterio de precaución ante un peligro de daño grave e irreparable y la ausencia de información o certeza 
científica; determinando que ésta última  no sería la razón para  la adopción de medidas eficaces para 
impedir la degradación  del medio ambiente.900 
 
d) Principio Nr. 3 de la Declaración de Río de 1992.  
 Consagrado asimismo en los fallos del Tribunal, quien decidió bregar por la concreción 
del desarrollo sostenible, estableciendo que  el derecho al desarrollo debe ejercerse en forma tal que  
responda equitativamente a las necesidades de las generaciones futuras y presentes. 
 
e) Principio Nr. 4 de la Declaración de Río de 1992. 
 Aplicado en los fallos del Tribunal, quien estableció que, a fin de lograr el desarrollo 
sostenible, la protección del medio ambiente deberá constituir parte integrante del proceso de desarrollo 
y no podrá considerarse en forma aislada.  Ello es la lógica consecuencia de haber supeditado  los 
derechos constitucionales referidos al Comercio y al Trabajo, al Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y 
Equilibrado. Ello coadyuva a validar la hipótesis Nr. 2.  
 
 
                                                 
899  Ver análisis hecho  en Fallos: “ROSMAR S.A. C/ SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, PESCA Y 
ALIMENTACION (año 2002, Fallos 325:461, cuando determinó que  el recurso natural “merluzza hubbsi” se 
encontraba en situación de emergencia en riesgo de extinción y revocó la medida cautelar que habilitaba en los 
hechos el permiso de pesca otorgado a la empresa actora a fin de prevenir la desaparición de la especie, aplicando la 
doctrina de  la gravedad institucional”. 
 
900 Ver análisis caso “ROSMAR S.A. C/ SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, PESCA Y ALIMENTACION 
(año 2002, Fallos 325:461. 
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f) Principio 2 de la Declaración de Río, 
 Asimismo ha dado contenido concreto al Principio 2 de la Declaración de Río, 
estableciendo el modo en que el Estado Argentino debe  aprovechar sus propios recursos según sus 
propias políticas ambientales y de desarrollo, supeditando el derecho al trabajo (art. 14 bis. de la 
Constitución Nacional) y el derecho a comerciar, al Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado 
y al régimen de competencias en materia de regulación ambiental  previsto en el art. 41 de la 
Constitución Nacional en la medida de la existencia de una emergencia de ambiental de magnitud 
irreparable (como es la extinción de una especie). Esto implica la definición de una prelación de 
Derechos constitucionales en idéntico sentido que el aquí explicado. Ello coadyuva a validar la hipótesis 
Nr. 2. 
 
g) Principio de Territorialidad Ambiental. 
 El Máximo Tribunal ha reiterado sistemáticamente, en los temas relativos a los 
recursos naturales y medio ambiente en general, la sumisión procedimental a las normas de 
competencia local901, creando así un principio no reglado, el que se enuncia como Principio de 
Territorialidad Ambiental, por el cual las causas ambientales deben tramitar ante los juzgados con 
competencia local,  principio que  puede ceder en algunos casos  en que la justicia interviniente debe ser 
la federal. 
 
h) A su vez en el año 2007, y en materia de prelación de derechos constitucionales, la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación estableció el derecho constitucional más importante de todos (la 
defensa de la nación), al determinar que el derecho del Estado Nacional al ejercicio de su defensa, 
establecido en los arts. 31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional; debía primar an te  
el Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y al régimen de competencias en materia de 
regulación ambiental  previsto en el art. 41 de la Constitución Nacional.902 De este modo, dio 
nuevamente contenido concreto al Principio 2 de la Declaración de Río de 1992.  Asimismo, estableció 
un sistema de prelación de derechos constitucionales, en el que el Derecho a la defensa nacional se 
encuentra en la cúspide. (De este modo se valida la hipótesis  2.b.)  
 
 
 
 
                                                 
 
901 A la postre establecido por la Ley General del Ambiente Nr. 25.675. 
 
902 Ello sucedió en autos “ESTADO NACIONAL (ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJERCITO) C/ MENDOZA, 
PROVINCIA DE  S/ ACCIÓN DECLARATIVA” (del año 2007) cuando ordenó a la Provincia de Mendoza abstenerse de 
interferir (mediante la prohibición de aplicar –mediante medida de no innovar-  normas ambientales provinciales que 
habían sujetado al régimen de reservas naturales unos predios que pertenecían al Estado Nacional y que estaban 
afectados al sistema de Utilidad Nacional de defensa nacional, (asignados al Ejercito de la Nación). En este caso, 
determinó que el dominio que poseía el Estado Nacional sobre los predios objeto de litis eran de utilidad nacional y que 
la satisfacción del interés público que había determinado la existencia de un establecimiento de ese carácter debía 
primar en el caso. 
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 En materia de Comunidades Originarias. 
 
a) Principio 22 de la Declaración de Río de 1992,  
 Fue consagrado ex post de la reforma constitucional de 1994 en los fallos del Supremo 
Tribunal,  sobre el criterio por el cual  las poblaciones indígenas desempeñan un papel  fundamental en 
la ordenación del medio ambiente y en el desarrollo debido a sus conocimientos y prácticas 
tradicionales, definiendo que los Estados debían reconocer y apoyar debidamente su identidad, cultura 
e intereses y hacer posible su participación efectiva en el logro  del desarrollo sostenible.903 
 
b) Principio  Precautorio establecido en el art. 4 de la Ley General del Ambiente Nr.25.675.  
 Fue consagrado en los fallos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre el 
criterio por el cual,  ante un peligro de daño grave e irreparable, la ausencia de información o certeza 
científica no debe ser razón para la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio 
ambiente.904 
 
c) Principio de Prevención previsto en la Ley General del Ambiente Nr. 25.675.  
 Fue consagrado en los fallos del Tribunal, quien aplicó el criterio por el cual las causas 
y las fuentes de los problemas ambientales deben atenderse en forma prioritaria  e integrada, tratando 
de prevenir los efectos  negativos sobre el medio.   
 
 
d) El Principio 17 de la Declaración de Río de 1992. 
 Fue consagrado en los Fallos de la C.S.J.N. quién fijó el criterio según el cual  se 
establece la obligatoriedad  de la confección de  la Evaluación de Impacto Ambiental como instrumento 
nacional  respecto de cualquier actividad  que productora de un posibe un impacto negativo 
considerable en el medio ambiente.  
 
 
 En materia Minera. 
 
a) El Tribunal ha dado contenido concreto en materia  minera al Principio 2 de la Declaración de 
Río 1992, estableciendo el modo en que el Estado Argentino debe aprove char sus propios recursos 
según sus propias políticas ambientales y de desarrollo, supeditando los derechos a la propiedad 
                                                 
903  Todos los principios aquí consagrados  surgen de la resolución recaída en autos “COMUNIDAD INDIGENA 
HOKTEK T OI PUEBLO WICHI C/ SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE S/ 
AMPARO (año 2003, Fallos 326:3258), en donde evitó la deforestación  del monte y de los recursos  del que la 
comunidad originaria WICHI sobrevivía y que formaban parte de su patrimonio histórico comunitario. 
 
904 También en el caso “COMUNIDAD INDIGENA HOKTEK T OI PUEBLO WICHI C/ SECRETARIA DE MEDIO 
AMBIENTE Y DESARROLLO SUSTENTABLE S/ AMPARO (año 2003, Fallos 326:3258),  expresamente determinó que 
la alegación de normas técnicas para el manejo de suelos para la deforestación de recursos naturales en donde viven 
comunidades originarias, no podía alegarse la inexistencia de "pruebas" de los efectos dañosos cuando era claro que 
la comunidad indígena  sobrevivía de los recursos naturales que pretendían ser deforestados. 
 Página 437 - 476 
437 
privada (art. 17 Constitución Nacional) y del comercio a la cláusula 41 de la Constitución Nacional que 
establece el Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado y brega por que las actividades 
productivas satisfagan las necesidades presentes  sin detrimento de las generaciones futuras en post 
del establecimiento de un desarrollo sostenible. Definió que la extracción minera debía respetar ciertos 
parámetros de preservación ambiental y ciertas normas de competencia propias de la materia (Principio 
de Territorialidad Ambiental, estableciendo de este modo un sistema de prelación de derechos 
constitucionales  que coadyuva a validar la hipótesis Nro. 2).905 
 
b) Principio de Territorialidad Ambiental  
 Fue ratificado  en su  creación en el caso en que la explotación o exploración de un 
recurso minero sea paralizada por una Ley local de tipo medioambiental.906 
 
c) Principio Precautorio  
 También aplicado en la materia minera, ya que la C.S.J.N.  ratificó la aplicación del 
criterio por el cual, ante un peligro de daño grave e irreparable, la ausencia de información o certeza 
científica no debe ser la razón para  la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del 
medio ambiente.907  
 
d) El Principio 17 de la Declaración de Río de 1992  
 Consagrado por el Tribunal, en tanto ratificó la obligatoriedad  de la confección de  la 
Evaluación de Impacto Ambiental como instrumento nacional  respecto de cualquier actividad   
productora de un probable impacto negativo en el medio ambiente. 
 
                                                 
 
905 Ello sucedió en instancia extraordinaria en autos “VILLIVAR SILVANA NOEMI C/ PROVINCIA DE CHUBUT Y 
OTROS S/ RECURSO DE HECHO”  (año 2007, Fallos  330:1791)  en donde quedó claro que la concesión de 
explotación o exploración de un recurso minero podía ser suspendida hasta tanto la evaluación de impacto 
ambiental prevista por Ley provincial previa audiencia pública, sea realizada, sin que esto implique violación al 
Derecho De Propiedad reconocido por el art. 17 de la Ley Fundamental (e inconstitucionalidad de la Ley ambiental 
local), debiendo primar la división de competencias ambientales y demás derechos previstos en el art. 41 de la 
Constitución Nacional  y en “ DESARROLLO DE PROYECTOS MINEROS  S.A. (DEPOMISA) C/ MENDOZA 
PROVINCIA DE S/ ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD (año 2007) (ver Subt.6.3.4) en donde el 
Tribunal rechazó la apertura de su instancia originaria (art. 117 CN) por entender que la inconstitucionalidad de la 
expropiación de los predios mineros efectuado por Ley de la Provincia para destinarlos a “Reserva Natural Protegida” 
era un asunto que debía ser resuelto en los tribunales locales provinciales (reiterando de este modo la aplicación del 
Principio de Territorialidad Ambiental de su Creación), a pesar de  la invocación por parte de la actora de la cláusula 
del Comercio Interprovincial, el progreso de la Nación  arts. 75 (incs. 12, 13 y 19) y 126 de la Constitución Nacional -  
las Leyes de Inversiones Mineras y  Ley  Convenio para la Promoción y Protección de Inversiones  con el gobierno de 
Canadá, debiendo primar la distribución de competencias ambientales establecida  en el art 41 de la Constitución 
Nacional por sobre todos estos derechos. De este modo vuelve a definir un sistema de prelación de derechos 
constitucionales supeditando en materia minera, el derecho a la propiedad privada (art. 17 de la Constitución 
Nacional),  derecho a comerciar y al progreso (previstos en el art. 75 inc. 18 y 19) al Derecho al Medio Ambiente Apto 
Sano y Equilibrado del art. 41 de la Constitución Nacional, a la noción de desarrollo sostenible  y al régimen de 
competencias (legislativas y judiciales) en la materia previsto  
 
906 Se remite a la lectura del análisis realizado en el  punto 6.3.4. 
 
907 Se remite a la lectura del análisis realizado en el  punto 6.3.4. 
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e) Mediante la creación de un orden de Prelación de Derechos  constitucionales en que, en materia 
de explotación minera, el Derecho al Medio Ambiente Sano previsto en el art. 41 de la C.N. debe primar 
por sobre el derecho de propiedad (art. 17 de la CN) y el derecho a comerciar, el Tribunal se  expidió a 
favor de la concreción de un tipo de desarrollo económico que se condiga con el Principio de desarrollo 
sostenible (aplicó el Principio Nr. 3 de la Declaración de Río 1993 que  brega por el Desarrollo 
Sostenible) en un marco de equilibrio ecológico en defensa de las generaciones futuras y el Principio de 
Prevención de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675. (Coadyuva a validar la hipótesis 2) 
 
 En materia Hidrocarburífera.  
 
a) Principio 2 de la Declaración de Río 92. 
 Previo a la reforma constitucional de 1994 y la incorporación del art. 124 de la C.N. y 
sanción de la Ley 24.145, el Máximo Tribunal de la Nación había dado contenido concreto al actual 
Principio 2 de la Declaración de Río, estableciendo el modo en que el Estado Argentino utilizó su 
derecho soberano a aprovechar sus propios recursos según sus propias políticas ambientales y de 
desarrollo, supeditando en materia hidrocarburífera las potestades y autonomías de las Provincias  
según los arts. 3 y 13 de la Constitución, al Derecho de la Nación a proveer su propia defensa (arts. 31, 
75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional).908 
 
b) Principio Nro. 17 de la Declaración de Río 1992 . 
 Post reforma a la Constitución Nacional en 1994, El Tribunal determinó que la materia 
ambiental relacionada a la explotación hidrocarburifera, en tanto la primera sea la esencial al objeto de 
litis, debe respetar el Principio de Territorialidad Ambiental, debiéndose cumplimentar la Estudio de 
Impacto Ambiental como instrumento previo a la ejecución de  cualquier obra potencialmente dañina, 
prevista en la legislación local. De este modo se aplicó el Principio Nro. 17 de la Declaración de Río 
1992, el cual da cuenta de la necesidad de este instrumento en las políticas ambientales nacionales. 
 
 
 
 
 
 
                                                 
908 Ello en tanto entendió que el petróleo revestía una vital importancia  en la economía mundial, lo que queda 
demostrado por el papel que desempeña la utilización de sus derivados tanto en las actividades fabriles y del agro, 
en la petroquímica, en la producción de energía eléctrica, cuanto en la operación de los medios de transportes 
terrestres, aéreos y marítimos. Asimismo, definió que el debido abastecimiento de combustibles líquidos y gaseosos y 
de los llamados lubricantes minerales asumía caracteres de exigencia perentoria para el normal funcionamiento y 
desarrollo de las industrias manufactureras, usinas eléctricas y servicios públicos de comunicaciones en sus 
diversos tipos  y que la extracción del petróleo y del gas y los procesos ulteriores de industrialización y distribución 
hasta su puesta a disposición de los consumidores o usuarios constituyen actividades que afectan intereses 
Nacionales, relacionados con la economía general del país y con su defensa, cuya tutela incumbía al Gobierno 
Federal. Ello surge de autos “ YACIMIENTOS PETROLIFEROS FISCALES  C/ MENDOZA  PROVINCIA S/ NULIDAD 
DE CONCESIÓN MINERA (año 1979 Fallos 301:341)  y en “PROVINCIA DE MENDOZA V. NACION ARGENTINA S/ 
INCONSTITUCIONALIDAD” (año 1988, Fallos 311:1265). 
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 En materia de Residuos.  
 
a) Principio de Territorialidad Ambiental.  
 El Máximo Tribunal ratificó la aplicación del Principio de Territorialidad Ambiental (de 
su creación) ya que determinó que los Tribunales competentes para entender en los casos de  residuos 
domiciliarios, son los Tribunales locales ordinarios. La interjurisdiccionalidad del daño ambiental, que 
otorga competencia federal a los temas ambientales, debe probarse. De no ser así, la competencia 
correspondiente radica en los Tribunales locales provinciales. 
 
 En materia Ambiental en General. 
 
a) Principio de Territorialidad Ambiental. 
 El Máximo Tribunal ratificó la creación del Principio de Territorialidad Ambiental  (de 
su creación) ya que definió que los Tribunales competentes para entender en los casos de  naturaleza 
ambiental en general, son los Tribunales locales ordinarios. La interjurisdiccionalidad del daño 
ambiental, el cual otorga competencia federal a los temas ambientales, debe probarse.  
 
b) Principio de  Autodeterminación Procesal  Ambiental. 
 La C.S.J.N. ha efectuado una revolución de su doctrina y en sus modos de proceder en 
el caso “MENDOZA, BEATRIZ SILVIA Y OTROS C/ESTADO NACIONAL Y OTROS S/DAÑOS Y 
PERJUICIOS (DAÑOS DERIVADOS DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO MATANZA”  (Fallos 
330:1158 y 332-2522) creó un nuevo principio ambiental, el que  se propone enunciar como  Principio 
de  Autodeterminación Procesal  Ambiental.  
 De este modo, revolucionando el procedimiento aplicable, instruyendo la causa a fin de 
salvar defectos formales que en otros momentos hubieran hecho procedente la excepción de defecto 
legal, obligado a las partes demandadas (entes gubernamentales) a contestar demanda de manera 
unificada, el Máximo Tribunal de la Nación ha aplicado el Principio de Prevención previsto en la Ley 
General del Ambiente Nr. 25.675 el cual establece que las causas y las fuentes de los problemas 
ambientales se atenderán en forma prioritaria e integrada, tratando de prevenir los efectos negativos del 
ambiente, el Principio Precautorio, el Principio de consecución del Desarrollo Sustentable, el Principio 
de Equidad Intergeneracional, el Principio de Subsidiariedad por el cual el Estado Nacional tiene la 
obligación de colaborar en la preservación y protección ambiental, el Principio de Sustentabilidad, el 
Principio de Solidaridad, el Principio de Cooperación de la misma Ley y los Principios 2,3,4,15, 27 y 7 
de la Declaración de Principio de Río 1992.      
 
De este modo, queda validada, ampliada y enriquecida la hipótesis Nr.1, ya que se han identificado 
de modo sistémico todos los principios ambientales utilizados por el Tribunal 909 incluso de manera ex 
                                                 
909 A fin de evaluar el alcance de la ampliación de las contribuciones a esta hipótesis 1, debe analizarse que el 
Maximo Tribunal aplicó los Principios Precautorio,  de Solidaridad y de Cooperación, de Prevención, Equidad 
Intergeneracional,  Subsidiariedad y Sustentabilidad de la Ley General del Ambiente, El Pr incipio 17 de la 
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ante a la reforma constitucional de 1994, lo que da cuenta de un criterio de avanzada y de 
conformación de standards decisorios constitutivos de tendencias innovadoras  introducidas 
posteriormente en las normas ambientales modernas , con lo cual se ratifica el rol de vanguardia 
cultural en la matriz legal y social de la Nación, desplegado por el Máximo Tribunal a lo largo de su 
historia.  
 
7.1.1.1 Aportes innovativos. 
 
Sintéticamente los aportes de esta investigación en relación a esta hipótesis son cuatro: 
1. Detección, clasificación y sistematización de los Principios Ambientales aplicados por el Tribunal 
según cada recurso y por  etapa constitucional a fin de comprobar el rol histórico vanguardista en la 
defensa ambiental. La base de la clasificación en esta hipótesis producida, se constituye como la base 
de la construcción taxonómica de la prelación de derechos constitucionales efectuada en la hipótesis 2) 
producida  a posteriori de la derivación lógica de las implicancias de las decisiones tomadas en el área. 
2. Comprobación de reiteración de decisiones  que crean estándares de criterios para resolver  en 
parte introducidos posteriormente en las normas.   
3. Confección de una matriz  (a modo de cuadro) que sintetiza y compara  sistemáticamente  los 
Principios aplicados, reiterados y creados por el Tribunal, con todos los datos obtenidos del análisis 
mencionado en los puntos anteriores.  
4. Enunciación a modo de Principios Ambientales pretorianos, de las decisiones sistemáticamente 
reiteradas, no regulados por la legislación (art. 4 Ley General del Ambiente Nr. 25.675). 1) Principio de 
Territorialidad Ambiental y 2) Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental. 
                                                                                                                                                             
Declaración de Río de 1992,  el Principio Nr. 7 de la Declaración de Río de Janeiro 1992  que establece la obligación 
de los Estados de cooperar con espíritu de solidaridad mundial para conservar, proteger y reestablecer la salud y la 
integridad de los ecosistemas de la Tierra y el Principio 27 de la Declaración de Río de Janeiro 1992 que define la 
obligación de cooperar de buena fe y son espíritu de solidaridad en los temas ambientales,  El Principio 15, el 22 del 
mismo cuerpo  que brega por la defensa de las comunidades originaras, El Principio 2, 3 y  4 del mismo cuerpo  que 
determinan los fines del desarrollo económico dentro de marcos de sustentabilidad ambiental. 
 
A su vez, ha quedado en evidencia que, el Principio Precautorio, es decir, aquella norma de conducta que debe reglar 
las situaciones ambientalmente peligrosas y que implica en parte la innecesariedad de pruebas eficientes (certeza 
certifica)  para decidir tomar una acción protectoria, (incluida la acción de no hacer nada) para evitar el daño 
ambiental irreparable, fue el principio más lentamente aceptado por el Tribunal, quien comenzó a aplicarlo sólo años 
después de reformada la constitución en 1994 y una vez que, tras la sanción de la Ley General del Ambiente y 
pasado el Siglo XX,  las ideas de los Ministros disidentes, se hicieron eco en la mayoría en el caso ROSMAR en 2002, 
COMUNIDAD WICHI 2003, VILLIVAR 2007, y MENDOZA (riachuelo) 2007-  
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Matriz  de síntesis  y comparación  sistemática de los Principios  Ambientales aplicados, 
reiterados y creados por el Tribunal 
 
Principios Aplicados, Reiterados o Creados por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en: 
A= Aplicado   C= 
Creado       AR= 
Aplicado y 
Reiterado  CR= 
Creado y Reiterado 
Rursos 
Hídrico
s 
Flora, 
Fauna, 
Recur. 
Pesq. 
Com. 
Originar
ias 
Recursos 
Mineros 
Rec. 
Hidrocarb. Resíduos 
Medio 
Ambiente  
Principios 
legislados en la 
Declaración 
Principios 
Ambientales de 
Convención 
Cambio 
Climático,(Nacion
es Unidas) 
Celebrada en Río 
de Janeiro 1992                
Principio 1. 
Derecho hombre a 
vida saludable                
Principio 2.  
Derecho soberano 
de los Estados a 
aprovechar sus 
propios recursos 
según sus propias 
políticas 
ambientales y de 
desarrollo  AR AR A AR AR   A  
Principio 3.  
Desarrollo 
Sustentable   A   AR     A  
Principio 4. 
Desarrollo 
sostenibley Medio 
Ambiente   A         A  
Principio 5. 
Erradicación 
Pobreza                
Principio 6. 
Resp. Comunes 
pero diferenciadas                
Principio 7. 
Obligación de 
solidaridad-Los 
Estados deberán 
cooperar con 
espíritu de 
solidaridad 
mundial para 
conservar, proteger 
y restablecer la 
salud y la 
integridad del 
ecosistema de la 
Tierra.  AR A         A  
 
                
 Página 442 - 476 
442 
A= Aplicado   C= 
Creado       AR= 
Aplicado y 
Reiterado  CR= 
Creado y Reiterado 
Rursos 
Hídrico
s 
Flora, 
Fauna, 
Recur. 
Pesq. 
Com. 
Originar
ias 
Recursos 
Mineros 
Rec. 
Hidrocarb. Resíduos 
Medio 
Ambiente  
Principio 8 
Principio 9                
Principio 10                
Principio 11                
Principio 12. 
Los Estados 
deberían cooperar 
en la promoción de 
un sistema 
económico 
internacional 
favorable y abierto 
que llevara al 
crecimiento 
económico y el 
desarrollo 
sostenible de todos 
los países, a fin de 
abordar en mejor 
forma los 
problemas de la 
degradación 
ambiental. A              
Principio 13                
Principio 14                
Principio 15. 
Principio 
Precautorio. Ante 
peligro de daño 
grave o irreversible, 
la falta de certeza 
científica absoluta 
no deberá 
utilizarse como 
razón para 
postergar la 
adopción de 
medidas eficaces.    A A AR   A AR  
Principio 16                
Principio 17.  
Evaluación del 
impacto ambiental 
(instrumento 
Nacional) para 
cualquier actividad 
que haya de 
producir un 
impacto negativo 
en el medio 
ambiente     A AR A      
Principio 18                
Principio 19                
Principio 20                
Principio 21                
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A= Aplicado   C= 
Creado       AR= 
Aplicado y 
Reiterado  CR= 
Creado y Reiterado 
Rursos 
Hídrico
s 
Flora, 
Fauna, 
Recur. 
Pesq. 
Com. 
Originar
ias 
Recursos 
Mineros 
Rec. 
Hidrocarb. Resíduos 
Medio 
Ambiente  
Principio 22. 
Resp. 
Comunidades 
Originarias y rol 
medio ambiente     A          
Principio 23                
Principio 24                
Principio 25                
Principio 26                
Principio 27.  
Los estados y las 
personas deberán 
cooperar de buena 
fe y con espíritu de 
solidaridad en la 
aplicación de los 
principios 
consagrados en 
esta declaración y 
en el ulterior 
desarrollo del 
derecho 
internacional en la 
esfera del 
desarrollo 
sostenible. AR           A  
                 
Principios 
legislados en la 
Ley General del 
Ambiente Nr. 
25.675 (post 
reforma 
constitucional  de 
1994)                
Principio 
Progresividad                
Principio de 
Responsabilidad AR           A  
Principio de 
Solidaridad AR           A  
Principio de 
Subsidiariedad             A  
Principio de 
Sustentabilidad       A     A  
Principio de 
Cooperación AR           A  
Principio de 
Equidad 
Intergeneracional A A         A  
Principio de 
Prevención A A A AR     A  
Principio 
Precautorio   A A AR     A  
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A= Aplicado   C= 
Creado       AR= 
Aplicado y 
Reiterado  CR= 
Creado y Reiterado 
Rursos 
Hídrico
s 
Flora, 
Fauna, 
Recur. 
Pesq. 
Com. 
Originar
ias 
Recursos 
Mineros 
Rec. 
Hidrocarb. Resíduos 
Medio 
Ambiente  
Principios creados 
por el Tribunal no 
enunciados en las 
leyes. 
               
Principio de 
Territoriallidad 
Ambiental.    CR   CR CR CR CR  
Princ. de 
Autodeterminación 
Procesal Ambiental             C  
 
 
Según se analizara, mediante la repetitiva y periódica toma de decisiones en igual sentido, se puede 
conformar un patrón estandarizado y uniforme que permite afirmar que la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación ha creado pretorianamente 2 principios ambientales propios, los que se enuncian a modo 
de Principio como aporte a la investigación, y se proponen como tales a fin de su regulación formal 
como tal mediante una Ley modificatoria del Art. 4 de Ley General  del Ambiente Nr.25675. Ellos son: 
 
a. El Principio de Territorialidad Ambiental, por el cual las causas ambientales deben tramitar 
ante los juzgados con competencia local provincial, principio que  puede ceder en algunos casos910. Ello 
es lo que otorga a la temática ambiental la calidad de “cuestión federal especial”, ya que, inserta en el 
texto constitucional como derecho fundamental, otorga jurisdicción a los tribunales locales en primer 
lugar, pudiendo en ciertos casos abrir la competencia federal, conociendo la Corte esencialmente a 
través del recurso extraordinario, pero también y eventualmente a través del recurso per saltun, 
mediante la apertura de la jurisdicción originaria en caso de federalidad de la problemática y la 
existencia de un aforado en el pleito, o en apertura de su jurisdicción dirimente. La lógica idea de que 
los Tribunales locales son los más adecuados para juzgar situaciones relativas a recursos naturales  o 
al medio ubicado en sus propias jurisdicciones, había sido deducida por el Tribunal mediante el uso de  
parámetros diversos a las reglas de competencia ambiental modernas911 y en este sentido, sentó las 
bases de su creación sin que se hubiera tomado debida cuenta de la creación de un Principio Ambiental 
no enunciado como tal.  La base teórico jurídica de este  Principio de Territorialidad Ambiental, estuvo 
basada en un primer momento (previa reforma del art. 41 de la C.N.) en el respeto al art. 121 C.N., el 
cual establece el régimen provincial de justicia y de división de esferas sobre las que se ha asentado 
                                                 
910 Como la prevención de un juez federal en una causa eminentemente local, interjurisdiccionalidad del daño 
ambiental debidamente comprobado, ciertos actos con ciertos tipo de residuos como los residuos peligrosos, 
readioactivos y en la materia hidrocarburifera que otorgan -como la ante ultima mencionada- jurisdicción federal 
rationae materia. 
 
911 Sncionadas post reforma de 1994 en la Ley General del Ambiente Nr. 25.675. 
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nuestro sistema organizacional federal. Luego, este argumento se vio reforzado por la incorporación del 
propio texto del art. 41 y 124 en el texto constitucional y las normas reglamentarias, los cuales dieron 
cuenta de la obligatoriedad de la remisión jurisdiccional de los temas ambientales a los Tribunales 
locales (salvo algunas excepciones), inclusive en la aplicación de normas de presupuestos mínimos 
emanadas del propio Congreso Nacional. 
 
b. El Principio de Autodeterminación Procesal Ambiental . El Máximo Tribunal ha creado este 
nuevo Principio. Con él puede revolucionar, (y así lo ha hecho entre otros, en el caso de la cuenca  
Riachuelo Matanza912) los códigos de procedimientos e instaurar los mecanismos procedimentales que 
considere necesarios y eficaces para la mejor concreción del derecho consagrado en el art. 41 de la 
Constitución Nacional, desencadenándose de los preceptos legales ritualistas y tradicionales 
establecidos en los mismos, en uso tanto de los poderes explícitos como implícitos que posee.  
La sanción de las modernas normas de competencia instauradas post reforma constitucional de 
1994, vienen a convalidar y a ratificar la conducta histórica y sistemática del Tribunal en la aplicación 
de éstos criterios de manera uniforme desde el principio del inicio de sus funciones. Sin embargo, 
ninguna de las normas ambientales modernas enuncian como Principio Ambiental, ninguno de los dos 
criterios.  
Por ello, esta investigación propone formalmente: 
a) Enunciar a modo de principio ambiental estos dos repetitivos y sistemáticos criterios  
adoptados por el Tribunal en casos similares, a saber:  1) Principio de Territorialidad Ambiental, y 2) 
Principio de Autodeterminación Procesal  Ambiental 
 
b) Modificar  el art. 4 de la Ley General del Ambiente Ley 25.675, a fin de su incorporación  en 
esta calidad al texto de la norma, junto al resto de los principios allí enunciados.  
                                                 
912 “MENDOZA, BEATRIZ SILVIA Y OTROS C/ESTADO NACIONAL Y OTROS S/DAÑOS Y PERJUICIOS (DAÑOS 
DERIVADOS DE LA CONTAMINACIÓN AMBIENTAL DEL RÍO MATANZA – RIACHUELO.”, Fallos 330:1158 y 
332:2522. 
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Gráficamente:
PROPUESTA
Reiteración sistemática de 
criterio territorial en la  
definición de cuestiones de 
competencia ambiental.  
(incluso Previo reforma 
constitucional 1994 y ley 
25675) 
Reiteración de Criterios de 
libertad decisoria procesal 
mediante el uso de 
facultades tanto implícitas 
como explicitas en materia 
ambiental. 
Conformación de estándares 
de decisión C.S.J.N..
º
Principio de 
Territorialidad 
ambiental
MODIFICACIÓN art. 4 Ley 
25675 a fin de su 
incorporación como 
Principios expresos.
ENUNCIACIÓN DE  2 
NUEVOS PRINCIPIOS
Principio de
Auto-determinación 
Procesal Ambiental
1
2
 
 
 
 
7.1.2 Validación de la Hipótesis 2. 
 
Hipótesis 2. 
 
      2) En igual período y de manera uniforme, tanto ex ante como ex post de la reforma 
constitucional de 1994, la C.S.J.N. ha definido la aplicación de Criterios y Principios 
Ambientales en los casos traídos a sus estrados determinando de hecho un orden de prelación 
de derechos constitucionales en función del Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y 
Equilibrado y la distribución de competencias en torno a la regulación de éste (art. 41 CN). 
Esta prelación de derechos constitucionales y de recursos naturales creada por el  Tribunal, 
proporciona una guía orientadora en la toma de decisiones ambientales tanto de índole 
política como judicial, lo que torna necesario su identificación sistemática, clasificación  y 
jerarquización  taxonómica a modo de pirámide de prelación de derechos. 
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El orden de prelación planteado en la hipótesis transcripta tanto de los derechos constitucionales 
como de ciertos recursos naturales, es la conclusión inédita a la que se arriba en esta investigación tras 
el análisis, clasificación y comparación de los fallos estudiados a la luz de los derechos alegados por las 
partes en los procesos y los finalmente protegidos por el Tribunal, así como de la deducción en la 
interconexión de los mismos y de su estructuración organizada a modo de prelación, donde se 
demuestra que del Derecho al Medio Ambiente Apto, Sano y Equilibrado y la distribución de 
competencias en torno a la regulación de éste debe: 
 Primar ante el derecho de propiedad previsto en el art. 17 y  al de trabajo previsto en el art. 
14 bis. de la Constitución  Nacional. 
 Supeditarse al derecho a la defensa nacional (art. 75 inc. 16, 25, 27, 30), y al interés ge neral 
de la Nación en la concreción de los servicios públicos de energía nacional (amparado en la 
cláusula del comercio, progreso y desarrollo humano (art.75 inc. 13, 18 y 19 de la 
Constitución Nacional).  
Además, en materia de defensa nacional y de manera previa a la reforma constitucional de 1994, el 
Tribunal determinó la primordial importancia de los recursos hidrocarburíforos  como elementos 
estratégicos de la Nación, por entenderlos definitorios para la defensa nacional, otorgándoles de este 
modo una preeminencia jerárquica por sobre el resto de los recursos naturales. 
La clasificación y jerarquización escalafonaria estructurada se presenta como aporte creado por 
esta investigación producto de la interrelación deductiva de las implicancias de las resoluciones 
tomadas en cada caso y bajo la concepción de la clasificación taxonómica como aporte científico per se  
e hipótesis válida de carácter innovativo en tanto aportan orden al proceso científico.913 Asimismo, se 
presentan como aportes diversos interrogantes relacionados con el orden de prelación que no se 
desarrollarán en esta tesis por motivo de alcance, pero que se recomiendan para estudio posterior 
mediante la enunciación de hipótesis derivadas. 
Las conclusiones arribadas tras el desarrollo producido ut supra, y que validan la presente 
hipótesis se sintetizan en las siguientes: 
a. La Corte Suprema de Justicia de la Nación, estableció un orden de prelación de derechos 
constitucionales, en que el art. 41 de la Constitución Nacional y el régimen de 
competencias ambientales allí establecidas, debía supeditarse a la prestación de los 
                                                 
913 Ello, en un todo de acuerdo a noción que el Dr. Irving M. Copi explicitara en su libro “Introducción a la Lógica”  
Eudeba, Buenos Aires,  2005. En el capitulo XIII.7. “La Clasificación como Hipótesis”, en tanto afirma que la 
clasificación en si, es una hipótesis fundamental para la ciencia en tanto ésta aporta las características que suponen 
un mayor número de leyes causales o de propiedades de los fenómenos o hechos .. El Dr. Copi dirá: “es éste carácter 
hipotético de la clasificación y la descripción, sea biológica o histórica, lo que nos indujo a considerar la hipótesis  
como el método universal de la investigación científica” Copi M. Irving, ob. cit.  pág. 522 
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servicios públicos energéticos nacionales en post de la primacía del art. 75 inc. 13 18 y 19 
del mismo cuerpo.914  
b) El derecho al trabajo (art. 14 bis. de la Constitución Nacional) y el derecho a comerciar, 
deben supeditarse al Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y al régimen de 
competencias en materia de regulación ambiental previsto en el art. 41 de la Constitución 
Nacional en aquellos casos en que existiese una emergencia ambiental de magnitud 
irreparable (tal es el caso de la extinción de una especie). Esto implica la definición de una 
prelación de derechos constitucionales en idéntico sentido que el aquí explicado.915.  
c) El derecho de propiedad (art.17 de la Constitución Nacional) también encuentra un orden 
en el escalafón pretoriano de derechos constitucionales. En materia minera los derechos a 
la propiedad privada (art. 17 Constitución Nacional) y del comercio interprovincial, deben 
supeditarse a la cláusula 41 de la Constitución Nacional que establece el Derecho al Medio 
Ambiente Apto, Sano y Equilibrado y brega por que las actividades productivas satisfagan 
las necesidades presentes sin detrimento de las generaciones futuras en post del 
establecimiento de un desarrollo sostenible, el cual debe primar, estableciendo así que la 
extracción minera debe respetar ciertos parámetros de respeto ambiental y ciertas normas 
de competencia propias de la materia (Principio de Territorialidad Ambiental).916.  
d) La cúspide del orden jerárquico de derechos constitucionales se encuentra en los fallos del 
Tribunal relativos a la defensa nacional. Ello, en tanto el Tribunal estableció que el derecho 
constitucional más importante de todos (la defensa de la Nación), debía primar ante el 
Derecho al Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado y al régimen de competencias en 
materia de regulación ambiental previsto en el art. 41 de la Constitución Nacional. Ello 
implica la definición de un sistema de prelación de derechos constitucionales, en el que el 
derecho a la defensa nacional se encuentra en la cúspide.917 
                                                 
914  Ver desarrollo acápite 6.4.1, especialmente autos “LINEAS DE TRANSMISION DEL LITORAL  SA (LITSA) C/ 
CORRIENTES, PROVINCIA DE S/ ACCION DECLARATIVA” (año 1995 T.318, P 2374), y en HIDROELECTRICA 
TUCUMAN S.A. C/ TUCUMAN PROVINCIA DE S/ACCION DECLARATIVA (del año 2002. T.325, P 1370) en donde se 
determinó que  en materia de generación hidroeléctrica, en tanto Servicio Público Nacional, el poder de policía 
hídrico y ambiental de las Provincias debía ceder a los intereses Nacionales, debiéndose hacer prevalecer la llamada 
cláusula comercial (art. 75 inc. 13,18) al art. 41 de Medio Ambiente de la Constitución. Así, fijó un primer orden de 
prelación de derechos constitucionales ambientales supeditando éstos al progreso de la Nación. 
El Tribunal determinó  que el  poder de policía tributario y ecológico provincial debía observar, (dada la posición 
que las Provincias ocupan dentro del régimen constitucional) una conducta que no interfiriera ni directa ni 
indirectamente con la satisfacción de Servicios de Interés Público Nacional ya que ninguna de estas potestades 
justifican la prescindencia de la solidaridad requerida por el destino común de los demás estados autónomos y de la 
Nación toda. 
 
915 Ver lo determinado en el caso “ROSMAR S.A. C/ SECRETARIA DE AGRICULTURA, GANADERIA, PESCA Y 
ALIMENTACION (año 2002 Fallos325:461)  y análsis desarrollado. 
 
916 Ver lo explicitado en autos “VILLIVAR SILVANA NOEMI C/ PROVINCIA DE CHUBUT Y OTROS S/ RECURSO DE 
HECHO”  (año 2007, Fallos 330:1791) y “ DESARROLLO DE PROYECTOS MINEROS  S.A. (DEPOMISA) C/ 
MENDOZA PROVINCIA DE S/ ACCIÓN DECLARATIVA DE INCONSTITUCIONALIDAD (año 2007)   
 
917 Ver lo determinado en el caso “ESTADO NACIONAL (ESTADO MAYOR GENERAL DEL EJERCITO) C/ MENDOZA, 
PROVINCIA DE  S/ ACCIÓN DECLARATIVA”,en donde la Corte avaló la postura del Estado Nacional, quien había 
iniciado demanda contra la Provincia de Mendoza, a fin de que se declare la inconstitucionalidad de las leyes locales 
6200 y 7422, por medio de las cuales se había declarado área natural protegida, y sujeta a expropiación en los 
términos de la Ley 6045, a la Laguna del Diamante en los límites fijados en dichas disposiciones legales, dentro de 
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e) Previo a la reforma constitucional de 1994  y la Ley 24.145, la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación supeditó en materia hidrocarburífera las potestades y autonomías de las 
Provincias  según los arts. 3 y 13 de la Constitución, al Derecho de la Nación a proveer su 
propia defensa (arts. 31, 75, incs. 27 y 30, 121 y 126 de la Constitución Nacional). 
Asimismo, definió que el debido abastecimiento de combustibles líquidos y gaseosos y de 
los llamados lubricantes minerales asumía caracteres de exigencia perentoria para el 
normal funcionamiento y desarrollo de las industrias manufactureras, usinas eléctricas y 
servicios públicos de comunicaciones en sus diversos tipos  y que la extracción del petróleo 
y del gas y los procesos ulteriores de industrialización y distribución hasta su puesta a 
disposición de los consumidores o usuarios constituían actividades que afectaban intereses 
nacionales, relacionados con la economía general del país y con su defensa, cuya tutela 
incumbía al Gobierno Federal. En este sentido, ratificó que el Preámbulo de nuestra 
Constitución Nacional consideraba que proveer a la defensa común era uno de los objetivos 
que fundamentaban, la formación de la Nación Argentina y que ello hacía que todo lo que 
hiciese al petróleo y a sus derivados, fuese materia típica de  defensa nacional siendo las 
mismas Provincias las que habían hecho depositaria a la Nación de toda la competencia 
relacionada en esta materia. 
f) Determinó que resultaba indiscutible la necesidad de una política única en le área 
hidrocarburíferas, la que no podía estar en otras manos que no fuera en las de la autoridad 
nacional.  
g) De este modo, y en función de la decisión tomada en el caso MARUBA”918, debe deducirse 
que el Tribunal, tanto antes como después de la reforma constitucional de 1994 jerarquizó 
al recurso hidrocarburífero por sobre el recurso hídrico, por entenderlo esencial para la 
defensa  nacional, estableciendo de este modo una prelación de importancia en los recursos 
naturales en este sentido. 
 
7.1.2.1 Aporte Innovativo. 
 
A modo de aporte adicional, y con los datos que la interconexión y sistematización de las 
decisiones que los fallos arrojaron, se ha construido una pirámide de prelación de derechos  
constitucionales en función al Derecho al Medio Ambiente, y a fin de enriquecer tanto la 
hipótesis Nr. 2  a saber: 
 
                                                                                                                                                             
los cuales se encuentra un inmueble cuya titularidad, uso y administración, figuran a nombre del Ejército Argentino 
(Campo General Alvarado). 
 
918 Ver acápite pertinente y el.caso ”MARUBA S.C.A. EMPRESA DE NAVEGACION MARÍTIMA C/ ITAIPU S/ DAÑOS Y 
PERJUICIOS” Fallos 321:48, del 5/2/1998, en donde el Tribunal determinó que, las actividades relativas a los 
recursos naturales de un Estado no constituían una manifestación inmediata y directa de su soberanía, si -como en el 
caso de las aguas su explotación y aprovechamiento podían ser dejados en manos de particulares. 
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Pirámide de prelación de Derechos Constitucionales establecidos por la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación Argentina en función al Derecho al Medio 
Ambiente Sano 
( art. 41 de la Constitución Nacional)
1863-2009
1. Derecho a la
Defensa Nacional 
(arts. 31, 
75, incs. 16, 25, 27 y 30 )
2. Promoción de Comercio y 
Progreso de la Nación
( art.75 in.13, 18, 19 )
para la concreción del
Servicio Público de Energía Nacional)
3. Derecho al Medio Ambiente Sano 
(art. 41 de la Constitución Nacional)
4. Derecho a la Propiedad y al Trabajo.
(art.17 CN y 14 CN)
 
 
Pirámide de prelación de recursos 
naturales.
1. Recursos Hidrocarburíferos.
(esenciales para la defensa nacional)
2. Recursos Hídricos.
(no constituyen una manifestación inmediata 
y directa de su soberanía)
 
 
 
 A modo de aporte para investigaciones futuras en materia hidrocarburífera, se plantearán hipótesis 
derivadas en el punto 7.2.4, a cuya lectura se remite y que se basan en el desarrollo  analítico efectuado 
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en el punto 6.3.5. en cuanto a las cuestiones de seguridad  nacional y hemisférica relativas al uso y 
apropiación de los recursos naturales. Asimismo, y a modo de conclusión derivada se propone crear un 
nuevo orden de prelación de derechos constitucionales en relación al Derecho al Medio Ambiente, (lo 
que permitirá construir una nueva pirámide de prelación de derechos), teniendo en cuenta que: 
a) La protección y defensa de los recursos naturales preservados, no contaminados y utilizados 
racionalmente (en especial los no renovables como los recursos hidrocarburíferos), deben ser elementos 
incluidos dentro de los objetivos de defensa nacional en tanto éstos919 y su apropiación directa o 
indirecta, así como la modificación topográfica y limítrofe de los  territorios nacionales de los Estados 
por efecto del cambio climático, se configuran como posibles causas de generación de conflictos 
armados mundiales. De este modo, puede concluirse que el Derecho al Medio Ambiente Sano (art. 41 de 
la Constitución Nacional) y la obligación de preservación de los recursos naturales en general y los 
recursos hidrocarburíferos en particular, poseen estrecha relación con el derecho a la defensa nacional 
establecido en los arts. 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30 del mismo cuerpo.  
b) Esta  interconexión también se configura entre la preservación de los recursos naturales y la 
prosecución del desarrollo sostenible (art. 41) con el Derecho al progreso de la Nación y la obtención del 
desarrollo humano (art. 75 inc. 18 y 19), sin que exista entre ellos exclusión alguna, sino 
complementación, en tanto el texto constitucional  ha optado claramente por la prosecución del respeto, 
por parte de las actividades productivas de la satisfacción de necesidades de las  generaciones 
presentes, sin comprometer a la de las generaciones venideras920, lo que condiciona las nociones y 
políticas de crecimiento  economicista, al cumplimiento de los parámetros de preservación y 
sustentabilidad ambiental dados por el respeto a la tasa de reproducción y auto-depuración de los 
recursos renovables y a la explotación racional de los no renovables.     
c) Según lo mencionado ut supra, y para enriquecer la hipótesis sub exámine,  se presenta como 
propuesta para una eventual decisión de la C.S.J.N. una nueva prelación de derechos, en la que, el 
Derecho al Medio Ambiente Sano establecido en el art. 41 de la Constitución Nacional  debe compartir 
la cúspide de la pirámide de prelación de derechos constitucionales con el derecho a la defensa nacional 
establecido en los arts 31, 75, incs. 16, 25, 27 y 30,  el  progreso de la Nación, y  la obtención del 
desarrollo humano (art. 75 inc. 18 y 19) lugar que estos derechos deben compartir coexistiendo de 
manera coordinada y complementaria y del modo y en las formas en que la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación lo determine.  
 
A modo de aporte adicional, con esta última propuesta y con los datos que la interconexión de las 
decisiones de los fallos arrojaron, se ha construido una pirámide de prelación de derechos   
constitucionales que grafica la interconexión propuesta de prelación entre el Derecho al Medio 
Ambiente y el derecho a la defensa nacional. 
                                                 
919 En especial los recursos  hidrocarburíferos e hídricos  ver desarrollo. 
 
920 Ver desarrollo. 
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Interconexión propuesta de prelación entre el Derecho al 
Medio Ambiente y el Derecho a la Defensa Nacional .
•Derecho a la
Defensa Nacional 
(arts. 31, 
75, incs. 16, 25, 27 y 30)
•Derecho a la 
Promoción de Comercio
Progreso
y el Desarrollo Humano en la Nación. 
art.75 in.18 y 19) 
( para la concreción de
Servicio Público de Energía Nacional)
•Derecho al 
Medio Ambiente Sano
Y preservación recursos naturales
(Art. 41 C.N.)
Derecho a la Propiedad (art. 17), 
al Trabajo (art. 14 bis,), 
Complementariedad 
y Coordinación
Según 
Criterio de
La Corte Suprema.
 
Esta nueva prelación de derechos, implicaría una re -delimitación de la doctrina sentada por el 
Tribunal en autos “MARUBA”921  en tanto implicaría una equiparación de las cuestiones ambientales y 
de preservación de los recursos naturales como elementos estratégicos de  seguridad nacional y 
hemisférica.  
De este modo, queda validada, ampliada y enriquecida la hipótesis Nr.2, ya que se ha comprobado 
la existencia de las prelaciones de derechos constitucionales enunciados en la hipótesis y se ha hecho  
un aporte adicional que es la clasificación, sistematización y jerarquización taxonómica de los mismos 
en la construcción de una pirámide de prelación de derechos constitucionales en función al Derecho al 
Medio Ambiente, y otra pirámide de prelación de recursos naturales, mediante el propio análisis e 
interrelación inédita y original de los propios precedentes del Tribunal. 
 
7.1.3 Validación de la Hipótesis 3 – 
 
3)  La preservación de los recursos naturales, el  ambiente en general y los recursos 
hidrocarburíferos en particular, constituyen cuestión federal especial y de gravedad 
institucional suficiente a los efectos de la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la 
                                                 
921 Ver acápite correspondiente y autos ”MARUBA S.C.A. EMPRESA DE NAVEGACION MARÍTIMA C/ ITAIPU S/ 
DAÑOS Y PERJUICIOS” Fallos 321:48. en cuanto aquí determinó que, las actividades relativas a los recursos 
naturales de un Estado “no constituían una manifestación inmediata y directa de su soberanía”, si -como el caso de 
las aguas su explotación y aprovechamiento podían ser dejados en manos de particulares. 
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Nación Argentina, quien posee jurisdicción para entender en la temática esencialmente a 
través de la vía recursiva extraordinaria (art. 116 C.N.), así como mediante la avocación per 
saltum, su jurisdicción originaria (art. 117 C.N ) y/o en uso de su facultad dirimente (art. 127 
C.N.) según el caso, en ejercicio de nuevas facultades y responsabilidades explícitas otorgadas 
a partir de la reforma constitucional de 1994 y de la Ley General del Ambiente Nr. 25.675, las 
cuales le otorgan un poder y un deber exorbitante para concretar los fines constitucionales de 
preservación y uso racional consagrados en el  Artículo 41 de la Constitución Nacional, que le 
permite y hace conveniente: 
a. Crear en el seno de su organización institucional un organismo ambiental especializado 
de carácter estable y permanente, la Oficina Medio Ambiental (OMA), con el fin de instruirla de 
diversas funciones, entre las cuales deben estar la instrucción de las causas ambientales, la 
ejecución y el  monitoreo del cumplimiento de sus sentencias ambientales, la instrucción y 
sanción de los delitos de desobediencia a sus decisiones ambientales,  la representación del 
Tribunal en actividades de naturaleza política según el esquema presentado en el  la hipótesis 
3.c. y la conformación y coordinación de una Comisión Judicial Ambiental Interprovincial en la 
que participen todos los representantes de los Poderes Judiciales Provinciales.  
b. Crear un sistema sui generis de medidas de acción directa de ejecución de sus decisiones 
ambientales que le permita superar el  incumplimiento de sus órdenes.  
c. Actuar incluso preventivamente de manera ex ante los hechos en el  área de la creación e 
implementación de políticas públicas ambientales de manera conjunta con el Poder Legislativo 
y el  Poder Ejecutivo tanto nacional como de las Provincias, mediante un nuevo esquema 
institucional de coordinación y cooperación en la disciplina ambiental, superador de los 
obstáculos que presenta el sistema clásico de división de poderes para la actuación 
mancomunada. 
Todo ello a fin de  agilizar y concretar de manera idónea este poder. 
 
 
Del desarrollo efectuado en el presente y a cuya lectura se remite, surge que:: 
a) El Derecho el Medio Ambiente Sano (art. 41 CN) es el derecho a la  subsistencia humana, y por 
lo tanto, presupuesto previo y condición necesaria de existencia del Derecho a la vida, el más 
importante de los Derechos Humanos, al que se encuentra indisolublemente ligado. Dicha 
circunstancia habilita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación a ejercer sus facultades explícitas, 
inherentes e implícitas a fin de su formal concreción, no sólo a través de la vía del art. 41 de la 
Constitución Nacional, sino también por vía del art. 75 inc. 22 C.N. (consagración del rango 
constitucional de los Derechos Humanos y las Convenciones que los regulan), del art. 124 C.N. 
(dominio originario de los recursos naturales) así como el art. 75 inc. 17 C.N. (respeto al modo de 
subsistencia ambiental de las comunidades originarias, de la propiedad comunitaria indígena y del 
acceso a los recursos naturales de los que dependen) y 75 inc.19  C.N. (promoción del desarrollo 
humano). 
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b) En ese contexto, no sólo las acciones, sino también las  omisiones del resto de los poderes de 
Estado que impliquen la violación o la ausencia de una política pública ambiental según los fines de 
preservación del art. 41 de la Constitución Nacional, habilitan el uso de los poderes de la Corte 
Suprema de Justicia de la Nación. 
c) Producto de los fines últimos de garantía de la subsistencia humana que la disciplina posee, 
de su interconexión e indisolubilidad con el derecho a la vida, de los fines de preservación de los 
recursos naturales y del medio ambiente en general previstos en el art. 41 de la Constitución Nacional, 
y la obligación instituida en cabeza de las autoridades de proveer por este objetivo, debe concluirse que, 
la materia ambiental es “cuestión federal especial” que otorga facultades extraordinarias y exorbitantes 
al Máximo Tribunal de Justicia de la Nación, quien entenderá principalmente vía recurso 
extraordinario, (art, 116 C.N.), pero también vía avocación per saltum, jurisdicción originaria (art. 117 
C.N.)  o en ejercicio de su facultad dirimente (art. 127 C.N.), según fuera analizado de sus propios 
precedentes. 
d) Dichas facultades extraordinarias y exorbitantes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
en materia ambiental son el resultado del cúmulo de poderes explícitos (incluidos en el art. 32 y 33 Ley 
25.675) e implícitos, re-parametrizados  y re-dimensionados a la luz de los objetivos de un nuevo 
paradigma cuyo fin es la obtención del balance ecológico para evitar la destrucción de la vida. Esta 
nueva calidad de poderes exorbitantes y extraordinarios se presentan de este modo como una síntesis 
dialéctica inclusiva, englobadora y superadora de todas las facultades y potencialidades del Máximo 
Tribunal, en la que se concentran las habilitaciones en  área del control, revisión, re -direccionamiento y 
creación de las políticas públicas ambientales que contravengan estos fines de preservación, pudiendo 
incluso decretar el efecto erga ommes de sus decisiones en la materia, establecer alcances inéditas en 
las mismas y tomar medidas de ejecución sui generis que garanticen su eficacia, haciendo sus 
decisiones inmunes a la excepción de cuestión política no justiciable.  
e) Debe entenderse incluidas en estas facultades extraordinarias las de ejercer un poder de 
control de constitucionalidad del tipo de control de constitucionalidad concentrado, con efecto erga 
ommes  y de sanción de nulidad de normas con efecto genérico erga ommes, de todas aquellas normas 
contrarias a los fines establecidos en articulo 41 de la Constitución Nacional que consagra la 
obligatoriedad de la creación y ejecución de una política pública constitucional Ambiental de acuerdo a 
los fines de preservación y uso racional de los recursos y adoptar medidas innovadora y creativas para 
la ejecución efectiva de sus decisiones.  
f) Parte de estas facultades superlativas le permiten otorgar a sus decisiones los alcances que 
estime corresponder con total libertad. En este último aspecto, debe tenerse en cuenta que la 
aceptación por parte del Tribunal de la aplicación del Principio Precautorio, lo habilita incluso a tomar 
decisiones en casos de posible daño ambiental grave sin que exista prueba concluyente del mismo en 
los autos en cuestión.922  La falta de prueba, no se constituye como un obstáculo para la toma de 
decisiones del Tribunal en ésta área del derecho, como así tampoco los planteos oportunos o 
inoportunos de las partes en el marco del proceso. El Principio de Congruencia y su rigurosidad puede 
                                                 
922 Ver desarrollo de los principios y criterios ambientales, en especial del Principio Precautorio, de sus implicancias 
en función de la prueba y colisión de nociones tradicionales del proceso civil desarrollado ut-supra. 
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quedar, de este modo, eludido como obstáculo procesal para la toma de decisiones ambientales. Lo 
mismo cabe decir de la estabilidad de las sentencias y del instituto de la cosa juzgada. 
a) Las políticas públicas ambientales que por acción u omisión contravengan la obligación de 
preservación del medio y los recursos se presentan como actos justiciables en los términos de la 
doctrina de las cuestiones políticas, habilitando a la C.S.J.N. a  expedirse en todos los aspectos dañinos 
al ambiente, aún cuando lo que fuere traídos a sus estrados fuesen circunstancias relativas a la 
oportunidad, mérito y conveniencia de  las acciones emanadas de otros poderes del Estado. En tanto la 
cuestión ambiental es pasible de ser calificada como de gravedad institucional a los fines de la 
aplicación de dicha doctrina a los casos así encuadrados, pudiendo resoluciones que no sean 
sentencias emanadas del superior Tribunal de la causa, llegar a los estrados de la Corte, quien posee 
facultades de avocación en las causas ambientales en que exista gravedad institucional y el hecho 
involucre la jurisdicción federal, mediante la utilización del recuso per saltum.923 
b) En resumen, el Derecho al Medio Ambiente apto sano y equilibrado (con todo lo que ello implica 
en cuanto al uso racional del ambiente y sus recursos  y las politicas para el desarrollo sostenible), la 
obligación de recomposición del medio ambiente, y la protección de las generaciones futuras a través 
del encauzamiento de las actividades productivas de una manera sostenible, (según previsiones del art. 
41 de la Constitución Nacional), pueden abrir la competencia del Máximo Tribunal: 
 Esencialmente por vía de apelación extraordinaria, (Recurso Extraordinario 
previsto en el art. 14 Ley 48), en tanto esta materia se ha tornado materia federal post  reforma 
constitucional del año 1994 y en tanto esta instancia es la natural en grado de apelación 
extraordinaria de acuerdo al Principio de Territorialidad Ambiental  que ella misma ha creado a 
través de la sistemática reiteración jurisprudencial. La “materia federal ambiental” base del 
recurso extraordinario, podrá abordarse a través del art. 41 (Derecho al Medio Ambiente), 75 
inc.17 (comunidades originarias y propiedad comunitaria indígena, seguridad en la  gestión de 
sus recursos naturales), art. 75 in. 19 (desarrollo humano), 124 (dominio originario de recursos 
naturales) y en tanto el Derecho al Medio Ambiente Sano, es el presupuesto básico del Derecho 
Humano a la vida a través del art. 75 inc.22 
 Vía Jurisdicción originaria (en los términos del art  117de la CN) en los casos 
en que las partes (Provincias) involucradas sean las allí previstas y se trate de una causa civil, así 
como en casos en que este demostrado la interjurisdiccionalidad del daño ambiental.  
 Vía avocación per saltum. Los temas ambientales pueden ser tipificados como 
de gravedad institucional, lo que permitiría este tipo de avocación. 
 Vía el ejercicio de la jurisdicción dirimente (Art. 127 CN) cuando el conflicto se 
suscite entre Provincias Argentinas. 
 
Gráficamente puede resumirse este punto en el siguiente diagrama: 
                                                 
923 Se recuerda que el Dr. Fayt considera que como consecuencia de la divergencia  de fundamento en los votos de la 
mayoría en el caso “Dormí”, no puede afirmarse que la Corte haya creado en si una doctrina del per saltum. ver Fayt 
C.S, La Corte Suprema y la evolución de su  jurisprudencia, ob. cit.  
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Competencia ambiental.
Corte Suprema de Justicia de la Nación.
Art. 41
C.N.
Art. 75 
inc. 22 C.N.
Art. 124  C.N.
Art. 75 
inc.19 C.N.
Art. 75
inc.17. C.N.
Vía Avocación 
Per Saltum
(recurso pretoriano)
Vía
Jurisdicción Dirimente
(Art. 127 CN)
Vía 
Recurso
Extraordinario
(Art. 116 C.N.)
Vía 
Competencia Originaria
(Art. 117 C.N.)
 
 
 
7.1.3.1 Aporte innovativo. 
 
Los amplios poderes que la disciplina ambiental ha puesto en manos del Poder Judicial y que 
surgen de sus poderes implícitos, permiten proponer, a fin del efectivo cumplimiento de las 
prescipciones constitucionales en materia ambiental, las siguientes reformas, a saber: 
 
a) La creación de una Oficina Medio Ambiental (OMA) como oficina técnica idónea permanente, 
dentro del organigrama administrativo interno del Tribunal, con las funciones tanto técnicas como 
coordinadoras desarrolladas en el acápite 6.8.3.1. y entre las cuales se prevé la instrucción y ejecución 
y monitoreo de las sentencias ambientales de la Corte, y su representación en el Espacio de 
Coordinación Inter-orgánica Ambiental propuesto.  
Además de  las funciones indicadas, deberá promocionar el Fuero Ambiental especializado que permita 
detectar, identificar y solucionar ágilmente, con idoneidad y prontitud, los conflictos ambientales 
existentes o de probable generación.     
b) La creación de una Comisión Ambiental Judicial Interprovincial, en la que participen 
representantes de los Poderes Judiciales provinciales, a fin de implantar un nuevo método de rel ación 
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intra orgánica superadora que permita mejorar los aspectos preventivos, precautorios y resolutorios 
derivados de la implementación las políticas ambientales o incluso de su ausencia.    
c) La creación de un Cuerpo de Peritos Ambientales  especializados, dentro del organigrama 
administrativo interno del Tribunal. 
d) La producción de esquemas de participación social e institucional. 
e) Crear instrumentos de recolección y análisis de datos ambientales surgidos de los casos 
presentados a resolución de los tribunales inferiores, que le permitan contar con información veraz y 
actualizada de las circunstancias ambientales de todo el pais a fin de generar una eficaz  toma de 
decisiones.  
f) Crear un propio Departamento de ejecución de sentencias ambientales  encargado de 
monitorear el cumplimiento de las mismas e instruir y sancionar los delitos de desobediencia  a sus 
decisiones, dentro de su seno. 
g) Adoptar decisiones sui generis de ejecución de sus sentencias, como las Medidas de Acción 
Directa de ejecución de la orden ambiental, en las cuales frente al incumplimiento de una orden 
ambiental se encomiende la ejecución de remediación ex-situ o in-situ a terceros ajenos a la relación 
sustancial planteada, especialistas idóneos en remediación ambiental, por cuenta y orden del sujeto 
omitente o los fondos de recomposición correspondientes y/o los fondos de recomposición ambiental 
especificos.  
h) Crear un Espacio de Coordinación Inter-orgánica Ambiental  en que el Poder Judicial, el 
Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo creen, implementen, monitoreen y eventualmente reformulen 
políticas públicas ambientales, inaugurando un nuevo accionar ex ante en el ejercicio de sus funciones, 
en la búsqueda de soluciones sistémicas ambientalmente viables para la concreción del desarrollo 
sostenible. 
i) Crear un nuevo espacio de relaciones plurales con diversas instituciones nacionales e 
internacionales como  la Sala Ambiental de la Corte Internacional de Justicia de la Haya, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, y el Tribunal General de Justicia de la Unión Europea (UE) 
entre otros por los asuntos de índole ambiental.  
j) Promover la tipificación de un delito específico destinado a sancionar las órdenes ambientales 
del Tribunal no cumplidas.. Ello implicaría producir soluciones legislativas mediante la creación de un 
delito específico que tipifique la desobediencia de una decisión de la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación ante una decisión de tipo ambiental. Desobedecer a la Corte Suprema es mucho más grave que 
desobedecer a un Tribunal inferior, por el tenor de los temas debatidos. En particular, si se trata de 
una desobediencia  a una orden que trata de remediar un daño ambiental cuya  implicancia  colectiva 
es innegable atento al riesgo para la propia subsistencia de la especie humana.  Por ello , podría 
preverse un sistema de agravantes de pena o solución alternativa que diera cabal cuenta de esto. Para 
esta solución, la única vía posible implica la creación vía legislativa de esta figura típica. 
Todo ello de acuerdo a los detalles mencionados en lo acápites 6.8. 
De este modo, quedan aportadas nuevas propuestas innovativas para el accionar ambiental de la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina, en consonancia con el carácter prospectivo y 
aplicativo que en parte la presente tesis ha proyectado. 
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7.1.4 Hipótesis derivadas para futuras investigaciones. 
Subsiguientemente, se plantean  las  hipótesis derivadas relativas a algunos de los temas tratados, 
a ser analizadas en futuras investigaciones, y que pueden constituir las claves para alguna eventual 
decisión del Máximo Tribunal a saber: 
7.1.4.1 En materia hidrocarburífera. 
Atento a los argumentos  explicados en el acápite pertinente, y según se adelantara se plantean las 
siguientes hipótesis derivadas a ser desarrolladas en  futuras investigaciones: 
7.1.4.1.1 Hipótesis Derivada 1:  
“El art. 1 de la Ley 24.145 que transfiere a las Provincias el dominio de los recursos 
hidrocarburíferos, así como la totalidad de la Ley Nr. 26.197 son inconstitucionales, en tanto  violan el 
derecho del Estado Nacional a proveer su propia defensa previsto en los artículos (arts. 31, 75, incs. 16, 
25, 27 y 30, de la Constitución Nacional) y a promover un  desarrollo humano uniforme justo y 
equitativo en todas las Provincias que componen la República Argentina, mediante la ejecución de una 
política pública nacional que bregue por la concreción del “desarrollo humano” previsto en los art. 75 
inc. 19 como obligación del Estado “concretar y de proveer el crecimiento armónico de la N ación y al 
poblamiento de su territorio, promover políticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el desigual 
desarrollo relativo  de Provincias y regiones ”, así como la obligación del estado de proveer por el 
bienestar general.  
El traspaso de la riqueza de los yacimientos sólo ha beneficiado a un pequeño grupo de Provincias 
productoras y a las empresas privadas que los explotan, y privado al Estado Nacional del acceso al 
recurso estratégico básico que posibilita la concreción de políticas públicas destinadas a realizar los 
derechos mencionados.” 
 
7.1.4.1.2 Hipótesis derivada 2.  
“El art. 9 de la Ley 24.145, en tanto establece que el Estado Nacional debe asumir todos los créditos 
y deudas originadas en causa, título o compensación existente al 31 de diciembre de 1990, que no se 
encontraron reconocidos como tales en los estados contables de Yacimientos Petrolíferos Fiscales 
Sociedad del Estado a dicha fecha,  generando la obligación del Estado Nacional de asumir todos los 
pasivos ocultos ambientales y decretando la  indemnidad a YPF SA (y de sus posteriores adquirentes), 
de los Pasivos Ambientales Ocultos, es inconstitucional en tanto vulnera la política pública 
constitucional establecida en el  art. 41 de la Constitución Nacional destinada a la concreción de un 
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derecho al medio ambiente sano, criterios y principios ambientales  de solidaridad y responsabilidad 
colectiva.”  
7.1.4.1.3 Hipótesis derivada 3.  
“La Ley 24.076 (de privatización de Gas del Estado y marco regulatorio del Gas Natural) posee un 
vicio de nulidad intrínseco en su sanción, ya que la obtención de quórum mediante el voto  de personas 
ajenas al recinto que no revestían la calidad de diputados, vicia de nulidad el procedimiento establecido 
en materia de legitimación representativa en el mecanismo de sanción de leyes. De este modo, esta  Ley 
ha vulnerado no sólo el art. Nr.1 sino también los  Art  22, art. 44, art. 45, arts. 77 a 84 de la 
Constitución Nacional, en tanto existió en el caso violación al régimen de la representatividad 
constitucional, que implica la representación indirecta del pueblo mediante la intervención de 
diputados y senadores electos en elecciones convocadas formalmente al efecto, y la alteración del 
sistema de sanción de leyes.” 
 
7.1.4.1.4 Hipótesis derivada 4 
El Dec 1738/92 art. 4 inc. 5 último párrafo, en tanto prohíbe al Estado Nacional el Rescate de las 
concesiones otorgadas para la concreción del servicio público de gas natural es inconstitucional, en 
tanto vulnera el art. 75 inc. 18 y 19 que consagra la obligación del Estado Nacional de concretar 
políticas públicas de desarrollo humano de toda la comunidad y de su genérico fin de proveer por el 
bienestar general, concretando su rol de subsidiariedad, así como del Art. 41 de la C.N. en tanto 
prescribe la obligación de las autoridades de proveer la utilización racional de los recursos naturales y a 
la preservación del patrimonio natural. 
 
7.1.4.2 En materia de potestades de la Corte Suprema de Justicia de la N ación. 
7.1.4.2.1 Hipótesis derivada 5.  
 
“Debe sancionarse una Ley del Congreso que establezca un nuevo sistema de coordinación inter-
orgánica ambiental en que el que el Poder Judicial, el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo creen, 
implementen, monitoreen y eventualmente reformulen políticas públicas ambientales, inaugurando un 
nuevo accionar ex ante en el ejercicio de las funciones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación y 
un nuevo método de cooperación coordinada en la disciplina ambiental de todos los poderes de Estado 
a fin de garantizar el ágil cumplimiento de  los fines del art. 41 de la CN.” 
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Colofón. 
 
En contestación a la pregunta con que se iniciara la presente investigación, a saber: 
 
En función del resguardo del  derecho constitucional  al 
Medio Ambiente Apto Sano y Equilibrado establecido en el art. 41 de la Constitución Nacional, 
¿Qué es lo que la Corte Suprema de Justicia de la Nación Argentina  puede hacer? 
 
Debe responderse: 
 
Desplegar el máximo sus potestades creativas, actualizar sus potencias innovadoras, concretando 
el cúmulo de facultades y obligaciones de las que fue constitucional y legalmente investida, las que en 
el área ambiental son exorbitantes y extraordinarias, y cuyo  último objetivo es la preservación de la 
vida en el sentido más lato, a través de la prosecución del uso racional y la preservación de los recursos 
naturales y del medio ambiente apto en general, presupuesto previo de existencia de la vida.  
La concreción de los Derechos Humanos ambientales precondicionales, de la vigencia del espíritu 
de solidaridad debido entre los seres humanos en el uso los recursos naturales está en sus manos.  Ella 
debe velar por la realización concreta del principio de equidad, y la instauración del criterio de igualdad 
ontológica entre todas las personas en el acceso al uso de los bienes públicos naturales. Su misión en 
materia ambiental consiste en bregar por la preservación del patrimonio natural, formulando nuevos 
métodos de cooperación interorgánica y plasmando mediante sus decisiones las formas de concreción 
del deber de solidaridad que todos los hombres posen hacia sus pares, entendido éste como el ejercicio 
de la comunicación de los bienes naturales de manera justa, garantizando la aplicación de caridad, en 
tanto  auxilio debido a personas necesitadas y excluidas del acceso a los recursos naturales esenciales 
y debidamente preservados para su subsistencia, debiendo velar por el derecho a recibir soli daridad y 
equidad de aquellas personas que no pueden por diversas circunstancias acceder  igualitariamente al 
uso de los mismos para garantizar la dignidad de su subsistencia y la preservación de los equilibrios 
biológicos y termodinámicos que permitan la vida de las generaciones futuras. 
El cúmulo de potestades que la Corte Suprema de Justicia de la Nación posee en la disciplina, la 
posicionan como una actora esencial y primordial en la escena última y suprema de los fines de todo 
sistema jurídico, la protección del hombre y la preservación de la vida.   
Oyhanarte menciona que existen 3 clases de jueces: 1) los jueces creadores: son los que ven las 
expresiones del cambio el cambio, lo señalan y empiezan a recorrerlo, 2) jueces impeditivos: pretenden 
frenar la dinámica del cambio, 3) jueces actualizadores : modestos y prudentes que actúan con lealtad al 
bien común nacional contemporáneo pero a quienes les falta el talento político de Marshall.  
A la primera categoría de jueces, es decir, a los jueces creadores, va dirigida esta tesis. Espero sea 
de utilidad. 
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Mis últimas palabras son para mis niños: 
Queridos Luca y Lucia: 
Con el tiempo aprenderán a leer y, eventualmente, a entender las implicancias 
de aquello que se escribe y de lo que se hace con los actos cotidianos. Espero haberles dejado el mejor 
ejemplo, el del esfuerzo, la perseverancia, el respeto por la naturaleza, la solidaridad y la cooperación 
como mecanismos de acción aplicable a sus vidas y, en especial, el de la energía para imaginar un 
mundo mejor.  
Quiero dedicarles especialmente esta tesis por la enorme deuda que ella me 
generó hacia ustedes. El tiempo que les robé a sus juegos, es el que dediqué a estudiar y a tratar de 
crear instrumentos que mejoren nuestra realidad. Este no volverá, pero estoy segura de que, cuando 
puedan comprender las implicancias de este trabajo, contarán con algunas de las herramientas 
fundamentales para desenvolverse en el mundo que les tocará moldear. Ello me reconforta.   
La mezquindad no es una buena consejera en ninguno de los aspectos de la 
vida,  ni en el personal, ni en el profesional. Si alguno de ustedes decide algún día ser juez, siembren 
semillas de cooperación y solidaridad en beneficio de las sociedades que les toquen juzgar. Sean  
generosos con el otorgamiento de las medidas cautelares, en especial en aquellas que involucran a 
personas con discapacidades o enfermas. Las grandes angustias de mi vida profesional han tenido que 
ver con unos pocos jueces que no han sabido ser caritativos con gente que realmente lo  necesitaba. 
No sean ingenuos. Los hechos y las acciones poseen causas y consecuencias. 
Analicen todas aquellas que puedan encontrar e imaginar y obren con conciencia de los efectos que sus 
acciones u omisiones tendrán.  
Lean historia. Esta disciplina les aportará la visión panorámica que les 
permitirá de codificar la realidad de los tiempos que les toquen vivir. Recuerden los hechos y las 
circunstancias de la guerra de Malvinas, su abuelo luchó en ella y fue condecorado por su valor, por 
ello es un héroe. Esta guerra es un ejemplo de los alcances que la necesidad por los recursos naturales 
y la mantención de las posiciones geopolíticas pueden tomar, así como de los intrincados mecanismos 
de la actuación internacional. Ella constituye, en definitiva, la gran lección histórica que la Argentina 
no debe olvidar. 
Sean honestos. Jamás sean indiferentes hacia los demás y den siempre lo 
mejor de ustedes. Utilicen sus dones para encontrar caminos pacíficos para mejorar la realidad. Ello, 
necesariamente, se logrará mediante el respeto a la dignidad del prójimo y al ambiente del que todos 
dependemos para subsistir.  
Sean gentiles. Esta tesis es el fruto final de la mejor dirección doctoral posible, 
uno de los mejores Ministros de la Corte Suprema que alguna vez sirvió a la Nación, un día aceptó ser 
mi Director. Todavía no se porqué. Su acto de docencia desinteresada y abnegada, me ha servido para 
aprender que las grandes personas son las más gentiles y las más atentas.    
Sean tenaces, no se den por vencidos en cumplir sus objetivos. Recuerden 
siempre: “Pedid y se os dará, buscad y hallaréis, golpead y se os abrirá. Porque todo el que pide, recibe; 
el que busca, hallará; y al que llama, se le abrirá”. En sus manos está el poder de mejorar este mundo.  
Los ama.    Mamá.   
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